n.? 261 - TOMO 517 10 DE DICIEMBRE DE 2013 


REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 
CÁMARA DE SENADORES 


CUARTO PERÍODO DE LA XLVII LEGISLATURA 


63.2 SESIÓN ORDINARIA 


PRESIDEN 


EL SEÑOR DANILO ASTORI 
Presidente 


EL SEÑOR ALFREDO SOLARI 
Primer Vicepresidente 
y 


EL SEÑOR LUIS ROSADILLA 
Segundo Vicepresidente 


ACTÚAN EN SECRETARÍA LOS TITULARES HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI Y GUSTAVO SÁNCHEZ PIÑEIRO, 
Y EL PROSECRETARIO MIGUEL SEJAS 


SUMARIO 
Páginas Páginas 
1) Texto de la citación.......oococccocconcncconnnonos. 3 4) Proyecto presentado......ooocoooncncnnnnnnnnonos: 5 
2)  AsIStENCiA e ociiesca nn crs rincon cars 4 —El señor Senador Viera presenta, con 


exposición de motivos, un proyecto de 
ley por el que se modifica el artículo 191 


2-C.S. CÁMARA DE SENADORES 


del Decreto Ley n.* 14.157 (Orgánica 
de las Fuerzas Armadas), referente a 
los requisitos establecidos para que el 
personal militar pase a situación de 
retiro. 


* Pasa a la Comisión de Defensa Nacional. 

5) Inasistencias anteriores.......oomcoccccnoonn... 
—Por Secretaría se da cuenta de las inasis- 
tencias registradas a las últimas convoca- 


torias. 


6), 15), 18), 20) y 22) Solicitudes de licencia 


e integración del Cuerpo.... 7, 185, 199, 203 y 224 


—El Senado concedelas licencias solicitadas 
por el señor Presidente del Cuerpo, 
Danilo Astori; por la señora Senadora 
Topolansky, y los señores Senadores 
Nin Novoa, Michelini, Lorier, Rosadilla, 
Martínez, Bordaberry y Chiruchi. 


—Notas de desistimiento. Las presentan 
la señora Alicia Pintos y los señores Fe- 
lipe Michelini, Carlos Gamou, Pablo Ál- 
varez, Javier Salsamendi, Juan Souza, 
Daniel Olesker, Jorge Basso, Germán 
Cardoso, Juan José Domínguez, Andrés 
Berterreche, Aníbal Pereyra, Gabriel 
Frugoni, Carlos Baldassini, Yamandú 
Orsi, Daniel Garín, Sergio Chiesa, Am- 
brosio Barreiro y Jaime Trobo. 


—Quedan convocados la señora Senadora 
Ana Lía Pineyrúa y los señores Senadores 
Lescano, Gallicchio, López Goldaracena, 
Clavijo, Fernández, Rodríguez y Montiel. 


7) Luis Omar Elisburu...........oooccoocnnocnnn..m.oo. 


— Manifestaciones del señor Senador Fer- 
nández. 


* Por moción del señor Senador, el Sena- 
do resuelve enviar la versión taquigrá- 
fica de sus palabras a Luis Elisburu, a 
la Asociación de Bancarios del Uruguay, 
Seccional Mercedes, a la Departamen- 
tal Soriano del Partido Socialista y al 
PIT-CNT de Soriano. 


8) Creación del RIDGE (Research Institu- 
te for Development, Growth and Eco- 
DOMMIOS iicecaconcian arena nacidas 


—Manifestaciones del señor Senador 
Baráibar. 


«El señor Senador continuará su exposi- 
ción sobre el tema en la próxima sesión 
ordinaria. 


9) Influencia positiva de la extensión de la 
plataforma continental en el desarrollo 
Naciona inicia 


—Manifestaciones del señor Senador 
Lacalle Herrera. 


* Por moción del señor Senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de 
sus palabras a los Ministerios de Relacio- 
nes Exteriores, de Defensa Nacional y de 
Economía y Finanzas. 


10) Importancia de la vigencia de los dere- 
Chos huUMAnOoS......oooccoccnonnnonnnnnnanonanonenon 


— Manifestaciones del señor Senador López 
Goldaracena. 


* El señor Senador no solicita trámite para 
la versión taquigráfica. 


11) Programas de computación en organis- 
mos del Estado........oooccoocccoccnncnnnnnnnonanonos 


—Proyecto de ley por el que se dispone su 
utilización por parte de los organismos 
del Estado. 


«Aprobado. Vuelve a la Cámara de 
Representantes. 


12), 14), 17), 19), 21) y 23) Control y 
regulación de la marihuana y sus 
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10 


11 


12 


derivados........... 17, 185, 186, 199, 203 y 224 


—Proyecto de ley por el que se estable- 
ce el control y la regulación por parte 
del Estado de la importación, expor- 
tación, plantación, cultivo, cosecha, 
producción, adquisición, almacena- 
miento, comercialización, distribu- 
ción y consumo de la marihuana y sus 
derivados. 


«Sancionado. Se comunicará al Poder 
Ejecutivo. 


13) Prórroga de la hora de finalización de 
O A TIT 


* Por moción del señor Senador Rosadilla, 
el Senado resuelve prorrogar la hora de 
finalización de esta sesión hasta termi- 
nar el tema en consideración. 


185 
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16) Régimen de trabajo de las Comi- 
siones durante el receso parla- 
MenNtariO.....oocccnonococncnonannnncnnnncnonanos 186 


* Por moción de los señores Senado- 
res Rosadilla, Viera y Moreira, el 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 6 de diciembre de 2013. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
sesión ordinaria, el próximo martes 10 de diciembre, 
a la hora 9:30, a fin de informarse de los asuntos 
entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


1.9) Continuar con la discusión general y particular 
del proyecto de ley por el que se dispone la utilización 
de programas de computación de formato abierto y 
estándar para el procesamiento y la conservación de 
datos, por parte de los Organismos del Estado. 

Carp. n.* 1123/2012 — Rep. n.* 959/2013 y Anexo I 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


2.2) por el que se establece el control y la regulación 
por parte del Estado de la importación, exportación, 
plantación, cultivo, cosecha, producción, adquisición, 
almacenamiento, comercialización, distribución y 
consumo de la marihuana y sus derivados. 

Carp. n.” 1288/2013 — Rep. n.* 962/2013 y Anexo I 


3.2) por el que se crea el Colegio Veterinario del 
Uruguay. 
Carp. n.* 1124/2012 — Rep. n.* 960/2013 y Anexo I 


4.) Informes de la Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales relacionados con las solicitudes remitidas 
por el Poder Ejecutivo, a fin de designar: 


- en calidad de Embajador Extraordinario y Pleni- 
potenciario de la República ante la República Domi- 
nicana, al doctor Raúl Pollak. 

Carp. n.* 1362/2013 — Rep. n.* 956/2013 


- en calidad de Embajador Extraordinario y Ple- 
nipotenciario de la República ante la República del 
Paraguay, al licenciado Federico Perazza. 

Carp. n.* 1344/2013 — Rep. n.* 957/2013 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 
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Senado resuelve autorizar a todas las 
Comisiones del Senado a reunirse du- 


rante el receso parlamentario. 


24) Levantamiento de la sesión..........o.oo..... 264 


5.2) por el que se modifican varias disposiciones 
de la Ley n.* 18.407, de 24 de octubre de 2008, 
referida a la constitución y funcionamiento de las 
Cooperativas. 

Carp. n.* 1252/2013 — Rep. n.* 964/2013 y Anexos l y II 


6.%) por el que se prorrogan los permisos corres- 
pondientes a las frecuencias regulares de vuelo esta- 
blecidas en la Ley n. ? 19.057, de 4 de enero de 2013. 

Carp. n.* 1320/2013 — Rep. n.” 968/2013 


7.2) por el que se designa con el nombre de “Dr. 
Elías Regules”, el puente ubicado sobre el arroyo 
Malbajar, en la ruta nacional n.” 14, departamento 
de Durazno. 

Carp. n.? 1384/2013 — Rep. n.* 967/2013 


8.) Discusión única de un proyecto de resolución 
relacionado con la reedición de la obra La Epopeya de 
Artigas, de don Juan Zorrilla de San Martín. 

Carp. n.* 1403/2013 — Rep. n.* 961/2013 


9.2) Informe de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionado con el Mensaje remitido por el 
Poder Ejecutivo, por el que solicita la venia corres- 
pondiente a fin de designar en los cargos de Fisca- 
les Adscriptos (Escalafón “N”), a las doctoras Estela 
González Russo, Natalia Pereira Apud y Silvia Santos 
de Moraes y al doctor Mario Cardozo Fourcade. 

Carp. n.* 1380/2013 — Rep. n.* 969/2013 


10) Informes de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionados con los Mensajes remitidos por 
el Poder Ejecutivo, por los que solicita la venia corres- 
pondiente a fin de destituir de su cargo: 


*a un funcionario del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. (Plazo constitucional vence el 2 
de febrero de 2014). 

Carp. n.? 1372/2013 — Rep. n.* 955/2013 


*a una funcionaria del Ministerio de Economía 
y Finanzas. (Plazo constitucional vence el 29 de di- 
ciembre de 2013). 

Carp. n.* 1138/2013 — Rep. n.” 966/2013 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario». 


4-C.S. CÁMARA DE SENADORES 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Amorín, Antognazza, Baráibar, Bordaberry, 
Chiruchi, Conde, GCouriel, Da Rosa, 
Fernández, Gallinal, Gallo Imperiale, Heber, 
Lacalle Herrera, Larrañaga, Lescano, López 
Goldaracena, Michelini, Moreira (Carlos), 
Moreira (Constanza), Pasquet, Penadés, Rubio, 
Saravia, Tajam, Topolansky y Viera; y a partir de 
la hora 12, el señor Senador Gallichio. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores 
Lorier, Martínez y Nin Novoa, y a partir de la hora 
12, el señor Senador Michelini. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 40 minutos). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- «La Presidencia de la Asamblea General desti- 
na un Mensaje del Poder Ejecutivo, al que acompaña 
un proyecto de ley, por el que se aprueba el Tratado 
Constitutivo del Sistema Unitario de Compensación 
Regional de Pagos (SUCRE), suscrito en Cochabam- 
ba, Estado Plurinacional de Bolivia, el 16 de octubre 
de 2009. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


El Poder Ejecutivo remite los siguientes Mensajes: 


e por el que comunica la promulgación de un pro- 
yecto de ley por el que se establecen modificaciones 
al inciso segundo del literal B) del artículo 219 del 
Decreto-Ley n.” 14.157 (Orgánica de las Fuerzas At- 
madas), de 21 de febrero de 1974. 

-AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHÍ- 
VESE. 


e por el que solicita la venia correspondiente, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 168, 
numeral 13, de la Constitución de la República, para 
designar como Fiscal Letrado Departamental de 
Chuy (Escalafón “N”), a la doctora Ana Paula Segovia 
Cervetti. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRA- 
TIVOS. 
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La Cámara de Representantes remite aprobados 
los siguientes proyectos de ley: 


e por el que se crea el Fondo Nacional de Coloni- 
zación, destinado a la adquisición de tierras para ser 
colonizadas o al financiamiento de créditos obtenidos 
con ese destino. 

-A LA COMISIÓN DE GANADERÍA, AGRICULTURA 
Y PESCA. 


e por el que se faculta al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a extender, por razones de interés 
general, hasta por un plazo de ciento ochenta días, 
el subsidio por desempleo de los trabajadores de la 
empresa Chic Francés S.A. 


e por el que se faculta al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a extender, por razones de interés 
general, hasta por un plazo de ciento ochenta días, 
el subsidio por desempleo de los trabajadores de la 
Cooperativa Industrial Maragata (Coopima). 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


e por el que se aprueba el Convenio entre la Re- 
pública Oriental del Uruguay y la República de Ru- 
mania para evitar la Doble Imposición y Prevenir 
la Evasión Fiscal en Materia de Impuestos sobre la 
Renta y sobre el Patrimonio, suscrito en la ciudad de 
Bucarest, República de Rumania, el 14 de setiembre 
de 2012. 


e por el que se aprueba el Acuerdo de Coopera- 
ción entre la República Oriental del Uruguay y la Re- 
pública de Georgia, suscrito en la ciudad de Montevi- 
deo, el 29 de abril de 2013. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


e por el que se modifica el artículo 192 del Decre- 
to-Ley n.* 14.157, de 21 de febrero de 1974, Orgánico 
de las Fuerzas Armadas, sobre las condiciones o pla- 
zos de retiros de Oficiales Superiores y de Personal 
Militar de la Secretaría de Estado, Unidad Ejecutora 
001 “Dirección General de Secretaría de Estado”. 

—A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


Asimismo, remite copia de las siguientes exposi- 
ciones escritas presentadas por el señor Represen- 
tante Ricardo Planchón: 


e referente a la necesidad de incluir en los planes 
educativos la formación de niños y adolescentes en 
educación alimentaria y nutricional. 

OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA COMI- 
SIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 
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e relacionada con las medidas a adoptar para la 
prevención del melanoma o cáncer de piel, por el Sis- 
tema Nacional Integrado de Salud. 

OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LAS CO- 
MISIONES DE ASUNTOS LABORALES Y SEGURI- 
DAD SOCIAL Y DE SALUD PÚBLICA. 


Y además, comunica: 


e que ha sido aprobado el proyecto de ley por el 
que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la Re- 
pública Oriental del Uruguay y el Gobierno del Reino 
de Noruega relativo al Intercambio de Información 
en Materia Tributaria, suscrito en la ciudad de París, 
República Francesa, el 14 de diciembre de 2011. 


e que ha aceptado las modificaciones introduci- 
das por este Cuerpo al proyecto de ley por el que se 
prorroga por el término de sesenta meses la prohibi- 
ción de la importación de vehículos usados, estable- 
cida por el artículo 1. de la Ley n.* 17.887, de 19 de 
agosto de 2005, y modificativas. 

-AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y 
ARCHÍVENSE. 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas eleva 
informados los siguientes proyectos de ley: 


e por el que se prorrogan los permisos correspon- 
dientes a las frecuencias regulares de vuelo estableci- 
das en la Ley n.* 19.057, de 4 de enero de 2013. 


e por el que se designa con el nombre de “Dr. 
Elías Regules” el puente ubicado sobre el arroyo Mal- 
bajar, en la ruta nacional n.” 14 Brigadier General 
Venancio Flores, departamento de Durazno. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva in- 
formadas las siguientes solicitudes de venia remitidas 
por el Poder Ejecutivo: 


e afin de designar como Fiscales Adscriptos (Es- 
calafón “N”) a las doctoras Estela González Ruso, 
Natalia Pereira Apud y Silvia Santos de Moraes, y al 
doctor Mario Cardozo Fourcade. 


e a fin de destituir de su cargo a una funcionaria 
del Ministerio de Economía y Finanzas. 

-HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Comisión de Educación y Cultura eleva in- 
formado el desglose de un artículo del proyecto de 
ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal Ejercicio 2012, por el que se agregan 
disposiciones al artículo 9.* de la Ley n.” 18.831, de 
17 de octubre de 2008, sobre Derecho de Acceso a la 
Información Pública. 
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La Comisión de Constitución y Legislación eleva 
informado un proyecto de ley por el que se modifican 
normas relacionadas con la Junta de Transparencia y 
Ética Pública. 

—REPÁRTANSE E INCLÚYANSE EN EL ORDEN 
DEL DÍA DE LA PRÓXIMA SESIÓN ORDINARIA. 


La Junta Departamental de Paysandú remite co- 
pia del Decreto n.” 6937/13, relacionado con la pro- 
hibición de la actividad de exploración y explotación 
de gas y petróleo de yacimientos no convencionales, 
bajo la técnica de fractura hidráulica o fracking, en el 
departamento de Paysandú. 


La Junta Departamental de San José remite copia 
de la versión taquigráfica de las palabras pronuncia- 
das por el señor Edil Pablo Cortés, relacionadas con 
la publicidad callejera de los partidos políticos una 
vez finalizado el período electoral. 

—TÉNGANSE PRESENTES». 


4) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Tabaré Viera presenta, con 
exposición de motivos, un proyecto de ley por el que se 
modifica el artículo 191 del Decreto-Ley n.* 14.157, 
de 21 de febrero de 1974 (Orgánica de las Fuerzas 
Armadas), referente a los requisitos establecidos para 
que el personal militar pase a situación de retiro”. 

-A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
«Exposición de motivos 


La presente Ley busca solucionar una situación 
que ha sido motivo de preocupación para el perso- 
nal superior de las Fuerzas Armadas a través de los 
años, en función del tratamiento desigual que conlle- 
va respecto a otros profesionales de nuestra sociedad, 
y porque va en contra de mantener el vínculo entre la 
institución militar y todos aquellos que han tenido el 
honor de pertenecer a ella. 


Hacemos referencia a la situación de los Oficiales 
de las Fuerzas Armadas que habiendo egresado de las 
Escuelas de Formación y comenzando a cumplir sus 
deberes como personal superior, por diferentes moti- 
vos se alejan del servicio activo, sin haber completado 
los veinte años exigibles para tener derecho a revistar 
en situación de retiro. 
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De acuerdo con lo preceptuado por el artículo 191 
de la Ley n.* 14.157 (Ley Orgánica de las Fuerzas Ar- 
madas) si un Oficial no computa un mínimo de veinte 
años de servicio no tiene derecho a pasar a situación 
de retiro. Textualmente el mencionado artículo dice 
en su literal A) “Artículo 191.- El Personal Militar po- 
drá pasar a situación de retiro a su solicitud si llena 
los siguientes requisitos: 


A) Que haya acreditado el mínimo de edad y 
tiempo de servicios militares computables exigibles: 
(Oficiales: veinte años simples y personal subalterno: 
quince años simples y treinta y tres años de edad)”. 


En la práctica esto se traduce en que los Oficiales 
que no llegan a los veinte años de antigúedad no tie- 
nen otra opción que solicitar la “baja a su solicitud” 
de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 219, li- 
teral A numeral 1 de la Ley n.” 14.157, perdiendo el 
estado militar e incluso su derecho a utilizar el grado. 


El artículo 219 expresa textualmente “Artículo 
219.- La baja se produce por las causas que se enu- 
meran a continuación: 


A) Para todo el personal militar: 
1. A solicitud del interesado. 


2. Como pena principal o accesoria con imposibi- 
lidad absoluta de reingreso. 


3. Por deserción. 
4. Por fallecimiento”. 


La baja está definida por el artículo 218 de la Ley 
Orgánica de las Fuerzas Armadas como: “La desin- 
vestidura del militar por dejar de pertenecer a las 
Fuerzas Armadas”. 


El artículo 219 antes mencionado en el numeral 
2) del literal A) prevé la baja: “Como pena principal 
o accesoria con imposibilidad absoluta de reingreso”. 


Esto significa que quien habiendo realizado hasta 
cierto momento de su vida una carrera profesional 
sin objeciones es separado de la Institución de la mis- 
ma manera que otro que lo hizo de manera desho- 
nesta; la baja engloba todos los casos, evidentemente 
la situación de quienes se retiran voluntariamente no 
fue contemplada por la norma. 


La Ley n.” 10.050 de las Fuerzas Armadas de año 
1941 que regía con anterioridad a la promulgación 
de la Ley n.” 14.157 permitía el pase a situación de 
retiro con el consiguiente derecho al haber de retiro a 
los Oficiales con diez años de servicio. 
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Es aquí donde surge el problema ya que se asocia 
el “retiro” al “haber de retiro”, pero se puede ser re- 
tirado sin cobrar. 


No se pretende por esta norma modificar el míni- 
mo de años (veinte) para adquirir el derecho al haber 
de retiro, entendiéndose que es correcto que sea un 
mínimo de veinte años de servicio como lo indica la 
normativa vigente. 


Tal vez cuando la norma fue redactada era impen- 
sable que un Oficial se retirase antes de cumplidos 
los veinte años de servicio, pero en la actualidad esto 
ha cambiado drásticamente y son muchos los Oficia- 
les que a temprana edad solicitan la baja para dedi- 
carse a otra actividad. 


Es claro que el planteo no es de carácter económi- 
co sino el reconocimiento de una realidad que cada 
vez afecta a más señores Oficiales. 


Proyecto de Ley 


Artículo Único.- Modifíquese el Artículo 191 de 
la Ley n.” 14.157 del 21 de febrero de 1974 el que 
quedará redactado de la siguiente manera: 


Artículo 191.- El Personal Militar podrá pasar a 
situación de retiro a su solicitud si llena los siguientes 
requisitos: 


A. Los Oficiales egresados de las Escuelas de 
formación militar podrán pasar a situación de retiro 
voluntario independientemente de los años de 
servicio. Solamente podrán recibir el haber de retiro 
aquellos Oficiales que computen más de veinte años 
de servicio. 


B. El personal subalterno que haya acreditado 
el mínimo de edad y tiempo de servicios militares 
computables exigibles: quince años simples y treinta 
y tres años de edad. 


C. Que no se encuentre prestando servicios o en 
misión en el extranjero. 


D. Que cuando haya realizado cursos o entrena- 
miento en el extranjero, verifique luego de su regreso 
al país la prestación de servicios efectivos, por un pe- 
ríodo igual al doble del tiempo permanecido fuera del 
territorio nacional con tal propósito, con un mínimo 
de un año. 


E. Los comprendidos en el inciso D) numeral 4 
“in fine” y E) del artículo 97, de la presente ley. 


Tabaré Viera. Senador». 
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5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a 
lo dispuesto en el artículo 53 del Reglamento, dese 
cuenta de las inasistencias a las anteriores convoca- 
torias. 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- En la sesión ordinaria del 4 de diciembre no se 
registraron inasistencias. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 
28 de noviembre faltó, con aviso, el señor Senador 
Moreira. A la sesión del 3 de diciembre faltó, con aviso, 
el señor Senador Lacalle Herrera. A la sesión del 5 
de diciembre faltaron, con aviso, el señor Senador 
Lacalle Herrera y la señora Senadora Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Defensa Nacional 
del 2 de diciembre faltaron, con aviso, los señores Se- 
nadores Baráibar y Saravia. 


A la sesión de la Comisión de Población, Desarro- 
llo e Inclusión del 2 de diciembre faltaron, con aviso, 
los señores Senadores Chiruchi y Tajam, y la señora 
Senadora Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Vivienda y Orde- 
namiento Territorial del 3 de diciembre faltaron, con 
aviso, los señores Senadores Chiruchi y Tajam. 


A la sesión de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación del 4 de diciembre faltaron, con aviso, los 
señores Senadores Gallinal, Lescano, Michelini y Mo- 
reira. 


A la sesión de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del 4 de diciembre faltaron, con aviso, los 
señores Senadores Michelini y Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos del 4 de diciembre faltó, con aviso, el señor 
Senador Bordaberry. 


A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca del 5 de diciembre faltaron, con aviso, los 
señores Senadores Chiruchi y Larrañaga. 


Y a la sesión de la Comisión de Hacienda del 5 de 
diciembre faltó, con aviso, el señor Senador Obispo. 
6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 


CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 
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(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 9 de diciembre de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia por razones personales por los días 10 
y 11 de diciembre del presente año, al amparo del 
artículo 1.” de la Ley n.* 17.827, de 14 de setiembre 
de 2004. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente muy 
atentamente. 


Rodolfo Nin Novoa. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-13 en 14. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Senador Héctor Les- 
cano, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 10 de diciembre de 2013. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 

Por la presente y de acuerdo a la Ley n.” 17.827, 
de fecha 14 de setiembre de 2004, solicito a Usted se 
me conceda licencia por motivos personales, por el 
día de la fecha, a partir de las 12 horas. 

Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 


Rafael Michelini. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
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-12 en 14. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Felipe Michelini ha pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocado el señor Antonio Ga- 
llicchio, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 10 de diciembre de 2013. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 

Por la presente y amparado en la Ley n.* 17.827, 
de 14 de setiembre de 2004, artículo 1.%, inciso A), 
solicito al Cuerpo me conceda licencia los días 16, 17 
y 18 del corriente por razones odontológicas. Solicito 
además se convoque al suplente respectivo. 

Sin más lo saludo atte. 


Eduardo Lorier. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-13 en 13. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se comunica que la señora Alicia Pintos ha presen- 
tado nota de desistimiento, informando que por esta 
vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por 
lo que queda convocado el señor Oscar López Golda- 
racena, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 9 de diciembre de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo establecido en la Ley n.* 17.827, 
de 14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo que 
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tan dignamente preside se sirva concederme el uso 
de licencia el miércoles 11 del corriente a partir de 
las 16:00 horas, por motivos personales. 


Sin más, lo saludo atentamente. 
Luis Rosadilla. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-13 en 14. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Carlos Gamou, Pablo 
Álvarez, Javier Salsamendi y Juan Souza han presen- 
tado notas de desistimiento, informando que por esta 
vez no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, 
por lo que queda convocado el señor Hebert Clavijo, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


7) LUIS OMAR ELISBURU 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
Media Hora Previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Fernández. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Señor Presidente: hace 
unos días me enteré de que no se encontraba bien de 
salud Luis Omar Elisburu, el Pata. Inmediatamente 
consideré que debía reconocer lo que ha sido Elisbu- 
ru en su vida militante, en su Soriano querido. 


Elisburu nació el 5 de mayo de 1935 y se jubiló el 
5 de mayo de 1995. Ingresó al Banco de Seguros del 
Estado en agosto de 1952, pero inmediatamente pasó 
al Banco Comercial, en el que permaneció hasta su 
jubilación. Llegó a ser gerente de sucursal, siempre 
gracias al sindicato, como él decía, porque en la ban- 
ca privada el hecho de ser afiliado a AEBU significaba 
no ascender más allá de oficial. Sin embargo, su gran 
capacidad y entrega hicieron que el Banco no tuviera 
más remedio que reconocerlo. Tan así es que, siendo 
gerente en Trinidad, después de una evaluación de 
la institución, reconocieron a la sucursal como la de 
mejor gestión. 


El Pata ha sido un verdadero referente del gre- 
mio; militó en la base y tuvo responsabilidades en la 
dirección, sobre todo en la Seccional Mercedes. Junto 
a otros grandes militantes, como Óscar Bello, Hugo 
Cuadrado, González, el Ciego Rostand y tantos más, 
creó el Club Atlético Bancarios Unidos, lo que les per- 
mitía competir en todos los deportes que los integran- 
tes del gremio quisieran; pero fundamentalmente lo 
hacían para juntar a la familia en torno al sindicato. 
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Los recuerdo organizando las reuniones para comer 
vaquillonas con cuero en plena dictadura, festejando 
lo que fuera para, de esa manera, mantener al gremio 
informado. 


Elisburu ha sido de esos hombres con cabeza 
abierta; aun no practicando la religión católica, lle- 
vaba siempre a los dirigentes de AEBU a conversar 
con el entonces Obispo de Mercedes, Monseñor Ru- 
bio, para ponerlo al tanto de la situación de los presos 
políticos y sindicales. Él decía que no importaban las 
diferencias; importaban las coincidencias. 


En las numerosas asambleas de la banca privada, 
Elisburu era temido por los oradores, ya que tenía 
una particular sensibilidad para darse cuenta de que 
podía pararse ante un micrófono y proponer la con- 
sabida moción de orden de que ya estaba todo discu- 
tido, que había que cortar la lista de oradores y pa- 
sar a votar porque, como él decía: “Los del interior 
nos tenemos que ir a partir de las cinco y nosotros 
también queremos decidir”. Nunca lo vi perder una 
votación. 


Siempre hemos afirmado que militar en el interior 
es mucho más difícil que en la capital, pero para el 
Pata nunca fue un problema ayudar a organizarse a 
los trabajadores y trabajadoras de su departamento. 
Sin embargo, no fue la militancia gremial lo único 
que ocupó a Luis Elisburu, sino también la política. 
Fue militante del Partido Nacional en su juventud, 
pero en la década del sesenta se afilió al Partido So- 
cialista, donde en varias oportunidades integró la di- 
rección departamental partidaria. En 1971, cuando 
se crea el Frente Amplio, es electo Edil, cargo que 
por cierto pudo ejercer por apenas dos años, al darse 
luego el golpe de Estado. 


Con estas pocas palabras quería recordar la mili- 
tancia de este hombre enamorado de la vida, soñador 
de una sociedad que hoy pelea por seguir adelante, 
que ha sido y es un ejemplo para todas las generacio- 
nes de militantes, que es de esos personajes anónimos 
que si bien no aparecen en los titulares de prensa, ha 
quedado demostrado que es un grande. Es más; en 
la reconstrucción democrática no solo ha contribui- 
do con un granito de arena, sino con buena parte de 
ella. Hace unos meses quedó viudo de su compañera 
de siempre, Margarita Gutiérrez, también socialista, 
lo que seguramente ha sido uno de los motivos de su 
quebranto de salud. 


Señor Presidente: no será titular de los principa- 
les periódicos, pero sin duda al Pata Elisburu, nacido 
un 5 de mayo -como la Asociación de Bancarios-, mi- 
litante, verdadero luchador por la democracia y soña- 
dor de sus ideas, quienes hemos sido sus alumnos lo 
tenemos permanentemente en la tapa de esos libros 
no escritos pero que sí enseñan, y mucho, en la vida. 
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Espero que con estas palabras ayudemos a encon- 
trar la sonrisa tan particular del Pata. Siempre digo 
que los mejores homenajes se hacen en vida. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas pa- 
labras sea enviada al compañero Luis Elisburu, a la 
Asociación de Bancarios del Uruguay, Seccional Mer- 
cedes, a la Departamental Soriano del Partido Socia- 
lista y al PIT-CNT de Soriano. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-16 en 17. Afirmativa. 


8) CREACIÓN DEL RIDGE (RESEARCH INSTI- 
TUTE FOR DEVELOPMENT, GROWTH AND 
ECONOMICS) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: en sesio- 
nes anteriores del Senado, concretamente las cele- 
bradas los días 14 de mayo y 13 de noviembre pasa- 
dos, me referí a temas que están vinculados con una 
personalidad que recientemente nos ha visitado. Me 
refiero al economista Joseph Stiglitz. 


En la sesión del 14 de mayo mencioné el libro El 
Informe Stiglitz. La reforma del sistema económico 
en el marco de la crisis global, cuya autoría estuvo a 
cargo de un comité de expertos financieros. Y el 13 
de noviembre me referí a la invitación que le había- 
mos formulado para que compareciera en la Asam- 
blea anual del Parlamento Latinoamericano, a fin de 
exponer sobre las ideas contenidas en dicho Informe. 


Como acabo de decir, este fin de semana, invitado 
por el Ministerio de Economía y Finanzas y con el 
apoyo del Banco de la República, el Banco de Seguros 
del Estado y el Sodre, visitó nuestro país el economis- 
ta Joseph Stiglitz. Así fue que el pasado sábado tuvi- 
mos oportunidad de concurrir a una conferencia que 
se realizara en la sala Hugo Balzo del Sodre, donde él 
expuso sus ideas básicas. 


El economista Stiglitz viene a promover la crea- 
ción del Research Institute for Development, Growth 
and Economics, es decir, el Instituto de Investigación 
para el Desarrollo, Crecimiento y Economía. 


(Murmullos en Sala). 
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(Campana de orden). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Senador 
Baráibar. Quiero solicitar a los señores Senadores que 
hagan un poco más de silencio a efectos de disminuir 
el murmullo en Sala. 


Puede continuar el señor Senador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- No me sorprende que el 
tema que estoy mencionando no despierte atención, 
pero como no se puede hacer alusiones, dejo esa 
cuestión por ahí. 


El instituto al que hacía referencia, más conocido 
por la sigla Ridge, es una iniciativa de la International 
Economic Association, mejor conocida como la IEA, 
que cuenta con el apoyo del Gobierno uruguayo. En 
definitiva, la IEA y el Gobierno de nuestro país han 
acordado firmar un Acuerdo de Intenciones para la 
creación del Ridge y su puesta en funcionamiento a 
partir de 2014. El objetivo de esta iniciativa es la loca- 
lización, en el Uruguay, de un centro de investigación 
de excelencia en economía, con una destacada pro- 
yección internacional. Ridge contribuirá a una mejora 
sustantiva en el estudio de los problemas económicos 
y sociales relevantes para Uruguay y América Lati- 
na, al tiempo que abrirá nuevas y mejores perspecti- 
vas de desarrollo personal a los jóvenes uruguayos y 
sudamericanos, con la consiguiente acumulación de 
capital humano y social para nuestros países. Ridge 
constituirá, además, un aporte significativo para el 
estudio del desarrollo económico desde la perspectiva 
de los países en vías de desarrollo y, en particular, de 
América Latina. 


El Comité Procreación de Ridge está presidido 
por Joseph Stiglitz, Premio Nobel de Economía y 
Presidente de la IEA, y tiene como Presidente de 
Honor al señor Enrique Iglesias, ex-Presidente del 
BID y actual Secretario General Iberoamericano. 
Cuenta, además, con destacados economistas, tales 
como Andreu Mas-Colell, quien fuera profesor de 
Harvard, actualmente Consejero de Economía de la 
Generalitat de Catalunya y futuro Presidente de la 
IEA. Asimismo, integran ese Comité Vittorio Corbo, 
ex-Presidente del Banco Central de Chile; Juan Pablo 
Nicolini, profesor de la Universidad Torcuato di Tella, 
de Argentina; Aloisio Araujo, profesor del Instituto 
de Matemática Aplicada -IMPA-, de Brasil, y Oscar 
Licandro, profesor de la Barcelona GSE y Secretario 
General de la IEA. En representación del Gobierno 
uruguayo, integrará el Comité Procreación de Ridge el 
actual Ministro de Economía y Finanzas, economista 
Fernando Lorenzo. 


Para los años 2014 y 2015, Ridge desarrollará un 
ambicioso programa de actividades en Uruguay que 
involucrará la participación anual de más de cien 
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investigadores internacionales, regionales y locales 
de primerísimo nivel. Las áreas temáticas incluirán: 
política fiscal y monetaria, políticas sectoriales, co- 
mercio, mercado laboral, formación de precios, regu- 
lación bancaria y sistema financiero, así como diver- 
sas temáticas sociales tales como educación, crimen, 
conflicto social, desigualdad, emigración y empleo. 


Esta es la información que tenemos sobre la crea- 
ción del Instituto Ridge. Como señalé anteriormente, 
en relación con este tema contamos con la presencia 
de Joseph Stiglitz el fin de semana pasado. 


Mañana me referiré al contenido de la conferen- 
cia que dio el señor Stiglitz, razón por la cual no soli- 
citaré que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
remitida a ninguna parte pero sí lo haré en la sesión 
de mañana. 


9) INFLUENCIA POSITIVA DE LA EXTENSIÓN 
DE LA PLATAFORMA CONTINENTAL EN EL 
DESARROLLO NACIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: 
ayer, en la Comisión de Defensa Nacional, tuvimos 
una reunión muy importante —diría que interesante-, 
en tanto asistieron el Ministro de Relaciones Exte- 
riores y el Subsecretario de Defensa Nacional, en 
una presencia combinada de las dos Carteras. En ese 
sentido, en el momento que expuso la Cancillería, el 
doctor Mata y los técnicos que lo asesoran realiza- 
ron una interesantísima presentación acerca de cómo 
está la negociación para la medición de la plataforma 
continental. Realmente aprendimos mucho porque a 
través de las transparencias muy didácticas que se 
expusieron pudimos comprender una cantidad de 
términos técnicos que —por supuesto, no me siento 
capaz de repetirlos— una vez que se ven en los mapas, 
diagramas o en las fotos del fondo marino, nos van 
ayudando a entender que estamos ante una de las 
máximas prioridades del país. 


Estamos, señor Presidente, ante la inminencia 
de aumentar el territorio nacional de una manera 
tremenda. Según la última discusión que se está te- 
niendo acerca de dónde se ubica la línea, podríamos 
obtener 89.000 kilómetros cuadrados más, es decir, la 
mitad de lo que hoy tenemos en tierra. Si lo viéramos 
proyectado en el mapa, realmente volveríamos a decir 
lo que tantas veces se ha dicho: el nuestro no es un 
país pequeño, es un gran país. Esta extensión de su 
soberanía, de los derechos económicos, de la capa- 
cidad de prospección y de la explotación del fondo 
marino -sin perjuicio de la explotación de los recur- 
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sos marítimos propiamente dichos—, abre una puerta 
enorme a la esperanza del desarrollo nacional. 


Quiero decir que —hablo quizás solo por mi parte 
pero me parece que también lo hago por los otros Se- 
nadores que asistieron a la reunión- quedamos muy 
satisfechos por la tarea realizada. 


Cuando se marcó en el mapa un triángulo, que 
todavía está en duda si podemos reclamar o no —cuya 
superficie es de 9.000 kilómetros cuadrados; un pe- 
dacito de tierra y de fondo marino importante, del ta- 
maño de un departamento-, preguntamos qué hacía 
falta para que se realizaran los estudios. Se nos dijo 
que se necesitaban US$ 2:000.000. 


Creemos, señor Presidente, que estamos ante una 
de esas decisiones sobre las cuales no se puede calcular 
en dinero lo que el país puede avanzar. En lo personal, 
me comprometí —-en lo que pueda valer mi opinión y mi 
pedido- a que desde el Senado se solicitaran cuanto 
antes los recursos para poder efectuar los estudios en 
esa zona. Si se realizan esos estudios y se encuentra 
en el fondo marino lo que hace falta desde el punto de 
vista técnico, podemos completar 89.000 kilómetros en 
lugar de 80.000 kilómetros cuadrados de soberanía. 


Por supuesto que esto va a ser votado porque, nor- 
malmente, se votan todos los pedidos de los señores 
Senadores, pero en este caso estoy seguro de que lo 
harán con convicción y no por mero trámite ni por 
gentileza, porque todos los Senadores integrantes de 
la Comisión de Defensa Nacional —los señores Sena- 
dores Abreu y Baráibar, entre otros—, presidida por el 
señor Senador Viera, asistimos a una exposición que 
nos llenó de entusiasmo. Es decir que tuvimos una 
verdadera clase sobre estos temas. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea remitida a los Ministerios de Relaciones Exteriores, 
de Defensa Nacional y de Economía y Finanzas, para 
que se busquen los recursos de forma que la Comisión 
que está trabajando pueda encargar los estudios perti- 
nentes a las compañías especialistas en el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 
10) IMPORTANCIA DE LA VIGENCIA DE LOS 
DERECHOS HUMANOS 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 


dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador Ló- 
pez Goldaracena. 
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SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Presi- 
dente: voy a ocupar unos minutos de esta sesión para 
mencionar que en el día hoy se recuerda la Declara- 
ción Universal de los Derechos Humanos. 


Es un tema que no es menor e, indudablemente, 
nos llevaría mucho más que el tiempo reglamentario 
para poder profundizar en él pero, ivaya si tiene una 
exigencia para con toda nuestra sociedad! Cuando 
digo esto, me estoy refiriendo a un tema puntual en 
materia de cumplimiento de los derechos humanos. 
Los derechos humanos no son solamente normas que 
están allí arriba, para que el día de mañana los Estados 
o los Gobiernos de turno traten de llevarlos a cabo, 
haciendo las cosas lo mejor posible para aterrizarlos. 
Los derechos humanos son derechos individuales y 
colectivos y, por serlo, también hacen que existan 
deberes. Los principales actores obligados, jurídica, 
moral y políticamente a cumplir con los deberes que 
implican la efectiva vigencia de los derechos humanos 
son los Estados, no los Gobiernos. En esa coyuntura de 
cumplimiento de los derechos humanos, ¡vaya si las 
sociedades, losindividuos y las organizaciones también 
tienen responsabilidad! No solamente el Estado está 
obligado a cumplir, sino que también las sociedades 
y los individuos tenemos que coadyuvar para que ese 
mandato de los derechos humanos se aterrice en la 
diaria convivencia. Si bien desde el punto de vista 
formal son derechos desde su contenido, implican el 
reconocimiento de aquellas condiciones y cualidades 
indispensables para que todo ser humano, durante 
su cortito tiempo vital —porque, colegas, no vamos 
a vivir cien, doscientos o trescientos años; vivimos 
muy poquito en relación con los tiempos históricos 
de las sociedades, de los países, de los pueblos-—, 
tenga derecho a realizarse hasta el límite máximo de 
sus potencialidades y de sus talentos, para ser feliz, 
viviendo en comunidad. Si apreciamos los derechos 
humanos en esa concepción interdependiente e 
indivisible, se darán las condiciones para permitir esa 
realización, aunque ello exige un compromiso de los 
Estados, de los individuos, de las organizaciones, de 
la sociedad civil y, en definitiva, de todos. Ese es un 
paradigma que nos debe unir, por encima de nuestras 
puntuales diferencias, en temas políticos, sociales, 
económicos y filosóficos. Ese debe ser un carril que 
nos lleve a todos a poder construir una sociedad y un 
mundo mejor. Con ese espíritu quiero recordar hoy, 
10 de diciembre de 2013, a quienes nos precedieron 
en la lucha por la vigencia de los derechos humanos, 
recordando que nuestro país y nuestra sociedad 
ivaya si todavía tienen la asignatura pendiente de 
la impunidad en crímenes de lesa humanidad que 
se cometieron en el pasado reciente! Ya tendremos 
oportunidad de profundizar en estos tópicos. 


Señor Presidente: no voy a pedir trámite alguno 
para la versión taquigráfica de estas palabras; sim- 
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plemente, me alcanza con la reflexión colectiva que 
podamos hacer en el día de hoy sobre estos extremos. 


Muchas gracias. 


11) PROGRAMAS DE COMPUTACIÓN EN 
ORGANISMOS DEL ESTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
consideración del punto que figura en primer térmi- 
no del Orden del Día: “Continuar con la discusión 
general y particular del proyecto de ley por el que se 
dispone la utilización de programas de computación 
de formato abierto y estándar para el procesamiento y 
la conservación de datos, por parte de los Organismos 
del Estado. (Carp. n.” 1123/2012 - Rep. n.” 959/2013 
y Anexo I)”. 


(Antecedentes: ver 61.* S.O). 


—Continuando con la discusión en general del pro- 
yecto de ley, tiene la palabra el señor Senador Gallo 
Imperiale. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
queremos hacer una fundamentación sobre la impor- 
tancia que tiene este proyecto de ley. Por supuesto 
que toda la argumentación expuesta por el miembro 
informante, el señor Senador Martínez, la comparti- 
mos, pero quisiéramos profundizar en la importancia 
que tiene esta iniciativa, que contribuye al desarrollo 
del software libre. 


Este proyecto de ley, que en su articulado determi- 
na que los organismos del Estado deberán distribuir 
toda la información en un formato abierto, estándar 
y libre y, por otro lado, habla de que cuando el Estado 
contrate o desarrolle software deberá ser distribuido 
y licenciado en forma libre, a mi entender tiene su 
importancia pues, precisamente, está contribuyendo 
al desarrollo de este tipo de software. El señor Sena- 
dor Martínez decía que, en los tiempos que estamos 
viviendo, los países se juegan gran parte de su de- 
sarrollo en torno a tres sectores de la economía: la 
biotecnología, las fuentes de energía y las tecnologías 
de la información y las comunicaciones. Precisamen- 
te, en este último sector nos vamos a detener para 
analizar la importancia estratégica de ser parte de la 
cadena de valor en la investigación y desarrollo de 
ciencia y tecnología, fundamentalmente, en el sector 
del software. 


Vivimos en una era digital, somos protagonistas 
del desarrollo de la sociedad de la información y te- 
nemos dos grandes desafíos: la alfabetización digital 
de los ciudadanos y el desarrollo de riquezas basadas 
en el conocimiento. Precisamente, el desarrollo de ri- 
quezas en el sector de la ciencia y la tecnología tiene 
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al conocimiento como su insumo principal. Nosotros, 
como ciudadanos, como integrantes de un Gobierno 
de izquierda, tenemos el deber de impulsar acciones 
que generen desarrollo para nuestros ciudadanos y 
que este se lleve a cabo con la mayor equidad y justi- 
cia social posibles. Pero hay un sector en el Uruguay 
que dispone de un gran capital humano y mucho co- 
nocimiento disponible pero que, a su vez, no se está 
explotando y desarrollando con un interés netamente 
nacional. Nos estamos refiriendo al sector del soft- 
Ware. 


A nivel mundial existen dos grandes paradig- 
mas: las corporaciones que investigan, desarrollan y 
comercializan software de tipo privado y las comu- 
nidades que investigan, desarrollan y comercializan 
software de tipo libre. A primera vista, uno lee esto 
y piensa que son lo mismo, pero en realidad no lo 
son, no hacen lo mismo, porque, fundamentalmen- 
te, tienen cadenas de valores y objetivos diferentes. 
En las primeras, tanto el conocimiento —el insumo 
principal del desarrollo- como las riquezas quedan 
concentrados en el entorno de la empresa, mientras 
que en el ecosistema del software libre, tanto el cono- 
cimiento como la riqueza quedan distribuidos entre 
sus integrantes y la sociedad. En definitiva, el ecosis- 
tema del software libre es la materialización del ideal 
cooperativo en el sector de la ciencia y la tecnología 
del software. El software libre permite, entre otras 
cosas, independencia tecnológica, ya que quien pro- 
duce su propia tecnología rompe la dependencia con 
las grandes corporaciones multinacionales del sector. 
Asimismo, permite retención de riquezas, invirtien- 
do en capacidades nacionales y en desarrollo de co- 
nocimiento local, y fomenta las capacidades propias, 
porque al socializarse el conocimiento permite que 
el mismo esté al alcance de cualquier individuo que 
desee mejorar sus capacidades. También permite re- 
ducir las barreras para el acceso a la tecnología ya 
que los insumos producidos localmente siempre van 
a tener menos barreras de acceso que cuando depen- 
demos de su producción fuera de fronteras. Este soft- 
ware permite, además, contribuir con el desarrollo de 
la pequeña y mediana industria; el espíritu cooperati- 
vo del ecosistema hace posible que los jóvenes profe- 
sionales puedan comenzar a emprender y desarrollar 
sus propias empresas. Por otro lado, podemos decir 
que también el software libre contribuye al desarrollo 
de la soberanía nacional y de la libertad individual, 
ya que solamente quien usa un software libre puede 
conocer exactamente qué hace su computadora en el 
momento en que ejecuta su programa. 


Por último, señor Presidente, y no por ello menos 
importante, debemos defender y contribuir al desa- 
rrollo del sector del software libre porque es el único 
ecosistema socioeconómico en el ámbito del desarro- 
llo de la ciencia y tecnología que no transfiere rique- 
zas desde el trabajo y el capital. 
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Por todas estas razones, señor Presidente, consi- 
deramos de suma importancia el proyecto de ley que 
vamos a votar en el día de hoy. 


SEÑOR AGAZZI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: aunque ya 
estamos finalizando la discusión de este proyecto de 
ley, creo que este asunto es muy importante. 


Desde setiembre de 2006 existe un proyecto ori- 
ginal sobre este tema y queda claro que si un asunto 
se discute durante 7 años en el Parlamento, es por 
alguna razón. Creo que este asunto tiene una enorme 
importancia, sobre todo, porque cuando se introduce 
la informática en la sociedad, todo lo que tiene que 
ver con la programación se vuelve imprescindible. No 
es lo mismo que sucede con la lógica del papel, ya que 
en el caso que estamos analizando la herramienta de 
la programación se vuelve imprescindible. 


Hoy en día hay dos tipos de herramientas y voy a 
explicar este aspecto con palabras que no son las de 
la etiqueta. Se podría decir que existe el software li- 
bre y también el software privativo. Considero que, en 
realidad, hay un software que limita los derechos de 
uso y hay un software que no los limita. En el Estado, 
hoy todo se hace con software privativo —porque es lo 
que hay disponible y resulta lógico- y el que quiere, 
usa otro formato. Pero, en realidad, hay instituciones 
públicas que lo están utilizando. 


Pienso que el software es una mercadería rara, 
porque no está a la venta. Quien compra software, 
en los hechos, está comprando una licencia que lo 
autoriza a utilizarlo. Eso es distinto a lo que ocurre 
con los libros y los discos; no se compra algo material 
sino un derecho que no pasa a ser propiedad de quien 
lo adquiere, ya que lo que se compra es un derecho 
a usar algo que ya existe y si se trata de un software 
con limitación de uso lo que se obtiene es una forma 
de uso en ciertas máquinas y bajo ciertas condicio- 
nes. La diferencia sustancial que presenta el software 
libre es que permite ejecutarlo, copiarlo, corregirlo 
y distribuirlo en distintas computadoras, por lo cual 
me sumo a la tendencia general de llamarlo software 
libre y no de otra manera. 


¿Por qué es importante la utilización de esta tec- 
nología en la Administración Pública? Porque el Esta- 
do almacena y procesa información de los ciudadanos 
que debe ser resguardada. ¿Qué riesgos corre la in- 
formación que almacena el Estado? Corre riesgos de 
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filtración y de que personas que no están autorizadas 
accedan a esa información, que debe ser resguardada 
en toda su vida útil sin ser manipulada. Por consi- 
guiente, la vulnerabilidad de la información que tiene 
la Administración Pública depende de la herramienta 
informática que se utilice. Como decía el señor Sena- 
dor Gallo Imperiale, la soberanía es la capacidad de 
producir y transformar tecnología, y en poco tiempo 
esta discusión será vieja. 


Según se informara, el 35 % de todo el código de 
las aplicaciones informáticas en Europa ya es soft- 
ware libre reutilizado y la mayor producción de sus 
herramientas es desarrollada por las grandes empre- 
sas productoras de software. Hoy en día, una empresa 
que se dedica al software no obtiene beneficios de 
aquellos productos de los que es propietaria, sino que 
los obtiene al desarrollar nuevos productos. Esto que 
sucede en la industria, se acentúa en el terreno de la 
informática. 


Por otra parte, quiero expresar que de ninguna 
manera la introducción de software libre en la Ad- 
ministración Pública atentará o será negativa para 
las empresas productoras de software sino que, por 
el contrario, la experiencia será muy positiva porque 
en el futuro se hará necesaria la compra de nuevos 
productos y serán estas empresas las que deberán de- 
sarrollarlos. 


El proyecto de ley en consideración fue aproba- 
do en la Cámara de Representantes, y en la Comi- 
sión se dio una importante discusión con respecto 
al artículo 2.%, siendo suprimido de la redacción del 
segundo párrafo del artículo 2.*, el texto: “incluyen- 
do el acceso como software libre al o a los programas 
necesarios para el desarrollo”. En lo personal, hu- 
biera preferido que se mantuviera la redacción tal 
cual estaba, pero como es necesario negociar para 
que se apruebe el proyecto de ley, estoy de acuerdo 
en votarlo tal cual está. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 

—De todas maneras, aunque el proyecto de ley no 
lo exprese, software libre es software libre, cuando 
todo su contenido es de libre acceso. 

Por todo lo expresado, señor Presidente, resalta- 
mos la importancia de este proyecto de ley y de su 
votación en el día de hoy. 

Muchas gracias. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 
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SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: acom- 
pañamos lo manifestado por el señor Senador Amorín 
en la sesión que tratara este proyecto de ley y ade- 
lantamos que votaremos afirmativamente el proyecto 
de ley en general y en forma negativa su artículo 2.*. 


Nos permitimos señalar un par de errores que, 
quizá, se pueden solucionar. El artículo 5.*, literal A), 
numeral 4) comienza con la conjunción Y, que creo 
que está de más porque no se debe empezar una fra- 
se con la conjunción y. Me parece que la redacción 
correcta sería: “Sea posible la mejora del programa 
y la liberación de dichas mejoras a la ciudadanía”. A 
su vez, el literal B) expresa: “El Software privativo es 
todo software que nos priva de alguna de las cuatro 
condiciones o libertades inherentes al Software Li- 
bre”. No me parece correcta la expresión “nos priva”, 
por lo que considero que la redacción debiera ser: “El 
Software privativo es todo software que priva de algu- 
na de las cuatro condiciones o libertades inherentes 
al Software Libre”. Son modificaciones menores pero 
creo que sería bueno corregirlas. 


Por otra parte, nos merece algunas dudas la falta 
de definición de lo que es una entidad internacio- 
nal de certificación de estándares porque el día de 
mañana cualquiera puede establecer una entidad in- 
ternacional de certificación de estándares y con eso 
ser suficiente para fijar qué es un formato estándar. 
Debiera haber alguna remisión -se me ocurre- a lo 
que son las entidades internacionales de certificación 
acreditadas debidamente. 


A su vez, hacemos nuestras las dudas respecto al 
artículo 2. del proyecto de ley, por creer que su re- 
dacción no es feliz. Si bien considero que el artículo 
2. va en el camino correcto de establecer que nos 
aseguremos que se puedan considerar las licencias 
de software libre, dichas licencias no siempre son las 
más baratas porque todo software —sea libre o no- ne- 
cesita de técnicos que se ocupen de su instalación, 
de su ejecución y de su mantenimiento. Muchas ve- 
ces —yo diría que casi siempre- los licenciamientos 
de software no libre son más beneficiosos, incluso, 
desde el punto de vista económico, pero la existencia 
de software libre opera como una barrera para que no 
se pasen en las cotizaciones. 


El artículo 2.%, expresa: “En las instituciones y 
dependencias del Estado mencionadas en el artículo 
1.2, cuando se contraten licencias de software se 
dará preferencia a licenciamientos de software li- 
bre”. Cabe aclarar que, por un lado, no se especifica 
a qué preferencia se hace referencia. ¿Preferencia a 
igualdad de precio? ¿Preferencia a igualdad de pro- 
ducto? ¿Cuál es la preferencia que se da? No está 
establecido. Incluso en el mundo del software es muy 
difícil comparar los productos que se ofrecen con las 
mismas condiciones. Por otro lado, en la redacción 
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se deja afuera los servicios posteriores como el cui- 
dado y, sobre todo, el desarrollo de nuevos productos 
a partir del software libre. Cuando hablamos de pre- 
ferencia, hay una falta clara —creo yo- de definición, 
por lo que propongo agregar el texto: “en igualdad de 
condiciones se dará preferencia a licenciamientos de 
software libre”. Creo que no se quiso hacer eso por- 
que en estos temas es casi imposible tener igualdad 
de condiciones en los productos. Lo único a desta- 
car sería que en el artículo se aclara que, en caso de 
optarse por software privativo, se deberá fundamen- 
tar la razón. Quizás, con esa sola frase sea suficiente 
para cumplir con lo que se está persiguiendo. 


Por todo lo expuesto, adelanto que no vamos a 
acompañar el artículo 2. del proyecto de ley, por 
creer que es muy difuso y poco claro en su enuncia- 
ción. A su vez, resalto las modificaciones del artículo 
5.2 porque, si bien son menores, quizá la Secretaría 
las pueda corregir. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley en 
consideración. 


(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 1.*. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Artículo 1.%.- Los Poderes Ejecutivo, Legislativo 
y Judicial, los Entes Autónomos, los organismos 
descentralizados, las empresas donde el Estado posea 
mayoría accionaria, los Gobiernos Departamentales, 
las Juntas Departamentales, el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo (TCA), la Corte Electoral 
y los organismos de contralor del Estado, deberán 
distribuir toda información en al menos un formato 
abierto, estándar y libre. Todo pedido de información 
deberá ser aceptado en al menos un formato abierto 
y estándar”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 1.*. 


(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 


SEÑOR VIERA.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR VIERA.- Formulo moción en el sentido de 
que se suprima la lectura del articulado y se vote en 


bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 

26 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 2.". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3.". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

26 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 4.". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 5.*, respecto al cual 
el señor Senador Bordaberry había hecho algunas ob- 
servaciones. 

La Mesa aclara que la Secretaría no puede hacer 
correcciones al proyecto de ley; es el Cuerpo el que 
debe decidir si introduce o no modificaciones. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Propongo que el numeral 4) 
comience sin la palabra Y, tal como propuso el señor 
Senador Bordaberry porque nos parece acertado —es 
una modificación de redacción, pero lo tiene que de- 
cidir el Cuerpo-, y quitar la palabra nos del literal 
B), de modo que quede “El Software privativo es todo 
software que priva de alguna de las cuatro condicio- 
nes o libertades inherentes al Software Libre”. 
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SEÑOR RUBIO.- Apoyado. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Desde el pun- 
to de vista gramatical, me parece correcta la pro- 
puesta que hizo el señor Senador Bordaberry. Sin 
embargo, debo advertir cómo quedaría el contenido 
del artículo de votarse sin la palabra Y. El artículo co- 
mienza con la definición de Software Libre, y expre- 
sa: “A) El Software Libre es el que está licenciado de 
forma que cumpla las siguientes condiciones:”, luego 
de lo cual figuran cuatro numerales. Con la palabra Y 
al comienzo del numeral 4) la lectura estaría indican- 
do que las cuatro condiciones son acumulativas, o sea 
que se deben dar juntas. Si se elimina la palabra Y, 
esas cuatro condiciones dejarían de ser acumulativas. 
Quiero que se tenga presente que la modificación al- 
tera -según mi opinión- el contenido del artículo, 
pero como no participé en la discusión llevada a cabo 
en la Comisión, quisiera que el miembro informante 
me lo explicara. 


Para mí, dejando la palabra Y, se trata de cua- 
tro condiciones acumulativas: pueda ser usado para 
cualquier propósito, se tiene acceso a su código fuen- 
te de forma que pueda ser estudiado y cambiado para 
adaptarlo a las necesidades, pueda ser copiado y dis- 
tribuido, y sea posible la mejora del programa y la li- 
beración de dichas mejoras a la ciudadanía. Quizás 
desde el punto de vista gramatical esté mal ubicada la 
palabra Y, tal vez debería estar en otro lugar; pero si 
se elimina, queda la duda de si para ser considerado 
software libre debe tener alguna de esas cuatro con- 
diciones o las cuatro. En el siguiente literal, el B), se 
establece que el software privativo es todo software 
que nos priva de alguna de las cuatro condiciones o 
libertades inherentes al software libre. Quiere decir 
que si no tiene alguna de las cuatro condiciones, es 
software privativo; por lo tanto, para ser software libre 
debe tener las cuatro. 


Esa es mi interpretación y antes de votar apresu- 
radamente la propuesta que hizo el señor Senador 
Bordaberry -que, reitero, desde el punto de vista 
gramatical es acertada—- me gustaría preguntarle al 
miembro informante —o a algún otro integrante de la 
Comisión, ya que este se encuentra de licencia— cuál 
es la finalidad de la palabra Y. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 
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SEÑOR FERNÁNDEZ.- Para solucionar esta si- 
tuación, propondría que el literal A) dijera: “A) El 
Software Libre es el que está licenciado de forma que 
cumpla las siguientes cuatro condiciones:”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correcto, pero también 
podría solucionarse agregando la palabra “simultá- 
neamente”. De esa manera, el literal A) quedaría: 
“El Software Libre es el que está licenciado de forma 
que cumpla simultáneamente las siguientes condi- 
ciones:”. 


Si los señores Senadores me permiten, considero 
que podemos solucionar rápidamente el tema sin en- 
frascarnos en una discusión, ya que la intención es 
muy clara. Concretamente, propongo que en el literal 
A) se diga “cumpla simultáneamente las siguientes 
condiciones”; que en el numeral 2), para mantener 
la concordancia de tiempos verbales, se sustituya la 
expresión “se tiene” por “se tenga”; que en el nume- 
ral 4) se elimine la palabra “Y”; y que el literal B) 
quede: “El Software Privativo es todo software que 
elimine alguna de las cuatro condiciones o libertades 
inherentes al Software Libre”, o sea que no solo se 
eliminaría la palabra “nos” —-que es un problema de 
redacción evidente- sino que además se estaría cam- 
biando el verbo. 


(Apoyados). 


Si los señores Senadores están de acuerdo, léase 
el artículo 5. con las modificaciones propuestas. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Artículo 5.*.- Definiciones a los efectos de la presente 
ley: 


A) El Software Libre es el que está licenciado de 
forma que cumpla simultáneamente las siguientes 
condiciones: 


1. Pueda ser usado para cualquier propósito. 

2. Se tenga acceso a su código fuente de forma 
que pueda ser estudiado y cambiado para adaptarlo a 
las necesidades. 


3. Pueda ser copiado y distribuido. 


4. Sea posible la mejora del programa y la libera- 
ción de dichas mejoras a la ciudadanía. 


B) El Software Privativo es todo software que eli- 
mine alguna de las cuatro condiciones o libertades 
inherentes al Software Libre. 
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C) Los formatos abiertos son formas de manejo y 
almacenamiento de los datos en los que se conoce su 
estructura y se permite su modificación y acceso no 
imponiéndose ninguna restricción para su uso. Los 
datos almacenados en formatos abiertos no requieren 
de software privativo para ser utilizados. 


D) Formatos estándar son los que han sido apro- 
bados por una entidad internacional de certificación 
de estándares”. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El literal B) comienza “El 
Software Privativo es todo software que elimine”, y 
no me parece que sea que elimine, sino que prive de 
alguna de las cuatro condiciones o libertades inhe- 
rentes al Software Libre. Para mí, habría que cambiar 
el verbo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo ningún in- 
conveniente en votar el artículo con la modifica- 
ción propuesta por el señor Senador Fernández, 


aunque me parece que queda mejor tal como se 
había leído. 


Para no leerlo nuevamente, aclaramos que el lite- 
ral B), quedaría: “El Software Privativo es todo soft- 
ware que prive de alguna de las cuatro condiciones o 


libertades inherentes al Software Libre”. 


Corresponde poner a votación, en primer lugar, el 
artículo tal como ha sido aprobado en Comisión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

—0 en 27. Negativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 5. con la redacción a que se acaba de dar 
lectura y la modificación propuesta por el señor Se- 
nador Fernández. 

(Se vota:) 


-26 en 27. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que vuelve a la 
Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 
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“ARTÍCULO 1.”. Los Poderes Ejecutivo, Legis- 
lativo y Judicial, los entes autónomos, los organis- 
mos descentralizados, las empresas donde el Estado 
posea mayoría accionaria, los Gobiernos Departa- 
mentales, las Juntas Departamentales, el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, la Corte Electoral 
y los organismos de contralor del Estado, deberán 
distribuir toda información en al menos un formato 
abierto, estándar y libre. Todo pedido de información 
deberá ser aceptado en al menos un formato abierto 
y estándar. 


ARTÍCULO 2.*. En las instituciones y depen- 
dencias del Estado mencionadas en el artículo 1.*, 
cuando se contraten licencias de software se dará 
preferencia a licenciamientos de software libre. En 
caso que se opte por software privativo se deberá fun- 
damentar la razón. 


En caso de que el Estado contrate o desarrolle 
software, el mismo al ser distribuido, se licenciará 
como software libre. El intercambio de información 
realizado con el Estado, a través de Internet, debe- 
rá ser posible en, al menos, un programa licenciado 
como software libre. 


ARTÍCULO 3.*. Se considera de interés general 
que el sistema educativo proceda a promover el uso 
de software libre. 


ARTÍCULO 4.”. El Poder Ejecutivo reglamenta- 
rá en un plazo de 180 (ciento ochenta) días las con- 
diciones, tiempos y formas en que se efectuará la 
transición de la situación actual a una que satisfaga 
las condiciones de la presente ley y orientará, en tal 
sentido, las licitaciones y contrataciones futuras de 
programas de computación (software) realizadas a 
cualquier título. 


ARTÍCULO 5.*. Definiciones a los efectos de la 
presente ley: 
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A) El software libre es el que está licenciado de 
forma que cumpla simultáneamente las siguientes 
condiciones: 


1. Pueda ser usado para cualquier propósito. 


2. Tenga acceso a su código fuente de forma que 
pueda ser estudiado y cambiado para adaptarlo a las 
necesidades. 


3. Pueda ser copiado y distribuido. 


4. Sea posible la mejora del programa y la libera- 
ción de dichas mejoras a la ciudadanía. 


B) Elsoftware privativo es todo software que pri- 
ve de alguna de las cuatro condiciones o libertades 
inherentes al software libre. 


C) Los formatos abiertos son formas de manejo 
y almacenamiento de los datos en los que se conoce 
su estructura y se permite su modificación y acce- 
so no imponiéndose ninguna restricción para su uso. 
Los datos almacenados en formatos abiertos no re- 
quieren de software privativo para ser utilizados. 


D) Formatos estándar son los que han sido apro- 
bados por una entidad internacional de certificación 
de estándares”. 


12) CONTROL Y REGULACIÓN DE LA 
MARIHUANA Y SUS DERIVADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del Orden del 
Día: “Proyecto de ley por el que se establece el control 
y la regulación por parte del Estado de la importación, 
exportación, plantación, cultivo, cosecha, producción, 
adquisición, almacenamiento, comercialización, dis- 
tribución y consumo de la marihuana y sus derivados. 
(Carp. n.* 1288/2013 — Rep. n.* 962/2013 — Anexo I)”. 
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(Antecedentes: ) 


Carp. n.* 1288/2013 
Rep. n.? 962/2013 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


TÍTULO I 
DE LOS FINES DE LA PRESENTE LEY 


Artículo 1*.- Decláranse de interés público las acciones tendientes 
a proteger, promover y mejorar la salud pública de la población mediante 
una política orientada a minimizar los riesgos y a reducir los daños del 
uso del cammabis, que promueva la debida información, educación y 
prevención, sobre las consecuencias y efectos perjudiciales vinculados a 
dicho consumo así como el tratamiento, rehabilitación y reinserción 


social de los usuarios problemáticos de drogas. 


Artículo 2*.- Sin perjuicio de lo dispuesto por el Decreto-Ley 
N* 14.294, de 31 de octubre de 1974 y sus leyes modificativas, el Estado 
asumirá el control y la regulación de las actividades de importación, 
exportación, plantación, cultivo, cosecha, producción, adquisición a 
cualquier título, almacenamiento, comercialización y distribución de 
cannabis y sus derivados, o cáñamo cuando correspondiere, a través de las 
instituciones a las cuales otorgue mandato legal, conforme con lo 
dispuesto en la presente ley y en los términos y condiciones que al 
respecto fije la reglamentación. 
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TÍTULO 11 
PRINCIPIOS GENERALES 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 3*.- Todas las personas tienen derecho al disfrute del más 
alto nivel posible de salud, al disfrute de los espácios públicos en 
condiciones seguras y a las mejores condiciones de convivencia, así como 
a la prevención, tratamiento y rehabilitación de enfermedades, de 
conformidad con lo dispuesto en diversos convenios, pactos, 
declaraciones, protocolos y convenciones internacionales ratificados por 
ley, garantizando el pleno ejercicio de sus derechos y libertades 
consagradas en la Constitución de la República, con sujeción a las 


limitaciones emergentes del artículo 10 de la misma. 


Artículo 4”.- La presente ley tiene por objeto proteger a los 
habitantes del país de los riesgos que implica el vínculo con el comercio 
ilegal y el narcotráfico buscando, mediante la intervención del Estado, 
atacar las devastadoras consecuencias sanitarias, sociales y económicas 
del uso problemático de sustancias psicoactivas, así como reducir la 


incidencia del narcotráfico y el crimen organizado. 


A tales efectos, se disponen las medidas tendientes al control y 
regulación del cannabis psicoactivo y sus derivados, así como aquellas 
que buscan educar, concientizar y prevenir a la sociedad de los riesgos 
para la salud del uso del cannabis, particularmente en lo que tiene que 
ver con el desarrollo de las adicciones. Se priorizarán la promoción de 
actitudes vitales, los hábitos saludables y el bienestar de la comunidad, 
teniendo en cuenta las pautas de la Organización Mundial de la Salud 
respecto al consumo de los distintos tipos de sustancias psicoactivas. 
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TÍTULO II1 
DEL CANNABIS 
CAPÍTULO 1 


DE LAS MODIFICACIONES A LA NORMATIVA 
DE ESTUPEFACIENTES 


Artículo 5*.- Sustitúyese el artículo 3” del Decreto-Ley N”* 14.294, 
de 31 de octubre de 1974, en la redacción dada por el artículo 1” de la 
Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 1998, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 3*.- Quedan prohibidos la plantación, el cultivo, la 
cosecha y la comercialización de cualquier planta de la que puedan 
extraerse estupefacientes y otras sustancias que determinen 
dependencia física o psíquica, con las siguientes excepciones: 


A) Cuando se realicen con exclusivos fines de investigación 
científica o para la elaboración de productos terapéuticos de 
utilización médica. Las plantaciones o cultivos, en tal caso, 
deberán ser autorizados previamente por el Ministerio de 
Salud Pública y quedarán bajo su control directo. 


Tratándose específicamente de cannabis, las plantaciones o 
cultivos deberán ser autorizados previamente por el Instituto 
de Regulación y Control de Cannabis (IRCCA), y quedarán bajo 
su control directo, sin perjuicio de los contralores que la 
legislación vigente otorga a los organismos correspondientes 
en el ámbito de sus respectivas competencias. 


B) La plantación, el cultivo y la cosecha así como la 
industrialización y expendio de cannabis psicoactivo con 
otros fines, siempre que se realice en el marco de la 
legislación vigente y con autorización prevía del IRCCA, 
quedando bajo su control directo. 
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c) 


D) 


E) 


Se entiende por cannabis psicoactivo a las  sumidades 
floridas con o sin fruto de la planta hembra del cannabis, 
exceptuando las semillas y las hojas separadas del tallo, 
incluidos sus aceites, extractos, preparaciones de potencial 
uso farmacéutico, jarabes y similares, cuyo contenido - de 
tetrahidrocannabinol (THC) natural, sea igual o superior al 
1% (uno por ciento) de su volumen. 


La plantación, el cultivo y la cosecha así como la 
industrialización y comercialización de cannabis de uso no 
psicoactivo (cáñamo). Las plantaciones o cultivos, en tal 
caso, deberán ser autorizados previamente por el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca y quedarán bajo su control 
directo. 


Se entiende por carnabis de uso no psicoactivo (cáñamo) a 
las plantas o piezas de la planta de los géneros camnabis, 
las hojas y las puntas floridas, que no contengan más de 1% 
(uno por ciento) de THC, incluyendo los derivados de tales 
plantas y piezas de las plantas. 


Las semillas de variedades de cáñamo no psicoactivo a 
utilizar no podrán superar el 0,5% (cero con cinco por 
ciento) de THC. 


La plantación, el cultivo, la cosecha, el acopio para fines 
de investigación así como la industrialización para uso 


farmacéutico, siempre que se realice en el marco de la. 


legislación vigente y acorde a lo que establezca la 
reglamentación, debiendo contar con autorización previa del 
IRCCA quedando bajo su control directo. 


La plantación, el cultivo y la cosecha domésticos de plantas 
de cannabis de efecto psicoactivo destinados para consumo 
personal o compartido en el hogar. Sin perjuicio de ello se 
entiende destinados al congumo personal o compartido en el 
hogar, la plantación, el cultivo y la cosecha domésticos de 
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hasta seis plantas de cannabis de efecto psicoactivo y el 
producto de la recolección de la. plantación precedente hasta 
un máximo de 480 gramos anuales. 


F) La plantación, el cultivo y la cosecha de plantas de cannabis 
de efecto psicoactivo realizados por clubes de membresía, los 
que serán controlados por el IRCCA. Dichos clubes deberán ser 
autorizados por el Poder Ejecutivo de acuerdo a la 
legislación vigente, y en la forma y condiciones que 
establecerá la reglamentación que se dicte al respecto. 


Los clubes de membresía deberán tener un mínimo de quince y 

' un máximo de cuarenta y cinco socios. Podrán plantar hasta 

noventa y nueve plantas de cannabis de uso psicoactivo y 

obtener como producto de la recolección de la plantación un 

máximo de acopio anual proporcional al número de socios y 

conforme a la cantidad que se estableciere para el uso no 
medicinal de cannabis psicoactivo. 


G) El IRCCA otorgará licencias de expendio de . cammabis 
psicoactivo a las farmacias (de acuerdo con el Decreto-Ley 
N* 15.703, de 11 de enero de 1985 y sus leyes modificativas) 
conforme. las condiciones establecidas en la legislación 
vigente y el procedimiento y requisitos que estableciere la 
reglamentación. 


El expendio de cannabis psicoactivo para Consumo personal 
requerirá que se acredite en el registro correspondiente según lo 
establecido en el artículo 8” de la presente ley, conforme a las 
estipulaciones legales, en tanto el expendio para uso medicinal 
requerirá receta médica. 


El expendio de cannabis psicoactivo para uso no medicinal no 
podrá superar los 40 gramos mensuales por usuario. 


Toda ¡plantación no autorizada deberá ser destruida con 
intervención del Juez competente. El Poder Ejecutivo reglamentará 
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las disposiciones de los literales precedentes, inclusive los 
mecanismos de acceso a las semillas, el que siendo destinado a 
plantaciones de cannabis psicoactivo para consumo persoral en el 
marco de la legislación vigente, se considerará en todos los casos 
como actividad lícita. Dicha reglamentación es sin perjuicio de 
los contralores que la legislación vigente establece para toda 
plantación o cultivo que se realice en territorio nacional, en lo 
que resultare aplicable. Asimismo, la reglamentación establecerá 
los estándares de seguridad y las condiciones de uso de las 
licencias de cultivos para los fines previstos en los literales 
precedentes. 


La marihuana resultante de la cosecha y el cultivo de las 
plantaciones referidas en los literales B), D) y E) del presente 
artículo no podrá estar prensada". 


Artículo 6*.- Sustitúyese el artículo 30 del Decreto-Ley N” 14.234, 
de 31 de octubre de 1974, en la redacción dada por el artículo 3” de la 
Ley N”* 17.016, de 22 de octubre de 1998, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 30.- El que, sin autorización legal, produjere de 
cualquier manera las materias primas o las sustancias, según los 
casos, capaces de producir dependencia psíquica O física, 
contenidas en las listas a que refiere el artículo 1*, precursores 
químicos y otros productos químicos, contenidos en las Tablas 1 y 
2 de la presente ley, así como los que determine el Poder 
Ejecutivo según la facultad contenida en el artículo 15 de la 
presente ley, será castigado con pena de veinte meses de prisión a 
diez años de penitenciaría. 


Quedará exento de responsabilidad el que produjere marihuana 
mediante la plantación, el cultivo y la cosecha de plantas de 
cannabis de efecto psicoactivo en los términos de lo dispuesto en 
el artículo 3* de la presente ley. El destino a que refiere el 
literal E) del artículo 3” será valorado, en su caso, por el Juez 
competente y con arreglo a las reglas de la sana crítica, en caso 
que se superaren las cantidades allí referidas". 
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Artículo 7*.- Sustitúyese el artículo 31 del Decreto-Ley N* 14.294, 
de 31 de octubre de 1974, en la redacción dada por el artículo 3* de la 
Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 31.- El que sin autorización legal,  importare, 
exportare, introdujere en tránsito, distribuyere, transportare, 
tuviere en su. poder no para su consumo, fuere depositario, 
almacenare, poseyere, ofreciere en venta o negociare de cualquier 
modo, alguna de las materias primas, sustancias, precursores 
químicos y otros productos químicos mencionados en el artículo 
anterior y de acuerdo con lo dispuesto en éste, será castigado con 
la misma pena prevista en dicho artículo. 


Quedará exento de responsabilidad el que transportare, tuviere 
en su poder, fuere depositario, almacenare o poseyere una cantidad 
destinada a su consumo personal, lo que será valorado por el Juez 
conforme a las reglas de la sana crítica. 


Sin perjuicio de ello, se entenderá como cantidad destinada al 
consumo personal hasta 40 gramos de marihuana. Asimismo, tampoco 
se verá alcanzado por lo dispuesto en ei primer inciso del 
presente artículo el que en su hogar tuviere en su poder, fuere 
depositario, almacenare o poseyere la cosecha de hasta seis 
plantas de cannabis de efecto psicoactivo obtenidas de acuerdo con 
lo dispuesto en el literal E) del artículo 3* de la presente ley, 
o se tratare de la cosecha correspondiente a los integrantes de un 
club de membresía conforme con lo previsto por el literal F) del 
artículo 3* de la presente ley y la reglamentación respectiva". 


Artículo 8*.- Tratándose de cannabis, el Instituto de Regulación y 
Control del Cannabis llevará sendos registros para las excepciones 
previstas en los literales A), B), C), D), E), F) y G) del artículo 3* 
del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, en la redacción dada 
por el artículo 5” de la presente ley. 
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Las características de dichos registros serán objeto de 
reglamentación por parte del Poder Ejecutivo. 


La información relativa a la identidad de los titulares de los actos 
de registro tendrá carácter de dato sensible para lo establecido en los 
literales E) y F) del artículo 5” de la presente ley, de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley N* 18.331, de 11 de agosto de 


2008. 


El registro del cultivo, según la legislación vigente, será 
requisito indispensable para poder ampararse en las disposiciones de la 
presente ley. Cumplidos ciento ochenta días desde la puesta en 
funcionamiento del referido registro, el que no tendrá costo para los 
usuarios y se hará para asegurar la trazabilidad y control de- los 
cultivos, solo se admitirán registros de plantíos a efectuarse. 


CAPÍTULO 11 


DE LA SALUD Y LA EDUCACIÓN DE LA 
POBLACIÓN Y LOS USUARIOS 


Artículo 9”.- El Sistema Nacional Integrado de Salud deberá disponer 
de las políticas y dispositivos pertinentes para la promoción de la 
salud, la prevención del uso problemático de cannabis, así como disponer 
de los dispositivos de atención adecuados para el asesoramiento, 
orientación y tratamiento de los usuarios problemáticos de cannabis que 
así lo requieran. 


En las ciudades con población superior a diez mil habitantes se 
instalarán dispositivos de información, asesoramiento, diagnóstico, 
derivación, atención, rehabilitación y tratamiento e inserción de 
usuarios problemáticos de drogas, cuya gestión, administración y 
funcionamiento estará a cargo de la Junta Nacional de Drogas, pudiendo 
suscribirse a tales efectos convenios con la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado y las instituciones prestadoras de salud 
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privadas, Gobiernos Departamentales, Municipios y organizaciones de la 
sociedad civil. 


Artículo 10.- 51 Sistema Nacional de Educación Pública deberá 
disponer de políticas educativas para la promoción de la salud, la 
prevención del uso problemático de cannabis desde la perspectiva del 
desarrollo de habilidades para la vida y en el marco de las políticas de 
gestión de riesgos y reducción de daños del «uso problemático de 
sustancias psicoactivas. 


Dichas políticas educativas comprenderán su inclusión curricular en 
educación primaria, en educación secundaria y en educación técnico- 
profesional, «con el fin de prevenir sobre el daño que produce el consumo 
de drogas, incluido el cannabis. La Administración Nacional de Educación 
Pública resolverá sobre la forma de instrumentar esta disposición. 


Será obligatoria la inclusión de la disciplina "Prevención del Uso 
Problemático de Drogas", en las propuestas programáticas y planes de estudio 
para educación inicial, primaria, secundaria, y  técnico-profesional, 
formación docente y en la Universidad Tecnológica. 


Dentro de dicha disciplina se incluirán espacios especialmente 
destinados a la educación vial y a la incidencia del consumo de las 
sustancias psicoactivas en los siniestros de tránsito. 


Artículo 11.- Prohíbese toda forma de publicidad, - directa O 
indirecta, promoción, auspicio o patrocinio de los productos de cannabis 
psicoactivo y por cualesquiera de los diversos medios de comunicación: 
prensa escrita, radio, televisión, cine, revistas, filmaciones en 
general, carteles, vallas en vía pública, folletos, estandartes, correo 
electrónico, tecnologías de Internet, así como por cualquier otro medio 
idóneo. 


Artículo 12.- La Junta Nacional de Drogas estará obligada a realizar 
campañas educativas, publicitarias y de difusión y concientización para 
la población en general respecto a los riesgos, efectos y potenciales 
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daños del uso de drogas, para cuyo financiamiento podrá realizar 
convenios y acuerdos con las empresas del Estado y el sector privado. 


Artículo 13.- Serán de apiicación al consumo de cannabis psicoactivo 
las medidas de protección de espacios establecidas por el artículo 3* de 
la Ley N” 18.256, de 6. de marzo de 2008. 


Artículo 14.- Los menores de 18 años de edad e incapaces no podrán 
acceder al cannabis psicoactivo para uso recreativo. La violación de lo 
dispuesto precedentemente  aparejará las  responsabilidades penales 
previstas por el Decreto-ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, en la 
redacción dada por la Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 1988, y por la 


presente ley. 


Artículo 15.- Conforme con lo dispuesto por el artículo 46 de la Ley 
N* 18.191, de 14 de noviembre de 2007, todo conductor estará inhabilitado 
para conducir vehículos en zonas urbanas, suburbanas o rurales del 
territorio nacional, cuando la concentración de tetrahidrocannabinol 
(THC) en el organismo sea superior a la permitida conforme con la 
reglamentación que se dictará al respecto. 


La Junta Nacional de Drogas brindará capacitación, asesoramiento y 
los insumos necesarios a los funcionarios especialmente designados a 
tales efectos, del Ministerio del Interior, del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, de las Intendencias, de los Municipios y de la 
Prefecturá Nacional Naval, con la finalidad de realizar los 
procedimientos y métodos de contralor expresamente establecidos por las 
autoridades competentes a los fines previstos en el inciso anterior, en 
sus jurisdicciones y conforme a sus respectivas competencias. Dichos 
exámenes y pruebas podrán ser ratificados a través de-exámenes de sangre, 
u otros exámenes clínicos o paraclínicos, por los prestadores del Sistema 
Nacional Integrado de Salud. 


El conductor a quien se le compruebe que conducía vehículos 
contraviniendo los límites de THC a que refiere el inciso primero del 
presente artículo, será pasible de las sanciones previstas en el inciso 
segundo del artículo 46 de la Ley 18.191, de 14 de noviembre de 2007. 
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Artículo _16.- El Estado, las instituciones de enseñanza referidas en 
el artículo 10, las instituciones prestadoras del Sistema Nacional 
Integrado de Salud, así como las organizaciones paraestatales y de la 
sociedad civil con personería jurídica vigente, podrán solicitar a la 
Junta Nacional de Drogas capacitación, asesoramiento y eventualmente 
recursos humanos y materiales a los efectos de realizar procedimientos y 
contralores similares a los definidos en el artículo 15 de la presente 
ley, con finalidades preventivas y educativas de disminución de riesgos. 


Los procedimientos y contralores a que refiere el inciso anterior, 
solamente podrán aplicarse en los casos de riesgo cierto para la 
integridad: física o psíquica de terceros, en las condiciones que 
determinará la reglamentación. 


TÍTULO IV 


DEL INSTITUTO DE REGULACIÓN Y 
CONTROL DEL CANNABIS 


CAPÍTULO 1 
CREACIÓN 


Artículo 17.- Créase el Instituto de Regulación y Control del 
Cannabis (IRCCA), como persona jurídica de derecho público no estatal. 


Artículo 18.- El Instituto de Regulación y Control del Cannabis 
tendrá como finalidades; 


A) Regular las actividades de plantación, cultivo, cosecha, 
producción, elaboración, acopio, distribución y expendio de 
cannabis, en el marco de las disposiciones de la presente ley y 
la legislación vigente. 
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B) Promover y proponer acciones tendientes a reducir los riesgos y 
los daños asociados al uso problemático de cannabis, de acuerdo 
a las políticas definidas por la Junta Nacional de Drogas y en 
coordinación con las autoridades nacionales y departamentales. 


C) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de la preserte 
ley a su cargo. 


Artículo 19.- Compete a la Junta Nacional de Drogas la fijación de 
la política nacional en materia de cannabis según los objetivos 
establecidos en. el artículo anterior, Contando para ello con el 
asesoramiento del Instituto de Regulación y Control del Cannabis (IRCCA). 
Este adecuará su actuación a dicha política nacional. 


El IRCCA se vinculará y coordinará con el Poder Ejecutivo a través 
del Ministerio de Salud Pública. 


CAPÍTULO 11 


DE LA ADMINISTRACIÓN 


Artículo 20.- Los órganos del Instituto de Regulación y Control del 
Cannabis (IRCCA) serán: 


A) Junta Directiva. 
B) Dirección Ejecutiva. 
C) Consejo Nacional Honorario. 
Artículo 21.- La Junta Directiva será el jerarca del Instituto de 
Regulación y Control del Cannabis y sus miembros serán personas de 


reconocida solvencia moral y técnica. Estará integrada por: 


- Un representante de la Secretaría Nacional de Drogas, que la 
presidirá. 
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- Un representante del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 


- Un representante del Ministerio de Desarrollo Social. 
- Un representante del Ministerio de Salud Pública. 


La designación de los miembros de la Junta Directiva incluirá la de 
sus correspondientes suplentes. 


Artículo 22.- La duración del mandato de los miembros de la Junta 
Directiva 'será de cinco años, pudiendo ser reelectos por un solo período 
consecutivo, 


Los miembros salientes permanecerán en sus funciones hasta que 
asuman los nuevos miembros designados. 


Artículo 23.- La Junta Directiva fijará su régimen de sesiones. 


Las resoluciones se adoptarán por mayoría. En caso de empate, el 
Presidente tendrá doble voto. 


Artículo 24.- Habrá un Director Ejecutivo designado por la mayoría 
de la Junta Directiva, con el voto conforme del Presidente. Su 
retribución será fijada por la Junta Directiva con la conformidad del 
Poder Ejecutivo y con cargo a los recursos del Instituto de Regulación y 
Control del Cannabis. 


El Director Ejecutivo asistirá a las sesiones de la Junta Directiva 
con voz y sin voto. 


Artículo 25.- El Director Ejecutivo será contratado por períodos de 
tres años renovables. Para su destitución o no renovación del contrato se 
deberá contar con la mayoría de los votos de la Junta Directiva, incluido 


el del Presidente. 
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Artículo 26.- El Consejo Nacional Honorario estará integrado por un 
representante de cada uno de. los siguientes organismos del Estado: 
Ministerio de Educación y Cultura, Ministerio del Interior, Ministerio de 
Economía y Finanzas, Ministerio de Industria, Energía y Minería; un 
representante de la Universidad de la República; un representante del 
Congreso de Intendentes; un representante de los clubes de membresía; un 
representante de asociaciones de autocultivadores; un representante de 
los licenciatarios. Actuará en plenario con los miembros de la Junta 
Directiva y con el Director Ejecutivo. 


Los representantes de los clubes de membresía y asociaciones de 
autocultivadores y de los licenciatarios serán nombrados por el Poder 


Ejecutivo a propuesta de éstos. 


La reglamentación de la presente ley y sus eventuales modificaciones 
podrán variar. la ¿integración de este Consejo, ampliando el número de 
miembros. 


El Cónsejo podrá ser convocado tanto a solicitud de la Junta 
Directiva como a solicitud de tres de sys miembros. 


CAPÍTULO III 
DE LOS COMETIDOS Y ATRIBUCIONES 


Artículo 27.- Son cometidos del Instituto de Regulación y Control 
del Cannabis: 


A) El control y fiscalización de la plantación, cultivo, cosecha, 
producción, acopio, distribución y expedición de cannabis, 
conforme con lo dispuesto en la presente ley y en la 
legislación vigente, sin perjuicio de las competencias 
atribuidas a otros Órganos y entes públicos. 


B) Asesorar al Poder Ejecutivo: 


1) En la formulación y aplicación de las políticas públicas 
dirigidas a regular y controlar la distribución, 
comercialización, expendio, ofrecimiento y consumo de 
cannabis. 


2) En el desarrollo de estrategias dirigidas al retraso de 
la edad de inicio del consumo, al aumento de la 
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percepción del riesgo del consumo abusivo y a la 
disminución de los consumos problemáticos. 


3) En la coordinación de los ofrecimientos de cooperación 
técnica realizados al país en esta matería, 


4) En el aporte de evidencia científica, mediante la 
investigación y evaluación de la estrategia para la 
orientación de las políticas públicas de cannabis. 


Artículo 28.- Son atribuciones del Instituto de Regulación y Control 
del Cannabis: , 


A) Otorgar las licencias para producir, elaborar, acopiar, 
distribuir y expender cannabis psicoactivo, así como sus 
prórrogas, modificaciones, suspensiones y supresiones, conforme 
con lo dispuesto en la presente ley y en la reglamentación 
respectiva. 


B) Crear un registro de usuarios, protegiendo su identidad, 
manteniendo el anonimato y privacidad conforme con las 
disposiciones legales vigentes y a la reglamentación 
respectiva. La información relativa a la identidad de los 
titulares de los actos de registro tendrá carácter de dato 
sensible de conformidad con lo dispuesto por el artículo 18 de 
la Ley N”* 18.331, de 11 de agosto de 2008. 


C) Registrar las declaraciones de  autocultivo de cannabis 
psicoactivo, conforme con las disposiciones legales vigentes, 
la presente ley y la reglamentación respectiva. 


D) Autorizar los clubes de membresía cannábicos conforme con las 
disposiciones legales vigentes y la reglamentación respectiva. 


E) Dirigirse directamente a los organismos públicos para recabar y 
recibir la información necesaria para el cumplimiento de los 
cometidos asignados. 
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F) 


G) 


K) 


1) 


y) 


Celebrar convenios con instituciones públicas O privadas a 
efectos del cumplimiento de sus cometidos, en especial con 
aquellas que ya tienen asignada competencia en la materia. 


Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones vigentes a su 
cargo. 


Dictar los actos administrativos necesarios para el 
cumplimiento de sus cometidos. : 


Detexminar y aplicar las sanciones pertinentes por infracciones 
a las. normas regulatorias establecidas en esta ley. y su 
reglamentación » 


Ejecutar las sanciones que imponga, [a cuyos efectos los 
testimonios de sus resoluciones firmes constituirán título 
ejecutivo. Son resoluciones firmes las consentidas expresa o 
tácitamente por el sancionado y las que denieguen el recurso de 
reposición previsto en la presente ley. 


Artículo 29.- La Junta Directiva, en su carácter de órgano máximo de 
administración del Instituto de Regulación y Control del Cannabis 
(IRCCA), tendrá las siguientes atribuciones: 


A) 


B) 


Cc) 


D) 


Proyectar el Reglamento General del IRCCA y someterlo a la 
aprobación del Ministerio de Salud Pública. 


Aprobar el estatuto de sus empleados dentro de los seis meses 
de su instalación. El mismo se regirá, en lo previsto, por las 
reglas del derecho privado. 


Designar, trasladar y destituir al personal. 


Fijar el costo de las licencias, al amparo de lo dispuesto en 
el artículo anterior de la presente ley. 
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E) Aprobar su presupuesto y elevarlo al Poder Ejecutivo para su 
conocimiento, conjuntamente con el plan de actividades. 


F) Aprobar los planes, programas y los proyectos especiales. 
G) Elevar la memoria y el balance anual del IRCCA. 
H) Administrar los recursos y bienes del IRCCA. 


I) Adquirir, gravar y enajenar toda clase de bienes. Cuando se 
trate de bienes inmuebles deberá resolverse * por mayoría 
especial de por lo menos tres miembros. 


J) Delegar las atribuciones que estime pertinentes mediante 
resolución fundada y por mayoría de sus miembros. 


K) En general, realizar todos los actos civiles y comerciales, 
dictar los actos de administración interna y realizar las 
operaciones materiales inherentes a sus poderes generales de 
administración, con arreglo a los cometidos y especialización 
del IRCCA. 


Artículo 30.- El Director Ejecutivo tendrá las siguientes 
atribuciones: B 


A) Cumplir y hacer cumplir las normas vigentes en la materia de 
competencia del Instituto de Regulación y Control del Cannabis 
(IRCCA) . 


B) Ejecutar los planes, programas y resoluciones aprobados por la 
Junta Directiva. 


C) Realizar todas las tareas inherentes a la administración del 
personal y a la organización interna del IRCCA. 


D) Toda otra que la Junta Directiva le encomiende o delegue. 
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Artículo 31.- El Consejo Nacional Honorario, en su carácter de 
Órgano de consulta del Instituto de Regulación y Control del Cannabis 
(IRCCA), actuará: á 

A) Asesorando en la elaboración del Reglamento General del IRCCA. 


B) Asesorando en la elaboración de los planes y programas en forma 
previa a su aprobación. 


C) Asesorando en todo aquello que la Junta Directiva le solicite. 
D) Opinando en toda otra cuestión relacionada con los cometidos 
del IRCCA, cuando lo estime conveniente. 
CAPÍTULO IV 
DE LOS RECURSOS, LA GESTIÓN Y EL FUNCIONAMIENTO 


Artículo 32.- Constituirán los recursos del Instituto de Regulación 
y Control del Cannabis (IRCCA): 


A) La recaudación por concepto de licencias y permisos, al amparo 
de lo dispuesto en la presente ley. 


B) Un aporte anual del Estado con cargo a Rentas Generales en el 
monto que determine el presupuesto quinquenal. El Poder 
Ejecutivo podrá modificar esta magnitud considerando la 
evolución de los ingresos del IRCCA. 


C) Las herencias, legados y donaciones que acepte el IRCCA. 


D) Los valores o bienes que se le asignen al IRCCA a cualquier 
título. 


E) El producido de las multas y sanciones que aplique. 


36-C.S. CÁMARA DE SENADORES 10 de diciembre de 2013 


F) Todo otro recurso que perciba por aplicación de la legislación 
vigente. 


Artículo 33.- El contralor administrativo del Instituto de 
. Regulación y Control del Cannabis será ejercido por el Poder Ejecutivo 
por intermedio del Ministerio de Salud Pública. 


Dicho contralor se ejercerá tanto por razones de juridicidad, como 
de oportunidad o conveniencia. 


A tal efecto, el Poder Ejecutivo podrá formular las observaciones 
que crea pertinente, así como proponer la suspensión de los actos 
observados y los correctivos o remociones que considere del caso. 


Artículo 34.- La “Auditoría Interna de la Nación ejercerá la 
fiscalización de la gestión financiera del Instituto de Regulación y 
Control del Cannabis, debiendo remitirse a la misma la rendición de 
cuentas y balance de ejecución presupuestal dentro de los noventa días 
del cierre de cada ejercicio. 


La reglamentación de la presente ley determinará la forma y fecha de 
los balances, cierre de los mismos y su publicidad. 


Artículo 35.- Contra las resoluciones de la Junta Directiva 
procederá el recurso de reposición que deberá interponerse dentro de los 
veinte días hábiles contados a partir del siguiente a la notificación del 
acto al interesado. Una vez interpuesto el recurso, la Junta Directiva 
dispondrá de treinta días hábiles para instruir y resolver el asunto. 


Denegado el recurso de reposición el recurrente podrá interponer, 
únicamente por razones de legalidad, demanda de anulación del acto 
impugnado ante el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Turno a la fecha 
en que dicho acto fue dictado. 


La interposición de esta demanda deberá hacerse dentro del término 
de veinte días de notificada la denegatoria expresa o, en su defecto, del 
momento en que se configure la denegatoria ficta. 
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La demanda de anulación sólo podrá ser interpuesta por el titular de 
un derecho "subjetivo o de un interés directo, personal y legítimo, 
violado o lesionado por el acto impugnado. El Tribunal fallará en última 
instancia. 


Artículo 36.- Cuando la resolución emanare del Director Ejecutivo, 
conjunta oO subsidiariamente con el recurso de reposición, podrá 
interponerse el recurso jerárquico para ante la Junta Directiva. 


Este recurso de reposición deberá interponerse y resolverse en los 
plazos previstos en el artículo anterior, el que también regirá en lo 
pertinente para la resolución del recurso jerárquico y para el posterior 
contralor jurisdiccional. 


Artículo 37.-,E8l Instituto de Regulación y Control del Cannabis está 
exonerado de todo tipo de tributos, excepto las contribuciones de 
seguridad social. En lo no previsto especialmente por la presente ley, su 
régimen de funcionamiento será el de la actividad privada, especialmente 
en cuanto a su contabilidad, estatuto de su personal y contratos que 
celebre. 


Artículo 38.- Los bienes del Instituto de Regulación y Control del 
Cannabis son inembargables. 


CAPÍTULO V 
DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES 


Artículo 39.- La Junta Directiva del Instituto de Regulación y 
Control del Cannabis será el órgano encargado de aplicar las sanciones 
por infracciones a las normas vigentes en materia de licencias, sin 
perjuicio de las responsabilidades penales que pudieren corresponder. El 
procedimiento aplicable en estos casos será materia de la reglamentación. 


Artículo 40.- Las infracciones a que hace referencia el artículo 
anterior, atendiendo a la gravedad de la infracción y a los antecedentes 


del infractor, serán sancionadas con: 


A) Apercibimiento. 
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B) Multa desde 20 UR (veinte unidades reajustables) hasta 
2.000 UR (dos mil unidades reajustables).. 


C) Decomiso de la mercadería o-de los elementos utilizados para 
cometer la infracción. 


D) Destrucción de la mercadería cuando corresponda. 
E) Suspensión del infractor en el registro correspondiente. 
F) Inhabilitación temporal o permanente. 


G) Clausura parcial O total, temporal o permanente, de los 
establecimientos y locales de los licenciatarios, sean propios 
o de terceros. 


Las sanciones precedentemente establecidas podrán aplicarse en forma 
acumulativa y atendiendo a la gravedad de la infracción y a los 
antecedentes del responsable. , 


Artículo 41.- Sin perjuicio del ejercicio de las  potestades5 
sancionatorias precedentes, habiendo tomado conocimiento la Junta 
Directiva o su Director Ejecutivo, en el ejercicio de las facultades de 
control y fiscalización cometidas al Instituto de Regulación y Control 
del Cannabis, de la existencia de actividades de carácter delictivo, 
efectuarán la denuncia respectiva ante la autoridad judicial competente. 


TÍTULO V 


DE LA EVALUACIÓN Y MONITOREO DEL CUMPLIMIENTO 
DE LA PRESENTE LEY 


Artículo 42.- Créase en el ámbito del Ministerio de Salud Pública, 
una Unidad Especializada en Evaluación y Monitoreo de la presente ley que 
tendrá carácter técnico y estará conformada por personal especializado en 
la evaluación y monitoreo de políticas. Tendrá carácter independiente y 
emitirá informes anuales los que, sin tener carácter vinculante, deberán 
ser tenidos en consideración por los organismos y entidades encargados de 
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la ejecución de esta ley. Dicho informe será remitido a la Asamblea 
General. 
TÍTULO VI 
DE LA APLICACIÓN DE LA PRESENTE LEY 


Artículo 43.- El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones de 
la presente ley en un plazo de ciento veinte días desde su promulgación. 


Artículo 44.- Deróganse todas las disposiciones que se opongan a lo 
establecido en esta ley. 


Sala :de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, 
a 1* de agosto de 2013. 


Presidente 
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ComIsIiÓN ESPECIAL DE DROGAS Y ADICCIONES, 
CON FINES LEGISLATIVOS 


INFORME EN MAYORÍA 


Señores Representantes: 


La Comisión Especial de Drogas y Adicciones con Fines 
Legislativos, en mayoría, ha considerado y aprobado el proyecto de ley por el que se 
controla y regula por parte del Estado la importación, producción, adquisición, 
almacenamiento, comercialización y distribución de marihuana y sus derivados. 


El 8 de agosto de 2012, el Poder Ejecutivo envía al parlamento 
el proyecto de ley "Marihuana y sus derivados. Control y regulación del Estado de la 
importación, producción, adquisición, almacenamiento, comercialización y distribución" en 
el contexto de la aplicación de una serie de medidas que buscaban mejorar la convivencia 
ciudadana en nuestro país. Paralelamente en el Poder Legislativo, diferentes iniciativas 
con origen en legisladores de todos los partidos políticos con representación 
parlamentaria, venían plantando alternativas a la regulación actual al mercado de 
cannabis. 


Fruto de ambas iniciativas, nuestra sociedad se ha dado 
diferentes ámbitos para discutir la pertinencia y necesidad de reformular las políticas de 
drogas como un problema de todos y desde una perspectiva integral. Particularmente, en 
todo este proceso, en el ámbito de la Cámara de Representantes han sido parte del 
debate más de cuarenta delegaciones integradas por instituciones públicas y privadas, así 
como especialistas nacionales e internacionales. El proyecto ds muchas de las 
sugerencias realizadas en ese marco. 


Se entiende que una política basada en la regulación tiene 
consecuencias positivas para la salud y seguridad pública, ya que mientras por un lado se 
pueden obtener mejores resultados en el plano de la educación, prevención, información, 
tratamiento, rehabilitación y reinserción en relación a los usos problemáticos de drogas, se 
combate al narcotráfico como fuente del crimen organizado y de actividades delictivas que 
afectan la seguridad de la población. 


Por ello, la regulación de los mercados de drogas, como política 
alternativa a los esquemas prohibicionistas o los liberales, punto intermedio de ambos, 
ofrece herramientas a los Estados para ejercer prácticas de reducción de la oferta y la 
demanda más eficientes, racionales, y respetuosos de los derechos humanos. 


En particular nuestro país ha realizado exitosas experiencias en 
el campo de la regulación del mercado de tabaco, con beneficios evidentes para la salud, 
esa linea trazada continua con el proyecto que hoy ponemos en consideración en relación 
con el cannabis y en el mediano plazo con el alcohol. 


1.- Los usos de drogas y sus regulaciones en la historia de la humanidad 


Existen pruebas que se remontan a miles de años atrás que demuestran la 
existencia del cultivo y uso de diversos tipos de drogas por parte de los seres humanos. 
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En particular, el cannabis se cultivaba en el Neolítico como fuente de fibra, aceite, 
medicinas y estupefacientes; en el 2727 a.c. el emperador chino Shen Nung detallaba su 
uso medicinal para diferentes dolencias; los egipcios conocieron su potencialidad (papiro 
de Ebers 1500 a.c.); al igual que los hindúes que lo aplicaban como antipirético, para el 
insomnio y las jaquecas. El uso ritual estaba bastante extendido en este periodo, sin 
embargo al pasar a Grecia y Roma ese rol lo ocupaba el alcohol, pero se utilizaba sí en 
forma medicinal y como fibra. En el siglo XIX su uso recreativo fue exaltado por el famoso 
Le club des Haschischins, integrado por Balzac, Dumas, Baudelaire. En el siglo XX fue 
parte de la farmacopea en muchos países hasta el comienzo de la inexplicable 
prohibición”. 


Tan antiguo como el uso, ha sido el intento de las sociedades humanas por 
controlarlo y fiscalizarlo. 


Durante milenios, las distintas sociedades controlaron y regularon el uso de drogas 
por la vía de la cultura y los mecanismos informales de control social, desempeñando las 
religiones un papel central en ello. 


Por otra parte, la modalidad de control por parte de la ley penal y la política criminal, 
es relativamente nueva, remontándose sus orígenes recién a la segunda década del siglo 
XX cuando se comienzan a establecer las bases de lo que, cuarenta años después, en el 
año 1961, será la Convención Unica de Estupefacientes. 


Sin duda, tienen su predecesor en la Ley Seca la Enmienda XVIII a la Constitución 
de Estados Unidos, paradójicamente, su desoladora experiencia parecen no haber sido 
tenidas en cuenta. 


Las palabras de Volstead, promotor de la misma, describía así su contenido "El 
demonio de la bebida hace testamento. Se inicia una era de ideas claras y limpios 
modales. Los barrios bajos serán cosa del pasado. Las cárceles y correccionales 
quedarán vacios; los transformaremos en graneros y fábricas. Todos los hombres 
volverán a caminar erguidos, sonreirán todas las mujeres y reirán todos los niños. Se 
cerrarán para siempre las puertas del infierno”. Ellas hay que contrastarlas con sus 
efectos: 30 mil personas murieron a causa del envenenamiento por adulteración del 
alcohol, 100 mil víctimas de ceguera y parálisis, 45 mil detenidos por traficar, el aumento 
de la tasa de homicidios fue del 78%, y las cárceles que tenían alrededor de 4000 
personas en 1920, llegaron a 26.859 en 1932. ¿Cuáles hubieran sido las consecuencias si 
esta política se hubiera aplicado a escala planetaria? Rápidamente Estados Unidos 
cambió el enfoque de la política y reguió el mercado de alcohol. Sin embargo aplicó la 
tesis prohibicionista al resto del planeta para una serie de sustancias consideradas 
nocivas. 


Sabemos que el alcohol causa 2.5 millones de muertes cada año, sin embargo no lo 
.prohibimos (ni su producción, distribución, venta y consumo). ¿Por qué? Porque 
tendríamos más muertes, más mutilados, más encarcelados, más violencia, más 
corrupción a causa de la prohibición. En lugar de prohibir, regulamos. 


La Convención de 1961, las subsiguientes, y las políticas que de ella derivan, fueron 
como todo producto de la cultura humana, resultado de su tiempo con sus potencialidades 


| CAIRABÚ-GARCÍA (215: 2012) Aspectos farmecognósticos del cannabis, Aporte universitario al 
debate nacional sobre drogas, Colección Art. 2, CCSIC-UdelaR, Montevideo. 
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y sus debilidades y deben ser -al dia de hoy- críticamente revisadas, modificadas y 
mejoradas. 


Durante décadas fue impensable que en el marco de los organismos internacionales 
se cuestionara la Convención; mucho menos que se pensara en modificarla o mejorarla. 
No obstante, en diferentes Estados Nacionales y regiones, en particular América Latina, 
se han dado en las últimas dos décadas diferentes pasos tendientes a flexibilizar los 
enfoques de políticas sobre drogas basados en este instrumento legal que deja poco 
margen para otros abordajes y que ha mostrado ser un instrumento ineficiente, ineficaz y 
contradictorio para el logro de los objetivos que se propone. 


El narcotráfico genera 320.000 millones de dólares de ingresos anuales, y es 
considerado por la "Oficina contra la Droga y el Delito" de Naciones Unidas negocio más 
rentable a nivel mundial, representando el 1.5% del PBI Mundial. En la actualidad el 
consumo de cannabis asciende, según el "Informe Mundial Sobre las Drogas", a entre 
119 y 224 millones de usuarios' siendo la droga considerada ilícita más consumida en el 
planeta. En Uruguay el 20% de declara haber consumido alguna vez en su vida, 
comparativamente, mientras en "Estados Unidos y Canadá la prevalencia anual de 
consumo de marihuana es 13,7% y 12,6% respectivamente. Europa reporta una media de 
6,7%, variando según los países entre el 0,4% y el 14%. En tanto, en la región 
suramericana, Argentina alcanza una prevalencia anual de 7,2% y Chile de 6,7%. De esta 
forma, Uruguay (8,3%) se ubica levemente sobre el consumo medio de Europa y de Chile, 
en tanto lo hace por debajo del de Estados Unidos y Canadá." Se estima que el volumen 
del mercado de cannabis en nuestro país asciende a 30 millones de dólares. 


El narcotráfico socava la democracia de nuestras repúblicas, tiene el poder y los 
recursos para corromper los sistemas de justicia, policiales, políticos, en suma, las 
instituciones. Una parte de la violencia, la inseguridad, y la corrupción proviene de éste. 
Por ello es tan importante repensar las políticas de combate al narcotráfico, y no solo 
hacerlo desde una perspectiva bélica, sino también innovar en regulaciones y controles 
que contemplen los derechos humanos y las posibilidades de los Estados de América 
Latina. 


2.- La guerra fracasada contra las drogas 


En junio de 2011, la Comisión Global de Política de Drogas” entregaba un muy 
importante Informe en cuya Introducción se dice: 


"http. //www.unodc.org/documents/data-and-analysisWDR2012/Executive_summary_spanish. pdf 
fi Quinta encuesta en Hogares sobre el consumo de drogas, JND, 2012 p. 28. En: 
http://www. infodrogas.gub.uy/images/stories/paf/v_enc_hogares_2011.pdf 


Y Los miembros de la Comisión Global para Política de Drogas son: Ex Presidentes y Primeros 
Ministros: Fernando Henrique Cardoso (Brasil), César Gaviña (Colombia), Ernesto Zedillo 
(México), Ruth Dreifuss (Suiza), George Papandreou (Grecia). Ex funcionarios internacionales: 
Kofi Annan, ex Secretario General de la ONU (Ghana), Javier Solana, ex Encargado de Exteriores 
de la UE (España), Louise Arbour, ex Alta Comisionada de DD.HH. de la ONU (Canadá). Asma 
Jahagandir ex Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre Ejecuciones Extrajudiciales, 
Sumarias o Arbitrarias (Pakistán), Michel Kazatchkine director Ejecutivo de del Fondo Mundial de 
Lucha contra el SIDA, la Tuberculosis y la Malaria (Francia). Intelectuales: Mario Vargas Llosa 
(Perú), Carlos Fuentes (México). Ex funcionarios gubernamentales: Paul Volcker, ex Presidente de 
la Reserva Federal (EEUU), George Shultz, ex Secretario de Estado (EEUU), Marion Caspers- 
Merk, ex Secretaria de Estado en el Ministerio Federal de Salud (Alemania), Thorfvald Stoltenberg, 
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"La guerra mundial a las drogas ha fracasado. Cuando la Convención única de 
Estupefacientes de Naciones Unidas nació hace 50 años, y cuando el Presidente Nixon 
lanzara la guerra a las drogas del gobierno norteamericano hace 40 años, los políticos 
creían que las acciones severas para el cumplimiento de la ley contra los que estaban 
involucrados en la producción de drogas, su distribución y su uso, conduciriían a una 
constante disminución del mercado de drogas controladas como la heroína, la cocaína, el 
cannabis, y al eventual logro de un 'mundo sin drogas". 


En la práctica, la escala global de los mercados de drogas ilegales -ampliamente 
controlados por el crimen organizado- ha crecido de modo espectacular en este período. 
Mientras que no están disponibles estimaciones exactas del consumo global en el periodo 
completo de 50 años, un análisis solamente de los últimos 10 años muestra un extenso y 
creciente mercado. 


Los presidentes de la OEA reunidos en Cartagena de Indias el 15 de abril de 2012 
expresaron claramente la "necesidad de analizar los resultados de la actual política (de 
drogas) y de explorar nuevos enfoques para fortalecer esta lucha y ser más efectivos". 


Llegando a algunos acuerdos básicos: "que el problema de las drogas es uno de los 
retos más importantes que enfrenta el hemisferio, con su impacto en la salud pública y el 
costo en que incurren los Estados, y con las tremendas consecuencias de violencia que 
trae consigo. Segundo, que el enfoque actual, más allá de algunos resultados 
importantes, no ha tenido éxito y no está funcionando suficientemente bien. Y, tercero, 
que debemos encontrar y combinar nuevas y mejores altemativas, sin dejar de construir 
sobre lo que ya estamos haciendo, que permitan enriquecer nuestro enfoque actual en 
sus distintos aspectos"” 


Los presidentes entonces encomendaron a la OEA la elaboración de un informe de 
los diferentes escenarios sobre drogas que se podrían desarrollar en la región, Juntos, 
Caminos, Resiliencia y Ruptura, que no son una predicción sino que requieren ciertas 
políticas públicas para llevarlos adelante y que se sintetizan en estas preguntas que se 
encuentran en el informe: 


"¿Construiremos las respuestas sobre la base de años de esfuerzos y de progresos 
en varias áreas y procuraremos trabajar juntos para fortalecer la capacidad institucional, 
para ser más efectivos contra la corrupción y para cambiar las prioridades y enfocarnos en 
la seguridad ciudadana? ¿O acaso nos podría esperar otro futuro, que no es mutuamente 
excluyente con el anterior, en el que, mientras que algunos países concluyen que se 
deben cambiar las políticas actuales y que deben empezar a experimentar con formas de 
regular las drogas que actualmente son ilegales, otros acuerdan que deben enfocarse en 
el fortalecimiento de los programas de prevención? 


ex Ministro de Asuntos Exteriores y Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
(Noruega). Empresarios: John Whitehead, banquero y funcionario, Presidente de la Fundación 
World Trade Center Memorial (EEUU), María Cattaui, miembro del Consejo Petroplus Holdings, ex 
Secretaria General de la Cámara de Comercio Intemacional (Suiza), Richard Branson, Grupo 
Virgin, y cofundador de The Elders (Reino Unido). 


* Juan Manuel Santos Calderón, Presidente de la República de Colombia, Cartagena de Indias, 15 
abril de 2012 

* Mensaje al Equipo de Escenarios por video del Secretario General de la OEA, José Miguel 
Insulza 20 de enero de 2013, Ciudad de Panamá 
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¿O acaso podría haber una ruptura en el hemisferio, un enfoque que es menos 
probable pero cuyo entendimiento y análisis es muy importante, en el que los países que 
sufren altos índices de violencia relacionados con los esfuerzos por suprimir la 
producción, el tráfico y el tránsito de drogas ilícitas optarán por seguir su propio rumbo?" 


Compartimos que los tres primeros caminos no son excluyentes entre sí, y que una 
política de drogas que solamente apunte a la represión de la oferta es incompleta, porque 
"Igualmente, persistirán las actividades ilegales mientras que siga existiendo la posibilidad 
de hacer dinero con ellas, y por ello seguirán operando grupos delictivos organizados en 
toda la región, que se beneficiarán de estas actividades ¡legales 


Debe quedar muy claro que Uruguay se ha destacado internacionalmente por sus 
decididas políticas contrarias al consumo de drogas legales e ilegales. Para el caso del 
tabaco, el Gobierno anterior definió una drástica política aceptada por la población y 
continuada por este Gobierno. Debido a ello nuestro país enfrenta en estos momentos 
juicios internacionales multimillonarios por parte de la poderosa empresa tabacalera Phillip 
Morris. Sin embargo no abatiremos nuestras posiciones al respecto. Importa señalar que 
no abandonaremos nuestras políticas frente a las drogas por esas tan previsibles 
consecuencias. . 


Es en ese marco ineludible, que comenzamos por comprobar y afirmar que, 
lamentablemente, estamos ante el fracaso estrepitoso de una estrategia internacional 
(que hemos acompañado regional y nacionalmente) diseñada hace relativamente poco 
tiempo exclusivamente contra drogas declaradas ¡legales que ni son todas ni son las que 
más daño producen. Que se ha fracasado en esta -"guerra"- a las drogas queda 
evidenciado en cuatro dramáticos aspectos: 


Uno: que a pesar de ella, y luego de medio siglo de dura aplicación, el consumo se 
ha expandido y con él sus pésimas consecuencias. Ha crecido en lugares donde ya se 
consumía pero además invade lugares donde antes no se consumía, 


Por la otra parte, las incautaciones logradas mediante tanto despliegue y tanto gasto 
son irrisorias en todo el mundo al compararlas con el tamaño de los diversos mercados. 
Pero no estamos, forzosamente, ante la ineficacia de los aparatos represivos, por el 
contrario el contexto es aumento de la eficiencia. Para tener una idea de la escala de este 
mercado, solo en el combate en el tráfico internacional en Uruguay en el año 2010 se 
desarticularon 37 grupos, se incautaron valores por 354.594 dólares, se realizaron 64 
embargos por un monto de 9.138.000 dólares. Si consideramos el micro tráfico nacional 
en el mismo año se realizaron 1137 procedimientos y se procesaron 1520 personas, y las 
cantidades de drogas incautadas fueron de 47.106 gramos de cocaína, 149.368 gramos 
de pasta base y 717.527 gramos de marihuana. Han aumentado los procedimientos, 
incautaciones, procesados y presos, sin embargo el fenómeno del consumo no se ha 
contraído, por el contrario se ha expandido, particularmente el cannabis. 


Dos: la humanidad ha despilfarrado colosales sumas de dinero y otros recursos de 
vasta gama, incluidos los humanos y los de la ciencia, en el camino equivocado de una 


“" Escenarios para el problema de drogas en las Américas 2013 - 2025 / por el Equipo de 
Escenarios convocado por la Organización de los Estados Americanos bajo el mandato recibido 
de los Jefes de Gobierno de los Estados Miembros en la Cumbre de las Américas de Cartagena 
de Indias - 2012. 

"dem 
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guerra equivocada. Y lo peor: han sido países pobres los que han dilapidado en ello 
recursos que no tienen, dejando de aplicarlos en actividades que no pueden esperar. Por 
ejemplo: las necesidades básicas de sus pueblos y hasta el combate a la verdadera 
delincuencia. 


Pero, además de la ya citada, hemos pagado el error con durísimas consecuencias 
sociales. Entre ellas la inundación de las cárceles y el desborde de los sistemas judiciales 
como asi también la doble moral y la perversión que acompañan forzosamente a todo 
comercio ilícito. El consumidor es denigrado obligatoriamente al quedar sometido a ese 
tipo de comercio si quiere acceder a lo que desea: esto, la doble moral y la anomia, no le 
sale ni le saldrá gratis a ninguna sociedad porque también abre puertas hacia otras 
calamidades. 


Tres: al ponerse la puntería sobre la Oferta se ha casi abandonado la acción sobre la 
Demanda. Muy pocos, por no decir poquísimos recursos, han sido destinados a combatir 
el consumo mediante acciones de todo tipo directamente vinculadas a la prevención, la 
información y la persuasión, a la reparación de los daños y a la atención en general de los 
usuarios; a las campañas de propaganda; y a la investigación. 


La comparación de lo que se ha gastado y gasta en represión con lo que se debería 
gastar en este otro frente, es una de las manifestaciones más crudas del fracaso. 


Y Cuatro, la peor consecuencia de todas: ha dado origen, como previenen los 
manuales de de economía, a una suculenta "reserva de mercado", monopolio de hecho y 
derecho para las actividades criminales. Un mercado obligado a pagar por las drogas 
precios siderales dejando en manos de cada vez más poderosas mafias, la rentabilidad y 
la acumulación, sin impuesto alguno, que dichos precios generan. Estamos pues, 
también, ante una clara competencia desleal y subsidiada, incluso de empresas de 
fachada para el lavado, contra las empresas que cumplen con la ley. 


Cada eslabón de esa larga "cadena productiva" "disfruta" de tales beneficios que, 
acumulados, hacen prácticamente imposible e ¡ilusorio pretender derrotar a los traficantes 
con los siempre escasos recursos de los Estados. 


La colosal masa monetaria de un tráfico que los consumidores finales pagan al 
contado, tiene forzosamente consecuencias financieras planetarias. 


Son conocidas desde hace mucho las íntimas conexiones del narcotráfico con el 
sistema financiero, la venta legal de armas, y el tráfico de oro y diamantes indispensable 
para el lavado de tanto dinero. Tanta concentración de poder tiene muy facilitado su 
camino hacia la corrupción en cualquier nivel y actividad de la sociedad. Es asunto 
comprobado, conocido y, ahora mismo, lo seguimos sufriendo. La prensa de todo el 
mundo y en todas sus formas, lo detalla: políticos, periodistas, jueces, fiscales, militares, 
policías. Hasta lograr imponer Presidentes en campañas electorales. 


En muchos lugares y momentos, el Estado queda sustituido o anulado; la sociedad 
desestabilizada y a merced de bandas criminales, y la democracia destruida. No se trata 
de amenazas: lo podemos observar. Salir de ello o intentar impedirlo cuando llega a cierto 
grado, cuesta mares de sangre y sufrimiento. 


En suma: el "remedio" ha resultado ser mucho peor que la “enfermedad”. 
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3.- Las políticas de drogas en Uruguay en la segunda década del siglo XXI 


La Junta Nacional de Drogas (JND) ha definido una estrategia para el Período 
2011-2015 establecida sobre bases programáticas que consideramos en línea con el 
presente proyecto, entre los que destacamos: 


* El Estado asume su responsabilidad en la construcción de las políticas públicas de 
drogas y en proteger las garantías inherentes a los derechos individuales y colectivos la 
Estrategia Nacional se define desde una visión de la complejidad del fenómeno drogas en 
la continuidad y complementación de acciones desde diversas áreas de intervención, bajo 
el concepto de responsabilidad compartida y cogestión de los riesgos entre el Estado y el 
conjunto de la sociedad. Tiene entre sus objetivos la construcción de políticas públicas 
que promuevan y aseguren desde los controles inherentes a las obligaciones del Estado 
hasta los que surgen de la comunidad organizada o se realicen con la participación activa 
de la sociedad. 


* El enfoque de inclusión e integración social forma parte de una estrategia que tiene 
el objetivo de generar un desarrollo humano sustentable, justo y equitativo reduciendo las 
vulnerabilidades y los daños con políticas a nivel local que incluyan el amparo y la 
promoción de recursos sociales de reinserción laboral, educativa, recreativa y cultural. 


* Privilegiar como piedras angulares las acciones en el ámbito local a través de la 
descentralización y municipalización de la política de drogas; la prevención en el ámbito 
laboral con una acción permanente y concertada de empresarios y trabajadores tanto a 
nivel público como privado; un enfoque socio sanitario desde la Atención Primaria en 
Salud, y la sistematización e institucionalización en el ámbito del sistema educativo 
incorporando la información y prevención del tema drogas desde una perspectiva de 
formación en promoción de habilidades para la vida. 


* El enfoque preventivo-educativo debe estar incorporado a los sistemas formales y 
no formales de educación, privilegiando que los docentes, padres y madres, educandos y 
agentes comunitarios incorporen un pensamiento crítico y creativo, racional y emocional, 
enfocado a desarrollar habilidades y valores para la vida. Un mundo de incertidumbres 
donde los desafios frente a los riesgos vinculados al consumo problemático de drogas 
están presentes, exige fortalecer los factores de protección. Las propuestas a nivel 
educativo deben tener la virtud de poder discriminar positivamente de acuerdo a las 
diferentes edades y problemáticas vinculadas al desarrollo psico social de los educandos. 


* El enfoque de derechos y garantias individuales debe conjugarse con un fuerte 
clivaje en los lazos sociales solidarios y el compromiso con los sectores que viven en la 
exclusión social y cultural. El enfoque de salud pública, de convivencia y seguridad 
ciudadana es un desafio de integración social y de reconocimiento del derecho de 
terceros. La promoción y desarrollo social de los sectores más vulnerables supone 
fortalecer la capacidad de crear autonomía, libertad y capacidad para construir ciudadanía 
con un enfoque de solidaridad y de cuidados gestionados entre todos y todas. 


* Uruguay ha defendido la necesidad de impulsar a nivel de los organismos 
regionales, hemisféricos y mundiales un amplio Debate Político, sobre el paradigma 
hegemónico en materia de políticas de Drogas. 


Este debate debe poner en cuestión las modalidades de contro! y fiscalización, y los 
principios que sustentan dicho modelo, sustanciados en instrumentos jurídicos 
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internacionales: la Convención Única de Estupefacientes de 1961, el Convenio sobre 
Sustancias Psicotrópicas de 1971 y la Convención contra el Tráfico !lícito de 
Estupefacientes de 1988. : 


+ El debate contemporáneo avanza hacia un cuestionamiento de los principios que 
han sustentado las estrategias de fiscalización de drogas en el mundo, el hemisferio y la 
región. El modelo de tipo prohibicionista, que ha sustentado el peso político, cultural y 
presupuestal totalmente desbalanceado hacia la reducción de la oferta, está siendo 
cuestionado por su ineficacia e ineficiencia. Este Enfoque ha generado más daños no sólo 
por los efectos colaterales sino por la ausencia total de debida adecuación a los 
instrumentos de derechos humanos consagrados por la comunidad internacional. 


Asimismo esta Estrategia aprobada por la Junta Nacional de Drogas el 29 de abril de 
2011 establece como valores fundamentales los siguientes principios de actuación: 


* Derechos humanos. Integración de principios e insttumentos de DDHH con la 
política de drogas. Respeto de derechos y garantías en todos las dimensiones. 


* Equidad. Compromiso en el logro de la dignidad y equidad humana, incorporando 
la equidad socioeconómica, de género, generaciones y territorios. 


+ Democracia. Necesidad de abrir un gran debate, integrando todas las miradas 
como forma democrática de fortalecer la estrategia en drogas. 


» Cooperación, responsabilidad común, equitativamente compartida. Defensa del 
multilateralismo como patrimonio del hemisferio y unidad en la diversidad. 


» Integralidad, equilibrio y transversalidad: abordaje complejo; interinstitucional; 
cooperación con la sociedad civil, ampliación de las visiones y modalidades de 
intervención. 


+ Participación. Gestión compartida de los riesgos significa construcción de las 
políticas con la comunidad desde un Estado presente y responsabilidad social compartida. 


+ Evidencia científica y buenas prácticas. Políticas de drogas basadas en información 
y conocimiento de base científica y buenas prácticas evaluadas debidamente. 


4.- Antecedentes 


En los años 70 Holanda inició una experiencia pionera, basada en un enfoque 
pragmático de separación de los mercados de drogas, llamadas en aquellos años “duras” 
(heroína, LSD, cocaína, etcétera) de los de drogas "blandas" (marihuana y hashish). Las 
características fundamentales del sistema holandés fueron establecidas por la Comisión 
Baan y se basan en un enfoque realista y pragmático de política sobre drogas, fundado en 
la necesidad de reducir los riesgos y los daños potenciales en los que incurrían aquellas 
personas que usaban marihuana y, que por tener que abastecerse en el mercado ilegal, 
frecuentemente asumían prácticas de mayor riesgo médico, psicosocial y legal, 
exponiéndose al consumo de otras drogas. 


A través de este enfoque realista y pragmático, el gobierno holandés estableció 
prioridades claras de política de drogas, basadas en los riesgos diferenciales que tienen 
las distintas sustancias para las personas y la comunidad toda. El cuidado de la vida y la 
convivencia ciudadana, la promoción de la salud individual y pública y el respeto de los 
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derechos humanos son los ejes centrales de la estrategia que Holanda viene 
desarrollando desde hace ya más de treinta años. 


Por otra parte, es importante destacar que diversas provincias de Australia (Capital, 
Australia del Sur y Territorio del Norte) han descriminalizado la posesión de cannabis para 
uso personal, así como el autocultivo, instrumentando sistemas con sanciones civiles en 
lugar de infracciones penales, 


En esta misma línea, los clubes sociales de cannabis se han desarrollado en los 
últimos años en varias Provincias del Estado Español. Ellos toman en cuenta diferentes 
modelos de regulación, tanto de la producción, como de la distribución y consumo de 
marihuana. En estas asociaciones civiles, además de producirla y distribuirla 
controladamente, se desarrollan actividades de asesoramiento médico y legal a sus 
miembros, además de encuentros informativos y educativos tendientes a mejorar la 
gestión de los riesgos del consumo. 


En otro orden, desde 1998 a la fecha, diecisiete estados de los EEUU vienen 
desarrollando diversos sistemas de regulación de la producción, venta y consumo de 
marihuana medicinal, bajo prescripción médica; sumado a ello, Colorado y Washington 
han aprobado por la vía de democracia directa regulaciones similares a las que aquí se 
disponen. 


Las políticas prohibicionistas desarrolladas en el mundo entero a lo largo de los 
últimos cincuenta años han mostrado, no solo ser probadamente ineficaces para reducir 
los riesgos y daños individuales y sociales de los consumos de las distintas sustancias 
psicoactivas, sino además haber agravado exponencialmente los daños, ya sea en el 
campo de lo sanitario, lo social, legal, y económico, generando negocios ilegales 
multimillonarios y niveles de violencia sistémica nunca vistos antes, 


Uruguay no ha estado ajeno a las consecuencias de la aplicación de políticas 
internacionales y nacionales basadas en un paradigma prohibicionista, que, lejos de 
disuadir el consumo y mejorar el acceso al sistema sanitario, han generado 
crecientemente un aumento del tráfico y la violencia, además de un crecimiento de los 
mercados, acompañados de una creciente precocidad en la edad de inicio del consumo 
de varias sustancias. 


Recientemente se tienen indicios de que modalidades criminales como el ajuste de 
cuentas y el sicariato se comienzan a dar en el país, afectando de manera cada vez más 
importante a los sectores sociales más humildes y segregados de la sociedad. 


En nuestro país, la marihuana es desde hace muchos años la sustancia ilegal más 
consumida, teniendo un importante nivel de legitimidad en la sociedad uruguaya. Esta 
sustancia, cuya capacidad para generar dependencia física y psicológica es de leve a 
moderada, se diferencia claramente en sus riesgos de otro conjunto de drogas cuyo 
potencial toxicológico y adictivo es mucho mayor, 


Entre ellas encontramos a la pasta base de cocaína, al alcohol, al tabaco y a los 
psicofármacos. Si bien la gran mayoría de los usuarios de marihuana en Uruguay, tienen 
un vínculo ocasional con la sustancia que no reviste mayores problemas para su salud 
fisica, es importante resaltar que se exponen frecuentemente a los riesgos psicológicos, 
sociales y legales producto de la necesidad de tener que acceder ¡legalmente a esta 
droga. 
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Es fundamentalmente la unificación de los mercados ¡legales, la que los expone 
innecesariamente al posible consumo de otras drogas toxicológicamente más riesgosas, 
así como a situaciones de violencia asociadas a las actividades delictivas propias del 
mercado ilegal. Estos riesgos deben ser minimizados como vía alternativa para promover 
el cuidado de los usuarios y mantener niveles de convivencia ciudadana armónicos. 


En síntesis, las políticas actuales en nuestro país han mostrado ser ineficaces para 
reducir los daños sanitarios individuales y sociales asociados al consumo de marihuana, 
generando una importante criminalización y exclusión de los usuarios a través de la 
aplicación selectiva de la ley y alejando a los problemáticos del acceso real a la red de 
atención especializada. 


5.- El cannabis desde el punto de vista sanitario 


Una serie de beneficios directos e indirectos para la salud de los usuarios recreativos 
de cannabis son necesarios destacar en caso de aprobarse el presente proyecto, 


En primer lugar, el control de calidad de la sustancia, en vista a disminuir las 
consecuencias derivadas de la adulteración clandestina de las mismas por parte de 
traficantes y distribuidores ilegales realizada para obtener un mayor lucro. 


Este control, para el mercado de cannabis, permitiria realizar trazabilidad de los 
productos, así como se realiza con las drogas legales, y en este sentido establecer 
cánones de referencia aplicando criterios de calidad a los productos que llegan a los 
consumidores. No hay que olvidar, que con la existencia de mercados negros, los 
consumidores son objeto de riesgos altos, no solo por la propia sustancia, sino por la 
mezcla con sustancias directamente tóxicas. 


Paralelamente, la regulación de la producción permitiría establecer criterios y 
controles sobre el contenido en términos de concentración de cannabinoides y THC, y por 
lo tanto, la cantidad de principio activo que se consume, con las consecuencias que ello 
implica para la capacidad adictiva de la sustancia, 


La existencia de un sistema de acceso regulado por el Estado, permitiría evitar el 
contacto con actividades criminales para procurarse el consumo de cannabis, facilitando 
el acceso a información de calidad y la toma de decisiones y precauciones cuando se 
comienza el consumo. Y en el caso de usuarios problemáticos de cannabis, se obtendría 
mayor facilidad para acceder a la consulta profesional. Se espera un cambio en la actitud 
con la que se han desempeñado los profesionales de la salud en la problemática de las 
drogas, en quienes frecuentemente se observan prácticas de control y censura, 
seguramente por falta de formación y porque sienten el peso de un mandato social que 
espera que detengan ese consumo a como dé lugar. 


Como consecuencia de ésta última, mejoraría la relación entre los usuarios 
dependientes y los profesionales de la salud, habilitando la consulta precoz frente a 
dificultades vinculadas al uso de la sustancia. Como consecuencia de todo lo anterior, el 
aumento de la inclusión de los usuarios dependientes en el sistema de salud, al tiempo de 
promover el desarrollo de investigación clínica y protocolización del uso médico de 
cannabinoides en distintas situaciones de enfermedad. 


En tal sentido, numerosos estudios a nivel internacional destacan las posibilidades 
que ofrece el cannabis a nivel medicinal, lo que ha determinado que se permita su 


50-C.S. CÁMARA DE SENADORES 10 de diciembre de 2013 


utilización en distintos lugares del mundo para situaciones tan diversas como el 
tratamiento del glaucoma, así como paliativo frente a los efectos no deseados de la 
quimioterapia en los pacientes con cáncer. Por otra parte, el relevamiento de las 
principales publicaciones científicas a nivel internacional muestra que los efectos nocivos 
de su consumo abusivo tienen menor incidencia en la salud humana que los ocasionados 
por el tabaco y el alcohol. 


El diputado Julio Battistoni, destacado académico en el área química, ha realizado 
una extensa revisión bibliográfica sobre los usos medicinales del cannabis y las 
potenciales consecuencias negativas de su consumo con fines recreativos: 


"Hay mucha información del uso medicinal de la marihuana”**, Especialmente se 
emplea en el tratamiento del dolor, prevención del vómito, como estimulante del apetito, 
en el glaucoma. En la referencia 8 se señala: "los datos acumulados sugieren una 
variedad de aplicaciones, particularmente para la mitigación del dolor, antiemesis y 
estimulante del apetito”. En pacientes, que sufren simultáneamente de dolor severo, 
náusea y pérdida de apetito, como los afectados por SIDA o están bajo tratamiento 
quimioterápico las drogas cannabinoides pueden ofrecer una mitigación de amplio 
espectro no encontrada en ninguna otra medicación". (...) 


Se menciona la disminución de las defensas del organismo, sin embargo no hay 
datos concluyentes que sustente que la marihuana deteriore la función inmune”. Un 
estudio prospectivo en población infectada por VIH, demostró que no había una 
asociación definida entre el consumo de marihuana y la progresión del SIDA”. Esto último 
es contundente ya que el problema de la infección con VIH es justamente la 
inmunosupresión, debería hallarse una aceleración de la degradación del individuo si a la 
vez una droga operara de la misma forma”. 


Otra consecuencia peligrosa mencionada frecuentemente es la afectación del 
pulmón tanto en su función como el cáncer”, En un artículo de revisión de The Lancet de 
2009", en su resumen se concluye: "Los efectos adversos más probables incluyen 
sindrome de dependencia, aumento del riesgo de sufrir choques con vehículos, deterioro 
de la función respiratoria, enfermedades cardiovasculares y efectos por el uso regular en 


* Marijuana and Medicine. Assessing the science base. Joy, J.E.; Watson, S.; Benson J.A.(eds.) 
1999, National Academy Press, Washington. http://books.nap.edu/openbook.php?record_id=6376 
* Clark, P.A.: The ethics of medical marijuana: government restrictions vs. medical necessity. 
Journal of Public Health Policy 2000; 21(1):40-60 
“Hoffman, D.E.; Weber, E.: Medical marijuana and the law. The New England Journal of Medicine 
2010; 362(16): 1453-1457. 
*Fride, E,; Bregman, T.; Kirkham, T.C.: Endocannabinoids and food intake: Newborn suckling and 
appetite regulation in adulthocd. Experimental Biology and Medicine 2005; 230:225-234. 

Hollister, L.E.: Marijuana and immunity Journal of Psychoactive Drugs 1992; 24:159-164. 
"Y Kaslow, R.A.; Blackwelder, W.C.; Ostrow, D.G.: No evidence for a role of alcohol or other 
psychoactive drugs in accelerating immunodeficiency in HV-1-positive individuals. A report from 
the Multicenter AIDS Cohort Study. JAMA 1989; 261(23):3424-3429. 
"Pacifici, R,; Zuccaro, P.; Pichini, S.; et al.: Modulation of the immune system in cannabis users. 
JAMA 2003; 289(15):1929-1931. 
“Tashkin, D.P.: Roth, M.: Effects of marihuana on the lung and immune defenses. En Forensic 
Science and Medicine: Marihuana and the cannabincides (chap. 11). 2007 Humana Press, 
Totowa. 
"Hall, W.; Degenhardt, L.: Adverse effects of non- medical cannabis use. Lancet 2009; 374:1383- 
1391. 
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adolescentes en pleno desarrollo sicosocial y en la enfermedad mental”. En 2011 el 
artículo de Marcus Lee (et al.) establece que no se encuentra un vínculo consistente entre 
obstrucción pulmonar y consumo de cannabis””. El artículo de mayo de 2012 aparecido 
en el Journal of the American Medical Association (JAMA)” llega a la misma conclusión. 
Es un estudio longitudinal por 20 años en que se compara, por espirometria, la función 
pulmonar de fumadores de marihuana y de tabaco er una cohorte de aprox. 5000 
voluntarios, que implicó 19,700 determinaciones espirométricas. El artículo fue discutido y 
respondido en el siguiente número de la revista”. Los principios activos (cannabinoides) 
de la marihuana son broncodilatadores, esto explicaría por qué la función pulmonar no se 
afectaría siguiendo el patrón del tabaco, incluso en fumadores algo severos. En los muy 
severos el comportamiento es impreciso. Para el tabaco se observa todo lo contrario, a 
través de los 20 años aparece una fuerte disminución lineal de la función pulmonar. La 
conclusión a la que arriban literalmente expresa: "El consumo ocasional y de baja 
acumulación de marihuana no está asociado a efectos adversos en la función pulmonar”. 


Parecería razonable que el de humo de marihuana debería ser tan cancerígeno 
como el tabaco; sobre esto no hay información concluyente, especialmente porque los 
hábitos de fumar marihuana y tabaco no son análogos”. A pesar de que el alquitrán del 
tabaco y de la marinuana contienen productos similares, entre ellcs los cancerígenos, el 
principio activo de la marihuana el delta 9 tetrahidro cannabinol (THC), según estudios de 
laboratorio, parecería tener propiedades antitumorales ccmo pro tumorales (última cita). 
En otro artículo” se concluye -dado que es posible una asociación entre cáncer de 
pulmón y fumar marihuana en base a los hallazgos moleculares, celulares e 
histopatológicos- que los médicos deben advertir a los pacientes respecto al potencial 
riesgo hasta que se hayan realizado otros estudios que permitan conclusiones más 
definitivas. En este estudio se mencionan otros (es una ravisión sistemática); uno de gran 
impacto””, con algunos problemas metodológicos descritos por los propios autores, en 
éste se analiza una cohorte de 64.855 individuos, llegando a la conclusión de que no hay 
asociación entre el hábito de fumar marihuana y el cáncer de pulmón. Sí podría haber 
asociación con otros cánceres. Otros estudios”” han postulado la posibilidad de una 
acción retardadora del crecimiento tumoral por el principio activo del cannabis (THC). En 
la misma línea, una revisión sobre el tema aparecida en Nature de 2003”", afirma que:"los 
cannabinoides -los componentes activos de Cannabis sativa y sus derivados- poseen una 
acción paliativa en pacientes con cáncer previniendo náuseas, vómitos y dolor, además 


"Lee, M and Hancox, R.J.: Effects of smoking cannabis on lung function. Expert Rev. Respir. 
Med. 2011; 5(4):537-547 

““Pletcher, M.J.; Vittinghoff, E.; Kahlan, R.; Richman, J.; Safford, M.; Sidney, S.; Lin, F.; Kertesz, 
S.: Association between marijuana exposure and pulmonary function over 20 years. Journal of the 
American Medical Association 2012 (jan); 307(2):173-181. 

“Patel, R.; Khazeni, N.: Long term marijuana use and pulmonary function (letter) JAMA 
2012(may); 307(17):1796-1977. Incluye la respuesta de los doctores Pletcher y Kertesz. 
“Hashibe, M.; Ford, D.; Zhang, Z.: Marijuana smoking and head and neck cancer. Joumal of 
Clinical Pharmacology 1990, 42(suppl. 11): 1035-1075. 

*Mehera, R.; Brent, A.M; Crothers, K.; Tetrault, J. Fiellin, DA.: The association between 
marijuana smoking and lung cancer. Arch. Intern Med. 2006; 165:1359-1357, 

“Sidney, S.; Quesenberry, C.P.; Friedman, G.D,; Tekawa 1.S.: Marijuana use anc cancer 
incidence (California United States). Cancer Causes Control 1997; 8:722-728. 

*“Bifuico, M. and Di Marzo V.: Targeting the endocannabinoid system in cancer therapy: A call for 
further research. Nature Medicine 2002; 8(6):547-550. 

"Guzmán, M.: Cannabinoids: potential anticancer agents. Nature Reviews - Cancer 2003; 3:745- 
755 
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de estimular el apetito. Asimismo, estos compuestos han demostrado inhibir el crecimiento 
de células tumorales en cultivo y en modelos animales por modulación de señalización 
relevante entre células. Los cannabinoides son usualmente muy bien tolerados, y no 
producen los efectos tóxicos generalizados de la quimioterapia convencional". (...) 


Una revisión sobre las consecuencias físicas del consumo de marihuana, entre ellas 
las cardiopatías -aunque la marihuana no parecería causar serios efectos en la población 
joven, en los adultos se debe manipular con cuidado-, los efectos endócrinos -si bien la 
droga interacciona con el sistema endócrino, no existe estudio epidemiológico que 
demuestre que la marihuana perjudique la maduración sexual y reproductiva en humanos- 
se podrá encontrar en el trabajo de Khalsa”", 


Varios son los artículos que tratan salud mental y consumo de marihuana con 
particular énfasis sobre los desórdenes sicóticos”**", se encuentra una asociación entre 
esquizofrenia y consumo en sujetos con predisposición”*, especialmente con las nuevas 
variedades de cannabis de alto contenido en THC*". También que en los consumidores 
pesados existiria cierto riesgo de depresión””. Está aclarado a nivel molecular que el 
sistema de receptores para endocannabinoides en el organismo está involucrado en el 
estado de ánimo del individuo, estos receptores unen productos activos de la marihuana y 
estarían relacionados con la depresión”” y alteraciones cognitivas””*, sin embargo en la 
clínica la asociación no parece clara. De importancia es el artículo de Monshouwer et 
al.*"" , una encuesta en población estudiantil más joven (12-16 años) en una gran muestra 
(más de 5.000) con el objetivo de investigar el vínculo entre consumo de cannabis y salud 
mental. Se realizó en Holanda, por lo que ciertos sesgos de encuestas similares 
realizadas en otros países respecto a los prejuicios del uso de la droga, se ven reducidos. 
No encuentran asociación significativa, especialmente con la depresión, no existe tal 
vínculo si se toman en consideración otros factores que aportan mucho "ruido" al análisis, 
como el consumo de alcohol o tabaco. 


El hecho de que la inmensa mayoría de los consumidores de cannabis no 
desarrollan ningún tipo de alteración en su salud mental, refuerza la hipótesis de que 
algunos individuos son genéticamente sensibles al consumo problemático de drogas. 


*"Khalsa, J.H.: Medical and health consequences of marijuana. En Forensic Science and 

Medicine: Marijuana and the cannabinoides (chap. 5). 2007 Humana Press, Totowa. 

“Moore, T., Zammit, S.; Lingford-Hughes, A.; Barnes, T.; Burke, P.; Lewis, G.: Cannabis use and 

risk of psychotic or affective mental health outcomes: a systematic review. The Lancet 2007; 

370:319-328. 

*""Arsenault, L; Cannon, M., Witton, J.; Murray, R.: Causal association between cannabis and 
psychosis: examination of the evidence. The British Journal of Psychiatry 2004; 184:110-117 

a Se entiende como predisposición genética, 

"Di Forti, M.; Morgan, C.; Dazzan, P. et al.: High-potency cannabis and the risk of psychosis. The 

British Journal of Psychiatry 2009; 195:488-491. 

*"Degenharat, L.; Hall, W.; Linskey, M.; Coffey, C.; Patton, G.: The associallon between cannabis 

use and depression: a review of the evidence. En Marijuana and Madness: Psychiatry and 

Neurobiology. (cap. 4) Castle and Murray (eds. ) 2004 Cambridge University Press, New York. 

*-%Hill, M. and Gorzalka, B.B.: Impairments in endocannabinoid signaling and depressive ¡llness. 

JAMA 2009; 301(11):1165-1166. 

Pope, H.: Cannabis, cognition and residual confounding. JAMA 2002; 287(9):1172-1173 

2% Monshouwer, K.; Van Dorsselaer, S.; Verdurmen, J.: Bogt, T.T.; De Graaf, R.; Vollebergh, W.: 

Cannabis use and menta! health in secondary school children: Fincings form Dutch survey. British 

Journal of Psychiatry 2006; 188:148-153. 
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En el caso del trastorno de ansiedad social (o fobia social), el 39,6% de las personas 
con fobia social presentan abuso de sustancias. Este abuso o dependencia de sustancias, 
especialmente alcohol, disminuye los niveles de ansiedad de los personas gracias a la 
desinhibición que se obtiene. En un intento de aliviar sus síntomas, descubren y utilizan, 
una y otra vez, el efecto desinhibidor del alcohol, ansiolíticos y otras drogas. Además, 
estudios realizados revelaron un promedio de 32% de fobia social en poblaciones de 
alcohólicos, un porcentaje casi tres veces mayor que en la población general. En el caso 
de la marihuana, el artículo de 2012”" llega a varias conclusiones: la fobia está más 
ligada al consumo pesado, no al moderado y que la mayoría de los pacientes con fobia 
consumidores de marihuana, tuvieron síntomas de la fobia antes del consumo de 
cannabis (82% de la población en estudio). 


Sobre las secuelas sicológicas y sociales, el articulo de Mac Leod et al. (2004) 
publicado en The Lancet”", resume dieciséis trabajos que los autores consideran de la 
más alta calidad de los últimos años: "La evidencia disponible, no apoya firmemente una 
relación causal importante entre el consumo de cannabis entre los jóvenes y el daño 
psicosocial, pero no podemos excluir la posibilidad de que tal relación existe. La falta de 
pruebas sólidas de relaciones causales impide la atribución a las drogas ilicitas de los 
perjuicios a la salud pública. En vista de la magnitud del consumo de drogas ilícitas, se 
necesitan más pruebas”... "Los problemas sicosociales pueden ser mucho más una causa 
que una consecuencia del consumo de cannabis...”. Apuntan además, que el abuso de 
drogas puede ser un marcador de otras complicaciones (como una relación familiar 
problemática)". 


Respecto al argumento que el consumo de marihuana es "la puerta de entrada" para 
el consumo de otras drogas, Lynskey et al“* conduyen que el encadenamiento del 
consumo con otras drogas a partir de marihuana, no puede explicarse sólo por la 
predisposición genética o factores ambientales que lo induzcan, también hay otras 
motivaciones: en particular, como el uso de cannabis rompe la percepción de las barreras 
contra el consumo de drogas ilegales, proveería un acceso a drogas más duras. Lo cual 
debería entenderse además, como un elemento de juicio para su legalización. Este 
trabajo originó una serie de al menos cuatro respuestas en los números posteriores de la 
revista”””, que cuestionan la investigación por ser muy sesgada, especialmente porque 
casi la mitad de la población en estudio presentaba dependencia al alcohol". 


»* Buckner, Julia D.; Heimberg, R.G. Schneier, F.R.; Liu S-M; Wang, S.: The relationship between 
cannabis use disorders and social anxiety disorder in the National Epidemiological Study of Alcohol 
and Related Conditions (NESARC). Drug and Alcohol Dependence 2012; 124:128-134. 

xe% Macleod, J.; Oakes, R.; Capello, A.; Crome, |; Egger, M.; Hickman, M.; Oppenkowski, T.: 
Psychological and social sequelae of cannabis and other illicit drug abuse by young people: a 
systematic review of longitudinal, general population studies. Lancet. 2004 May 
15:363(9421):1579-1588. 

2 Linskey, M.T.; Heath, A.C. et al.: Escalation of drug use in early-onset cannabis users vs co- 
twin control, JAMA 2003; 289(4):427-433, 

ou Schier, J.; Nelson, L.: Early exposure to marijuana and risk of later drug use. Letters. The 
Lancet 2003; 290(3):329-331, 
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En atención a estos riesgos, consideramos que nuestra sociedad ya se relaciona con 
sustancias, al menos, igualmente nocivas para la salud individual, por lo tanto su 
regulación parece absolutamente razonable. 


En nuestro país, la incidencia en la morbi-mortalidad de la población aparece el 
consumo regular de tabaco y alcohol como factor decisivo, en tanto no existen registros 
de muertes por consumo abusivo de cannabis. Esto se condice con los datos brindados 
por la Organización Mundial de la Salud, la cual no registra muertes por el consumo de 
cannabis, mientras el tabaco registra 5 millones de muertes al año"* y el alcohol 2.5 
millones”. Sin embargo, la misma alerta sobre los efectos nocivos sobre la salud como 
droga de abuso, en especial en edades tempranas, así como la incompatibilidad de este 
con la conducción”. Aspectos que son tenidos en cuenta en el articulado, como se 
detallará oportunamente. 


Como se señalara precedentemente, el cambio que se promueve en las políticas de 
control tendría a su vez como consecuencias esperadas: la difusión de modalidades de 
uso de menor riesgo; educación sobre el riesgo; y aumentar la percepción de riesgo que 
los jóvenes tienen del uso de esta sustancia, junto con el alcohol, las dos sustancias que 
presentan menor percepción de riesgo por parte de este grupo etario en nuestra sociedad. 


La separación de mercados de cannabis con el de otras drogas potencialmente más 
dañinas para la salud puede ayudar a disminuir el ingreso de nuevos consumidores de 
Pasta Base de Cocaína -con mayor capacidad de generar dependencia fisica y con 
efectos más graves sobre la salud personal y pública-. Es necesario indicar que la 
experiencia de separación de mercados se muestra como un éxito muy importante en el 
caso holandés, tal como lo indican los documentos del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, públicos en la materia. 


En este mismo sentido, hay que señalar, que en un contexto de tratamiento de 
adicción de PBC, el cannabis ha sido indicado por especialistas como una alternativa 
importante para coadyuvar en el éxito del mismo. 


También hay que indicar que se establece que parte de los recursos obtenidos se 
destinen para la apertura y mantenimiento de nuevos centros de tratamientos de 
adicciones en drogas, asi como para realizar campañas educativas, preventivas e 
informativas, y políticas de reducción de daños y riesgos asociadas al consumo de 
cannabis. 


Conforme los principios, controles, restricciones y prohibiciones que establece la 
presente ley, no se pone en peligro la salud pública en modo alguno, sino eventualmente 
la salud privada, lo que no puede ser objeto de coerción estatal conforme el marco 
constitucional. Y si se violasen las disposiciones de esta ley en relación al cannabis, 


2% Página Oficial de OMS: http://www.who. int/tobacco/health_priority/es/ 
* Página Oficial de OMS: http://www.who inVmediacentre/factsheats/fs349/es/ 
* Página Oficial de OMS: http://www.who.inVsubstance_abuse/facts/cannabis/len/ 
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serían aplicables entonces las hipótesis delictivas vigentes previstas por el régimen 
punitivo general sobre drogas ilícitas (Decreto-Ley N* 14.294 — Ley N* 17.016, con las 
modificaciones que el propio proyecto introduce). 


6.- El consumo de drogas y la legislación vigente 


Los artículos 8* "Todas las personas son iguales ante la ley, no reconociéndose otra 
distinción entre ellas sino la de los talentos o las virtudes", 10 "Las acciones privadas de 
las personas que de ningún modo atacan el orden público ni perjudican a un tercero, 
están exentas de la autoridad de los magistrados y 11 "El hogar es un sagrado inviolable. 

De noche nadie podrá entrar en él sin consentimiento de su jefe, y de día, sólo de 
orden expresa de Juez competente, por escrito y en los casos determinados por la ley” de 
la Constitución de la República, establecen un escenario jurídico de derechos ciudadanos 
en donde los habitantes de la República pueden desarrollar actividades en sus hogares o 
el ámbito social siempre y cuando no afecten a terceros obligando a la ley a tratarlos por 
igual en caso de enfrentarse a las penalidades que la misma establece. Es importante 
destacar el respeto por las libertades individuales en la medida que no se interpongan a la 
convivencia del conjunto de la sociedad ni alteren el orden de la misma. El proyecto busca 
encontrar un equilibrio entre aspectos tales como la libertad del individuo y la protección 
de su integridad fisica, así como entre los usos y costumbres aceptados socialmente y la 
no estigmatización de los usuarios. 


En este sentido tanto el Decreto-Ley N* 14.294 como la Ley N” 17,016, de 1974 y 
1998 respectivamente, entienden al consumo de drogas como una conducta contemplada 
en el artículo 10 de la Constitución, como una acción privada de las personas que de 
ningún modo ataca el orden público ni perjudica a un tercero. Hay que destacar que ni 
siquiera en un contexto represivo y de casi inexistencia de derechos, el gobierno cívico 
militar se animo a penalizar el consumo. En la actualidad los ciudadanos viven una 
situación de inseguridad jurídica dado el marco establecido por la Ley N” 17.016 de 
estupefacientes, donde queda establecido que el consumo de sustancias no es penado, 
mientras que los procedimientos para acceder a las sustancias sí lo son. Por otra parte 
queda a discrecionalidad del magistrado y su convicción moral la cantidad para consumo 
personal; el criterio de razonabilidad del magistrado genera un amplio margen de 
resoluciones disímiles para situaciones similares, elemento que es regulado con mayor 
precisión en el presente proyecto. 


Por lo tanto la ley vigente no penaliza el consumo de estupefacientes, pero, al no 
estar reglamentadas las cantidades de sustancia y al quedar a criterio de los magistrados, 
queda asi lesionado el artículo 8 de la Carta Magna, obligando a los ciudadanos que 
deseen consumir, a adoptar conductas que podrían infringir la ley al no tener forma legal 
de acceder a la sustancia. 


La presente ley busca en este plano, evitar esta discrecionalidad por parte de los 
magistrados que genera inseguridad jurídica, y establecer mecanismos claros para el 
acceso al cannabis, especificando la cantidad que se puede plantar para el consumo 
propio así como estableciendo parámetros claros en relación a su tenencia destinada al 
consumo personal. Cabe destacar que no se encuentra en el espiritu de la presente 
culpabilizar a los magistrados de la situación generada, ya que las subjetividades son 
parte de la condición humana, al contrario, se trata de dotar a los mismos de un elemento 
objetivo que racionalice los procedimientos y procesamientos. Se entiende que las 
cantidades de cannabis a que refiere esta ley son las habituales para consumo personal 
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constituyéndose como una referencia, sin perjuicio de la valoración de la prueba que en 
cada caso debe realizarse. 


Asimismo, busca romper la necesidad de recurrir a Un mercado negro del 
narcotráfico, al posibilitar los cultivos, lo que conllevaría un doble beneficio, a saber, por 
un lado, la certeza de la calidad de lo que se está consumiendo y, por el otro, el 
alejamiento de otras drogas, potencialmente más peligrosas, que son ofrecidas en aquel 
ámbito. 


No está en el espíritu del presente proyecto de ley que las personas no puedan tener 
mayores cantidades a las establecidas, siempre y cuando las mismas tengan como 
objetivo el consumo personal o social. En este sentido deben considerarse aquellos 
elementos materiales que se vinculan a procurarse el mismo. Sin embargo, el magistrado 
podrá considerar que el objetivo de la tenencia es para otros fines, en acuerdo a la sana 
crítica que debe regir a los mismos. Un magistrado que obtenga elementos suficientes 
como prueba o semiplena prueba de que se tiene en su poder cannabis con objetivos 
diferentes a los dispuestos en la presente ley, podrá tomar las medidas que considere 
según el caso de acuerdo a la legislación vigente. 


El cannabis de uso psicoactivo es aquel en el que la planta ha dado floración 
femenina, este elemento objetivo es un poderoso instrumento para definir objetivamente si 
la planta puede o no ser utilizada con los fines de consumo descriptos. Asimismo el 
cannabis plantado, cultivado, cosechado y recolectado en el hogar no presenta 
manipulación de prensado ya que está destinado al consumo personal o social. 


7.- Objetivos centrales de la iniciativa 


Todas las políticas y acciones que se desprenden de la presente ley tienen la 
finalidad de apercibir a la población acerca de los riesgos, las consecuencias y efectos 
perjudiciales que puedan derivarse del consumo de cannabis y contribuir a reducir los 
daños que se desprenden de su uso, como se constata respecto de toda droga, legal o 
ilegal. 


También es objeto de esta ley maximizar la efectividad del gasto del estado en el 
abordaje de todas las cuestiones relativas a la cadena aspectos relaciones con el uso de 
drogas, en particular la salud de los ciudadanos y de los usuarios de drogas. 


Asimismo, se persigue reducir el crimen y mejorar la convivencia y la salud 
comunitaria, protegiendo a aquellos grupos más vulnerables de la sociedad, en particular 
niñas, niños y adolescentes, particularmente aquéllos de los sectores más desprotegidos 
de la sociedad, 


En definitiva, el presente proyecto de ley resulta un instrumento idóneo para brindar 
soluciones a los aspectos reseñados, y particularmente para: 


» La separación del mercado de la marihuana del mercado de las otras drogas, de 
forma de que se reduzca significativamente el número de nuevos ingresos de personas al 
mercado de sustancias toxicológicamente mas riesgosas, como ser la pasta base o la 
cocaína. Ello conlleva la normalización e inclusión social plena del uso de marihuana, de 
forma que los usuarios no sean estigmatizados ni tratados a partir de la aplicación de la 
ley penal, sino que se pueda trabajar con ellos, y con la sociedad toda, a partir de 
programas y campañas educativas que apunten a darles información veraz y creíble sobre 
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el tema, para que puedan tomar decisiones informadas y responsables, y sepan además 
calcular y gestionar de una forma eficiente los riesgos del uso de esta sustancia. 


+ La profundización (mediante los gravámenes que conllevará la comercialización 
legal de cannabis, entre otros aspectos) del desarrollo y diversificación del sistema 
nacional de atención 2 las personas con problemas de drogas, de forma de dar 
respuestas acordes a ias distintas situaciones de consumo problemático que presenten 
los usuarios. 


» Desarrollar una política decidida e innovadora de enfrentamiento al crimen 
organizado vinculado al narcotráfico, al arrebatarle un negocio que en nuestro país según 
estimaciones primarias. se encuentra entre los treinta y cuarenta millones de dólares 
anuales y que implica ¿na potencial fuente de corrupción y violencia para el conjunto de la 
sociedad. 


8. Descripción dal articulado 


El proyecto se divide en seis Titulos, con sus respectivos Capitulos, y en cuarenta y 
cuatro articulos, ordenados de la siguiente: Titulo | "De los Fines de la Presente Ley" 
artículos 1? y 2%; Título Il "Principios Generales", artículos 3" y 4%; Titulo lll "Del cannabis" 
artículos 5% a 16; Título 1V "Del Instituto de Regulación y Control del Cannabis (IRCCA)" 
artículos 17 a 41; Tiítula V "De la Evaluación y Monitoreo del Cumplimiento de la Presente 
Ley” artículo 42; Título WI as 43 y 44. 


El artículo 1? declara de interés general el desarrollo de una política pública que 
tienda a minimizar y reducir los riesgos y daños asociados al consumo de cannabis. El 
consumo de cannabis implica riesgos para la salud de los usuarios, por ello establecer 
acciones relativas a la prevención, información y educación de la población en general, es 
una prioridad y eje cerriral de toda política de drogas, es el el primer eslabón necesario en 
una política integral de drogas, que debe tener como objetivos, entre otros, el aumento de 
la percepción del riesgo (ya que hoy junto con el alcohol son las drogas con menos 
percepción de riesgo por parte de la población) y el retraso de la edad de inicio, 
considerando que la prevalencia del consumo a lo largo de la vida de los. usuarios 
aumenta en la medida que se realiza en edades tempranas. Esta información debe ser 
veraz y oportuna, testeada científicamente, de forma que nos acerque lo más posible a los 
riesgos a los cuales se enfrentan los usuarios de drogas. Los modelos de prevención 
basados en la moral han fracasado, si el discurso preventivo no se sostizne sobre 
información de calidad es probable que obtengamos el resultado contrario al esperado: el 
aumento del consumo problemático. 


El artículo 2% establece el control y regulación estatal de las activdades de 
importación, exportación, plantación, cultivo, cosecha, producción, adquisición a cualquier 
titulo, almacenamienta. comercialización, y distribución de cannabis o sus derivados. Esta 
no es la primera vez que en nuestro país se toma una medida de regulación estatal de 
una droga para que la adulteración en el mercado negro no afecte la salud. En la 
discusión parlamentaria de la Ley de creación de A.N.C.A.P., N* 8,764, de 15 de octubre 
de 1931, cuyos miembros informantes fueran los Representantes Luis Batlle Berres y 
González Vidart, destacaban este mismo aspecto en relación con el control del Estado 
respecto de los alcohwoles: ”...se considera pues, como un principio higiénica, el hacer 
llegar al pueblo, los alcoholes de bebidas a los grados de pureza más altos pasibles", El 
comercio ilícito del alcohol repercutía "...también sobre la salud pública pues el 
comerciante o industrial que desafía las penalidades de estas leyes no se detiene, para 
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lograr sus beneficios, ante las malas condiciones higiénicas que resultan de sus fraudes. 
Solo mediante un contralor centralizado y competente pueden reducirse al minimum las 
facilidades para esas operaciones dolosas...”. En nuestro país el consumo de cannabis 
es una actividad lícita, sin embargo no lo es su acceso, por lo tanto los usuarios deben 
recurrir al mercado negro, con los riesgos que ello implica, entre otros objetivos 
planteados, la reducción del mismo (hoy controlado por el narcotráfico) fuente de 
recursos del crimen organizado, y el establecimiento de canales seguros para los 
usuarios, son buscados mediante la intervención del Estado. 


El Título ll consta de los artículos 3” y 4" referido al objeto y a los principios 
generales, donde se enmarca la perspectiva del proyecto en consideración. Se entiende 
que todas las personas tienen derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud, al 
disfrute de los espacios públicos en condiciones seguras y a las mejores condiciones de 
convivencia, así como a la prevención, tratamiento y rehabilitación de enfermedades, de 
conformidad con lo dispuesto en diversos convenios, pactos, declaraciones, protocolos, y 
convenciones internacionales ratificados por ley. El objeto de la misma es proteger a los 
habitantes del país de los riesgos que implica el vinculo con el comercio ilegal y el 
narcotráfico buscando, mediante la intervención del Estado, atacar las devastadoras 
consecuencias sanitarias, sociales, y económicas del uso problemático de sustancias 
psicoactivas, así como reducir la incidencia del narcotráfico y el crimen organizado. 


Los artículos 5*, 6* y 7” establecen modificaciones a la legislación vigente en materia 
de cannabis, ampliando las excepciones previstas relativas en los casos de fines 
exclusivos de investigación científica y la elaboración de productos terapéuticos de 
utilización médica con autorización del MSP; la plantación, el cultivo y la cosecha así 
como la industrialización y comercialización de cannabis psicoactivo con otros fines con 
autorización previa del IRCCA; la plantación, el cultivo y la cosecha así como la 
industrialización y comercialización de cannabis de uso no psicoactivo (cáñamo) las que 
deberán ser autorizadas por el MGAP; la plantación, el cultivo y la cosecha domésticos de 
plantas de cannabis de efecto psicoactivo destinadas para consumo personal o 
compartido, así como por Clubes de Membresía, estableciendo limitaciones, controles y 
regulaciones en cada caso. El expendio, el cual se realizará a través de las farmacias 
habilitadas. Asimismo, se modifican los criterios que deben aplicar los magistrados ante 
situaciones en que se superen los límites de tenencia establecidos como básicos por la 
ley, debiendo entonces fundar sus decisiones en criterios de valoración conforme las 
reglas de la sana crítica. 


El Artículo 8% establece la creación de registros para las excepciones previstas. En 
relación a plantas de autocultivadores y clubes de membresía por parte del Instituto de 
Regulación y Control del Cannabis (IRCCA) se establece que la información será 
protegida, considerando las mismas como dato sensible, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 18 de la Ley N* 18.331, de 11 de agosto de 2008, lo cual obliga al 
organismo que posea dicha información a preservar el anonimato del usuario, protegiendo 
el derecho a la intimidad del usuario, siendo el registro a su vez una garantía frente a 
denuncias infundadas o intervenciones estatales indebidas. 


El Capítulo Il establece disposiciones que tienen como objetivo mejorar la salud 
pública de la población. 


El artículo 9? dispone que el Sistema Nacional Integrado de Salud establezca 
políticas de promoción de la salud, prevención, asesoramiento, orientación y tratamiento 
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en materia de consumo de cannabis. En las ciudades con población superior a diez mil 
habitantes se instalarán dispositivos de Información, Asesoramiento, Diagnostico, 
Derivación, Atención, Rehabilitación y Tratamiento e Inserción de usuarios problemáticos 
de Drogas, cuya gestión, administración y funcionamiento estará a cargo de la JND, 
pudiendo suscribirse a tales efectos convenios con ASSE y las Instituciones Prestadoras 
de Salud privadas, Gobiernos Departamentales, Municipios y Organizaciones de la 
Sociedad Civil. 


El artículo 10 dispone que el Sistema Nacional de Educación Pública, establecerá 
políticas educativas para la promoción de la salud y prevención del uso problemático 
desde la óptica de reducción de riesgos y daños, Debiendo la ANEP, en el ejercicio de su 
autonomía resolver sobre la instrumentación de tal disposición. 


El artículo 11 prohibe toda forma de publicidad directa o indirecta, la promoción o el 
auspicio y patrocinio de los productos de cannabis de uso psicoactivo. Se entiende que 
toda promoción de productos que eventualmente pueden ser perjudiciales para la salud 
de los usuarios es indebida ya que tiene como objetivo el aumento de la venta y por lo 
tanto del consumo con un fin de ganancia, no estando este aspecto dentro de los 
objetivos del presente proyecto de ley. Siendo que el objetivo del mismo es regular la 
existencia de un mercado que en la actualidad se maneja en la ilegalidad y establecer un 
nuevo marco de regulación de sustancias psicoactivas con el consumo que no se base 
únicamente en una relación de mercado tradicional, sino que el Estado intervenga a favor 
de la mejora de la salud de los usuarios. 


El artículo 12 dispone que la Junta Nacional de Drogas debe "realizar campañas 
educativas, publicitarias y de difusión y concientización para la población en general 
respecto a los riesgos, efectos y potenciales daños del uso de Drogas, para cuyo 
financiamiento podrá realizar convenios y acuerdos con las Empresas del Estado y el 
sector privado". 


En el mismo sentido, partiendo de la base del éxito de la política de regulación del 
mercado de tabaco, traducida en la reducción paulatina del número de consumidores, se 
aplican en el artículo 13, las mismas medidas de protección de espacios públicos al humo 
de cannabis que las existentes con el humo de tabaco. 


El artículo 14 establece que los adolescentes no podrán acceder al cannabis, en 
torma análoga con el tabaco y el alcohol. Las investigaciones indican que como tendencia 
general el inicio prematuro de consumo de sustancias psicoactivas fortalece la 
prevalencia, por lo tanto es necesario que la política pública establezca claramente los 
márgenes de cuando está permitida o no dicha acción. Asimismo es necesario que el 
instituto coadyuve, a través de las disposiciones del presente proyecto, a los organismos 
públicos de controlar para que la normativa sea efectivamente aplicada. 


El artículo 15 tiene una relación con las actuales disposiciones relativas a la 
conducción y actividades donde se requiere motricidad fina habiendo consumido 
previamente alcohol en un corto periodo de tiempo, aplicando ese criterio al consumo de 
cannabis, estableciendo que "todo conductor estará inhabilitado para conducir vehículos 
en zonas urbanas, suburbanas o rurales del territorio nacional, cuando la concentración 
de THC (Tetrahidrocannabinol) en el organismo sea superior a la permitida conforme la 
reglamentación que se dictará al respecto". 
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El artículo 16 establece que las instituciones de enseñanza referidas las Instituciones 
Prestadoras del Sistema Nacional Integrado de Salud, así como las organizaciones 
paraestatales y de la sociedad civil con personería jurídica vigente; podrán solicitar a la 
Junta Nacional de Drogas asesoramiento y recursos con fines preventivos cuando 
implique el riesgo de terceros. 


El Título IV refiere a la creación del Instituto de Regulación y Control del Cannabis 
(IRCCA) y se compone de los artículos 17 a 41. 


El IRCCA será una persona jurídica no estatal que tiene como finalidad ser el 
organismo ejecutor y fiscalizador de la politica de regulación de mercado de cannabis a 
través de la fijación realizada por la Junta Nacional de Drogas. Regulará las actividades 
relativas al cannabis y promoverá políticas de reducción de riesgos y daños asociados al 
uso problemático de cannabis. Se vinculará con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio 
de Ganadería y Pesca. 


El Capítulo II establece el organigrama del IRCCA, el cual estará conformado por la 
Junta Directiva, la Dirección Ejecutiva y el Consejo Nacional Honorario. La Junta Directiva 
será presidida por la Secretaria Nacional de Drogas (SND) y participarán representantes 
del MGAP, MSP y MiDeS. Ésta designará un Director Ejecutivo por un periodo de tres 
años. El Consejo Nacional Honorario estará integrado por un representante de cada uno 
de las siguientes Secretarías de Estado: MSP, MEC, MI, MEF y MIEM; un representante 
de la UdelaR; un representante del Congreso de Intendentes; un representante de los 
clubes de membresía; un representante de asociaciones de autocultivadores; Un 
representante de los licenciatarios. El mismo actuará en plenario con los miembros de la 
Junta Directiva y el Director Ejecutivo. 


El Capitulo II! establece los cometidos y atribuciones del IRCCA, en particular tiene 
el cometido de controlar y fiscalizar la plantación, cultivo, cosecha, producción, acopio, 
distribución y comercialización y expedición de cannabis y el asesoramiento al Poder 
Ejecutivo en relación a las políticas de cannabis. Asimismo otorgará las licencias O 
permisos correspondientes para cada una de estas actividades, llevará adelante los 
registros y la determinación y ejecución de sanciones. Se establecen las atribuciones del 
IRCCA, de la Junta Directiva, del Director Ejecutivo así como la actuación del Consejo 
Honorario 


Los Capitulos IV y V establecen el origen de los recursos del IRCCA así como el 
modelo de gestión y el funcionamiento, y el régimen de infracciones y sanciones. 


El Título V, establece una sistema de evaluación y monitoreo del cumplimiento del 
presente proyecto de ley, a través de una Unidad que Especializada en Evaluación y 
Monitoreo en la órbita de Presidencia de la República con el cometido de realizar un 
informe anual con destino principal a la Asamblea General. 


El Título VI establece el periodo de reglamentación de la presente ley en 120 días y 
deroga las leyes que se opongan a la presente. 
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Por lo anteriormente expuesto la Comisión Especial de Drogas y Adicciones con 
Fines Legislativos recomienda al Cuerpo la aprobación del presente proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 4 de julio de 2013. 


SEBASTIÁN SABINI 
MIEMBRO INFORMANTE 
JULIO BANGO 
FELIPE MICHELINI 
JORGE ORRICO 
NICOLÁS PEREIRA 
LUIS PUIG 
RUBENSON SILVA 
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PROYECTO DE LEY 


TÍTULO ! - DE LOS FINES DE LA PRESENTE LEY 
CAPÍTULO ÚNICO 


Artículo 1*.- Decláranse de interés público las acciones tendientes a proteger, 
promover y mejorar la Salud Pública de la población mediante una política orientada a 
minimizar los riesgos y reducir los daños del uso del cannabis, que promueva la debida 
información, educación y prevención, sobre las consecuencias y efectos perjudiciales 
vinculados a dicho consumo así como el tratamiento, rehabilitación y reinserción social de 
los usuarios problemáticos de drogas. 


Artículo 2*.- Sin perjuicio de lo dispuesto por el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de 
octubre de 1974 y sus leyes modificativas, el Estado asumirá el control y la regulación de 
las actividades de importación, exportación, plantación, cultivo, cosecha, producción, 
adquisición a cualquier título, almacenamiento, comercialización, y distribución de 
cannabis y sus derivados, o cáñamo cuando correspondiere, a través de las instituciones 
a las cuales otorgue mandato legal, conforme a lo dispuesto en la presente ley y en los 
términos y condiciones que al respecto fije la reglamentación. 


TÍTULO Il — PRINCIPIOS GENERALES 
Disposiciones generales 


Artículo 3%.- Todas las personas tienen derecho al disfrute del más alto nivel posible 
de salud, al disfrute de los espacios públicos en condiciones seguras y a las mejores 
condiciones de convivencia, así como a la prevención, tratamiento y rehabilitación de 
enfermedades, de conformidad con lo dispuesto en diversos convenios, pactos, 
declaraciones, protocolos y convenciones internacionales ratificados por ley, garantizando 
el pleno ejercicio de sus derechos y libertades consagradas en la Constitución, con 
sujeción a las limitaciones emergentes del artículo 10 de la misma. 


Artículo 4? - La presente ley tiene por objeto proteger a los habitantes del país de los 
riesgos que implica el vínculo con el comercio ilegal y el narcotráfico buscando, mediante 
la intervención del Estado, atacar las devastadoras consecuencias sanitarias, sociales y 
económicas del uso problemático de sustancias psicoactivas, así como reducir la 
incidencia del narcotráfico y el crimen organizado. 


A tales efectos, se disponen las medidas tendientes al control y regulación del 
cannabis psicoactivo y sus derivados; asi como aquellas que buscan educar, concientizar 
y prevenir a la sociedad de los riesgos para la salud del uso del cannabis, particularmente 
en lo que tiene que ver con el desarrollo de las adicciones. Se priorizarán la promoción de 
actitudes vitales, los hábitos saludables y el bienestar de la comunidad, teniendo en 
cuenta las pautas de la Organización Mundial de la Salud respecto al consumo de los 
distintos tipos de sustancias psicoactivas. 
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TÍTULO I!l — DEL CANNABIS 


CAPÍTULO !.- De las modificaciones a la normativa de estupefacientes 


o - Sustitúyese el artículo 3% del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre 


de 1974, en la redacción dada por el artículo 1? de la Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 
1998, por el siguiente: : 
"ARTÍCULO 3”.. Quedan prohibidos la plantación, el cultivo, la cosecha y la 
comercialización de cualquier planta de la que puedan extraerse estupefacientes y 
otras sustancias que determinen dependencia fisica o psíquica, con las siguientes 
excepciones: 


a) Cuando se realicen con exclusivos fines de investigación científica o para 


b 


e) 


d 


rr 


— 


dl 


la elaboración de productos terapéuticos de utilización médica. Las 
plantaciones o cultivos, en tal caso, deberán ser autorizados previamente 
por el Ministerio de Salud Pública y quedarán bajo su control directo. 


Tratándose específicamente de cannabis, las plantaciones-o cultivos 
deberán ser autorizados previamente por el Instituto de Regulación y 
Control de Cannabis (IRCCA), y quedarán bajo su control directo, sin 
perjuicio de los contralores que la legislación vigente otorga a los 
organismos correspondientes en el ámbito de sus respectivas 
competencias. 


La plantación, el cultivo y la cosecha así como la industrialización y 
expendio de cannabis psicoactivo con otros fines, siempre que se realice 
en el marco de la legislación vigente y con autorización previa del IRCCA, 
quedando bajo su control directo. 


Se entiende por cannabis psicoactivo a las sumidades floridas con o sin 
fruto de la planta hembra del cannabis, exceptuando las semillas y las 
hojas separadas del tallo, incluidos sus aceites, extractos, preparaciones 
de potencial uso farmacéutico, jarabes y similares, cuyo contenido de 
tetrahidro cannabino!l (THC) natural, sea igual o superior al 1% (uno por 
ciento) de su volumen. 


La plantación, el cultivo y la cosecha así como la industrialización y 
comercialización de cannabis de uso no psicoactivo (cáñamo). Las 
plantaciones o cultivos, en tal caso, deberán ser autorizados previamente 
por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, y quedarán bajo su 
control directo. 


Se entiende por cannabis de uso no psicoactivo (cáñamo) a las plantas o 
piezas de la planta de los géneros cannabis, las hojas y las puntas 
floridas, que no contengan más de 1% (uno por ciento) de THC, 
incluyendo los derivados de tales plantas y piezas de las plantas. 


Las semillas de variedades de cáñamo no psicoactivo a utilizar no 
podrán superar el 0.5% (cero con cinco por ciento) de THC. 


La plantación, el cultivo, la cosecha, el acopio para fines de investigación 
así como para la industrialización para uso farmacéutico; siempre que se 
realice en el marco de la legislación vigente y acorde a lo que establezca 


63-C.S. 


64-C.S. CÁMARA DE SENADORES 10 de diciembre de 2013 


la reglamentación, debiendo contar con autorización previa del IRCCA 
quedando bajo su control directo. 


La plantación, el cultivo y la cosecha domésticos de plantas de cannabis 
de efecto psicoactivo destinadas para consumo personal o compartido en 
el hogar. Sin perjuicio de ello se entiende destinados al consumo personal 
o compartido en el hogar, la plantación, el cultivo y la cosecha domésticos 
de hasta seis plantas de cannabis de efecto psicoactivo y el producto de 
la recolección de la plantación precedente hasta un máximo de 480 
(cuatrocientos ochenta) gramos anuales. 


f) La plantación, el cultivo y la cosecha de plantas de cannabis de efecto 
psicoactivo realizadas por clubes de membresía, las que serán 
controladas por el IRCCA. Dichos clubes deberán ser autorizados por el 
Poder Ejecutivo de acuerdo a la legislación vigente, y en la forma y 
condiciones que establecerá la reglamentación que se dicte al respecto. 


Los clubes de membresia deberán tener un minimo de 15 y un máximo 
de 45. Podrán plantar hasta 99 plantas de cannabis de uso psicoactivo y 
obtener como producto de la recolección de la plantación un máximo de 
acopio anual proporcional al número de socios y conforme a la cantidad 
que se establece en el literal siguiente para el uso no medicinal de 
cannabis psicoactivo. 


El IRCCA otorgará licencias de expendio de cannabis psicoactivo a las 
farmacias (de acuerdo con el Decreto-Ley N* 15.703, de 11 de enero de 
1985 y sus leyes modificativas) conforme las condiciones establecidas en 
la legislación vigente y el procedimiento y requisitos que estableciere la 
reglamentación. 


El expendio de cannabis psicoactivo para consumo personal requerirá se 
acredite en el Registro de Usuarios según lo establecido en el artículo 8? 
de la presente ley, conforme a las estipulaciones legales, en tanto el 
expendio para uso medicinal requerirá receta médica. 


El expendio de cannabis psicoactivo para uso no medicinal no podrá 
superar los 40 (cuarenta) gramos mensuales por usuario. 


Toda plantación no autorizada deberá ser destruida con intervención del 
Juez competente. El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones de 
los literales precedentes, inclusive los mecanismos de acceso a las 
semillas, el que siendo destinado a plantaciones de cannabis psicoactivo 
para consumo personal en el marco de la legislación vigente, se 
considerará en todos los casos como actividad lícita. Dicha 
reglamentación es sin perjuicio de los contralores que la legislación 
vigente establece para toda plantación o cultivo que se realice en territorio 
nacional, en lo que resultare aplicable. Asimismo, la reglamentación 
establecerá los estándares de seguridad y las condiciones de uso de las 
licencias de cultivos para los fines previstos en los literales precedentes. 


La marihuana resultante de la cosecha y el cultivo de las plantaciones 
referidas en los literales b), d) y e) del presente artículo no podrá estar 
prensada". 


ma 


a 
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Artículo 6*.- Sustitúyese el articulo 30 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre 
de 1974, en la redacción dada por el artículo 3% de la Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 
1998, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 30.- El que, sin autorización legal, produjere de cualquier manera las 
materias primas o las sustancias, según los casos, capaces de producir 
dependencia psíquica o física, contenidas en las listas a que refiere el artículo 1*, 
precursores químicos y otros productos químicos contenidos en las Tablas 1 y 2 
de la presente ley, así como los que determine el Poder Ejecutivo según la 
facultad contenida en el artículo 15 de la presente ley, será castigado con pena de 
20 (veinte) meses de prisión a 10 (diez) años de penitenciaría. . 


Quedará exento de responsabilidad el que produjere marihuana mediante la 
plantación, cultivo y cosecha de plantas de cannabis de efecto psicoactivo en los 
términos de lo dispuesto en el artículo 3” de la presente ley. El destino a que 
refiere el literal e) del artículo 3% será valorado, en su caso, por el Juez 
competente y con arreglo a las reglas de la sana crítica, en caso que se superaren 
las cantidades allí referidas”. 


Artículo 7*.- Sustitúyese el artículo 31 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre 
de 1974, en la redacción dada por el artículo 3? de la Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 
1998, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 31.- El que sin autorización legal, importare, exportare, introdujere en 
tránsito, distribuyere, transportare, tuviere en su poder no para su consumo, fuere 
depositario, almacenare, poseyere, ofreciere en venta o negociare de cualquier 
modo, alguna de las materias primas, sustancias, precursores químicos y otros 
productos químicos mencionados en el artículo anterior y de acuerdo a lo 
dispuesto en éste, será castigado con la misma pena prevista en dicho artículo. 


Quedará exento de responsabilidad el que transportare, tuviere en su poder, 
fuere depositario, almacenare o poseyere una cantidad destinada a su consumo 
personal, lo que será valorado por el Juez conforme a las reglas de la sana crítica. 


Sin perjuicio de ello, se entenderá como cantidad destinada al consumo 
personal hasta 40 (cuarenta) gramos de marihuana mensuales. Asimismo, 
tampoco se verá alcanzado por lo dispuesto en el primer inciso del presente 
artículo el que en su hogar tuviere en su poder, fuere depositario, almacenare o 
poseyere la cosecha de hasta 6 (seis) plantas de cannabis de efecto psicoactivo 
obtenidas de acuerdo a lo dispuesto en el literal e) del artículo 3% de la presente 
ley, o se tratare de la cosecha correspondiente a los integrantes de un club de 
membresía conforme lo previsto por el literal f) del artículo 3% de la presente ley y 
la reglamentación respectiva". 


Artículo 8*.- El IRCCA llevará sendos registros para las excepciones previstas en los 
literales A, B, C, D, E, F y G del artículo 3? del Decreto-Ley N” 14,294, de 31 de octubre 
de 1974, en Ja redacción dada por el articulo 1* de la Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 
1998 en la redacción dada por el artículo 5* de la presente lay. 


Las características de dichos registros serán objeto de reglamentación por parte del 
Poder Ejecutivo. 


La información relativa a la identidad de los titulares de los actos de registro tendrá 
carácter de dato sensible para los literales e) y f), de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 18 de la Ley N* 18.331, de 11 de agosto de 2008. 
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El registro del cuítivo, según la legislación vigente, será requisito indispensable para 
poder ampararse en las disposiciones de la presente ley. Cumplidos 180 (ciento ochenta) 
días desde la puesta en funcionamiento del referido registro, que no tendrá costo para los 
usuarios y se hará para asegurar la trazabilidad y control de los cultivos, solo se admitirán 
registros de plantios a efectuarse. 


CAPÍTULO ll.- De la Salud y la Educación de la población y los usuarios 


Artículo 9” - El Sistema Nacional Integrado de Salud (SNIS) deberá disponer de las 
políticas y dispositivos pertinentes para la promoción de la salud, la prevención del uso 
problemático de cannabis, así como disponer de los dispositivos de atención adecuados 
para el asesoramiento, orientación y tratamiento de los usuarios problemáticos de 
cannabis que así lo requieran. 


En las ciudades con población superior a 10.000 (diez mil) habitantes se instalarán 
dispositivos de información, asesoramiento, diagnóstico, derivación, atención, 
rehabilitación y tratamiento e inserción de usuarios problemáticos de drogas, cuya gestión, 
administración y funcionamiento estará a cargo de la Junta Nacional de Drogas (JND), 
pudiendo suscribirse a tales efectos convenios con la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado (ASSE) y las instituciones prestadoras de salud privadas, Gobiernos 
Departamentales, Municipios y organizaciones de la sociedad civil. 


Artículo 10.- El Sistema Nacional de Educación Pública (SNEP), deberá disponer de 
políticas educativas para la promoción de la salud, la prevención del uso problemático de 
cannabis desde la perspectiva del desarrollo de habilidades para la vida y en el marco de 
las políticas de gestión de riesgos y reducción de daños del uso problemático de 
sustancias psicoactivas. 


Dichas políticas educativas comprenderán su inclusión curricular en Educación 
Primaria, Secundaria y Técnico Profesional, con el fin de prevenir sobre el daño que 
produce el consumo de drogas, incluido el cannabis. La Administración Nacional de 
Educación Pública (ANEP) resolverá sobre la forma de instrumentar esta disposición. 


Será obligatoria la inclusión de la disciplina "Prevención del Uso Problemático de 
Drogas", en las Propuestas Programáticas y Planes de Estudio para Educación Inicial, 
Primaria, Secundaria, Técnico Profesional, Formación Docente y en la Universidad 
Tecnológica. 

Dentro de dicha disciplina se incluirán espacios especialmente destinados a la 
Educación Vial y a la incidencia del consumo de las sustancias psicoactivas en los 
siniestros de tránsito. 


Artículo 11.- Prohíbese toda forma de publicidad directa o indirecta, promoción, 
auspicio o patrocinio de los productos de cannabis psicoactivo y por cualesquiera de los 
diversos medios de comunicación: prensa escrita, radio, televisión, cine, revistas, 
filmaciones en general, carteles, vallas en vía pública, folletos, estandartes, correo 
electrónico, tecnologias de Internet, así como por cualquier otro medio idóneo. 


Artículo 12.- La JND estará obligada a realizar campañas educativas, publicitarias y 
de difusión y concientización para la población en general respecto a los riesgos, efectos y 
potenciales daños del uso de drogas, para cuyo financiamiento podrá realizar convenios y 
acuerdos con las empresas del Estado y el sector privado. 
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Artículo 13.- Serán de aplicación al consumo de cannabis psicoactivo las medidas de 
protección de espacios establecidas por el artículo 3” de la Ley N* 18.256, de 6 de marzo 
de 2008. 


Artículo 14.. Los menores de 18 años de edad e incapaces no podrán acceder al 
cannabis psicoactivo para uso recreativo. La violación de lo dispuesto precedentemente 
aparejará las responsabilidades penales previstas por el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de 
octubre de 1974, en la redacción dada por la Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 1988. 


Artículo 15.- Conforme lo dispuesto por el artículo 46 de la Ley N* 18.191, de 14 de 
noviembre de 2007, todo conductor estará inhabilitado para conducir vehículos en zonas 
urbanas, suburbanas o rurales del territorio nacional, cuando la concentración de THC 
(Tetrahidrocannabinol) en el organismo sea superior a la permitida conforme la 
reglamentación que se dictará al respecto. 


La JND brindará capacitación, asesoramiento y los insumos necesarios a los 
funcionarios especialmente designados a tales efectos, del Ministerio de Interior, del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, de las Intendencias Departamentales, de los 
Municipios y de la Prefectura Nacional Naval, con la finalidad de realizar los 
procedimientos y métodos de contralor expresamente establecidos por las autoridades 
competentes a los fines previstos en el inciso anterior, en sus jurisdicciones y conforme 
sus respectivas competencias. Dichos exámenes y pruebas podrán ser ratificados a 
través de exámenes de sangre, u otros exámenes clínicos o paraclínicos, por los 
prestadores del SNIS. 


El conductor a quien se le compruebe que conducía vehículos contraviniendo los 
límites de THC a que refiere el inciso primero del presente artículo, será pasible de las 
sanciones previstas en el inciso segundo del artículo 46 de la Ley N* 18,191, de 14 de 
noviembre de 2007. 


Artículo 16.- El Estado, las instituciones de enseñanza referidas en el artículo 10, las 
instituciones prestadoras del sistema nacional integrado de salud, así como las 
organizaciones paraestatales y de la sociedad civil con personería jurídica vigente, podrán 
solicitar a la JND capacitación, asesoramiento y eventualmente recursos humanos y 
materiales a los efectos de realizar procedimientos y contralores similares a los definidos 
en el artículo 15 de la presente ley, con finalidades preventivas y educativas de 
disminución de riesgos. 


Los procedimientos y contralores a que refiere el inciso anterior, solamente podrán 
aplicarse en los casos de riesgo cierto para la integridad física o psíquica de terceros, en 
las condiciones que determinará la reglamentación. 


TÍTULO IV - DEL INSTITUTO DE REGULACIÓN Y CONTROL DEL CANNABIS (IRCCA) 
CAPÍTULO | - Creación 


Artículo 17.- Créase el Instituto de Regulación y Control del Cannabis, (IRCCA), 
como persona jurídica de derecho público no estatal. 


Artículo 18.- El IRCCA tendrá como finalidades: 
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a) Regular las actividades de plantación, cultivo, cosecha, producción, 
elaboración, acopio, distribución y expendio de cannabis, en el marco de las 
disposiciones de la presente ley y la legislación vigente. 


b) Promover y proponer acciones tendientes a reducir los riesgos y los daños 
asociados al uso problemático de cannabis, de acuerdo a las políticas definidas 
por la Junta Nacional de Drogas y en coordinación con las autoridades 
nacionales y departamentales. 


c) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley a su cargo. 


Artículo 19.- Compete a la JND la fijación de la política nacional en materia de 
cannabis según los objetivos establecidos en el artículo anterior, contando para ello con el 
asesoramiento del Instituto. 


El Instituto se vinculará y coordinará con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio 
de Salud Pública. 


CAPÍTULO Il - DE LA ADMINISTRACIÓN 


Artículo 20.- Los órganos del Instituto serán: a) Junta Directiva, b) Dirección 
Ejecutiva y c) Consejo Naciona! Honorario. 


Artículo 21.- La Junta Directiva será el jerarca del Instituto y sus miembros serán 
personas de reconocida solvencia moral y técnica. Estará integrada por. 


- Un representante de la Secretaría Nacional de Drogas, que la presidirá. 
- Un representante del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 

- Un representante del Ministerio de Desarrollo Social, 

- Un representante del Ministerio de Salud Pública. 


La designación de los miembros de la Junta Directiva incluirá la de sus 
correspondientes suplentes. 


Artículo 22.- La duración del mandato de los miembros de la Junta Directiva será de 
cinco años, pudiendo ser reelectos por un solo periodo consecutivo. 


Los miembros salientes permanecerán en sus funciones hasta que asuman los 
nuevos miembros designados. 


Artículo 23.- La Junta Directiva fijará su régimen de sesiones. 


Las resoluciones se adoptarán por mayoría. En caso de empate, el Presidente 
tendrá doble voto 


Artículo 24 - Habrá un Director Ejecutivo designado por la mayoria de la Junta 
Directiva, con el voto conforme del Presidente. Su retribución será fijada por la Junta 
Directiva con la conformidad del Poder Ejecutivo y con cargo a los recursos del Instituto. 


El Director Ejecutivo asistirá a las sesiones de la Junta Directiva con voz y sin voto. 


Artículo 25.- El Director Ejecutivo será contratado por períodos de tres años 
renovables. Para su destitución o no renovación del contrato se deberá contar con la 
mayoría de los votos de la Junta Directiva, incluido el del Presidente. 
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Artículo 26.- El Consejo Nacional Honorario estará integrado por un representante de 
cada uno de los siguientes organismos del Estado: Ministerio de Educación y Cultura, 
Ministerio del Interior, Ministerio de Economía y Finanzas y Ministerio de Industria, 
Energía y Minería; un representante de la Universidad de la República; un representante 
del Congreso de Intendentes, un representante de los clubes de membresia; un 
representante de asociaciones de autocultivadores; un representante de los licenciatarios. 
Actuará en plenario con los miembros de la Junta Directiva y el Director Ejecutivo. 


Los representantes de los clubes de membresía y asociaciones de autocuitivadores, 
y de los licenciatarios, serán nombrados por el Poder Ejecutivo a propuesta de éstos. 


La reglamentación de la presente ley y sus eventuales modificaciones podrán variar 
la integración de este Consejo, ampliando el número de miembros. 


El Consejo podrá ser convocado tanto a solicitud de la Junta Directiva como a 
solicitud de tres de sus miembros. 


CAPÍTULO !Il - DE LOS COMETIDOS Y ATRIBUCIONES 
Artículo 27.- Son cometidos del Instituto: 


a) El control y fiscalización de la plantación, cultivo, cosecha, producción, acopio, 
distribución y expedición de cannabis, conforme a lo dispuesto en la presente 
ley y la legislación vigente, sin perjuicio de las competencias atribuidas a otros 
órganos y entes públicos. 


b) Asesorar al Poder Ejecutivo: 


1) En la formulación y aplicación de las políticas públicas dirigidas a regular y 
controlar la distribución, comercialización, expendio, ofrecimiento y 
consumo de cannabis. 


2) En el desarrollo de estrategias dirigidas al retraso de la edad de inicio del 
consumo, al aumento de la percepción del riesgo del consumo abusivo y a 
la disminución de los consumos problemáticos. 


3) En la coordinación de los ofrecimientos de cooperación técnica realizados 
al país en esta materia. 


4) En el aporte de evidencia cientifica, mediante la investigación y 
evaluación de la estrategia para la orientación de las políticas públicas de 
cannabis. 


Artículo 28.- Son atribuciones del Instituto: 


a) Otorgar las licencias para producir, elaborar, acopiar, distribuir y expender 
cannabis psicoactivo, así como sus prórrogas, modificaciones, suspensiones y 
supresiones, conforme lo dispuesto en la presente ley y a la reglamentación 
respectiva. 

b) Crear un Registro de Usuarios, protegiendo su identidad, manteniendo el 


anonimato y la privacidad conforme las disposiciones legales vigentes, y la 
reglamentación respectiva. La información relativa a la identidad de los titulares 
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de los actos de registro tendrá carácter de dato sensible de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 18 de la Ley N* 18.331, de 11 de agosto de 2008. 


c) Registrar las declaraciones de autocultivo de cannabis psicoactivo, conforme 
las disposiciones legales vigentes, de la presente ley y a la reglamentación 


respectiva, 
d) Autorizar los clubes de membresía cannábicos conforme las disposiciones 
legales vigentes y a la reglamentación respectiva. 


e) Dirigirse directamente a los organismos públicos para recabar y recibir la 
información necesaria para el cumplimiento de los cometidos asignados. 


f) Celebrar convenios con instituciones públicas o privadas a efectos del 
cumplimiento de sus cometidos, en especial con aquellas que ya tienen 
asignada competencia en la materia. 


g) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones vigentes a su cargo. 
h) Dictar los actos administrativos necesarios para el cumplimiento de sus 
cometidos. 


¡) Determinar y aplicar las sanciones pertinentes por infracciones a las normas 
regulatorias establecidas en esta ley y su reglamentación. 


j) Ejecutar las sanciones que imponga, a cuyos efectos los testimonios de sus 
resoluciones firmes constituirán título ejecutivo. Son resoluciones firmes las 
consentidas expresa o tácitamente por el sancionado y las que denieguen el 
recurso de reposición previsto en la presente ley. 


Artículo 29.- La Junta Directiva, en su carácter de órgano máximo de administración 
del Instituto, tendrá las siguientes atribuciones: 


a) Proyectar el Reglamento General del Instituto y someterlo a la aprobación del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


b) Aprobar el estatuto de sus empleados dentro de los seis meses de su 
instalación. El mismo se regirá, en lo previsto, por las reglas del derecho 
privado. 


c) Designar, trasladar y destituir al personal. 


d) Fijar el costo de las licencias, al amparo de lo dispuesto en el articulo anterior 
de esta ley. ' 


e) Aprobar su presupuesto y elevarlo al Poder Ejecutivo para su conocimiento, 
conjuntamente con el plan de actividades. 


f) Aprobar los planes, programas y los proyectos especiales, 
g) Elevar la memoria y el balance anual del Instituto. 
h) Administrar los recursos y bienes del Instituto. 


1) Adquirir, gravar y enajenar toda clase de bienes; cuando se trate de bienes 
inmuebles deberá resolverse por mayoría especial de por lo menos tres 
miembros. 


Jj) Delegar las atribuciones que estime pertinentes mediante resolución fundada y 
por mayoría de sus miembros. 
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k) En general, realizar todos los actos civiles y comerciales, dictar los actos de 
administración intema y realizar las operaciones materiales inherentes a sus 
poderes generales de administración, con arreglo a los cometidos y 
especialización del Instituto. 


Artículo 30.- El Director Ejecutivo tendrá las siguientes atribuciones: 


a) Cumplir y hacer cumplir las normas vigentes en la materia de competencia del 
Instituto. 


b) Ejecutar los planes, programas y resoluciones aprobados por la Junta Directiva. 


c) Realizar todas las tareas inherentes a la administración del personal y a la 
organización interna del Instituto, 


d) Toda otra que la Junta Directiva le encomiende o delegue. 


Artículo 31.- El Consejo Nacional Honorario, en su carácter de órgano de consulta 
del Instituto, actuará: 


a) Asesorando en la elaboración del Reglamento General del Instituto. 


b) Asesorando en la elaboración de los planes y programas en forma previa a su 
aprobación. 


c) Asesorando en todo aquello que la Junta Directiva le solicite. 


d) Opinando en toda otra cuestión relacionada con los cometidos del Instituto, 
cuando lo estime conveniente. 


CAPÍTULO IV — DE LOS RECURSOS, LA GESTIÓN Y EL FUNCIONAMIENTO 


Artículo 32.- Constituirán los recursos del Instituto: 


a) La recaudación por concepto de licencias y permisos, al amparo de lo 
dispuesto en la presente ley. 


b) Un aporte anual del Estado con cargo a Rentas Generales en el monto que 
determine el presupuesto quinquenal. El Poder Ejecutivo podrá modificar esta 
magnitud considerando la evolución de los ingresos del Instituto. 


c) Las herencias, legados y donaciones que acepte el Instituto. 

d) Los valores o bienes que se le asignen al Instituto a cualquier título, 
e) El producido de las multas y sanciones que aplique. 

f) Todo otro recurso que perciba por aplicación de la legislación vigente. 


Artículo 33.- El contralor administrativo del Instituto será ejercido por el Poder 
Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Salud Pública 


Dicho contralor se ejercerá tanto por razones de juridicidad, como de oportunidad o 
conveniencia. 


_A tal efecto, el Poder Ejecutivo podrá formular las observaciones que crea 
pertinente, así como proponer la suspensión de los actos observados y los correctivos o 
remociones que considere del caso. 
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Artículo 34.- La Auditoría Interna de la Nación ejercerá la fiscalización de la gestión 
financiera del Instituto, debiendo remitirse a la misma la rendición de cuentas y balance de 
ejecución presupuestal dentro de los noventa días del cierre de cada ejercicio. 


La reglamentación de la presente ley determinará la forma y fecha de los balances, 
cierre de los mismos y su publicidad. 


Artículo 35.- Contra las resoluciones de la Junta Directiva procederá el recurso de 
reposición que deberá interponerse dentro de los veinte días hábiles contados a partir del 
siguiente a la notificación del acto al interesado. Una vez interpuesto el recurso, la Junta 
Directiva dispondrá de treinta días hábiles para instruir y resolver el asunto, 


Denegado el recurso de reposición el recurrente podrá interponer, únicamente por 
razones de legalidad, demanda de anulación del acto impugnado ante el Tribunal de 
Apelaciones en lo Civil de turno a la fecha en que dicho acto fue dictado. 


La interposición de esta demanda deberá hacerse dentro del término de veinte días 
de notificada la denegatoria expresa o, en su defecto, del momento en que se configure la 
denegatoria ficta. 

La demanda de anulación sólo podrá ser interpuesta por el titular de un derecho 
subjetivo o de un interés directo, personal y legitimo, violado o lesionado por el acto 
impugnado. El Tribunal fallará en última instancia. 


Artículo 36.- Cuando la resolución emanare del Director Ejecutivo, conjunta o 
subsidiariamente con el recurso de reposición, podrá interponerse el recurso jerárquico 
para ante la Junta Directiva. 

Este recurso de reposición deberá interponerse y resolverse en los plazos previstos 
en el artículo anterior, el que también regirá en lo pertinente para la resolución del recurso 
jerárquico y para el posterior contralor jurisdiccional. , 

Artículo 37.- El Instituto está exonerado de todo tipo de tributos, excepto las 
contribuciones de seguridad social. En lo no previsto especialmente por la presente ley, su 
régimen de funcionamiento será el de la actividad privada, especialmente en cuanto a su 
contabilidad, estatuto de su personal y contratos que celebre. 


Artículo 38.- Los bienes del Instituto son inembargables. 
CAPÍTULO V — DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES 


Artículo 39.- La Junta Directiva del Instituto será el órgano encargado de aplicar las 
sanciones por infracciones a las normas vigentes en materia de licencias, sin perjuicio de 
las responsabilidades penales que pudieren corresponder. El procedimiento aplicable en 
estos casos será materia de la reglamentación. 


Artículo 40.- Las infracciones a que hace referencia el artículo anterior, atendiendo a 
la gravedad de la infracción y a los antecedentes del infractor, serán sancionadas con: 
a) Apercibimiento. 


b) Multa desde UR 20 (veinte unidades reajustables) hasta UR 2.000 (dos mil 
unidades reajustables). 
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c) Decomiso de la mercadería o de los elementos utilizados para cometer la 
infracción. 


d) Destrucción de la mercadería cuando corresponda. 
e) Suspensión del infractor en el registro correspondiente. 
f) Inhabilitación temporal o permanente. 


g) Clausura parcial o total, temporal o permanente de los establecimientos y 
locales de los licenciatarios, sean propios o de terceros. 


Las sanciones precedentemente establecidas podrán aplicarse en forma acumulativa 
y atendiendo a la gravedad de la infracción y a los antecedentes del responsable. 


1.- Sin perjuicio del ejercicio de las potestades sancionatorias precedentes, 
habiendo tomado conocimiento la Junta Directiva o su Director Ejecutivo, en el ejercicio de 
las facultades de control y fiscalización cometidas al Instituto, de la existencia de 
actividades de carácter delictivo, efectuarán la denuncia respectiva ante la autoridad 
judicial competente, 


TÍTULO V - DE LA EVALUACIÓN Y MONITOREO DEL CUMPLIMIENTO 
DE LA PRESENTE LEY 


CAPÍTULO ÚNICO 


Artículo 42.- Créase en el ámbito del Ministerio de Salud Pública, una Unidad 
Especializada en Evaluación y Monitoreo de la presente ley que tendrá carácter técnico y 
estará conformada por personal especializado en la evaluación y monitoreo de políticas. 
Tendrá carácter independiente y emitirá informes anuales los que, sin tener carácter 
vinculante, deberán ser tenidos en consideración por los organismos y entidades 
encargados de la ejecución de esta ley. Dicho informe será remitido a la Asamblea 
General. 


TÍTULO VI — DE LA APLICACIÓN DE LA PRESENTE LEY 
CAPÍTULO ÚNICO 


Artículo 43.- El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones de la presente ley en 
un plazo de ciento veinte días desde su promulgación. 


Artículo 44.- Deróganse todas las disposiciones que se opongan a lo establecido en 
esta ley. 


Sala de la Comisión, 4 de julio de 2013. 


SEBASTIÁN SABINI 
MIEMBRO INFORMANTE 
JULIO BANGO 
FELIPE MICHELINI 
JORGE ORRICO 
NICOLÁS PEREIRA 

LUIS PUIG . 
RUBENSON SILVA 
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COMISIÓN ESPECIAL DE DROGAS Y ADICCIONES, 
CON FINES LEGISLATIVOS 


INFORME EN MINORÍA 


Señores Representantes: 


La Cámara de Representantes conformó en el mes de mayo de 
2010 una Comisión Especial denominada de Adicciones y su impacto en la Sociedad 
Uruguaya, que no tenía fines legislativos sino que se aprestaba a informarse, estudiar y 
analizar la situación de las Adicciones en nuestra sociedad e informar a la Cámara sobre 
cómo encarar una política nacional en la materia. 


Esta primera Comisión trabajó arduamente y en octubre de 2011 
presentó informes al plenario, lamentablemente sin poder encontrar los consensos que la 
dificultad requiere sino que lo hicimos en forma separada. 


Recordamos que el informe presentado en su oportunidad por 
nuestro Partido Nacional, cuyo miembro informante fue la diputada Verónica Alonso, 
recordábamos que la protección de la salud y el bienestar de todos los habitantes del país 
es un derecho protegido en nuestra Constitución, expresamente referido en varios 
artículos, entre los cuales destacamos el artículo 44, el cual establece: "El Estado 
legislará en todas las cuestiones relacionadas con la salud e higiene públicas, procurando 
el perfeccionamiento fisico, moral y social de todos los habitantes del país”. 


Es por ello que, de acuerdo a dichas disposiciones, el Estado 
tiene la obligación de garantizar el goce de ese derecho, propiciando acciones y medidas 
de carácter preventivo que eviten o inhiban conductas que deterioren la salud y el 
bienestar de sus habitantes. 


Evidentemente, estamos ante un proyecto de ley vinculado 
directamente con una politica que va a impactar en la Salud Pública y -entendemos- no 
está en sintonía con los objetivos que señala la Constitución Nacional. 


Algunos sectores del Partido de Gobierno, fundados en alguna 
corriente internacional, que básicamente es la denominada política de reducción de daños 
promueven esta norma y lo hacen en el marco de un pensamiento general sobre cómo 
abordar el tema de la adicción y el propio proyecto lo reconoce en su artículo primero que 
el rumbo que pretende “asumir el Gobierno es "una política orientada a minimizar los 
riesgos y reducir los daños del consumo de cannabis". 


Podremos coincidir en que la política de reducción de oferta, 
sobre todo y solo focalizada en la represión y en la prohibición, evidentemente no va a dar 
los resultados esperados. 


Pero entendemos que si no tenemos un abordaje integral y si 
solo nos dedicamos a la reducción de la oferta, no podremos tener resultados positivos en 
un tema que tiene graves y serios impactos que afecta la salud pública, la seguridad y la 
desintegración social. 


El "prohibicionismo" no es que esa sea la causa del fracaso, sino 
que esa política realizada aisladamente no tenía posibilidades de lograr resultados en lo 
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que tiene que ver con la reducción de los impactos que tiene este fenómeno en la 
sociedad. 


Entendemos que la reducción de la demanda no ha sido encarada seriamente. No 
se ha encarado seriamente la prevención, la educación ni la disuasión del consumo y 
además se han negado reiteradamente recursos para apoyar las iniciativas de 
rehabilitación que, en abrumadora mayoría realizan las Organizaciones No 
Gubernamentales, sin apoyo estatal mi coordinación o al menos intercambio de 
experiencias. 


Este es un tema que tiene varias aristas, pero hay uno que es fundamental de Salud 
Pública, que también afecta la Seguridad, la desintegración familiar, las relaciones 
laborales, el sistema educativo y en definitiva todas las relaciones de una sociedad. 


La Junta Nacional de Drogas nos dio una información: doscientos treinta mil 
uruguayos tienen uso problemático de alcohol, cincuenta y dos mil tienen uso 
problemático de fármacos y veintiocho mil tienen uso problemático de cannabis. Seis 
meses después, salió otra encuesta, también de la Junta Nacional de Drogas, que dejaba 
un tanto en dudas los datos del primer informe porque hablaba de que en el último año, 
doscientos mil jóvenes se habían intoxicado con alcohol. 


O sea que esas doscientas treinta mil personas que tenían uso problemático de 
alcohol en general se vieron contrastadas con esos doscientos mil jóvenes intoxicados, a 
no ser que solo treinta mil adultos tengan uso problemático de alcohol. 


Si tenemos en cuenta que el alcohol es la primera droga de uso problemático y, en 
segundo lugar, están los fármacos, es decir, las drogas legales, reguladas, que se venden 
en farmacias, en expendios, con receta, que se controla que no se venda a menores, 
etcétera. Entonces, regulando el cannabis, ¿resolvemos el problema de su uso 
problemático? ¿O tal vez esa cifra de consumidores de cannabis, que está en 28.000 se 
va a acercar a las otras dos, que son legales y controladas? 


Con esta norma por la que se legaliza la producción y la comercialización, 
entendemos que termina promoviendo el consumo del cannabis ya que se introduce en 
una lógica comercial donde el que produce y vende quiere ganar dinero a partir de su 
actividad y las consecuencias se sufrirán en la salud y seguridad pública. 


Hay mucha información científica sobre la marihuana y sus efectos en la salud 
humana que fue recibida por la Comisión y que a la que necesariamente debemos apelar 
para concluir que es una sustancia muy nociva, que sus impactos, tanto en la salud física 
como psíquica son muy importantes y por lo tanto nos oponemos a la banalización de su 
consumo así como a las señales confusas que damos a la sociedad cuando presentamos 
la legalización de su comercialización. 


En cuanto al tema de la inseguridad pública, también existen datos e 
investigaciones, incluso estudios financiados por la OEA, que se han publicado en 
Uruguay, sobre todo el tema de la inseguridad generada y promovida por las drogas. 


El Capítulo ll del proyecto contiene una serie de artículos (9 al 16) que se refieren a 
medidas relacionadas con la atención de salud y disposiciones de rehabilitación o 
tratamiento a través del SNIN; medidas educativas y de campañas de información pública; 
prohibiciones de publicidad y venta a menores e incapaces; prohibición de publicidad así 
como de fumar en espacios cerrados; y algunas medidas para limitar y controlar el 
consumo a los conductores. Aunque todas esas medidas son compartidas, entendemos 
que no existe necesidad de legislación al respecto y advertimos que -entre otras causas- 
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estamos en una situación actual tan crítica por no haberse implementado oportunamente 
programas de educación y prevención pública sobre los efectos de las diversas 
sustancias. 


Insistimos en que hubiera sido importante alcanzar grandes consensos en materia 
de una política que pudiera abordar integralmente esta problemática, en el entendido de 
que afecta seriamente a toda nuestra sociedad. Los pilares sobre los que debería estar 
basado ese consenso deberían ser la Reducción de la Oferta y la Reducción de la 
Demanda, con el desarrollo de planes serios en materia de Educación, Prevención y 
Rehabilitación que nos permitieran atender a esta compleja realidad. 


Por todo lo expuesto y lo que agregaremos en Sala, es que aconsejamos rechazar 
tanto el proyecto remitido por el Poder ca así como el proyecto sustitutivo aprobado 
por la Comisión. 


Sala de la Comisión, 4 de julio de 2013, 


GERARDO AMARILLA 
MIEMBRO INFORMANTE 
VERÓNICA ALONSO 

PABLO ITURRALDE VIÑAS 
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PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo Único.- Recházase el proyecto de ley por el que el Estado controla y regula 
la importación, producción, adquisición, almacenamiento, comercialización y distribución 
de la marihuana y sus derivados. 


Sala de la Comisión, 4 de julio de 2013. 


GERARDO AMARILLA 
MIEMBRO INFORMANTE 
VERÓNICA ALONSO 
PABLO ITURRALDE VIÑAS 


77-C.S. 
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COMISIÓN ESPECIAL DE DROGAS Y ADICCIONES, 
CON FINES LEGISLATIVOS 


INFORME EN MINORÍA 


Señores Representantes: 


La Comisión Especial de Drogas y Adicciones con Fines 
Legislativos, en minoría, ha votado en forma negativa el proyecto de ley por el que el 
Estado controla y regula la importación, producción, adquisición, almacenamiento, 
comercialización y distribución de marihuana y sus derivados. 


Del análisis del referido proyecto, y de los anteriores y luego de 
haber escuchado las intervenciones de los actores implicados en el tema que se discute, 
quienes comparecieron a la Comisión de adiciones, surge nuestra opinión contraria a la 
aprobación de este proyecto. 


En abril del año 2010 fue creada la "Comisión Especial Sobre 
Adicciones, Consecuencias e Impacto en la Sociedad uruguaya” para darle tratamiento a 
un tema instalado en nuestra sociedad y del cual la acción legislativa no puede estar 
ausente. Dicha Comisión tenía por objeto "proponer acciones concretas a desarrollar en 
la materia de adicciones" 


Fueron presentados en ese lapso tres proyectos de ley de varios 
legisladores sobre el tema. 


En ese contexto, en el año 2011 en el informe en minoría del 
Partido Colorado se planteaba lo siguiente: 


"Concebimos al individuo de una forma integral y en continua relación con sus 
condiciones socio-laborales, y es en este marco donde definimos el problema de las 
drogodependencias tomo un fenómeno multicausal que interfiere y distorsiona las 
condiciones necesarias para el mantenimiento y desarrollo de la salud". 


Planteamos que para la reducción del consumo de drogas es necesaria la 
construcción de un "triángulo virtuoso” (equilátero) de políticas públicas cuyos pilares 
(vértices o lados) sean de igual fortaleza institucional: 

1) Reducción de la oferta (represión del tráfico de drogas ilegales), 

2) Prevención del consumo de drogas legales e ¡legales (educación masiva), y 


3) Asistencia al consumidor de drogas legales e ilegales (rehabilitación y 
seguimiento). 


Realizamos las siguientes recomendaciones para la articulación de una política 
eficaz de reducción del consumo de drogas: 
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1. Desarrollar políticas de prevención y rehabilitación de carácter masivo, 
manteniendo la normativa vigente respecto a qué sustancias son ilegales. 


2. Diseñar e implementar un plan multisectorial de prevención y disuasión del 
consumo de drogas ¡legales y/o de drogas legales pero cuyo consumo tiende a ser 
problemático para el consumidor y para su entorno. 


3. Implementar campañas masivas de reducción del consumo de alcohol, desde las 
principales agencias estatales responsables (Junta Nacional de Drogas, Ministerio de 
Salud Pública, Ministerio de Desarrollo Social, Ministerio de Educación y Cultura, 
Administración Naclonal de Educación Pública) mediante la denuncia de los efectos 
nocivos que ello genera sobre la juventud, provocando muertes por accidentes de tránsito 
o siendo un factor clave en el desenlace de hechos de violencia doméstica. 


4. Mejorar las políticas de control del expendio de alcohol a menores que lleva 
adelante el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU), restringiendo el acceso 
de los menores al alcohol y a otras sustancias adictivas, en tanto resulten facilitadoras del 
inicio al consumo de drogas ilegales. 


5. Creación de programas sociales dirigidos a niños, adolescentes y jóvenes que les 
permitan acceder a elementos educativos de transferencia de conocimientos y de 
vivencias ejemplarizantes y así construir un "proyecto de vida", es decir una serie de 
escalones sucesivos de superación personal en todos los ámbitos. 


6. Creación y establecimiento en todo el país, por parte de ASSE, de Centros de 
Rehabilitación departamentales basados en las estrategias e intervenciones que hayan 
probado ser las más efectivas, atendiendo las especificidades de las poblaciones objetivo. 
Estos Centros deben incluir la problemática del consumo excesivo de alcohol. 


7. Creación y establecimiento, por parte de ASSE, de Centros Regionales de 
Comunidad Cerrada para adictos con trastornos graves de conducta. 


8. Acordar con las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva (IMACs) la asistencia 
y rehabilitación de sus socios con problemas de adicción, en especial en los casos de 
pasta base y alcoholismo. 


9. Crear un Plan Nacional de Deportes y Actividad Fisica destinado a niños y 
adolescentes, a través de la colaboración de la ANEP y la Comisión Nacional de 
Educación Fisica, para promover en todo el país los hábitos de vida saludable que alejen 
a la juventud del consumo de drogas. 


10. Establecer políticas de prevención, asistencia y rehabilitación destinada a la 
población carcelaria con problemas de adicción. No puede entrar droga al sistema 
carcelario pero tampoco se puede abandonar a su suerte al adicto. 


11, Articular en forma coordinada las acciones públicas por parte del Estado con las 
llevadas a cabo por parte de las organizaciones de la sociedad civil, buscando una 
positiva sinergia socio-estatal, 


12. Crear el "Observatorio Nacional de Adicciones” de conformación público-privada, 
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destinado al seguimiento riguroso y científico de toda la problemática involucrada en el 
consumo de drogas legales e ilegales. 


13, Jerarquizar la labor de la Junta Nacional de Drogas como institución 
coordinadora y articuladora de políticas públicas nacionales que implementen en sus 
especificidades las distintas agencias estatales involucradas en las tareas de prevención y 
rehabilitación. 


14. Fortalecer las políticas de descentralización de las actividades de prevención por 
parte de la Junta Nacional de Drogas, jerarquizando las Juntas de Droga departamentales 
e incorporando a los actores de la sociedad civil local. ' 


15. Capacitar y fortalecer institucionalmente a las organizaciones de voluntariado 
destinadas a las tareas de prevención (difusión de las consecuencias negativas de 
carácter individual y social), por ejemplo formando comisiones de padres, estudiantes y 
docentes. en los centros de enseñanza. Tarea que debería promover la Junta Nacional de 
Drogas. 


16. Legislar dándole a los Jueces, con consentimiento de los padres, la potestad de 
ordenar la internación de niños y/o adolescentes en centros de rehabilitación cuando 
como consecuencia de su adicción a las drogas o al alcohol se encuentren en peligro de 
vida o amenacen la de su entorno social. 


De este informe concluimos que el problema de las adicciones no ha encontrado un 
respuesta eficaz de parte del Estado y de sus políticas públicas; y ello se manifiesta en 
que la sociedad organizada cada vez se compromete más en la búsqueda de dar 
respuestas a la gravedad del tema, pero condicionada por severas limitaciones de indole 
económico e institucional. 


Por iniciativa de la Diputada Martha Montaner se presentó, en el mes de junio de 
2012, un proyecto de ley para la creación de un "Programa Nacional de Prevención del 
Consumo de Drogas", apuntando a que las políticas públicas de Estado deban tener 
como objetivo estratégico la reducción del consumo de drogas a través de fortalecer las 
políticas que eviten el consumo, en especial mediante la prevención y el rol fundamental 
que le cabe en ello a la educación. 


En ese primer año y medio de reuniones y discusiones se fue cambiando el eje 
central de dicha comisión, de reducir el daño sobre el efecto de la pasta base al 
autocultivo como solución para reducir los daños. 


Luego de presentados los informes por parte de todos los Integrantes de la Comisión 
comienza un período de baja, retomándose el tema en la Comisión en junio de 2012. 


Esta fecha coincide con el paquete de las 15 medidas que presenta el Gobierno del 
Frente Amplio el 20 de junio de 2012 contra la inseguridad, que fueron las siguientes: 


1) Reparación a las víctimas de delito a través de un fondo de indemnización; 


2) Agravamiento de penas por corrupción policial y tráfico de pasta base; 
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3) Modificaciones al Código de la Niñez y la Adolescencia, referente a menores 
infractores; 


4) Eliminación de la tipificación de conductas entendidas como "faltas" y 
mantenimiento de las que tienen incidencia en la inseguridad ciudadana; 


5) Atención a personas afectadas por consumo problemático de drogas. En 
particular, pasta base y cocaína; 


6) Creación de dispositivos judiciales especializados en comercio ilícito de drogas en 
pequeña escala; 


7) Legalización y control de la venta de marihuana, así como producción del 
Estado de esta droga; 


8) El horario de protección al menor también incluirá a los informativos y programas 
periodísticos; 


9) Promoción del diálogo con los medios de comunicación para autorregular 
información sobre seguridad y violencia; 


10) Instalación de un laboratorio especializado para análisis de drogas y mejora en la 
eficacia policial; 


11) Fortalecimiento de sistema de mediación en algunas zonas en liceos y barrios de 
Montevideo; 


12) Capacitación e instalación de Jóvenes Mediadores ante eventuales problemas 
internos en escuelas; 


13) Nuevas plazas públicas que buscan la convivencia, a través de infraestructura 
deportiva y espacio para actividades culturales y recreativas; 


14) Sistema de información especializado de denuncias de violencia doméstica; 
15) Mejora en la educación y el control del tránsito en todas las ciudades del pais. 


Luego de ello aparece el proyecto del Estado PRODUCTOR, que consta de un solo 
artículo y con una extensa exposición de motivos. Debatiéndose entre los meses de julio 
y setiembre de ese año. Durante esos debates el Partido Colorado dejo constancia de su 
posición contraria al proyecto, estableciendo que era malo y que presentaba infinidad de 
dudas. 


Además debemos recordar algunas de las apreciaciones del ex Presidente Tabaré 
Vázquez sobre la legalización de la venta de marihuana, las cuales obviamente 
compartimos. El ex mandatario aseguró oportunamente que la droga es "tanto o más" 
dañina que el tabaco y recordó que los países que la legalizaron están volviendo sobre 
sus pasos”. 


A partir de la discusión del mes de setiembre, el proyecto "pasó" a la discusión de la 
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Bancada del Frente Amplio, que se dedicó a transformar el documento de ahí hasta el 
martes 2 de junio de 2013 en que recibimos el último proyecto, con plazo perentorio de 
estudio de 48 horas para votarlo. 


Durante el tratamiento del tema, en la Comisión de Adicciones, hemos recibido a 
representantes de diferentes instituciones médicas, expertos en el tema 
drogodependencia, entre otros, con diferentes opiniones y visiones al respecto de un tema 
tan complejo. 


Una gran mayoría de quienes concurrieron a este cuerpo legislativo han dejado 
sobre la mesa varias interrogantes vinculadas no solo a la salud sino además a las 
normas que deben aplicarse de aquí en más. 


Las inquietudes han sido de tal magnitud que llevaron, incluso, a representantes del 
área de la salud a desarrollar exhaustivos estudios sobre el tema que hoy abordamos. 


En tal sentido, debemos recordar la exposición realizada por profesionales del 
Sindicato Médico del Uruguay quienes muñidos de los resultados de sus trabajos 
concurrieron a la Comisión respectiva de Diputados. 


Dicha delegación estuvo conformada por las doctoras Julia Galzerano, Rosario Sica 
y los doctores Eduardo Bianco y Luis Bibbó. 


La doctora Julia Galzerano informó que: "el Comité Ejecutivo del Sindicato convocó 
a profesionales de la salud, representantes institucionales, vinculados a la problemática 
del consumo de drogas para conformar un grupo en el año 2012. El objetivo fue generar 
un espacio para democratizar información, generar conocimiento y propiciar el debate. 
Además, promover una cultura diferente al tema de regulación del cannabis. El propósito 
que se buscó fue aportar información a los profesionales de la salud, a los políticos y a la 
población en general, a los efectos de contribuir al debate que existía en la comunidad y 
cumpliendo el Sindicato uno de los fines pertinentes, como es velar por la salud de la 
población". 


"El trabajo de discusión del tema, recopilación de información, se plasmó en un 
artículo escrito que publicamos en la revista Ser Médico, en diciembre de 2012, que llega 
a nueve mil quinientos médicos y, además, está publicado en el sitio web del Sindicato 
Médico del Uruguay. Nos pareció que esto era importante porque no todos los médicos 
teníamos información, y estaba bien que lo viéramos desde su casa madre”. 


"La Sociedad de Psiquiatria del Uruguay y la Sociedad de Psiquiatria del Niño y del 
Adolescente estuvieron con ustedes la semana pasada en este mismo ámbito. Ellos 
también participaron de nuestra Comisión, y sabemos que les han transmitido las 
conclusiones. De todas maneras, queremos remarcar algunos puntos que nos parecen 
fundamentales y, luego, aportar sobre el proyecto de ley que ustedes nos hicieron llegar 
oportunamente para esta reunión”, 


"El Comité Ejecutivo del Sindicato está preocupado, igual que otros actores de la 
sociedad, por el incremento del consumo de alcohol y de drogas ilegales en la población, 
en especial en los más jóvenes. Las estrategias que se han usado en la prevención del 
consumo de esta sustancia no han tenido los efectos esperados. Además, notamos el 
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desdibujamiento de los objetivos de salud pública, que deberían ser los centrales en 
cualquier estrategia de política de drogas para colocar el énfasis en eliminar las 
consecuencias de las estrategias de prohibición de la venta ilegal de cannabis y de 
quitarle el negocio al narcotráfico. La otra preocupación que tenemos es la ineficacia de 
las estrategias de prevención y tratamiento de los consumidores de drogas”. 


"El debate se está desarrollando, pero desde la entrada del proyecto hasta ahora se 
está cambiando la forma de realizarlo. Por lo que hemos visto, ustedes están llamando a 
muchísimos actores que tienen que ver con el tema. Por otro lado, la Junta Nacional de 
Drogas está haciendo jornadas en Montevideo y en distintos puntos del interior del país, lo 
que nos parece muy importante”. 


"También nos preocupa la disminución de la percepción de riesgo vinculada al 
consumo del cannabis. Consideramos que el mensaje de la regulación del mercado del 
cannabis en sí mismo incidirá positivamente en el problema del consumo y tráfico de 
drogas”. 


"La función médica es trabajar en prevención, diagnóstico, tratamiento y 
rehabilitación, contribuyendo a la salud de las poblaciones y de los individuos. De ahí que 
es parte de la función del Sindicato Médico del Uruguay colaborar con la gestión de 
políticas públicas en salud". 


"La problemática del consumo de drogas es un asunto de salud pública y, por lo 
tanto, el diseño de las políticas para su control y tratamiento debe priorizar dicho enfoque, 
aunque reconocemos que el abordaje efectivo de este tema requiere acciones que van 
más allá del sector salud y del sector político e involucran a la sociedad en su totalidad", 


"El cannabis es la droga ilegal más consumida y sobre la que existe la menor 
percepción de riesgo. A nuestro juicio, las políticas de prevención deben trabajar tanto 
sobre factores de riesgo como sobre los de protección. No hay una evidencia científica 
que determine que con una mayor accesibilidad a la marihuana se reduzca el 
consumo de pasta base, de na : s. Sabemos que se usa, pero a 
nosotros nos importa la evidencia científica". 


"Todo consumo problemático implica daño a la salud. A su vez, el consumo 
continuado de marihuana puede llevar al abuso y a la dependencia". 


"(...) Aveces, cuando no hay marihuana, empiezan a consumir otras drogas; los que 
fuman, sobre todo, buscan cosas fumables". 


"No quiere decir que el que empieza con marihuana vaya a pasar a pasta base; ese 
era un concepto antiguo y sabemos que no es asi. A lo que nos referimos es que en 
algunos lugares se ha usado la marihuana como tratamiento para las adicciones a la 
pasta base”. 


"El inicio precoz del consumo de cannabis aumenta ol riesgo de consumo 
problemático y puede dar alteraciones tanto en la esfera cognitiva como en la 
psicológica y social. No hay suficientes ensayos clínicos que demuestren que los 
beneficios medicinales del cannabis sean mayores que sus riesgos, pero tampoco 
podemos descalificarla como medicina en caso de que otras indicaciones terapéuticas 
hayan fracasado. Hacemos la salvedad de que acá no hay formulaciones terapéuticas de 
marihuana como en otros países, en los que el uso medicinal es a través de 
comprimidos". 
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"La coexistencia de los trastornos psiquiátricos y la patología dual, influye en la 
presentación en la permanencia en el tratamiento y en la evolución de los pacientes 
consumidores de sustancias, incluido el cannabis. Desarrollar una política racional y a su 
vez efectiva sobre el cannabis, es un desafío; desde la perspectiva de la salud pública, 
esta debe ser tal que permita alcanzar los beneficios de minimizar el daño causado por el 
consumo de drogas legales e ¡legales al tiempo de reducir los costos sociales de las 
políticas prohibicionistas”. 


"Si bien se hace mención a la prevención, nos parece que debería dársele mayor 
énfasis... Insistimos en que debería enfatizarse la prevención del inicio del consumo y el 
retardo de la edad de inicio -sería prevención primaria-, promover y ayudar a abandonar el 
consumo, de los que quieren -sería prevención secundaria- y tratamiento y rehabilitación 
del consumo problemático -prevención terciaria-, que es en lo que la gente más se enfoca. 
Nosotros creemos que se debe ver la prevención en todos sus aspectos". 


"Quisiéramos saber cuál es la concentración máxima de tetrahidrocannabinol, 
de marihuana que se va a permitir. Preguntamos esto porque los efectos sobre la 
salud son diferentes de acuerdo a la cantidad. En algunos lugares se considera que 
más de quince es tóxico". 


"Queda claro que en los clubes de membresía la cantidad de marihuana es anual. 
Parecería que estas cosas no son tan importantes, pero consideramos que es bueno 
trasladársetas". 


"Se establecen 480 gramos para consumo familiar, pero no queda claro si es anual o 
mensual". A la consulta, el Presidente de la Comisión respondió que dicho consumo es 
en forma anual. 


Otro de los puntos consultados por Galzerano tuvo que ver con “cómo quedan los 
menores de 18 años en estas circunstancias”. 


"En la clínica nosotros vemos que el consumo empieza antes de esa edad; 
entonces, entendemos que es una población vulnerable. Por eso planteamos como 
prevención retardar la edad de inicio. Esto no lo vemos reflejado en el proyecto de ley. 
Nosotros no entendemos de leyes, y quizás no se pone porque se establece para 
mayores de 18 años. ¿Cómo piensan los legisladores que puede ayudarse a que quienes 
quieran consumir lo hagan con responsabilidad? ¿Qué va a pasar con esos menores que 
irán a buscar la marihuana a un lugar ilícito?” 


Por su parte la doctora Galzerano dijo que: "En la práctica de la clinica constatamos 
que cada vez más adolescentes empiezan a consumir antes. Estamos hablando de 12 o 
13 años. Cuando hablamos de consumo, no siempre se trata de consumo problemático, 
porque hay distintos tipos de consumo. Es decir que no todos los adolescentes que 
consumen tienen problemas, aunque sí empiezan antes. 


¿Cuál es la solución que damos nosotros para los adolescentes? No lo sé. Sin duda 
una parte de la solución debe pasar por responsabilizar a los padres. La adicción es un 
fenómeno multifactorial, 


Actualmente, las políticas de prevención tienen que ver con la información y no han 
dado mucho resultado, Creo que las políticas de prevención tienen que cambiar porque en 
general el adolescente no cree en la información que viene de otro lado. También 
tenemos que cambiar lo que tiene que ver con la familia. Por eso hay que apoyar las 
politicas que protegen y ver cuáles son las que no lo hacen. 


Por lo tanto, en prevención hay que hacer cosas más concretas. Las charlas son 
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para los profesionales y las personas adultas; en el caso de los adolescentes hay que 
pensar con otra cabeza". 


A todo esto el Dr. Bibbó dijo que "hay un aspecto que es médico que tiene que ver 
con que cuando el consumo se inicia en forma precoz, es más nocivo" a lo cual agregó 
que "el desarrollo neuropsiquico termina a los 25 años y cuando hablamos de leyes 
pensamos en los 18 años, pero tenemos que pensar que luego, en los adultos 
consumidores, legales, esto también tendrá incidencia". 


"Se sabe que el inicio precoz de consumo aumenta el riesgo de consumo 
problemático e incide en el rendimiento escolar. - Está absolutamente probada la 
incidencia del consumo en los aspectos cognitivos y afectivos", remarcó Dr. Bibbó, al 
tiempo que enfatizó que "el tema del consumo en menores no puede estar ausente en la 
ley y que no existe la solución "pero, evidentemente, hay que hincarle el diente a ese 
punto", sentenció. 


La integrante de la Cátedra de Oncología de la Universidad de la República, 
doctora, Lucía Delgado, por su parte sostuvo oportunamente con claridad que "no hay 
estudios de cannabis inhalado - fumar marihuana- y de cómo eso puede controlar el dolor 
en los pacientes con cáncer”. 


No es un punto menos importante lo señalado por la Dra. Lucía Delgado debido a 
que muchas veces se ha hecho acento en la importancia de esta droga para el 
tratamiento de pacientes oncológicos 


"Con respecto a fumar cigarrillos de marihuana -al cannabis inhalado- los 
resultados son controvertidos”. 


"Hay estudios positivos y otros negativos por lo cual, de ninguna manera 
podríamos indicar a un paciente que sustituya el tratamiento estándar con 
antiométicos con la inhalación de cannabis”, sostuvo Delgado en comisión. 


Independientemente de los aspectos políticos que podríamos realizar con respecto 
al asunto en cuestión, debemos continuar consignando algunos puntos que no dejan de 
preocuparnos a nosotros pero, más importante aún, a la comunidad médica desde donde 
se sostiene que "lo que más inquieta cuando consideramos la posibilidad de utilizar el 
cannabis con una finalidad médico-terapéutica es qué riesgos asociados tiene". 


De acuerdo a los especialistas en este tema, "no se ha demostrado que el 
tetrahidrocannabinol, que es el principal responsable de los efectos psico-activos y 
fisiológicos, sea carcinogénico", de todas formas, debemos prestar atención en otra 
observación, "el problema no se centra en el cannabis y, en particular en el THC, el 
tetrahidrocannabinol: cuando hablamos de riesgo de cáncer hay que diferenciar entre el 
cannabis, sus componentes con uso médico y el fumar cigarrillos de marihuana. 


Según se expresa la combustión del cigarrillo de marihuana produce 
carcinógenos, algunos de ellos, a veces en niveles superiores a los de la 
combustión del tabaco. 


Entonces, fumar cigarrillos de marihuana podria tener un riesgo. Parece una 
paradoja: los canmabinoides pueden tener efectos antitumorales, pero está demostrado en 
estudios preclínicos in vitro, y en animales, que la combustión de un cigarrillo de 
marihuana produce sustancias carcinogénicas. En consecuencia, podría aumentar el 
riesgo de ciertos cánceres. 
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La profesional también indicó la existencia de estudios confirmatorios sobre la 
incidencia del fumar marihuana en casos de cáncer de pulmón, próstata, gliomas 
(cánceres primarios del sistema nervioso central), vejiga y testículos en fumadores que lo 
hacian una o más veces por mes. 


De acuerdo a las informaciones que hemos recibido, los estudios epidemiológicos 
realizados de casos y controles muestran resultados controvertidos; por ejemplo, en 
cáncer de pulmón hay tres estudios positivos y tres negativos; en cáncer de cabeza y 
cuello hay siete negativos y tres positivos. 


Existen otros aspectos que debemos observar con atención y en el cual algunas 
instituciones médicas también coinciden; el tema del control del consumo. 


"No podemos consumir alcohol, pero sí fumar cigarrillos de marihuana y 
conducir por la rambla a toda velocidad" sostienen médicos consultados en el 
Parlamento. 


Otro de los aspectos que debemos considerar en el momento de discutir sobre el 
consumo de marihuana es el planteado en la Comisión de Adicciones por los 
representantes de las Cátedras de Derecho Administrativo y de Derecho Constitucional de 
la Universidad de Montevideo se han referido al registro del cultivo que presenta muchas 
irregularidades, muchos actores, temas relacionados con el derecho internacional que 
podría nuestro Estado incurrir en ilegalidades ya que se suscribieron algunos tratados de 
fiscalización internacional en el control de drogas. El problema que puede plantearse al 
aprobar un proyecto de esta naturaleza es que podría incurrirsse en alguna 
responsabilidad. 


Entendemos que los argumentos del Gobierno se han ido diluyendo. En primera 
instancia se habló de luchar contra consumo de pasta base y la reducción de riesgos, 
posteriormente luchar contra la inseguridad y "sacar mercado al narcotráfico” y, por último 
bregar por "la libertad al consumidor" en el entendido que se trata de seres libres. 


Existen diferentes ONG que se dedican a la Prevención y Tratamiento de la Adicción 
por ejemplo la ONG SER LIBRES , para ellos la adicción es una enfermedad, no una 
deficiencia moral, y debe ser tratada como tal. La problemática asociada al consumo de 
drogas es multicausal y con-secuencial. Entienden que la principal consécuencia 
relacionada al consumo de drogas es el consumo problemático y/o adictivo, asimismo, 
también mencionan otras problemáticas asociadas que deben ser concebidas e 
intervenidas como por ejemplo: el narcotráfico, la legislación y los controles, la prevención, 
las garantías para los consumidores no problemáticos, etc, 
El consumo problemático y/o adictivo de drogas legales como ¡legales afecta notoriamente 
al individuo, la familia y la sociedad en su conjunto, y es causante de un elevado 
porcentaje de las siguientes consecuencias: Delincuencia, Marginación, Mendicidad, 
Accidentes de tránsito, domésticos y laborales, Bajo rendimiento, ausentismo y deserción 
estudiantil, deportiva y laboral, Prostitución, Vandalismo, violencia callejera y familiar, 
Población carcelaria, Abandono de niños, Enfermedades fisicas y psiquiátricas, Conflictos 
familiares y divorcios, Muerte prematuras y suicidios, etc., afectando los indices sociales y 
económicos, asi como los diferentes organismos e instituciones ligados a estas 
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problemáticas como MSP, MEC, Min Interior, MIDES, BSE, INAU, Instituciones deportivas 
y Culturales, Sindicatos de trabajadores, mutualistas, etc, 


Por tal motivo la visión de la ONG sobre la problemática los impulsa a priorizar la 
intervención en reducir el consumo problemático, o sea, intervenir desde la demanda con 
el objetivo de desalentar, desnaturalizar, desanimar y desmotivar el consumo de 
sustancias adictivas. 


La fundación Manantiales acaba de publicar un estudio, refuerza la idea de que los 
cerebros en formación son más vulnerables a distintos tipos de droga como el cannabis o 
el alcohol. Los fumadores de marihuana en la adolescencia llegaron a perder hasta ocho 
puntos de cociente intelectual. 


Es un trabajo de investigación realizado por un grupo internacional de científicos 
liderado por Madeline Meier, de la Universidad de Duke, llegando a la conclusión de que 
el uso persistente de marihuana durante la adolescencia daña de forma duradera la 
inteligencia, la memoria y la capacidad de atención. 


En concreto, el estudio, que se acaba de publicar en la revista PNAS, descubrió que 
las personas que comenzaron a fumar cannabis antes de los 18 años llegaron a perder, 
en el caso de los consumidores más empedernidos, hasta ocho puntos de cociente 
intelectual cuando se compararon los resultados de sus tests de inteligencia a los 13 y a 
los 38 años de edad. Además, los autores del artículo señalan que abandonar el consumo 
no sirvió para revertir la pérdida por completo. No obstante, consideran que se necesitan 
más estudios para determinar si esta pérdida de capacidades relacionadas con el 
cannabis son o no reversibles. 


Los únicos que apoyan la iniciativa de regulación de la marihuana en el Uruguay, es 
la representada por la doctora Raquel Peyraube, denominada "Regulación Responsable". 


Entendemos que este tipo de Leyes aumentará los consumidores y no disminuirá el 
número de éstos, partiendo de la premisa que, al decir de la Sociedad de Psiquiatria la 
edad de comienzo del consumo de esta droga oscila entre los 11 y 12 años. 


Por todo lo expuesto resumimos. 


El Partido Colorado no apoya el presente proyecto por razones de forma y de fondo, 
a saber: / 


1. No se puede legislar sobre tablas. Y menos en un tema tan importante como este. 


2. El efecto resultante será inverso al buscado ya que tiende a aumentar la cantidad 
de consumidores y no disminuirá el número de éstos. 


3. De los más de 40 profesionales de diversas áreas que pasaron por la Comisión, 
sólo una doctora que representa a una ONG comparte el texto propuesto por el 
oficialismo. 


4. Consideramos que la marihuana es "tanto o más” dañina que el tabaco y los 
paises que la legalizaron están volviendo sobre sus pasos (en palabras del Dr. Tabaré 
Vázquez). 


5. No hay una evidencia científica que determine que con una mayor accesibilidad a 
la marihuana se reduzca el consumo de pasta base, de cocaína u otras drogas. 
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6. No hay estudios científicos sobre el canabbis inhalado -fumar marihuana- y de 
cómo eso puede controlar el dolor en los pacientes con cáncer, u otras afecciones. 


7. De aprobarse este proyecto, viviriamos en el surrealismo de: 


- No consumir alcohol, pero sí fumar cigarrillos de marihuana y conducir por la 
rambla a toda velocidad. 


- Realizar control antidoping a los deportistas, excluyendo a la marihuana. 


- Necesitar receta médica para comprar en la farmacia un antigripal tipo Sinutab pero 
plantar sin control marihuana. 


- Al delincuente drogado con pasta base u otras sería pasible de sanción, el mismo 
delincuente si opta por la marihuana estaría exento. Pues los efectos de la droga serían 
"socialmente" aceptados. 


- No se podrá fumar tabaco, y por eso nos enfrentamos a las tabacaleras en juicios 
internacionales, pero sí fumar marihuana. 


8. No se presentan estrategias, ni planes, sólo intenciones y creación de organismos 
(y cargos de confianza) sin presupuesto. 


9. No ofrecen soluciones para el tema del narcotráfico. 


10. Se atiende a un muy reducido grupo de la sociedad que entiende la marihuana 
como algo exótico de los años 60, y controlable. Y se desconoce a la mayoría de la 
población que vive en otro tiempo, con otras ideas, y otras perspectivas. 


En suma, es un proyecto a medio camino de todo, por lo que lo rechazamos con 
contundencia y recomendamos no aprobarlo. 


Sala de la Comisión, 4 de julio de 2013. 


RICHARD SANDER 
MIEMBRO INFORMANTE 
MARTHA MONTANER 
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PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo Único. - Recházase el proyecto de ley por el que el Estado controla y regula 
la importación, producción, adquisición, almacenamiento, comercialización y distribución 


de la marihuana y sus derivados. 


Sala de la Comisión, 4 de julio de 2013. 


RICHARD SANDER 
MIEMBRO INFORMANTE 
MARTHA MONTANER 
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COMISIÓN ESPECIAL DE DROGAS Y ADICCIONES, 
CON FINES LEGISLATIVOS 


INFORME EN MINORÍA 


Señores Representantes: 


La Comisión Especial de Drogas y Adicciones con Fines 
Legislativos, en minoría, ha rechazado el proyecto de ley por el que el Estado controla y 
regula la importación, producción, adquisición, almacenamiento, comercialización y 
distribución de marihuana y sus derivados. 


El presente proyecto surge luego de un largo proceso de debate 
que se inicia a nivel parlamentario hacia mediados de 2010 cuando el pleno de la Cámara 
decide la creación de la "Comisión Especial sobre adicciones, consecuencias e impacto 
en la sociedad uruguaya”. 


A aquella Comisión, creada para elaborar un informe al plenario 
de la Cámara, se le había otorgado, inicialmente, un plazo de 6 meses, que luego fue 
necesario prolongar, por lo cual, durante más de un año, se trabajó intensamente, 
recibiendo delegaciones, discutiendo y elaborando las conclusiones contenidas en los tres 
informes finales de la Comisión, dado que a la postre, no fue posible llegar a un único 
documento de consenso y en consecuencia, tuvimos en aquella oportunidad tres 
informes: un informe en mayoría, que acompañamos con nuestra firma y con nuestro voto, 
y dos informes en minoría. 


Lo que sí fue consensual en aquel entonces, fue la idea de que 
el trabajo no debía interrumpirse y, consecuentemente, esta Cámara acordó la creación 
de una nueva comisión denominada "Comisión Especial de Drogas y Adicciones con fines 
legislativos” que es la que debatió y aprobó este proyecto que hoy se pone a 
consideración de la Cámara. 


Paralelamente a esta labor, se presentaron dos proyectos de ley 
relacionados. El primero de ellos con la firma del diputado del Partido Nacional Sr. Luis 
Lacalle, y el otro presentado por varios diputados de los otros tres partidos con 
representación parlamentaria (Sr. Sebastián Sabini, Sr. Fernando Amado, Sr. Daniel 
Radio, entre otros). Estos proyectos tienen diferencias sustantivas en su contenido, pero 
ambos apuntan en el sentido de la legalización del auto cultivo del cannabis. 


Hace aproximadamente un año, el 19 de junio de 2012, en 
oportunidad de un mensaje a la ciudadanía con motivo del Natalicio del Prócer Don José 
Artigas, el Sr. Presidente de la República, José Mujica Cordano, nos convocaba a 
reflexionar sobre el valor de la vida y la convivencia pacífica y declaraba que esta 
exhortación no estaría acompañada de determinaciones concretas: "no queremos 
anunciar ningún tipo de medidas (para no) escabullimos de la responsabilidad que cada 
uno de nosotros tiene". 


Veinticuatro horas más tarde, el Poder Ejecutivo realizaba el 
anuncio público de su "Estrategia por la vida y la convivencia", consistente en un paquete 
de medidas de combate a la violencia y que, supuestamente, lograrían mejorar la 
situación de la (in)seguridad ciudadana, dentro de las cuales se incluía en uno de sus 
literales, la legalización controlada y regulada de la marihuana. 


10 de diciembre de 2013 CÁMARA DE SENADORES 91-C.S. 


Consecuentemente, con fecha 22 de agosto de 2012, el Poder Ejecutivo remite a 
esta Cámara un proyecto de ley acompañado de una larga exposición de motivos, de 12 
páginas de extensión, que casi constituye un serio tratado académico sobre el tema. En 
cambio, en lo relacionado con el texto del proyecto de ley en sí, en cuanto a la parte 
dispositiva, el Artículo Unico del mismo, más se parece a una sugerencia de renuncia a 
las competencias propias de este poder del Estado, el Poder Legislativo, que a una 
propuesta ordenada de disposiciones procurando modificar la normativa en lo que refiere 
al tema de marras. 


En todo caso, y habiendo dejado constancia de lo inconveniente de este punto de 
partida, parece justo reconocer el trabajo serio y responsable que, desde entonces, 
realizaron los legisladores oficialistas (en particular aquellos que integran esta Comisión), 
dejando de lado aquel proyecto original impertinente y que pretendía avasallar las 
competencias de este poder del Estado, y construyendo uno que, efectivamente, más allá 
de la conclusión a la que abordamos luego de un balance de las ventajas y los 
inconvenientes planteados, es justo reconocer, que se trata de un esfuerzo serio para 
comenzar a transitar un camino que nos saque de la situación actual, insostenible. 


Y este reconocimiento tiene que ver no solamente con los contenidos del proyecto, 
sino también con el proceso de elaboración, procurando la divulgación de los contenidos 
del mismo en la medida en que se fueron modificando. Es de justicia destacar, en este 
sentido, el importante papel desempeñado por la Junta Nacional de Drogas, en particular 
en la persona de su Secretario General, el Soc. Julio Calzada. 


Claro que estos reconocimientos, van dirigidos a este proyecto y a su proceso de 
elaboración, y no al proyecto original. Se trata de dos proyectos sustancialmente distintos. 


No hay malabarismo posible que nos convenza, que el proyecto de ley remitido por 
el Poder Ejecutivo, de Artículo Unico, es el mismo que hoy tenemos a consideración, o 
sea se transformó, por arte de magia, en un nuevo proyecto de ley de cuarenta y cuatro 
artículos. No hay malabarismo posible que nos convenza que aquel proyecto de ley 
original, que proponía disposiciones "sin perjuicio de lo dispuesto por el Decreto-Ley 
N? 14.294 de 31 de octubre de 1974”, es el mismo que hoy está a consideración de este 
plenario, o sea se transformó en otro que, a texto expreso, sustituye los Artículos Nos. 3, 
30 y 31 del referido Decreto-Ley. Y menos aun cuando, el Artículo Único del proyecto 
original, puesto a consideración de la Comisión Especial de Drogas y Adicciones con fines 
legislativos, obtuvo cero voto para su aprobación, y se pasó entonces a considerar el 
actual proyecto, vestido como Artículo Sustitutivo, y Artículos Aditivos, en un desagradable 
artificio técnico político. 


Y esto, paradójicamente, enaltece aun más el esfuerzo de la bancada de 
legisladores oficialistas por construir una alternativa valiosa, ante aquella improvisación 
improcedente del Ejecutivo, que salía a la luz en medio de un desgraciado episodio de 
agudización de la inseguridad ciudadana, para nada relacionado con el tema que nos 
ocupa, y que se había visto condimentada por declaraciones públicas desopilantes de 
algunos representantes del Poder Ejecutivo, que notoriamente entorpecieron los 
esfuerzos de la bancada de diputados del partido de gobierno. 


Es así como nos parece importante dejar claro que, sin lugar a dudas, algunas de las 
premisas fundamentales que inspiran este proyecto son absolutamente comparnlibles. 


Uno de los presupuestos básicos para introducirse en la discusión de este tema, es 
el de que, el límite entre las sustancias prohibidas y aquellas permitidas por la normativa 
vigente, no guarda ninguna relación con el hecho de que se trate de sustancias inocuas, 
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saludables o más o menos perjudiciales para la salud. De hecho existe multiplicidad de 
sustancias, de alimentos, y hasta de conductas no saludables, que evidentemente, no se 
encuentran proscriptas. 


De ahí que, en torno a un debate que analiza la conveniencia o no de posibilitar el 
acceso regulado por el Estado, a la marihuana, el foco central del análisis, no debería 
estar puesto, en las consecuencias más o menos perjudiciales del consumo, sobre la 
salud de las personas, dado que este nunca es un elemento definitorio ni determinante de 
la legalidad o ilegalidad de las conductas o de las actitudes humanas. 


La primera constatación que rompe los ojos por la fuerza de su evidencia es que, el 
paradigma prohibicionista en relación con las drogas, ha demostrado ser inadecuado para 
el manejo respetuoso de una problemática que involucra los derechos de las personas y, 
por si fuera poco, ha demostrado ser ineficaz para la resolución de esos problemas. Y 
particularmente lo ha sido, su expresión más radical: la estrategia mundial desarrollada 
bajo el lema de "la guerra contra las drogas”. 


Es común escuchar reclamos, que pretenden atribuir este rotundo y absoluto fracaso 
de la guerra contra las drogas a una insuficiente represión del tráfico, y hasta algunas 
veces, de ser posible, la represión de los consumidores (aunque en este último caso, la 
reivindicación se disfraza de actitud compasiva y procura una encarcelación más benigna, 
bajo la eufemística denominación de internación compulsiva). 


De lo que no toman nota estos reclamos, es que esta guerra contra las drogas, que 
se ha transformado en una batalla campal en contra del narcotráfico, hace rato que está 
perdida en nuestro país, con todas las enormes carencias que ha demostrado el aparato 
del Estado, para garantizar niveles mínimos de seguridad ciudadana. Pero está perdida 
también en México, donde ha derivado en una lucha por el control territorial con decenas 
de miles de personas asesinadas. Y está perdida en Colombia, pese al amplio apoyo de 
los Estados Unidos de América para el combate de organizaciones criminales que, lejos 
de estar derrotadas, han logrado inclusive poner en cuestión la gobernabilidad del 
territorio colombiano. Y podríamos seguir citando ejemplos. 


Ahora bien, se ha transformado en un lugar común hablar del "problema de las 
drogas”, como si todos supiéramos de lo que estamos hablando, y como si 
necesariamente se tratara en cualquier caso de un problema, descartando a priori la 
posibilidad de consumos no problemáticos. Y como si no hubiera la posibilidad, en 
realidad, de más de un problema, varios problemas, que no necesariamente son fruto de 
las drogas o de su consumo, sino, en algunos casos, evidentemente, se trata de 
consecuencias colaterales atribuibles a la prohibición. 


Efectivamente la "cuestión" del consumo de sustancias psicoactivas, puede traer 
aparejada varios problemas, diversos en función de las distintas situaciones, de los 
distintos estatus jurídicos de las sustancias y que, en general, tienen un mayor impacto en 
la opinión pública, cuando se trata de drogas de acceso ilegal, dado que, a los aspectos 
relacionados con los perjuicios a la salud de los usuarios, vinculados al uso problemático 
de las sustancias, se agregan problemas de seguridad pública derivados de la 
participación de organizaciones ¡legales -eventualmente organizaciones criminales- que 
se vienen encargando de la distribución y de la comercialización de las mismas. 


Y un primer reflejo, ante una realidad compleja, ha sido pretender que sea el sistema 
penal el que se haga cargo de responder a esta problemática. Una tendencia casi reactiva 
a criminalizar: criminalizar a las sustancias, invisibilizar a los consumidores y evitar que las 
sustancias y los consumidores se pongan en contacto. Y hacerlo aun a costa de groseras 
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incongruencias normativas, que por ejemplo, en nuestro país reconocen el derecho al 
consumo, pero imposibilitan el acceso a la sustancia. Lo cual cierra el círculo: si está 
consumiendo, es seguro que de alguna manera, no lícita, se procuró la sustancia. Ergo: 
es un delincuente, 


Evidentemente, esta perspectiva no ha logrado resolver los problemas en absoluto. 
En todo caso, durante algún tiempo ha brindado la confortable posibilidad de pretender 
creer que hay alguien, algún otro, responsable de hacerlo. 


Sin embargo, ante el más mínimo planteo de la posibilidad de modificar la normativa 
vigente, en el sentido de corregir las actuales incongruencias y posibilitar, alguna manera 
no ilegal de acceso a las sustancias, inmediatamente se agitan como fantasmas, los 
enormes problemas de salud y de seguridad pública asociados a la actual situación. 
Como si estos problemas, en realidad, van a ser consecuencia de la nueva situación que 
emergería, y como si no estuvieran presentes en grado sumo en el momento actual. 


Resulta evidente que el mercado clandestino de sustancias ¡legales funciona en 
nuestro país de manera muy fluida y con niveles de eficiencia, que en lo que respecta a la 
posibilidad de acceder a la sustancia, podríamos decir que son próximos a la excelencia. 
Hoy en nuestro país, cualquier persona que quiera consumir drogas de acceso 
ilegalizado, consume. La red de distribución de drogas de acceso ¡legalizado se encuentra 
ampliamente extendida, y está absolutamente por fuera del control del Estado, más allá 
de que se hayan incrementado los recursos para combatirla, 


Las importantes sumas de dinero que los uruguayos destinan a los efectos de 
procurarse las sustancias ¡legalizadas (de las cuales la marihuana constituye más del 
80%) va a parar, por la vía del perverso sistema actual, a manos de las organizaciones 
criminales que controlan el negocio. Y paralelamente se han establecido circuitos 
informales que rápidamente tienen la capacidad de dar cuenta de aquellos objetos que 
habiendo sido robados para financiar el consumo, son receptados y vueltos a 
comercializar en los mismos entornos, lo cual concluye un circulo vicioso que hace 
cómplice a la comunidad, de toda esta actividad delictiva. 


El actual sistema determina que la plata de los uruguayos, que consumen drogas de 
acceso ilegalizado, y aun de aquellos que no consumen, está financiando a las 
organizaciones criminales responsables de muchos de nuestros males comunitarios, y a 
los que, sin embargo, con el sistema actualmente vigente, inexorablemente le 
aseguramos un mercado valioso, de varias decenas de millones de dólares, del que 
hacen usufructo sin tener ningún tipo de requerimiento ni de contrapartida. Y sin ningún 
tipo de restricciones. 


Son los narcotraficantes quienes se encargan de regular el mercado. Son ellos 
quienes determinan cuánta marihuana ingresa a nuestro país, de qué calidad, con qué se 
le adultera, y cuál es su precio. Sin control de calidad. Pero además, sin ningún tipo de 
escrúpulos. 


Son estas "bocas de venta" las que, más tarde o más temprano, terminan logrando 
que, a través de lo que se ha dado en llamar "el efecto góndola", los consumidores 
terminen accediendo a sustancias con mucho mayor poder adictivo y aun mucho más 
perjudiciales para la salud. Con lo que conseguimos hacer realidad una profecía que 
acaba por cumplirse a si misma: al menos algunas personas, comienzan consumiendo 
marihuana y acaban consumiendo otras drogas "más duras". Al no separar los mercados, 
terminamos por hacer realidad la teoría de la escalada creciente, contra toda la opinión 
científica. 
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En este contexto, y más allá de los diagnósticos, surgen algunos objetivos loables 
que el proyecto se propone. 


La situación actual obliga a la existencia de una interface de contacto permanente 
entre los consumidores y las organizaciones ¡legales del narcotráfico. No solo porque 
estas constituyen una forma por demás eficiente de aprovisionamiento de las sustancias, 
sino porque ante la imposibilidad de acopio para el consumo diferido, que también se 
encuentra penalizado, la vinculación comercial deberá ser repetida toda vez que se decida 
consumir. Lo cual, sin lugar a dudas, contribuye a incrementar los actuales problemas de 
seguridad pública en general y el riesgo para las personas consumidoras, en particular. 


Si a esto le agregamos los riesgos sanitarios de un consumo no controlado de una 
sustancia no controlada, en un ambiente inescrupuloso, donde también se comercializan 
las drogas más nocivas y con mayor poder adictivo, se acaba por configurar un panorama 
sumamente desalentador y en el que es menester hacer cambios. 


Sin embargo, y a pesar de estas consideraciones, ante la dimensión y la importancia 
cualitativa de las modificaciones propuestas en el presente proyecto de ley es preciso 
señalar que existen aspectos del mismo, no compartibles, y algunos otros asuntos que el 
mismo proyecto o bien no termina de dilucidar de manera satisfactoria, o bien, 
directamente mo aborda. Así como también existen otros obstáculos aque están 
relacionados con los compromisos que como país hemos asumido ante la comunidad 
internacional. , 


En primer lugar debemos señalar que es cuestionable la creación de un instituto ad 
hoc, el instituto de Regulación y Control del Cannabis (IRCCA), encargado, entre otras 
tareas, del control, la fiscalización, el asesoramiento, y los aspectos administrativos 
vinculados a la producción, distribución y comercialización del cannabis. 


Se trata de una nueva y compleja estructura administrativa, integrada a su vez por 
múltiples Órganos colegiados: Junta Directiva, Dirección Ejecutiva, Consejo Nacional 
Honorario, que requerirá, como parte constitutiva de su caudal de recursos, ce un aporte 
anual del Estado con cargo a Rentas Generales y a quien -simultáneamente- se exonera 
del pago de todo tipo de tributos (excepto las contribuciones de seguridad social) 


En lo que respecta a la Junta Directiva, esta se compone de sendos representantes 
de los Ministerios de Ganaderia Agricultura y Pesca, Desarrollo Social y Salud Pública, asi 
como de la Secretaría Nacional de Drogas. La redacción dada al Artículo 21, dispone que 
estos representantes así como sus suplentes, sean "designados" por estas secretarías. 
No se trata, por lo tanto de cargos "elegibles". No obstante, el Artículo 22 prevé la 
posibilidad de "reelección" por un solo periodo consecutivo. Y sin embargo, en ningún 
lugar del proyecto se establece cual será el órgano "elector" en caso de que se propiciase 
esta "reelección". 


Asimismo es cuestionable la forma jurídica elegida para el referido instituto. El 
Artículo 17 establece que se trata de una persona jurídica de derecho público no estatal, 
En el entendido de que es intención de que sea el Estado -de acuerdo a lo previsto en ei 
Artículo 1” del proyecto de ley- quien asuma la responsabilidad por las funciones 
cometidas al instituto de marras, ¿por qué ha de elegirse para éste, una forma jurídica que 
escapa a las mormas de funcionamiento y de control propias de las instituciones 
estatales? 


Y afirmamos que es cuestionable, porque en ningún momento se hacen expresas las 
motivaciones de esta determinación. ¿Se trata acaso de una confesión de imposibilidad o 
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inconveniencia para el cumplimiento de determinadas funciones por parte de la estructura 
estatal? ¿O son inconveniencias atribuibles a la normativa que regula el funcionamiento 
del aparato del Estado? ¿Pueden hacerse extensivas estas imposibilidades o 
inconveniencias a muchas más tareas de las que el Estado es responsable? 


Por otra parte, resulta llamativo que, tratándose de una persona de derecho público 
no estatal, el único lugar reservado para la participación de la sociedad civil sea el 
Consejo Nacional Honorario, con cometido único de asesoramiento. La elección de esta 
forma jurídica, haría suponer que lo no estatal, es decir lo societario, es parte interesada y 
activa, y consecuentemente tendría un lugar en la toma de decisiones. 


Por otra parte, el Artículo 28 del proyecto de ley a consideración, establece entre 
otras atribuciones del IRCCA, la de crear un Registro de Usuarios de Cannabis 
psicoactivo. Definitivamente consideramos inconveniente esta atribución aunque se 
establezcan algunos reaseguros para el mantenimiento del anonimato y de la privacidad. 


Si tal como establece el Artículo 10 de la Constitución de la República "las acciones 
privadas de las personas, que de ningún modo atacan el orden público ni perjudican a un 
tercero, están exentas de la autoridad de los magistrados" la creación del registro 
representará claramente un retroceso, visto desde una perspectiva de derechos. Máxime 
cuando el propio Presidente de la República ha afirmado públicamente que "si te estás 
pasando, te controlo, marche al hospital". La determinación propuesta, nos hace ingresar 
en un camino, que para ser consecuentes, implicará hacer extensivo el registro de los 
consumidores de todas aquellas otras drogas de acceso legal y regulado por el Estado. 
Una determinación, que no entendemos pertinente. 


El artículo 11 por su parte, prohibe toda forma de publicidad de los productos de 
cannabis psicoactivo, y propone un exhaustivo detalle de los diversos medios de 
publicidad o de promoción que no podrán ser utilizados para vehiculizar esta propaganda. 
Notoriamente este artículo es incongruente. Si las personas son libres para consumir, 
también deberían serlo para poder manifestar públicamente su consumo y expresar 
asimismo su eventual satisfacción con el mismo, por cualquier medio y sin restricciones, lo 
cual podría, en una concepción amplia, entenderse como una forma de intentar estimuiar 
o de promover el consumo. 


¿Qué suerte correrá, de resultar aprobado este proyecto de ley, la marcha de la 
marihuana, que diversas organizaciones de la sociedad civil promueven año a año? Sus 
organizadores la promueven a través de diversos medios, y todos estos medios son 
candidatos a ser proscriptos en el artículo referido. Y los participantes de este evento, 
ostentan, en muchos casos, carteles, folletos o estandartes, que este proyecto también 
proscribe. ¿Se va a prohibir, a partir de la eventual aprobación de este proyecto de ley, la 
realización de esta actividad? ¿O simplemente las prohibiciones serán efectivas si se 
tratare de organizaciones comerciales, de preferencia trasnacionales con mala prensa en 
los ámbitos sanitarios? 


Existen asimismo aspectos importantes, de la problemática implicada en el proyecto, 
y que el articulado no aborda. 


Si de acuerdo a lo propuesto, nuestro país inaugurará una nueva etapa en la cual se 
procederá a la comercialización del cannabis psicoactivo, parece conveniente expedirse 
respecto al tratamiento tributario que ameritará la incorporación de este producto al 
mercado regulado por el Estado. 


La política por la que ha transcurrido nuestro país en relación a las drogas de 
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comercialización autorizada, ha sido la de una fuerte y creciente carga tributaria. Sin 
embargo, en este caso, esto podría representar un obstáculo para la consecución de una 
de las finalidades más importantes de estas modificaciones: el combate al mercado negro. 


Se trata, según las estimaciones, de un mercado de varias decenas de millones de 
dólares, por lo cual, parece improbable que quienes hoy mantienen un oligopolio de 
comercialización clandestina, estén dispuestos a resignarse y a retirarse del mismo, sin 
siquiera intentar competir, libres de ataduras legales o de cualquier tipo de lealtad para 
con la comunidad, por un mercado tan apetecible. 


Pero por otra parte, la conducta opuesta, una carga tributaria excesivamente baja o 
nula, podría representar, o al menos podría leerse como, un estímulo para propiciar el 
consumo de la sustancia. 


En cualquier caso este proyecto de ley, lejos de definirse por alguna de estas 
alternativas, directamente evita pronunciarse específicamente al respecto, y ni siquiera 
anticipa los lineamientos generales que caracterizarán a las políticas en este sentido. 


Pero un punto que sin lugar a dudas es definitorio, es el que refiere a los 
compromisos internacionales, también asumidos por nuestro país, referidos a esta 
temática. 


El sistema internacional para el control de drogas, es regulado por las Convenciones 
de la Organización de las Naciones Unidas (ONU): Convención Única de Estupefacientes 
(1961), Convención sobre Sustancias Psicotrópicas (1971) y, finalmente, la Convención 
de Viena contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas (1988). 


Nuestro país es signatario de las mismas y no puede haber dudas en cuanto a que 
las Convenciones son de naturaleza prohibitiva y que, obviamente, es preciso que los 
Estados interpreten e implementen de buena fe los tratados de la ONU, asumiendo como 
propios los objetivos y los propósitos de las convenciones internacionales de las cuales 
son signatarios. 


Una lógica de actuación que desprecie lo jurídico, poniendo por encima los intereses 
políticos circunstanciales, es claramente cortoplacista, y probablemente acarree en el 
largo plazo perjuicios de una magnitud netamente superior a los supuestos beneficios 
políticos conseguidos al maniobrar sin una inequívoca lealtad con los acuerdos. La 
fortaleza de los pequeños países, como el nuestro, en el concierto de las naciones, 
obviamente necesita de la vigencia de un ordenamiento jurídico internacional vigoroso. 


¿Existe margen, dentro del sistema y de acuerdo con la redacción de las 
convenciones internacionales vigentes, para una interpretación y una implementación 
nacional más flexible, que brinde cierto espacio para modificaciones orientadas en el 
sentido propuesto? 


¿Existe margen para comenzar a procurar revisiones conjuntas de estos convenios 
que, de alguna manera, impliquen una retracción de las orientaciones actuales? 


¿Se han incrementado estos "márgenes de maniobra" en los últimos meses a partir 
de las determinaciones de otras naciones o estados? 


Definitivamente sí. Pero para aprovechar estos espacios, se precisa previamente 
construir los imprescindibles consensos politicos y sociales a nivel nacional. Y todo parece 
indicar que éstos no existen. Que si bien se ha iniciado un saludable debate al respecto, 
que comienza a arrojar luz sobre esta temática y a sacar la cuestión del consumo de 
sustancias del secreto, un secreto a voces, al que lo hubimos confinado, existen signos, 
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reacciones y respuestas más o menos estructuradas en un discurso que aun es 
hegemónico, y que notoriamente resiste la implementación de transformaciones que no 
transiten por un camino de gradualidad en este sentido, Todo lo cual convierte a las 
dificultades referidas en un problema de oportunidad. 


El advenimiento de una nueva etapa, donde el Estado pretenderá asumir la 
regulación y el control del mercado de cannabis en nuestro país, casi seguramente traerá 
aparejado múltiples problemas y dificultades, cuya emergencia, requerirá para proveer 
respuestas consistentes y efectivas, de respaldos y de lealtades mutuas entre los distintos 
actores comprometidos. Y esta perspectiva, sin lugar a dudas, demanda períodos previos 
de diálogo, de construcción de acuerdos, y de progresiva maduración de una perspectiva 
de cambio, lo que hace, a todas luces, recomendable una estrategia que atraviese por 
periodos diferenciados de transformación gradual de la situación actual, que 
notoriamente, no-es lo que el proyecto de ley que tenemos a consideración establece. 


En este sentido, debemos recordar una vez más, que está para la consideración de 
esta Comisión Especial de Drogas y Adicciones con fines Legislativos, un proyecto de ley, 
serio y bien fundado que propone avanzar en el sentido de la legalización del autocultivo 
de la marihuana, y que bien podría inscribirse en una estrategia gradual y de largo plazo, 
alternativa a las modificaciones propuestas en este proyecto. 

Es en función de estas consideraciones, que esta Comisión Asesora, recomienda la 
votación negativa en general del presente proyecto. 


Sala de la Comisión, 4 de julio 2013. 


DANIEL RADÍO 
MIEMBRO INFORMANTE 
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PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo Único.- Recházase el proyecto de ley por el que el Estado controla y regula 
la importación, producción, adquisición, almacenamiento, comercialización y distribución 
de la marihuana y sus derivados. 


Sala de la Comisión, 4 de julio de 2013. 


DANIEL RADÍO 
MIEMBRO INFORMANTE 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS - 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 

MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTE 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE 
MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Señor Presidente de la Asamblea General 


Presente Montevideo, 8 de agosto de 2012 


El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Ministros, tiene el honor de remitir a 
ese Cuerpo el presente Proyecto de Ley a los efectos de establecer un marco normativo 
que permita regular el mercado del cannabis. a efectos de contribuir a reducir los riesgos 
y daños potenciales en los que incurren aquellas personas que usan marihuana con fines 
recreativos o medicinales, los que por tener que abastecerse en el mercado ilegal, se ven 
necesariamente denigrados e involucrados en actividades delictivas y en prácticas con 
alto nesgo, exponiéndose as!, además, a entrar en contacto con el consumo de drogas 
toxicológicamente más riesgosas, como es el caso de la pasta base de cocaina entre 
otras. 


1.- Los usos de drogas y sus regulaciones en la historia de la humanidad. 


Existen pruebas que se remontan a miles de años atrás que demuestran el cultivo 
y uso de diversos tipos de drogas por parte de los seres humanos ya por aquéllos 
entonces. Y cuando los europeos llegaron a nuestro Continente encontraron drogas (entre 
ellas el tabaco) que eran consumidas por los habitantes de América también desde 
tiempos inmemoriales. 


Tan antiguo como el uso, ha sido el intento de las sociedades humanas por 
controlarlo y fiscalizario. 


Durante milenios, las distintas sociedades controlaron y regularon el uso de drogas 
por la vía de la cultura y los mecanismos informales de control social, desempeñando las 
religiones un papel central en ello. 


Por otra parte, la modalidad de contro: global por parte de la ley penal y la política 
criminal, es relativamente nueva, remontándose sus orígenes recién a la segunda década 
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del siglo XX cuando se comienzan a establecer las bases de lo que, 40 años después, en 
el año 1961, será la Convención Unica de Estupefacientes. 


Esta Convención y las politicas que de ella derivan, fueron como todo producto de 
la cultura humana, resultado de su tiempo con sus potencialidades y sus debilidades y 
deben ser -al dia de hoy- críticamente revisadas, modificadas y mejoradas. 


Durante décadas fue impensable que en el marco de los organismos 
internacionales se cuestionara la Convención; mucho menos que se pensara en 
modificarla o mejorarla. No obstante, en diferentes Estados Nacionales y regiones, en 
particular América Latina, se han dado en las últimas dos décadas diferentes pasos 
tendientes a flexibilizar los enfoques de políticas sobre drogas basados en este 
instrumento legal que deja poco margen para otros abordajes y que ha mostrado ser un 
instrumento ineficiente, ineficaz y contradictorio para el logro de los objetivos que se 
propone. 


2.- La guerra fracasada contra las drogas. 


Hace un año, en junio de 2011, la Comisión Global de Política de Drogas 


(wwew.globalcomisslondrugs.org) entregaba un muy importante Informe en- cuya 
Introducción se dice: 


*La guerra mundial a las drogas ha fracasado. Cuando la Convención Única de 
Estupefacientes de Naciones Unidas nació hace 50 años, y cuando el Presidente Nixon 
lanzara la guerra a las drogas del gobierno norteamericano hace 40 años, los políticos 
creían que las acciones severas para el cumplimiento de la ley contra los que estaban 
involucrados en la producción de drogas, su distribución y su uso, conducirían a una 
constante disminución del mercado de drogas controladas como la heroína, la cocaína, el 
cannabis, y al eventual logro de un “mundo sin drogas”. 


En la práctica, la escala global de los mercados de drogas ¡legales -ampliamente 
controlados por el crimen organizado- ha crecido de modo espectacular en este periodo. 
Mientras que no están disponibles estimaciones exactas del consumo global en el período 
completo de 50 años, un análisis solamente de los últimos 10 años muestra un extenso y 
creciente mercado. 


Estimaciones de Naciones Unidas indican que el consumo anual de opiáceos entre 
1998 y 2008 aumentó 34,5% (de 12,9 a 17,35 millones de consumidores); 27% el de 
cocaina (de 13,4 a 17 millones) y 8,5% el de cannabis (de 147,4 a 160 millones). 


A pesar de la creciente evidencia en cuanto a que las actuales políticas no están 
alcanzando sus objetivos, la mayoría de los organismos políticos a nivel nacional e 
internacional han tendido a evitar un examen o debate abierto en cuanto a alternativas. 
Esta falta de liderazgo en políticas de drogas ha motivado el establecimiento de nuestra 
Comisión, y nos orienta en nuestra visión que este es el tiempo correcto para una revisión 
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sería, exhaustiva y de gran alcance de las estrategias para responder al fenómeno de las 
drogas. El punto de partida para esta revisión es el reconocimiento que el problema 
mundial de las drogas es un conjunto de desafíos sanitarios y sociales interrelacionados a 
ser administrados, antes que Una guerra a ser ganada. 


Los miembros de la Comisión han acordado en cuatro principios fundamentales 
que debieran guiar las estrategias y las políticas de drogas nacionales e internacionales, y 
han hecho once recomendaciones para la acción."(Los Miembros de la Comisión Global 
para Política de Drogas son: Ex Presidentes y Primeros Ministros: Fernando Henrique 
Cardoso (Brasil), César Gavira (Colombia), Ernesto Zedillo (México), Ruth Dreifuss 
(Suiza), George Papandreou (Grecia). Ex funcionarios intemacionales: Kofi Annan, ex 
secretario general de la ONU (Ghana), Javier Solana, ex encargado de exteriores de la 
UE (España), Louise Arbour, ex Alta Comisionada de DD.HH. de la ONU (Canadá). Asma 
Jahagandir ex Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre Ejecuciones 
Extrajudiciales, Sumarias o Arbitrarias (Pakistán), Michel Kazatchkine director ejecutivo 
del Fondo Mundial de Lucha contra el Sida, la Tuberculosis y la Malaria (Francia). 
Intelectuales: Mario Vargas Llosa (Perú), Carlos Fuentes (México). Ex funcionarios 
gubernamentales: Paul Volcker, ex presidente de la Reserva Federal (EEUU), George 
Shultz, ex secretario de Estado (EEUU), Marion Caspers-Merk, ex Secretaria de Estado 
en el Ministerio Federal de Salud (Alemania), Thorfvald Stoltenberg, ex Ministro de 
Asuntos Exteriores y Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
(Noruega). Empresarios: John Whitehead, banquero y funcionario, presidente de la 
fundación Worid Trade Center Memorial (EEUU), María Cattaui, miembro del Consejo 
Petroplus Holdings, ex Secretaría General de la Cámara de Comercio Internacional 
(Suiza), Richard Branson, Grupo Virgin, y cofundador de The Elders (Reino Unido)). 


Debe quedar muy claro que Uruguay se ha destacado intermacionalmente en su 
lucha contra el consumo de drogas legales e ilegales. Para el caso del tabaco, el 
Gobierno anterior definió una drástica política aceptada por la población y continuada por 
este Gobierno. Debido a ello nuestro país enfrenta en estos momentos juicios 
internacionales multimillonarios por parte de la poderosa empresa tabacalera Phillips 
Morris. Sin embargo no abatiremos nuestras posiciones al respecto. Importa señalar que 
no abandonaremos nuestras políticas de combate a las drogas por esas tan previsibles 
consecuencias. El Poder Ejecutivo seguirá trabajando con todos los medios posibles a su 
alcance para disminuir y de ser posible erradicar el consumo de drogas legales e ¡legales 
como lo hacemos y haremos en el combate contra toda práctica perjudicial para la salud. 


Es en ese marco ineludible, que comenzamos por comprobar y afirmar que, 
lamentablemente, estamos ante el fracaso estrepitoso de una estrategia internacional 
(que hemos acompañado regional y nacionalmente) diseñada hace relativamente poco 
tiempo exclusivamente contra drogas declaradas ilegales que ni son todas ni son las que 
más daño producen. Que se ha fracasado en esta “Guerra” a las drogas queda 
evidenciado en cuatro dramáticos aspectos: 
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Uno: que a pesar de ella, y luego de medio siglo de dura aplicación, el consumo se 
ha expandido y con él sus pésimas consecuencias. Ha crecido en lugares donde ya se 
consumía pero además invade lugares donde antes no se consumía. 


Por la otra parte, las incautaciones logradas mediante tanto despliegue y tanto 
gasto son Irrisorias en todo el mundo al compararlas con el tamaño de los diversos 
mercados. Pero no estamos, forzosamente, ante la ineficacia de los aparatos represivos 
dedicados a tal menester sino ante una dificil realidad que explicaremos más adelante. 


Dos: la humanidad ha despilfarrado colosales sumas de dinero y otros recursos de 
vasta gama, incluidos los humanos y los de la ciencia, en el camino equivocado de una 
guerra equivocada. Y lo peor. han sido países pobres lo que han dilapidado en ello 
recursos que no tienen, dejando de aplicari”s en actividades que no pueden esperar, Por 
ejemplo: las necesidades básicas de sus pueblos y hasta el combate a la verdadera 
delincuencia. 


Pero, además de la ya citada, hemos pagado el error con durisimas 
consecuencias sociales. Entre ellas la inundación de las cárceles (una gran internación 
compulsiva en masa) y el desborde de los sistemas judiciales como así también la doble 
moral y la perversión que acompañan forzosamente a todo comercio ilícito. El consumidor 
es denigrado obligatoriamente al quedar sometido a ese tipo de comercio si quiere 
acceder a lo que desea: esto, la doble moral y la anomia, no le sale ni le saldrá gratis a 
ninguna sociedad porque también abre puertas hacia otras calamidades. 


Tres: al ponerse la punteria sobre la Oferta se ha casi abandonado la acción sobre 
la Demanda. Muy pocos, por no decir poquísimos recursos, han sido destinados a 
combatir el consumo mediante acciones de todo tipo directamente vinculadas a la 
prevención, la información y la persuasión, a la reparación de los daños y a la atención en 
general de los usuarios; a las campañas de propaganda; y a la investigación. 


La comparación de lo que se ha gastado y gasta en represión con lo que se 
debería gastar en este otro frente, es una de las manifestaciones más crudas del fracaso. 


Y Cuatro, la peor consecuencia de todas: ha dado origen, como previenen los 
manuales elementales de economía, a una suculenta “reserva de mercado”, monopolio de 
hecho y derecho para las actividades criminales. Un mercado obligado a pagar por las 
drogas precios siderales dejando en manos de cada vez más poderosas mafias, la 
+ ri y la acumulación, sin impuesto alguno, que dichos precios generan. Estamos 


también, ante una clara competencia 
desical y subsidiada, incluso de empresas de fachada para el lavado, contra las empresas 
que cumplen con la Ley. 


Cada eslabón de esa larga “cadena productiva” "disfruta" de tales beneficios que, 
acumulados, hacen prácticamente imposible e ilusorio pretender derrotar a los traficantes 
con los siempre escasos recursos de los Estados, 
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Algunos consideran que este “negocio” es el de segunda magnitud mundial 
después del petróleo. Sea como sea, todas las cuentas lo muestran como inmenso. 


La colosal masa monetaria de un tráfico que los consumidores finales pagan al 
contado, tiene forzosamente consecuencias financieras planetarias. 


Son conocidas desde hace mucho (desde las Guerras Imperiales del Opio 

y desde mucho antes) las íntimas conexiones del narcotráfico con el sistema financiero, la 
venta ilegal de armas, y el tráfico de oro y diamantes indispensable para el lavado de 
tanto dinero. Tanta concentración de poder tiene muy facilitado su camino hacia la 
corrupción en cualquier nivel y actividad de la sociedad. Es asunto comprobado, conocido 
y, ahora mismo, lo seguimos sufriendo. La prensa de todo el mundo y en todas sus 
formas, lo detalla: políticos, periodistas, jueces, fiscales, militares, policias... Hasta lograr 
imponer Presidentes en campañas electorales, 


En muchos lugares y momentos, el Estado queda sustituido o anulado; la 
sociedad desestabilizada y a merced de bandas criminales, y la democracia destruida. No 
se trata de amenazas: lo podemos observar. Salir de ello o intentar impedirlo cuando llega 
a cierto grado, cuesta mares de sangre y sufrimiento. 


En suma: el “remedio” ha resultado ser mucho peor que la "enfermedad". 


3.- Las políticas de Drogas en Uruguay en la segunda década del siglo XXI. 


Uruguay por su parte, ha definido a partir de la Junta Nacional de Drogas (JND) 
una estrategia para el Periodo 2011 — 2015 (y sus Bases Programáticas) que entre otros 
aspectos plantea: 


+ Basarse en la perspectiva de que la temática de las drogas es un problema social 
complejo, multidimensional y multicausal, fuertemente anclado en los factores políticos y 
Culturales de la sociedad. Exige una presencia activa dei Estado en sus obligaciones 
fundamentales y una participación activa y protagónica de la sociedad, desplegando un 
fuerte compromiso en todas las áreas de la administración e incorporando el conjunto de 
organizaciones de la sociedad civil y el sector privado. 


+ Asumir su responsabilidad en la construcción de las políticas públicas de drogas y en 
proteger las garantías inherentes a los derechos individuales y colectivos.La Estrategia 
Nacional se define desde una visión de la complejidad del fenómeno drogas en la 
continuidad y complementación de acciones desde diversas áreas de intervención, bajo el 
concepto de responsabilidad compartida y cogestión de los riesgos entre el Estado y el 
conjunto de la sociedad. Tiene entre sus objetivos la construcción de políticas públicas 
que promuevan y aseguren desde los controles inherentes a las obligaciones del Estado 
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hasta los que surgen de la comunidad organizada o se realicen con la participación activa 
de la sociedad. 


Asume la política en drogas como un contínuo, desde un enfoque plástico y 
singular, que va desde la promoción de hábitos y valores saludables, prevención, 
reducción de daños, tratamiento y rehabilitación, hasta la reinserción social, control de la 
oferta de drogas y prevención y control del lavado de activos. 


+ La complejidad social del fenómeno de consumo y tráfico ilícito de drogas requiere su 
incorporación a las políticas de desarrollo. El enfoque de inclusión e integración social 
forma parte de una estrategia que tiene el objetivo de generar un desarrollo humano 
sustentable, justo y equitativo reduciendo las vulnerabilidades y los daños con políticas a 
nivel local que incluyan el amparo y la promoción de recursos sociales de reinserción 
laboral, educativa, recreativa y cultural. 


+ Privilegiar como piedras angulares las acciones en el ámbito local a través de la 
descentralización y municipalización de la política de drogas, con un compromiso 
compartido con los gobiernos y actores municipales y comunitarios; la prevención en el 
ámbito laboral con una acción permanente y concertada de empresarios y trabajadores 
tanto a nivel público como privado; un enfoque socio sanitario desde la Atención Primaria 
en Salud, y la sistematización e institucionalización en el ámbito del sistema educativo 
incorporando la información y prevención del tema drogas desde una perspectiva de 
formación en promoción de habilidades para la vida. 


+ La descentralización es un proceso inherente al enfoque de cogestión de politicas sobre 
el problema de las drogas. Hace al papel protagónico de Intendencias, Alcaldías, Juntas 
Departamentales de Drogas y entidades de la sociedad civil. Responde a una concepción 
medular que pretende desplegar los saberes y la capacidad de la comunidad organizada, 
sus organizaciones sociales, vecinales y no gubernamentales, junto a los organismos 
nacionales y municipales. 


» Se promoverá un abordaje socio sanitario desde una óptica de salud pública en su más 
amplia acepción. Incluye el derecho a la salud, la educación en salud, la prevención, 
detección precoz, asistencia y tratamiento en el campo de la enfermedad y de la 
reducción de daños. . 


El enfoque de salud. pública constituye un pilar de la Estrategia desde una óptica 
de solidaridad social y una concepción bio-psico-social que va desde la promoción y 
prevención hasta el trabajo comunitario con participación activa de todos los actores 
locales. 


» Impulsar desde el Estado y con todo el tejido social redes de promoción y prevención, 
de proximidad y de atención en salud, tratamiento y reinserción social que coordinen las 
acciones inherentes al consumo problemático de drogas legales e ¡legales con una visión 
participativa e inclusiva. 
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* El enfoque preventivo-educativo debe estar incorporado a los sistemas formales y no 
formales de educación, privilegiando que los docentes, padres y madres, educandos y 
agentes comunitarios incorporen un pensamiento crítico y creativo, racional y emocional, 
enfocado a desarrollar habilidades y valores para la vida. 
Un mundo de incertidumbres donde los desafios frente a los riesgos vinculados al 
consumo problemático de drogas están presentes, exige fortalecer los factores de 
protección. Las propuestas a nivel educativo deben tener la virtud de poder discriminar 
positivamente de acuerdo a las diferentas edades y problemáticas vinculadas al desarrollo 
psico social de los educandos. 


» La Universidad de la Republica juega un rol fundamental incorporando la temática a su 
currícula en las diversas disciplinas y la especialización de grado e investigación tanto a 
nivel de las distintas disciplinas en el campo de la salud, las ciencias sociales, etcétera en 
cuyo marco cobran importancia las políticas de extensión universitaria por el aporte hacia 
la comunidad y las acciones coordinadas que pueden coincidir en la cogestión local de las 
políticas sociales en drogas. 


» La Estrategia Nacional no comparte los enfoques prohibicionistas y la concepciones de 
“guerra a las drogas” extendidas a nivel internacional que han tenido como consecuencia 
causar mas daño, generar mas violencia y corrupción y no han tenido éxito en cuanto a 
las metas que persiguen. Debe primar un criterio de proporcionalidad de las penas con la 
entidad de la ofensa en drogas. Se debe impulsar un enfoque que busque la integración 
de las Convenciones y la legislación de drogas, con los instrumentos internacionales y 
nacionales de Derechos Humanos. Desde esta óptica, entre otras, debe ser debatido el 
marco legal actual 


* El enfoque de derechos y garantías individuales debe conjugarse con un fuerte clivaje en 
los lazos sociales solidarios y el compromiso con los sectores que viven en la exclusión 
social y cultural. El enfoque de salud pública, de convivencia y seguridad ciudadana es un 
desafío de integración social y de reconocimiento del derecho de terceros. La promoción y 
desarrollo social de los sectores más vulnerables supone fortalecer la capacidad de crear 
autonomía, libertad y capacidad para construir ciudadanía con un enfoque de solidaridad 
y de cuidados gestionados entre todos y todas. 


Para el control del tráfico ilícito y el lavado de activos son requisitos esenciales la 
transparencia y eficiencia de las agencias de control, las que deberán estar apoyadas por 
un mando político claro y preciso. El combate al lavado de dinero y la decisión de actuar a 
todos los niveles de la sociedad y de todos los sectores e individuos involucrados, 
constituye uno de los pilares éticos y políticos de la acción, La lucha contra el delito 
organizado es una tarea de un conjunto de actores y agencias que colaboran con dicho 
objetivo, cooperando con el Plan Permanente Integrado de lucha contra el Narcotráfico y 
el lavado de dinero. 
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» Uruguay adhiere al principio de responsabilidad común y compartida desplegado con un 
sentido de equidad, compartiendo, en el marco de una cooperación internacional, los 
compromisos y desafíos; contemplando la diversidad y la complejidad de un fenómeno 
trasnacional, y respetando la soberanía nacional y cultural de cada pueblo, 


El modelo que divide arbitrariamente a los países en productores, de tránsito, y 
consumidores, es obsoleto y sólo ha sido funcional a un esquema discriminatorio y tan 
dañino como ineficiente. Reconocer las diferentes situaciones en el marco de 
evaluaciones multilaterales significa compartir el desafío multidimensional. La 
fiscalización, evaluación e investigación de las diferentes expresiones del fenómeno 
significa compartir cargas y repartir costos. 


Impulsar el reconocimiento de fenómenos regionales de uso problemático de 
drogas y de circuitos diferenciados de tráfico local de gran impacto social (como las 
cocaínas fumables), significa a la vez evaluar los efectos colaterales de políticas de 
fiscalización generalizadas que tlenen el centro de atención en otros lugares 


Las políticas de erradicación de cultivos y de desarrollo alternativo en nuestra 
región deben asumir el carácter integral en el desarrollo económico y social de nuestros 
países, no aceptando las cargas desiguales respecto a las responsabilidades y los costos 
humanos en el tema. 


Encarar con decisión y firmeza las acciones concertadas con apego al derecho 
internacional y a las garantías inherentes al respeto de los derechos individuales y 
colectivos, incluido un enfoque de género, de minorías étnicas y de conservación del 
medio ambiente y la biodiversidad. 


+ Uruguay ha defendido la necesidad de impulsar a nivel de los organismos regionales, 
hemisféricos y mundiales un amplio Debate Político, sobre el paradigma hegemónico en 
materia de políticas de Drogas. 


Este debate debe poner en cuestión las modalidades de control y fiscalización, y 
los principios que sustentan dicho modelo, sustanciados en instrumentos jurídicos 
internacionales: la Convención Unica de Estupefacientes de 1961, y la Convención Contra 
el Tráfico Ilícito de Drogas de 1988. 


+ El debate contemporáneo avanza hacia un cuestionamiento de los principios que han 
sustentado las estrategias de fiscalización de drogas en el mundo, el hemisferio y la 
región. El modelo de tipo prohibicionista, que ha sustentado el peso político, cultural y 
presupuestal totalmente desbalanceado hacia la reducción de la oferta, esta siendo 
cuestionado por su ineficacia e ineficiencia. Este Enfoque ha generado más daños no sólo 
por los efectos colaterales sino por la ausencia total de debida adecuación a los 
instrumentos de derechos humanos consagrados por la comunidad internacional. 


10 de diciembre de 2013 CÁMARA DE SENADORES 107-C.S. 


Deben ponerse en tela de juicio, en debate democrático amplio y profundo, sin 
anatemas ni prejuicios, las modalidades de control y fiscalización y los principios que 
sustentan dicho modelo. Ese debate se impone para que los países puedan generar los 
contrapesos necesarios para un fenómeno que incide peligrosamente desde el punto de 
vista geopolítico. Las modalidades de la delincuencia organizada, los esquemas y flujos 
da lavado de activos, como las posiciones estratégicas que despliegan los países con 
gran capacidad militar, a través del enfoque bélico dominante, generan situaciones de 
subordinación, además de incrementar las amenazas para nuestras poblaciones 
vulnerables. 


Asimismo esta Estrategia aprobada por la JND el 29 de Abril de 2011 establece 
como valores fundamentales los siguientes principios de actuación: 


Derechos humanos. Integración de principios e instrumentos de DDHH con la política de 
drogas. Respeto de derechos y garantías en todos las dimensiones. 


Equidad. Compromiso en el logro de la dignidad y equidad humana, incorporando la 
equidad socioeconómica, de género, generaciones y territorios. 


Democracia. Necesidad de abrir un gran debate, integrando todas las miradas como 
forma democrática de fortalecer la estrategia en drogas. 


Cooperación, responsabilidad común, equitativamente compartida. Defensa del 
multilateralismo como patrimonio del hemisferio y unidad en la diversidad. 


Integralidad, equilibrio y transversalidad: abordaje complejo; interinstitucional; 
cooperación con la sociedad civil; ampliación de las visiones y modalidades de 
intervención. á 


Participación. Gestión compartida de los riesgos significa construcción de las políticas con 
la comunidad desde un Estado presente y responsabilidad social compartida. 


Evidencia científica y buenas prácticas. Políticas de drogas basadas en información y 
conocimiento de base científica y buenas prácticas evaluadas debidamente, 


4.- Antecedentes. 


En los años 70' Holanda inició una experiencia pionera, basada en un enfoque 
pragmático de separación de los mercados de drogas, llamadas en aquellos años “duras” 
(heroína, LSD, cocaína, etcétera) de los de drogas "blandas" (marihuana y hashish). Las 
características fundamentales del sistema holandés fueron establecidas por la Comisión 
Baan y se basan en un enfoque realista y pragmático de política sobre drogas, fundado en 
la necesidad de reducir los riesgos y los daños potenciales en los que incurrían aquellas 
personas que usaban marihuana y, que por tener que abastecerse en el mercado ilegal, 
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frecuentemente asumían prácticas de mayor riesgo médico, psicosocial y legal, 
exponiéndose al consumo de otras drogas. 


A través de este enfoque realista y pragmático, el gobierno holandés estableció 
prioridades claras de política de drogas, basadas en los riesgos diferenciales que tienen 
las distintas sustancias para las personas y la comunidad toda. El cuidado de la vida y la 
convivencia ciudadana, la promoción de la salud individual y pública y el respeto de los 
derechos humanos son los ejes centrales de la estrategia que Holanda viene 
desarrollando desde hace ya más de treinta años. 


Por otra parte, es importante destacar que diversas provincias de Australia 
(Capital, Australia del Sur y Territorio del Norte) han descriminalizado la posesión de 
cannabis para uso personal, así como el autocultivo, instrumentando sistemas con 
sanciones civiles en lugar de infracciones penales. 


En esta misma línea, los clubes sociales de cannabis se han desarrollado en los 
últimos años en varias Provincias del Estado Español. Ellos toman en cuenta diferentes 
modelos de regulación, tanto de la producción, como de la distribución y consumo de 
marihuana. En estas asociaciones civiles, además de producila y distribuirla 
controladamente, se desarrollan actividades de asesoramiento médico y legal a sus 
miembros, además de encuentros informativos y educativos tendientes a mejorar la 
gestión de los riesgos del consumo. 


En otro orden, desde 1998 a la fecha, diecisiete Estados de los EEUU vienen 
desarrollando diversos sistemas de regulación de la producción, venta y consumo de 
marihuana medicinal, bajo prescripción médica. 


A nivel nacional, es fundamental destacar y valorar el trabajo desarrollado por la 
Comisión de Adicciones de la Cámara de Representantes la que, luego de un trabajo 
extenso, riguroso y abarcativo de todas las posturas, concluye con una serie de 
recomendaciones de política pública sobre drogas -y particularmente sobre la marihuana- 
que apuntan integralmente a la necesidad imperiosa de garantizar las condiciones de 
acceso a la marihuana, de forma de reducir los riesgos toxicológicos, psicológicos, 
sociales y legales producidos por la ilegalidad del acceso a esta sustancia 


Las políticas prohibicionistas desarrolladas en el mundo entero a lo largo de los 
últimos cincuenta años han mostrado, no solo ser robadamente ineficaces para reducir los 
riesgos y daños individuales y sociales de los consumos de las distintas sustancias 
psicoactivas, sino además haber agravado exponencialmente los daños, ya sea en el 
campo de lo sanitario, lo social, legal, y económico, generando negocios llegales 
multimillonarios y niveles de violencia sistémica nunca vistos antes. 


Uruguay no ha estado ajeno a las consecuencias de la aplicación de politicas 
internacionales y nacionales basadas en un paradigma prohibicionista, que, lejos de 
disuadir el consumo y mejorar el acceso al sistema sanitario, han generado 
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crecientemente un aumento del tráfico y la violencia, además de un crecimiento de los 
mercados, acompañados de una creciente precocidad en la edad de inicio del 
consumo de varias sustancias. 


Recientemente se tienen indicios de que modalidades criminales como el ajuste de 
cuentas y el sicariato se comienzan a dar en el País, afectando de manera cada vez más 
importante a los sectores sociales más humildes y segregados de la sociedad. 


En nuestro País, la marihuana es desde hace muchos años la sustancia ilegal más 
consumida, teniendo un importante nivel de legitimidad en la sociedad uruguaya. Esta 
sustancia, cuya capacidad para generar dependencia fisica y psicológica es de leve a 
moderada, se diferencia claramente en sus riesgos de otro conjunto de drogas cuyo 
potencial toxicológico y adictivo es mucho mayor. 


Entre ellas encontramos a la pasta base de cocaína, al alcohol, al tabaco y a los 
psicofármacos. Si bien la gran mayoría de los usuarios de marihuana en Uruguay, tienen 
un vinculo ocasional con la sustancia que no reviste mayores problemas para su salud 
física, es importante resaltar que se exponen frecuentemente a los riesgos psicológicos, 
sociales y legales producto de la necesidad de tener que acceder ilegalmente a esta 
droga. : 


Es fundamentalmente la unificación de los mercados ilegales, la que los expone 
innecesariamente al posiblo consumo de otras drogas toxicológicamente más riesgosas, 
así como a situaciones de violencia asociadas a las actividades delictivas propias del 
mercado ilegal. Estos riesgos deben ser minimizados como vía alternativa para promover 
el cuidado de los usuarios y mantener niveles de convivencia ciudadana armónicos. 


- En sintesis, las políticas actuales en nuestro país han mostrado ser ineficaces para 
reducir los daños sanitarios individuales y sociales asociados al consumo de marihuana, 
generando una importante criminalización y exclusión de los usuarios a través de la 
aplicación selectiva de la ley y alejando a los problemáticos del acceso real a la red de 
atención especializada. 


5.- Objetivos centrales de la iniciativa. 


El presente Proyecto de Ley resulta un instrumento idóneo para brindar soluciones 
a los aspectos reseñados, y particularmente para: 


* La separación del mercado de la marihuana del mercado de las otras drogas, de forma 
de que se reduzca significativamente el número de nuevos ingresos de personas al 
mercado de sustancias toxicológicamente mas riesgosas, como ser la pasta base o la 
cocaína. 


» La normalización e inclusión social plena del uso de marihuana, de forma que los 
usuarios no sean estigmatizados ni tratados a partir de la aplicación de la ley penal, sino 
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que se pueda trabajar con ellos, y con la sociedad toda, a partir de programas y 
campañas educativas que apunten a darles información veraz y creíble sobre el tema, 
para que puedan tomar decisiones informadas y responsables, y sepan además calcular 
y gestionar de una forma eficiente los riesgos del uso de esta sustancia. 


+ La profundización (mediante los gravámenes que conllevará la comercialización legal de 
cannabis, entre otros aspectos) del desarrollo y diversificación del sistema nacional de 
atención a las personas con problemas de drogas, de forma de dar respuestas acordes a 
las distintas situaciones de consumo problemático que presenten los usuarios. 


+ Desarrollar un combate frontal al Narcotráfico arrebatándole un negocio que según 
estimaciones primarias se encuentra entre los 30 y 40 millones de dólares anuales y que 
implica una potencial fuente de corrupción y violencia para el conjunto de la sociedad. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su mayor consideración, 


28 
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TO DE LEY 


Artículo.- Sin perjuicio de lo dispuesto por el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 
1974 y sus modificativas, el Estado asumirá el control y la regulación de las actividades de 
importación, producción, adquisición a cualquier título, almacenamiento, comercialización, 
y distribución de marihuana o sus derivados, en los términos y condiciones que al 
respecto fije la reglamentación. 


Asimismo, el Estado ejercerá toda otra actividad material que resulte necesaria, previa, 
concomitante o posterior, para la ejecución de las actividades referidas en el inciso 
anterior, en los términos y condiciones que al respecto fije la reglamentación. 


Las actividades referidas en los incisos anteriores, deberán ser realizadas exclusivamente 
en el marco de una política de reducción de daños que, asimismo, alerte a la población 
acerca de las consecuencias y efectos perjudiciales del consumo de marihuana, así como 
a los únicos efectos de una minimización de riesgos y daños de la población 
potencialmente consumidora, en las condiciones que, a su respecto, fije la 
reglamentación. 
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“CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Salud Pública 
ACTA n.* 118 


En Montevideo, a los diecinueve días del mes de 
noviembre del año dos mil trece, a la hora diecisiete y 
diez minutos, se reúne la Comisión de Salud Pública 
de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros la señora Senadora 
Constanza Moreira y los señores Senadores Ernesto 
Agazzi, Roberto Conde, Luis J. Gallo Imperiale, 
Eduardo Mezzera, Carlos Moreira y Alfredo Solari. 

Concurre el señor Senador Aldo Lamorte. 

Actúan en Secretaría la señora Secretaria de Co- 
misión, Susana Rodríguez y la señora Prosecretaria 
de Comisión María José Morador. 

Preside el señor Senador Alfredo Solari, Presiden- 
te de la Comisión. 

Asuntos entrados: 

1.- La Prosecretaría de la Presidencia de la Re- 
pública remite nota en respuesta al informe realizado 
por la División de Estudios Legislativos del Senado. 

2.- JUNTA NACIONAL DE DROGAS. Remite 
nota y un cd con material en respuesta a la solicitud 
realizada por la Comisión. 

3.- PATRONATO DE SICÓPATAS. Plantean la 
posibilidad de impulsar el Proyecto presentado ante 
la Comisión en el mes de setiembre pasado, a fin de 
que pueda ser aprobado antes que finalice el presente 
ejercicio y solicitan ser recibidos por la Comisión. 

Asunto tratado: 

CARPETA n.” 1288/2013. MARIHUANA Y SUS 
DERIVADOS. Control y regulación del Estado de la 
importación, exportación, plantación, cultivo, cose- 
cha, producción, adquisición, almacenamiento, co- 
mercialización, distribución y consumo. Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes. Dis- 
tribuido n.* 2284/2013. 

En consideración. 

Artículo 5.”. Se vota: 4 en 7. Afirmativa. 

Artículo 6.”. Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

Artículo 7.*. Se vota: 4 en 7. Afirmativa. 

Artículo 8.”. Se vota: 4 en 7. Afirmativa. 

Artículo 9.”. Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

Artículo 10. Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica 
cuya copia dactilografiada luce en el Distribuido 
n. 2515/2013 que forma parte integrante de la pre- 
sente Acta. 

A la hora veinte y cinco minutos se levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Alfredo Solari, Presidente; Susana Rodríguez, 
Secretaria. 
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ACTA n.” 119 


En Montevideo, a los veintiún días del mes de no- 
viembre del año dos mil trece, a la hora quince y diez 
minutos, se reúne la Comisión de Salud Pública de la 
Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros la señora Senadora 
Constanza Moreira y los señores Senadores Ernesto 
Agazzi, Roberto Conde, Luis J. Gallo Imperiale, 
Eduardo Mezzera, Carlos Moreira y Alfredo Solari. 

Actúan en Secretaría la señora Secretaria de Co- 
misión, Susana Rodríguez y la señora Prosecretaria 
de Comisión María José Morador. 

Preside el señor Senador Alfredo Solari, Presiden- 
te de la Comisión. 

Asunto tratado: 

CARPETA n.” 1288/2013. MARIHUANA Y SUS 
DERIVADOS. Control y regulación del Estado de la 
importación, exportación, plantación, cultivo, cose- 
cha, producción, adquisición, almacenamiento, co- 
mercialización, distribución y consumo. Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes. Dis- 
tribuido n.* 2284/2013. 

En consideración. 

Artículo 11. Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

Artículo 12. Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

Artículo 13. Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

Artículo 14. Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

Artículo 15. Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

Artículo 16. Se vota: 4 en 7. Afirmativa. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica 
cuya copia dactilografiada luce en el Distribuido 
n.? 2525/2013 que forma parte integrante de la 
presente Acta. 

A la hora diecisiete se levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Alfredo Solari, Presidente; Susana Rodríguez, 
Secretaria. 


ACTA n.* 120 


En Montevideo, a los veintiséis días del mes de 
noviembre del año dos mil trece, a la hora diecisiete y 
seis minutos, se reúne la Comisión de Salud Pública 
de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros la señora Senadora 
Constanza Moreira y los señores Senadores Ernesto 
Agazzi, Luis J. Gallo Imperiale, Eduardo Fernández, 
Carlos Moreira y Alfredo Solari. 

Falta con aviso el señor Senador Eduardo Mezzera. 

Actúan en Secretaría la señora Secretaria de Co- 
misión, Susana Rodríguez y la señora Prosecretaria 
de Comisión María José Morador. 

Preside el señor Senador Alfredo Solari, Presiden- 
te de la Comisión. 


10 de diciembre de 2013 


Asunto tratado: 

CARPETA n.” 1288/2013. MARIHUANA Y SUS 
DERIVADOS. Control y regulación del Estado de la 
importación, exportación, plantación, cultivo, cose- 
cha, producción, adquisición, almacenamiento, co- 
mercialización, distribución y consumo. Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes. Dis- 
tribuido n.* 2284/2013. 

Se continúa con la votación del articulado. En 
consideración. 

TÍTULO IV - DEL INSTITUTO DE REGULA- 
CIÓN Y CONTROL DE CANNABIS 

CAPÍTULO I - CREACIÓN 

Se desglosan los artículos 18 y 19 a solicitud del 
Senador Solari. 

Artículo 17.- Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 18.- Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 19.- Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

CAPÍTULO II - DE LA ADMINISTRACIÓN 

Artículos 20, 21 y 23 se votan en bloque: 4 en 5. 
Afirmativa. 

Se pasa a votar los artículos que fueron desglosa- 
dos a solicitud del Senador Solari. 

Artículo 22.- Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 24.- Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 25.- Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

Artículo 26.- Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

CAPÍTULO III - DE LOS COMETIDOS Y ATRI- 
BUCIONES 

Se desglosan los artículos 27, 28, 29 y 30, a solici- 
tud del Senador Solari. 

Artículo 31.- Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

Artículo 27.- Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

Artículo 28.- Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

Artículo 29.- Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

Artículo 30.- Se vota: 4 en 6. Afirmativa. 

CAPÍTULO IV - DE LOS RECURSOS, LA GES- 
TIÓN Y EL FUNCIONAMIENTO 
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Se desglosan los artículos 32, 33, 35 y 36, a solici- 
tud del Senador Solari. 

Artículos 34, 37 y 38 se votan en bloque: 4 en 5. 
Afirmativa. 

Artículo 32.- Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 33.- Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 35.- Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 36.- Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

CAPÍTULO V - DE LAS INFRACCIONES Y SAN- 
CIONES 

Se desglosa el artículo 40, a solicitud del Senador 
Solari. 

Se votan en bloque los artículos 39 y 41: 4 en 5. 
Afirmativa. 

Artículo 40.- Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

TÍTULO V - DE LA EVALUACIÓN Y MONITO- 
REO DEL CUMPLIMIENTO DE LA PRESENTE LEY 

Artículo 42.- Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

TÍTULO VI - DE LA APLICACIÓN DE LA PRE- 
SENTE LEY 

Artículo 43: Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 44: Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

La Comisión aprueba el proyecto de ley remitido 
por la Cámara de Representantes. Se designa miem- 
bro informante al señor Senador Roberto Conde, 
quien lo hará en forma verbal. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica 
cuya copia dactilografiada luce en el Distribuido 
n.? 2538/2013 que forma parte integrante de la 
presente Acta. 

A la hora veinte se levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Alfredo Solari, Presidente; Susana Rodríguez, 
Secretaria”. 
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Carp. n.” 1288/2013 - Rep. n.” 962/2013 - Anexo | 


Disposiciones citadas 


Decreto Ley N” 14.294, de 31 de octubre de 1974 


Reglamentada por los Decreto N* 398/999 de 15/12/1999 
y Decreto N* 454/976 de 20/07/1976. 
CAPITULO | 


Artículo 1*.- Será monopolio del Estado la importación y exportación de 
las sustancias contenidas en las listas | y 1! de la Convención Única de Nueva 
York de 1981, ratificada por la ley 14.222 de 11 dé julio de 1974, así como de 
las sustancias contenidas en la lista | del Convenio sobre Sustancias 
Sicotrópicas realizado en Viena, Austria, en febrero de 1971, y aquellas que 
conforme a los estudios o dictámenes de la autoridad sanitaria nacional o 
recomendaciones de Organismos Internacionales, el Poder Ejecutivo resuelva 
incluir, excluir o trasladar en las mismas. 


Nota: Ver Listas de la Convención Única de 1961. 


Artículo 2*.- El Poder Ejecutivo determinará, a propuesta del-Ministerio 

de Salud Pública, las condiciones en que hará efectivo ese monopolio que 

- estará a cargo de dicha Secretaría de Estado y cuyo producido se dedicará a la 
asistencia y rehabilitación de los drogadictos. (* 


Artículo 3*.- Quedan prohibidos la plantación, el quitivo, la cosecha y la 
comercialización de cualquier planta de la que puedan extraerse 
estupefacientes u otras sustancias que determinen dependencia fisica. o 
psíquica, con excepción -según los casos- de los que se realicen con 
exclusivos fines de investigación científica o para la elaboración de productos 
terapéuticos de utilización médica. 


Las plantaciones o cultivos, en tal caso, deberán ser autorizados 
previamente por el Ministerio de Salud Pública y quedarán bajo su control 
directo. 

Toda plantación no autorizada deberá ser inmediatamente destruida con 
intervención del Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal de Turno que 
entienda en la causa. 

Nota: Redacción dada por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 


artículo 1. 
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Artículo 42.- Solamente podrán adquirir del Estado las sustancias 
determinadas én el arfículo 1”, los dueños de droguerías o laboratorios 
autorizados por el Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 5*.- Las sustancias a que se refiere el artículo 1* así como las 
«drogas -sicotrópicas de las listas Il, lll y IV del Convenio sobre Sustancias 


Sicotrópicas realizado en Viena, Austria, en febrero de 1971, solamente podrán 
ser utilizadas con fines terapéuticos o de investigación científica. No podrán ser 
vendidas, entregadas o suministradas sin' la previa presentación de la receta 
médica, odontológica o veterinaria original, de acuerdo a la reglamentación que 
se dictará. 


Las recetas deberán conservarse por el término de dos años por lo 
menos. 


En lo que respecta a las sustancias de la lista | del referido Convenio de 
Viena, se tendrán especialmente en cuenta las previsiones del artículo 7” del 
mismo. 


. Artículo 6?.- La importación y exportación de las sustancias contenidas 
en las listas 11, 11! y IV del Convenio de Viena, Austria, de febrero de 1971, asi 
comio la de los preparados comprendidos en las listas 11! y IV de la Convención 
Unica-de Nueva York de 1961, solamente podrán realizarse previa autorización 
del Ministerio de Salud Pública, ta que se otorgará en un formulario especial 
para cada importación o exportación, en el que se indicará la denominación 
internacional de la sustancia, la designación de la misma en la lista nacional, ¡a 
cantidad que ha de importarse o exportarse, la fórmula farmacéutica, nombre y 
dirección del importador y exportador y el período dentro del cual ha de 
efectuarse la operación. 


Antes .de concederse una autorización de exportación se exigirá la 
presentación de la documentación que acredite la autorización de importación 
por parte de las autoridades competentes del país de destino. 


- Artículo 7*.- Quedan prohibidas las exportaciones dirigidas a un 
apartado postal'o a un Banco o a una persona distinta de la designada en la 
autorización correspondiente. 

Las sustancias que entren en tránsito en el territorio nacional deberán ir 
acompañadas de una autorización de exportación. 


Todo cambio de destino de las mercaderías que fuere solicitado se 
considerará como una exportación. 


Artículo _8.- No se considerará importación o exportación ¡legal el 
transporte en buques, aeronaves, autobuses o ferrocarriles internacionales de 
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cantidades limitadas de sustancias de las listas anexas necesarias para la 
prestación de primeros auxilios o para casos urgentes en el curso del viaje pero 
el Ministerio de Salud Pública o el Ministerio del Interior, en su caso, deberán 
efectuar los respectivos controles a fin de evitar su utilización con fines ilícitos. 


Artículo 9”.- Las sustancias comprendidas-en el control establecidó por 
esta ley, podrán ser libradas al público por los establecimientos habilitados por 
el Ministerio de Salud Pública los que deberán documentar su venta 
mensualmente y por duplicado en planillas especiales que proporcionará la 
autoridad sanitaria. 

Artículo 10.- Las droguerías, farmacias y laboratorios que empleen las 
sustancias contenidas en las listas | y ll de la Convención Unica de Nueva York 
de 1961, en sus preparaciones y específicos destinados a conservarse, en 
depósito o para Ía venta, anotarán en un libro rubricado y sellado por. las 
autoridades de Salud Pública, la compra de esas sustancias, la clase y 
cantidad empleada en sus elaboraciones y las operaciones de venta de estas 
sustancias, así como de las preparaciones y de los específicos efectuados con 
ellas. 


La droguerías solamente podrán expender esas sustancias y 
preparaciones a las farmacias, mediante orden firmada por los gerentes 
farmacéuticos. 


Los laboratorios expenderán sus específicos y preparados a las 
droguerías y farmacias, con estas sustancias, mediante orden firmada por sus 
directores técnicos. 


Artículo 11.- Solamente las farmacias podrán vender, entregar o 
suministrar al público en cualquier forma las sustancias a que se refiere el 
artículo 5%, así como las preparaciones y específicos a que se refiere el artículo 
anterior, en las condiciones que se establecerán en la reglamentación. 


Los labotatorios podrán entregar originales a los profesionales, previa 
presentación de las recetas respectivas. 


Artículo 12.- Las sociedades privadas de asistencia médica colectiva 
podrán proceder a la entrega de las drogas especificadas en el artículo 5*, así 
como de las preparaciones y específicos a que se refiere el artículo 10, a sus 
asociados, procedentes de los stocks que puedan tener a esos efectos. 


La entrega se hará previa presentación de las respectivas recetas 
"médicas y bajo la responsabilidad profesional de un químico farmacéutico. 


Las sustancias comprendidas en la lista | del Convenio de Viena, de 
febrero de 1971, quedan excluidas del uso establecido en el inciso anterior. 
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Artículo 13.- Los armarios o vitrinas. donde se guarden o conserven las 
distintas drogas mencionadas en el artículo 5%, así como la documentación que 
corresponde conforme a la reglamentación que se dictará, permanecerán 
cerrados con llave bajo la responsabilidad-del funcionario actuante. 


Artículo 14.- El Ministerio de Salud Pública organizará, dentro del plazo 
de noventa días de promulgada la ley, un registro de profesionales médicos, 
médicos veterinarios y odontólogos,' con sus nombres, domicilios, teléfonos 
particulares y de consultorio y con una copia autenticada de su firma. 


El folleto conteniendo dichos datos será vendido a precio de costo a 
todos los laboratorios, farmacias y droguerías, quienes tendrán la obligación de 
poseerlo a los efectos de controlar la posible falsificación de recetas vinculadas 
a las drogas especificadas en el artículo 5*. 


Este folleto será revisado anualmente. en el mes de enero y distribuido 
en Jas--mismas condiciones del párrafo anterior antes de la terminación del 
referido mes. El uso del recetario por parte de los técnicos recibidos «con 
posterioridad a la última publicación del registro de profesionales se regirá, 
hasta el mómento de la siguiente publicación por el Reglamento que al efecto 
dicte el Poder Ejecutivo. 


culo 15.- El Poder Ejecutivo podrá modificar o ampliar el contenido 
de las po y tablas a que refiere la presente ley, incluyendo o excluyendo 
sustancias o trasladándolas de una a otra, con los asesoramientos previos que 
en ella se determinan. 


Las listas y tablas a que refiere la presente ley, se consideran partes 
integrantes de la misma. 


Notas: Redacción dada por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 2. 
Ver. (Tablas 1 y 2). 
CAPITULO II 
Artículo 16.- Será competencia del Ministerio de Salud Pública: 


A) La prevención primaria de las toxicomanías a través de campañas 
educativas y de medidas profilácticas. 


B) La prevención secundaria mediante la detención precoz de la 
drogadicción. 
C) La asistencia, curación y rehabilitación social del toxicómano. 
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D) La tipificación, calificación, incorporación y pasaje a las distintas listas 
anexas de aquellas drogas que producen dependencia física o.síquica. 


E) El contralor del tráfico de dichas drogas desde su importación procesado 
en los laboratorios, comercialización en droguerías y su definitiva venta 
al público consumidor. 


F) La elaboración de las estadísticas y producción de los informes que 
imponen las Convenciones Internacionales suscritas por la República. 


Artículo- 17.- Créase la Unidad Ejecutara denominada "Comisión 
Nacional de Lucha contra las Toxicomanias" que dependerá directamente del 
Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 18.- La Comisión Nacional de Lucha contra las Toxitomanías 
estará integrada por un siquiatra de la Dirección de Salud .Mental, un 
epidemiólogo de la División de Higiene y un químico farmacéutico de la División 
Técnica especialmente versados en la materia. Serán designados por el 
Ministerio de "Salud Pública y durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo 
prorrogarse su actuación por cuatro años más. 


La Comisión se dictará su propio Reglamento y contará con una 
Secretaria pérmanente que deberá ser integrada, ifstalada y 'equipada por el 
Ministerio de Salud Pública. 


Artículo- 19.- Corresponde a la Comisión Nacional de Lucha contra las 
Toxicomanías: 


A) Preparar programas y planes de prevención y tratamiento de las 
toxicomanías, los que, previa aprobación por el Ministerio de Salud 
Pública, serán ejecutados por las dependencias del mismo, de acuerdo 
a sus respectivas competencias técnicas. 


B) Supervisar el desarrollo de dichos programas. 


C) Proponer al Ministerio de Salud Pública las modificaciones “a las 
disposiciones legales y reglamentarias vigentes que estime necesarias. 


D) Promover la creación de policlínicas especializadas y de centros de 
tratamiento y rehabilitación del drogadicto en cada departamento. 


E) Asegurar el tratamiento reservado de todo toxicómano que lo solicitare. 
Cuando éste se efectúe en los establecimientos de Administración de los 
Servicios de Salud del Estado, el mismo se regulará por las 
disposiciones que rigen a dicho órgano para el resto de las prestaciones. 
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F) Coordinar su labor con la Dirección General de Represión del Tráfico 
ilícito de Drogas del Ministerio del Interior, el Ministerio de Educación y 
Cultura, el Consejo del Niño y Dirección Nacional de Aduanas, de 
acuerdo con las reglamentaciones que dicte el Poder Ejecutivo. 


G) Evaluar el resultado de los programas que se ejecutaron. 
Nota: Literal e) redpcción dada por Ley N* 16.736 de 05/01/1996 
artículo 401, 


Artículo 20.: A los efectos de la preparación de programas de.educación 
popular, la Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías podrá 
organizar las encuestas e investigaciones que se considere necesarias, de 
acuerdo con las reglamentaciones respectivas. 


Los organismos públicos y privados deberán prestar la más amplia 
colaboración para la preparación y desarrollo de dichos programas. 


us Las personas Jurídicas que fueren omisas en prestar la debida 
colaboración podrán perder los auxilios o subvenciones que recibieren del 
Estado. 


dd 


« Artículo -21.- La Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías 
organizará al comienzo de cada año escolar previo acuerdo con las 
autoridades respectivas, cursos para educadores con el fin de prepararlos para 
colaborar en la prevención: de la drogadicción en los establecimiento de 
enseñanza. Sólo podrán concurrir a dichos cursos los educadores autorizados 
por el Consejo Nacional de Educación y el Consejo del.Niño. 


Artículo 22 - Los Directores de Centros de Enseñanza están obligados a 
comunicar a la Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías los casos 
de uso o tráfico, en el ámbito escolar, de las sustancias reguladas por la ley. 


El incumplimiento de esta obligación será considerado falta grave y 
podrá dar mérito a la destitución o al cierre del establecimiento si fuere privado. 


Artículo 23.- La Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías 
llevará un registro en ei que figurarán todos los casos de toxicomanía con 
especificación de las drogas utilizadas y de las circunstancias en que se 
consumieren sin que figure en ningún paso el nombre de los drogadictos. 


Las autoridades policiales y judiciales así como los médicos, deberán 
remitir a la Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanfas los 
antecedentes de los casos en que intervinieran. 


El Registro de Toxicomanía será de carácter secreto. 
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CAPITULO 111 
Artículo 24 - Serán cometidos del Ministerio del Interior: 


A) La prevención control y represión de todas aquellas acciones que 
constituyan una importación, exportación, producción, fabricación. tráfico 
comercialización o uso ilegal de las sustancias reguladas por la presente 
ley. : 

B) La colaboración en el plano internacional para asegurar la eficacia de una 
acción solidaria en el lucha contra la delincuencia vinculada a la 
toxicomanía. 


Artículo 25.- Créase la Comisión Honoraria y la Dirección General de 
Represión del Tráfico Ilícito de Drogas que dependerán del Ministerio del 
Interior. 


Artículo 26.- La Comisión Honoraria de Represión del Tráfico Ilícito de 
Drogas estará integrada por tres miembros designados por el Poder Ejecutivo. 
Dos de ellos, por lo menos, deberán ser profesionales universitarios de notoria 
versación en la materia y, el tercero una persona designada por el Ministerio 
del Interior a propuesta de la Comisión Nacional de Lucha contrá las 
Toxicomanías. 


Artículo 27.- La Comisión Honoraria tendrá como cometidos: 


A) Establecer las normas generales a las cuales deberá ajustarse la actividad 
de la Dirección General. 

B) Proyectar las disposiciones que considere necesarias para asegurar la 
eficiencia de la actuación del Estado en la prevención y represión del tráfico 
ilícito de drogas. 


C) Asesorar a la Dirección General en, todos los asuntos que ésta estime 
oportuno someterle a estudio. 


D) Evaluar semestralmente conjuntamente con la Dirección General, los 
programas y acciones que se cumplan. 


E) Coordinar la acción con la Comisión Nacional de Lucha contra las 
Toxicomanías. 


Artículo 28.- El Director General será designado por él Poder Ejecutivo, 
a propuesta fundada del Ministerio del Interior. 


Deberá ser ratificado en su cargo cada dos años previa consulta a la 
Comisión Honoraria. 
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Percibirá idéntica remuneración que el Director Genera! de Institutos 
Penales. 


El Ministerio del Interior tomará las providencias necesarias para la 
instalación y equipamiento de los servitios que se crean, en un plazo no 
superior a los sesenta días a partir de la publicación de la presente ley. 


Artículo 29.- Será competencia de la Dirección General de Represión 
del Tráfico Ilícito de Drogas: 


A) La formación de una Brigada Nacional Antidrogas. 
B) La selección y entrenamiento de su personal, 


C) La formación de un Registro en que figuren todos aquellos delincuentes 
cuya actividad ilícita a. nivel nacional o internacional se relacione con la 
materia de esta ley. 


D) La organización de un laboratorio destinado al análisis de las sustancias 
sospechosas. 
ee a ] 

E) ta supervisión del control aduanero que deberá efectuarse por personal 
especializado. 

F) La preparación del personal afectado al contralor aduanero. 


G) 'La colaboración internacional en la lucha contra el uso indebido de 
sustancias estupefacientes o sicottópicas. 


H) La producción de todos aquellos informes que correspondan conforme a las 
Convenciones suscritas por la República. 


CAPITULO IV 


Artículo _30.- El que, sin autorización legal, produjere de cualquier 
manera las materias primas o las sustancias, según los casos, capaces de 
producir dependencia psíquica o física, contenidas en las listas a que refiere el 
artículo 1*, precursores químicos u otros productos químicos, contenidos en las 
Tablas 1 y 2 de la presente ley, así como los que determine el Poder Ejecutivo 
según la facultad contenida en el artículo 15 de la presente ley, será castigado 
con pena de veinte meses de prisión a diez años de penitenciaria. (*) 


Notas: Redacción dada por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 3. 
Ver: Texto/imegen (Tablas 1 y 2). 


122-C.S. CÁMARA DE SENADORES 10 de diciembre de 2013 


Artículo. 31.- El que, sin autorización legal, importare, exportare, 
introdujere: en tránsito, distribuyere, transportare, tuviere en su poder no para 
su consumo; fuere depositario, almacenare, poseyere, ofreciere en' venta o 
negociare de cualquier modo, alguna de las materias primas, sustancias, 
precursores químicos u otros productos químicos mencionados en el artículo 
anterior será castigado con la misma pena prevista en dicho artículo. 


Quedará exento de pena el que tuviere en su poder una cantidad 
razonable destinada exclusivamente a su consumo personal, con arreglo a la 
convicción moral que se forme el Juez a su respecto, debiendo fundamentar en 
su fallo las razones que la han formado. 


Nota: Redacción dada por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 
artículo 3. 


Artículo 32.- El que organizare o financiare alguna de las actividades 
delictivas descritas en la presente ley, aun cuando éstas no se cumplieran en el 
territorio nacional, será castigado con pena de veinte meses de prisión a 
dieciocho años de penitenciaria. 


Nota: Redacción dada por Ley N” 17.016 de 22/10/1998 
artículo 3. 


Artículo 33.- El que, desde el territorio nacional, realizare actos 
tendientes a la introducción ilegal a países extranjeros de las sustancias 
menclonadas én la presente ley, será castigado con pena de veinte meses de 
prisión a ocho años de penitenciaria. 


Nota: Redacción dada por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 
artículo 3. 


Artículo 34.- El que sin autorización legal, a título oneroso o gratuito, 
suministrare, aplicare o entregare las sustancias mencionadas en la presente 
ley, o promoviere, indujere o facilitare su consumo, será castigado con pena de 
veinte meses de prisión a ocho años de penitenciaría. 


Nota: Redacción dada por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 
artículo 3. 


Artículo 35.- El que violare las disposiciones de la presente ley en 
materia de importación, exportación, producción, elaboración, comercialización 
o suministro de las sustancias y preparados contenidos en las Listas 1Il de la 
Convención Unica de Nueva York de 1961, así como las comprendidas en las 
Listas 11, Ill y IV del Convenio de Viena, será castigado con pena de doce 
meses de prisión a cuatro años de penitenciaria. 


Nota: Redacción dada por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 
artículo 3. 
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Artículo 35-BIS.- -Cuando las actividades delictivas, descritas en los 
artículos 30 a 34 "tengan -por objeto material todas aquellas formas de cocaína 
en su estado de base libre o fumable, incluida la pasta base de cocaína, la 
pena a aplicar tendrá un mínimo de tres años de penitenciaria. 


Cuando las actividades delictivas descritas en el artículo 35 tengan por 
objeto material todas aquellas formas de cocaína en su estado de base libre o 
fumable, incluida la pasta base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo 
de dos años de penitenciaria. 


En las hipótesis previstas en los incisos anteriores, el Juez de la causa, 
previa vista fiscal, podrá disponer excepcionalmente la aplicación de. las 
medidas sustitutivas previstas por la Ley N” 17.726, de 26 de diciembre de 
2003, siempre y cuando se cumplan, en forma ¡Acumulativa, las siguientes 
condiciones: 


A) Que el imputado no tenga antecedentes penales por haber cometido 
delitos a título de dolo. 


B) Que a criterio del Juez la sustancia incautada represente desde el punto 
de vista cuantitativo, una cantidad menor. 


c) Que el imputado no le haya vendido dicha sustancia a menores de edad. 


Al dictar la sentencia de condena, previa realización de las evalyaciones 
correspondientes, tomando en cuenta el proceso de rehabilitación del 
impútado, el Juez de la causa podrá disponer la continuación de las medidas 
mencionadas -en el inciso anterior, hasta el cumplimiento de la pena, 
cometiéndose al Ministerio de Desarrollo Social, al Patronato Nacional de 
Encarcelados y Liberados y a la Oficina de Supervisión de Libertad Asistida, el 
seguimiento del imputado y su familia. 


Nota: Agregado por Ley N* 19.007 de 16/11/2012 
artículo 4. 


Artículo 36.- Se aplicará pena de cuatro a quince años de penitenciaria, 
en los casos siguientes: 


1% Cuando la entrega, la venta, la facilitación o el suministro de las systancias 
a que se refiere el artículo 1? se efectuaren a una persona menor de 
veintiún años o privada de discernimiento o voluntad. 


2%) Si a consecuencia del delito, el menor de edad o la persona privada de 
discernimiento o voluntad sufrieron una grave enfermedad, 


Si sobreviniere la muerte, se aplicará pena de cinco a veinte años de 
penitenciaria. 
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3%) Cuando la sustancia fuese suministrada o aplicada sin consentimiento de la 
víctima. 


4%) Cuando el delito se cometiere mediante ejercicio abusivo o fraudulento de 
una profesión sanitaria, o de cualquier otra profesión sujeta a autorización o 
vigilancia en razón de salud pública, 


5%) Cuando el delito se cometiere en las inmediaciones o en el interior de un 
establecimiento de enseñanza o sanitaria de hospitales, cárceles, sedes de 
asociaciones deportivas, culturales o sociales o de un recinto o lugar donde 
se realicen espectáculos o reuniones de.carácter público, cualquiera sea su 
finalidad. 


Artículo 37.- El delito tentado se castigará con la misma pena que 
corresponda al delito consumado. 


El acto preparatorio será castigado con la tercera parte de la pena que 
correspondería por el delito consumado, pero el Juez podrá elevarla hasta la 
mitad, tomando en cuenta la gravedad del hecho cometido y la personalidad 
del agente. 


Artículo 38.- Si el infractor ejerciera una profesión o arte que haya 
servido“de: medio para cometer-el delito o lo haya facilitado será condenado 
también :'a la” pena de inhabilitación especial por un término que -estará 
comprendido entre el de la condena principal y diez años. 


Artículo 39.- Inmediatamente después de procesado, el autor de. un 
delito cometido bajo la acción de las sustancias reguladas por esta ley será 
sometido al correspondiente tratamiento bajo control de la Comisión Nacional 
de Lucha contra las Toxicomanías. 


Si fuese declarado inimputable, el Juez, al dictar sentencia, impondrá 
medidas de seguridad curativas que se cumplirán en un establecimiento 
público o privado o en forma ambulatoria, pero siempre bajo el control de la 
Comisión Nacional de Lucha contra las toxicomanías, la que deberá ser oída a 
los efectos de régimen del cese de las medidas. 


Si el autor fuese imputable, terminado el internamiento hospitalario, 
cumplirá la Prisión preventiva, o la pena, en su caso, en los establecimientos 


penales. 

Queda facultado el Juez para descontar, al aplicar la pena, el tiempo de 
internación hospitalaria. 

Artículo_40.- El que fuere sorprendido consumiendo sustancias 


estupefacientes o usando indebidamente sicofármacos o en circunstancias que 
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hagan presumir que acaba de hacerlo: portando estupefacientes para su uso 
personal, deberá ser puesto a disposición del Juzgado Letrado de Instrucción 
de Tumo, a fin de que éste ordene un examen del detenido por el médico de la 
Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomantas y por el médico forense, 
quienes deberán producir su informe dentro de las veinticuatro horas. Si del 
examen resultare tratarse de un drogadicto, el Juez impondrá el tratamiento en 
un establecimiento público o privado o en forma ambulatoria pero siempre 
sujeto alos controles médicos que establezca la referida Comisión Nacional. 


El cumplimiento de esta medida, así como su cese, quedará sometido al 
sistema de garantías establecido en a ley 9.581, de 8 de agosto de 1936. 


Artículo 41.- La Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías 
procurará que en todas las situaciones de iza se conjuguen las necesidades de 
una labor terapia científicamente encarada con la producción manual, 
intelectual, o artistica de elementos susceptibles de procurar ingresos 
monetarios, de los cuales un tercio se verterá a beneficio del servicio 
asistencial, un tercio para gastos personales del enfermo y un tercio será 
entregado a la familia a su cargo o, si no la tuviera, depositado en una cuenta 
personal que se abrirá especialmente a esos efectos. 


S Artículo 42.- Serán igualmente confiscados (Artículo 105, apartado a) 
del Código Penal) los bienes de cualquier naturaleza que la gente haya 
adquirido con dinero proveniente de las acciones descritas por los artículos 30 
a 37 de la presente ley, siempre que no hayan sido legalmente enajenados a 
terceros de buena fe y sin perjuicio de los gravámenes legítimos que. pudieran 
afectarles. 


Artículo 43.- Cuando los autores, coautores, cómplices o encubridores 
de alguno de los delitos previstos en esta ley fueren extranjeros, serán 
expulsados del territorio nacional, una vez cumplida la pena correspondiente. 


Todo, sin perjuicio de su extradición, cuando procediere. 
Artículo 44. - Derógase el artículo 223 del Código Penal. 
CAPITULO V 


Artículo 45.- Los médicos veterinarios y odontólogos que incurran en 
infracción de alguna de las disposiciones de la presente ley o de su 
reglamentación, siempre que ni constituya delito, serán suspendidos en el 
ejercicio profesional por el Ministerio de Salud Pública por diez días la primera 
vez, veinte días la segunda y treinta días la tercera, pudiéndose llegar al retiro 
definitivo del título habilitante para ejercer la profesión en el territorio nacional, a 
partir de la cuarta infracción. 


126-C.S. CÁMARA DE SENADORES 10 de diciembre de 2013 


CAPITULO VI 


Artículo 46.- El internamiento voluntario y el que se realiza a solicitud de 
parientes, y aun el compulsivo, previsto en el artículo 40, quedarán sometidos a 
los requisitos y garantías que establece la ley 9.581, de 8 de agosto de 1936. 


CAPITULO VII 


Artículo 47.- Considérase peligroso para la salud síquica la difusión de 
términos que sirvan para designar directa o indirectamente a las drogas 
especificadas en el artículo 1? de la presente ley. 


Artículo 48.- Los funcionarios dependientes de la Dirección General de 
Represión del Tráfico llícito de Drógas y los de la Inspección General de 
Farmacias, podrán penetrar en cualquier momento en los locales abiertos al 
público, en casas de comercio, café, bares, casas de huéspedes u otras 
análogas y ambientes comunes de pensiones y hoteles, a fin de comprobar si 
existen, ilegítimamente, sustancias reguladas por la presente ley. 


Artículo 49.- Queda prohibida la difusión, por cualquier medio, de los. 
nombres, retratos u ocupaciones que sirvan para identificara los drogadictos. 


La violación de esta disposición podrá dar lugar a la clausura del medio 
de difusión hasta por treinta días. Dicha.medida.la podrá imponer el Poder 
Ejecutivo. 

Artículo 50.- Toda autoridad pública que proceda a incautar sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas y preparados que hayan constituido el objeto 
material de alguno de los: delitos previstos en la presente ley deberá, sin 
perjuicio del cumplimiento de las funciones propias de su competencia y 
cometidos: 


A) Levantar un acta con la comparecencia de dos testigos y én la que deberá 
consignarse: 
1) Fecha, lugar y circunstancias en que se produjo la incautación. 


2) Nombre completo, cargos y dependencias de los funcionarios 
actuantes; nombre completo, nacionalidad, sexo, edad y número de 
documento de identidad y del pasaporte de los detenidos. 


3) Una descripción de las sustancias incautadas con indicación de la 
cantidad, peso, tipo de envase que las contiene y de cualquier otra 
especificación que sirva para su adecuada individualización. 


B) Introducir las sustancias incautadas en un nuevo envase que se precintará 
y enviará inmediatamente al Instituto Técnico Forense conjuntamente con 
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una copia autenticada del acta referida en el literal precedente, para la 
pericia técnica y su posterior remisión al Juzgado competente. 


C) Remitir a la Justicia competente el acta prevista en el literal A) dentro de las 
veinticuatro horas de ocurrido el hecho. 


D) Dejar debida constancia de todas las actuaciones en que haya tomado 
intervención, así como del recibo detallado y fiel del envio de las sustancias 
remitidas al Instituto Técnico Forense. 


El Juzgado actuante en cuanto determine que las sustancias incautadas 
no son necesarias para el esclarecimiento del delito, así lo hará saber a la 
Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías, a los efectos que ésta 
disponga, según el caso, su destino si tuvieren uso terapéutico o de 
investigación científica; o, disponer en vez, su destrucción. De disponerse la 
destrucción de tales sustancias, la misma se efectuará en la sede del Instituto 
Técnico Forensé en presencia de un funcionario de la citada Comisión y de un 
escribano público del Ministerio de Salud Pública, debiéndose labrar el acta 
correspondiente. 


Nota: Redacción dada por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 
artículo 4. 


CAPITULO VIII 


Artículo 51.- El Poder Ejecutivo deberá proceder a la reglamentación de 
la presente ley dentro de los sesenta días de su promulgación. 


Dispondrá del mismo término para poner en funcionamiento los 
organismos que por ella se crean. 


Artículo 52.- La presente ley entrará en vigor a los sesenta días de su 
publicación, 


Artículo 53.- Quedan derogadas las disposiciones que se opongan a 
esta ley y especialmente la ley 9.692, de 11 de setiembre de 1937. 


CAPITULO IX 


Artículo 54.- El que convierta o transfiera bienes, productos oO 
instrumentos que procedan de cualquiera de los delitos tipificados por la 
presente ley o delitos conexos, será castigado con pena de veinte meses de 
prisión a diez años de penitenciaria. 


Nota: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 
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Artículo 55.- El que adquiera, posea, utilice, tenga en su poder o realice 
cualquier tipo de transacción sobre bienes, productos o instrumentos que 
procedan de cualquiera de los delitos tipificados por la presente ley o de delitos 
conexos, o que sean el producto de tales delitos, será castigado con una pena 
de veinte meses de prisión a diez años de penitenciaria. 


Note: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo 56.- El que oculto, suprima, altere los indicios o impida ta 
determinación real de la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el 
movimiento o la propiedad reales de tales bienes, o productos u otros derechos 
relativos a los mismos que procedan de cualquiera de los delitos tipificados por 
la presente ley o delitos conexos, será castigado con una pena de doce meses 
de prisión a seis años de penitenciaria. 


Note: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo 57.- El que asista al o a los agentes de la actividad delictiva en 
los delitos previstos en la presente ley o delitos conexos, ya sea pára asegurar 
el beneficio o el resultado de tal actividad, para obstaculizar las acciones de la 
Justicia o para eludir las consecuencias jurídicas de sus acciones, o le prestare 
cualquier ayuda, asistencia o asesoramiento, será castigado con una pena de 
doce meses de prisión a seis años de penitenciaria. 


Nota: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo 58.- La finalidad de obtener un provecho o lucro para sí o para 
un tercero, de los delitos previstos en los artículos 56 y -57 de la presente ley, 
será considerada una circunstancia agravante y en tal caso, la pena podrá ser 
elevada en un tercio. 


Nota: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo 59.- Cuando la comisión de cualquiera de los delitos previstos 
por la presente ley se hubiere consumado mediante la participación en el o en 
los delitos de una asociación o de un grupo delictivo organizado o mediante el 
recurso a la violencia o el empleo de armas o con utilización de menores de 
edad o incapaces, la pena será aumentada hasta la mitad. 


Nota: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo 60.- Son circunstancias agravantes especiales de los delitos 
previstos en la presente ley: 


1) Que alguna de la o las victimas de los delitos tipificados en la presente ley - 
fuece menor de dieciocho años, fuere incapaz o estuviere privada de 
discernimiento o voluntad. 
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2) Cuando la sustancia fuere suministrada o aplicada sin el consentimiento de 
la víctima. 


3) Cuando el delito se cometiere mediante el ejercicio abusivo, fraudulento o 
ilegal de una profesión sanitaria. 


4) Cuando el delito se cometiere en el interior o a la entrada de un 
establecimiento de enseñanza o sanitario, o de hospitales, cárceles, sedes 
€ instalaciones de instituciones deportivas, culturales o sociales o de un 
recinto o lugar donde se realicen espectáculos o reuniones de carácter 
público cualquiera sea su finalidad. 


5) Cuando del hecho resultaren lesiones o la muerte de la víctima. _ 
Nota: Agregado por Ley N" 17.016 de 22/10/1998 artículo $. 


Artículo 61.- El dolo, en cualquiera de los delitos previstos en la 
presente ley, se inferirá de las circunstancias del caso de acuerdo con los 
principios generales. 


'El Juez interviniente deberá fundamentar la convicción moral que se ha 
formádo al respecto, tanto en el auto de procesamiento como en el que no lo 
decretó, así como en la sentencia sea ésta o no condenatoria. 


Nota: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


CAPITULO X 


Artículo 62.- (Medidas cautelares).- 


62.1. (Universalidad de la aplicación). El tribunal penal competente adoptará 
por resolución fundada, de oficio o a solicitud de parte, en cualquier 
estado de la causa e incluso en el presumario, las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la disponibilidad de los bienes sujetos a 
eventual decomiso como consecuencia de la comisión de cualquiera de 
los delitos previstos en la presente ley o delitos conexos con éstos. 


En el caso de que las medidas cautelares sean adoptadas durante la 

etapa presumarial, éstas caducarán de pleno derecho si, en un plazo de 

- dos años contados desde que las -mismas se hicieron efectivas, el 
Ministerio Público no solicita el enjuiciamiento. 


62.2. (Procedencia). Las medidas cautelares se adoptarán cuando el tribunal 
penal competente estime que son indispensables para la protección del 
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derecho del Estado de disponer de estos bienes una vez decomisados:-y 
“siempre que exista peligro de lesión o frustración del mismo por la 
demora del proceso. 


En ningún caso se exigirá contracautela pero el Estado tesponderá 
por los daños y perjuicios causados por las medidas cautelares 
adoptadas, si los bienes afectados no son finalmente decomisados. 


La Junta Nacional de Drogas podrá requerir al Ministerio Público que 
solicite la adopción de medidas cautelares sobre los bienes y productos 
del delito que le pudieran ser adjudicados por sentencia. 


62.3. (Facultades del tribunal), El tribunal penal competente podrá: 


a) apreciar la necesidad de la medida, pudiendo disponer otra si la 
entiende más eficiente; 


b) establecer su alcance y término de duración; y 


c) disponer la -modificación, sustitución o cese de la medida cautelar 
adoptada. 


62.4, (Recutsos): Las medidas se adoptarán en forma reservada y ningún 
incidente o petición podrá detener su cumplimiento. 


Si el afectado no hubiese tomado conocimiento de las medidas 
adoptadas en forma completa y concreta cón motivo de su ejecución, se 
le notificarán una vez cumplidas. 

La providencia que admita, deniegue o modifique una medida cautelar 


será recurfible mediante recursos de reposición y apelación, pero la 
interposición de los mismos no suspenderá su ejecución. 


62.5. (Medidas específicas). El tribunal penal competente podrá disponer las 
medidas que estime indispensables, entre otras, la prohibición de 
innovar, la anotación preventiva de la litis, los embargos y secuestros, la 
designación de veedor o auditor, la de interventor o cualquier otra que 
sea idónea para el cumplimiento de la finálidad cautelar. 


La resolución que disponga una intervención fijará su plazo y las 
facultades del interventor debiéndose procurar, en lo posible, la 
continuidad de la explotación intervenida. El tribunal fijará la retribución 
del interventor la cual, si fuere mensual, no podrá exceder de la que 
percibiete eh su caso un gerente con funciones de administrador en la 
empresa intervenida, la que se abonará por el patrimonio intervenido y 
se Imputará a la que se fije como honorario final. 


10 de diciembre de 2013 CÁMARA DE SENADORES 


62.6. (Medidas provisionales). El tribunal penal competente podrá adoptar, 
'como medida provisiorial o anticipada, el remate de los bienes que se 
hubieran embargado o, en general, se encontraren sometidos a 
cualquier medida cautelar, que corran riesgo de perecer, deteriorarse, 
depreciarse o desvalorizarse o cuya conservación irrogue perjuicios o 
gastos desproporcionados a su valor, 


En estos casos, el tribunal penal competente podrá disponer su 
remate y depositar el producto en unidades indexadas u otra unidad de 
medida que permita asegurar la preservación del valor, a la orden del 
tribunal y bajo el rubro de autos. 


* Notas: Redacción dada por Ley N* 18.494 de 05/06/2009 artículo 2. 
Agregado por Ley N" 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo 63.- (Decomiso).- 


63.1. (Concepto). El decomiso es la privación con carácter definitivo de algún 

bien, producto o instrumento, por decisión del tribunal penal competente 

a solicitud del Ministerio Público, como consecuencia jurídica accesoria 

_de la actividad. ilícita. La providencia ejecutoriada que lo disponga 

constituirá título de. traslación del dominio y se inscribirá en los Registros 
Públicos correspondientes. Í 


63.2. (Ambito objetivo). En la sentencia definitiva de condena por alguno de los 
delitos previstos en la presente ley o delitos conexos, el tribunal penal 
competente dispondrá, a solicitud del Ministerio Público, el decomiso de: 


a) los estupefacientes y sustancias psicotrópicas prohibidas que fueran 
incautadas en el proceso; 


b) los bienes o instrumentos utilizados para cometer el delito o. la 
actividad preparatoria punible; 


Cc) los bienes y productos que procedan del delito; 


d) los bienes y productos que procedan de la aplicación de los 
provenientes del delito, comprendiendo: los bienes y productos en los 
que se hayan transformado o convertido los provenientes del delito y 
los bienes y productos con los que se hayan mezclado los 
provenientes del delito hasta llegar al valor estimado de éstos; 


e) los ingresos u otros beneficios derivados de los bienes y productos 
provenientes del delito. 
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633. (Decomiso por equivalente). Cuando tales bienes, productos e 
instrumentos no pudieran ser decomisados, el tribunal penal competente 
dispondrá el decomiso de cualquier otro bien del condenado por un valor 
equivalente o, de no ser ello posible, dispondrá que aquél pague una 
multa de idéntico valor. 


63.4. (Decomiso de pleno derecho). Sin perjuicio de lo expresado, el tribunal 
penal competente, en cualquier etapa del proceso en la que el indagado 
o imputado no fdera habido, librará la orden de prisión respectiva y 
transcurridos seis meses sin que haya variado la situacióncaducará 
todo, derecho que el mismo pueda tener sobre los bienes, productos o 
instrumentos que se hubiesen cautelarmente incautado, operando el 
decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto 
la inmovilización de activos al amparo de lo edictado por el artículo 6% de 
la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, si sus titulares no 
ofrecieran prueba de que los mismos tienen un origen diverso a los 
delitos previstos en la presente ley o delitos conexos en un plazo de seis 
meses, caducará. todo derecho que- pudieran tener -sobre los: fondos 
inmovilizados, operando-el decomiso de pleno derecho. 


En los tasos en: que el tribunal penal competente hubiera dispuesto 
la incautación de fondos o valores no declarados, al amparo-de lo 
edictado por el artículo 19 de la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 
2004, si sus titulares no ofrecieran prueba que los mismos tienen un 
-origen diverso a los delitos previstos en la presente ley -0:delitos conexos 
en un.plazo de seis meses, caducará todo derecho que pudieran tener 
sobre los fondos inmovilizados, operando el decomiso de plena derecho. 


En los casos en que se produjere el hallazgo de bienes o productos 
provenientes de delitos tipificados en la presente ley o delitos conexos, si 
en el plazo de seis meses no compareciere ningún interesado, operará 
el decomiso de pleno derecho. 


63.5. (Ambito subjetivo). El decomiso puede alcanzar los bieries enumerados 
en los incisos anteriores de los que el condenado por alguno de los delitos 
previstos en la presente ley o delitos conexos sea el beneficiario fihal y 
respecto de cuya ¡legítima procedencia no haya aportado uña justificación 
capaz de contradecir los indicios recogidos en la acusación, siempre que 
el valor de los mencionados bienes sea desproporcionado respecto de la 
actividad lícita que desarrolle y haya declarado. Podrán ser objeto de 
decomiso el dinero; los bienes y los demás efectos adquiridos en un 
momento anterior a aquél en que se ha desarrollado la actividad delictiva 
del reo, siempre que el tribunal penal competente disponga de elementos 


10 de diciembre de 2013 CÁMARA DE SENADORES 133-C.S. 


de hecho aptos para justificar una conexión razonable con la misma 
actividad delictiva. 

A los fines del decomiso se considerará al condenado por los delitos 
previstos en la presente ley o conexos con éstos, beneficiario final de los 
bienes, aun cuando figuren a nombre de terceros o de cualquier otro 
“modo posea, a través de persona física o jurídica intermedia. 


La determinación y el alcance objetivo y subjetivo del decomiso serán 
resueltos por el tribunal penal competente. 
Notas: Redacción dada por Ley N" 18.494 de 05/06/2009 artículo 2. 


Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 
Incisos 4%) y 5% agregados por Ley N* 17.930 de 19/12/2005 artículo 67 


Artículo 64.- Lo dispuesto en los artículos 62 y 63 regirá sin perjuicio de 
los derechos de los terceros de buena fe. 


Nota: Agregado por Ley N* 17:016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo 65.- Todos los que alegaren tener un interés legítimo sobre los 
bienes, productos o instrumentos, podrán comparecer ante el Juez de la causa, 
el que los escuchará en audiencia de conformidad con los principios del debido 
proceso legal, con noticia de la defensa en su caso, y del Ministerio Público, los 
que podrán comparecer er ese acto. 


Nota: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo 66.- El Juez deberá disponer la devolución al tercerista,.de los 
bienes, productos o instrumentos correspondientes, cuando, a.su juicio, resulte 
acreditada su buena fe. 


Nota: Agregado por. Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo _67.- Toda vez que se confisquen bienes, productos o 
instrumentos, conforme con lo dispuesto en la presente ley, que no deban ser 
destruidos ni resulten perjudiciales para la población, el Juez de la causa los 
pondrá a disposición de la Junta Nacional de Drogas, que tendrá la titularidad y. 
disponibilidad de los mismos. Dicho orgánismo determinará el destino, 
pudiendo optar según las características de los bienes, praductos o 
instrumentos por lo que sea más conveniente y oportuno al caso concreto: 


A) Retenerlos para uso oficial en los programas y proyectos a cargo de la 
misma. 


B) Transferir los mismos o'el producido de su enajenación, a cualquier 
entidad: pública que haya participado directa o indirectamente en su 
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incautación o en la coordinación de programas de prevención o 
represión en materia de drogas y de prevención de lavado de activos. 


C) Transferir esos bienes, productos o instrumentos, o el producto de su 
venta, a cualquier entidad pública o privada.dedicada a la prevención del 
uso indebido de drogas, el tratamiento, la rehabilitación y la reinserción 
social de los afectados por el consumo. 


La Secretaría Nacional de Drogas solicitará al Ministerio de Economía y 
Finanzas el refuerzo de los créditos presupuestales asignados, en función de 
las recaudaciones reales producidas por estos conceptos. «Los refuerzos 
solicitados podrán tener destino tanto para gastos de funcionamiento .como de 
inversión. 

Notas: Reincorporado por Loy N* 18.588 de 18/09/2009 artículo 1. 
Litoral B) redacción dada por Loy N* 18.719 de 27/12/2010 artículo 95. 


Derogado anteriormente por Loy N* 18.494 de 05/06/2009 artículo 14. 


Redacción dada anteriormente por Ley N* 17,930 de 19/12/2005 artículo 68, 
y Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


CAPITULO XI 


Artículo, 68.- El Poder Ejecutivo creará un .registror en el que 
obligatoriamente deberán inscribirse quienes produzcan, fabriquen, preparen, 
importen, exporten, «distribuyan, usen, tengan en su poder, sean depositarios, 
almacenen, ofrezcan en venta o negocien de cualquier modo precursores 
químicos y otros productos químicos incluidos en las Tablas 1 y 2. 


Sólo podrán efectuar las operaciones y actividades previstas en el inciso 
precedente con precursores químicos y otros productos químicos incluidos en 
las Tablas a que refiere dicho inciso precedente, quienes hayan obtenido la 
correspondiente autorización del Poder Ejecutivo. 


Notas: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 
Ver: (Tablas 1y2) 
Artículo 69.- A los efectos de la presente ley se consideran precursores 


químicos las sustancias que pueden utilizarse en la producción, fabricación y 


preparación de estupefacientes o sustancias psicotrópicas incorporables en su 
estructura molecular al producto final, resultando fundamentales para dichos 


procesos. 


A los efectos de la presente ley se consideran otros productos químicos 
las sustancias que, no siendo precursores químicos -tales como solventes, 
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reactivos o catalizadores- pueden utilizarse en la producción, fabricación, 
extracción o preparación de estupefacientes o sustancias psicotrópicas. 


Nota: Agregado por Ley N” 17.016 de 22/10/1998 artículo 5, 


Artículo 70.- Las personas fisicas o jurídicas que deban cumplir con la 
obligación prevista en el artículo 68 deberán llevar y conservar registros de 
inventario, producción, fabricación, adquisición y distribución de tas sustancias 
y productos incluidos en las Tablas 1 y 2 del anexo en la forma que determine 
la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 


Dicha reglamentación establecerá las cantidades máximas de cada uno 
de los productos incluidos en lá Tabla 2 que en cada actividad estarán 
exceptuados del régimen que se regula en la presente ley. 


Notas: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 
Ver: Texto/imagen (Tablas 1 y 2). 


CAPITULO Xil 


Artículo 71.- Las instituciones o empresas que realicen actividades de 
intermediación financiera comprendidas en el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de 
“setiembre de 1982, los Bancos regulados por la Ley N* 16.131, de 12 de 
setiembre de 1990, las Casas de Cambio a que refiere el artículo 56 de la Ley 
N% 16.696, de 30 de marzo de 1995, y en general las personas físicas o 
juriditas sujetas a control del'Banco Centraldel Uruguay deberán ajustarse a 
las reglamentaciones que dicten el Poder Ejecutivo o el mencionado Banco 
Central con la finalidad de prevenir la conversión, transferencia u ocultación de 
bienes, productos o instrumentos procedentes de cualesquiera de las 
actividades previstas como.delitos por la presente ley. 


Las transgresiones de los preceptos contenidos en dichas 
reglamentaciones podrán determinar, según los casos y cuando 
correspondiera, la aplicación de las sanciones o medidas administrativas 
previstas en el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982, con la 
redacción dada por la Ley N* 16.327, de 11 de noviembre de 1992. 


Lo anterior es sin' perjuicio de la facultad del Juez de .apreciar, cuando 
pudiera corresponder, de acuerdo con los criterios y procedimientos previstos 
en la presente ley, la eventual responsabilidad penal que pudiera caber a los 
directores, gerentes, administradores, mandatarios, síndicos o fiscales de las 
referidas instituciones, empresas o sociedades a que refiere el inciso primero. 


Nota: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 
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Artículo 72.- De conformidad con la reglamentación que dicte -el Banco 
Central del Uruguay, las instituciones de intermediación financiera y.las que no 
siéndolo -y en lo pertinente- desarrollen actividad financiera, no podrán 
mantener cuentas sin la debida identificación de sus titulares. 


Las instituciones a las que refiere el inciso precedente deberán registrar 
y verificar por medios eficaces la identidad, representación, domicilio, 
capacidad legal, ocupación u objeto social -según los casos- de las personas 
físicas y jurídicas que sean titulares de cuentas en las mismas, de conformidad 
con la reglamentación que dicte el Banco Central del Uruguay. 


Nota: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5, 


Artículo 73.- Las instituciones a que refiere el artículo anterior deberán 
llevar y mantener, en las condiciones que establezca. la reglamentación del 
Banco Central del Uruguay, registros y correspondencia comercial que 
permitan la reconstrucción de las transacciones financieras que superen el 
monto que establezca dicha reglamentación y una base de datos que permita 
acceder rápidamente a.ta información sobre operaciones financieras. (*) 


Nota: Agregado por Ley N* 17,016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo 74.- El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento del Banco 
Central del Uruguay, coordinará programas de capacitación del personal que 
corresponda, relaciorrados con las actividades a que réfiere la presente ley en 
el Capítulo XI! y, en lo que refiere a las materias de que se ocupa el Capítulo 
XII, coordinará programas de capacitación en materia de cooperación jurídica 
internacional con el asesoramiento de la Dirección de Cooperación Jurídica 
Internacional y de Justicia del Ministerio de Educación y Cultura. 


Nota: Agregado por Ley N" 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


CAPITULO XI! 


Artículo 75.- Las solicitudes de cooperación jurídica penal internacional 
provenientes de autoridades. extranjeras competentes de acuerdo a la ley del 
Estado requirente para la investigación o enjuiciamiento de los delitos previstos 
en la presente ley o de delitos conexos, que refierañ al auxilio jurídico de'mero 
trámite, probatorio, cautelar o de inmovilización, confiscación, decomiso o 
transferencia de bienes, se recibirán y darán curso por la Dirección de 
Cooperación Jurídica Internacional y de Justicia del Ministerio de Educación y 
Cultura. Dicha Dirección, de conformidad con los respectivos Tratados 
Internacionales vigentes y normas de fuente nacional en la materia, -remitirá 
directamente y sin demoras las respectivas solicitudes de cooperación penal 
internacional a las autoridades jurisdiccionales o administrativas con función 
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jurisdiccional nacionales competentes, según los casos, para su 
diligenciamiento, de acuerdo al ordenamiento jurídico de la República. 


Nota: Agregado por Ley. N" 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo 76.- Las solicitudes de cooperación jurídica penal internacional 
y documentación anexa recibidas por la citada Dirección vía diplomática, 
consular o directamente, quedarán eximidas del requisito de legalización y 
deberán ser aconpañadas, en su caso, de. la respectiva traducción al idioma 
español. 


Nota: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 
A lo 77.- 


1. Los Tribunales nacionales competentes para la prestación de la cooperación 
penal intemacional solicitada, la diligenciarán de oficio con intervención del 
Ministerio Público de acuerdo a las leyes de la República y verificarán: a) 
que tá solicitud sea. presentada debidamente fundada, b) que la misma 
identifique la autoridad extranjera competente requirente proporcionando 
nombre y dirección de la misma, y c) que, cuando corresponda, sea 
acompañada de traducción al idioma español de acuerdo a la legislación 
nácional en la 'materia. 


2. En.los.casos de cooperación penal internacional, la misma. se prestará por 
los Tribunales nacionales, debiéndose examinar por el Juez, si la conducta 
que motiva la investigación, enjuiciamiento o procedimiento, en el Estado 
.requirente, constituye o no delito, conforme al Derecho nacional. 


3.- En los casos de solicitudes de cooperación penal relativas a registros, 
levantamiento del secreto bancario, embargo, secuestro y entrega de 
cualquier objeto, comprendidos, entre otros, documentos, antecedentes o 
efectos, el Tribunal nacional actuante diligenciará la solicitud si determinara 
que la misma contiene toda la información que justifique la medida solicitada. 
Dicha medida se someterá a la ley procesal y sustantiva de la República. 


4. Las solicitudes de cooperación penal internacional podrán ser rechazadas 
por. los Tribunales nacionales encargados de su diligenciamiento, cuando 
concluyan que las mismas afectan en forma grave, concreta y manifiesta el 
orden público, así como la seguridad u.otros intereses esenciales de la 
República. (*) 

Nota: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo 78.- Las autoridades o particulares pertenecientes a los 
Estados requirentes de cooperación no podrán llevar a cabo en el territorio de 
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la República actuaciones que, confórme a la legislación nacional, sean de 
competencia de las autoridades del país. 
Nota: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo 79.- Cuando los datos necesarios para el cumplimiento de la 
solicitud de cooperación penal internacional sean insuficientes o confusos, el 
Tribunal actuante podrá requerir la ampliación o aclaración de los mismos a la 
autoridad extranjera requirente vía Dirección de Cooperación Jurídica 
Internacional! y de Justicia, la que trasmitirá de forma urgente la. solicitud de 
ampliación o aclaración. En los casos en que la solicitud de cooperación penal 
internacional no se cumpla en todo o en parte, este hecho, así como las 
razones que motivaran su incumplimiento, serán comunicadas de inmediato por 
el Tribunal actuante a la autoridad extranjera requirente a través de la precitada 
Dirección del Ministerio de Educación y Cultura. (*) 


Nota: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


Artículo 80.- La legislación interna de la República será la encargada de 
regular eventuales responsabilidades por daños que pudieran emerger de 
actos de sus autoridades en ocasión de la prestación de cooperación penal 
internacional requerida por autoridades extranjeras. 

La República Oriental del Uruguay se reserva el derecho de repetir 
contra los Estados requirentes por eventuales indemnizaciones que pudieren 
emanar del diligenciamiento de solicitud de cooperación jurídica internacional. 

El pedido de cooperación penal internacional formulado por una 
autoridad extranjera importará el conocimiento y aceptación por dicha autoridad 
de los principios enunciados en los incisos precedentes, todo lo cual se hará 
saber a la requirente, por la mencionada Dirección de Cooperación del 
Ministerio de Educación y Cultura, una vez recepcionado por esta última el 
respectivo pedido de cooperación. (*) 

Nota: Agregado por Ley N* 17.016 de 22/10/1998 artículo 5. 


CAPITULO XIV 
Artículo 81.- Derogado por: Ley N* 17.835 de 23/09/2004 artículo 22. 


Texto Derogado 


Artículo 81.- Los delitos tipificados en los articulos 
54 a 57 de la presente ley se aplicarán tembién 
cuando su objeto material sean los bienes, 


superior a U$S 20.000 (veinte mil dólares de los 
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Estados Unidos de América); tráfico ilícito de armas, 
explosivos, municiones o material destinado a su 
producción; tráfico ilícito de órganos, tejidos y 
medicamentos; tráfico ilícito de hombres, mujeres o 
niños; extorsión; secuestro; proxenetismo; tráfico 
ilícito de sustancias nucleares; tráfico ilícito de obras 
de arte, animales o materiales tóxicos. 


Artículo-82.- Derogado por Ley N* 17.835 de 23/09/2004-artículo 22.. 


Texto derogado 


Artículo 82.- En los casos previstos en el artículo 81 
de la presente ley serén aplicables las ) 
contenidas en los artículos 58 a 67 y 71 a 80 de la 
presente loy. 


Artículo 83.- Derogado por Ley N* 17.835 de 23/09/2004 artículo 22. 


Texto derogado 


Artículo 83.- Las disposiciones de la presente ley 
regirán aun cuando el hecho antecedente origen de 
los bienes, productos o instrumentos hubiera sido 
cometido en el extranjero, en tanto el mismo 
también hubiera estado penado en el lugar de su 
comisión y en la República Oriental del Uruguay. 
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LISTAS DE LA CONVENCIÓN ÚNICA DE 1961 


Enumeración de los estupefacientes incluidos en la Lista 1 
Acetilmetadol (3-acetoxi-5-dimetilarnino-4, 4-difenilheptanol) 
Alilprodina (3-alil-l-metil-4-fenil-4-propionoxipiperidina) 
Alfacetilmetadol (alfa-3-acetoxi-6-dimetilanino-4, 4-difenilheptano!) 
Alfameprodina (alfa-3-etil-1-metil-4-fenil-4-propionoxipiperidina) 
Alfametado! (alfa-6-dimetilamino4, 4-difenil-3-heptano!) 
Alfaprodina (alfa 1, 3-dimetil-4-fenil-4-propionoxipiperidina) 


Anileridina (éster etílico del ácido 1-para-aminofenetil-4-fenilpiperidina-4- 
carboxílico) 


Benzetidina: (éster etílico. del ácido 1-(2-benziloxieti)-4-fenilpiperidina-4- 
carboxílico) 


Benzilmorfina (3-benzilmorfina) 

Betacetilmetadol (beta-3-acetoxi-S-dimetilamino-4, 4-difenilheptano!) 
Betameprodina (beta-3-etil-1 -metil-4-fenil-4-propionoxipiperidina) 
Betametadol (beta-6-dimetilamino-4. 4-difenil-3-heptanol) 
Betaprodina (beta-1, 3-dimetil-4-fenil-4-propionoxipiperidina) 
Cannabis y su resina y los extractos y tinturas de la cannabis 
Cetobemidona (4-meta-hidroxifenil-1-metil-4-propionilpiperidina) 
Clonitazeno (2-para-clorbenzil-1-dietilaminoetil-5-nitobenzimidazo!) 
Coca (Hojas de) 

Cocaína (éster metílico de benzoilecgnonina) 


Concentrado de paja de adormidera (el material que se obtiene cuando la paja 
de adormidera ha entrado en un proceso para la concentración de sus 
alcaloides, en el momento en que pasa al comercio) 
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Desomorfina (dihidrodeoximorfina) 
Dextromoramida.((+)-4-2-metil-4-ox0-3 3-difenil-4-(1-pirrolidinil) butil] morfolino) 
Diampromida (N-[2-(metilfenetilamino) propi] propionanilido) 

Dietiltiambuteno (3-dietilamino-1, 1-di-(2'tienil)-1-buteno) 

Dihidromorfina 

Dimenoxado! (2-dimetilaminoetil-1-etoxi-1, 1-difenilacitato) 

Dimefeptanol (S8-dimetilamino-4, 4-difenil-3-heptanol) 

Dimetiltiambuteno (3-dimetilamino-1, 1-di(2'tienil)-l-buteno) 

Butirato de dioxafetilo (etil 4-morfolino-2, 2-difenilbutirato) 


Difenoxilato (éster etílico del ácido 1-3-ciano-3, (3-difenilpropil-4-fenilpiperidina- 
4-carboxílico) 


Dipipanona (4, 4-difenil-6-piperidino-3-heptanona) 


Ecgnonina, sus ésteres y derivados que sean convertibles en ecgnonina y 
cocaína. 


Etilmetiltiambuteno (3-etilmetilamino-1, 1-di-(2'-tienil)-1-buteno) 
Etonitazena (I-dietilaminoetil-2-para-etoxibenzil-5-nitrobenzimidazol) 


Etoxeridina (éster etílico del ácido 1-[2-(2-hidroxietoxefil) otil] -4-fenilpiperidina- 
4-carboxílico) 


Fenadoxona (6-morfolino-4, 4-difenil-3-heptanona) 
Fenampromida (N-(-metil-2-piperidinoetil) propionanilido) 
Fenaocina (2'-hidroxi-5, 9-dimetil-2-fenetil-2, 7 benzomorfán) 
Fenomorfán (3-hidroxi-N-fenetilmorfinán) 


Fenoperidina (éster etílico del ácido 1-(3-hidroxi-3-fenilpropil)-4-fenilpiperidina- 
4-carboxilico) 


Furetidina (éster etílico del ácido 1-(2-tetrahidrofurfuriloxietil)-4-fenilpiperidina-4- 
carboxílico) ¿ 


Herolña (diacetilmorfina) 
Hidrocodona (dihidrocodeinona) 
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Hidromorfino! (14-hidroxidihidromorfina) 


Hidromorfona (dihidromorfinona) 


Hidroxipetidina (éster etílico del ácido 4-meta-hidroxifen-1-metilpiperidina-4- 
carboxílico) . 


Isometadona (6-dimetilamino-5-metil-4, 4-difenil-3-hexanona) 
Levometorfán ((-)-3-metoxi-N-metilforninán) 

Levomoramida ((-)-4-[2-metil-4-ox0-3, 3-difenil-441-pirrolidinil) butil] morfolino) 
Levofenacilmorfán ((-)-3-hidroxi-N-fenacilmorfinán) 
Levorfanol * ((-)-3-hidroxi-N-metilmorfinán) 

Metazocina (2'-hidroxi-2, 5, 9, -trimetil-S, 7-benzomorfán) 
Metadona (6-dimetilamino-4, 4-difenil-3-heptanona) 
Metildesorfina (6-metil-delta 6-deoximorfina) 
Metildihidromorfina (6-metildihidromorfina) 

1-Metil-4 fenilpiperidina-4-carboxílico (ácido) 

Metopón (5-metildihidromorfinona) 


Morferidina (éster etílico del ácido  1-(2-morfolinoetil)-4-fenilpiperidina-4- 
carboxílico) 


Morfina 


Morfina Metobromide y otros derivados de la morfina con nitrógeno 
pentavalente 


Morfina - N- Oxido 

Mirofina (miristilbenzinmorfina) 

Nicomorfina (3, 6-dinicotinilmorfina) 

Norlevorfanol ((-)-3-hidroximorfinán) 

Normetadona (S-dimetilamino-4, 4-difenil-3-hexanona) 
Normorfina (dimetilmorfina) 

Opio 

Oxicodona (14-hidroxidihidrocodeinona) 


10 de diciembre de 2013 CÁMARA DE SENADORES 143-C.S. 


Oximorfona (14-hidroxidihidromorfinona) 
Petidina (éster etílico del ácido +metil-4-fenilpiperidina carboxílico) 


Piminodina (éster etílico del ácido 4-fenil-1-(3-fenilamino propi) piperidina-4- 
carboxílico) 


Proheptazina (1, 3-dimetil-4-fenil-4-propionoxiazacicloheptano) 
Properidina (éster isorpopílico del ácido l-metil-4-fenilpiperidina-4-carboxílico) 
Racemetorfan ((+)-3-metoxi-N-metilmorfinán) 


Racemoramida  ((+)-4-2-metil-4-oxo-3,  -3-difenil-4-(1-pirrolidinil) boutil] 
morfolino) 


Racemortan ((+)-3-hidroxi -metilmorfinán) 

Tebacón (acetildihidrocodeinona) 

Tebaína 

Trimeperidina (1, 2, 5-trimetil-4-fenil-4-propionoxipiperidina); y 


Los isómeros, a menos que estén expresamente exceptuados, de los 
estupefacientes de esta lista, siempre que la existencia de dichos isómeros sea 
posible dentro de la nomenclatura química especificada en esta lista. 


Los ésteres y éteres, a menos que figuren en otra lista, de los estupefacientes 
de esta lista, siempre que sea posible formar dichos ésteres o éteres. 


Las sales de los estupefacientes enumerados en esta lista, incluso las sales de 
ésteres, éteres e isómeros en las condiciones antes expuestas, siempre que 
sea posible formar dichas sales. 


Enumeración de los estupefacientes incluidos en la Lista Il 
Acetildihidrocodeína 

Codeina (3-metilmorfina) 

Dextropropoxifeno ((+)-4-dimetitlamino-3-metil-1, 2-difenil-2-propionoxibutano) 
Dihidrocodeína 

Etilmorfina (3-etilmorfina) 

Norcodeína (N-demetilcodeína) 

Folcodeina (Morfoloniletilmorfina); y 
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Los isómeros, a menos que estén expresamente exceptuados, de los 
estupefacientes de esta lista, siempre que sea posible formar dichos isómeros 
dentro de la nomenclatura química especificada en esta lista. 

Las sales de los estupefacientes enumerados en esta lista, incluso las sales de 
estos isómeros en las condiciones antes expuestas, siempre que sea posible 
formar dichas sales. 


Enumeración de los preparados Incluidos en la Lista 1Il 
1. Preparados de: 

Acetildihidrocodeina, 

Codeína, 

Dextropropoxifeno, 

Dihidrocodeína, 

Etilmorfina, 

Folcodina y 

Norcodeína 

en los casos en que: 


a) Estén mezclados con uno o varios Ingredientes más, de tal modo que el 
preparado ofrezca muy poco o ningún peligro de abuso y de tal manera que el 
estupefaciente no pueda separarse por medios sencillos o en cantidades que 
ofrezcan peligro para la salud pública; y 


b) Su contenido de estupefaciente no exceda de 100 miligramos por unidad 
posológica y el concentrado no exceda del 2,5 % en los preparados no 
divididos. 

2. Los preparados de cocaína que no contengan más del 0,1 % de cocaína 
calculado como base de cocaína y los preparados de opio o de morfina y estén 
mezclados con uno o varios ingredientes más de tal modo que el preparado 
ofrezca muy poco o ningún peligro de abuso y de tal manera que el 
estupefaciente no pueda separarse por medios sencillos o en cantidades que 
ofrezcan peligro para la salud pública. 


3. Los preparados sólidos de difenoxilato que no contengan más de 2,5 
miligramos de difenoxilato calculado como base y no menos de 25 
microgramos de sulfato de atropina por unidad de dosis. 
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4. Pulvis ipecacuanhae et opi compositus 
10 % de polvo de opio 
10 % de polvo de raíz de ipecacuana, bien mezclados con 


80 % de cualquier otro ingrediente en polvo, que no contengan estupefaciente 
alguno. 


5. Los preparados que respondan a cualesquiera de las fórmulas enumeradas 
en la lista y mezclas de dichos preparados con cualquier ingrediente .que ¡no 
contenga estupefaciente alguno. 


Enumeración de los estupefacientes incluidos en la Lista IV 
Cannabis y su resina 

Cetobemidona (4-meta-hidroxifenil-1-metil-4-propionilpiperidina) 
Desomorfina (Dihidrodeoximorfina) 

Heroína (Diacetilmorfina) 


Las sales de todos los estupefacientes enumerados en esta lista, siempre que 
sea posible formar dichas sales. 


Hecho en Nueva York, el 30 de marzo de 1961. 
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CONVENIO SOBRE SUSTANCIAS SICOTROPICAS 
Viena, Austria, febrero de 1971 


LISTAS DEL CONVENIO DE VIENA DE FEBRERO DE 1971 


Sustancias enumeradas 


S jas de la Lista | 


DCI Otras denominaciones Denominación química 
comunes o triviales ro 


DET N. N. dietiltriptamina 

DMHP 3- (1, 2-dimetilheptil)- 
1-hidróxido -7, 8, 9, 
10-tetrahidro-5, 6, 9- 
trimetil-6 H -dibenzo 
(b, 9) pirano 

DMT N. N-dimetiltriptamina 


- (Y) LISERGIDA 
LSD, LSD-25  (£)-N. N. -Dietillisergamida (dietilamida del ácido 
d-lisérgico) 
Mescalina 3, 4, 5-trimetoxifenetil- 
amina 
parahexil 3-hexil-1-hidróxido-7, 
8, 9, 10- tetrahidro-6, 
6, 9-trimetil- 6 H- 
dibenzo (b, d.) pirano 
psilocina, psilotsina 3- (2-dimentil amino- 
etil)-4 hidroxindo! 
PSILOCIBINA fosfato dihidrogenado 
de 3-(2- dimetil 
aminoetil)-indo!-4-y-1 


STP, DOM 2-amino-1-(2, 5 
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dimetoxi-4-metil) 
fenilpropano 
10. tetrahidrocannabinoles y todos 1-hidroxi-3-pentil-Ga, 
sus isómeros 7, 10, 10a- tetrahidro- 
6, 6, 9-trimetil-6 H 


dibenzo (b, d) pirano 


Las denominaciones que aparecen en mayúsculas en la columna de la 
izquierda son las Denominaciones Comunes Internacionales (DCI). Con una 
sola excepción (()-LISER GINA), únicamente se indican otras denominaciones 
comunes o triviales cuando aún no se ha propuesto ninguna DCI. 


Sustancias de la Lista 11 
Otras denominaciones 
pcIl comunes o triviales Denominación 
e química 
1. ANFETAMINA (+)-2-amino-1- 
fenilpropano 
da DESANFETAMINA (4)-2-amino-1- 
fenilpropano 
3. METANFETAMINA (+)-2-metilamino -1- 
fenilpropano 
4. METILFENIDATO éster metiílico del 
ácido 2-fenil-2- (2- 
piperidil) acético 
5. FENCICLIDINA 1-(1-fenilciclohexil)- 
piperidina 
6. FENMETRAZINA 3-metil-2-fenil- 
morfolina 


Sustancias de la Lista 111 
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Otras denominaciones 
comunes o triviales 


AMOBARBITAL 


CICLOBARBITAL 


GLUTETIMIDA 


PENTOBARBITAL 


SECOBARBITAL 


Sustancias de la Lista [W 


Otras denominaciones 
comunes o triviales 


ANFEPRAMONA 


BARBITAL 


ETCLOVINOL 


ETINAMATO 
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Denominación 
química 


ácido 5-etil-5- (3 
metilbutil) barbitúrico 


ácido 54(1- 
ciclohexeno-1 y 1)-5- 
etilbarbitúrico 
2-etil-2-metilamino-1- 
fenil- propano 


ácido 5-etil-5- (1 
metilbutil) barbitúrico 


ácido 5- alil-5- (1 
metilbutil) barbitúrico 


Denominación 
química 


2-(dietilamino) 
propiofenona 


ácido 5, 5-dietil- 
barbitúrico 

etil-2- 
cloroviniletinilcarbino! 


carbamato de 1- 
etinilciclohexanol 
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6. 
Ye 
8. 
9. 
10. 
SPA 
()1- 
dimetilamina 
4,2 
difeniletano 
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MEPROBAMATO 


METACUALONA 


METILFENOBARBITAL 


METIPRILONA 


FENOBARBITAL 


PIPRADOL 


Hecho en Viena, Austria, en febrero de 1971. 


dicarbamato de 2- 
metil-2-propil- 1, 3- 
propanodiol 


2- metil-3 - o - tolil - 4 
(3H) quinazolinona 


ácido 5- etil -1 - limetil 
5- fenil-barbitúrico 


3, 3-dietil-5-metil -2, 
4.- piperidinadiona 


ácido 5-etil-5- 
fenilbarbitúrico 


1, 1-difenil-1-1-(2- 
piperidil) metanol 
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Decreto Ley N* 15.703, de 11 de enero de 1985 


CAPITULO | - COMPETENCIA Y DEFINICIONES 


Artículo 1.- Cométese al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio 
de Salud Pública, regular ta distribución, comercialización y dispensación de los 
medicamentos, cosméticos y dispositivos terapéuticos, de uso humano por 
medio de los establecimientos farmacéuticos, los poderes jurídicos y las 
normas que determina la presente ley. 


El ejercicio de las libertades de empresa de industria y comercio en la 
materia regulada por la presente ley, queda sujeto a las limitaciones y 
prohibiciones de interés general resultantes de ella. 


Artículo 2.- Los medicamentos a que se refiere la presente ley son los 
definidos por el artículo 2? de la ley 15.443, de 5 de agosto de 1983. 


Artículo 3.- A los fines de la presente ley se entiende por cosmético toda 
sustancia y mezcla de sustancias preparada para ser utilizada en la limpieza, 
mejoramiento o alteración del cutis, piel, cabello, uñas o dentadura, incluyendo 
desodorantes y perfumes. 


Artículo 4.- A los fines de la presente ley se entiende por "dispositivo 
terapéutico" cualquier artículo, instrumento, aparato o artefacto, incluyendo sus 
-componentes, partes o accesorios, para su uso en: 


A) El diagnóstico, tratamiento, atenuación o prevención de una enfermedad, 
desorden o estado fisico anormal y sus síntomas. 


B) La restauración, corrección o modificación de una función fisiológica o de su 
estructura corporal. 


C) Evitar el embarazo. 


D) El cuidado de los seres humanos durante el embarazo o el nacimiento, o 
después de éste. 
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Por vía de la reglamentación el Poder Ejecutivo podrá determinar los 
dispositivos terapéuticos que no estén alcanzados por lo dispuesto por el 
artículo 5* de la presente ley. 


CAPITULO li - DE LOS ESTABLECIMIENTOS FARMACEUTICOS 


Artículo _5.- La distribución, comercialización y dispensación de 
medicamentos, cosméticos y dispositivos terapéuticos sólo podrá efectuarse 
por medio de los establecimientos previstos en esta ley, incluidas las 
definiciones que establecerá el Ministerio de Salud Pública por vía 
reglamentaria de acuerdo a los poderes conferidos (artículo 24 literal C). 


Artículo 6.- El establecimiento comercial de Farmacia que integra la 
primera categoría, es el dedicado principalmente a: 


1) La dispensación pública de medicamentos, cosméticos y dispositivos 
terapéuticos. 

2) La dispensación de productos oficinales preparado de acuerdo a las 
farmacopeas vigentes y fórmulas medicamentosas prescriptas por 
profesionales habilitados. 


3) La venta al menudeo de productos químicos autorizados. 


4) Toda nueva farmacia de esta categoría, que sea habilitada su instalación 
dentro del territorio nacional, donde ya existen otras habilitadas de igual 
categoría, deberá estar a una distancia no menor a trescientos metros de 
las mismas, por el camino transitable más corto. 


5) Se tomará como limitante para la habilitación de toda nueva farmacia de 
esta categoría, la correspondencia entre el número de habitantes y la 
cantidad de farmacias existentes. Las mismas podrán ser habilitadas 
cuando se supere el número de cinco mil habitantes por farmacia existente. 


La. mencionada restricción regirá únicamente para cuando en las 
ciudades, villas o pueblos existan por lo menos dos farmacias de esta 
categoría. 


Nota: Numerales 4%) y 5%) agregados por: Ley N* 17.715 de 28/11/2003 
artículo 1. 
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Artículo 7.- Farmacia Hospitalaria es el establecimiento no comercial 
que integra la segunda categoría destinado a dispensar exclusivamente los 
servicios farmacéuticos a los pacientes ambulatorios o internados del hospital, 
sanatorio o policlínica, propiedad del Estado o de particulares, instituciones 
privadas que prestan asistencia médica colectiva (ley 15.181) y las policlínicas 
privadas gratuitas. 


Nota: Reglamentado por: Decreto N* 28/003 de 23/01/2003. 


Artículo 38.- Farmacia Rural es el anexo de un establecimiento 
comercial, integra la tercera categoría y está instalado en localidades que -a 
juicio del Ministerio de Salud Pública- por su densidad de población y fácil 
acceso para el área rural, debe presentar un servicio necesario, dispensando al 
público los medicamentos, cosméticos y dispositivos terapéuticos que 
especialmente determine y controle dicho Ministerio. 


Artículo 9.- Farmacia Homeopática es el establecimiento comercial que 
integra la cuarta categoría, dedicado exclusivamente a la elaboración, 
fraccionamiento y dispensación de los productos propios de la medicina 
homeopática. 

Nota: Reglamentado por. Decráto N* 94/988 de 26/01/1988. 


Artículo  10- Drogueía o Distribuidor Farmacéutico es el 
establecimiento comercial mayorista que integra la quinta categoría dedicado 
principalmente a la intermediación de medicamentos, productos químicos, 
cosméticos y dispositivos terapéuticos, provenientes de fabricantes, 
importadores o laboratorios, destinados a los distintos establecimientos 
creados por la presente ley. 


Artículo 11.- Derogado/s por: Ley N* 17.296 de 21/02/2001 artículo 
367. : 


TEXTO DEROGADO. Artículo 11.- El funcionamiento de la 
Farmacia Rural (tercera categoría) es incompatible con la 
existencia o instalación de Farmacia (primera categoría). 


CAPITULO Ill - OTROS ESTABLECIMIENTOS 


Artículo 12.- Herboristería es el establecimiento comercial que integra la 
sexta categoría, dedicado exclusivamente a la preparación, fraccionamiento y 
venta al por mayor y menor de las hierbas y sus mezclas, debidamente 
autorizadas. 
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Artículo 13.- Quedan comprendidos en las disposiciones de la presente 
ley los establecimientos destinados a la comercialización de dispositivos 
terapéuticos y cosméticos : que no puedan considerarse estrictamente 
farmacéuticos, tales como ópticas, ortopedias y perfumerías, respecto de los 
cuales la reglamentación determinará las categorías correspondientes asi 
como si requieren Dirección Técnica y, en caso afirmativo, los títulos 
habilitantes para su ejercicio. 


CAPITULO IV - DE LA PROPIEDAD DE LOS ESTABLECIMIENTOS 


Artículo _14- La propiedad de los establecimientos de Farmacia, 
Farmacia Rural, Farmacia homeopática, Droguería o Distribuidor 
Farmacéuticos y Herboristería, podrá ser de cualquier persona física o jurídica 
que ténga la calidad de comerciante. No obstante, no podrán ser titulares de 
tales establecimientos, los médicos, odontólogos y veterinarios, los que 
tampoco podrán ser integrantes o poseedores de acciones de las personas 
jurídicas propietarias, cualquiera sea la forma societaria. En caso que la 
propiédad de los establecimientos indicados sea de una sociedad anónima o 
en comandita por acciones, las acciones de la sociedad deberán ser 
nominativas. 

Artículo 15.- La propiedad de los establecimientos de la segunda 
categoría (Farmacia Hospitalaria) deberá pertenecer al titular del servicio, sea 
público o privado. 

Artículo 16.- La propiedad de los establecimientos existentes a la fecha 
de vigencia de esta ley, deberá regirse por las disposiciones precedentes 
dentro de los plazos que establezca la reglamentación. 


CAPITULO V - DE LA DIRECCION TECNICA 


Artículo 17.- Los establecimientos farmacéuticos previstos en la 
presente ley, sólo podrán funcionar bajo la responsabilidad de la Dirección 
Técnica correspondiente, la que será ejercida por químico farmacéutico, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13. 


Artículo 18.- La responsabilidad de la dispensación de los productos 
comprendidos en la presente ley, corresponde directamente a la Dirección 
Técnica, sin perjuicio de las acciones que por repetición correspondan contra 
los productores, fabricantes o importadores de tales productos o artículos. 
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Artículo 19.- La Dirección Técnica es también responsable del 
cumplimiento de las normas reglamentarias dictadas por el Ministerio de Salud 
Pública en función de las disposiciones contenidas en la presente ley. La 
gestión comercial de los establecimientos que tienen tal naturaleza es de 
exclusiva responsabilidad del propietario. No obstante. respecto de la autoridad 
sanitaria, queda establecida la solidaridad activa y pasiva del propietario y 
Dirección Técnica. 


Artículo 20.- Un mismo Químico Farmacéutico podrá ejercer como 
titular hasta dos Direcciones Técnicas en establecimientos de primera o 
segunda categorías y una tercera en establecimientos de la cuarta catégoria, 
no pudiendo exceder de tres el número de Direcciones Técnicas a su cargo. 


En el interior de la República podrán autorizarse hasta tres Direcciones 
Técnicas de establecimientos de una o dos categorías. 


Artículo 21.- El control técnico de la Farmacia Rural será ejercido de 
acuerdo a las normas especiales que dicte el Ministerio de Salud Pública sobré- 
el particular. 


Artículo 22.- La Dirección Técnica de los -establecimientos que Ja. 
requieran de'acuerdo.a las normas de esta ley y sus reglamentaciones (articula 
13) deberá integrarse con .un suplente para: los casos de impedimento, 
temporario o licencia del titular. Ningún: titular de Dirección Técnica podrá 
asumir simultáneamente mas de dos suplencias en establecimientos, de 
cualquier categoría. 


Artículo 23.- La Dirección Técnica de los establecimientos existentes, a 
la fecha de la vigencia de la presente ley, deberá regirse por las disposiciones 
precedentes dentro de los plazos que determine la reglamentación. 


CAPITULO VI - PODERES JURIDICOS 
Artículo 24.- Compete al Ministerio de Salud Pública: 


A) Ejercer la policía y determinar el régimen de instalación y funcionamiento de 
cualesquiera de los establecimientos regulados por esta ley, disponiendo, 
especialmente, de las facultades de registro, coordinación, control” y 
reglamentación. 


B) Autorizar el funcionamiento oO disponer la suspensión de +.los 
establecimientos comprendidos en la presente ley y proceder a su registro. 
Fijar las exigencias técnica, sanitarias, de ubicación y locativas y 
ambientales o de otro orden necesarias a los fines de esta ley. 
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Todo traslado de establecimiento cualquiera sea su categoría, supone * 
nueva solicitud de autorización. 


C) Determinar los medicamentos, cosméticos y dispositivos terapéuticos que 
cada establecimiento pueda elaborar, comercializar o dispensar de acuerdo 
a. su categoría así como disponer las prohibiciones e incompatibilidades 
pertinentes, por razones de interés general. 


D) Supervisar en forma permanente los establecimientos, comprendidos en la 
presente ley con los mas amplios poderes inspectivos, a cuyo efecto podrá 
contar con el auxilio de la fuerza publica. Dichos poderes se ejercerán 
sobre cualquier actividad o establecimiento, comercial o no, requiriéndose, 
para el caso de domicilio particular, orden de allanamiento expedida por 
Juez competente. 


E) Incautar los artículos hallados en infracción labrando el acta respectiva. 


F) Determinar los registros técnico-administrativos que deban llevar los 
establecimientos según su categoría así como recabar datos, 
declaraciones juradas e informaciones que sean necesarias a los fines de 
esta ley. 

G) Detérminar, respecto de los establecimientos de Farmacia (primera 
categoría) el horario y el régimen de los turnos correspondientes que deben 
cumplir, así como el régimen, de servicio permanente fuera de los tumos. 


H) Determinar-los artículos cuya venta pública queda prohibida por razones 
sanitarias o sometida a particulares exigencias que condicionan su 
dispensación. 


I) Reglamentar y controlar la propaganda que puede realizar cada categoría de 
establecimiento respecto de su actividad y por cualquier medio, incluidas 
vidrieras y escaparates dentro o fuera de los locales, permitiéndose sólo la 
relativa a los artículos cuya dispensación está exenta de receta profesional 
y siempre que el contenido publicitario se atenga a una apropiada base 
científica. 


J) Solicitar se decrete judicialmente la intervención de los establecimientos 
regulados por la presente ley, como medida cautelar. 


Será aplicable, en lo pertinente, el artículo 90, inciso 2*, de la ley 14.306, 
de 29 de noviembre de 1974. 


K) Fijar los aranceles administrativos correspondientes a las habilitaciones 
previstas en la presente ley. 
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Nota: Reglamentado por: Decreto N* 230/987 de 05/08/1987. 


CAPITULO VII - DE LAS SANCIONES 


Artículo 25.- Las infracciones a la presente ley y sus reglamentaciones, 
serán sancionadas con incautación de los artículos en infracción, suspensión 
de actividad, clausura del establecimiento y multa de hasta N$ 300.000.00 
(nuevos pesos trescientos mil), monto que será actualizado anualmente de 
acuerdo a las disposiciones de la ley 13.728, de 17 de diciembre de 1968 
(artículos 38 y 39). Dichas sanciones serán graduadas de acuerdo da la 
gravedad y reiteración de la infracción, a cuyos efectos se llevará un Registro 
de Infractores. 


Artículo 26.- Derógase la ley 14.746, de 27 de diciembre de 1977 y toda 
otra disposición que directa o indirectamente:se oponga a lo dispuesto en la 
presente ley. 


Artículo 27.- Comuníquese, etc. 
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Ley N* 18.191, de 14 de noviembre de 2007 


MEDIDAS DE PREVENCION Y CONTROL 
PRUEBA DE ALCOHOL U OTRAS DROGAS EN SANGRE 


Artículo 46.- A partir de la presente ley, los funcionarios del Ministerio 
del Interior, de la Dirección Nacional de Transporte del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas y de las Intendencias Municipales, en el ámbito de sus 
competencias, especialmente habilitados y capacitados a tal fin, podrán 
controlar en cualquier persona que conduzca un vehículo en zonas urbanas, 
suburbanas O rurales del territorio nacional, la eventual presencia y 
contentración de alcohol u otras drogas psicotrópicas en su organismo, a 
través de procedimientos de espirometría u otros métodos expresamente 
establecidos por las autoridades competentes, los que podrán ser ratificados a 
través de exámenes de sangre, orina u otros análisis clínicos o paraclínicos. (*) 


Al conductor que se le compruebe que conducía contraviniendo los 
limites indicados en la presente ley, se le retendrá la licencia de conducir y se 
le aplicarán las siguientes sanciones: 


A) En caso de tratarse de una primera infracción, una suspensión de dicha 
habilitación para conducir de entre seis meses y un año. 


B) En caso de reincidencia, se extenderá dicha sanción hasta el término de dos 
años. 


C) En caso de nueva reincidencia, se podrá cancelar la licencia de conducir del 
infractor. 


La autoridad competente reglamentará el procedimiento de rehabilitación. 
Al conductor que se rehusare a los exámenes antes referidos: 
A) Se le retendrá la licencia de conducir. 


B) En virtud de su negativa, se le podrá aplicar una multa de hasta 100 UR 
(cien unidades reajustables). 


C) La negativa constituirá presunción de culpabilidad. 
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D) La autoridad competente aplicará una sanción que implicará la inhabilitación 
para conducir entre seis meses y un año de cometida la primera infracción y, 
en caso de reincidencia, la misma se extenderá hasta un máximo de dos 
años. 


La autoridad competente establecerá los protocolos de intervención 
médica para la extracción y conservación de muestras hemáticas, la realización 
de los análisis de orina o clínicos y la capacitación técnica del personal 
inspectivo, determinando también en dichos protocolos, los casos en que un 
conductor no pueda ser sometido al procedimiento de espirometría. 


La inobservancia de los requisitos establecidos determinará que la 
prueba sea nula. : 


Lo dispuesto en los literales A), B), C) y D) del presente artículo es sin 
perjuicio de las acciones que acuerdan las leyes penales y civiles a los 
particulares. 


Nota: inciso 1*) ver vigencia: Ley N* 18.793 de 12/08/2011 
articulo 1. 
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Ley N” 18.256, de 6 de.marzo de 2008 


CAPITULO li - MÉDIDAS RELACIONADAS CON LA REDUCCION 
DE LA DEMANDA DE TABACO 


Artículo _3.- (Protección de espacios).- Prohíbese fumar o mantener 
«encendidos productos de tabaco en: 


A) Espacios cerrados que sean un lugar de uso público. 
B) Espacios cerrados que sean un lugar de trabajo. 


C) Espacios cerrados o abiertos, públicos o privados, que correspondan a 
dependencias de: 


¡. Establecimientos sanitarios e instituciones del área de la salud de cualquier 
tipo o naturaleza. 


ii Centros de enseñanza e instituciones en las que se realice práctica 
docente en cualquiera de sus formas. 


También se consideran espacios cerrados, los espacios interiores notechados 
cuando se encuentren dentro del área edificada. (*) 


Nota: inciso final agregado por. Ley N* 18.362 de 06/10/2008 
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Ley N* 18.331, de 11 de agosto de 2008 


CAPITULO IV - DATOS ESPECIALMENTE PROTEGIDOS 


Artículo 18.- Datos sensibles.- Ninguna persona puede ser obligada a 
proporcionar datos sensibles. Estos sólo podrán ser objeto de tratamiento con 
el consentimiento expreso y escrito del titular. 


Los datos sensibles sólo pueden ser recolectados y objeto de 
tratamiento cuando medien razones de interés general autorizadas por ley, o 
cuando el organismo solicitante tenga mandato legal para hacerlo. También 
podrán ser tratados con finalidades estadísticas o científicas .cuando se 
disocien de sus titulares. 


Queda prohibida la formación de bases de datos que almacenen 
información que directa o indirectamente revele datos sensibles. Se exceptúan 
aquellos que posean los partidos políticos, sindicatos, iglesias, confesiones 
religiosas, asociaciones, fundaciones y otras entidades sin fines de lucro, cuya 
finalidad sea política, religiosa, filosófica, sindical, que hagan referencia al 
origen racial o étnico, a la salud y a la vida sexual, en cuanto a los datos 
relativos a sus asociados o miembros, sin perjuicio que la comunicación de 
dichos datos precisará siempre el previo consentimiento del titular de! dato. 


Los datos personales relativos a la comisión de infracciones penales, 
civiles o administrativas sólo pueden ser objeto de tratamiento por parte de las 
autoridades públicas competentes, en el marco de las leyes y 
reglamentaciones respectivas, sin perjuicio de las autorizaciones que la ley 
otorga u otorgare. Nada de lo establecido en esta ley impedirá a las 
autoridades públicas comunicar o hacer pública la identidad de las personas 
físicas o jurídicas que estén siendo investigadas por, o hayan cometido, 
infracciones a la normativa vigente; en los casos en que otras normas lo 
impongan o en los que lo consideren conveniente. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee). 
—En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Se- 
nador Conde. 


SEÑOR CONDE.- Señor Presidente: quiero co- 
menzar agradeciendo la cooperación del equipo de 
trabajo de la Comisión de Salud Pública, así como 
la designación por parte de mis colegas para la rea- 
lización de este informe, y especialmente la cordial 
propuesta del compañero Senador Gallo Imperiale, 
quien sin duda, entre nosotros, es el que desde hace 
más tiempo ha trabajado en la promoción y el análisis 
de esta importante temática. 


Puesto que el proyecto de ley corresponde al mis- 
mo texto aprobado en la Cámara de Representantes, 
hemos conservado algunos pasajes de su informe. Me 
interesa destacar como antecedente la importante 
elaboración y redacción de los Representantes Julio 
Bango y Sebastián Sabini, así como las sustanciales 
recopilaciones científicas hechas por el Representan- 
te Julio Battistoni, trabajos todos de los que tomare- 
mos algunos elementos. 


Yendo directamente al informe, señor Presiden- 
te, vale citar como antecedente que el 8 de agosto 
de 2012 el Poder Ejecutivo envió al Parlamento el 
proyecto de ley que estamos considerando, pero ya 
antes, en 2010, Legisladores de todos los partidos po- 
líticos con representación parlamentaria presentaron 
diferentes iniciativas para regular el autocultivo y el 
funcionamiento de clubes de consumo de cannabis 
psicoactivo. 


Se entiende que una política basada en la regu- 
lación tiene consecuencias positivas para la salud y 
la seguridad pública, ya que mientras, por un lado, 
se pueden obtener mejores resultados en el plano de 
la educación, la prevención, la información, el trata- 
miento, la rehabilitación y la reinserción en relación 
con los usos problemáticos de drogas, por el otro y al 
mismo tiempo, se combate el narcotráfico como fuen- 
te del crimen organizado y de actividades delictivas 
que afectan la seguridad de la población. 


Por ello, la regulación de los mercados de drogas, 
como política alternativa a los esquemas prohibicio- 
nistas o los liberales y como punto intermedio entre 
ambos, ofrece herramientas a los Estados para ejercer 
prácticas de reducción de la oferta y de la demanda más 
eficientes e integrales que las usadas hasta el momento. 


En particular, nuestro país ya ha realizado exi- 
tosas experiencias en el campo de la regulación del 
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mercado de tabaco —aunque es necesario hacer notar 
que, en este caso, no se trata de crear un mercado 
de marihuana-, logrando beneficios evidentes para 
la salud. Esa línea trazada continúa con el proyecto 
que hoy ponemos a consideración, relacionado con el 
cannabis, y con el que trataremos en el mediano pla- 
zo sobre el alcohol, que ya ha sido elaborado y tiene 
estado parlamentario. 


Como primer punto queremos analizar los usos de 
las drogas y sus regulaciones en la historia contempo- 
ránea de la humanidad. 


Sabemos que tan antiguos como el uso de drogas 
han sido la necesidad y el intento de las sociedades 
humanas por controlarlo y fiscalizarlo. 


Durante milenios, las distintas sociedades contro- 
laron y regularon el uso de drogas por la vía de la cul- 
tura y los mecanismos informales de control social, 
desempeñando las religiones un papel central en ello. 


Por otra parte, la modalidad de control a través de 
la ley penal y la política criminal, es relativamente 
nueva: sus orígenes se remontan recién a la segunda 
década del siglo XX, cuando se comienzan a estable- 
cer las bases de lo que, cuarenta años después, en 
1961, sería la Convención Única de Estupefacientes 
de las Naciones Unidas. 


Paradójicamente, se suele mencionar como su en- 
foque predecesor la Ley Seca establecida por la En- 
mienda XVIII a la Constitución de los Estados Uni- 
dos, sin tomar en cuenta su desoladora experiencia, 
que tuvo como efectos: la muerte de 30.000 personas 
a causa de envenenamiento por adulteración de alco- 
hol; 100.000 víctimas de ceguera y parálisis; 45.000 
detenidos por traficar; el aumento de la tasa de homi- 
cidios en un 78 % y el aumento de la población cat- 
celaria, que en 1920 era de 4.000 personas y en 1932 
pasó a ser de alrededor de 27.000. ¿Cuáles hubieran 
sido las consecuencias si esta política se hubiera apli- 
cado o replicado a escala planetaria? Sin embargo, 
rápidamente, Estados Unidos cambió el enfoque de 
la política y reguló el mercado de alcohol. 


Sabemos que el alcohol causa la muerte de 
2:500.000 personas cada año; no obstante, no se pro- 
híbe su producción, distribución, venta y consumo. 
¿Por qué? Porque tendríamos más muertes, más mu- 
tilados, más encarcelados, más violencia y más co- 
rrupción a causa de la prohibición. Por eso, en lugar 
de prohibir, se opta por la regulación. 


La Convención Única sobre Estupefacientes de 
1961, el Convenio de las Naciones Unidas sobre Sus- 
tancias Sicotrópicas de 1971 y la Convención de las 
Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefa- 
cientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 establecen 
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políticas internacionales de neta orientación prohibi- 
cionista, que alcanza a las drogas de extracción na- 
tural, a las sintéticas y a los precursores químicos. 
La última Convención incorpora, además, la cuestión 
del narcotráfico, el lavado de dinero y otros delitos 
conexos, completando así una visión general de la 
concepción de guerra a las drogas. 


Durante décadas fue impensable que en el mar- 
co de los organismos internacionales se cuestionaran 
estas Convenciones. No obstante ello, en diferentes 
Estados nacionales, en particular, en América Lati- 
na, se han dado en los últimos años diferentes pasos 
tendientes a flexibilizar los enfoques de políticas so- 
bre drogas basados en instrumentos legales que dejan 
poco margen para otros abordajes, los que han mos- 
trado ser ineficaces e insuficientes para el logro de los 
objetivos que se proponen. 


El narcotráfico genera US$ 320.000:000.000 de 
ingresos anuales y la Oficina de las Naciones Unidas 
contra la Droga y el Delito considera que es el negocio 
más rentable a nivel internacional, ya que representa 
aproximadamente el 1.5 % del PBI mundial. 


Según el Informe Mundial sobre las Drogas, en 
la actualidad el consumo de cannabis involucra en- 
tre 119:000.000 y 224:000.000 de usuarios, siendo 
la droga considerada ilícita más consumida en el pla- 
neta. 


En el trabajo de la OEA, “El Problema de la Dro- 
gas en América. Estudios”, bajo el título La Economía 
del Narcotráfico, se informa lo siguiente: “La ONU 
calcula que en los países de las Américas, los ingresos 
anuales provenientes de las drogas ascienden a alre- 
dedor de US$ 150.000 millones —-poco menos de la 
mitad del volumen mundial- aunque otras estimacio- 
nes son más bajas. Norteamérica actualmente repre- 
senta una proporción predominante del total hemis- 
férico, lo cual se debe tanto a precios más elevados 
como a una prevalencia mayor, aunque esto podría 
cambiar en el futuro”. 


Más adelante, el mismo trabajo, agrega: “Si bien 
calcular el volumen del mercado de las drogas a nivel 
mundial y hemisférico presenta enormes desafíos, la 
evidencia sugiere que alrededor de dos tercios de los 
ingresos totales se realizan al final de la cadena, por me- 
dio de ventas al por menor en los países de consumo. 


Por su parte, los mayoristas y los narcotraficantes 
que llevan las drogas por los países de tránsito repre- 
sentan entre el 20 % y el 25 % de los ingresos, mien- 
tras que poco menos del 1 % del total de ventas al por 
menor llega a los cultivadores en la región andina”. 


En base a estos informes, es pertinente, para el 
caso de Uruguay, dejar establecido desde ya que, tra- 
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tándose de un país de tránsito, que ha ido incorpo- 
rando consumo, recibe plenamente el impacto del 
negocio del crimen organizado en su fase de distribu- 
ción, de mayor riqueza. Por tanto, tiene el deber de 
aplicar una respuesta de Estado específica para un 
territorio abierto, pequeño y no productor. 


El camino que se abre con la prevista aplicación 
de esta normativa salvaguarda completamente el ries- 
go de utilización transfronteriza o de generación de 
corrientes de turismo cannábico, pues solo alcanza a 
residentes en nuestro país, mediante la aplicación de 
garantías que se expresan en el articulado. 


Uruguay se mantendrá invariablemente apegado 
al principio de responsabilidad común y compartida 
en el campo de acción y negociación internacional, 
asumiendo sus responsabilidades en forma coheren- 
te con el Derecho Internacional y en forma solida- 
ria con todos los países, especialmente de la región, 
tanto a nivel del Sistema Interamericano como del 
recientemente creado Consejo Suramericano Sobre 
el Problema Mundial de las Drogas, de la Unasur. La 
problemática mundial de drogas ha alcanzado una di- 
mensión que excede los escenarios de la diplomacia 
multilateral, para adquirir una verdadera dimensión 
geopolítica y geoeconómica, en la que se imbrican, 
no solo la acción de los Estados, sino un conjunto 
de fuerzas paralelas clandestinas o semiclandestinas 
y tentaculares mecanismos de blanqueo y lavado, que 
incluyen hasta paraísos fiscales, todos ellos envueltos 
en una lucha permanente por el control de rutas y 
territorios para dominar un politráfico que llega, in- 
cluso, a traficar con personas. 


La evolución de la lucha internacional para supe- 
rar esta situación histórica es compleja, y nuestro país, 
nuestro Gobierno, en el ejercicio de su soberanía, en- 
tiende que si tiene la posibilidad de utilizar medidas 
que protejan y mejoren su sociedad, no tiene derecho 
a postergarlas, arriesgando nuevas generaciones a la 
espera de un mayor consenso internacional. Estamos 
convencidos de que podemos aplicar nuestra propia 
política en forma totalmente compatible con nuestras 
obligaciones internacionales. 


Nos encontramos en medio de un debate acerca 
de la guerra fracasada contra las drogas. En junio 
de 2011 la Comisión Global de Políticas de Drogas, 
integrada por un amplio conjunto de personalidades 
de relevancia internacional que todos conocemos, 
entregó un muy importante informe, en cuya intro- 
ducción se afirma: «La guerra mundial a las drogas 
ha fracasado. Cuando la Convención Única de Estu- 
pefacientes de Naciones Unidas nació hace 50 años, 
y cuando el Presidente Nixon lanzara la guerra a las 
drogas del gobierno norteamericano hace 40 años, 
los políticos creían que las acciones severas para el 
cumplimiento de la ley contra los que estaban invo- 
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lucrados en la producción de drogas, su distribución 
y su uso, conducirían a una constante disminución 
del mercado de drogas controladas como la heroína, 
la cocaína, el cannabis, y al eventual logro de un 
“mundo sin drogas”. 


En la práctica, la escala global de los mercados 
de drogas ilegales —ampliamente controlados por el 
crimen organizado- ha crecido de modo espectacular 
en este período. Mientras que no están disponibles 
estimaciones exactas del consumo global en el pe- 
ríodo completo de 50 años, un análisis solamente de 
los últimos 10 años muestra un extenso y creciente 
mercado». 


Al año siguiente, en la VI Cumbre de las Américas, 
los Presidentes reunidos en Cartagena de Indias, el 
15 de abril de 2012 expresaron claramente la nece- 
sidad de analizar los resultados de la actual política 
de drogas en las Américas y de explorar nuevos enfo- 
ques para fortalecer esta lucha y ser más efectivos. 
Los Presidentes dieron un mandato a la OEA para 
tal fin, y la Organización produjo un completo infor- 
me dividido en dos partes: un informe analítico cuya 
síntesis se encuentra en el documento de 2013 de la 
Secretaría General y, otro, de escenarios, redactado 
por el equipo de expertos designado con ese fin. 


En el punto de partida, el informe expresa que 
no existe un solo problema relacionado con las dro- 
gas, sino múltiples causas, asociadas a su vez a la di- 
versidad de características de nuestros países y tam- 
bién a la posición que ellos ocupan con relación al 
problema. El contenido y el análisis parte de un con- 
junto de temáticas que dan una visión abarcativa del 
problema, que tienen que ver con los efectos de las 
drogas sobre la salud humana y la necesidad de con- 
trolarla, las formas enque en nuestro continente se 
produce el cultivo, la producción, la distribución y la 
venta final de las sustancias controladas, la reacción 
de los Estados frente a estas actividades, el estudio 
del consumo de las diferentes drogas, su tratamiento 
y prevención en nuestros países, sus efectos sobre la 
exclusión social y sobre el ejercicio de los derechos 
humanos, las formas de violencia criminal asocia- 
das a las diferentes etapas de la cadena de valor de 
la economía ilegal de drogas y, finalmente, incluye 
un examen de las alternativas legales y regulatorias 
frente al problema. 


Por último —este es el punto que quiero enfatizar 
del informe-, en el Capítulo 10 el Secretario General 
plantea lo que pueden considerarse las principales 
conclusiones del estudio, no como verdades defini- 
tivas, sino como una contribución a un diálogo lar- 
gamente esperado, como él mismo lo califica. En el 
punto 10.6 establece: “El problema de las drogas debe 
ser abordado de manera diferenciada y flexible entre 
nuestros países, en función de la forma como este los 
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afecte en particular”. Es exactamente esto lo que está 
haciendo Uruguay: abordar de manera diferenciada 
y flexible el problema de las drogas, en función de 
cómo este nos afecta en particular. 


Más adelante el punto 10.6.3 del informe del Se- 
cretario General para el ámbito interamericano sos- 
tiene: “Una mayor flexibilidad, ciertamente, podría 
llevar a aceptar la posibilidad de transformaciones de 
las legislaciones nacionales o de impulsar cambios en 
la legislación internacional”. En el literal a), expresa: 
“En el terreno de las legislaciones nacionales no pare- 
cen aconsejables cambios drásticos o dramáticos. Sin 
embargo corresponde evaluar los signos y tendencias 
existentes, que se inclinan a que la producción, venta 
y consumo de la marihuana puedan ser despenaliza- 
dos o legalizados. Tarde o temprano deberán tomarse 
decisiones al respecto”; el literal b) dice: “Nuestro 
informe, en cambio, no encuentra ningún apoyo sig- 
nificativo, en ningún país, para la despenalización o 
legalización del tráfico de las demás drogas ilegales” y 
el literal c) señala: “En el plano de las convenciones 
de las Naciones Unidas, las transformaciones surgi- 
rán de la posibilidad que el actual sistema de control 
de estupefacientes y sustancias psicotrópicas se fle- 
xibilice y permita que las partes exploren opciones 
en materia de política sobre drogas, que tengan en 
consideración conductas y tradiciones particulares de 
cada una de ellas”. 


¿Qué ha ocurrido en la práctica en los Estados 
durante la vigencia de las Convenciones? Este es 
un tercer punto que vale la pena señalar. Se cita, 
ya de un modo casi clásico, el caso de Holanda, que 
en los años setenta inició una experiencia pionera 
basada en un enfoque pragmático de separación de 
los mercados de las llamadas en aquellos años drogas 
“duras” —heroína, LSD, cocaína, etcétera—, de las 
drogas denominadas “blandas”, como marihuana 
y hachís. Las características fundamentales del 
sistema holandés fueron establecidas por la Comisión 
Baan. Se basa en un enfoque realista y pragmático 
de políticas sobre drogas, fundado en la necesidad de 
reducir los riesgos y los daños potenciales en los que 
incurrían aquellas personas que usaban marihuana, 
que por tener que abastecerse en el mercado ilegal 
frecuentemente asumían prácticas de mayor riesgo 
médico, psicosocial y legal, exponiéndose al consu- 
mo de otras drogas. Este modelo de los coffee shops 
constituye —vale la pena notarlo— una legalización de 
facto, aunque no de derecho. 


Por otra parte, es importante destacar que diver- 
sas provincias de Australia —Capital, Australia del 
Sur y Territorio del Norte- han descriminalizado la 
posesión de cannabis para uso personal, así como el 
autocultivo, instrumentando sistemas con sanciones 
civiles en lugar de infracciones penales. 
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En esta misma línea, los clubes sociales de 
cannabis se han desarrollado en los últimos años en 
varias provincias del Estado español. Ellos toman en 
cuenta diferentes modelos de regulación, tanto de 
la producción como de la distribución y el consumo 
de marihuana. En estas asociaciones civiles, además 
de producirla y de distribuirla controladamente, se 
desarrollan actividades de asesoramiento médico 
y legal a sus miembros, así como encuentros 
informativos y educativos tendientes a mejorar la 
gestión de los riesgos del consumo. 


Actualmente, en los Estados Unidos, dieciocho 
Estados y el Distrito de Columbia permiten el consu- 
mo de marihuana como medicamento. A su vez, los 
Estados de California, Oregón, Colorado y Washing- 
ton han considerado iniciativas para legalizar su uso, 
y los dos últimos las han aprobado por la vía de la 
democracia directa, permitiendo la posesión de una 
cantidad limitada a los adultos para su consumo y ha- 
bilitando cultivadores y vendedores bajo licencia. 


De modo que la propia conducta práctica y los 
procesos normativos de diferentes Estados durante 
la vigencia de las Convenciones, desde 1961 hasta 
nuestros días, han puesto en discusión su aplicación 
uniforme de acuerdo con la interpretación generali- 
zada de las Convenciones, bajo el paradigma de “gue- 
rra a las drogas”. 


Como cuarto punto, cabe analizar cuál es la po- 
lítica actual de drogas en el Uruguay. Debe quedar 
muy claro que nuestro país se ha destacado interna- 
cionalmente por sus decididas políticas contrarias al 
consumo de drogas. Para el caso del tabaco, por ejem- 
plo, el Gobierno anterior definió una drástica política 
aceptada por la población y continuada por la actual 
Administración. Debido a ello, nuestro país enfrenta 
en estos momentos juicios internacionales multimi- 
llonarios iniciados por la poderosa empresa tabaca- 
lera Philip Morris. Sin embargo, ya es evidente que 
la sociedad uruguaya aprecia esta política y que está 
dispuesta a defenderla y a mantenerla. 


Uruguay no se plantea —dejémoslo absolutamen- 
te claro desde este momento- un cambio de política 
hacia algún tipo de liberalización de las drogas. Se 
trata de una respuesta ineludible ante el fracaso de 
una estrategia internacional diseñada exclusivamen- 
te contra drogas declaradas ilegales, que no son todas 
ni las que más daño producen, y que consiste en la 
regulación del uso de cannabis psicoactivo. 


En su Mensaje y proyecto de ley, el Poder Ejecu- 
tivo fundamenta esa posición y dice —paso a leer tex- 
tualmente—: «Que se ha fracasado en esta “guerra” a 
las drogas queda evidenciado en cuatro dramáticos 
aspectos: 
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Uno: que a pesar de ella, y luego de medio siglo de 
dura aplicación, el consumo se ha expandido y con 
él sus pésimas consecuencias. Ha crecido en lugares 
donde ya se consumía pero además invade lugares 
donde antes no se consumía. 


Por la otra parte, las incautaciones logradas me- 
diante tanto despliegue y tanto gasto son irrisorias 
en todo el mundo al compararlas con el tamaño de 
los diversos mercados. Pero no estamos, forzosamen- 
te —aclara el Poder Ejecutivo- ante la ineficacia de 
los aparatos represivos, por el contrario el contexto 
es aumento de la eficiencia. Para tener una idea de 
la escala de este mercado, solo en el combate en el 
tráfico internacional en Uruguay en el año 2010 se 
desarticularon 37 grupos, se incautaron valores por 
354.594 dólares, se realizaron 64 embargos por un 
monto de 9:138.000 dólares. Si consideramos el mi- 
crotráfico nacional en el mismo año se realizaron 
1137 procedimientos y se procesaron 1520 perso- 
nas, y las cantidades de drogas incautadas fueron de 
47.106 gramos de cocaína, 149.368 gramos de pasta 
base y 717.527 gramos de marihuana. Han aumen- 
tado los procedimientos, incautaciones, procesados 
y presos, sin embargo el fenómeno del consumo no 
se ha contraído, por el contrario se ha expandido, 
particularmente el cannabis. 


Dos: la humanidad ha despilfarrado colosales 
sumas de dinero y otros recursos de vasta gama, in- 
cluidos los humanos y los de la ciencia, en el cami- 
no equivocado de una guerra equivocada. Y lo peor: 
han sido países pobres los que han dilapidado en ello 
recursos que no tienen, dejando de aplicarlos en ac- 
tividades que no pueden esperar. Por ejemplo: las ne- 
cesidades básicas de sus pueblos y hasta el combate a 
la verdadera delincuencia. 


Pero, además de la ya citada, hemos pagado el 
error con durísimas consecuencias sociales. Entre 
ellas la inundación de las cárceles y el desborde de los 
sistemas judiciales como así también la doble moral 
y la perversión que acompañan forzosamente a todo 
comercio ilícito. El consumidor es denigrado obliga- 
toriamente al quedar sometido a ese tipo de comercio 
si quiere acceder a lo que desea: esto, la doble moral 
y la anomia, no le sale ni le saldrá gratis a ninguna 
sociedad porque también abre puertas hacia otras ca- 
lamidades. 


Tres: al ponerse la puntería sobre la oferta se ha 
casi abandonado la acción sobre la demanda. Muy po- 
cos, por no decir poquísimos recursos, han sido des- 
tinados a combatir el consumo mediante acciones de 
todo tipo directamente vinculadas a la prevención, la 
información y la persuasión, a la reparación de los 
daños y a la atención en general de los usuarios; a las 
campañas de propaganda; y a la investigación. 
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La comparación de lo que se ha gastado y gasta 
en represión con lo que se debería gastar en este otro 
frente, es una de las manifestaciones más crudas del 
fracaso. 


Y cuatro, la peor consecuencia de todas: ha dado 
origen —se refiere a la concepción de la guerra a las 
drogas- como previenen los manuales de economía, 
a una suculenta “reserva de mercado”, monopolio 
de hecho y derecho para las actividades criminales. 
Un mercado obligado a pagar por las drogas precios 
siderales dejando en manos de cada vez más podero- 
sas mafias, la rentabilidad y la acumulación, sin im- 
puesto alguno, que dichos precios generan. Estamos 
pues, también, ante una clara competencia desleal 
y subsidiada, incluso de empresas de fachada para 
el lavado, contra las empresas que cumplen con la 
ley. Cada eslabón de esa larga “cadena productiva” 
“disfruta” de tales beneficios que, acumulados, hacen 
prácticamente imposible e ilusorio pretender derro- 
tar a los traficantes con los siempre escasos recursos 
de los Estados. (...) 


Son conocidas desde hace mucho las íntimas co- 
nexiones del narcotráfico con el sistema financiero, la 
venta ilegal de armas, y el tráfico de oro y diamantes 
indispensable para el lavado de tanto dinero. Tanta 
concentración de poder tiene muy facilitado su ca- 
mino hacia la corrupción en cualquier nivel y activi- 
dad de la sociedad. Es asunto comprobado, conocido 
y, ahora mismo, lo seguimos sufriendo. La prensa de 
todo el mundo y en todas sus formas, lo detalla: polí- 
ticos, periodistas, Jueces, fiscales, militares, policías. 
Hasta lograr imponer Presidentes en campañas elec- 
torales. 


En muchos lugares y momentos, el Estado queda 
sustituido o anulado; la sociedad desestabilizada y a 
merced de bandas criminales, y la democracia des- 
truida. No se trata de amenazas; lo podemos observar. 
Salir de ello o intentar impedirlo cuando llega a cierto 
grado, cuesta mares de sangre y sufrimiento. 


En suma: el “remedio” ha resultado ser mucho 
peor que la “enfermedad”». 


Tras este Mensaje del Poder Ejecutivo cabe anotar 
que, a partir de esta visión general, la Junta Nacional 
de Drogas, órgano especializado del Estado uruguayo, 
dependiente de la Presidencia de la República, 
ha diseñado un Plan Estratégico 2011-2015 para 
intentar aplicar en el país una política diferente, cuya 
culminación en materia legislativa es el proyecto 
de ley que estamos considerando en el día de hoy, 
pero que incluye una enorme cantidad de medidas 
prácticas ya tomadas en el marco jurídico, inspiradas 
en un ideal diferente de enfrentamiento con relación 
al tema del uso problemático de drogas. 
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Voy a señalar, en grandes pinceladas, solamente 
algunos de los contenidos de la estrategia del 
Programa 2011-2015 de la Junta Nacional de Drogas. 


“El Estado asume su responsabilidad en la cons- 
trucción de las políticas públicas de drogas y en pro- 
teger las garantías inherentes a los derechos indivi- 
duales y colectivos. La Estrategia Nacional se define 
desde una visión de la complejidad del fenómeno dro- 
gas en la continuidad y complementación de acciones 
desde diversas áreas de intervención, bajo el concep- 
to de responsabilidad compartida y cogestión de los 
riesgos entre el Estado y el conjunto de la sociedad. 
Tiene entre sus objetivos la construcción de políticas 
públicas que promuevan y aseguren desde los contro- 
les inherentes a las obligaciones del Estado hasta los 
que surgen de la comunidad organizada o se realicen 
con la participación activa de la sociedad”. 


El protagonismo de la sociedad organizada pasa 
a ser un tema clave en la estrategia 2011-2015 para 
encarar el tema del uso problemático. 


“El enfoque de inclusión e integración social for- 
man parte de una estrategia que tiene el objetivo de 
generar un desarrollo humano sustentable, justo y 
equitativo, reduciendo las vulnerabilidades y los da- 
ños con políticas a nivel local que incluyan el amparo 
y la promoción de recursos sociales de reinserción la- 
boral, educativa, recreativa y cultural”. Quiere decir 
que el uso problemático de drogas no se ve como un 
problema aislado o como un trauma aislado de la so- 
ciedad, sino como parte de una problemática social 
cuya respuesta integral debe culminar en un proceso 
completo de inclusión social. 


La Junta decide: “Privilegiar como piedras angu- 
lares las acciones en el ámbito local a través de la 
descentralización y municipalización de la política de 
drogas (...); la prevención en el ámbito laboral con 
una acción permanente y concertada de empresarios 
y trabajadores tanto a nivel público como privado; un 
enfoque socio-sanitario desde la Atención Primaria 
en Salud, y la sistematización e institucionalización 
en el ámbito del sistema educativo incorporando la 
información y prevención del tema drogas desde una 
perspectiva de formación en promoción de habilida- 
des para la vida. (...) 


El enfoque preventivo-educativo debe estar incor- 
porado a los sistemas formales y no formales de edu- 
cación, privilegiando que los docentes, padres y ma- 
dres, educandos y agentes comunitarios incorporen 
un pensamiento crítico y creativo, racional y emocio- 
nal enfocado a desarrollar habilidades y valores para 
la vida”. 


Se agrega, para fortalecer esta estrategia: “El en- 
foque de derechos y garantías individuales debe con- 
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jugarse con un fuerte clivaje en los lazos sociales soli- 
darios y el compromiso con los sectores que viven en 
la exclusión social y cultural”, como los sectores más 
vulnerables frente a esta problemática. 


“El enfoque de Salud Pública, de convivencia y 
seguridad ciudadana es un desafío de integración so- 
cial y de reconocimiento del derecho de terceros. La 
promoción y el desarrollo social de los sectores más 
vulnerables suponen fortalecer la capacidad de crear 
autonomía, libertad y capacidad para construir ciu- 
dadanía con un enfoque de solidaridad y de cuidados 
gestionados entre todos y todas”. 


El debate contemporáneo avanza, entonces, hacia 
un cuestionamiento de los principios que han susten- 
tado las estrategias de fiscalización de drogas en el 
mundo, el hemisferio y la región. El modelo de tipo 
prohibicionista que ha sustentado el peso político, 
cultural y presupuestal totalmente desbalanceado ha- 
cia la reducción de la oferta está siendo cuestionado 
por su ineficacia e ineficiencia. Este enfoque ha ge- 
nerado más daños, no solo por los efectos colaterales 
sino por la ausencia total de debida adecuación a los 
instrumentos de derechos humanos consagrados por 
la comunidad internacional. 


Queremos, como quinto punto, analizar el tema 
del consumo de drogas y de la legislación vigente. 


El proyecto de ley busca encontrar un equilibrio 
entre aspectos tales como la libertad del individuo y la 
protección de su integridad física, los usos y costum- 
bres aceptados socialmente y la no estigmatización 
de los usuarios, pero especialmente procura superar 
la grotesca incongruencia jurídica entre la aceptación 
legal del consumo personal y la imposibilidad legal de 
acceso a la sustancia. 


Tanto el Decreto-Ley n.” 14.294, de 1974, como 
la Ley n.* 17.016, sobre Estupefacientes, de 1998, en- 
tienden el consumo de drogas en nuestro país como 
una conducta contemplada en el artículo 10 de la 
Constitución, como una acción privada de las perso- 
nas que de ningún modo ataca el orden público ni 
perjudica a un tercero. 


Los antecedentes de esta posición son antiguos. 
En 1981, nuestra reconocida doctora Adela Reta ya 
exponía, en un artículo titulado “Análisis de los re- 
sultados de la aplicación de la Ley n.” 14.294 sobre 
estupefacientes y psicotrópicos”, lo siguiente: “Se 
ha discutido ante los tribunales nacionales si puede 
considerarse siembra la plantación de dos o tres 
semillas de marihuana. (...) En efecto, la ley, en 
grandes líneas, se refiere a la producción y al tráfico 
en relación a una comercialización o distribución 
de la droga susceptible de poner en peligro la salud 
pública. Las disposiciones penales no tutelan la 
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integridad física sino la salud pública y es por ello que 
la conducta debe participar de la naturaleza de los 
delitos de común peligro”. 


La idea de no penalizar el consumo fue comparti- 
da desde larga data por los docentes de Derecho Pe- 
nal, Jueces y distinguidos Penalistas. Es así que la 
Ley n.? 17.016, de 1998, al dar una nueva redacción 
al artículo 31 del Decreto-Ley n.” 14.294, de 1974, 
establece: “Quedará exento de pena el que tuviere 
en su poder una cantidad razonable destinada exclu- 
sivamente a su consumo personal, con arreglo a la 
convicción moral que se forme el Juez a su respecto, 
debiendo fundamentar en su fallo las razones que la 
han formado”. 


En la actualidad, los ciudadanos sufren cierta si- 
tuación de inseguridad jurídica dado el marco esta- 
blecido por la Ley n.” 17.016, donde se establece que 
el consumo de sustancias no es penado, pero queda 
dentro del grado de libertad del Juez la apreciación 
por su convicción moral de la cantidad aceptable para 
consumo personal. 


El criterio de razonabilidad del magistrado, con 
ser legal, genera un amplio margen de resoluciones 
disímiles para situaciones similares, elemento que es 
regulado con mayor precisión en el presente proyecto 
de ley. El mismo busca establecer mecanismos cla- 
ros para el acceso al cannabis, especificando la can- 
tidad que se puede plantar para el consumo propio, 
así como estableciendo parámetros claros en relación 
con su tenencia destinada al consumo personal. 


Se entiende que las cantidades a que refiere este 
proyecto de ley son las habituales para el consumo 
personal, constituyéndose como una referencia, sin 
perjuicio de la valoración de la prueba que en cada 
caso deba realizarse. 


Nótese, además, que nuestra Ley de Estupe- 
facientes, n.? 17.016, es de octubre de 1998. La 
Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico 
Mícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, 
adoptada en Viena el 20 de diciembre de 1988, fue 
suscrita por Uruguay en 1989 e incorporada por la 
Ley n.* 16.579, de 1994. 


Quiere decir que legislamos hace diecinueve años 
en materia nacional con pleno conocimiento y en 
concordancia con el Derecho Internacional. Sin em- 
bargo, el presente proyecto de ley requiere aún un 
análisis más actualizado. 


¿Qué decir respecto al Derecho Internacional? En 
2012, el Transnational Institute publicó un trabajo de 
los expertos Dave Bewley-Taylor y Martin Jelsma titu- 
lado “Los límites de la flexibilidad. Las convenciones 
de control de drogas de la ONU”. En “Puntos clave” 
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del análisis sostienen: “La descriminalización de la 
posesión, la adquisición y el cultivo para uso personal 
funciona de manera razonablemente cómoda dentro 
de los límites de los Tratados de fiscalización de dro- 
gas de la ONU”. 


Voy a leer un pasaje de ese texto titulado “Con- 
sumo de drogas”: «La primera obligación general del 
sistema de Tratados de control de drogas de la ONU 
se establece en el artículo 4 de la Convención Úni- 
ca, que dispone que “Las Partes adoptarán todas las 
medidas legislativas y administrativas que puedan ser 
necesarias |...] para limitar exclusivamente la produc- 
ción, la fabricación, la exportación, la importación, la 
distribución, el comercio, el uso y la posesión de estu- 
pefacientes a los fines médicos y científicos”. A pesar 
de esta obligación general, la legalidad de los enfo- 
ques tolerantes con respecto al consumo de drogas le 
debe mucho —dicen los autores— al hecho de que no 
existe ninguna obligación específica de tipificar como 
delito el uso de drogas per se en ninguna de las con- 
venciones. (...) El “uso” de las drogas se omitió deli- 
beradamente de los artículos que enumeran los actos 
relacionados con las drogas en que se exigen medidas 
penales. No hay duda, pues, de que las convencio- 
nes de la ONU no obligan a imponer ninguna sanción 
(penal o administrativa) por el consumo en sí. 


Esto se explicita claramente en los Comentarios a 
la Convención de 1988 en relación con su artículo 3: 
“Como se observará, al igual que en los instrumentos 
de 1961 y 1971, el párrafo 2 no dispone que el 
consumo de la droga como tal se considere delito 
punible”. Caso cerrado», dicen los autores. Queda, 
sin embargo, analizar los aspectos de posesión y 
cultivo para uso personal. 


El consumo de drogas se basa en la posesión, y la 
Convención de 1988 más bien trata la cuestión del 
consumo con fines no médicos, indirectamente, ha- 
ciendo referencia a la posesión intencional, la com- 
pra o el cultivo de sustancias controladas para con- 
sumo personal. El artículo 3 repite, en un lenguaje 
un poco más amplio, las disposiciones del artículo 36 
de la Convención de 1961 y del artículo 22 del Con- 
venio de 1971. Sin embargo, también se afirma en el 
párrafo dos de este artículo 3: “A reserva de sus prin- 
cipios constitucionales y de los conceptos fundamen- 
tales de su ordenamiento jurídico, cada una de las 
Partes adoptará las medidas que sean necesarias para 
tipificar como delitos penales conforme a su derecho 
interno, cuando se cometan intencionalmente, la po- 
sesión, la adquisición o el cultivo de estupefacientes 
o sustancias sicotrópicas para el consumo personal 
en contra de lo dispuesto en la Convención de 1961 
en su forma enmendada o en el Convenio de 1971”. 


Luego de otras consideraciones, los autores agre- 
gan que lo más importante, sin embargo, es que la 
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frase inicial del artículo 3.2 de esta Convención de 
1988: “A reserva de sus principios constitucionales y 
de los conceptos fundamentales de su ordenamiento 
jurídico” representa una clara cláusula de escape que 
califican de rareza jurídica en el Derecho Interna- 
cional, pero que efectivamente está establecida en el 
texto de esta Convención. Esto implica que cualquier 
flexibilidad de la Convención no proviene exclusiva- 
mente de su propio texto, sino también de los prin- 
cipios constitucionales y jurídicos de cada país. En 
consecuencia, las Partes no violarían la Convención 
si sus tribunales nacionales determinaran que la cri- 
minalización del consumo personal es inconstitucio- 
nal y que por esta razón no pueden establecer que la 
posesión para uso personal sea un delito penal. Esta 
es exactamente la congruencia, la compatibilidad, la 
integración entre el Derecho Nacional y el Derecho 
Internacional, en el caso de Uruguay. 


Luego del análisis del alcance de las exigencias 
de sanción penal, los autores concluyen, a la luz del 
Derecho de los Tratados que: “Las prohibiciones dis- 
puestas en las Convenciones impiden claramente a 
las autoridades la creación de un mercado legal para 
el cannabis o para cualquier otra droga sometida a 
fiscalización en la actualidad, siguiendo un modelo 
parecido al desarrollado para el alcohol y para el ta- 
baco”. Pero, precisamente, queremos destacar que el 
objetivo de esta ley no es la creación de un mercado, 
a diferencia del alcohol o del tabaco, que sí cuentan 
con un mercado regulado. Se establece por esta ley 
una disponibilidad regulada a través del autocultivo o 
por expendio bajo control oficial. 


El caso del autocultivo está ampliamente discuti- 
do y aceptado que está fuera de los ámbitos de la vida 
comercial. Y el expendio bajo control oficial es un 
complemento o corolario lógico de acceso para quie- 
nes no quieran o puedan cultivar. Si no se admitiera, 
toda la ley caería por su propio peso, ya que no logra- 
ría su objetivo central que es separar al consumidor 
de las fuentes criminales de aprovisionamiento. Sin 
embargo, vale hacer notar que este expendio no cons- 
tituye de manera alguna un mercado y menos aún 
a semejanza del alcohol o del tabaco aunque estén 
regulados. No tenemos libre competencia, formación 
de precio por concurrencia de oferta y de demanda ni 
libertad de cliente para consumir, ya que en esta ley 
se accede a una cantidad limitada del producto bajo 
registro e identificación, y esa cantidad está fijada por 
criterios sanitarios y no comerciales. No tenemos pu- 
blicidad porque se prohíbe y, por tanto, no tenemos 
derechos marcarios ni posicionamiento de marcas 
como formas de incentivar el consumo. Y, finalmen- 
te, no hay resultado económico comercial, pérdida 
ni ganancia fruto de esa transacción, ni apropiación 
por agentes de comercio privados de ese resultado. 
La apropiación del resultado será por el Estado, con 
destino a educación sobre drogas y sanitarios estable- 
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cidos en la propia ley, por lo que, incluso, podría de- 
fenderse sin exceso el criterio de la posible fijación de 
una tasa y no de un precio. Este cambio fundamental 
en la distribución no debiera menospreciarse a la luz 
de los compromisos de los países para combatir la via- 
bilidad económica del crimen organizado. 


Quiero señalar aquí una línea más de argumenta- 
ción y de reafirmación del compromiso internacional 
de Uruguay, teniendo en cuenta especialmente las 
Recomendaciones 2012 del GAFI —Grupo de Acción 
Financiera Internacional- en cuanto a políticas de 
identificación de riesgos y coordinación de medidas 
en el ámbito nacional contra el lavado de activos y fi- 
nanciación del terrorismo internacional, reduciendo 
la circulación de importantes flujos de dinero negro, 
lo que significa cumplir, por parte de Uruguay, con 
compromisos internacionales muy importantes refle- 
jados también en los objetivos de las Convenciones de 
drogas, y quizás lograr, con estas medidas que esta- 
mos adoptando, una mayor eficacia mediante estrate- 
gias mejor adaptadas a nuestra realidad. 


Se trata de agregar una política decidida e inno- 
vadora frente al crimen organizado vinculado al nar- 
cotráfico, al aplicar una nueva forma de acción del 
Estado para cerrarle el acceso a un negocio que en 
nuestro país, según estimaciones primarias, se en- 
cuentra entre los US$ 30:000.000 y US$ 40:000.000 
anuales y que implica una potencial fuente de co- 
rrupción y violencia para el conjunto de la sociedad. 


El Estado uruguayo despliega la plenitud de sus 
potestades y medios para combatir el narcotráfico y 
los delitos conexos, sin el menor menoscabo del ejer- 
cicio del poder, en el marco de su Estado de Derecho 
y en cumplimiento de sus deberes multilaterales y de 
cooperación internacional. 


Vamos a señalar los objetivos centrales de la ini- 
ciativa. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR CONDE.- En cuanto termine esta parte 
de mi intervención, con mucho gusto, señor Senador. 


Antes de ir al centro del enfoque de regulación, 
queremos dejar claramente establecido que Uruguay 
ha aprobado nuevas normativas que implican el agra- 
vamiento de las penas de personas que trafican y dis- 
tribuyen sustancias cuyo uso es de alto riesgo, como 
es el caso de la pasta base de cocaína. Se incremen- 
taron las penas en los casos de corrupción de funcio- 
narios públicos y del personal policial. Se ha desarro- 
llado una estrategia integral para atacar los cimientos 
y la razón de ser de las organizaciones criminales 
vinculadas al narcotráfico —que es el lucro—, aproban- 
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do una amplia normativa respecto al lavado de activos 
y normas para la incautación y el decomiso de bienes 
involucrados. Pero como se ha fundamentado, este 
enfoque debe ser revisado, no para desaplicarlo sino 
para insertarlo en una visión integral y propia de la 
realidad actual, y complementarlo con un conjunto 
exhaustivo de políticas. 


Este proyecto, aunque recoge múltiples experien- 
cias de otros Estados, no pretende ser aplicable más 
que al caso de consumo de marihuana en el Uruguay. 
En nuestra realidad con respecto al cannabis, los 
datos que se conocen llevan a comprobar que apro- 
ximadamente el 70 % de la droga ilegal consumida 
es marihuana; que el acceso a la sustancia es fácil, 
encontrándose una cantidad de bocas de abasteci- 
miento que se regeneran a medida que se reprimen 
y desmantelan; que la percepción de riesgo sobre las 
consecuencias del consumo en la salud, el comporta- 
miento y el desarrollo de capacidades es muy tenue, 
y que en algunos sectores de la población joven opera 
una especie de naturalización; y que el consumo se 
encuentra en permanente aumento, incluso, en ado- 
lescentes. 


Señor Presidente: a partir de este cuadro quiero 
enfatizar el hecho fundamental de que esta realidad 
ya está instalada en el país: la marihuana es la droga 
ilegal de mayor consumo, fundamentalmente entre 
los jóvenes, donde han aparecido casos de iniciación 
temprana a los 13 años de edad. Es una droga que 
tiene ya hoy, en la actualidad, una bajísima percepción 
de riesgo y una completa facilidad de acceso, no solo 
por el costo sino por la enorme cantidad de bocas de 
expendio que se regeneran constantemente. Por tanto, 
el problema del consumo no se genera a partir de la 
regulación que establece la ley; la ley establece esta 
regulación justamente para enfrentar las consecuencias 
negativas que tiene el consumo de marihuana en nuestra 
sociedad. Pero frente a esta realidad, deben diseñarse 
políticas que incluyan la perspectiva de derechos 
humanos, Inclusión Social, Educación y Salud. Todas 
las políticas y acciones que se deprenden de la presente 
ley tienen, por tanto, la finalidad de apercibir a la 
población acerca de los riesgos, las consecuencias y los 
efectos perjudiciales que pueden derivarse del consumo 
de cannabis, y contribuir a reducir los daños que se 
desprenden de su uso, como se constata respecto de 
toda droga legal e ilegal. 


Antes de abordar el tratamiento específico del 
proyecto de ley, queremos enfatizar nuestra mirada 
en los Derechos humanos y decir que esta iniciativa 
sigue las huellas que ya están trazadas en el orden 
multilateral. 


Dice la ya citada Comisión Global de Políticas 
de Drogas, en el año 2011: “Los derechos humanos 
de quienes consumen drogas deben respetarse. Las 
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prácticas abusivas llevadas a cabo en nombre del tra- 
tamiento —tales como detención forzosa, trabajos for- 
zados, o abuso físico o psicológico- que contravienen 
los estándares y normas de derechos humanos, o que 
eliminan el derecho a la libre determinación, deben 
ser abolidas”. 


Y agregaré otra nota tomada de declaraciones de 
Navanethem Pillay, la Alta Comisionada de las Na- 
ciones Unidas para los Derechos humanos quien, in- 
cluso, nos visitó hace poco más de un año. Ella dijo: 
“Las personas que consumen drogas no pierden sus 
derechos humanos. Estos incluyen el derecho a aspi- 
rar al estándar más alto de salud física y mental dis- 
ponible (incluyendo el acceso a tratamiento, servicios 
y atención), el derecho a no ser torturado o detenido 
arbitrariamente, y el derecho a no ser privado de la 
vida arbitrariamente. Con demasiada frecuencia los 
consumidores de drogas sufren discriminación, son 
forzados a aceptar tratamientos, son marginalizados y 
a menudo se ven perjudicados por enfoques que en- 
fatizan excesivamente la criminalización y el castigo, 
mientras restan importancia a la reducción de daños 
y el respeto por los derechos humanos”. 


Se nos puede decir que muchos de estos extremos 
inhumanos de trato a usuarios de drogas no ocurren 
en Uruguay, pero es nuestro propósito poner de mani- 
fiesto que en el escenario internacional estas conduc- 
tas ocurren y que, entre otras, son las que nos obligan 
a poner en discusión el paradigma global, actualmen- 
te dominante, de “guerra a las drogas”. 


La separación del acceso a la marihuana del mer- 
cado de las otras drogas, de forma de que se reduzca 
significativamente el número de nuevos ingresos de 
personas al mercado de sustancias toxicológicamente 
más riesgosas, como ser la pasta base o la cocaína, 
conlleva la integración social del uso de marihuana. 


En definitiva, desde el punto de vista social, señor 
Presidente, estamos diciendo que este proyecto de 
ley conlleva la integración social del uso de marihua- 
na, de forma que los usuarios no sean estigmatizados 
ni tratados a partir de la aplicación de la ley penal, 
sino que se pueda trabajar con ellos y con la sociedad 
toda a partir de programas y campañas educativas 
que apunten a garantizar información veraz y creí- 
ble sobre el tema, para que puedan tomar decisiones 
informadas y responsables y sepan, además, calcular 
y gestionar de una forma eficiente los riesgos del uso 
de esta sustancia. 


La educación es un componente clave en esta po- 
lítica. Tómese en cuenta que nuestra sociedad regis- 
tra, actualmente, consumo adolescente de marihua- 
na con consecuencia de daños específicos a la salud 
—por razones de edad temprana- que pueden generar 
secuelas científicamente advertidas. 
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El proyecto de ley en discusión reafirma el rol 
central del sistema educativo para dar continuidad y 
alcance a los programas ya existentes, especialmente 
de la Educación Media. Se trata de sustituir la peda- 
gogía del “no”, sustentada en una percepción de ries- 
go por prohibición y por miedo, que ya no es creíble 
para los jóvenes, por una pedagogía del análisis social 
y de la realización plena de la condición humana, en 
una realidad difícil donde el uso de drogas ya está 
instalado. 


La prédica actual ha terminado siendo contrapre- 
ventiva y exige un mayor nivel de articulación social 
y pedagógica. 


Queremos hacer una referencia al uso de canna- 
bis desde un enfoque sanitario. 


Es necesario destacar una serie de beneficios di- 
rectos e indirectos para la salud de los usuarios de 
cannabis psicoactivo en el caso de aprobarse el pre- 
sente proyecto de ley. 


En primer lugar, se destaca el control de calidad 
de la sustancia, con vistas a disminuir las consecuen- 
cias derivadas de la adulteración clandestina de la 
misma por parte de traficantes y de distribuidores 
ilegales, realizada para obtener un mayor lucro. Este 
control para el acceso al cannabis permitiría realizar 
trazabilidad de los productos, así como se hace con 
las drogas legales y, en este sentido, establecer cáno- 
nes de referencia aplicando criterios de calidad a los 
productos que llegan a los consumidores. No hay que 
olvidar que, con la existencia de mercados negros, los 
consumidores son objeto de riesgos altos, no solo por 
la propia sustancia sino también por su mezcla con 
otras directamente tóxicas. 


Paralelamente, la regulación de la producción per- 
mitiría establecer criterios y controles sobre el conte- 
nido en términos de concentración de cannabinoides 
y THC y, por lo tanto, la cantidad de principio activo 
que se consume, con las consecuencias que ello im- 
plica para la capacidad adictiva de la sustancia. 


La existencia de un sistema de acceso regulado 
por el Estado permitiría evitar el contacto con acti- 
vidades criminales para procurarse el consumo de 
cannabis, facilitando la recepción de información de 
calidad y la toma de decisiones y precauciones cuan- 
do se comienza el consumo. Y en el caso de usuarios 
problemáticos de cannabis, se obtendría una mayor 
facilidad para acceder a la consulta profesional. 


Se espera un cambio en la actitud con la que se 
han desempeñado los profesionales de la salud en la 
problemática de las drogas, en quienes frecuente- 
mente se observan prácticas de control y censura, se- 
guramente por falta de formación y porque sienten el 
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peso de un mandato social que espera que detengan 
ese consumo a como dé lugar. 


Como consecuencia de esto último, mejoraría la 
relación entre los usuarios dependientes y los profe- 
sionales de la salud, habilitando la consulta precoz 
frente a dificultades vinculadas al uso de la sustancia. 


Como resultado de todo lo anterior, estaría el au- 
mento de la inclusión de los usuarios dependientes 
en el sistema de salud, al tiempo de promover el de- 
sarrollo de la investigación clínica y la protocolización 
del uso médico de cannabinoides en distintas situa- 
ciones de enfermedad. 


En tal sentido, numerosos estudios a nivel 
internacional destacan las posibilidades que ofrece el 
cannabis a nivel medicinal, lo que ha determinado 
que se permita su utilización en distintos lugares 
del mundo para situaciones tan diversas como el 
tratamiento del glaucoma o como paliativo frente a 
los efectos no deseados de la quimioterapia en los 
pacientes con cáncer. 


Por otra parte, el relevamiento de las principales 
publicaciones científicas a nivel internacional mues- 
tra que los efectos nocivos de su consumo abusivo 
tienen menor incidencia en la salud humana que los 
ocasionados por el tabaco y el alcohol. 


En las páginas siguientes del informe —que no voy 
a leer textualmente— hemos querido incorporar la re- 
copilación científica realizada por el Representante 
Julio Battistoni —destacado académico en el área quí- 
mica, que ha realizado una extensa revisión biblio- 
gráfica sobre los usos del cannabis y las potenciales 
consecuencias de su consumo con fines recreativos— 
en el Informe en Mayoría de la Cámara de Represen- 
tantes. 


Me remito entonces a ese Informe que ya está 
elaborado, señor Presidente. Dice: «Respecto al argu- 
mento que el consumo de marihuana es “la puerta de 
entrada” para el consumo de otras drogas, diversa bi- 
bliografía científica concluye que el encadenamiento 
del consumo con otras drogas a partir de marihuana, 
no puede explicarse solo por la predisposición gené- 
tica o factores ambientales que lo induzcan, también 
hay otras motivaciones; en particular, como el uso de 
cannabis rompe la percepción de las barreras contra 
el consumo de drogas ilegales, proveería un acceso 
a drogas más duras, lo cual debería entenderse ade- 
más, como un elemento de juicio para su legalización. 
Este trabajo originó una serie de al menos cuatro res- 
puestas en los números posteriores” de publicaciones 
científicas, “que cuestionan la investigación por ser 
muy sesgada, especialmente porque casi la mitad de 
la población en estudio presentaba dependencia al 
alcohol». 
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De modo que en esa larga recopilación, el señor 
Representante Battistoni termina citando bibliogra- 
fía que demuestra que el uso de cannabis no es, de 
ninguna manera comprobable hasta el día de hoy, 
una puerta de entrada para el uso de otras drogas. 
Inclusive, también se afirma en el mencionado Infor- 
me: “En atención a estos riesgos, consideramos que 
nuestra sociedad ya se relaciona con sustancias, al 
menos, igualmente nocivas para la salud individual; 
por lo tanto su regulación parece absolutamente ra- 
zonable”. 


En nuestro país, en la incidencia en la morbimor- 
talidad de la población, aparece el consumo regular 
de tabaco y alcohol como factor decisivo, en tanto no 
existen registros de muerte por consumo abusivo de 
cannabis. Esto se condice con los datos brindados por 
la Organización Mundial de la Salud, la cual no re- 
gistra muertes por consumo de cannabis, mientras el 
tabaco registra cinco millones de muertes al año y el 
alcohol dos millones y medio; sin embargo, la misma 
alerta sobre los efectos nocivos sobre la salud como 
droga de abuso, en especial en edades tempranas, así 
como la incompatibilidad de este con la conducción, 
aspectos que son tenidos en cuenta en el articulado, 
como se detallará oportunamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el tiempo de que dispo- 
ne el señor Senador Conde. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-21 en 22. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR CONDE.- Como se señalara precedente- 
mente, el cambio que se promueve en las políticas de 
control tendría a su vez, como consecuencias espe- 
radas, la difusión de modalidades de uso de menor 
riesgo, educación sobre el riesgo y aumento de la pre- 
cepción de riesgo que los jóvenes tienen del uso de 
esta sustancia junto con el alcohol, las dos sustancias 
que presentan menor percepción de riesgo por parte 
de este grupo etario en nuestra sociedad. 


La separación de mercados de cannabis con el de 
otras drogas potencialmente más dañinas para la sa- 
lud puede ayudar a disminuir el ingreso de nuevos 
consumidores de pasta base de cocaína, con mayor 
capacidad de generar dependencia física y con efec- 
tos más graves sobre la salud personal y pública, como 
está demostrado. 


Es necesario destacar que la experiencia de sepa- 
ración de mercados se muestra como un éxito muy 
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importante en el caso holandés, tal como lo indican 
los documentos de nuestro Ministerio de Relaciones 
Exteriores publicados en la materia. En este mismo 
sentido, hay que señalar que en un contexto de tra- 
tamiento a la adicción de pasta base de cocaína, el 
cannabis ha sido indicado por especialistas como una 
alternativa importante para coadyuvar en el éxito 
del mismo. 


Finalmente, haremos algunos comentarios res- 
pecto al articulado. 


El proyecto se divide en seis Títulos, con sus res- 
pectivos capítulos, y en cuarenta y cuatro artículos, 
ordenados del siguiente modo: Título I, De los fines 
de la presente ley; Título II, Principios Generales; Tí- 
tulo III, Del cannabis y su regulación; Título IV, Del 
instituto de regulación y control del cannabis; Título 
V, De la evaluación, monitoreo y cumplimiento de la 
presente Ley; Título VI, De la aplicación de la pre- 
sente ley. 


El artículo 1.” declara de interés general el desa- 
rrollo de una política pública que tienda a minimizar 
y reducir los riesgos y daños asociados al consumo 
de cannabis. El consumo de cannabis implica ries- 
gos para la salud de los usuarios; por ello, estable- 
cer acciones relativas a la prevención, información 
y educación de la población en general es una prio- 
ridad y eje central de toda política de drogas. Es el 
primer eslabón necesario en una política integral de 
drogas, que debe tener como objetivos, entre otros, 
el aumento de la percepción de riesgo —-como se ha 
dicho, el cannabis, junto con el alcohol, tiene una 
bajísima percepción de riesgo- y el retraso de la edad 
de inicio, considerando que la prevalencia del con- 
sumo a lo largo de la vida de los usuarios aumenta 
en la medida en que se realiza en edades tempranas. 
Esta información debe ser veraz y oportuna, testeada 
científicamente, de forma que nos acerque lo más po- 
sible a los riesgos a los cuales se enfrentan los usua- 
rios de drogas. Los modelos de prevención basados en 
la moral han fracasado. Si el discurso preventivo no 
se sostiene sobre información de calidad es probable 
que obtengamos el resultado contrario al esperado: el 
aumento del consumo problemático. 


El artículo 2.” establece el control y regulación es- 
tatal de las actividades de importación, exportación, 
plantación, cultivo, cosecha, producción, adquisición 
a cualquier título, almacenamiento, comercialización 
y distribución de cannabis o sus derivados. Esta no 
es la primera vez que en nuestro país se toma una 
medida de regulación estatal de una droga para que la 
adulteración en el mercado negro no afecte la salud. 
Podríamos citar como antecedente la Ley n.” 8.764 
de creación de Ancap, de 1931. En la discusión par- 
lamentaria, los miembros informantes fueron los Re- 
presentantes Luis Batlle Berres y González Vidart, 
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y destacaban este mismo aspecto en relación con el 
control del Estado respecto a los alcoholes: “Se consi- 
dera pues como un principio higiénico el hacer llegar 
al pueblo”, decían, “los alcoholes de bebidas a los gra- 
dos de pureza más altos posibles”. El comercio ilícito 
del alcohol repercutía “también sobre la salud públi- 
ca, pues el comerciante o industrial que desafía las 
leyes no se detiene, para lograr sus beneficios, ante 
las malas condiciones higiénicas que resultan de sus 
fraudes. Solo mediante un contralor centralizado y 
competente pueden reducirse al mínimo las facilida- 
des para esas operaciones dolosas”. 


En nuestro país el consumo de cannabis es una 
actividad lícita; sin embargo, no lo es su acceso. Por 
lo tanto, los usuarios deben recurrir al mercado ne- 
gro, con los riesgos que implica, entre otros objetivos 
planteados, la reducción del mismo —hoy controlado 
por el narcotráfico- fuente de recursos del crimen or- 
ganizado y el establecimiento de canales seguros para 
los usuarios, son buscados mediante la intervención 
del Estado. 


El Título Il consta de los artículos 3. y 4.2 
referidos a los Principios Generales y al objeto 
donde se enmarca la perspectiva del proyecto en 
consideración. Se entiende que todas las personas 
tienen derecho al disfrute del más alto nivel posible 
de salud y de los espacios públicos en condiciones 
seguras y en las mejores condiciones de convivencia, 
así como la prevención, tratamiento y rehabilitación 
de enfermedades de conformidad con lo dispuesto en 
diversos convenios, pactos, declaraciones, protocolos 
y convenios internacionales ratificados por ley. El 
objeto de la misma es proteger a los habitantes del 
país de los riesgos que implica el vínculo con el 
comercio ilegal y el narcotráfico, buscando mediante 
la intervención del Estado atacar las devastadoras 
sanitarias, sociales y económicas del uso problemático 
de sustancias psicoactivas, así como reducir la 
incidencia del narcotráfico y el crimen organizado. 


En el Título III, Del cannabis, los artículos 5.%, 6.2 
y 7.* establecen modificaciones a la legislación vigen- 
te en materia de cannabis ampliando las excepciones 
previstas relativas a los caso de fines exclusivos de 
investigación científica y elaboración de productos te- 
rapéuticos y utilización médica con autorización del 
Ministerio de Salud Pública, la plantación, el cultivo 
y la cosecha así como la industrialización y comercia- 
lización de cannabis psicoactivo con otros fines, con 
autorización previa del Ircca, Instituto de Regulación 
del que se dará cuenta. 


El expendio que se realiza a través de las farma- 
cias habilitadas, el autocultivo y los clubes de mem- 
bresía serán las fuentes autorizadas. Asimismo se mo- 
difican los criterios utilizados ante situaciones en que 
se superen los límites de tenencia establecidos como 
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básicos por la ley, debiendo entonces fundar sus deci- 
siones en criterios de valoración conforme a las reglas 
de la sana crítica. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción 
señor Senador? 


SEÑOR CONDE.- Terminaré la lectura ordenada y 
luego con mucho gusto concederé las interrupciones. 


El artículo 8.” establece la creación de registros 
para las excepciones previstas. En relación a plantas 
de autocultivadores y clubes de membresía por parte 
del Instituto de Regulación, se establece que la infor- 
mación será protegida considerando las mismas como 
dato sensible de conformidad a lo dispuesto en la Ley 
n.” 18.331. 


El capítulo II establece disposiciones que tienen 
como objetivo mejorar la salud pública de la pobla- 
ción. 


El artículo 9. dispone que el Sistema Nacional 
Integrado de Salud establezca políticas de promoción 
de la salud, prevención, asesoramiento, orientación 
y tratamiento en materia de consumo de cannabis. 
En las ciudades con población superior a 10.000 ha- 
bitantes se instalarán dispositivos de información, 
asesoramiento, diagnóstico, derivación, atención, re- 
habilitación, tratamiento e inserción de usuarios pro- 
blemáticos de drogas cuya gestión, administración y 
funcionamiento estará a cargo de la Junta Nacional 
de Drogas, pudiendo suscribirse a tales efectos con- 
venios con la administración de los seguros de salud 
del Estado y las instituciones prestadoras de salud 
privadas, gobiernos departamentales, municipios y 
organizaciones de la sociedad civil. 


El artículo 10 dispone que el sistema nacional de 
educación pública establecerá políticas educativas 
para la promoción de la salud y prevención del uso 
problemático desde la óptica de reducción de riesgos 
y daños debiendo la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública en el ejercicio de su autonomía resol- 
ver sobre la instrumentación de tales disposiciones. 


Haré un paréntesis aquí, señor Presidente, para 
referir a ciertas publicaciones o análisis que dan 
cuenta de una presunta inconstitucionalidad de este 
artículo 10, sobre todo tomando en cuenta algunas 
disposiciones de uno de sus párrafos, donde establece 
la metodología por la cual se podrían instrumentar 
estas acciones educativas por parte de la ANEP 
Hemos dicho en Comisión —y lo reiteramos aquí- que 
las autoridades de la educación, fundamentalmente 
de la educación media, ya participan activamente 
de programas interinstitucionales de educación en 
materia de uso problemático de drogas. Por otra parte 
la ANEB en los objetivos que ya se ha trazado tiene 
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claro lo que debe hacer y deberá concretarlo en la 
forma que, dentro de su autonomía técnica, estime 
más conveniente. En todo caso, si alguna expresión 
de algunos de los párrafos de este artículo vulnera, 
a entender de la ANEP su autonomía técnica y ello 
no le quita legitimidad para hacer cualquier clase de 
cuestionamiento, incluso de orden constitucional, 
establecemos con absoluta claridad que será la 
ANEP quien debe recoger el espíritu de este artículo 
y aplicarlo en el marco de su autonomía como lo 
estime más conveniente, incluso, reitero, de un 
modo como el que ya está aplicando en las prácticas 
pedagógicas. 


El artículo 11 prohíbe toda forma de publicidad, 
directa o indirecta, la promoción, el auspicio o el pa- 
trocinio de los productos de cannabis de uso psicoac- 
tivo. Se entiende que toda promoción de productos 
que eventualmente puedan ser perjudiciales para la 
salud de los usuarios es indebida, ya que tiene como 
objetivo el aumento de la venta y, por tanto, el con- 
sumo con un fin de ganancia, no estando este aspec- 
to entre los objetivos del presente proyecto de ley. El 
objetivo es regular la existencia de un mercado que 
en la actualidad se maneja en la ilegalidad y estable- 
cer un nuevo marco de regulación del consumo de 
sustancias psicoactivas, que no se base únicamente 
en una relación de mercado tradicional, sino que el 
Estado intervenga a favor de mejorar la salud de los 
usuarios. 


El artículo 12 dispone que la Junta Nacional de 
Drogas debe realizar campañas educativas, publicita- 
rias, de difusión y concientización, etcétera. 


En el mismo sentido, partiendo de la base del éxito 
de la política de regulación del mercado de tabaco 
traducido en la reducción paulatina del número de 
consumidores, se aplican en el artículo 13 las mis- 
mas medidas de protección de espacios públicos con 
relación al humo de cannabis que las existentes para 
el humo de tabaco. 


El artículo 14 establece que los adolescentes no 
podrán acceder al cannabis, en forma análoga a lo 
que se dispone con respecto al tabaco y el alcohol. 
Las investigaciones indican, como tendencia general, 
que el inicio prematuro del consumo de sustancias 
psicoactivas fortalece la prevalencia. Por lo tanto, es 
necesario que la política pública establezca clara- 
mente los márgenes con respecto a cuándo está per- 
mitida o no dicha acción. Asimismo, es necesario que 
el Instituto coadyuve, a través de las disposiciones 
del presente proyecto, con los organismos públicos 
de contralor para que la normativa sea efectivamente 
aplicada. 


El artículo 15 tiene relación con las actuales dis- 
posiciones relativas al consumo de alcohol por un 
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corto período de tiempo previo a la conducción y a 
actividades que requieren de motricidad fina. Se apli- 
ca ese criterio al consumo de cannabis y se establece 
que todo conductor estará inhabilitado para conducir 
vehículos en zonas urbanas, suburbanas o rurales del 
territorio nacional cuando la concentración de THC 
en el organismo sea superior a la permitida, confor- 
me a la reglamentación que se dictará al respecto. 
Aquí quiero hacer solamente dos comentarios, señor 
Presidente. En primer lugar, desde el punto de vista 
técnico es perfectamente posible hacer este tipo de 
controles in situ y con comprobaciones automáticas 
en el mismo momento en que se realiza el examen. 
Y en segundo lugar, se ha divulgado profusamente 
un supuesto reproche o acusación de que se produ- 
cirán ahora situaciones de personas que puedan con- 
ducir habiendo fumado marihuana. En realidad, lo 
que cabe decir es que hoy en día nadie sabe quién 
conduce habiendo fumado marihuana, porque nadie 
lo controla; no existe regulación ni control. Permíta- 
me, señor Presidente, insistir una vez más sobre esta 
realidad. El cannabis psicoactivo o la marihuana, de 
alto consumo en nuestra sociedad fundamentalmen- 
te entre los sectores más jóvenes, es hoy una droga 
perseguida, pero no una droga controlada ni regula- 
da. Lo cierto es que no conocemos la dimensión real 
de sus efectos sobre la sociedad porque no hay sufi- 
ciente control, porque no hay regulación y porque se 
mueve en un ámbito de permanente clandestinidad. 
En realidad, pasar de la persecución a la regulación y 
al control efectivo es realmente un avance, que hace 
una contribución también muy destacable a los temas 
que tienen que ver con la seguridad ciudadana y con 
la seguridad en general. 


El artículo 16 establece que las instituciones de 
enseñanza referidas en el artículo 10, las institucio- 
nes prestadoras del Sistema Nacional Integrado de 
Salud, así como las organizaciones paraestatales y 
de la sociedad civil con personería jurídica vigente, 
podrán solicitar a la Junta Nacional de Drogas ase- 
soramiento y recursos con fines preventivos cuando 
implique riesgo a terceros. 


El Título IV refiere a la creación del Instituto de 
Regulación y Control del Cannabis (Ircca) y se com- 
pone de los artículos 17 a 41. 


En este caso no voy a hacer una descripción de- 
tallada, pero digamos, como definición general, que 
el Ircca será una persona jurídica no estatal con la 
finalidad de ser el organismo ejecutor y fiscalizador 
de la política de regulación del mercado de cannabis, 
a través de la fijación realizada por la Junta Nacional 
de Drogas. Regulará las actividades relativas al can- 
nabis y promoverá políticas de reducción de riesgos y 
daños asociados al uso problemático de cannabis. Se 
vinculará con el Poder Ejecutivo a través del Ministe- 
rio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
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Me apresuro a hacer notar aquí un aspecto que 
tiene que ver con el debate público ya planteado so- 
bre la posible constitucionalidad o inconstitucionali- 
dad de la creación de este Instituto. Nótese que se 
trata de una persona jurídica no estatal, por lo cual 
entendemos que no está alcanzada por las normas 
constitucionales y legales que regulan toda la temá- 
tica referente al derecho de los presupuestos, de los 
períodos en que estos se pueden aplicar y de los pe- 
ríodos en que se pueden crear cargos, realizar nom- 
bramientos, etcétera. 


En el Capítulo III se establecen los cometidos y 
atribuciones del Ircca. En particular, se establece que 
tiene el cometido de controlar y fiscalizar la planta- 
ción, cultivo, cosecha, producción, acopio, distribu- 
ción y comercialización y expedición de cannabis y 
asesorar al Poder Ejecutivo con relación a las políti- 
cas de cannabis. Asimismo, otorgará las licencias o 
permisos correspondientes para cada una de estas 
actividades y llevará adelante los registros y la deter- 
minación y ejecución de sanciones. También se esta- 
blecen las atribuciones del Ircca, de la Junta Directi- 
va, del Director Ejecutivo, así como la actuación del 
Consejo Honorario. 


Los Capítulos IV y V establecen el origen de los 
recursos del Ircca, así como el modelo de gestión, el 
funcionamiento y el régimen de infracciones y san- 
ciones. 


El Título V establece un sistema de evaluación 
y monitoreo del cumplimiento de la presente ley, a 
través de una Unidad Especializada en Evaluación y 
Monitoreo en la órbita de Presidencia de la Repúbli- 
ca, con el cometido de realizar un informe anual con 
destino principal a la Asamblea General, es decir, a 
nosotros, los Legisladores. 


El Título VI establece el período de reglamenta- 
ción de la presente ley en 120 días y deroga las leyes 
que se opongan a su texto. 


Señor Presidente: habiendo dado cuenta de la 
fundamentación y de la normativa contenida en el 
presente proyecto de ley, quiero hacer un último co- 
mentario general. El actual Gobierno ha considerado 
este proyecto no solo como un cuestionamiento al pa- 
radigma de guerra para enfrentar el uso problemático 
de drogas y como una iniciativa que busca propulsar, 
fundamentalmente, un encare de salud y de derechos 
humanos respecto a los ciudadanos y ciudadanas que 
hacen uso de estas sustancias y, en especial, aquellos 
que hacen un uso problemático de ellas, sino que el 
marco referencial en el cual se decidió dar un impul- 
so definitivo a esta ley proviene del debate llamado 
“Estrategia por la Vida y la Convivencia”, que tuvo lu- 
gar en el seno de nuestro Gobierno y que se ha venido 
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transmitiendo en los diferentes ámbitos de nuestra 
sociedad desde hace ya algo más de un año. 


Estamos convencidos de que el uso problemático 
de drogas en el Uruguay en las condiciones en que se 
produce actualmente está vinculado a la generación 
de situaciones de violencia y al crecimiento del cri- 
men organizado. Particularmente, en el día de ayer se 
conocieron estadísticas sobre la criminalidad, donde 
se da cuenta de un descenso de los distintos tipos de 
delito. Sin embargo, hay un aumento de la tasa de 
homicidios en nuestra sociedad que, de acuerdo con 
la información procesada por el Ministerio del Inte- 
rior, se vincula directamente a los ajustes de cuen- 
tas, a su vez relacionados o causados por el tráfico 
de drogas. Con relación a la violencia, estamos con- 
vencidos de que nuestro país debe aplicar una legis- 
lación particular para que, acorde a sus condiciones 
propias, pueda acotar, disminuir o, en todo caso, debi- 
litar el ámbito de acción del crimen organizado, bus- 
cando mediante esta estrategia mitigar la violencia y 
coadyuvar a la seguridad ciudadana. 


Por otro lado, con este tratamiento absolutamente 
abarcativo, que cuestiona el paradigma de guerra a 
las drogas y encauza el uso de cannabis dentro de 
un conjunto integral de políticas públicas mediante 
la estrategia fundamental de integración social de su 
uso, estamos haciendo una contribución decisiva al 
desarrollo de la convivencia armónica y pacífica de 
nuestra sociedad. 


Con esto he terminado la parte que me corres- 
ponde del informe y si todavía dispongo de tiempo, 
se lo cedo a los señores Senadores Pasquet y Heber, 
quienes me habían pedido una interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Senador: aún res- 
tan nueve minutos. El señor Senador Pasquet desiste 
de su interrupción. 


Puede interrumpir el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Como miembro informante es- 
toy anotado para opinar sobre el fondo del proyecto de 
ley, pero hay algunas cosas que no me quedan claras. 
La iniciativa original del Poder Ejecutivo presenta un 
artículo único, mientras que el proyecto de ley apro- 
bado por la Cámara de Representantes consta de 44 
artículos. 


El literal E) referido en el artículo 8. tiene que 
ver con la modificación a la normativa, principalmen- 
te del autocultivo. Este tema se venía discutiendo 
en la Cámara de Representantes e, incluso, tuvimos 
opiniones y proyectos, de todos los partidos políticos, 
mucho mejores que el que se terminó aprobando. 
Esta disposición autoriza el consumo en forma perso- 
nal o compartida en el hogar con la familia, la plan- 
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tación, el cultivo y la cosecha domésticos de hasta 
seis plantas con un máximo de recolección de 480 
gramos anuales. ¿El señor Senador, como miembro 
informante, podría decirme si esto está estudiado? 
¿Por qué se autoriza hasta seis plantas y no cinco? 
¿Con siete plantas se está cometiendo un delito? Es- 
tas son algunas de las dudas que tengo. ¿Qué pasa si 
en el hogar tienen ocho plantas? En ese caso se es 
delincuente, mientras que con seis no. ¿Quién con- 
trola si no tiene 500 gramos en su casa? ¿Alguien se 
va a encargar de medir los gramos de marihuana que 
hay en la casa? 


Asimismo, se habla de los clubes de membresía 
y se dice que se integrarán con un mínimo de quin- 
ce y un máximo de cuarenta y cinco socios. Quiere 
decir que si son catorce personas se considera con- 
sumo del hogar, mientras que si son más de quince 
se toma como un club de membresía. Ahora bien, 
si son cincuenta socios ¿qué estatuto tiene? ¿Es un 
súperclub? ¿Dónde termina esto? Esta disposición 
autoriza a dichos clubes a plantar hasta noventa y 
nueve plantas de cannabis de uso psicoactivo; no 
cien, sino noventa y nueve y dice que el máximo de 
acopio anual tiene que ser proporcional al núme- 
ro de socios. Entonces, nos gustaría saber cómo se 
va a fiscalizar la proporcionalidad. El expendio para 
uso no medicinal no podrá sobrepasar los cuarenta 
gramos mensuales por usuario. Nos gustaría saber 
cuál fue el estudio que se realizó para establecer que 
cuarenta gramos mensuales está bien y, por ejem- 
plo, cincuenta gramos está mal o treinta gramos es 
insuficiente. Desearíamos que el señor miembro 
informante, que estudió esta iniciativa, nos aporte 
información en ese sentido. 


Por otro lado, se dice que la actividad lícita y la 
reglamentación van a establecer los mecanismos de 
acceso a la semilla. ¿Dónde la vamos a comprar? ¿Se 
hizo un estudio de mercado? ¿Hay algún contacto 
con el narcotráfico para saber quién puede tener me- 
jor calidad y acopio de semillas para importar? For- 
mulo estas preguntas porque no entiendo. Los seño- 
res Senadores me hacen señales con las manos, pero 
las señales las hago yo. No lo entiendo ¿El miembro 
informante me puede explicar? 


Para terminar, quiero plantear otra de las dudas 
que tengo que refiere a la integración del Instituto de 
Regulación y Control de Cannabis. Se establece que 
los órganos que lo integrarán serán los siguientes: una 
Junta Directiva, una Dirección Ejecutiva y un Consejo 
Nacional Honorario. La Dirección Ejecutiva tendrá 
cuatro integrantes, el Consejo Honorario, cinco y 
habrá un Director Ejecutivo. En el Consejo Nacional 
Honorario habrá un representante del Congreso de 
Intendentes, ¿por qué? ¿Se quiere descentralizar la 
labor y la plantación? 
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En cuanto a los clubes de membresía, ¿va a ha- 
ber una especie de fiscalización por parte de la Cor- 
te Electoral para su elección, a los efectos de saber 
quién va al Consejo Nacional Honorario de la Asocia- 
ción de Cultivadores? ¿Va a haber una elección? ¿Se 
va a reglamentar esto? 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—Me gustaría que se me respondieran las pregun- 
tas que he planteado. 


Agradezco su enorme paciencia con el tiempo que 
se me ha brindado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Conde a quien le restan tres minutos. 


SEÑOR CONDE.- Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 


En la discusión particular seguramente podremos 
insistir en los aspectos que ha mencionado el señor 
Senador Heber, pero voy a dar una respuesta general 
y clara sobre su cuestionamiento. 


No está en el espíritu de este proyecto de ley —por 
lo menos en el de los Legisladores que lo hemos im- 
pulsado aquí y en la otra Cámara- que las personas 
no puedan tener mayores cantidades que las estable- 
cidas. Naturalmente estamos hablando de pequeñas 
desviaciones —esto no puede someterse a un control 
aritmético-, siempre y cuando las mismas tengan 
como objetivo el consumo personal o social. En este 
sentido, está claramente previsto en la legislación 
actual que estamos generando, que con esta modi- 
ficación deben considerarse los elementos materia- 
les que se vinculan con las condiciones en las que se 
procura la sustancia, tanto en el caso del autocultivo 
como de la membresía de un club. Sin embargo —creo 
que aquí está la parte medular de la respuesta— será 
el Magistrado quien podrá considerar, en el ejercicio 
de la sana crítica, que el objetivo de la tenencia es 
para otros fines y tomar las medidas pertinentes de 
acuerdo conla legislación vigente. 


Las modificaciones jurídicas que estamos reali- 
zando introducen el criterio jurídico de la sana crítica 
en lugar del criterio jurídico de la convicción moral, 
que era en el que se sustentaba la evaluación por par- 
te del Juez en base a la legislación anterior que ahora 
estamos modificando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista 
de oradores, tiene la palabra el señor Senador Solari. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: analizamos 
en general y en particular cada uno de los artículos 
de este proyecto de ley en la Comisión de Salud Públi- 
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ca del Senado y ese análisis fue recogido en la versión 
taquigráfica. Por lo tanto, no voy a distraer el tiempo 
de los señores Senadores para referirme a las obje- 
ciones que merece su enfoque específico en distintos 
aspectos. 


Mi informe, señor Presidente, parte del artículo 
44 de la Constitución de la República, que dice: “El 
Estado legislará en todas las cuestiones relacionadas 
con la salud e higiene públicas, procurando el perfec- 
cionamiento físico, moral y social de todos los habi- 
tantes del país. 


Todos los habitantes tienen el deber de cuidar 
su salud, así como el de asistirse en caso de enfer- 
medad.”, y luego establece la función específica del 
Estado en caso de insuficiencia económica. Esa dis- 
posición constitucional es la que guiará mi análisis 
sobre este proyecto de ley porque, sin perjuicio de las 
consideraciones de los convenios internacionales, las 
consideraciones sobre los derechos individuales y so- 
bre supuestas guerras a las drogas, lo que nos intere- 
sa acá es la salud de los uruguayos y lo que debemos 
tratar de determinar es si este proyecto de ley va a 
contribuir o no a ella. 


Soy médico, especialista en Salud Pública, con 35 
años de experiencia en esa disciplina; conozco los 
parámetros éticos de la experimentación con seres 
humanos y este proyecto de ley, que plantea un expe- 
rimento de ingeniería social como fue afirmado en la 
Comisión de Salud Pública, no cumple con ninguna 
de las salvaguardias éticas de la experimentación con 
seres humanos, y ¡vaya si esas salvaguardias son im- 
portantes, tratándose de una sustancia como la mari- 
huana, que causa daño a los seres humanos! 


Ni nuestro Gobierno ni el resto del mundo debe- 
rían experimentar con los uruguayos; en particular 
no se debería intentar experimentar con nuestros ni- 
ños y adolescentes sin las garantías apropiadas. Eso 
no es ético y me indigna la ligereza con que se ha 
manejado este tema. 


Quiero hablarles a los uruguayos, particularmente 
a los niños y adolescentes de mi país, a sus padres y 
otros familiares, a sus maestros y docentes, así como 
a otros referentes de la niñez, la adolescencia y la 
juventud. Quiero hablarles sobre los efectos de la ma- 
rihuana no sospechados, pero si comprobados cientí- 
ficamente, para que les quede claro que, aun después 
de aprobada esta ley, lo que más les conviene para 
preservar su salud es no consumir. Deseo ferviente- 
mente equivocarme, anhelo que no se den los efectos 
negativos que me temo van a ocurrir, pero, al mismo 
tiempo, me doy cuenta de que este experimento en 
ingeniería social hará que los niños, adolescentes y 
jóvenes uruguayos salgan aún más dañados de lo que 
lo están hoy en día. 
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Señor Presidente: voy a desarrollar diez puntos 
que llevan al Partido Colorado a rechazar este proyec- 
to de ley. Como se verá, no son de carácter filosófico 
o ideológico, no refieren al liberalismo, la regulación, 
la legalización, el prohibicionismo, la persecución o 
la guerra; no. Como se verá, los puntos son eminen- 
temente prácticos porque todo depende de cómo se 
actúa ante la realidad. 


En primer lugar, la marihuana no es inocua. Se ha 
comprobado que la marihuana, al igual que el alcohol 
y otras drogas, no es una sustancia inocua, sino que 
causa daño a la salud; por lo tanto, no es banal. Sin 
embargo, hoy existe entre los jóvenes y los adultos 
jóvenes una percepción generalizada de que la mari- 
huana no es dañina; tal vez estén repitiendo aquello 
de que de las drogas ilícitas es la menos dañina, como 
si morir por una aspiración de queroseno fuera me- 
nos grave que morir por una ingestión de cianuro. El 
resultado es el mismo: la muerte. La marihuana será 
menos dañina que otras drogas ilegales, pero —cierta- 
mente-— no es inocua. Esa percepción es equivocada 
y, además, peligrosa. 


Según la Junta Nacional de Drogas, el 80 % de 
los estudiantes de enseñanza media que han proba- 
do la marihuana lo hicieron “por curiosidad”. En mi 
opinión, este proyecto de ley refuerza esa percepción 
errónea en cuanto a que se puede probar por curiosi- 
dad y no pasa nada. 


Además de los efectos a corto plazo a los que me 
referiré más adelante, la marihuana puede tener, 
según las circunstancias, efectos irreversibles a lar- 
go plazo. Está comprobado que causa daño cerebral 
cuando se comienza a consumir en el entorno de los 
15 años de edad o antes, cuando se consume en for- 
ma frecuente y cuando se lo hace con niveles impor- 
tantes de concentración de tetrahidrocannabinol —en 
adelante hablaré del THC a los efectos de acortar-, 
que es la sustancia activa psicotrópica del producto. 


Hay, no miles, sino decenas de miles de estudios 
científicos que comprueban ese efecto neurotóxico 
nocivo. Tal vez el más concluyente de todos ellos por 
su propio diseño sea el “Estudio Multidisciplinario 
Dunedin de Salud y Desarrollo” de la Universidad 
de Otago en Nueva Zelanda, que ha documentado 
la evolución de más de mil personas, desde su niñez 
hasta la adultez, durante treinta y ocho años conse- 
cutivos. De los estudios que yo conozco, debe ser el 
más completo desde el punto de vista epidemiológico 
sobre el relacionamiento entre distintas variables. 


Veamos un resumen de uno de los resultados de 
los análisis realizados, que dice textualmente: “El 
uso de la marihuana en la niñez y en la adolescen- 
cia, cuando el cerebro atraviesa su desarrollo crítico, 
puede tener efectos neurotóxicos a largo plazo”. La 
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marihuana causa daño, no es banal, y por eso reitero 
el mensaje inicial en cuanto a que lo mejor, aún apro- 
bado este proyecto de ley, es no consumirla. 


Además, señor Presidente, se dice que la marihua- 
na crea poca dependencia, poca adicción. No es así; la 
marihuana crea dependencia. El organismo humano 
se acostumbra a su presencia y se resiente cuando no 
está disponible. Ello se debe a que la sustancia activa 
de la marihuana, el THC —que ya he nombrado- se 
fija en varios puntos del sistema nervioso central: en 
el centro del placer, de la memoria, del pensamiento, 
de la concentración, de las percepciones sensoriales y 
del tiempo, y del movimiento coordinado. 


Las palabras “dependencia”, “habituación” o 
“adicción” significan que el consumidor tendrá di- 
ficultad para controlar el consumo de marihuana 
y no podrá abandonarla aunque esta interfiera con 
muchos aspectos de su vida diaria. Esto no implica 
necesariamente los cuadros más dramáticos que fre- 
cuentemente asociamos con otras adicciones, como 
la pasta base o el alcohol, pero, de cualquier forma 
y esto lo dicen todos los adictos a la marihuana-, es 
muy difícil dejarla una vez que se tiene dependencia 
de la droga. 


El Instituto Nacional de Abuso de Sustancias de 
los Estados Unidos estima que el 9 % de las perso- 
nas que consumen marihuana se vuelven adictas 
a la misma. Parece una cifra relativamente menor, 
pero hay que ir más abajo, más al fondo del problema. 
Esta cifra del 9 % se eleva al 17 %, señor Presidente, 
cuando se comienza a consumir en la adolescencia, 
y peor aún, aumenta al 25 % o aun al 50 % entre los 
adolescentes que la consumen diariamente. Quiere 
decir, señor Presidente, que la marihuana es mucho 
más adictiva y causa mayor daño neurológico en la 
niñez y en la adolescencia. También podemos decir 
que provoca dependencia, es decir que una vez que 
el organismo se habituó es muy difícil librarse de ella. 


Ahora bien, ¿hay alguna relación entre la percep- 
ción de riesgo y el consumo de esta droga? Sin duda 
la hay. El consumo de marihuana aumenta cuando 
baja la percepción de los daños que ocasiona. En Es- 
tados Unidos se realizó un estudio que cubre el pe- 
ríodo que va de 1976 hasta 2012, año por año, y que 
relaciona, por un lado, la percepción del riesgo y, por 
otro, el consumo de marihuana durante los últimos 
treinta días. Este estudio muestra una correlación in- 
versa casi perfecta entre ambas variables: aumenta la 
percepción de riesgo, baja el consumo; disminuye la 
percepción de riesgo, sube el consumo. En el período 
que va de 1978 a 1991 la percepción de riesgo au- 
mentó y el consumo descendió; ocurrió lo contrario 
cuando disminuyó la percepción de riesgo, ya que el 
consumo aumentó. 
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Este proyecto de ley propone la legalización de la 
compra de marihuana por parte de todas las personas 
mayores de 18 años en el Uruguay. Digo “por par- 
te de todas las personas en el Uruguay” y no digo 
“por parte de todos los ciudadanos” o “por parte de 
todos los habitantes,” porque el proyecto de ley no 
establece ninguna exclusión para los extranjeros con 
respecto a la adquisición de marihuana en farmacias 
y al autocultivo doméstico o en clubes. Esa compra 
generalizada va a determinar una disminución de la 
percepción del riesgo. En definitiva, el Estado auto- 
riza su venta; es más, el Estado es el que canaliza la 
venta, la disminución de percepción de riesgo y, como 
consecuencia de ello, el aumento del consumo en la 
población, especialmente en los niños y adolescentes. 


Periódicamente la Junta Nacional de Drogas reali- 
za una Encuesta Nacional sobre el Consumo de Dro- 
gas en estudiantes de enseñanza media; en realidad, 
lo hace cada dos años. Entre los años 2009 y 2011 
aumentó en forma significativa el porcentaje de es- 
tudiantes de enseñanza media que habían probado 
marihuana como resultado de “la influencia directa 
del entorno”, o sea, la presión de los compañeros; au- 
mentó del 17,7 % al 24,5 %. Puede afirmarse, pues, 
que la percepción de la marihuana entre estudiantes 
de nuestro nivel medio se está banalizando, está sien- 
do percibida como de menor riesgo. La influencia de 
los compañeros de clase, de los amigos, de los mensa- 
jes de impacto popular carentes de valores, está inci- 
diendo cada vez más en la decisión de los adolescen- 
tes para consumir. Estos adolescentes descuentan el 
riesgo que acarrea la marihuana y experimentan con 
esta droga, al igual que con el alcohol. Recordemos, 
señor Presidente: cuando baja la percepción de los 
daños aumenta el consumo. 


Otro aspecto importante es el impacto sobre el 
aprendizaje. Si me hubieran dicho “Usted, doctor, 
puede hablar de un solo tema”, desde el punto de vis- 
ta personal hubiera hablado de este porque, en defi- 
nitiva, el futuro de nuestros niños y adolescentes de- 
pende de la eficacia de lo que aprendan, es decir, de la 
eficacia del aprendizaje. Uno de los riesgos más gra- 
ves de este proyecto de ley es su potencial influencia 
negativa sobre el aprendizaje de niños y adolescentes. 
Ya vimos que la marihuana potente, consumida pre- 
cozmente y en forma repetida, actúa sobre el sistema 
nervioso provocando efectos tales como la distorsión 
de las percepciones, el deterioro de la coordinación, 
la dificultad para pensar y resolver problemas y, por 
lo tanto, perturbaciones del aprendizaje y de la me- 
moria. ¡Vaya si esto es importante para un país que 
tiene enormes dificultades con su enseñanza al final 
de la primaria y al inicio de la secundaria! Repito: 
la marihuana potente consumida precozmente y en 
forma repetida provoca efectos tales como la distor- 
sión de las percepciones, el deterioro de la coordina- 
ción, la dificultad para pensar y resolver problemas, 


CÁMARA DE SENADORES 


177-C.S. 


y perturbaciones del aprendizaje y la memoria. Las 
investigaciones científicas demuestran que el consu- 
mo de marihuana a estas edades se asocia con una 
mayor probabilidad de abandono de los estudios. Pero 
no solo lo dice la investigación científica nacional e 
internacional, sino que así también lo expresaron los 
delegados de la ANEP en la Comisión de Salud Públi- 
ca. La delegación de la Administración Nacional de 
Educación Pública confirmó esos hallazgos al señalar 
que los estudiantes que consumían alcohol y drogas, 
incluida la marihuana, presentaban dificultades gra- 
ves de aprendizaje y repetían el año escolar con ma- 
yor frecuencia hasta que terminaban abandonando 
sus estudios. 


Si estamos discutiendo el fracaso de nuestro siste- 
ma educativo, estos hallazgos y estas comprobaciones 
de nuestras propias autoridades nos tendrían que ha- 
cer reflexionar. 


¿Qué resultados vamos a obtener en los próximos 
años? Este proyecto de ley agravará nuestra ya difícil 
situación educativa. 


Señor Presidente: se ha hablado de la inseguri- 
dad, porque este proyecto de ley se originó cuando 
ocurrió la muerte del pizzero de La Pasiva. A raíz de 
ese suceso le escribí una carta al señor Presidente 
de la República sugiriéndole una jornada de reflexión 
sobre el valor de la vida y la convivencia. En lugar de 
esa jornada, el señor Presidente eligió promover 15 
iniciativas, una de las cuales es la legalización de la 
adquisición de la marihuana por parte de todas las 
personas mayores de dieciocho años bajo la teoría, 
nunca demostrada, de que eso debilitará el narcotrá- 
fico e impedirá el acceso de los jóvenes a drogas que 
causan aún más daño, como la pasta base. 


Permítaseme decir que, a nivel de todo el mundo, 
los estudios científicos demuestran que la marihuana 
está asociada a un aumento de la inseguridad en el 
tránsito y a un aumento en la inseguridad en el des- 
empeño del trabajo. Está demostrado que tanto los 
accidentes laborales como los de tránsito empeoran 
como consecuencia de una mayor disponibilidad y 
consumo de drogas, como la marihuana, porque esta 
afecta la percepción espacial que tenemos los seres 
humanos. 


En materia de prevención de accidentes de tránsi- 
to, el proyecto de ley prevé un sistema de control que 
es muy costoso de adquirir y más complejo aún de 
operar; tan costoso y complejo que la mayoría de los 
países de la Unión Europea no lo usan. En definitiva, 
ellos tienen una política de tolerancia cero, porque 
es mucho más fácil y menos costoso de medir: si la 
persona tiene residuos no puede manejar; si no los 
tiene puede hacerlo, sin llegar a determinar el nivel 
de concentración en el organismo, que es lo que dis- 
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pone el artículo referido a los accidentes de tránsito. 
¡Mala solución y difícil de implementar! 


Al comienzo de mi exposición dije que no hablaría 
de filosofías liberales, conservadoras, prohibicionis- 
tas ni de guerras, porque acá tenemos que hablar de 
nuestra gente y de nuestra realidad. Eso es en cuanto 
a los accidentes de tránsito. 


Ahora bien, señor Presidente, con relación al au- 
mento de los accidentes de trabajo, el proyecto de ley 
no los menciona, no los previene ni los mitiga; sim- 
plemente los omite —-supongo- porque la salud de los 
trabajadores no debe ser tan importante como la sa- 
lud de los conductores. Para contrarrestar estas con- 
secuencias faltan ambulancias bien equipadas y ges- 
tionadas que permitan mitigar ambos riesgos cuando 
se concretan. No tenemos ambulancias que respon- 
dan rápidamente en pueblos como el de Villa del 
Carmen, y no las tenemos en pueblos donde debería 
haberlas porque la comunidad las compró. Estamos 
aprobando un proyecto de ley que aumenta el riesgo 
de sufrir accidentes de tránsito y accidentes laborales 
y, sin embargo, no tenemos ambulancias disponibles 
bien equipadas y gestionadas para responder a estos 
accidentes que ya ocurren, no a los que se agregarán 
como consecuencia de la implementación de esta ini- 
ciativa. Además, para contrarrestar estas consecuen- 
cias, falta que tomemos mucho más seriamente las 
realidades en el terreno de qué herramientas tene- 
mos para responder. Son todas estas omisiones graves 
en temas sensibles para nuestra sociedad. 


Que Uruguay tiene un problema para resolver de- 
rivado de las drogas, no hay duda, como ocurre con 
una gran cantidad de países del mundo. Nuestro país 
ya tiene un problema especialmente con la violencia 
en torno a la comercialización de drogas tales como 
la marihuana, la pasta base de cocaína, entre otras. 
También tiene un problema vinculado con la violen- 
cia derivada del consumo de alcohol, como lo atesti- 
guan claramente los episodios de violencia domésti- 
ca. Pero no nos confundamos en materia de drogas 
ilícitas. Montevideo no es Tijuana, México; Uruguay 
no es Paraguay y no estamos en el epicentro de la 
guerra global contra las drogas, ni nada que se le pa- 
rezca. La llamada guerra de las drogas está vinculada 
con el tráfico a gran escala en países que son de trán- 
sito, como lo son Guatemala, Honduras, El Salvador y 
México. Hoy el Uruguay no es un país de tránsito en 
función del eficiente y buen trabajo de quienes han 
sido responsables de reprimir ese grave delito inter- 
nacional. Por eso, cuando hablamos del narcotráfico, 
tenemos que separar el tráfico de pasaje a nivel inter- 
nacional de lo que es la importación de drogas para el 
consumo interno a través del narcomenudeo. 


De aprobarse este proyecto de ley podremos 
sí resultar en un foco de difusión regional como 
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acertadamente lo temen nuestros países vecinos. Sin 
embargo, nuestro problema más importante no es el 
tránsito o el tráfico de drogas; el problema que más 
nos preocupa a los uruguayos y más me inquieta a 
mí, como especialista en salud pública, es el consumo 
de drogas sicotrópicas que afectan a la niñez y a la 
adolescencia, tal como quedó demostrado. El patrón 
más común es el poli consumo, es decir, la inhalación 
e ingestión de varias sustancias al mismo tiempo 
en las cuales, la marihuana y el alcohol, son los 
compañeros preferidos. Entre las drogas ilícitas, la 
marihuana es la consumida con mayor frecuencia y 
el alcohol más aún. 


Según datos publicados por la Junta Nacional de 
Drogas, en los últimos diez años el consumo de todas 
las drogas ilícitas aumentó entre 2003 y 2007 y de- 
clinó entre 2007 y 2011. Esta es la última medición 
disponible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Senador, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para que se 
prorrogue el término de que dispone. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

24 en 25. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Solari. 


SEÑOR SOLARI.- Muchas gracias, señor Presi- 
dente y señores Senadores. 


Pese a la disminución que se ha dado desde 2007 
a 2011, la percepción general es que el “problema de 
las drogas” —dicho esto entre comillas- sigue crecien- 
do, y que la política restrictiva ha fracasado por la 
violencia provocada por su comercialización. 


La violencia y la inseguridad son asuntos bastante 
más complejos que no se van a solucionar —ni siquiera 
mitigar— como consecuencia de la aprobación de este 
proyecto de ley que legaliza la compra de marihuana. 


Pero, ¿cuál es la estrategia para enfrentar el pro- 
blema al que acabo de hacer referencia? Para una 
amplísima mayoría de la sociedad uruguaya, incluso 
para quienes desde el oficialismo promueven de bue- 
na fe este proyecto de ley —no tengo inconveniente 
en reconocerlo-, los siguientes objetivos son esencia- 
les: retrasar la edad de inicio de consumo de todas 
las drogas -incluido el alcohol-; abatir el consumo y, 
en consecuencia, reducir los daños que ocasiona. En 
eso estamos totalmente de acuerdo. La discrepancia 
surge en torno a la estrategia utilizada para alcanzar 
esos objetivos. 
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El oficialismo cree, de buena fe, en la teoría de 
segmentar los mercados evitando el efecto góndola, 
y para ello propone un sistema de competencia co- 
mercial entre el narcotráfico y el Estado uruguayo. 
Se proponen dos herramientas: facilitar el acceso sin 
tener que recurrir a los puntos ilegales de venta y 
crear canales legales de comercialización que compi- 
tan exitosamente con los ilegales. 


El Partido Colorado considera que esa estrategia 
es altamente contraproducente desde el punto de 
vista de la salud pública y, para explicar el porqué, 
tomaremos como ejemplo la exitosa estrategia usada 
contra el tabaco. La misma se basó en la reducción 
drástica de la demanda, usando cuatro instrumentos: 
el aumento del precio, la reducción de los espacios 
donde está permitido fumar, la propaganda negativa 
obligatoria en las cajillas de los cigarrillos, y la res- 
tricción a las marcas, las presentaciones y otro tipo 
de publicidad. Repito: reducción drástica de la de- 
manda. 


En cambio, la estrategia propuesta en torno a la 
marihuana no trata de reducir la demanda —excep- 
to alguna pequeña señal con respecto a la educación 
preventiva y a los registros de los consumidores de 
los cuales voy a hablar más tarde-— y tampoco trata de 
reducir la oferta. 


Según explicó en la Comisión de Salud Pública el 
Secretario Técnico de la Junta Nacional de Drogas, 
la estrategia consiste en asegurar la calidad de la ma- 
rihuana a un precio competitivo con su adquisición 
ilegal y de esa forma vencer al narcomenudeo domés- 
tico. 


Cuando hay una guerra entre la Coca Cola y la 
Pepsi, lo único seguro es que aumenta la cantidad de 
refrescos. Cuando hay una guerra entre el Estado y el 
narcomenudeo, lo único seguro es que va a aumentar 
la cantidad de marihuana. La estrategia es entera- 
mente opuesta a la que se utilizó exitosamente en la 
lucha contra el tabaco. 


Este sistema competitivo implica en el corto y el 
mediano plazo un aumento de la oferta pues se agre- 
ga la “oferta legal” —entre comillas— a la oferta ilegal. 
Más aún: se argumenta que la oferta legal será más 
atractiva porque tendrá la garantía de la calidad que 
la oferta ilegal no puede lograr. Por lo tanto, no se 
tiende a reducir la demanda, sino que se aumentará 
la oferta hasta hacer inviable —o tratar de hacer invia- 
ble- el negocio del narcomenudeo. 


Señor Presidente: los efectos de esta política sobre 
la salud pública —de la que habla el artículo 44 de 
la Constitución— son y serán nefastos, sobre todo al 
filtrarse parte de esa mayor oferta hacia la niñez y la 
adolescencia, como es inevitable que suceda. 
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Se puede argumentar que los registros de consu- 
midores al igual que la educación preventiva tratarán 
de deprimir la demanda, pero el argumento es muy 
débil. La educación propuesta es más floja que la 
que dispone la ley vigente; esta, por otra parte, no se 
cumple hace muchos años. Por su parte, en lugar de 
deprimir la demanda los registros harán más atracti- 
va la compra ilegal, porque aquel que no admite ser 
registrado recurrirá a los puntos de venta ilegal para 
poder adquirir la droga. 


El ejemplo de los free shop en la frontera es con- 
tundente. Las cédulas de identidad extranjera se al- 
quilan en la entrada de los comercios para que los 
uruguayos podamos violar la ley evadiendo el control 
y así comprar mercadería de contrabando. Uno no 
tiene que usar demasiado la imaginación para supo- 
ner que habrá alquiladores de cédulas de identidad 
en las puertas de determinadas farmacias para ad- 
quirir los 40 gramos de marihuana. ¿Será eso lo que 
queremos para nuestras farmacias? 


Señor Presidente: este proyecto de ley está basa- 
do en una estrategia equivocada, porque pretende 
combatir el narcomenudeo compitiendo en precio y 
en calidad. La consecuencia será el aumento de la 
disponibilidad, el consumo y el crecimiento de los da- 
ños, porque no se puede combatir el fuego echando 
combustible. 


¿Qué va a pasar con las farmacias? La 
comercialización por medio de las farmacias 
encuentra serios obstáculos reconocidos. Los 
responsables técnicos de estos centros de salud —los 
químicos farmacéuticos- han declarado una y otra 
vez que no van a asumir la responsabilidad del con- 
trol porque no se trata de un medicamento. Los due- 
ños de las farmacias que concurrieron a la Comisión 
de Salud Pública se muestran proclives a participar si 
obtienen a cambio, por parte del Estado, una reduc- 
ción fuerte de la competencia desleal que les plantea 
la venta de fármacos en ferias vecinales y otros pues- 
tos callejeros. En ese clima de realidad, donde los me- 
dicamentos se sustraen de las farmacias y se venden 
en la calle, vamos a controlar la venta y la compra de 
marihuana en las farmacias. 


Es más: hoy no existe un sistema de información 
que permita detectar si un cliente ya compró sus 40 
gramos mensuales en otra farmacia. Si bien se ha di- 
señado un sistema informático para tal fin con apo- 
yo del Banco Interamericano, de allí a que se pueda 
implementar con éxito un sistema que nunca ha sido 
probado, hay una gran distancia. Según han dicho los 
propios farmacéuticos, los controles del Ministerio de 
Salud Pública sobre las farmacias en lo referente a los 
psicofármacos dejan mucho que desear. Se realizan 
solo cuando la farmacia solicita la habilitación inicial 
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y tienen una vigencia de cinco años mediante los cua- 
les no hay inspecciones ni regulares ni sorpresivas. 


La Ministra de Salud Pública ha expresado recien- 
temente en la prensa que carece de personal para 
ejercer los controles que requiere este proyecto de 
ley. En definitiva, señor Presidente, el Uruguay corre 
el riesgo de deteriorar su sistema de farmacias —¡qué 
buen servicio le prestan a la población!- al tratar de 
erradicar los puntos de venta ilegales de las drogas. 


El noveno punto tiene que ver con cuál es la ca- 
pacidad de respuesta ante el aumento del consumo 
y el aumento del uso problemático. Es cierto que el 
Estado ha diseñado un complejo y completo sistema 
—llamado de dispositivos— para la contención de los 
usuarios problemáticos de drogas en situación de cri- 
sis, que es objeto de otro proyecto de ley. También ha 
diseñado un complejo y completo sistema de rehabi- 
litación e inserción para todos los usuarios de drogas 
pero, como dice el refrán, del dicho al hecho hay un 
gran trecho, porque la implementación de esos sis- 
temas, al día de hoy, es inferior al 5 % de lo que fue 
diseñado. Estuve personalmente en el Portal Amarillo 
dialogando con los responsables de la Red Nacional 
de Atención y Tratamiento de Drogas, Renadro, y 
puedo decir que es admirable su dedicación y com- 
promiso con el problema, pero la implementación de 
esta Red, dicho por ellos mismos, es lenta y compleja 
pues hay que entrenar recursos humanos de los que 
hoy no dispone el país. Nuevamente, pues, ante la in- 
capacidad para controlar, este proyecto de ley resulta 
un salto al vacío porque hoy el país carece de una 
red de contención y tratamiento; se diseñó y se está 
implementando, pero hoy no la tiene. 


¿Qué alternativa intentamos ofrecer al problema 
planteado? Es cierto que hay una incongruencia en- 
tre la habilitación del consumo y la penalización del 
acceso a cualquiera de las drogas ilícitas. Eso nadie 
lo puede ignorar, pero creemos que la respuesta más 
adecuada a este dilema hubiera sido la debida im- 
plementación de disposiciones ya contenidas en la 
Ley de Estupefacientes de 1974. Me refiero especí- 
ficamente al uso terapéutico de la marihuana que 
está científicamente comprobado para aliviar el dolor, 
calmar la ansiedad de determinados pacientes, para 
mitigar convulsiones, etcétera. Este uso está absolu- 
tamente reglamentado en todos los países de la Unión 
Europea, pero en el Uruguay no lo tenemos ni tam- 
poco lo prevé este proyecto de ley. Ese paso hubiera 
permitido solucionar varios de los problemas prácti- 
cos que se generan actualmente sin caer en la bana- 
lización riesgosa de una droga dañina. Creo que un 
enfoque de esa naturaleza hubiera logrado un amplio 
consenso por parte de la población y el sistema polí- 
tico y acarrearía menos problemas que los que va a 
plantear este proyecto de ley. Lamentablemente, esta 
iniciativa no dice casi nada sobre el uso medicinal 
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de la marihuana al estar centrado, en forma casi ex- 
clusiva, en el uso recreativo de una sustancia que de 
ser consumida por niños y adolescentes, ocasionará 
serios daños. 


Pero la preocupación va todavía más allá y tiene 
que ver con el deporte y la inserción del Uruguay 
en el deporte. Nuestro país es parte de la Agencia 
Mundial Antidopaje y nuestros deportes se rigen por 
sus disposiciones, que es algo de lo que estamos or- 
gullosos. En su lucha contra el dopaje, esa Agencia 
tiene a la marihuana dentro de la lista de sustancias 
prohibidas. Entonces, aprobar su uso en una ley es 
un mensaje contradictorio y negativo para todos los 
deportistas que cuidan su salud y procuran competir 
lealmente. Uruguay fue y es líder continental en el 
control antidopaje pero esta ley va en contra de esa 
rica historia y nos pone en riesgo de recibir sanciones 
deportivas, como puede ser la exclusión de campeo- 
natos panamericanos, mundiales y juegos olímpicos, 
por incumplir con las disposiciones de la Agencia 
Mundial Antidopaje. 


Por último, señor Presidente, y aprovechando que 
está presente la prensa extranjera —-como a todos 
nos consta—, quiero dirigirme a los demás países, en 
particular a aquellos que han alentado y, en parte, 
financiado el movimiento tendiente a la aprobación 
de este proyecto de ley. Si las consecuencias de su 
aprobación e implementación fueren negativas, como 
lo indica la evidencia científica que he reseñado, es- 
pero que quienes hoy alientan desde afuera esta ex- 
perimentación en el país, tengan al menos la misma 
disposición, o más aún, a colaborar en su corrección 
y a mitigar las secuelas que pueden llegar a ser irre- 
versibles. ¡Ya que se meten en nuestra casa para rom- 
per cosas, que vengan también cuando los uruguayos 
debamos arreglarlas! Señor Presidente: no debemos 
perdernos en la lucha ideológica de la guerra contra 
las drogas, la liberación, la regulación, la legalización, 
la prohibición, que son propias de realidades de otros 
países. Este proyecto de ley no tiene en cuenta nues- 
tra limitada capacidad de gestión que, como se debe 
reconocer, se evidencia día tras día. Reconocemos 
que esta iniciativa persigue objetivos compartibles 
pero erra el camino e ignora la realidad. Ojalá me 
equivoque, pero creo que traerá consecuencias muy 
negativas sobre los niños y los adolescentes y, por lo 
tanto, sobre el futuro del país. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: sin dudas 
este tema puede ser abordado desde muy distintos 
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ángulos, pero quería comenzar mi exposición dando 
cuenta de la forma en que ingresa este proyecto de 
ley, que ya tiene media sanción de la Cámara de Re- 
presentantes. 


Como expresó el señor Senador Solari en su 
pormenorizada y bien fundada exposición, una 
primera iniciativa en este sentido fue anunciada 
dentro de un paquete de quince medidas titulado: 
“Estrategia por la vida y la convivencia”. Estas quince 
medidas estaban asociadas a proyectos de ley que en 
algún caso ya fueron aprobados por este Parlamento 
como, por ejemplo, el que penaliza más severamente 
la comercialización de la pasta base, que fuera votado 
por unanimidad en este Senado de la República. 
La mencionada estrategia fue anunciada el 20 de 
junio del año pasado y el 22 de agosto se remitió un 
proyecto de ley con una larga y fundada exposición 
de motivos -que no comparto, pero reconozco el 
trabajo de elaborarla— que contenía un solo artículo y 
si bien no tiene nada que ver con el que hoy estamos 
considerando, creo que vale la pena leer. El proyecto 
de ley, que me parece que cuenta con la firma de todos 
los Ministros y, naturalmente, del Presidente de la 
República, José Mujica, comenzaba así: “Sin perjuicio 
de lo dispuesto por el Decreto-Ley n.” 14.294, de 31 
de octubre de 1974 y sus modificativas, el Estado 
asumirá el control y la regulación de las actividades 
de importación, producción, adquisición a cualquier 
título, almacenamiento, comercialización, y 
distribución de marihuana o sus derivados, en 
los términos y condiciones que al respecto fije la 
reglamentación”. De hecho, no decía nada porque lo 
dejaba librado a la reglamentación. A continuación 
expresaba: “Asimismo, el Estado ejercerá toda otra 
actividad material que resulte necesaria, previa, 
concomitante o posterior, para la ejecución de 
las actividades referidas en el inciso anterior”, y 
reiteraba: “En los términos y condiciones que al 
respecto fije la reglamentación”. Luego, seguía: 
“Las actividades referidas en los incisos anteriores, 
deberán ser realizadas exclusivamente en el marco 
de una política de reducción de daños —que es uno de 
los argumentos que contiene el proyecto de ley que 
hoy estamos considerando- que, asimismo, alerte a 
la población acerca de las consecuencias y efectos 
perjudiciales del consumo de marihuana, así como a 
los únicos efectos de una minimización de riesgos y 
daños de la población potencialmente consumidora,” 
y, por tercera vez, repite: “En las condiciones que, 
a su respecto, fije la reglamentación”. Más que 
un proyecto de ley, esto era un decreto; era un 
monumento al decreto reglamentario, porque no 
decía nada; modificaba cosas pero todo lo establecía 
la reglamentación. Claro, esto llegó al Parlamento 
y la Comisión Especial de Drogas y Adicciones con 
Fines Legislativos, de la Cámara de Representantes, 
entendió que este proyecto de ley era una barbaridad, 
imposible de votar. 
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Por lo tanto, se elige el camino de proponer sus- 
titutivos y aditivos. Pero no se trata de sustitutivos 
y aditivos, porque es un nuevo proyecto de ley que 
no tiene absolutamente nada que ver con este que 
estamos considerando hoy, que tiene, ni más ni me- 
nos, 44 artículos. Se sustituye un proyecto de ley de 
artículo único por otro de 44 artículos, pero siempre 
con un vicio aunque menor, más chico- muy similar 
al que establecía el proyecto de ley original. Hay mu- 
chos artículos de la iniciativa que hoy estamos con- 
siderando que expresan “lo que establezca la regla- 
mentación”. Hay muchas cosas que esta ley no dice y 
se remite a una reglamentación. Pero, por supuesto, 
si no está aprobada la ley, no existe la reglamentación. 


Durante discusiones llevadas a cabo en la Comi- 
sión, se nos dijo que en algunos casos determinados 
aspectos los establecería la reglamentación de cierta 
manera, pero no podemos tener ninguna certidumbre 
respecto de cuál, cómo y de qué forma una reglamen- 
tación a dictarse podrá regular materias muy delica- 
das. Incluso, no sabemos cuándo se dictará; quizás 
demore mucho tiempo y la dicte otro Gobierno. 


De modo que ya empezamos mal. Cuando las le- 
yes se remiten recurrentemente a la reglamentación, 
transitamos un camino de incertidumbres, y no de 
certezas y seguridades jurídicas. ¡Vaya si esos errores 
los comete frecuentemente este Gobierno! Si de leyes 
inconstitucionales se trata, en estos tiempos estamos 
batiendo récords. Seguramente, y sin seguramente, 
esta iniciativa tiene varios artículos que pueden ser 
tachados de inconstitucionales. 


Este proyecto como lo decía el señor Senador So- 
lari- tiene como primer objetivo tratar de liquidar, o 
por lo menos mitigar, los efectos perniciosos de la ac- 
tividad de los narcotraficantes. ¿Cómo? Sacando del 
mercado ilegal y permitiendo el acceso legalizado a 
muchos uruguayos que consumen marihuana. 


Leí las palabras pronunciadas por el señor Secre- 
tario de la Junta Nacional de Drogas con respecto a 
las características del narcotráfico, de las modalida- 
des y del menudeo y pude entender que, precisamen- 
te, muchas veces hubo una activa dinámica policial 
en el sentido de reprimir el narcotráfico de grandes 
cantidades de marihuana o de cocaína, pero no se ha 
tenido la misma eficiencia y los mismos resultados 
en el menudeo y en las bocas de expendio de drogas, 
que se calcula alcanzan unas 700 en todo el territorio 
nacional, cuya mayor parte está en la ciudad de Mon- 
tevideo o en el área metropolitana. 


Por otra parte, también se ha fracasado en el con- 
trol de ingreso de drogas a los establecimientos carce- 
larios, donde se ha hecho costumbre el consumo de 
esas sustancias. Y no es exagerado pensar que ello ha 
sido causa de los últimos motines sucedidos, los que 
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han arrojado pérdidas de vidas. Quiere decir que la 
droga no solo se vende por todos lados —en las bocas 
vecinales se continúa vendiendo pasta base-—, sino que 
además todavía sigue ingresando libremente a los es- 
tablecimientos carcelarios. El último informe del Co- 
misionado Parlamentario da cuenta de que una de las 
razones del último motín ocurrido en el Compén fue 
una disputa entre traficantes por temas vinculados 
con el ingreso y comercialización de drogas. 


Quiere decir que hasta ahora el menudeo, el nar- 
cotráfico familiar y la comercialización a nivel de nú- 
cleos familiares no han podido ser desarticulados. Ni 
siquiera se ha logrado atenuar su actividad sino que, 
por el contrario, parece haberse acrecentado conti- 
nuamente. 


Se dice que con esto se liquidará el efecto gón- 
dola, es decir, se van a separar los mercados: por un 
lado, la marihuana, y por otro, la pasta base, la cocaí- 
na y los psicofármacos. Pero ha quedado de manifies- 
to por parte de todas las delegaciones que asistieron 
a la Comisión a informar —el Codicén, la Cátedra de 
Psiquiatría y la Cátedra de Toxicología— que hay un 
elevado consumo de marihuana en jóvenes cuyo ini- 
cio en estas adicciones ronda los 15 años. Vale decir 
que tenemos una población, seguramente muy nu- 
merosa, que está consumiendo no solo marihuana, 
sino también pasta base, cocaína o lo que venga. Por 
lo tanto, acá dejamos una etapa de la vida, una fase 
cronológica que va entre los 13 y los 18 años que no 
podrá ser abastecida por este nuevo acceso que se 
pretende legislar. ¿Dónde comprarán la marihua- 
na los jóvenes de 14, 15, 16 o 17 años? La seguirán 
comprando a los narcotraficantes, a algún plantador 
domiciliario, a los clubes de membresía, o recurrirán 
a estas nuevas formas de cultivo que permitirán, sin 
ninguna duda, un acceso mucho más fácil y segura- 
mente más barato para poder consumir marihuana. 
Vale decir que vamos a dejar fuera al sector más des- 
protegido, al que más sufre en su actividad neuronal 
los efectos destructivos, absolutamente perniciosos 
de la marihuana. 


¿Cómo vamos a trabajar con ese sector? Se dice 
que a través de campañas educativas y sanitarias. 
Pero, ¿por qué no se hizo ahora? Si tenemos una 
legislación que ha estado vigente hasta hoy. Por 
ejemplo, la Ley n.” 14.294, en su artículo 22, estable- 
ce: “Los Directores de Centros de Enseñanza están 
obligados a comunicar a la Comisión Nacional de Lu- 
cha contra las Toxicomanías los casos de uso o tráfi- 
co, en el ámbito escolar, de las sustancias reguladas 
por la ley. El incumplimiento de esta obligación —ob- 
serven los señores Senadores lo que aquí se expre- 
sa— será considerado falta grave y podrá dar mérito a 
la destitución o al cierre del establecimiento si fuere 
privado”. ¿Alguno de los señores Senadores aquí pre- 
sentes vio aplicar este artículo 22, que todavía está 
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vigente? ¿Alguna vez se vio aplicar este artículo? ¿Al- 
guna vez se cerró un establecimiento por tener mu- 
cha droga? ¿Alguna vez se sancionó a algún Director 
de un establecimiento? 


Leí declaraciones del Consejero Corbo —realizadas 
en su comparecencia a la Comisión de Salud Públi- 
ca—, referidas al artículo 10, con el que tiene discre- 
pancias por razones de inconstitucionalidad, o más 
bien de constitucionalidad. En lo que tiene que ver 
con el alumno expresó: “Pero este consumo comien- 
za más tempranamente, en las aulas del sistema de 
ANEP De manera que allí hay una situación no regu- 
lada y no contemplada en la norma”. En esta norma 
no está contemplada, pero en la anterior sí lo está. 
Más adelante, agrega: “Quiero decir que el alumno 
no consigue la droga en un lugar especial, fuera de 
su ámbito natural de movilidad o de sociabilidad, sino 
en sus propios ámbitos porque es allí donde se comer- 
cializa y se consume. Eso provoca la incorporación de 
la droga, digamos, como una naturalización, es decir, 
como parte de su experiencia de vida”. Vale decir que 
estamos acá admitiendo que esto ocurre en los alre- 
dedores de los establecimientos educativos y en este 
caso estamos hablando de los liceos. 


Cuando vino esta delegación de ANEB le pregun- 
té a la Consejera Teresita Capurro si en los liceos se 
consume marihuana, y me respondió que en las es- 
cuelas también. 


Entonces, hoy estamos ante un gravísimo proble- 
ma —-que todos reconocemos-, a nivel de adolescen- 
tes e incluso de niños, y vamos a ir por esta solución 
adonde, precisamente, ese sector poblacional no está 
incluido. Lo único que hay son generalidades. Se dice 
que habrán campañas educativas y que en los Pro- 
gramas de enseñanza se va a incluir una disciplina. 
Al respecto, el artículo 10 expresa que las “políticas 
educativas comprenderán su inclusión curricular en 
educación primaria, en educación secundaria y en 
educación técnico-profesional”. Esto, en los hechos, 
podría hacerse perfectamente. Entonces, ¿por qué no 
actuamos ahora si los propios Consejeros del Codicén 
consideran que este es un tema muy grave —más bien, 
diría, gravísimo—, como lo son los temas de aprendi- 
zaje, de indisciplina y de todas las cosas que están 
pasando, que redundan en los pésimos rendimientos 
liceales que, lamentablemente, estamos viendo en el 
país? ¿Necesitamos esta norma para hacerlo? No la 
necesitamos. Lo podemos hacer ahora para luchar 
contra el narcomenudeo. ¡Que lo haga la Policía! 
¿Por qué no podemos reconocer que hay 700 bocas 
de pasta base, que seguirán asistiendo y proveyendo 
de drogas a jóvenes de menos de 18 años? 


Hay otra cosa de la que se ha hablado y sobre la 
que todos dijeron lo mismo. Hemos preguntado lo 
siguiente: ¿la marihuana es la entrada hacia drogas 
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más potentes? La mayoría dice: “no lo podríamos 
afirmar”, pero otros dicen que sí, que es el escalón 
de entrada hacia drogas más potentes y perniciosas. 
Pero de lo que todos hablan —y lo mencionaba el señor 
Senador Solari- es del policonsumo, es decir, del que 
consume marihuana y pasta base, o del que consume 
pasta base y se fuma un cigarro de marihuana para 
atenuar los efectos de aquella. Eso se afirmó en todas 
las Comisiones a las que asistieron visitas a hablar 
del tema. 


Por lo tanto, me pregunto, ¿quién va a proveer a 
estos adictos de pasta base? ¿Quién los va a proveer 
de cocaína? ¿Quién los va a proveer de psicofárma- 
cos? Los narcotraficantes y las bocas de pasta base. 
Entonces, ¿qué resultado podemos obtener si deci- 
mos que dividimos los mercados o que terminamos 
con el efecto góndola? ¡No terminamos con nada! Por 
el contrario, vamos a dejar fuera del sistema a los me- 
nores de edad y ahí hay una población que es la más 
frágil, la más indefensa y a la que más tenemos que 
proteger, pero con este proyecto de ley no estamos 
tomando ninguna medida para la protección de los 
menores de 18 años. Por supuesto que estos menores 
irán a comprar la droga. ¿Adónde? A las bocas de ven- 
ta -que sin ninguna duda seguirán existiendo, porque 
el negocio no se va a terminar-, a los nuevos planta- 
dores, a los domiciliarios, a los clubes de membresía, 
a las farmacias, pidiéndole a otro que se registre, et- 
cétera. Todo esto entraña una inmensa cantidad de 
riesgo que no puede resolver el policonsumo. 


Se ha dicho: ¿no será ahora mucho más fácil ac- 
ceder a marihuana más barata y de mejor calidad? 
Porque ahora se va a asegurar a los consumidores una 
mejor calidad del producto, con determinada concen- 
tración de THC, aunque acá no se lo menciona. Pero 
también eso va a quedar librado a la reglamentación. 
¿Todo librado a la reglamentación? Sinceramente, no 
me parece seguro. 


Fíjense que en la norma se habla de la plantación 
para que se venda en las farmacias —por supuesto, 
siempre ligado a la reglamentación- y verán que cabe 
preguntarse, por ejemplo, ¿quién va a plantar? En un 
principio se había dicho que era el Estado, pero aho- 
ra se afirmó que no; en otro momento se señaló que 
lo harían las Fuerzas Armadas. Ahora plantarán los 
particulares, pero ¿cómo se van a seleccionar? ¿Se va 
a hacer una licitación? Estos nuevos agricultores de 
un producto no tradicional, ¿cómo serán selecciona- 
dos? ¿Con qué garantías? ¡Queda todo librado a la re- 
glamentación! De allí iría el producto a las farmacias, 
con todas las consecuencias a las que se refería el 
señor Senador Solari. Además de la omisión de con- 
troles que hoy tienen las farmacias para todo el tema 
de las sustancias psicoactivas y psicofármacos, ahora 
vamos a agregar la marihuana, un nuevo problema. 
Cuando vinieron a la Comisión las Farmacias Comu- 
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nitarias les preguntamos: “¿No tienen miedo de que 
ahora los roben, no la plata o las fragancias —nos de- 
cían que cuando los roban prefieren primero la pla- 
ta, las fragancias y después los psicofármacos-, sino 
la marihuana? Estoy seguro de que van a robar más 
marihuana que fragancias. El orden de preferencias 
cambiará. Y yo me pregunto: los temas de seguridad, 
¿no están pensados acá? ¿Están preparadas las far- 
macias para este nuevo tipo de cliente no habitual 
que van a tener, sobre todo cuando acumulen gran- 
des cantidades de marihuana? Será difícil. Sincera- 
mente, me parece que esto no ha sido pensado ni está 
diseñado como para ofrecer las debidas garantías en 
lo que respecta a muchos temas. 


Otro asunto que me plantea enormes dudas es la 
cosecha doméstica. Por ejemplo, en una casa puede 
haber familias monoparentales, de dos, tres o cua- 
tro miembros, con menores, con mayores, etcétera, y 
en el proyecto de ley se habla de: “hasta seis plantas 
de cannabis de efecto psicoactivo y el producto de 
la recolección de la plantación precedente hasta un 
máximo de 480 gramos anuales”. Pero, ¿cómo se va 
a controlar esto? ¿Va a haber inspectores domicilia- 
rios de plantas de cannabis? ¿Cuántos plantadores 
domiciliarios puede haber en el Uruguay? ¿Eso está 
previsto? ¿Cuántos inspectores se necesitarán para 
decir “hasta 480 gramos anuales”? ¿Cómo van a con- 
trolar que sea así? ¡Tendrán que ir todos los días a 
controlar! Además, en una familia pueden consumir 
uno, dos, tres, cuatro o más habitantes y capaz que 
también lo hacen los menores integrantes del núcleo 
familiar. ¿En qué terreno nos estamos moviendo? 
¿Con qué garantías contamos? ¡Esto es de imposible 
contralor! 


Otro tema a considerar: los clubes de membre- 
sía. El otro día festejamos los cien años de la Liga 
Universitaria, ¡qué lindo! ¡Ahora va a haber clubes 
de membresía plantadores de marihuana! Una fra- 
ternidad marihuanera, una nueva forma de fraterni- 
dad. ¿Cómo se controla esto? Fíjense ustedes: clubes 
de membresía controlados por el Ircca. En el mis- 
mo proyecto de ley se afirma que esos clubes “serán 
controlados por el Ircca. Dichos clubes deberán ser 
autorizados por el Poder Ejecutivo de acuerdo a la le- 
gislación vigente, y en la forma y condiciones que es- 
tablecerá la reglamentación que se dicte al respecto”. 
¡Otra vez el cheque en blanco de la reglamentación! 
En consecuencia, ¿cómo se puede votar esta ley? Es 
un cheque en blanco en su totalidad. 


Me parece que el propósito es saludable y la ins- 
piración es buena, pero el camino que se recorre es 
totalmente equivocado. Tan así es que me causa mu- 
chísimo temor que a esto, en algún momento, se lo 
califique como un experimento, como una especie 
de prueba donde seremos conejillos de Indias; que 
“vamos a ver cómo funciona”; y el propio Presidente 
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anuncia que en caso de que marche mal, desandare- 
mos el camino, pero primero vamos a sufrir todos los 
efectos nocivos de esta apertura hacia la legalización 
de la marihuana. De modo que en lugar de desandar 
el camino tal vez lo sigamos recorriendo, porque si en 
algún momento han escuchado alguna declaración del 
doctor Tabaré Vázquez, habrán oído que no le parece 
mal que esto pudiera trasladarse luego a la cocaína. 
Sin embargo, ahora el doctor Vázquez se enoja cuando 
los periodistas le preguntan si esto se puede ampliar 
a otro tipo de sustancias. Lo cierto es que me causa 
una enorme —remarco lo de enorme- preocupación el 
hecho de que se esté hablando de experimentar con 
seres humanos. Además, no se van a conseguir los 
efectos que se pretenden, como, por ejemplo, el de la 
separación de los mercados, porque van a quedar fue- 
ra todas las otras drogas y los menores de edad. A su 
vez, no sé qué pasará con respecto a los extranjeros, 
porque es algo que no aparece muy claro. Tal como le 
dije a un ex-Ministro, supongo que no tendremos la 
experiencia del turismo cannábico, pero creo que esto 
genera preocupación —imagino que sobre todo en la 
región— porque estos efectos se expanden. No se trata 
de Holanda con los coffee shops —reconozco que es otro 
sistema-—, pero allí ese método no funcionó nada bien y 
aumentó el consumo. Además, en ese país, el tema lo 
llevaron adelante los municipios. 


Por otro lado, me parece que no podemos hablar 
de reducción de daños, porque lo que sí habrá es 
un aumento de ellos. Además, habrá cuestiones que 
serán prácticamente imposibles de instrumentar, al 
margen de todo lo que se pueda decir sobre la posi- 
ble inconstitucionalidad de algunos artículos. Preci- 
samente, el señor Senador preopinante mencionaba 
el artículo 44, de defensa de la salud; ese artículo 
también podría ser lesionado por estas disposiciones, 
en la medida que habilitan la plantación y la comer- 
cialización de este tipo de sustancias; nadie duda de 
que ellas provocan efectos terribles en la salud y ge- 
neran adicciones cuando se va hacia consumos pro- 
blemáticos. No podemos olvidar que en el seno de 
la Comisión de Salud Pública tenemos otra iniciativa 
para la internación, en determinadas condiciones, de 
aquellos adictos problemáticos en situaciones de cri- 
sis. Vale decir que esto hay que complementarlo y no 
hay duda de que existe afectación a la salud. 


Se ha dicho que el artículo 10 —lo mencionaba el 
Consejero Corbo-, que dice: «Será obligatoria la in- 
clusión de la disciplina “Prevención del Uso Proble- 
mático de Drogas”, en las propuestas programáticas y 
planes de estudio», también violaría la Constitución 
en cuanto lesiona la autonomía de la Administración 
Nacional de Educación Pública y de los Consejos. Es 
decir que podría tratarse de un caso que podría ter- 
minar con otro fallo de la Suprema Corte de Justicia 
como los que hubo ayer y hace diez días. ¡Otra vez 
vamos a asistir a más fallos de la Corte! ¿Vamos a le- 
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gislar para que después la Suprema Corte determine 
que este tipo de disposiciones es inaplicable? 


Me parece que no vamos por buen camino. Acerca 
de la creación del Ircca, dentro de los doce meses 
anteriores a la elección nacional de octubre del año 
próximo, la División de Estudios Legislativos también 
ha dicho que tiene la tacha de inconstitucionalidad. 
Esto será opinable, pero es un riesgo. Entonces, que 
no se nos diga -como sucedió con el tema Pluna-: 
“Nadie nos advirtió”. ¡Les estamos advirtiendo que 
eso puede pasar! No es seguro, pero puede pasar. 
¡Les advertimos!, así que después no nos digan que 
no lo hemos hecho. No solo se ha dicho, sino que hay 
estudios que así lo registran. 


Por último, señor Presidente, me dejó muy impre- 
sionado algo que se señaló con respecto a la percep- 
ción de riesgo, que creo que es algo fundamental. En 
un informe muy objetivo, en el que se aclara que no 
se toma posición ni a favor ni en contra del proyec- 
to de ley, la Sociedad de Psiquiatría del Uruguay nos 
dice: “Igualmente nos sigue preocupando el descenso 
significativo en la percepción de riesgo vinculado a 
la marihuana. En ese sentido, una ley que pretenda 
regularizar su consumo puede dar la impresión de 
que se trata de una droga inocua (lo que ha sucedido 
en cierta medida a partir de la divulgación de la idea 
de reglamentar el uso de la droga principalmente en 
—ifíjense lo que se señala a continuación!- los ado- 
lescentes, edad de inicio del consumo)”. Esto de “en 
los adolescentes, edad de inicio del consumo” no lo 
dice un Legislador de la oposición, sino la Sociedad 
de Psiquiatría del Uruguay. 


Continúa el informe: “Es por eso que son impor- 
tantes todas las acciones tendientes a revertir tal sen- 
sación insistiendo en el riesgo y emitiendo un mensa- 
je claro y único desde todos los actores responsables 
que participan en el tema. 


Por otra parte, a nuestro modo de ver no queda 
claramente definida la conceptualización que tiene el 
Estado acerca de la marihuana. ¿Se considera que sus 
riesgos son importantes? ¿Qué se entiende por consu- 
mo problemático? ¿La ley reglamenta un mal necesa- 
rio, o apunta a la libertad de consumo considerando 
que esta droga es un elemento recreativo del que la 
población debe disponer, siempre y cuando lo use res- 
ponsablemente? De las respuestas a estas cuestiones 
dependen las acciones a tomar en distintos ámbitos”. 
¡Fíjense, señores Senadores, lo que se dice! 


Se habla, además, de la inhabilitación para condu- 
cir, que va a ser muy difícil de determinar. También 
va a ser imposible de determinar —porque no hay una 
sola mención en este proyecto de ley- el consumo 
de marihuana en los lugares de trabajo, máxime hoy 
cuando el Parlamento está considerando un proyecto 
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de ley relativo a la responsabilidad personal empresa- 
rial objetiva en el delito de peligro. Quiere decir que 
le vamos a agregar que en los lugares de trabajo va 
a haber gente consumiendo, fumando marihuana y 
el empleador puede ser penalmente responsable de 
esto, porque no hay ninguna norma que establezca 
que se van a hacer controles por parte del Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social o por el Banco de 
Seguros del Estado. De modo que aquí solo estamos 
hablando de accidentes de tránsito. 


13) PRÓRROGA DE LA HORA DE FINALIZA- 
CIÓN DE LA SESIÓN 


SEÑOR ROSADILLA.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR ROSADILLA.- Es, simplemente, para for- 
mular una moción de orden en el sentido de que se 
prorrogue la hora de finalización de la sesión hasta 
que terminemos de considerar este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 


-20 en 21. Afirmativa. 


14) CONTROL Y REGULACIÓN DE LA 
MARIHUANA Y SUS DERIVADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- En conclusión, señor Presi- 
dente, entendemos que este no es el camino. Creemos 
que el camino es, sí, educar; que el camino es preve- 
nir; que el camino es ser mucho más eficientes en la 
represión de la comercialización clandestina e ilegal 
de todas las sustancias prohibidas; que el camino es 
hacer cumplir las normas vigentes, cosa que en este 
momento no se está haciendo como se debe. Pensamos 
que el camino que se propone va a facilitar el acceso 
a la droga —a una droga, según se dice, de mejor cali- 
dad, a menor o a igual precio- y de ninguna manera 
va a impedir que los narcotraficantes y las bocas de 
expendio sigan funcionando tan campantes como hoy. 
Lamentablemente esto es así, porque esta es la forma 
de comercialización que ha cundido por barrios, sobre 
todo, de la capital de la República. Lo he escuchado al 
Inspector Guarteche, Director Nacional de Policía, ha- 
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blar largamente de ese triste proceso de feudalización 
de algunos barrios, donde mandan más las bandas de 
narcotraficantes que los propios vecinos. No lo digo yo, 
sino —reitero— el Inspector Julio Guarteche, Director 
Nacional de Policía, que estuvo trabajando en el tema 
drogas durante muchos años. 


Entonces, ¿cómo luchar contra eso? ¿De esta ma- 
nera? ¡No! ¡Esta no es la manera! Se necesita mayor 
eficiencia en la represión, porque no es tan difícil. Si 
se puede luchar contra el gran narcotráfico, ¡cómo no 
se va a poder luchar contra el narcomenudeo! ¡Claro 
que se puede luchar! Pero, bueno, hay que ser más 
eficiente; hay que erradicar toda forma de conniven- 
cia y corrupción, y hay que contar con la colaboración 
de los vecinos. En ese sentido, se deben exigir y ob- 
tener resultados. Pero esta no es la manera porque, 
reitero, los jóvenes quedan afuera y no sabemos en 
qué condiciones; supongo que deberán acudir a los 
nuevos plantadores o a las viejas bocas de expendio 
de pasta base. 


Por otra parte, el policonsumo va a subsistir, de 
modo que las personas que busquen otras drogas 
también van a ir a las bocas. O sea que, a mi juicio, el 
efecto que se persigue no se va a obtener. 


En conclusión, por estas razones y teniendo en 
cuenta también argumentos de tipo sanitario, el Par- 
tido Nacional va a votar en contra de este proyecto 
de ley. 


Muchas gracias. 


15) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 10 de diciembre de 2013. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley 
n.? 17.827, de 14 de setiembre de 2004, por motivos 
particulares, el día 17 de diciembre de 2013. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 
Daniel Martínez. Senador”. 


186-C.S. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Daniel Olesker y Jor- 
ge Basso han presentado notas de desistimiento, in- 
formando que por esta vez no aceptan la convocatoria 
a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado el 
señor Eduardo Fernández, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 10 de diciembre de 2013. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Danilo Astori 

Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo que 
usted preside me conceda licencia al amparo del 
artículo 1.” de la Ley n.* 17.827, de 14 de setiembre 
de 2004, por motivos particulares, por el día 15 de 
diciembre del presente año. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atenta- 
mente. 
Pedro Bordaberry. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-18 en 20. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Germán Cardoso ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Ruben 
Rodríguez, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


16) RÉGIMEN DE TRABAJO DE LAS COMI- 
SIONES DURANTE EL RECESO PARLA- 
MENTARIO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una moción llega- 
da a la Mesa. 


CÁMARA DE SENADORES 


10 de diciembre de 2013 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 10 de diciembre de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 

Presente 


Los Senadores abajo firmantes mocionamos para 
que, de conformidad con lo establecido en el artículo 
149 del Reglamento del Senado, se autorice a todas 
las Comisiones del Senado a reunirse durante el re- 
ceso parlamentario”. (Firman los señores Senadores 
Rosadilla, Viera y Moreira). 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración la mo- 
ción a que se ha dado lectura. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
17) CONTROL Y REGULACIÓN DE LA 
MARIHUANA Y SUS DERIVADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la considera- 
ción del segundo punto del Orden del Día. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: vamos 
a votar en contra de este proyecto de ley y a justificar 
nuestra negativa considerando que parte de premisas 
falsas y de objetivos equivocados y cuestionables, y 
propone soluciones, a nuestro juicio, erradas y teme- 
rarias. 


Con este proyecto de ley, señor Presidente, el Go- 
bierno abre una puerta que lleva al abismo y desco- 
noce los verdaderos intereses de los uruguayos, en 
virtud de que la agenda de los problemas naciona- 
les pasa por otro lado. Es más: me permito expresar 
que, antes de convertirse en ley —es decir, en forma 
anticipada—, este proyecto está generando daños a la 
sociedad uruguaya, por la enorme publicidad que ha 
tenido la legalización del comercio de la marihuana y 
su autocultivo. Es una publicidad que invita al consu- 
mo y baja la percepción de riesgo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Alfredo Solari). 
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—Vamos a analizar algunos mitos que se han ido 
generando en la discusión, en el proceso de análisis 
de este proyecto de ley. Primer mito: el paradigma. 
El Gobierno y los defensores de este proyecto de ley 
han repetido, una y otra vez, que el objetivo primario 
es cambiar el paradigma: pasar del actual “guerra a 
las drogas” hacia uno de regulación. A nuestro juicio, 
estos postulados que enuncia el Gobierno constituyen 
una claudicación inaceptable. Legalizar la marihuana 
porque la guerra contra las drogas habría fracasado 
es casi lo mismo que proponer eliminar el delito de 
rapiña o de violación porque no hemos podido con 
los rapiñeros ni con los violadores. Por otra parte, 
comparar nuestra situación con la de otros países es 
verdaderamente una engañifa. Uruguay no puede ser 
comparado con los Estados Unidos, con México o con 
Colombia, que tienen 320:000.000, 120:000.000 y 
47:000.000 de habitantes, respectivamente, porque 
nuestro país tiene poco más de 3:000.000 de compa- 
triotas. 


El Gobierno uruguayo ha enmarcado el plan en la 
postura de la Comisión Global de Políticas de Drogas, 
integrada por los ex-Presidentes Fernando Henrique 
Cardoso, de Brasil, César Gaviria, de Colombia, y Er- 
nesto Zedillo, de México, entre otros, que sostienen 
que la guerra frontal a las drogas ha fracasado. Noso- 
tros creemos que esta suerte de estatización del mer- 
cado de la marihuana es una propuesta insólita en 
el mundo; la venta de cannabis a los consumidores 
registrados, a través de los mecanismos que se im- 
pulsen por el Estado, es algo bastante inédito a nivel 
mundial. 


A nuestro juicio, es falso este dilema de prohibi- 
cionismo versus legalización que propone el Gobier- 
no. El verdadero dilema consiste en saber si desarro- 
llamos una política pública poniendo el énfasis en los 
problemas asociados a la oferta de la marihuana, o si 
la mejor política pública consiste en atacar los pro- 
blemas asociados a la demanda. Debemos ser claros: 
si el eje de los problemas es la oferta, el narcotráfico, 
la solución es una política restrictiva y punitiva; pero 
si el eje del problema es la demanda, el consumo, la 
solución es la prevención, la educación, el deporte, la 
salud, la sanidad, la reducción de daños y la familia. 


Este proyecto de legalización de la marihuana, se- 
ñor Presidente, se enfoca claramente en el tema de 
la oferta y, por tanto, no solucionará los problemas 
vinculados con la demanda; pero lo más grave es que 
ni siquiera solucionará los problemas vinculados con 
la oferta. El Gobierno dice que el monopolio estatal 
de la sustancia disminuirá el narcotráfico en virtud 
de que le puede sustraer a este el mercado de la mari- 
huana; que con esto se pretende reducir el consumo, 
pues estará regulado y controlado, pudiéndose de- 
tectar a tiempo los casos de consumo problemático. 
Creemos que esto también es falso, señor Presidente, 
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porque para poder competir con el mercado negro el 
Gobierno debería ofrecer un producto competitivo, de 
mejor calidad y más barato. Si eso ocurre, el desenla- 
ce lógico será el aumento del consumo. 


Hablé en condicional porque es muy difícil que 
esto suceda ya que, a mi juicio, el Estado no podrá 
igualar los precios del mercado negro. 


Aquí se ha dicho, señor Presidente, que el precio 
del gramo de marihuana se ubica en el entorno de 
un dólar; por lo menos, de ello se ha dado cuenta 
en la prensa. Tenemos datos inequívocos que mues- 
tran que, dependiendo de la variedad, del sabor y de 
la presentación, en Holanda el gramo de marihuana 
oscila entre ocho y quince euros. Entonces, ¡que al- 
guien me explique cómo en Uruguay se va a vender a 
un dólar el gramo! Realmente, quiero que alguien me 
lo explique; quiero saberlo porque en todo esto tiene 
que haber un cálculo, salvo que todo el país termine 
subsidiando el precio de la marihuana. Tengo enten- 
dido que los costos de producción son más altos; por 
lo tanto, la única forma de llegar a ese precio es me- 
diante subsidios. No olvidemos que a todo esto hay 
que sumar la mano de obra, por lo que la droga no 
será barata y un alto costo puede hacer colapsar el 
sistema que se pretende llevar adelante. 


Por otra parte, quiero insistir en algo que ya se 
ha dicho, porque me parece muy importante y for- 
ma parte de la publicidad y del riesgo que encierra 
todo esto. La legalización disminuye la percepción de 
riesgo como esto fue suficientemente explicado por 
el señor Senador Solari, no voy a incursionar en el 
fondo del asunto- y, cuando eso ocurre, aumenta el 
consumo y el temprano acceso a la sustancia —una 
agravante más—, con los consiguientes daños que ello 
ocasiona a la salud de las personas. Tal como expre- 
sara el señor Senador Moreira de manera clara, esto 
es incuestionable. 


A nuestro juicio, la única estrategia válida para 
Uruguay, para hacer frente a los problemas de ofer- 
ta y demanda, es el combate, la prevención y el tra- 
tamiento. Como se ha mencionado aquí, me parece 
que vamos por mal camino si pretendemos solucionar 
contradicciones, generando otras contradicciones 
con riesgos más graves para la sociedad uruguaya. 
Por otra parte, si bien creemos que deben ser respe- 
tados los derechos humanos de las personas que con- 
sumen, también deben ser respetados los del resto de 
la sociedad y, fundamentalmente, de los menores de 
edad. 


Vamos al segundo mito que se ha ido construyendo 
en este tiempo, que tiene que ver con la separación 
de los mercados. Esta hipótesis parte de una premisa 
equivocada que establece que legalizar la marihuana 
reducirá el mercado negro, permitirá separar merca- 
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dos y, entonces, evitará el acceso a drogas más duras. 
Esto también me parece equivocado, porque separar 
mercados no evitará el acceso a drogas más duras 
como la pasta base. Es más, el enfoque operativo, tal 
como está planteado, puede agravar este problema en 
tanto los adictos a la pasta base recogerán sus dosis de 
marihuana y las llevarán a la “boca” para cambiarlas 
por otras drogas. Lo más seguro es que la “marihuana 
estatal” —entre comillas- acabe en el mercado negro 
con el adicto convertido en un agente de promoción 
del consumo o, en el peor de los casos, en un dealer. 


Por otra parte, convengamos en que el mercado 
negro se mantendrá por un tema de costos y convivirá 
con el mercado legal, incluso, mutando hacia drogas 
sintéticas y aumentando porque, con seguridad, la 
marihuana -llamémosle- “negra”, termine siendo la- 
vada en la marihuana —llamémosle- “legal”, con todos 
los riesgos que ello implica. Incluso, podría haber una 
multiplicidad de ejemplos —la imaginación de la gen- 
te puede llegar hasta límites insospechados—, como 
podría ser el de alguien que, estando registrado, ad- 
quiera lo que le corresponde por mes —al cabo de un 
año terminará con una cantidad aproximada al medio 
kilo, que es lo que se calcula por persona- para luego 
venderlo en la temporada estival sin ningún tipo de 
inconveniente, sabiendo que va a percibir un precio 
superior al que pagó por esa sustancia. Creo que esto 
es, verdaderamente, una enorme improvisación. 


Vamos a otra de las razones que se esgrimen desde 
el oficialismo, desde el Gobierno, cuando se sostiene 
que este proyecto de ley pretende disminuir el con- 
sumo y garantizar el acceso seguro a una sustancia 
de calidad. Adelanto que esto no se va a lograr; sin 
ninguna duda, la sustancia va a ser adulterada —tal 
como vimos, la legalización no lo impedirá-, y la exis- 
tencia del mercado negro, tal como ocurre con el ta- 
baco y su contrabando, fomentará la incorporación 
de componentes adictivos para aumentar la venta, lo 
que agravará aún más el problema, y si el impulso 
adictivo aumenta, el consumo problemático estará a 
la vuelta de la esquina. 


Otro mito tiene que ver con el control. Este pro- 
yecto de ley es incontrolable, absolutamente incon- 
trolable. Lamentablemente, ello se advertirá con el 
transcurso del tiempo. Ojalá se puedan efectuar los 
controles, pero esta ley será incontrolable. El mer- 
cado puede tornarse ingobernable por el incremento 
del consumo y esto tiene que preocuparnos a todos 
de manera manifiesta. Tampoco será fácilmente con- 
trolable la trazabilidad, que es otro mito que se ha 
generado. El autocultivo y el mercado negro impedi- 
rán que pueda controlarse mínimamente la calidad 
de lo que se planta en el país. En el Instituto Nacio- 
nal de Investigación Agropecuaria apenas conocen las 
propiedades de la sustancia. Existen más de cuatro- 
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cientas variedades que no han sido estudiadas y cuyo 
principio activo, el THC, oscila entre el 4 % y el 30 %. 


(Dialogados). 


—Esto tiene que ver con lo primero. Leo textual: 
“El proyecto de ley mejorará las consecuencias ne- 
gativas de la criminalidad asociada, robos, ajustes de 
cuentas y corrupción”. Esto también es de resultado 
absolutamente incierto. El narcotráfico mutará, los 
índices de criminalidad no mejorarán y, como seña- 
lara a la Agencia EFE el nuevo titular de la Secreta- 
ría Nacional Antidrogas de Paraguay, Luis Rojas, la 
legalización de la marihuana en el Uruguay es una 
utopía, en un marco de aislamiento tremendamente 
preocupante para el país. 


Y como si lo dicho por los señores Senadores preo- 
pinantes que nos acompañan en nuestra opinión 
fuera poco, hay graves problemas de inconstitucio- 
nalidad. Que no se diga después que no se advirtió 
porque esa es novísima excusa. Ya hablaremos sobre 
ello la semana que viene, en ocasión de interpelar a 
los señores Ministros por el caso Pluna. 


Voy a leer el artículo 44 de la Constitución de la 
República, en el que se expresa: “El Estado legislará 
en todas las cuestiones relacionadas con la salud e 
higiene públicas, procurando el perfeccionamiento 
físico, moral y social de todos los habitantes del país. 


Todos los habitantes tienen el deber de cuidar su 
salud, así como el de asistirse en caso de enferme- 
dad”. Creo que este proyecto de ley es incomprensi- 
ble; realmente, es inentendible cómo la legalización 
de la marihuana se compadece con el deber de cuidar 
la salud de los ciudadanos por parte del Estado. Y 
como si lo anterior en materia de inconstitucionali- 
dad fuera poco, como ya se ha dicho —para abreviar el 
debate no voy a abundar en ello—, también se lesiona 
el principio de autonomía de la Administración Na- 
cional de Educación Pública. 


Más incomprensible es cuando desde el Gobierno 
se afirma que no hay un incumplimiento grave de los 
tratados de cooperación internacional; peor aún, se 
afirma —con absoluta ligereza- que la sanción será, 
simplemente, una observación. Es increíble; de apro- 
barse este proyecto de ley habría un grave incumpli- 
miento, pues la violación de un tratado y la sanción 
son, en sí mismos, algo grave. A propósito de esto, la 
Junta Internacional de la Fiscalización de Estupefa- 
cientes —organismo de la ONU- ha manifestado su 
preocupación por el proyecto de ley uruguayo al con- 
siderar que violaría los tratados internacionales sobre 
control de drogas ratificados por el país. 


También se ha hablado de “turismo de drogas”; 
nos convertiremos en un país de narcoturismo. Más 
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allá de que el señor Presidente de la República diga 
—y tengo la obligación de creerle- que él no pretende 
eso, lo que va a acontecer es, precisamente, lo con- 
trario de lo que expresa. El combate, si no es legal, 
no puede realizarse aisladamente, como ha dicho el 
Viceministerio de Justicia y Seguridad Pública de la 
República de El Salvador; hacen falta políticas regio- 
nales, no se puede actuar aisladamente, y este pro- 
yecto de ley supone eso mismo: actuar aisladamente. 


Pero hay más: vamos a cuestiones prácticas. Este 
proyecto de ley es centralista, capitalino, absoluta- 
mente capitalino. Este proyecto de ley no contempla 
la realidad del interior del país, en especial, las difi- 
cultades en materia de cobertura de salud. La legis- 
lación en análisis no contiene un solo artículo que 
considere el impacto de esta medida en el interior del 
país, ni tampoco contempla las diferencias y caren- 
cias de muchas realidades del interior, donde se lega- 
lizará la marihuana pero no se garantizará de ningún 
modo la respuesta sanitaria del Estado. Me imagino 
los clubes de membresía en Caraguatá, en Curtina, 
en Baltasar Brum, en Tomás Gomensoro, en Villa 
Constitución, en Belén. ¿De qué control me están ha- 
blando? ¡Por favor, señor Presidente! ¿De qué control 
se va a munir el Estado para llegar a todos esos luga- 
res? En el interior la situación será más grave, pues 
se llevará un problema pero en muchos lugares no 
se dispondrá de los recursos para contrarrestarlo, y 
esto es indiscutible. Les pregunto a los promotores de 
esta ley: ¿cómo se va a transportar la marihuana a las 
farmacias, en especial a las que quedan a quinientos 
kilómetros? ¿Va a ir en un convoy, con el Ejército al 
lado? Se realizó un estudio acerca de la distribución 
de las farmacias en Montevideo; en Pocitos hay casi 
una por manzana, pero en otros barrios hay solamen- 
te una o dos. ¿Qué ocurrirá en los casos de farmacias 
que se nieguen a vender? ¿Quedará librado a la regla- 
mentación, como dijo el señor Senador Moreira? ¿De 
cuántos kilogramos de marihuana deberán disponer 
las farmacias para cubrir la demanda? ¿Qué medidas 
adoptará el Gobierno para proteger a esas farmacias y 
a sus propietarios del posible asedio del narcotráfico? 


Realmente, a nuestro juicio, resulta lamentable 
utilizar al país y a sus jóvenes para un experimento 
de esta naturaleza. 


Quien haya trabajado con jóvenes sabe que la ma- 
rihuana agravará sus problemas. Si hay rezago en los 
estudios —iy vaya si los hay!-, habrá más rezago; si 
hay complicaciones familiares, más complicaciones 
habrá; si hay apatía y falta de motivación, más apatía 
y más falta de motivación habrá. Pero, fundamental- 
mente, la franja de menores de 18 años va a seguir 
en la indefensión, con el agravante de la permisividad 
que el proyecto de ley de legalización de la marihuana 
supone en cuanto a bajar esa barrera de la cual hablá- 
bamos al principio. 
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Tengo en mi poder una declaración de la Sociedad 
de Psiquiatría del Uruguay y de la Sociedad Uruguaya 
de Psiquiatría de la Infancia y la Adolescencia... 


SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Solari).- ¿Me 
permite, señor Senador? 


Ha llegado a la Mesa una moción de orden para 
que se prorrogue el tiempo de que dispone el orador. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-17 en 18. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Voy a citar textualmente 
esa declaración. Dice así: “En ese sentido, señala- 
mos uno de los problemas que ya están incidiendo: 
no se han tenido en cuenta las consecuencias de la 
disminución de la percepción del riesgo vinculado 
al consumo de marihuana generado por la difusión 
hasta ahora llevada adelante. Algunas declaraciones 
públicas de personas que tienen lugares importantes 
pero poco conocimiento del tema han influido dismi- 
nuyendo la percepción de riesgo del consumo de ma- 
rihuana, con la consecuente problemática que esto 
puede generar”. 


Más adelante continúa: “Por otra parte, la forma 
en que se está desarrollando el debate público en los 
medios acerca de la regulación de la marihuana —o 
la ausencia de un real debate- centra la discusión 
en (...) pero poco se ha dicho de los peligros para la 
salud que este producto conlleva. 


Todo esto lleva a minimizar los efectos deletéreos 
de la droga en cuestión, mensaje inadecuado sobre 
todo para los jóvenes en tanto tiende a aumentar el 
consumo”. 


Habrá también riesgos en el tránsito y en las rela- 
ciones laborales. Se acaba de aprobar en la Cámara 
de Representantes la ley sobre responsabilidad penal 
de los empresarios por accidentes laborales. ¿Cuán- 
to termina influyendo en las relaciones laborales el 
consumo, no solamente de alcohol —-que es más fácil 
de analizar y detectar—, sino también de marihuana 
u otras drogas en el ámbito de trabajo? Creemos que 
esto va a generar riesgos para la empresa, para los 
empresarios y para los compañeros de trabajo. 


Está comprobado que la marihuana afecta el sis- 
tema nervioso central, altera la capacidad de concen- 
tración y reacción, la coordinación motora y las per- 
cepciones. Como los efectos persisten varias horas, 
un operario peligra y arriesga a otros si trabaja bajo la 
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influencia de la droga. A modo de comprobación de lo 
que venimos diciendo, en Colorado, Estados Unidos 
—modelo que nuestro país ha tomado como ejemplo y 
que ha sido citado varias veces—, según el programa 
federal financiado por la Oficina Nacional de Políticas 
de Control de Drogas de la Casa Blanca, en el período 
2006-2011 aumentó un 114 % la cantidad de conduc- 
tores a los que el control dio positivo. También hubo 
un aumento de consumidores frecuentes: las cifras 
de 2011 señalan que el consumo entre menores de 
12 a 17 años era de 7,64 %, en promedio, en todo Es- 
tados Unidos, mientras que en Colorado era de casi 
un 11 %. En el caso de los adultos de 18 a 25 años la 
diferencia era mayor: el promedio para el país era de 
18,7 %, mientras que en Colorado subía a 27,26 %. 


Se ha argumentado erróneamente que legalizar 
la marihuana supone un sinceramiento de valores. 
No estoy de acuerdo, señor Presidente. La legaliza- 
ción de la marihuana supone una pérdida posible de 
los valores, fundamentalmente en los más jóvenes. A 
nuestro juicio, la legalización de la marihuana envía 
un mensaje confuso a la sociedad respecto a cuáles 
son los valores y los límites necesarios para una vida 
social saludable. 


Este proyecto de ley fomenta, o va a viabilizar, la- 
mentablemente, un incremento del consumo y va a 
desdibujar los límites, sobre todo para los menores y 
jóvenes, que son los que hoy y siempre los han nece- 
sitado. 


En definitiva, este proyecto de ley de legalización 
de la marihuana y de autocultivo —considero que 
las dos cosas son muy malas- no se justifica, y no 
se justifica por razones paradigmáticas, por razones 
económicas, por razones jurídicas, por razones 
de seguridad, por razones de salud, por razones 
de libertad, por razones axiológicas y por razones 
culturales. Por todo ello rechazamos este proyecto 
de ley, que consideramos, si no el mayor, uno de los 
mayores errores de este Gobierno porque no advierte 
que le crea al país un enorme problema. Nos estamos 
comprando un enorme problema, señor Presidente, 
al cual vamos a entrar, pero del que después va a ser 
difícil salir. Con todo respeto y franqueza, más allá de 
las intenciones -que no voy a juzgar—, me parece que 
el Gobierno ha perdido el rumbo con este proyecto 
de ley. 


Se ha dicho por parte del señor Presidente de 
la República que en caso de que nos vaya mal, está 
dispuesto a poner marcha atrás. Pero, ¿quién hace 
frente a los daños entre la puesta en vigencia de este 
proyecto de ley y la supuesta futura marcha atrás? 
¿Cómo vamos a hacerles frente ante una situación 
internacional de aislamiento, violando tratados y con- 
venciones internacionales, contraviniendo, a nuestro 
juicio, leyes naturales que debemos seguir aplicando, 
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en una sociedad de poco más de tres millones de ha- 
bitantes, que no es comparable a la de Estados Uni- 
dos, que ronda los 320 millones, o a la de México, 
que tiene 120 millones de habitantes, con problemas 
que se siguen arrastrando en la materia? Lamenta- 
blemente, nosotros vamos a transformar al país en 
un centro de narcoturismo. En ese sentido, voy a 
proponer la siguiente iniciativa: cuando las empresas 
públicas, sin excepciones, contraten publicidad, esta 
deberá contener exclusivamente mensajes que tien- 
dan a impulsar la reafirmación de valores. Por tanto, 
en lugar de jingles con música y eslóganes repetidos 
como ha hecho alguna empresa pública—, se debe- 
rán publicitar los efectos negativos de las drogas y su 
impacto en toda la sociedad. 


Para que la Secretaría tome nota, adelanto que 
cuando culmine la discusión —tanto la general como 
la particular— del tema voy a pedir que se tome vota- 
ción nominal —y reglamentariamente basta con que 
un Legislador así lo solicite-, porque pretendo que 
quede una lista de todos los Senadores que acompa- 
ñan este proyecto. Por tanto, vaya mi solicitud para 
cuando se someta a votación este proyecto de ley. 


Para finalizar, también me permito señalar con 
énfasis, claridad y mucha firmeza el compromiso del 
Partido Nacional —estoy seguro- en el sentido de de- 
rogar esta normativa. Vamos a estar mucho más cerca 
del camino de la derogación que de cualquier otro, 
porque el año que viene va a haber instancias elec- 
torales, elección de nuevo Parlamento, y estoy seguro 
de que a partir de esa nueva composición, desde el 
1.2 de marzo de 2015 va a haber mayorías parlamen- 
tarias para derogar totalmente este proyecto, en caso 
de que hoy se transforme en ley. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Solari).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
en el día de hoy estamos en la instancia de analizar 
y aprobar este proyecto de ley, que ya viene con la 
sanción de la Cámara de Representantes, luego de un 
larguísimo debate que tuvo lugar en la Comisión Es- 
pecial de Drogas y Adicciones con Fines Legislativos, 
donde se presentaron varios proyectos de todos los 
partidos políticos y a la que el Poder Ejecutivo envió 
una iniciativa que, junto a los demás proyectos, dio 
lugar a que esa Comisión propusiera el texto que hoy 
estamos considerando, reitero, luego de su pasaje por 
el Plenario. 


Nosotros creemos que el Parlamento uruguayo to- 
mará hoy una decisión trascendente, y quiero hacer 
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una aclaración previa: no lo hará en base a mitos ni 
improvisaciones, como dijo el Senador Larrañaga. Yo 
no puedo agraviar al señor Senador diciendo que él 
puede tener deseos de que esta propuesta fracase -no 
voy a hacerlo—, pero tampoco voy a aceptar que se 
diga que fue elaborada en base a mitos e improvisa- 
ciones, porque no es así. 


Planteado eso, quiero hacer una referencia. No es 
la primera vez que en este Parlamento se habla de 
este tema. Hace 18 años, el 9 de agosto de 1995 —año 
en que ingresé como Diputado- fui autorizado por el 
Plenario de la Cámara de Representantes a hacer una 
exposición sobre el tema “Enfoque parlamentario so- 
bre la política de drogas”. En aquel momento, el mo- 
tivo de esa exposición fue nuestra preocupación so- 
bre lo que ya empezábamos a ver y a vivir en nuestra 
ciudad, donde comenzábamos a percibir el creciente 
consumo abusivo de drogas en nuestros jóvenes y el 
inicio del narcotráfico y sus acciones. Estábamos en 
la década de los ochenta o noventa, momento en que 
todavía no se había detectado la pasta base. En ese 
entonces —hace 18 años, reitero— alertábamos en el 
Parlamento sobre el fracaso de las políticas que se 
venían aplicando. En aquel tiempo ya eran muchas 
las voces que a nivel mundial lo venían denuncian- 
do. Decíamos textualmente —así consta en la versión 
taquigráfica—: “Por eso, en este escenario, donde la 
adicción a las drogas debe ser considerada una en- 
fermedad y donde el Estado debe buscar abatir los 
índices de morbilidad y mortalidad, el trípode de edu- 
cación y prevención, tratamiento y represión tiene 
que estar en constante análisis, revisión y desarrollo”. 
Más delante, decíamos: “La tendencia generalizada 
en el mundo es la de pensar que todos los esfuerzos y 
recursos humanos y económicos que se han volcado 
en la represión no han sido todo lo efectivos que se 
deseaba. El índice de consumo y criminalidad sigue 
en aumento; lo reconocen los integrantes más lúci- 
dos de las mismas fuerzas represivas. Es momento de 
reflexionar: las normativas legales en torno al tema, 
¿son las más adecuadas? ¿No habrá que pensar en 
iniciar un gran debate nacional e incorporarnos a de- 
batir juntos en todos los foros, tanto regionales como 
mundiales, en torno a este tema? ¿No habrá que to- 
mar caminos diferentes en las estrategias seguidas 
hasta ahora, y también en este ámbito legislativo en 
donde se elaboran leyes que regulan la actividad de 
los ciudadanos en relación a su calidad de vida, su re- 
lacionamiento sano y su equilibrio social?”. En aquel 
momento también decíamos: “Queremos introducir 
este tema de manifiesta actualidad en el Parlamen- 
to, que puede ser enfocado de múltiples facetas, que 
no es simple, pues se entraman la medicina, la psi- 
cología, la jurisprudencia, los organismos de seguri- 
dad, el deporte, sobre el cual puede haber opiniones 
diversas, muchas veces enfrentadas, pero en el que 
también los partidos políticos, a través de sus Repre- 
sentantes, tendrán que volcar su inteligencia e ima- 
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ginación constructiva para coordinar el mayor espec- 
tro de opiniones. Tampoco nos será una tarea fácil 
porque seguramente en nuestros propios electorados 
tendremos divergencias de encares, así como noso- 
tros también, sin duda, manejamos posiciones éticas, 
filosóficas y sociales individuales en la toma de estas 
decisiones”. 


Estas consideraciones las hicimos por primera vez 
hace 18 años en la Cámara de Representantes. Unos 
años después, en 1998, en el Parlamento se aprobó 
una modificación del Decreto-Ley n.” 14.294, que es 
la actual Ley n.* 17.016, que contiene normas refe- 
ridas a estupefacientes que determinen dependencia 
física o psíquica. Esta ley introdujo cambios en al- 
gunas disposiciones del citado Decreto-Ley, creando 
ciertos criterios despenalizadores —como la reducción 
de las penas mínimas para delitos relacionados con el 
tráfico ilícito de drogas y la excarcelación de algunas 
penas-, y modificó el artículo 31, admitiendo la te- 
nencia de una cantidad razonable para uso personal, 
de acuerdo a la convicción moral que se formara el 
juez, al respecto. Sin duda, esto fue un avance muy 
tímido, pero el resto de las modificaciones introduci- 
das apuntaban al fortalecimiento de figuras represivas 
sobre la oferta, cumpliendo con lo establecido en los 
convenios internacionales de Viena en la materia, ra- 
tificados en Cartagena. En esa discusión parlamenta- 
ria, en la que también participamos como Diputados, 
ratificamos nuestra alerta —¡otra vez!- en cuanto a 
que con esa línea represiva no se iban a tener los 
resultados esperados. Y en esa discusión dijimos que 
íbamos a aprovechar esa instancia a los efectos de 
manifestar que esa ley no solucionaba el grave pro- 
blema que se estaba teniendo en nuestro país y en el 
mundo, y que si no se cambiaba por una estrategia in- 
tegral en el abordaje del consumo de drogas, en este 
problema no se iba a encontrar solución. Y agregába- 
mos que si alguna de esas medidas represivas apun- 
taba a disminuir el consumo y a la desestimulación de 
la oferta, abriríamos un compás de espera a los resul- 
tados. Aclarábamos que somos muy escépticos, que 
tienen demasiada importancia el dinero que maneja 
el tráfico, y la violencia y la corrupción que compra 
para defender sus intereses, como para pensar que la 
oferta vaya a disminuir. 


Culminamos nuestra intervención en la Cámara 
de Representantes ese año diciendo que pensábamos 
que, pasado determinado período, las estrategias iban 
a tener que cambiar, ya fuera a nivel nacional, regio- 
nal o mundial. Y agregábamos que si en el próximo 
siglo —esto sucedía a fines del siglo XX- esas estrate- 
gias prohibicionistas represivas no daban el resultado 
esperado, íbamos a tener que pensar en algunas va- 
riantes de legalización, en buscar otras soluciones. Es 
posible que podamos encontrarlas. Y decíamos que 
el tema de la legalización debía ser debatido en este 
Parlamento. 
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En esa época, también varias personalidades mun- 
diales alertaban sobre el fracaso de la guerra contra 
las drogas. Pues bien, señor Presidente, la biología y 
el destino me han permitido que veinte años después 
ocupe una Banca en el Senado de la República, lo que 
me permite participar de esta instancia parlamenta- 
ria para defender con convicción y con firmeza este 
proyecto de ley que, regulando y controlando el con- 
sumo de la oferta de cannabis, cambia la estrategia 
que alertáramos como equivocada en aquella época. 
Ha llegado, pues, el momento de regular el consumo 
de una droga, restringiendo el mercado existente y 
controlando la disponibilidad de la marihuana o del 
cannabis en forma integral, para que cause el menor 
daño posible y su consumo se realice con el menor 
riesgo, de manera de proteger la salud pública. 


Por ello, señor Presidente, no estoy de acuerdo 
con la interpretación que se hace en el sentido de que 
con esta iniciativa no cumplimos con el artículo 44 de 
la Constitución de la República. Precisamente, lo que 
estamos haciendo es cumplir con dicho artículo, que 
establece: “El Estado legislará en todas las cuestiones 
relacionadas con la salud e higiene públicas, procu- 
rando el perfeccionamiento físico, moral y social de 
todos los habitantes del país. 


Todos los habitantes tienen el deber de cuidar su 
salud, así como el de asistirse en caso de enferme- 
dad”. Lo que estamos haciendo con este texto, reite- 
ro, es apuntar a eso, que en definitiva es lo que dice 
la Constitución de la República. 


Decíamos que este proyecto de ley está hecho para 
proteger la salud y la seguridad públicas, desde una 
óptica de respeto de los derechos humanos, del mis- 
mo modo que lo hicimos con relación al tabaco. 


Y esperamos resultados en tres aspectos: en pri- 
mer lugar, en materia sanitaria, mediante la profun- 
dización en la educación y la prevención, y también 
en el tratamiento, la rehabilitación y la reinserción 
de los usuarios problemáticos, volviéndolos a incluir 
socialmente, sin estigmatizaciones ni persecuciones 
penales; en segundo término, evitando la entrada de 
usuarios al mercado en el que se ofrecen las drogas 
más peligrosas, como la pasta base y la cocaína, se- 
parando el mercado de la marihuana y contribuyen- 
do a reducir su consumo y los potenciales daños y 
riesgos para aquellos que la consumen solo para usos 
recreativos o medicinales; y, en tercer lugar, sacán- 
dole al narcotráfico una parte de las ganancias que 
financian las actividades del crimen organizado, com- 
prando protección a costa de miles de crímenes de 
corrupción. 


La regulación que se propone es un instrumento 
intermedio entre la prohibición y la despenalización 
o legalización total. Su propósito no es dejar libre la 
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circulación de sustancias, sino introducir controles 
estatales sobre el funcionamiento del mercado y sobre 
el consumo, haciéndolo más racional, más eficiente, 
más respetuoso de los derechos humanos, intentando 
disminuir su consumo y aumentar la percepción del 
riesgo. El cannabis será una droga regulada, controla- 
da, para ser utilizada con fines científicos, medicina- 
les, industriales o recreativos, dentro de límites que 
no afecten la salud humana y minimizando los daños 
que produce. 


El marco regulatorio que se establece creará, a 
través de la ley y su reglamentación posterior, instru- 
mentos para que el Estado controle y fiscalice, regu- 
lando la oferta del cannabis, lo que también apunta 
a reducir daños en materia de seguridad pública, sa- 
cándole al narcotráfico gran parte de su mercado y 
mitigando, aunque sea en parte, sus consecuencias, 
como es la violencia criminal en sus diversas formas. 
Ya llevamos en nuestro país más de ochenta muertes 
por ajustes de cuentas, y tenemos miles de presos que 
están hacinados en las cárceles por delitos vinculados 
al tráfico de drogas. Estas son consecuencias muchí- 
simo más graves que las que puede tener el solo he- 
cho del consumo. 


Este diseño regulatorio para el cannabis, que hoy 
vamos a transformar en ley, está alineado con el in- 
forme de la Secretaría de la Organización de Estados 
Americanos titulado: “El problema de las drogas en 
las Américas”. En la página 18 del capítulo 10 dice 
que el consumo de sustancias consideradas ilícitas 
por las convenciones internacionales, así como la sa- 
lud sobre los seres humanos que las consumen, son 
parte principal de este problema, pero no son su úni- 
co componente. 


La experiencia histórica es pródiga en ejemplos 
que muestran que, en la medida en que existan bie- 
nes y servicios demandados por la sociedad que per- 
manezcan prohibidos, existirán los incentivos para 
que prospere la actividad económica destinada a 
ofrecerlos. Esa actividad económica, al estar asocia- 
da a una prohibición, automáticamente califica como 
ilegal, como delito, y casi siempre dentro del delito 
organizado. Como esta economía ilegal genera mer- 
cados ilegales, los mismos no están sujetos a regula- 
ciones ni a normas impuestas socialmente, ni están 
abiertos a procesos regulares de competencia. En 
consecuencia, las normas y procesos regulatorios que 
rigen la producción y el tráfico son los que imponen 
los propios delincuentes, y la competencia para que 
el negocio prospere y se expanda emplea la violencia. 


Y termina diciendo el informe de la Organización 
de Estados Americanos que este conjunto de activi- 
dades ilícitas destinadas a permitir el acceso a sus- 
tancias prohibidas son también parte sustancial del 
“problema de las drogas”. 
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(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori). 


—A la misma conclusión llega el estudio que reali- 
zÓ la Universidad de la República sobre el tema de las 
drogas, con aportes universitarios y la participación 
de múltiples especialistas de las Facultades de Dere- 
cho, de Química, de Ciencias Económicas, de Psico- 
logía, de Humanidades, de Ciencias de la Educación, 
de Ciencias Sociales y de Ciencias de la Comunica- 
ción. Estos especialistas elaboraron el informe, cuyo 
nombre es “Aporte universitario al Debate Nacional 
sobre Drogas”. 


En la introducción, en la página 7, el informe 
dice: “Incluso, quienes coincidan con las finalidades 
del modelo —se refiere al modelo prohibicionista re- 
presivo- deben reconocer que los medios para obte- 
nerlos han sido ineficaces, ineficientes y generadores 
de más calamidades que las que supuestamente se 
apuntaba a prevenir y limitar. Porque la mayor parte 
de los problemas que sufrimos hoy ante las drogas 
son mucho más producto del modelo prohibicionista 
que del consumo de las sustancias (...) de sus efec- 
tos psicosomáticos o de sus alegadas consecuencias 
sociales. En efecto, -sigue diciendo el informe- antes 
de las prohibiciones, penalizaciones, persecuciones 
y estigmatizaciones, los consumidores podían sufrir 
accidentes puntuales de consumo excesivo, que po- 
dían hasta generar problemas crónicos con alguna o 
algunas sustancias, pero nunca alcanzar las decenas 
de miles de muertes, consolidar una economía subte- 
rránea [...]”. Hablamos de una economía subterránea 
de incalculable magnitud; antes no se había superado 
la posibilidad de una eficacia en la prevención y en el 
tratamiento sanitario. 


Luego continúa diciendo el informe: “Siempre 
hubo uso de drogas, con cultivo intencional docu- 
mentado al menos desde el neolítico. Pero en ningu- 
na época de la humanidad anterior a la prohibición 
penalizada hubo matanzas entre pandillas; de pobla- 
ción civil inocente y ajena a los conflictos; guerras 
entre pandillas y fuerzas de seguridad; corrupción 
masiva de policías, militares, políticos, profesionales, 
aduaneros y periodistas [...] tragedias de destrucción 
familiar y rupturas generacionales, como las hay des- 
de que el equivocado, fracasado y contraproducente 
modelo se fue imponiendo con su irracionalidad fun- 
damentalista y su avidez corrupta”. 


Sin desdeñar, desestimar y menos desconocer los 
efectos del uso abusivo de la marihuana —que los tie- 
ne; sin duda los tiene— “es la prohibición, con sus es- 
tigmatizaciones, penalizaciones, persecuciones y las 
consecuencias” junto a otros factores que involucran 
a muchos usuarios y, fundamentalmente, los más ex- 
cluidos socialmente, lo que agrava su consumo y todo 
el ciclo que lo cierra, “desde su cultivo o producción 
hasta el lavado de activos”. 
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Y concluye: “El modelo debe abandonarse drástica 
y paulatinamente ya que genera diversas consecuen- 
cias nocivas y contraproducentes para la civilización 
y cultura humanas, y para la convivencia pacífica”. 


Esto es lo que dice el informe de la Universidad de 
la República con respecto a este tema. 


Desde hace unas décadas estamos viendo un au- 
mento progresivo de las consecuencias del modelo. 
Las redes de narcotraficantes se han instalado en 
nuestro país para controlar el tráfico y, además, con- 
trolar el mercado interno. 


En lo que refiere al mercado de la marihuana, son 
unos US$ 20:000.000 o US$ 30:000.000 anuales que 
salen del bolsillo de nuestros consumidores. Dentro 
de ese mercado se forma una red que controla dife- 
rentes eslabones de la cadena: generalmente son mi- 
crotraficantes, a veces núcleos familiares extendidos 
al barrio o a una zona, que lo toman como medio de 
vida; muchas veces son consumidores que lo hacen 
para conseguir su droga y terminan muertos por ajus- 
tes de cuentas. 


Como decía el señor Senador Conde, en nuestro 
país el índice de homicidios va en aumento, determi- 
nado en parte por este tipo de delitos. Homicidios, le- 
siones graves a manos de sicarios, robos y rapiñas, no 
hay un día en que no ocurran. Y como consecuencia 
de la efectividad cada vez mayor de nuestra Policía en 
materia de aclaración de delitos y de incautación de 
drogas, estamos teniendo cada vez más hacinamiento 
en nuestro sistema carcelario. Ya llegan a 10.000 los 
presos, siendo motivo de preocupación del Gobierno 
obtener los recursos humanos, materiales y finan- 
cieros necesarios para mitigar el problema de la se- 
guridad pública creado por este tema, vinculado al 
narcotráfico. 


El consumo aumenta y el narcotráfico se man- 
tiene. Es como la hidra de mil cabezas, y afecta la 
seguridad pública, que es lo que la sociedad está pa- 
deciendo y se ha convertido en su primera preocu- 
pación. De ahí, entonces, la necesidad de cambiar 
estrategias. 


En este sentido, muchos países van avanzando de 
diferentes maneras. Es más que significativa la pro- 
puesta de impulsar la liberalización o la regulación de 
drogas que lanzan los ex-Presidentes Fernando Hen- 
rique Cardoso en Brasil, Ernesto Zedillo en México, 
o César Gaviria en Colombia. También es significati- 
vo que los actuales Presidentes Juan Manuel Santos, 
Laura Chinchilla y Otto Pérez Molina admitan que la 
lucha contra la droga está perdida y que debe buscar- 
se otra alternativa. 
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No debemos olvidar que en nuestro país el ex- 
Presidente Jorge Batlle alertó en su momento a otros 
Presidentes latinoamericanos sobre el camino de la 
liberalización. En ese aspecto, desde la Junta Nacio- 
nal de Drogas, que entonces presidía el doctor Leo- 
nardo Costa, se intentaron cambiar estrategias, lo 
que después se diluyó por la crisis de 2002. 


La Comisión Global de Políticas de Drogas —a la 
que se refirió el señor Senador Conde-, liderada por 
Kofi Annan —ex-Secretario de la ONU- y Javier So- 
lana —responsable de la Unión Europea-—, así como 
muchas figuras representativas de la cultura y la Aca- 
demia, piden que se regule el cultivo del cannabis 
y animan a los Gobiernos a que experimenten con 
modelos legales que permitan minar el poder del cri- 
men organizado, garantizando la salud y la seguridad 
de los ciudadanos. Así, pues, varios países de Europa 
y muchos estados de Estados Unidos lo vienen ensa- 
yando. 


En la página 8 del informe de la Universidad de 
la República respecto a este tema se establece: “De 
esas experiencias internacionales se aprende que no 
existe una escalada hacia otras drogas -como hemos 
oído en esta sesión—, sino al contrario, una reducción 
de esta al limitarse la exposición a mercados prohibi- 
dos que ofrecen el completo stock de sustancias; que 
el consumo se incrementa en forma mucho menor 
en relación con los contextos de prohibición —porque 
está más controlado-; que se mejora la salud públi- 
ca”, y también la seguridad, al reducir el número de 
consumidores dependientes en el mercado ilegal. 


El equipo convocado por la Organización de los 
Estados Americanos, al que ya hicimos referencia, 
mandatado por los Jefes de Gobierno de los Estados 
miembros de la VI Cumbre de las Américas, llevada 
a cabo en Cartagena de Indias en 2012, realizó dos 
informes. Uno de esos informes contenía un análisis 
de situación; el otro estaba relacionado con posibles 
escenarios en los que podría transcurrir el camino 
alternativo. 


Ahora bien; se partió de una certeza: en el año 
2025 todavía habrá una demanda relevante de sus- 
tancias psicoactivas, incluyendo alcohol, medicamen- 
tos y drogas producidas ilegalmente. 


Por lo tanto, a los países se les abren diferentes 
escenarios, distintos modelos, y tendrán que afinar la 
puntería para adoptar la mejor estrategia para su país. 


El ex-Secretario de la OEA José María Insulza, vi- 
sitó hace una semana nuestro país y transmitió estas 
ideas, que están volcadas en este informe. 


Uruguay optó, con mucha responsabilidad y des- 
pués de un análisis prolongado de su propio estado de 
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situación, por uno de los caminos alternativos que se 
plantea desde la Organización de los Estados Ameri- 
canos. Eligió dentro de varios caminos posibles. 


Algunos países ya emprendieron el suyo. Ellos son, 
por ejemplo, Holanda, España, Portugal, Australia y 
decenas de estados de los Estados Unidos. Todos lo 
hicieron intentando salir del prohibicionismo y de la 
ilegalidad, con métodos y resultados diferentes, pero 
todos sujetos a evaluación. 


Nosotros optamos por la regulación integral, tanto 
del consumo como de la oferta. Es la primera expe- 
riencia mundial en ese sentido. Y es por ello que hay 
tanta expectativa en el mundo y que tantos medios de 
comunicación internacionales han venido a ver cómo 
planteamos este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdone, señor Senador, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para que se 
prorrogue el término de que dispone el orador. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-19 en 20. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Para esta regula- 
ción integral, para esta experiencia que ha creado 
tanta expectativa a nivel del mundo, elegimos la dro- 
ga ilegal más consumida en el país y en el mundo: el 
cannabis. El 20 % de las personas de entre 15 y 45 
años de edad lo han consumido alguna vez en su vida; 
el 8 % lo ha consumido en los últimos doce meses 
y un 4,9 % lo hace diariamente, con una tendencia 
ascendente en la prevalencia. 


La marihuana es una droga con acciones especí- 
ficas: todos los trabajos científicos serios, los infor- 
mes académicos de la Facultad de Psiquiatría y de la 
Cátedra de Toxicología, así como toda la información 
científica que aportó el señor Senador Solari —que 
comparto- en cuanto a cómo debe ser catalogada la 
marihuana, aluden a las características farmacológi- 
cas y toxicológicas del cannabis y a sus acciones psi- 
cofísicas. Señor Presidente: todas las drogas, legales e 
ilegales, tienen acciones y riesgos diferentes. 


La revista The Lancet, —que es una de las publi- 
caciones médicas más prestigiosas en el mundo cien- 
tífico médico por la seriedad de los trabajos que pre- 
senta— publicó un artículo de la australiana Louisa 
Degenhardt, de la University of New South Wales, 
relativo al consumo de drogas y sus consecuencias. 
De dicho artículo resumimos las siguientes conclu- 
siones. 
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En primer lugar, el cannabis es la droga más di- 
fundida en el mundo; la heroína es la que genera más 
muertes; y las anfetaminas, las que generan la mayor 
adicción. 


En segundo término, el 50 % de las muertes atri- 
buidas directamente a las drogas en el año 2010 
-43.000 de 78.000-, son atribuibles a los opiáceos. 


En tercer lugar, aunque el estupefaciente de ma- 
yor consumo en el mundo es el cannabis, tiene un 
impacto mucho menor sobre la salud, en particular 
porque la adicción es menor: 13 millones, contra 17 
millones de adictos a las anfetaminas y 15 millones de 
adictos a los opiáceos. 


Señor Presidente: todas las drogas tienen acciones 
farmacológicas, toxicológicas y sanitarias diferentes, 
pero todas tienen algo en común: afectan con mayor 
o menor gravedad la salud psicofísica del usuario, y 
todas —absolutamente todas, incluida la marihuana— 
lo transforman en un usuario problemático de drogas. 
No todos los usuarios se transforman en adictos, de- 
pende de la droga; pero también es verdad que to- 
das las drogas hacen daño. De ahí que, sin prohibir- 
las —por razones de derecho que fundamentaremos 
al final de la exposición—, sí es necesario regular su 
consumo y su oferta. 


Se propone regular y controlar el mercado de 
cannabis por parte del Estado —no prohibirlo, sino 
respetar el derecho a consumirlo, que ya lo tiene-, 
pero generando condiciones para disminuir daños y 
riesgos para su uso. Se autoriza su cultivo y produc- 
ción con objetivos específicos: médicos, industriales 
o recreativos. Se otorgarán licencias para autocultivo 
o clubes de membresía para su consumo personal o 
a permisarios, limitando la cantidad de su produc- 
ción como también el porcentaje máximo permitido 
de sustancias psicoactivas por cada planta de canna- 
bis. Se hará la distribución controlada por el Estado, 
pero el expendio se hará a través de las farmacias. 
Habrá un límite al consumo individual y, a su vez, 
se prohibirá el consumo a menores de 18 años. Va- 
mos a aplicar la ley de regulación del consumo de 
tabaco en materia de publicidad y espacios cerrados, 
que ha sido tan exitosa en Uruguay, cuyos resultados 
han sido, precisamente, la disminución del consumo, 
así como también de infartos de miocardio. Se va a 
prohibir su ingesta cuando se conduzcan vehículos. 
Además, señor Presidente, también como objetivo 
prioritario de reducción de daños colaterales, sepa- 
raremos a los consumidores de cannabis del mercado 
ilegal de poliofertas —el llamado efecto “góndola”-, 
llevándolos hacia un mercado legal, regulado en su 
producción, distribución y expendio, que va a ser eva- 
luado periódicamente con regulación y control esta- 
tal, con un potente componente sanitario y educativo. 
Se va a poner en funcionamiento la Red Nacional de 
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Drogas -que ya está funcionado-, integrada por servi- 
cios públicos y privados para la atención de usuarios 
problemáticos y, por supuesto, se responsabilizará al 
sistema educativo en todos los niveles de enseñanza 
en cuanto a la educación con criterios preventivos. 
No es correcto prejuzgar, como han hecho algunos 
señores Senadores diciendo que la regulación del 
mercado aumentará el consumo y que disminuirá 
la percepción de su riesgo. El consumo actualmente 
existe con prohibicionismo y represión, va creciendo, 
y los usuarios recurren al mercado ilegal sin temor 
a caer en un hecho delictivo, se supone que perci- 
biendo muy poca sensación de riesgo. Pues bien, lo 
que va a establecer la regulación son códigos, límites 
e información, apuntando, precisamente, a trasmitir 
la inconveniencia del consumo, cuáles son los daños 
psicofísicos que produce y lo que va a significar se- 
parar a ese usuario del mercado ilegal para evitar los 
riesgos de transformarlo en un delincuente y, poten- 
cialmente, en un cadáver. 


En último término, señor Presidente, quiero fun- 
damentar la importancia que tiene esta ley regula- 
toria desde la visión de la defensa de los derechos 
humanos, fundamentalmente incluidos en nuestra 
Constitución, en nuestras leyes y en los convenios 
internacionales en la materia, de los que somos sig- 
natarios. 


El artículo 10 de la Constitución establece: “Las 
acciones privadas de las personas que de ningún modo 
atacan el orden público ni perjudican a un tercero, 
están exentas de la autoridad de los magistrados. 


Ningún habitante de la República será obligado a 
hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella 
no prohíbe”. 


Este artículo establece esas premisas pero, ade- 
más, la actual Ley n.” 17.016, de octubre de 1998 —a 
la que ya hicimos referencia— dice: “Quedará exento 
de pena el que tuviere en su poder una cantidad razo- 
nable destinada exclusivamente a su consumo perso- 
nal, con arreglo a la convicción moral que se forme el 
Juez a su respecto, debiendo fundamentar en su fallo 
las razones que la han formado”. 


Quiere decir que tanto la norma constitucional 
como la ley vigente evidencian la incongruencia 
jurídica que significa prohibir actos preparatorios de 
un acto que no es penado. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- ¿Me permite 
una interrupción, señor Senador? 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 
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SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Presi- 
dente: hago mías todas las palabras que ha expresado 
el señor Senador Gallo Imperiale y poco puedo agre- 
gar a su fundamentación, pero creí pertinente hacer 
esta pequeña intervención en relación al tema que 
el colega está tratando, básicamente, porque en cada 
tiempo histórico el Gobierno, el Estado y la sociedad 
enfrentan una realidad diferente, con los desafíos y 
las exigencias que imponen las respuestas normativas 
a adoptarse, en bien de la convivencia en comunidad. 


En este caso, estamos adoptando y proponiendo 
una respuesta normativa que se podrá criticar pero 
que es sincera en la lectura de la realidad. Esto va 
de la mano de lo que llamaría el principio de since- 
ramiento, que requiere dar respuesta —fundamental- 
mente, normativa, es decir, relativa a las leyes— frente 
a las exigencias de la realidad. 


El señor Senador Gallo Imperiale hacía referencia 
al artículo 10 de la Constitución de la República so- 
bre las acciones privadas, y hay que tener en cuenta 
que el consumo de la marihuana no es delito, pero 
sí lo es su comercialización. Entonces, ivaya si hasta 
este momento estamos dando una respuesta hipócri- 
ta, porque la marihuana que se consume no se gene- 
ra de la nada sino que se compra! 


Estamos acercando ese principio de sinceramien- 
to con esta respuesta normativa. Hay normas que en 
teoría condenan, disponen y establecen conductas, 
pero en la práctica legitimamos su transgresión. Esto 
sucedió con el tema del aborto, ivaya si sucedió! Hubo 
respuestas teóricas por un lado y prácticas por otro. 


En el análisis de este fenómeno de la droga, más 
allá de su multicausalidad y de la necesaria multilate- 
ralidad de las respuestas que se deben brindar, siem- 
pre destacamos que todos debemos hacer una lectura 
sincera del problema, a pesar de las diferencias que 
podamos tener con respecto a su abordaje. 


Creemos que, en la especie, la marihuana —que 
no se genera espontáneamente, pero cuyo consumo 
hoy no se penaliza— nos exige tomar opciones, y el 
Gobierno y esta Bancada lo están haciendo. Una de 
las opciones sería seguir como estamos; otra, penali- 
zar el consumo, y otra alternativa sería regular, pero 
no para quedarnos solo con la regulación, sino para 
adoptar principios de prevención que están en la base 
de esta propuesta legislativa y que van a ser el primer 
escalón para seguir avanzando en el sinceramiento 
de las respuestas normativas que el Poder Legislativo 
debe dar a la realidad nacional. 


Gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Gallo Imperiale. 
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SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Apoyo totalmente lo que ha ve- 
nido expresando el señor Senador Gallo Imperiale, 
así como también lo expresado por otros miembros 
de la Bancada. 


Por otra parte, me llamaron la atención algunas 
afirmaciones realizadas, y con sobriedad quiero decir 
que no las comparto. Me refiero, por ejemplo, a que 
se dijo que estábamos haciendo una especie de expe- 
rimento social, como si estuviéramos tomando a los 
jóvenes uruguayos —-fundamentalmente- como cone- 
jillos de Indias de un experimento social. 


Puede ser que alguien haya utilizado la palabra 
“experimento” en un sentido metafórico, pero lo que 
hay aquí es una política pública, que puede tener 
éxito o no —eso lo evaluaremos después-—, pero que 
es innovadora y, al mismo tiempo, responsable, y que 
se despliega en muy diversas direcciones, por lo que 
considero que no se puede considerar un tema con 
ajenidad a otros. 


En segundo lugar, quiero decir que tampoco se 
puede afirmar que se va a discutir un problema de 
salud pública —lo que está bien- con ajenidad al con- 
texto de lo que significa el narcotráfico, la política de 
guerra contra las drogas y el fracaso que esta ha im- 
plicado; no se puede porque existe una experiencia 
internacional comparada en ese sentido. 


Yo podría mencionar el caso de México y dar ejem- 
plos muy concretos que me han sido trasmitidos por 
Legisladores y Gobernadores de ese país en cuanto a 
que el dominio del narcotráfico produce en algunos 
casos lo que los americanos han denominado —en una 
teoría muy discutible porque puede servir para otros 
usos, pero que es muy expresiva- el “Estado fallido”, 
o sea, la incapacidad de la gobernabilidad dentro de 
un Estado porque termina siendo regido por el narco- 
tráfico. Entonces, ¿eso no afecta la condición de vida 
y, en último término, no termina condicionando todo 
el sistema, incluida la salud de los habitantes? Este 
debate no puede ser ajeno a lo que sucede con los 
circuitos del crimen organizado. 


En tercer lugar, nadie ha dicho que haya drogas 
inocuas o, por lo menos, que esto sea inocuo. 
Quiero, además, afirmar que es cierto que todas las 
sustancias son más adictivas a temprana edad que 
posteriormente; eso parece concluir la investigación 
científica. Asimismo, pienso que no se puede 


10 de diciembre de 2013 


afirmar que nos importa más el tema de la salud 
de los consumidores que la de los trabajadores; 
no veo por qué esta contraposición fue aludida 
en determinado momento. Además, no creo que 
podamos considerarnos un país que no es epicentro, 
podemos no ser el epicentro pero, en realidad, somos 
parte de un circuito y esto ha sido comprobado a 
través de las nuevas tecnologías. Entonces, por lo 
menos los miembros de la mayoría, vamos a votar 
con convicción una política que nos parece audaz 
y que va al centro del problema. No tememos que 
se invoque la eventualidad de un pronunciamiento 
popular y que el tema se discuta en toda la sociedad; 
esto nos hace bien a todos. El eje de la filosofía de 
todo esto es la reducción del daño y este es el camino 
que han tomado, por distintos senderos, muchos 
países en el mundo, por lo que forma parte de una 
experiencia mucho más internacional de lo que se 
puede pensar. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Gallo Imperiale. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Con mucho gusto 
la concederé, una vez que termine este concepto que 
estoy marcando a los efectos de que el tiempo me sea 
suficiente. 


Hablábamos, señor Presidente, de la incongruen- 
cia que había, desde el punto de vista jurídico, con 
respecto al hecho de que se estuvieran penando actos 
preparatorios de algo que no es delito. 


Ahora bien, vale decir, también, que en materia 
de derechos humanos hemos signado tratados 
internacionales y eso implica respetar, proteger y hacer 
efectivos esos derechos. Desde siempre, Uruguay 
incorporó los derechos humanos esenciales en sus 
normas y en sus instituciones; esos derechos fueron 
fundamentales en su ordenamiento jurídico. El respeto 
y la garantía de los mismos son dos de las obligaciones 
más importantes en un Estado democrático, por lo 
que Uruguay está obligado a respetar el derecho a 
consumir marihuana dentro de un marco regulatorio y 
garantista; esa es una obligación constitucional y legal 
del Estado uruguayo. Por cierto, esta iniciativa recoge 
ese concepto en su máxima expresión. La sociedad 
así debe entenderlo. Somos conscientes de que hay 
encuestas que marcan que, a la encuesta sobre la 
legalización de la marihuana, el 63 % de los ciudadanos 
manifestó estar en desacuerdo, pero también sabemos 
que la interpretación de ese dato se hace en función 
de que se considera al adicto como un delincuente, al 
que se estigmatiza. Entonces, cuando se pregunta si 
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legalizar la marihuana es bueno o es malo, se responde 
en base a esa estigmatización. 


Sin embargo, tengo información de la empresa 
Factum correspondiente a octubre, donde se pone de 
manifiesto que cuando la encuesta se hace desde otro 
ángulo y se pregunta concretamente: “¿Con cuál de 
estas dos opciones está más de acuerdo? 


1. Los consumidores de marihuana deben com- 
prarla en farmacias con calidad controlada por el Es- 
tado. 


2.A los consumidores de marihuana solo les que- 
da comprarla a la mafia de las drogas”, queda claro 
que el 78 % de la población está a favor de que la 
calidad sea controlada por el Estado. 


En esta información se agrega: “Entonces, cuan- 
do planteamos ese dilema, cuando se consulta acerca 
de los lugares donde los consumidores de marihua- 
na deberían tener acceso a la misma, predomina la 
preferencia por que sea en lugares controlados por 
el Estado”. 


Por lo tanto, cuando desde algún sector se plantea 
la posibilidad de convocar a un referéndum, estoy de 
acuerdo, porque confío en que, en la medida en que 
seamos capaces de trasmitir todo esto, que la socie- 
dad uruguaya realmente esté informada y conozca los 
beneficios que se obtendrán, esta ley será avalada. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Bordaberty. 


SEÑOR BORDABERRY.- Vengo siguiendo muy 
atentamente la exposición del señor Senador Gallo 
Imperiale y pienso que cuando citó las normas consti- 
tucionales le faltó el inciso segundo del artículo 44 de 
la Constitución, que también tendríamos que tenerlo 
en cuenta. 


Más allá de eso, hoy se ha dicho que no es cierto y 
que está mal decir que esto es un “experimento”; se 
ha expresado también que, en realidad, forma parte 
de una política pública. Sin embargo, no fue la opo- 
sición la que habló de “experimento”, sino el propio 
Presidente de la República que se reunió con el señor 
Soros y el señor Rockefeller -grandes auspiciantes de 
esta aventura, este experimento en que nos están em- 
barcando-, quienes le dijeron que Uruguay era el país 
ideal para este “experimento”, para utilizarlo como 
laboratorio por el tamaño de su territorio. Es como 
decir: “Experimentemos con los uruguayos porque es 
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un país chico y si hacemos daño, se lo hacemos a 
3:200.000, nada más”. Le diría al señor Soros, al se- 
ñor Rockefeller y al señor Presidente de la República: 
icon los uruguayos no se experimenta! ¡Los urugua- 
yos no somos cobayos de laboratorio! 


Reitero: quien dijo que es un “experimento” fue el 
señor Presidente. Además, hace unos días, en declara- 
ciones al diario brasileño Folha de Sáo Paulo, expresó: 
“Le pedimos al mundo que nos ayude”, “que nos per- 
mita adoptar un experimento”. ¡Es el Presidente de la 
República! Más aún, según consigna el diario El País, 
hace unas pocas horas, en una mesa de un bar céntri- 
co, el Presidente dijo: “Totalmente preparados no esta- 
mos”. ¡Lo acaba de decir hace algunas horas! De modo 
que no tienen que afirmar ante nosotros, la oposición, 
que esto es una política pública y no un “experimento”; 
se lo deben recordar al señor Presidente de la Repú- 
blica; es él quien habla de “experimento”. ¡Y habla de 
“experimento” cuando se reúne con Rockefeller! 


Agradezco la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Gallo Imperiale. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Había terminado 
mi exposición, pero voy a aprovechar los minutos que 
me quedan para hacer referencia al planteo del señor 
Senador Bordaberry. 


En mi opinión, se hace una interpretación equivo- 
cada de las palabras del señor Presidente de la Repú- 
blica. Sí, es una experiencia, pero es una experiencia 
mirada por el mundo. ¿En función de qué? De que 
esta estrategia que se quiere abordar es nueva, pues 
consiste en regular una droga en forma parcial, en 
dos de sus aspectos: consumo y producción. Eso es 
nuevo. Por eso es una experiencia. ¿Qué se puede 
aplicar en un país chico? Sí; estoy de acuerdo, esa 
condición hace que sea más fácil. 


En cuanto a las dudas con respecto a que no se 
pueda inspeccionar o fiscalizar; pienso que están 
equivocados, por el contrario, considero que, precisa- 
mente, por ser un país chico tendremos la capacidad 
necesaria para ello. 


No quiero malinterpretar al señor Senador Bor- 
daberry, pero exhorto a que, en lugar de hablar des- 
pectivamente de las palabras del señor Presidente de 
la República, hagamos una interpretación correcta. 
¿Experiencia? ¿Experimento? Sí, pero de una estra- 
tegia nueva y tenemos todo el derecho a llevarla ade- 
lante, sobre todo, habida cuenta de los problemas que 
tenemos, que requieren soluciones. 


Creo en la sociedad uruguaya: en la medida en 
que esté bien informada, que empecemos a obtener 
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resultados y podamos evaluarlos, comprenderá que 
la sesión de hoy y el voto afirmativo a este proyecto 
de ley -de nuestra Bancada pero, sobre todo, el voto 
de quien habla, que hace veinte años trabaja en este 
tema y esperaba este momento- habrá ratificado lo 
buena y necesaria que es esta norma. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra para con- 
testar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Gracias, señor Presidente. 


El señor Senador Gallo Imperiale sabe de mi respe- 
to, pero voy a seguir muy firme en lo que expresé con 
respecto a los mitos y a la improvisación, pues con la 
firma del señor Presidente de la República y del Con- 
sejo de Ministros, el 14 de agosto de 2012, se presentó 
un proyecto de ley de un solo artículo, sin embargo, 
el que estamos tratando consta de cuarenta y cuatro. 
Quien habló de “experimento”, que es distinto a “expe- 
riencia”, fue el propio señor Presidente Mujica. Fue el 
señor Presidente Mujica quien habló de “marcha atrás” 
si este proyecto no andaba, lo cual también trasluce 
la improvisación. Tal como expresó el señor Senador 
Bordaberry, acaba de reconocer que sobre la ley de la 
marihuana: “Totalmente preparados no estamos”. 


Los cambios de paradigma son una improvisación, 
señor Presidente. Es cierto que algunos ex-Presiden- 
tes —de Brasil, México, etcétera—- ahora aconsejan 
la legalización, pero me llama la atención y me pre- 
gunto: ¿por qué cuando fueron Presidentes de esos 
países no la impulsaron? ¿Ahora se dieron cuenta, 
después de dejar de ejercer el poder? 


Termino con la tesis de la improvisación, error y 
salto al vacío, haciendo referencia a las últimas de- 
claraciones del Presidente Mujica, publicadas a la 
hora 13 y 16, que dijo: “Esto no es viva la Pepa, esto 
es como quien toma un purgante, se trata de tomar 
medidas que no son bonitas, pero no queremos dejar 
regalada esa gente al narcotráfico”. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Efectivamente, señor Presidente, 
no queremos dejar regalada la juventud uruguaya al 
narcotráfico. Y no puede llamar la atención que algunos 
ex-Presidentes se hayan dado cuenta después, porque 
en realidad se trata de una conciencia internacional. 
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Por algo la OEA, en dos reuniones, admitió enfática- 
mente el fracaso de una política de manera terminante. 


Pienso que las palabras del señor Presidente de la 
República deben ser ubicadas en el contexto y en el 
estilo en que él habla. Nunca se me ocurriría atribuirle, 
porque no se deduce de su historia ni de sus expresio- 
nes, que esté hablando de hacer un experimento con 
los uruguayos, como si fuera el laboratorio de un cien- 
tífico donde se utilizan cobayos y determinados ani- 
malillos para ver qué sucede si con ellos se practican 
determinadas innovaciones tecnológicas. Me parece 
realmente absurdo sostener esto y sería una afrenta a 
la ética del señor Presidente hacer esa interpretación. 


Parecería que en este ámbito se ignora que se ha 
trabajado más de dos años. Es cierto que el tema fue 
y vino entre el Parlamento y el Poder Ejecutivo y fi- 
nalmente la iniciativa ingresó con un único artículo, 
porque había un debate que era mucho más amplio, 
pero el proceso termina con un proyecto relativa- 
mente acabado. Pues bien, evaluemos el resultado, 
el proyecto que tenemos en discusión sobre la mesa, 
porque me parece que las otras discusiones no hacen 
a la sustancia. El tema central es si estas políticas 
públicas, que se componen de temas educativos, co- 
merciales y de otro tipo, son inteligentes, sirven para 
minimizar el daño y lograr el objetivo que buscamos, 
ubicándonos en una situación distinta, en una reali- 
dad internacional en la que hay un verdadero brete 
para poder avanzar contra este flagelo. 


Gracias, señor Presidente. 
18) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “Montevideo, 10 de diciembre de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 
De mi consideración: 

Por medio de la presente solicito al Cuerpo me 
conceda licencia por motivos personales el 17 de di- 
ciembre del corriente año. 


Sin otro particular. 


Lucía Topolansky. Senadora”. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Juan José Domín- 
guez, Andrés Berterreche, Aníbal Pereyra, Gabriel 
Frugoni, Carlos Baldassini, Yamandú Orsi y Daniel 
Garín han presentado notas de desistimiento infor- 
mando que por esta vez no aceptan la convocatoria 
al Cuerpo. 


En consecuencia, queda convocado el señor Da- 


niel Montiel, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


19) CONTROL Y REGULACIÓN DE LA 
MARIHUANA Y SUS DERIVADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la discusión 
general del proyecto. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: 
antes de nuestra intervención y de los comentarios 
que nos merece esta iniciativa, queríamos señalar un 
episodio ocurrido durante la tramitación de este pro- 
yecto de ley en la Comisión de Salud Pública, donde 
tengo el honor de representar al Partido Nacional jun- 
to con el señor Senador Moreira. Me parece que tengo 
que dejar constancia de esto, con toda sinceridad. 


En otros proyectos de ley, el señor Senador Mo- 
reira y quien habla —más el señor Senador Moreira, 
porque es más ducho en temas jurídicos- hemos tra- 
tado de mejorarlos, aun en los casos en que no los 
votamos. Entiendo que lo menos que uno puede ha- 
cer, más allá de que no esté de acuerdo con el fondo 
del asunto, es tratar de ofrecer criterios para mejorar 
redacciones, porque todos sabemos que las leyes no 
están siendo un dechado de virtudes jurídicas, de cla- 
ridad y aun de redacción. Actuando con ese criterio, 
tratando de ser positivos -que es muy de nuestro par- 
tido—, al inicio de la discusión, en el primer artículo, 
propusimos alguna modificación, y en ese momento 
la señora Senadora Moreira —me alegro de que se 
encuentre presente en Sala— nos señaló que había 
cuatro votos para aprobar el proyecto y que ninguna 
propuesta iba a ser de recibo porque tenía que salir 
exactamente el mismo texto que venía de la Cáma- 
ra de Diputados. En esa ocasión sostuve que nuestra 
presencia era sobreabundante en la Comisión. Otros 
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compañeros siguieron otro camino, pero quiero decir- 
le a la señora Senadora Moreira —como se lo manifes- 
té en ese momento- que me sentía ajeno a lo que iba 
a salir de la Comisión porque iba a ser, exactamente, 
lo que había venido de la Cámara de Representantes. 
Es más, hubiera sido mucho mejor votarlo en bloque. 
Sé que otros señores Senadores se tomaron el trabajo, 
que es digno de elogio, de comentar cada uno de los 
artículos, pero si uno se fija en la votación, en todos 
los casos estuvieron los cuatro votos para llegar a la 
aprobación del mismo texto. 


Esta es la tarea que he tratado de llevar adelan- 
te en las Comisiones que integro, mayormente en la 
de Salud Pública, porque las de Defensa Nacional y 
Asuntos Internacionales tienen menos proyectos de 
este tipo sobre la mesa. 


Dicho esto, señalemos que en el entorno en que se 
va a tomar esta decisión, vemos que la aprobación de 
este proyecto de ley es un paso en un camino que se 
piensa continuar. El ex-Presidente, el doctor Tabaré 
Vázquez, ha dicho que se incluirán otras drogas -su- 
pongo que en una regulación similar a esta- y habló 
expresamente de la cocaína. Es decir que nuestro 
país va en un rumbo, en un sentido que sostiene la 
mayoría parlamentaria y el Poder Ejecutivo que tene- 
mos, hacia la liberalización de estas sustancias. Por 
otra parte, señor Presidente, esto surge de muchas de 
las expresiones que hemos escuchado aquí en el día 
de hoy, que van hasta los derechos humanos y frondo- 
sas argumentaciones de carácter jurídico. 


Señor Presidente: quiero hacer dos o tres co- 
mentarios. Uno de ellos -que hasta ahora no se ha 
mencionado y que, a mi juicio, es importante- es que 
el artículo 2. de este proyecto de ley establece un 
monopolio. Me parece que no lo dice con la palabra 
“monopolio”, pero pone en manos del Estado todo el 
proceso de la marihuana, desde el cultivo, pasando 
por la cosecha, la comercialización, etcétera; es decir, 
establece un monopolio estatal. Concretamente, en el 
artículo 2. se dice: “[...] el Estado asumirá el control 
y la regulación de las actividades de importación, ex- 
portación, plantación, cultivo, cosecha, producción, 
adquisición a cualquier título, almacenamiento, co- 
mercialización y distribución de cannabis y sus deri- 
vados, o cáñamo cuando correspondiere, a través de 
las instituciones a las cuales otorgue mandato legal”; 
cierro la cita aunque la frase continúa. Pocas veces 
hemos visto enumerar todo un ciclo de una manera 
más acabada de una actividad como en esta. 


Por lo tanto, insisto, se establece un monopolio 
en omisión —estoy casi seguro, lo veremos cuando se 
ponga a votación— de la mayoría especial que requie- 
re una norma de este tipo. Así que iremos de nuevo 
a la Suprema Corte de Justicia con un tiro en el ala 
porque aquí está el germen de otra inconstituciona- 
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lidad pues creo -me someto a la opinión de los ju- 
ristas, aunque a mis ojos es clarísimo- que se está 
estableciendo un monopolio sin la mayoría requerida 
en el inciso 17 del artículo 85 de la Constitución de 
la República. 


Dejo esto planteado porque no es menor, pero 
además sería muy interesante para que cuando se 
estudie este período de Gobierno veamos el rosario 
de inconstitucionalidades de las que hemos adverti- 
do. ¡No sea cosa que el señor Ministro de Economía 
y Finanzas también se entere de que nadie avisó, en 
este caso, de la notoria inconstitucionalidad de este 
artículo que hemos leído! 


Señor Presidente: hay que entender las palabras 
en su sentido natural y obvio; algo así dice el Código 
Civil. Entonces, no puedo creer que cuando el señor 
Presidente de la República habla de “experimento”, 
alguien me venga a decir que lo que quiso decir fue 
“paralelepípedo”. No, no; dijo “experimento” —es una 
palabra que no tiene dificultades de comprensión-, 
y además en reiteración, porque no es una primera 
vez. El señor Presidente alude a este proyecto de ley 
y habla de “experimento” reiteradas veces, sobre todo 
a partir de la visita a los Estados Unidos y de las en- 
trevistas con personajes de primer nivel en el mundo 
financiero y económico, como los que se han men- 
cionado, especialmente el señor Soros. El Presidente 
tiene un atractivo especial por estas figuras que son 
prácticamente mediáticas porque todo el mundo sabe 
quiénes son George Soros y David Rockefeller. Pero 
no se ha divulgado lo suficiente que el señor Soros 
financió en nuestro país una campaña de propagan- 
da, de difusión del consumo de marihuana. Menos 
se sabe, y menos sabía el señor Soros cuando asistió 
a una reunión en Madrid, que también estaba allí el 
Diputado Jaime Trobo —que es un hombre avezado, 
inteligente políticamente—, quien le planteó direc- 
tamente que él había hecho esa propaganda, que la 
había financiado y que, además, en ninguno de los 
avisos se decía que el consumo era dañoso, como 
debe corresponder. ¡Vaya si en materia de tabaco he- 
mos sufrido las prevenciones y cauciones que el doc- 
tor Vázquez, a través de la ley, nos instaló en nuestro 
país! Lo cierto es que el señor Soros no podía salir de 
su asombro. Claro, estaba convencido de que nadie lo 
conocía; mejor dicho, de que todos lo conocían pero 
no de que había alguien del Uruguay que le echaba 
en cara que estuviera fomentando el experimento, la 
experiencia. 


Repito: como hay que interpretar las palabras en 
su sentido natural y obvio, y la palabra “experimen- 
to” no tiene mayor matiz de interpretación, le pedí a 
un amigo profesional que me ayudara a determinar 
qué es un experimento. Lo primero que se me ocu- 
rre es ver cuáles son las normas y los protocolos para 
determinar que algo que uno hace se pueda llamar 
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experimento. Es una palabra de contenido exacto, no 
susceptible de otras interpretaciones. 


Me han llegado algunos parámetros de la Unidad 
de Ensayos Clínicos del Departamento de Farmaco- 
logía y Terapéutica de la Facultad de Medicina de la 
Universidad Autónoma de Madrid, que voy a men- 
cionar para que cuando se hable de “experimento” 
sepamos lo que quiere decir cuando se trata de algo 
que se pone en funcionamiento con determinados re- 
quisitos para extraer de él un resultado. No hay un 
experimento sin resultado; es la búsqueda de un re- 
sultado. 


No voy a leer todo el material que me han enviado, 
pero sí quiero señalar que los experimentos se reali- 
zan con un diseño de muestra, porque luego no hay 
manera de comparar. En este caso la muestra es toda 
la población del país, o sea que es de muy difícil men- 
sura, de muy difícil calibración. No se tomaron 100 
casos, 200, 300, 1.000, etcétera; toda la población 
del país será objeto del experimento y por lo tanto la 
muestra es todo el país. 


Hay que definir el objetivo aún no se ha definido— 
porque bien podría decirse: “Bueno, vamos a hacer 
un experimento y a cuantificar, llegado el momento” 
tampoco se dice— “si aumentó o no, si se mantuvo, si 
cambió de nivel etario el consumo de la marihuana”. 


Hay que pensar también que en los experimentos 
se distinguen tres niveles: la población diana —que 
en el lenguaje de esta Universidad es la que alerta 
de que se está produciendo algún resultado-, la po- 
blación en estudio y la muestra para el experimento. 
En el caso del Uruguay, los que más van a estar en 
la categoría de la población diana son los menores, 
aquellos a los que se pretende salvar de este flagelo, 
que son dos millones y medio de personas mayores de 
dieciocho años. 


El ensayo clínico de estas características tiene una 
serie de aspectos que podríamos detallar, pero no va- 
mos a hacerlo. Claro, una de las maneras de hacer un 
experimento en esta materia es saber las dosis que los 
sujetos del experimento van recibiendo, pero en este 
caso no se puede porque esto es una venta no total- 
mente libre aunque sin un control mayor. 


También se ha llegado a decir que podría incorpo- 
rarse la marihuana dentro de algunas golosinas o biz- 
cochos, pero eso lo dejamos como una característica 
pintoresca de este asunto. 


Sí existe —-creemos que debe ser tomado muy en 
serio- un documento internacional, la “Declaración 
de Helsinki: Principios éticos para la investigación 
médica sobre sujetos humanos”, que en su artículo 
22 alude a las garantías que se tienen que dar cuan- 
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do el objeto de los experimentos son personas huma- 
nas —es decir, no se trata de los famosos conejillos de 
Indias, sino de seres humanos-, y los detalles van 
desde el consentimiento por escrito hasta la infor- 
mación previa, o sea, una cantidad de puntos que, 
obviamente, en este caso para el experimento no se 
han cumplido. 


Desde el punto de vista internacional hay, para 
la experimentación biomédica, una serie de pautas 
éticas que también en este caso, por tratarse de esta 
experiencia al barrer —tomando todo un país como 
objeto, no se pueden aplicar, más allá de que con- 
dicionan, en lo que es el mundo moderno científi- 
co, de los derechos humanos y de todo lo que se ha 
mencionado, las características que da el avance de 
la ciencia jurídica y de la ciencia médica a los objetos 
de experimento. 


Repito, señor Presidente: acá se dijo que había un 
experimento y se ha reiterado ese concepto por parte 
del Presidente de la República. Puede haber una 
versión o una interpretación no científica. Pensemos 
por un instante en que el Presidente Mujica no dijo: 
“Vamos a hacer un experimento como los que se 
hacen en la Universidad Autónoma de tal, o en la 
Facultad de Medicina”, sino: “¡Vamos a probar!”. Por 
la llaneza con que a veces se expresa el Presidente 
—por ser generoso en el concepto sobre el lenguaje 
que utiliza—, puede haberlo dicho con el sentido de: 
“Vamos a probar”. Ahí es donde más me rechina el 
tema, porque para cuero ajeno no hay marca caliente. 
¡Je!; en cuero ajeno todo el mundo experimenta, pero 
este no es ajeno, es el país mismo. Entonces, ¿vamos 
a someter a la gente durante 5 o 10 años —tampoco 
se dice- a este experimento, hasta que alguien diga: 
“Bueno, a ver, qué pasó con la ley no sé cuánto”, que 
será esta de la que todavía no sabemos el número? 
Y bueno, se generalizó el uso de la marihuana, se 
desparramó del todo el sistema educativo. Esa puede 
ser una opción. Alo mejor se logra un efecto fantástico; 
la gente entendió tan bien esto que se fundieron los 
que fueron designados por el Gobierno, por supuesto 
para plantar. ¿Podemos hacer eso nosotros con el 
Uruguay? ¡Y miren que con el Presidente Mujica 
andamos ellas por ellas en edad! ¿Tenemos nosotros, 
que nos estamos despidiendo de la vida, derecho a 
decir: “Vamos a probar con los hijos, con los nietos; 
Yo no voy a ver el fin del experimento”? ¿Es posible 
que a alguien le pase por la cabeza que el país de 
uno, la sangre de su sangre, los compatriotas, sean 
el terreno donde se pruebe una práctica que todo el 
mundo reconoce como dañosa, porque la propia ley 
se enmarca en ese concepto previo? Yo no sé qué es 
peor, si haber pensado en un experimento desde el 
punto de vista científico —parecería que no es así— o 
haber dicho: “Vamos a hacer un experimento con el 
propio país, con la propia gente”. 
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SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Enseguida le doy la 
interpelación. Perdón, la interrupción; la interpelación 
es el 17 de diciembre. ¡Estamos ya tan preparados! 


(Hilaridad). 


—No se preocupe, que esto es poco al lado de lo 
que sucederá el 17 de diciembre. ¡Vayan haciendo 
boca! 


Esto denota, señor Presidente, una especie de bi- 
polaridad conceptual del Gobierno, y se nota en la 
redacción del proyecto de ley porque va y viene. Por 
un lado, se da cuenta de que esto es malo y dañoso; 
y por otro, aparecen los artículos 3.” y 4.”, que son 
una maravilla, porque hablan de proteger del daño 
que hace la droga. ¡Son un manifiesto en favor de la 
salud de la población! Pero después, en los hechos, 
lo que se hace es decir: “Vamos a probar”. ¡Esto es 
malísimo! Lean el artículo 3.” y el 4.2. Después que 
se enuncian esos principios sanitarios, saludables, el 
otro yo de esta concepción de Gobierno, dice: “Vamos 
a probar”. Y claro, en el afán del monopolio que seña- 
lábamos, se mete en terrenos muy, muy complicados. 
Se me dirá que es poco en su magnitud lo que yo voy 
a señalar frente a lo que es la ley, pero ¿quiénes van 
a poder plantar? ¿Dónde hay que anotarse para que 
se permita plantar? Porque, según tengo entendido, 
no es mal negocio plantar una hectárea de cannabis. 
Entonces, en la hiperregulación va a estar, quizás, la 
muerte anticipada de todo esto. Va a ser tal el mejun- 
je de, primero, designar los beneficiarios de estas tie- 
rras, que van a ser las únicas y por eso van a adquirir 
así un tremendo valor, ya que una hectárea que tenga 
encima el permiso para plantar marihuana se va a 
vender con un sobreprecio terrible. Ya vamos a ver los 
avisos diciendo: “Autorizado para marihuana”, como 
ocurre con los edificios de las zonas balnearias, en 
los que se anuncia: “Con autorización para 10 pisos”. 
Claro, le ponen que tiene autorización para 10 pisos 
y el terreno vale mucho más. ¿Cómo se van a selec- 
cionar? ¿Cómo va a ser el almacenamiento, la comer- 
cialización, la distribución? Por nuestra experiencia 
respecto del Estado metido en estas cosas, sabemos 
en qué termina. Así pasó con la ley de alcoholes, aun- 
que por suerte durante nuestro Gobierno logramos 
eliminar el monopolio, que era uno de los más viejos 
que tenía la legislación de nuestro país. 


Creo que este proyecto de ley va a pesar sobre este 
período de Gobierno y va a quedar como una de las 
cargas, como uno de los errores. Por las dudas que 
manifestó el propio Presidente de la República —no 
soy quien para interpretar— me parece que una vez 
más, después que empujó la cosa, la está pensando 
dos veces; y quizás no las tenga todas consigo. No sé. 
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Tampoco es consuelo el hecho de que el Presidente 
esté arrepentido o que no esté tan convencido como 
al principio. A nosotros no nos sirve de nada porque 
aquí están el proyecto —no se puede tocar- y los votos 
para aprobarlo; podría vetarlo, pero ahí estaríamos 
hablando de un lío interno del Frente Amplio y no 
quiero ni suponer lo que ello implicaría. 


Nosotros vamos a votar en contra conscientemen- 
te. Tratamos de mejorar la iniciativa pero no se pudo 
por el prurito de que tenía que salir ahora. No veo 
cuál es el apuro, pero para eso están las mayorías 
como ha sido señalado muy claramente en la Comi- 
sión. Me parece, señor Presidente, que estamos ante 
un hecho consumado como tantos que vamos a ver 
de acá al cambio de mando; van a pasar los proyectos 
de ley más increíbles que puedan imaginar. Van a ver 
que no me voy a equivocar haciendo, por un minuto, 
de profeta o de adivino del futuro. 


En definitiva, señor Presidente, queda constancia 
de las inconstitucionalidades, de lo terrible que es ha- 
cer un experimento con la gente del país y de nuestra 
discrepancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, señor Senador, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para prorrogar 
el tiempo de que dispone. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-18 en 19. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Voy a conceder 
la interrupción que me ha solicitado hace un rato el 
señor Senador Rubio, al tiempo de señalar que mien- 
tras hablaba me había olvidado de su pedido; aunque 
en otra ocasión pasó al revés. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: agradezco la 
gentileza del señor Senador Lacalle Herrera. 


Me dicen que el Senado paraguayo acaba de apro- 
bar el ingreso de Venezuela al Mercosur, así que tene- 
mos novedades en la región, pero eso lo veremos en 
la Comisión de Asuntos Internacionales. 


(Intervenciones que no se escuchan): 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Senador Rubio: 
por favor coopere con la sesión y haga uso de la in- 
terrupción sobre el tema que estamos considerando. 
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SEÑOR RUBIO.- Parece que se generan proble- 
mas en la zona. 


En realidad, no vamos a ingresar con el señor Se- 
nador Lacalle Herrera en una discusión epistemoló- 
gica acerca del alcance del concepto de “experimen- 
to”. En todo caso, está claro en qué sentido lo dice 
el señor Presidente y así lo interpretamos nosotros. 
Por supuesto otros tienen el derecho de entenderlo 
de otra manera, aunque no advierto que en el texto 
se cree la figura de una especie de ente autónomo 
que tenga el monopolio de tal o cual cosa. En este 
Parlamento hemos votado en instancias presupues- 
tales un conjunto de unidades reguladoras —algunas 
fueron incluidas en la época en que el presupuesto lo 
manejaba el doctor Atchugarry, como la creación de 
la Ursec y la Ursea— y personas públicas no estatales 
de todo tipo sin mayorías especiales. Acá se crea una 
persona jurídica de derecho público no estatal, cuya 
integración se describe y no tiene el monopolio de la 
producción ni de la comercialización, sino que tiene 
el control de todo el proceso y otorga licencias, o no. 
A mi juicio, por lo que está descripto en el Título IV, 
“Del Instituto de Regulación y Control del Cannabis”, 
y por los cometidos y atribuciones que aparecen en 
el Capítulo III de ese Título, para nada se deduce 
esto que —me parece- es una objeción jurídica que 
levantó el señor Senador Lacalle Herrera y que, por 
supuesto, merece atención porque en ese caso reque- 
riría mayorías que pensamos que no son necesarias 
para este Instituto. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Atiendo el plan- 
teo del señor Senador, pero él se está confundiendo 
con el organismo regulador establecido en el artículo 
17 de este proyecto de ley, que dice: “Créase el Insti- 
tuto de Regulación y Control del Cannabis (IRCCA), 
como persona jurídica de derecho público no estatal”. 
Y en su literal A) habla de “Regular las actividades de 
plantación, cultivo, cosecha”, etcétera. Sin embargo, 
el numeral 17) del artículo 85 de la Constitución de 
la República claramente expresa: “Conceder mono- 
polios, requiriéndose para ello dos tercios de votos del 
total de componentes de cada Cámara. Para instituir- 
los en favor del Estado o de los Gobiernos Departa- 
mentales, se requerirá la mayoría absoluta de votos 
del total de componentes de cada Cámara”. Es decir 
que hay una concepción de un monopolio que me pa- 
rece que está en el borde, pero se podrá discutir. 


Creo que la creación del Instituto también presen- 
taría algún tipo de dificultad constitucional. 


Nada más, muchas gracias. 
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20) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 10 de diciembre de 2013. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley 
n.* 17.827, por motivos personales, en el día 11 de 
diciembre. 


Sin otro particular, saludo muy atentamente. 
Juan Chiruchi. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-18 en 20. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Sergio Chiesa, Am- 
brosio Barreiro y Jaime Trobo han presentado notas 
de desistimiento, informando que por esta vez no 
aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo 
que queda convocada la señora Ana Lía Piñeyrúa, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


21) CONTROL Y REGULACIÓN DE LA 
MARIHUANA Y SUS DERIVADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la dis- 
cusión del proyecto de ley, tiene la palabra la señora 
Senadora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: para 
muchos de nosotros hoy es un día histórico. Esta 
Cámara se apresta a aprobar un proyecto de ley so- 
bre la regulación del cannabis que creo que muchos 
países y Gobiernos de América Latina tomarán como 
ejemplo para sus políticas futuras. Quiero decir que 
esta iniciativa, esta idea, viene siendo trabajada desde 
hace mucho tiempo. En Uruguay se realizan marchas 
pacíficas de apoyo a la regulación del cannabis desde 
hace mucho tiempo. Desde hace veinte años orga- 
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nizaciones políticas como las juventudes del Frente 
Amplio vienen discutiendo cómo cambiar el paradig- 
ma prohibicionista que impera en nuestro país. 


En 2010 el Parlamento crea la Comisión Especial 
de Adicciones y durante dos años recibe a más de 
cuarenta delegaciones, representantes de comuni- 
dades terapéuticas, instituciones sociales, activistas 
a favor de la regulación del mercado de cannabis, clí- 
nicas, especialistas y profesionales, recogiendo así va- 
rios informes y recomendaciones. La primera y más 
importante recomendación es la de recordar que el 
consumo no necesariamente es problemático y que 
hay que separar la adicción del consumo. En las re- 
comendaciones se establece la necesidad de regular 
las cantidades mínimas de porte de todas las sustan- 
cias ilícitas, las posibles salidas de la encrucijada o 
fracasada guerra contra las drogas y se habla de la 
regulación del mercado de cannabis. 


En 2011, Legisladores de todos los partidos —re- 
presentando al Herrerismo, a Vamos Uruguay, al Par- 
tido Independiente y al Frente Amplio- presentan 
alternativas a la actual situación, en particular, en 
relación con el cannabis. 


En 2012 y bajo el contexto de las quince medidas 
para mejorar la convivencia ciudadana, el Poder Eje- 
cutivo ingresa este proyecto de ley que, como alguien 
dijo acá, tenía un solo artículo. Luego se transformó 
en una iniciativa de cuarenta artículos lo que habla 
sobre la capacidad de trabajo, consciente, esforzado, 
sistemático e inteligente de la Comisión que se abocó 
a su estudio y le dio una perspectiva global. Sin duda 
alguna, este proyecto de ley es mejor que el inicial 
que vino del Poder Ejecutivo. ¡Y para eso está el Par- 
lamento, señor Presidente! ¡Para enriquecer con su 
labor y con la discusión interpartidaria las iniciativas 
que muchas veces llegan del Poder Ejecutivo! 


Más adelante se crea la Comisión Especial de dro- 
gas y adicciones con fines legislativos, la que recibe 
a dieciséis delegaciones más. De manera que este 
proyecto de ley puede ser todo menos un proyecto 
mal trabajado o mal informado. Recuerdo que en esa 
ocasión se recibió a juristas, médicos, químicos, far- 
macéuticos, psiquiatras, psicólogos y responsables de 
comunidades terapéuticas, y todos plantearon su vi- 
sión con relación al cannabis. 


Señor Presidente: esta discusión trasciende al Uru- 
guay y por eso inicié mi exposición diciendo que los 
ojos del mundo están puestos sobre nosotros, aunque 
ello resulte un poco ambicioso de decir. Sin duda algu- 
na, los ojos de América Latina están concentrados en 
cómo el Uruguay resuelve el tema del cannabis. 


El 26 de enero de 2011, los Presidentes de América 
Latina, Fernando Henrique Cardoso, de Brasil; César 
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Gaviria, de Colombia, y Ernesto Zedillo, de México 
—nada sospechosos de participar de ninguna cruzada 
izquierdista—, junto con Mario Vargas Llosa y Carlos 
Fuentes, crean la Comisión Global de Política sobre 
Drogas para reconocer lo que nosotros reconocemos 
y nos lleva a votar este proyecto de ley: la guerra con- 
tra las drogas fracasó. Sí, señor Presidente; la guerra 
contra las drogas fracasó y continúa fracasando es- 
trepitosamente. Es más, todas las recomendaciones 
que se han escuchado en este Senado en el sentido 
de continuar aplicando mano dura al narcotráfico y 
al narcomenudeo y de aumentar la eficiencia policial, 
me parece que adolecen de un reconocimiento ini- 
cial, que es el del fracaso. Si no reconocemos el fra- 
caso, mal podríamos cambiar de orientación. Así que 
este fracaso no lo reconocimos inicialmente nosotros, 
sino que lo hicieron los países donde este problema 
está planteado de forma más acuciante. 


Según expresidentes latinoamericanos y euro- 
peos, “La plata de esa guerra está mal usada porque 
no tiene resultado efectivo; si se utilizara para salud, 
tratamiento médico, educación, para campañas de 
publicidad, sería mucho mejor”. Así lo expresó el ex- 
mandatario brasileño Fernando Henrique Cardoso al 
criticar abiertamente la política represiva impulsada 
por el Gobierno de los Estados Unidos en América 
Latina. Frente a esto, la Comisión propuso una regu- 
larización de las drogas, como se hizo con el tabaco y 
el alcohol; exactamente igual a como estamos proce- 
diendo hoy al discutir y aprobar —así lo espero- este 
proyecto de ley. 


El ex-Presidente César Gaviria, quien durante 
diez años se desempeñó como Secretario General de 
la Organización de Estados Americanos, dijo: “Los 
consumos siguen iguales en los últimos 20 años,” —es 
decir que el modelo prohibicionista no hizo desistir 
a nadie de consumir— “la violencia y los prisioneros 
crecieron, se ha vuelto un gigantesco negocio crimi- 
nal y eso está generando una enorme cantidad de vio- 
lencia, no solo en Estados Unidos sino en México, en 
Colombia, y en general toda Latinoamérica, y es hora 
de repensar esa política”. 


También estuvo Ernesto Zedillo, exmandatario 
de México, donde hubo más de treinta mil muertos 
desde que el Gobierno de Felipe Calderón lanzó su 
guerra contra el narcotráfico, en diciembre de 2006. 


Al encuentro asistieron personalidades europeas, 
como el ex-Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados; el ex-Alto Representante para la 
Política Exterior y de Seguridad de la Unión Europea, 
el español Javier Solana; Mario Vargas Llosa y Carlos 
Fuentes. 


La crítica contra la política norteamericana fue 
dura. “Estados Unidos” —afirmó Gaviria— “ha tenido 
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una misma política por muchas décadas y esta etapa 
de la guerra contra las drogas ya lleva casi 40 años 
de total prohibición y de llevar a la cárcel a todos los 
consumidores y los traficantes. Es una política que 
no está mostrando resultados”. Y luego expresó: “En 
Estados Unidos hay quinientas mil personas presas 
por delitos de drogas,” —i¡medio millón de presos!- “la 
mayoría son pobres y negros”. 


Por su parte, el exmandatario brasileño recla- 
mó más información y educación “de forma que la 
gente disponga de elementos para usar su libertad y 
para saber que la droga hace daño”. Insistió en que 
el usuario problemático de drogas debe ser tratado 
como “un enfermo al que hay que ofrecerle salud” y 
no como criminales a los que hay que reprimir. 


Las pruebas científicas aconsejan dar mayor im- 
portancia a la prevención y a la reducción de los da- 
ños. Simplemente quiero recordar que todo un capí- 
tulo del proyecto de ley está destinado a las políticas 
preventivas en el área de la salud y de la educación. 


Desde la reunión que mantuvieron los ex-Presi- 
dentes Cardoso, Gaviria y Zedillo, que encabezan esta 
cruzada por establecer e incentivar proyectos de ley 
como el que hoy se va a aprobar en este Parlamen- 
to, insistieron en el fracaso de la guerra contra las 
drogas, diciendo: “El tema se ha transformado en un 
tabú que inhibe el debate público por su identifica- 
ción con el crimen, bloquea la información y confi- 
na a los consumidores de drogas a círculos cerrados 
donde se vuelven aún más vulnerables a la acción del 
crimen organizado”. 


A partir del enfoque meramente represivo, con sus 
externalidades conexas, el tráfico de armas, la corrup- 
ción, el blanqueo de dinero y la compra de Jueces y 
de políticos, la Comisión Global de Política de Drogas 
creada hace apenas dos años para cambiar la política 
de drogas y discutir la perspectiva norteamericana 
sobre las drogas- encamina recomendaciones que 
son las que tiene de base este proyecto de ley. 


Señor Presidente: insisto en que esto no empezó 
en el Uruguay; nuestro país tuvo su propia discusión. 
Concretamente, este proyecto de ley hace pie en un 
cambio de orientación que se está dando en los paí- 
ses de América Latina con respecto a la política de 
combate al narcotráfico que viene de Estados Unidos. 


En nuestro país la Universidad de la República 
hizo el “Aporte universitario al debate nacional sobre 
las drogas”, de 2012 —el señor Senador Gallo Impe- 
riale ya se refirió a él-, que reúne trabajos realizados 
por distintos grupos de especialistas —economistas, 
abogados, biólogos, sociólogos y politólogos— que con- 
fluyen en que los problemas con las drogas son más 
resultado de su prohibición, que del consumo. En el 
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trabajo se dice que los consumidores podrían sufrir 
accidentes puntuales de consumo excesivo o crónico, 
pero nunca hubieran alcanzado las decenas de miles 
de muertos, consolidado una economía subterránea e 
imposibilitado la prevención y cualquier política, si no 
hubiéramos adoptado el modelo prohibicionista. 


Por consiguiente, la violencia asociada a las dro- 
gas, el narcotráfico y la imposibilidad de tener polí- 
ticas de prevención y tratamiento están relacionados 
no con las drogas, sino con su prohibición. El modelo, 
como dijera el señor Senador Gallo Imperiale, debe 
abandonarse. 


Se dice que con este proyecto de ley lograremos 
reducir la percepción de riesgo que se tiene sobre el 
consumo de marihuana. Lamento discrepar radical- 
mente con esta tesis. 


El estudio económico realizado por Carlos Casa- 
cuberta y Patricia Triunfo —entre otros- que aparece 
en el libro de la Universidad dice que el consumo de 
drogas es una elección racional, no el producto de 
una mente alterada. 


El consumo adictivo, a su vez, que -insisto- es di- 
ferente del consumo recreativo, se relaciona con el 
valor del presente con respecto al futuro, y lamento 
informar que en las sociedades modernas, posmoder- 
nas, del ahora, de la inmediatez, de la gratificación 
presente y no mediata, el valor del futuro se vuelve 
difuso y la satisfacción del hoy se vuelve importante 
y acuciante. El valor del presente es parte de esa mo- 
dernidad líquida de Bauman, y mucho más para los 
jóvenes. Se disfruta del hoy y ese disfrute del momen- 
to presente reduce el cálculo de la desgracia futura, 
ya sea que implique una adicción o simplemente una 
terrible resaca. 


Los economistas dicen que todas las drogas re- 
cuerdan al alcohol, la más consumida de las drogas, 
con muchos usuarios ocasionales, un número mucho 
más reducido de usuarios intensos —es decir, que con- 
sumen frecuentemente- y un número mucho más re- 
ducido aún de usuarios intensos que lo son por mu- 
chos años. Por consiguiente, la perspectiva de tratar 
a las drogas desde el punto de vista del adicto es, por 
lo menos, parcial y limitada. 


(Ocupa la Presidencia el señor Luis Rosadilla). 


—Por otra parte -según nos recuerdan los econo- 
mistas, los psicólogos, los psicoanalistas, los psiquia- 
tras y todos los cultores de la mente y sus laberintos-, 
las adicciones no tienen nada que ver con la sustan- 
cia, sino que reflejan una relación de los individuos 
con algo que puede ser una droga, que nos parece 
nocivo, pero que puede ser tan bueno como la co- 
mida. Quiere decir que nos podemos volver adictos 
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a muchísimas cosas con relativa independencia del 
bien o mal que ellas representen. 


El uso de las drogas, además, incrementa el valor 
del ocio en una sociedad en la que se vuelve escaso, 
pero que al mismo tiempo está muy valorado social- 
mente. Los economistas nos dicen que no hay asocia- 
ción estadísticamente significativa entre el uso de las 
drogas blandas y el mercado de trabajo, o el uso de las 
drogas y el fracaso escolar, hasta por el hecho de que 
los usuarios de cannabis tienen más educación que el 
promedio de los estudiantes. 


Los economistas también nos advierten sobre 
cómo la prohibición altera los hábitos de consumo del 
cannabis. La prohibición —esto lo dicen en términos 
económicos- aumenta los costos de transacción y es- 
timula el hábito de stock; esto quiere decir que ya no 
compran para el día, sino que como tienen que ir al 
mercado negro, compran para unos cuantos días. Sia 
esto lo juntamos con el estudio de los casos judiciales, 
vemos que en general se castiga punitivamente a los 
que stockean y no a los que tienen para el día, de tal 
manera que el Juez, cuando determina la culpabili- 
dad o no —porque en nuestro país el consumo no está 
penado-, lo hace por la cantidad que tiene y no por 
una presunción de culpabilidad de que lo va a ven- 
der o a suministrar a otros. Con ese comportamiento 
de los Jueces se incentiva a que todo el tiempo los 
consumidores vayan al mercado ilegal a proveerse de 
pequeñas cantidades. La conclusión es que una polí- 
tica que hostiliza a los demandantes de droga no tie- 
ne probabilidad de obtener ningún éxito en la guerra 
contra las drogas. 


Los economistas nos dicen, asimismo, que cuanto 
más intensa es la represión, además de aumentar el 
valor, hace crecer el número de bandas que actúan; 
así, pues, el remedio es peor que la enfermedad, ya 
que aparecen muchos vendedores con poco stock. Al 
mismo tiempo, cuando aumenta la prohibición y los 
costos de represión, el bien complementario a la dro- 
ga son las armas, como ocurrió con la ley seca en los 
Estados Unidos. 


Por cierto, los economistas también agregan algo 
muy curioso: el uso de drogas no se relaciona con la 
ausencia de mamá, sino con la ausencia de papá, de 
la figura paterna. Les recomiendo que lo lean. 


Lo más importante —dicen los economistas— es 
que no es fácil encontrar en la literatura sobre drogas 
un análisis explícito de las políticas. La investigación 
en el área médica —aquí fueron citados informes de la 
Sociedad de Psiquiatría y otros—- asume comúnmen- 
te que si se demuestra que existen efectos negativos 
de la droga sobre la salud, automáticamente se jus- 
tificaría un enfoque duro de la política antidrogas. 
Podríamos asumir, por supuesto, que existen efectos 
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negativos de las drogas sobre la salud, pero de eso no 
se deduce que una política antidrogas dura mejore 
el consumo, como no lo ha mejorado en este tiempo. 


Si legalizáramos —continúan los economistas-, 
para empezar sabríamos más sobre los consumidores, 
podríamos tener terapias públicas y, sin duda, dismi- 
nuiría el atractivo de lo prohibido, y no hay que ser 
Freud para saber que existe. 


Quiere decir que con este proyecto de ley hace- 
mos unas cuantas cosas. En primer lugar, visibiliza- 
mos el comportamiento de los consumidores, porque 
vamos a tener más información de la que tenemos 
ahora, podremos saber quiénes son y cuánto consu- 
men. También podremos tener políticas específicas, 
porque al saber de quiénes se trata podremos diseñar 
políticas de salud. Al mismo tiempo, vamos a dismi- 
nuir el atractivo de lo prohibido realizando campañas 
publicitarias y sociales que muestren o induzcan a 
pensar que el consumo de drogas hoy —-como ayer el 
consumo de cigarrillos- no es maravilloso, sino pe- 
noso. Una parte de la reducción del uso de tabaco 
que se verificó en el Uruguay en los últimos años no 
tiene que ver con la prohibición del tabaco, sino con 
el imaginario cultural que se fue generando de que 
el que fuma es un tonto, que está mal fumar o, como 
se dice, que ya fue. Estos modelos de cambio cultural 
tienen mucho más impacto que la lógica del garrote, 
sobre todo en las poblaciones jóvenes. La lógica del 
garrote y los modelos de paternalismo represivo ya no 
están funcionando bien; es mejor hacer otras cosas, 
como mostrar que el que fuma es un idiota y está fue- 
ra de los modelos culturalmente valorados. Así como 
antes el que fumaba era James Bond, el cambio en el 
patrón cultural asociado al tabaco es lo que hace que 
mucha gente deje de fumar, mucho más allá de las 
políticas represivas. Así que para las sociedades de 
hoy, creo que es mejor ir por el lado de la cultura que 
por el del garrote, además de que desde la perspectiva 
de los derechos humanos, sin duda es bastante más 
aconsejable. 


Sobre la legislación, puedo decir que el Uruguay 
ya era de avanzada porque no tenía penado el consu- 
mo, como sucede en muchos otros países. De hecho, 
cuando se juntan Gaviria, Zedillo, etcétera, es para 
empezar a hacer lo mismo que nosotros en 1974, esto 
es, despenalizar el consumo. Ahora bien, la penaliza- 
ción con prisión de una mujer en Canelones reabrió 
la polémica e indujo a un grupo de parlamentarios a 
presentar una iniciativa. En el estudio de la Univer- 
sidad sobre las drogas, Bardazano señala que la legis- 
lación que teníamos —ahora vamos a tener otra— abría 
un espacio demasiado grande a la discrecionalidad de 
los Jueces porque, ¿qué es una cantidad razonable 
para el consumo personal? Si los señores Senadores 
leen el texto de la Universidad de la República, van 
a encontrar sentencias de los Jueces donde —¡pobres 
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Jueces!- tienen que determinar cuántos cigarros se 
hacen con 20 gramos y para cuántos días alcanzan. 
Los Jueces no están preparados para asumir esto. Al 
respecto, Bardazano dice que lo que funcionaba, en 
general, era el paternalismo duro, la intervención del 
Estado para suprimir el derecho de las personas a rea- 
lizar ciertos actos porque considera que van contra su 
propio bien. El Estado termina protegiendo intereses 
de las personas que estas no reconocen ni perciben 
como propios. Al respecto, Bardazano dice que frente 
a este paternalismo duro, se opone el derecho de es- 
tas personas a un consumo recreativo, a divertirse, a 
ser felices, a aliviar el sufrimiento o el aburrimiento. 
El análisis de los casos demuestra que, en general, 
cuando hay un espacio gris entre tener muy poquito 
y un poco más, los Jueces funcionan con un criterio 
restrictivo, que es lo que genera que muchos consu- 
midores vayan a la cárcel, cuando esa no era la idea 
de la legislación original. 


Para terminar con el informe de la Universidad, 
quiero agregar que el estudio sociológico de que se 
dispone indica que la marihuana es la droga más usa- 
da —por supuesto, después del alcohol y del tabaco-, 
que el efecto escalera no existe —en general, los jó- 
venes empiezan con el tabaco y el alcohol, no con 
la marihuana- y que existe una gran dificultad en la 
forma en que la sociedad conceptualiza el problema, 
porque existe un gran desconocimiento, mucho pre- 
juicio y a las generaciones más viejas les cuesta mu- 
cho más que a las jóvenes entender lo que pasa. El 
estudio también muestra algo raro: los consumidores 
de marihuana tienen mayor educación relativa y ma- 
yores ingresos que el promedio de los jóvenes. Ade- 
más, establece que los jóvenes que fuman marihuana 
no parecen tener mayores problemas familiares que 
el resto, aunque están mucho más expuestos a la vio- 
lencia, y deduce que esto se debe a la prohibición que 
afecta a la marihuana y no por la marihuana en sí. 


¿Cuándo empezó a ser la marihuana una droga 
prohibida? Quiero mencionar este punto y nada más 
porque, en realidad, da para hacer una antología de la 
irresponsabilidad científica. En general, los llamados 
movimientos antivicio que se desarrollan entre 1850 y 
1900 para promover la templanza, estaban vinculados 
a los costos de la guerra. No se quería tener soldados 
ebrios y por eso se estimuló el consumo de tabaco 
pero, en realidad, la industria del alcohol era dema- 
siado importante como para prohibirla y, en cambio, 
el cannabis, la cocaína y el opio eran más fáciles de 
reprimir por ser producidos por países pobres. La in- 
clusión del cannabis en el Sistema Internacional para 
el Control de Drogas, en 1925, fue realizada por los 
egipcios en base a una supuesta evidencia científica 
sobre el impacto del cannabis en la demencia, en los 
hospitales de Egipto. El estudio fue realizado por un 
inglés que no entendía árabe y que se quejaba de no 
tener traductor, por lo que difícilmente comprendía 
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lo que le decían sus pacientes. En los estudios so- 
bre el tema, esto se exhibe hoy como una muestra de 
irresponsabilidad científica. 


La inclusión definitiva en la Comisión de Estu- 
pefacientes tuvo lugar en el año 1955, con un traba- 
jo de Pablo Wolff sobre los efectos físicos y psíquicos 
del cannabis. Lamentablemente, Pablo Wolff utilizó 
editoriales de diarios latinoamericanos y habló de la 
influencia criminológica de la resina de cannabis, es 
decir, de la relación entre consumo de marihuana y 
delito, a partir de lo que resaltaban los diarios. Los 
estudios también indican que desde el punto de vista 
de su justificación científica, la inclusión definitiva 
de la cannabis en 1955 no resiste el análisis. 


En Uruguay no se impide el consumo, pero al 
prohibirse el tráfico y el suministro, hemos generado 
una política dual y un ciclo incompleto o trunco de la 
política pública, que es lo que este proyecto de ley... 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Rosadilla).- Discul- 
pe, señora Senadora. Ha llegado a la Mesa una mo- 
ción para que se prorrogue el tiempo de que dispone. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-17 en 18. Afirmativa. 

Puede continuar la señora Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Como decía, el consumo 
no está prohibido pero sí el tráfico y el suministro, lo 
que genera lo que algún sociólogo podría denominar 
un ciclo incompleto de política pública y, al mismo 
tiempo, una perspectiva dual de esta. Entonces, de lo 
que se trata es de resolver el problema de este ciclo 
trunco para tener una política pública integral. 


Algunos estudios que se hicieron cuando se co- 
menzó a considerar este proyecto de ley muestran 
que existe un gran desconocimiento sobre las drogas. 
La gente no conoce a nadie que, por ejemplo, fume 
marihuana. Entre los jóvenes, esto sucede en menor 
medida, pero entre los adultos el desconocimiento 
abarca a la mayoría. Así como cuando consideramos 
la despenalización del aborto, la inmensa mayoría de 
nosotros conocía a alguien que se había practicado 
un aborto, en el caso de la marihuana, en general, 
se sabe poco y cuando esto sucede, el prejuicio es 
grande. 


Me anima la convicción más profunda de que este 
proyecto de ley es muy bueno y estamos dando un 
gran paso, un enorme paso que está relacionado, so- 
bre todo, con los jóvenes, a quienes, por cierto, esta 
sociedad no trata demasiado bien. Por algo hay más 
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jóvenes pobres que adultos pobres y la inmensa ma- 
yoría de los presos son jóvenes. 


Antes de terminar, quiero levantar algunas cosas 
sobre las intervenciones que se hicieron esta tarde. 
La primera ya la dije, y es evitar la confusión entre 
consumo y adicción. 


No se vuelve adicto quien quiere sino quien pue- 
de. No cualquiera se vuelve adicto de cualquier cosa; 
el tema es un poquito más complejo. Entonces, cuan- 
do hablemos de drogas, hablemos del consumo. No es 
alcohólico el que consume alcohol; por consiguiente, 
no le llamemos drogadicto al que consume drogas. 


En segundo lugar, me quiero referir al efecto es- 
calera. No existe el efecto escalera, pero sí el efecto 
de difusión cultural positivo y negativo. Por ejemplo, 
existió un efecto de difusión cultural con el tabaco 
-insisto- cuando se estimulaba a que los soldados 
fumaran para que no consumieran alcohol. Los es- 
tudios siempre refieren a esta figura de James Bond 
que fumaba, tomaba whisky y practicaba toda clase 
de proezas. Si vieron sus últimas películas, se habrán 
dado cuenta de que ya no fuma, pero sigue bebien- 
do cantidades ingentes de alcohol a lo largo de sus 
películas. Eso tiene que ver con la construcción de 
modelos culturales. 


El otro efecto de difusión cultural lo da la inmensa 
mayoría de la propaganda que vemos sobre alcohol y 
familia: “Consuma alcohol y esté en familia”. Sobre 
todo vemos: “Consuma alcohol y haga su propia fies- 
ta”, que es una propaganda enteramente destinada a 
los jóvenes porque, obviamente —como saben los se- 
ñores Senadores-, el alcohol reduce las inhibiciones, 
amortigua el superyó y, por consiguiente, el animal 
deseante que todos llevamos dentro es más libre que 
cuando estamos sobrios. 


Dicho esto, quiero hacer una aclaración con res- 
pecto a este rápido pasaje que se hace, del consu- 
mo de drogas al delito. No existe ninguna evidencia 
de la relación drogas-delito. No son drogadictos los 
delincuentes, porque —como dijo muy bien el señor 
Calzada en una comparecencia ante la Comisión de 
Constitución y Legislación- un adicto de pasta base 
es un muy mal criminal ya que es impredecible y na- 
die querría tenerlo en una banda cumpliendo funcio- 
nes específicas. Lo mismo sucede con el alcohol y la 
violencia doméstica. Señor Presidente: si hay violen- 
cia doméstica, esta es lo que aparece de una cultura 
patriarcal y machista que considera que las mujeres 
son la propiedad corporal y espiritual del hombre. El 
alcohol es un vehículo, nunca es la causa. 


Creo que la idea de laboratorio está un poco ma- 
linterpretada. Hay un libro llamado De la tierra pur- 
púrea al laboratorio social —escrito por Luis Eduardo 
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Morás- que relata exactamente cómo el Uruguay pasa 
de la cultura bárbara a ese laboratorio social de dis- 
ciplinamiento capitalista, como ocurrió en los últimos 
años del siglo XIX y, sobre todo, en el siglo XX. Se ha- 
bló mucho del batllismo como laboratorio social, pero 
esa expresión en la literatura de las ciencias sociales 
significa algo distinto que utilizar ratoncitos para unos 
experimentos. La expresión “laboratorio social” y “la- 
boratorio político” —de uso corriente en las ciencias so- 
ciales— significa otra cosa muy diferente a la que se ha 
analizado acá. ¿Qué significa? Para explicarlo voy a dar 
algunos ejemplos. Mark Warschauer, del Departamen- 
to de Educación de la Universidad de California, refi- 
riéndose al Plan Ceibal dijo: “Uruguay es un excelente 
laboratorio”. Winston Abascal, Director del Programa 
Nacional para el Control del Tabaco del Ministerio de 
Salud Pública, manifestó: “Uruguay como ejemplo y 
laboratorio de cambio social”. Alicia Bárcena expresó 
que “Uruguay es uno de los Gobiernos más progresistas 
de la región”, refiriéndose al matrimonio igualitario, a 
la despenalización del aborto, al Plan Ceibal y al labo- 
ratorio social. El Banco Mundial —para que no resulte- 
mos sospechosos de nada-, indicó: “Uruguay es como 
un laboratorio porque se pueden probar cosas que son 
innovadoras”. Reivindico este sentido del laboratorio. 
Reitero, lo reivindico. Se usó para el batllismo y se usa 
ahora. Se usó para el Plan Ceibal, se usó para la polí- 
tica de tabaco y se está usando en este momento para 
designar a un país que en algunas cuantas cosas se está 
transformando en un ejemplo de innovación, de pro- 
gresismo, como lo supo ser a inicios del siglo XX. Eso 
permitió que fuéramos grandes, a pesar de ser chicos. 


Creo que hoy damos un paso importante. Una 
parte del mundo —-la interesada en estos temas- nos 
está mirando. Creo que el Uruguay, que alguna vez 
fue pionero en la creación de derechos, libertades y 
políticas públicas, hoy vuelve a serlo. Junto a la des- 
penalización del aborto y al matrimonio igualitario, el 
proyecto de ley que votaremos hoy nos vuelve a poner 
a la vanguardia de América Latina. ¡Enhorabuena! 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR COURIEL.- Muy bien, señora Senadora. 
SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Rosadilla).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: voy a evitar 
entrar en polémica sobre algunos temas, pero en el 
correr de la exposición voy a marcar algún tipo de 
discrepancia sobre ciertos aspectos que se han seña- 
lado acá. 


En primer lugar, señor Presidente, nosotros so- 
mos un Estado, un sujeto de derecho internacional. 
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Compartimos una sociedad de naciones, estamos ata- 
dos a nuestra propia voluntad cuando ratificamos y 
aprobamos tratados internacionales. El Uruguay no 
puede interpretar cada vez que quiere, en forma uni- 
lateral y antojadiza, sus obligaciones internacionales, 
porque cuando un Estado pequeño se equivoca se 
pone al borde de su crisis existencial si no respeta 
el Derecho. Pero un Estado grande o con importan- 
tes fuerzas para poder imponer su conducta, simple- 
mente puede acudir al incumplimiento y también a la 
fuerza, como nosotros comprendemos. ¿Por qué hago 
esta apreciación, señor Presidente? Porque parecería 
que, últimamente, hablar de Derecho es como hablar 
de algo lateral. Hablar de las estructuras legales o de 
la Constitución y de la ley es como estar trayendo a 
colación instituciones burguesas con las que hay que 
vivir a desgano. Sin embargo, nosotros somos un Es- 
tado con obligaciones. 


La Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psico- 
trópicas de 1988, adoptada en Viena, que tiene un ór- 
gano de contralor para su aplicación, la JIFE —Junta 
Internacional de Fiscalización de Estupefacientes-, 
ha señalado que el proyecto de ley uruguayo está en 
contravención con esta Convención. Puede ser que 
a algunos les importe poco; a nosotros nos importa 
mucho. 


En este tema específico podría considerarse que 
la Convención de 1988 ratifica la prohibición de pro- 
ducción y comercialización que el Uruguay estaría 
violando si se aprueba este proyecto de ley. Por lo tan- 
to, basta con referirse a dicha Convención —que es 
la última adoptada-, ya que la Convención Única de 
1961 sobre Estupefacientes —que rige en lo que no 
está previsto por la de 1988- queda como anteceden- 
te de esto. 


Por esta razón, señor Presidente, la Organización 
de las Naciones Unidas ha indicado a nuestro Go- 
bierno en forma reiterada —a través de la Junta In- 
ternacional de Fiscalización de Estupefacientes— su 
preocupación por los efectos que tendría la legali- 
zación de la comercialización de la marihuana. El 
texto del último comunicado de las Naciones Unidas 
dice: «La JIFE continúa preocupada por el proyec- 
to de ley que está siendo considerado en Uruguay 
y que, de aprobarse, legalizaría la producción, ven- 
ta y consumo de hierba de cannabis con fines no 
médicos. El Presidente de la JIFE, el Sr. Raymond 
Yans, señaló que “esto contravendría lo dispuesto en 
la Convención Única de 1961 sobre Estupefacien- 
tes, la cual ha sido adoptada por 186 países, inclui- 
do Uruguay”. El Sr. Yans añadió que “la hierba de 
cannabis está controlada debido a sus potenciales 
efectos de dependencia” y porque “de continuarse 
el desarrollo actual en Uruguay, tendría serias re- 
percusiones para la salud pública, particularmente 
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para la juventud, además de ser una violación de 
los tratados internacionales de fiscalización de es- 
tupefacientes de la ONU”». Esto es lo que nos dicen 
las Naciones Unidas, las organizaciones internacio- 
nales, pero es lo que hemos firmado, es a lo que 
estamos obligados como Estado. Tenemos cantidad 
de recursos, pero lo que no podemos hacer es in- 
cumplir irresponsablemente y después someternos 
a lo que siempre sucede a los países pequeños, es 
decir, a que nos impongan la voluntad, basados en el 
antecedente -que siempre hemos sostenido y ahora 
parece que dejamos de lado- de que en un Estado 
chico el Derecho Internacional es el principal escu- 
do para defenderse de estos temas y de tantos otros. 
El Gobierno ni siquiera envió una delegación al úl- 
timo período de sesión de la Junta para discutir el 
incumplimiento, por parte del país, de los tratados 
de fiscalización internacional de estupefacientes. 


Me parece inadmisible que Uruguay, que basaba 
su conducta en el Derecho Internacional y en el re- 
curso de la cooperación, asuma posiciones de esta 
naturaleza. 


La JIFE le ha recomendado a nuestro país el diá- 
logo con ese organismo antes de aprobar el proyecto 
de ley y debió hacer un llamamiento para que “el Go- 
bierno de Uruguay busque reanudar el diálogo con la 
JIFE a la mayor brevedad posible, antes de que avan- 
ce el proyecto de ley en el país”. 


Este es el respeto que tenemos para con nuestros 
tratados; después no nos podemos quejar ni decir “a 
llorar al cuartito”, como textualmente se ha señalado 
en alguna expresión a nivel de la máxima magistratu- 
ra. Lo que aquí está sucediendo es que Uruguay, ade- 
más de violar estos convenios internacionales, está 
actuando al margen de la cooperación y de la coordi- 
nación internacionales necesarias para enfrentar un 
fenómeno delictivo que, por su propia naturaleza, es 
global, trasciende fronteras y es internacional, tan- 
to en su mecanismo de funcionamiento, ya que se 
trata de un tráfico que cruza fronteras, como en sus 
efectos, porque afecta a consumidores que no residen 
necesaria ni especialmente en los países originarios 
de la producción de drogas. 


En este sentido vamos a hacer la distinción que 
corresponda. En el marco de la OFA, este proyecto 
de ley va en contra de todo lo que ha hecho y viene 
haciendo la Cicad, la Comisión Interamericana para 
el Control y el Abuso de Drogas. En la OEA no hay 
un tratado específico, que quede claro; lo que hay es 
una estrategia hemisférica contra las drogas que es 
de carácter declarativo, adoptada en 2010, que prevé, 
entre otras cosas, “Reducir la oferta y disponibilidad 
de drogas ilícitas”, lo que supone, como vamos a ver 
ahora, exactamente el efecto contrario que tendrá 
este experimento unilateral de nuestro Gobierno. 
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Reitero que estas declaraciones de la OEA no 
son documentos internacionales ni tratados; noso- 
tros estamos atados por lo que hemos firmado y no 
por las declaraciones o los informes de carácter no 
vinculante que pueda tener cualquier autoridad y 
mucho menos ahora, que empezamos a recurrir a 
todos los ex-Presidentes —con quienes hemos discre- 
pado desde todo punto de vista— porque parece que 
coinciden con nosotros en este tipo de diagnóstico. 
Sin embargo, no nos estamos respaldando en los te- 
mas sobre los que los Presidentes actuales, que ejer- 
cen la autoridad y la soberanía de nuestros países, ni 
siquiera han sido consultados. ¡Nos llenamos la boca 
con la Unasur! Puedo decir que tengo todos los docu- 
mentos, los de cooperación, los respectivos a la dro- 
ga, las últimas resoluciones, etcétera, pero la actitud 
del Gobierno uruguayo es absolutamente unilateral. 
¿Cuándo se consultó a la señora Dilma Rousseff o al 
Gobierno brasileño? ¿Y al Gobierno argentino? ¿O al 
Gobierno venezolano? Menciono a este último para 
entrar en la acumulación por sublemas y no mencio- 
no al Gobierno paraguayo porque ahí probablemente 
podamos tener alguna discrepancia. ¿Cuándo se con- 
sultó a todos estos Gobiernos? ¡No se los consultó! 
¿Por qué? Porque el Gobierno decidió cortarse solo. 
En consecuencia, ¿de dónde llegan siempre las pri- 
meras observaciones y advertencias? De los vecinos. 
Por ejemplo, el Canciller mexicano nos dijo “Cuidado, 
no se metan en esto”. Me refiero al actual Canciller, 
porque para mirar al pasado estamos de acuerdo. 


Vamos a citar —el Gobierno debe hacerlo- para que 
se impulse una legislación de esta naturaleza que diga 
qué coincidencias tienen los Gobiernos de Brasil, de 
Argentina, de Venezuela, de Bolivia, de Ecuador y qué 
leyes tienen ellos. Ahí se tendrá autoridad para decir 
“Nosotros venimos embarcados en esto”. En realidad, 
ni siquiera se tendrá autoridad para ello porque se 
va a tener que firmar un tratado internacional que 
cumpla o desande el camino de las obligaciones que 
se han asumido en el ámbito de las Naciones Unidas. 
¡Esto me parece muy grave, porque desde el punto 
de vista político y jurídico estamos entregando nues- 
tros antecedentes, nuestra posición, nuestro pasado y 
nuestra tradición! 


Ahora bien, digo esto porque el otro día —no estu- 
ve presente en la Comisión- vinieron algunas autori- 
dades brasileñas que quisieron ser recibidas y hubo 
un lío formal en torno a si había o no versión taqui- 
gráfica, ya que emitieron opinión. Al final, de alguna 
manera algo dijeron y puedo agregar que, más allá 
de todos los temas médicos que he podido recoger 
—debido a asesoramientos a los que me puedo remitir 
e, inclusive, están las propias palabras del señor Se- 
nador Solari y de los Senadores del oficialismo que 
han hablado sobre estos temas-, dicha delegación 
brindó información extraída de la Abead, es decir, la 
Asociación Brasileña para el Estudio sobre Alcohol y 
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Otras Drogas. Los estudios más recientes desarrolla- 
dos por Ferguson han demostrado que la marihuana 
causa un perjuicio en el rendimiento escolar y acadé- 
mico o, como lo dice el doctor Sérgio de Paula Ramos 
—mediante un término muy brasileño que no tiene 
el mismo significado que nosotros le damos en una 
interpretación literal-, “emburrece” a los niños, de 
acuerdo con las fuentes psiquiátricas de la Abead. Di- 
cen que “la marihuana es la puerta de entrada para 
las otras drogas ilícitas: los datos prueban que quien 
usó marihuana por lo menos 50 veces en la vida 
que es un consumo muy bajo- tiene 60 veces más 
probabilidades de involucrarse con drogas ilícitas que 
quien nunca lo hizo. Los usuarios de marihuana tie- 
nen el doble de posibilidades de involucrarse en acci- 
dentes de tránsito. Los usuarios de marihuana tienen 
3,3 veces más desempleo que los no usuarios”. 


Este es un tema que dejamos para una descrip- 
ción objetiva y, sobre todo —vuelvo a insistir—, para 
aquellos aspectos en los que el Estado y el Gobierno 
uruguayos tantas lecciones nos han dado sobre cómo 
regirnos en materia de cooperación internacional y 
con los Gobiernos de la Unasur. Acá no hubo ningu- 
na consulta a los Gobiernos de Unasur ni a ningún 
otro, ni siquiera siguiendo las recomendaciones de las 
dos Comisiones establecidas, sobre todo teniendo en 
cuenta que una de ellas recomienda tener un plan de 
carácter conjunto en materia de represión o, por lo 
menos, de visión en lo que es el narcotráfico. 


Me gustaría insistir en un segundo tema que con- 
sidero muy importante, más allá de que la señora Se- 
nadora preopinante nos hablaba de los economistas. 
Yo respeto mucho a los economistas; generalmente 
hacen el posgrado para demostrar por qué se equi- 
vocaron en la tesis de grado. Más allá de eso, no creo 
que el consumo sea una elección racional; lo ve todos 
los días quien, como nosotros, anda por todos lados, 
en todos los barrios. Hace poco tiempo, un señor de 
veintisiete años me dijo: “Todavía estoy buscando al 
que me inició en la droga cuando tenía diez años”. 
¿Eso es una elección racional? No, lo que sucede es 
que hay una tendencia a un decaimiento de los valo- 
res y de las barreras. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR ABREU.- Se la daré cuando termine mi 
exposición y cuando el señor Senador no esté hablan- 
do por teléfono, porque está muy ocupado. 


Muchos expertos e instituciones que han 
concurrido a este Parlamento a informarnos y 
advertirnos sobre los riesgos que implica legalizar 
la marihuana, manifestaron que el factor que más 
preocupa es el descenso significativo de la percepción 
del riesgo de esta sustancia, principalmente en los 
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adolescentes, que es la edad de inicio del consumo. 
Esto también ha sido planteado por la Sociedad de 
Psiquiatría del Uruguay —no sé qué fuerza tendrá 
frente al informe de los economistas-, cuando 
afirma que el consumo del cannabis podría inducir 
a la pérdida de percepción del riesgo. Su Presidenta 
dice: “Una ley que pretenda regularizar el consumo 
puede dar la impresión de que el mismo es inocuo, 
y eso lo vemos en los consultorios [...]”. También lo 
planteó la delegación brasileña que visitó nuestro 
país, pero —claro- como no es representante de 
Fernando Henrique Cardoso, no hay que darle 
bolilla porque resulta que aquí el problema no es 
a quién representa, sino cómo coincidimos. Me 
hubiera gustado que le hubieran preguntado a Dilma 
Rousseff qué opinaba de esto. ¿Alguien le preguntó? 
No tengo la visión oficial de Unasur ni del Gobierno 
brasileño —que tiene destinados U$S 2.000:000.000 
en un plan específico para combatir la droga— cuyos 
representantes vinieron a nuestro país y nos lo 
advirtieron. Concretamente, los técnicos brasileños, 
que algo saben de este tema, señalaron que cuando 
baja la percepción del riesgo aumenta el consumo, 
y cuando aumenta la percepción del riesgo, baja el 
consumo. 


Pero aunque no hubieran venido estos expertos, 
yo podría decir lo que nosotros hemos vivido, y no 
como un hecho de carácter demostrativo porque 
en estadística hay que manejarse con las muestras. 
Hace quince o veinte días, estando en el barrio Pin- 
tadito, de Artigas, un matrimonio de muchos años 
me decía: «Senador, trasmita allá en Montevideo, a 
los chicos que tienen cuna de oro, a los que pueden 
entrar y salir de la marihuana y de la cocaína, que 
si nosotros recibimos un mensaje permisivo sobre la 
legalización de una de las drogas, tengo que decirle 
a mi hijo cómo me manejo porque ya me está dicien- 
do: “¿Viejo, viste cómo se puede y se puede salir?”. 
Pero lo que no saben es que mis hijos van a empezar 
por la pasta base y no por la marihuana». Eso lo sa- 
bemos y lo vimos y si quienes tienen la responsabi- 
lidad de proteger la salud pública de los habitantes, 
legitiman y permiten el consumo de marihuana, no 
hay que llamarse a engaños: la población y, en es- 
pecial los jóvenes, niños y adolescentes —ahora voy 
a hacer una aseveración muy fuerte—, que son la 
población más vulnerable y en alto riesgo frente a 
las drogas, recibirán esto como un mensaje de luz 
verde. Dirán: “Está todo bien con la marihuana; no 
pasa nada. ¡Miren: —van a decir— hasta el Presidente 
y el ex-Secretario de la Presidencia comentaba cómo 
había experimentado una satisfacción de esta natu- 
raleza por consumirla!”. 


Creo que no podemos seguir en este tema sin asu- 
mir que existe un altísimo nivel de irresponsabilidad, 
porque aquí hay dos paradigmas: el negativo y el po- 
sitivo. Cuando consideramos el tema del tabaco, se 
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lo utilizó como un paradigma negativo. La sociedad 
uruguaya tenía altos niveles de convicción de que fu- 
mar era malo, hacía daño y generaba altos costos en 
la salud. ¿Por qué tenía esa conciencia? Porque des- 
de el cuerpo médico, los especialistas, la dirigencia 
política, los economistas y el Ministerio de Salud Pú- 
blica en forma unánime afirmaron, sin fisuras y con 
convicción, que el consumo de cigarrillo hacía mal y 
que había que avanzar en su erradicación. Este men- 
saje de paradigma negativo es totalmente contrario 
al paradigma permisivo que hoy se impulsa respecto 
de la marihuana. Lo esencial es que se avanza sobre 
la base de un esquema permisivo respecto de esta 
sustancia, totalmente contrario a lo que determinó la 
disminución del consumo del tabaco. ¿Qué vamos a 
lograr con este paradigma positivo —no sé quién dijo 
que se va a utilizar a la sociedad uruguaya como si 
fuera un experimento- y qué efectos tiene la lega- 
lización del consumo sobre el consumo? Aumentar 
el consumo —no solamente de la marihuana, sino de 
la generalidad de las drogas- sí es un efecto puente, 
porque una cosa es hablar del alcohol y del tabaco 
y, otra, es la adicción, el efecto puente y la relación 
en el mercado del aumento del consumo de drogas a 
partir de la marihuana. 


La afirmación de que la legalización de la mari- 
huana trae un aumento del consumo de otras drogas 
no es una apreciación subjetiva. Hay muchos estu- 
dios realizados y me apoyaré en los que llevó a cabo 
la Asociación Brasileña sobre Alcohol y otras Drogas 
que creó una comisión específicamente para dar una 
respuesta científica a esta pregunta. 


En el año 2001 Portugal no liberó la droga, sino 
que transformó en punición administrativa su uso y 
duplicó el consumo de marihuana teniendo, al año 
siguiente, tres veces más dependientes químicos. 


En Estados Unidos -que se ha citado en Sala-—, 
algunos Estados han liberado el consumo de la mari- 
huana y, en consecuencia, duplicaron la dependencia 
y los problemas sanitarios respecto de aquellos que no 
la legalizaron. 


En el Reino Unido se produjo un aumento de to- 
dos los tipos de consumo con cifras abrumadoras. Se 
detectó un aumento del 48 % en los menores de 16 
años, con todos los problemas que vienen de la mano 
del consumo de drogas: abandono escolar, institucio- 
nalización, crimen. Los británicos, que son muy prác- 
ticos —lo conocemos, hasta por razones históricas- hi- 
cieron lo que debían hacer: volvieron a prohibir la 
marihuana. 


La conclusión de los estudios realizados por la 
Abead es contundente: si se liberaliza y aumenta el 
consumo, aumentan todos los problemas derivados de 
él. Entonces, la evidencia internacional indica que la 
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flexibilización va mucho más allá de la marihuana y 
aumenta el consumo de todo tipo de drogas. 


¿Qué nos dice el oficialismo? Que ha adoptado 
la estrategia de separación de mercados. Asumiendo 
que la marihuana es el problema fundamental del 
consumo de drogas en Uruguay, están construyendo 
una respuesta específica para enfrentar el problema 
de esta droga. Pero la evidencia es muy clara: la ma- 
rihuana es la puerta de entrada a otras drogas ilícitas. 
No hay dudas de esto y las estadísticas demuestran 
que quien la consume tiene muchas más posibilida- 
des de pasar al consumo de otras drogas. ¿Qué indi- 
ca esto? Que no es posible hablar de una estrategia 
de separación de mercados. Estamos hablando de 
gente, de ideologías y filosofías que han rechazado 
el mercado hace muchos años, pero parece que esta 
separación hoy, para el mercado, es un objetivo. La 
legalización del consumo de marihuana va a condu- 
cir al aumento de otras drogas, con lo cual aumenta 
el consumo general de drogas, así como también au- 
mentará el narcotráfico, porque el mercado se va a 
expandir. ¿Qué dice el oficialismo, señor Presidente? 
Que esta separación de mercado permitirá una sepa- 
ración entre el narcotraficante y el consumidor, y con 
total transparencia reconoce que esto es una hipóte- 
sis y que ya se verá si se puede lograr o no. Repito las 
palabras de un señor Legislador que en la Cámara de 
Representantes expresaba: “Si no logramos probar- 
lo, la vida nos demostrará que estamos equivocados 
y, naturalmente, nuevamente vamos a analizar a la 
luz de la experiencia lo que ocurre”. Cuando escucho 
frases como esta, señor Presidente, no sé cómo se 
puede encarar porque, en realidad, nuestra sociedad, 
los jóvenes, adolescentes, los niños de este país no 
son una especie de laboratorio social donde experi- 
mentar si tienen razón o no en sus teorías y mucho 
menos seguir afirmando que el ingreso a la droga es 
un proceso exclusivamente racional. 


¿Qué argumentos maneja el Gobierno? Se dice 
que el Estado estará en mejores condiciones para 
entrar en contacto con el consumidor problemático 
de drogas en un marco regulado y desplegar así sus 
mejores políticas sanitarias, que hacerlo en la vida 
clandestina actual. La pregunta que nos hacemos al 
respecto, es la siguiente: ¿no importa que la política 
sanitaria aplicada lleve directamente a un aumento 
del consumo de droga? Parecería que no; lo que im- 
porta es que los afectados figuren en la estadística, 
puedan ser asistidos y puedan ser seguidos. En este 
sentido, me pregunto si una política pública en mate- 
ria sanitaria sobre drogas debería apuntar al objetivo 
central y prioritario de tener menos consumidores. 
La idea de provocar un aumento del consumo para 
tener mejores condiciones de contacto con el consu- 
midor, lleva a que deje de manifiesto mi rechazo a 
políticas de este tipo porque pienso que la solución no 
pasa por estas estrategias. El desafío de una política 
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de drogas es buscar el equilibrio, teniendo siempre 
como objetivo una disminución global del consumo. 
Pero el Gobierno, a falta de datos y de ciencia, confía 
en que creando una fuerte institucionalidad del Es- 
tado va a prevenir el aumento del consumo. Aquí se 
trata de otra visión que tiene el oficialismo y, por lo 
tanto, la terminología no es necesariamente nuestra. 
Según dice un Legislador de Gobierno: “En la vida 
regulada que estamos planificando, el monopolio ab- 
soluto del manejo de la comercialización de cannabis 
queda en manos del Estado. De modo que, cuando 
hablamos de disminuir el impacto del narcotráfico, 
también hablamos de disminuir la presencia de la 
economía ilegal y el lavado de dinero que se mueve 
junto con el narcotráfico”. Me parece que creer de 
verdad que estableciendo un monopolio por ley y una 
fuerte institucionalidad se puede parar el narcotráfi- 
co y el consumo de drogas, demuestra un claro ale- 
jamiento de la realidad. Pero más allá de los actos de 
fe del Gobierno, lo que hacen prever con mucha cer- 
tidumbre las experiencias de otros países es un cre- 
cimiento del mercado ilegal por la simple premisa de 
que el traficante cobrará menos por la marihuana con 
relación a quien paga impuestos y vende en el merca- 
do legal. El Gobierno parece esperar que esto suceda, 
ya que el doctor Calzada ha adelantado “su intención 
de monitorear de cerca el precio del mercado negro 
de la marihuana para competir con él”. Y dijo, ade- 
más, que se bajarán los precios porque “se va a pelear 
por el mercado”, así que aun antes de implementarlo 
ya empiezan a haber figuras sobre la confianza que se 
le otorga a la eficacia del sistema monopólico que se 
está por establecer. 


El señor Senador Michelini me había pedido una 
interrupción, que concedo con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Rosadilla).- Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: en prin- 
cipio, quiero decir que en el Uruguay el consumo de 
drogas es legal y nadie va preso por consumir mari- 
huana. Las sanciones punitivas están dadas al comer- 
cio y al tráfico, pero nadie va preso por consumir ma- 
rihuana. En segundo lugar, señor Presidente, acá se 
trata de clarificar; si en todo lo que dice el señor Se- 
nador Abreu tiene razón, entonces debemos prohibir 
el alcohol, porque todo lo que él dice, si tiene razón, 
se da también para el caso del alcohol. Es más: en las 
discusiones en Estados Unidos en la década de 1920 
se decía que si se permitía el alcohol también se iba a 
ir a otras drogas. Entonces, hay que terminar con el 
alcohol. Ahora bien; ¿por qué se razona con el alcohol 
de otra manera diferente a cómo se lo hace con la 
marihuana? No lo entiendo. Si todos vamos a cuidar 
la salud pública, ¿no cabe preguntarse si el alcohol no 
perjudica la salud pública? Ante esto, surgen algunos 
argumentos de mucho peso, vinculados con la liber- 
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tad de las personas. Pienso en una persona que deci- 
de acompañar su cena con una copa de vino. ¿Acaso 
vamos a prohibir eso a personas adultas? Si alguien 
quiere prohibir el alcohol que lo diga. Las adiccio- 
nes se tratan por otro lado. El razonamiento del señor 
Senador Abreu puede ser acertado y de pronto logra 
convencernos a todos. Entonces, vamos también por 
el alcohol. Sin embargo, eso no dio resultado y todas 
estas cámaras de televisión estarían hoy aquí para ver 
lo que ocurre en el país que dice vamos a prohibir 
el alcohol. Seguramente dirían “Uruguay está loco”, 
“los Senadores se volvieron locos”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Rosadilla).- Ha lle- 
gado a la Mesa una moción para que se prorrogue el 
tiempo de que dispone el orador. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Puede continuar el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, como el camino 
de prohibir el alcohol está cerrado y el de la represión 
de la marihuana también está cerrado porque no da 
resultado, estamos dando estos pasos. De repente tie- 
nen razón en cuanto a que este no es el camino, pero 
entonces pido que se razone sobre este proyecto y no 
se nos den argumentos sobre la salud de la población, 
que todos queremos cuidar. Hay que tener presente 
que no necesariamente el camino es la represión. Es 
más: la represión es un camino inválido, sobre todo 
para el tema de la marihuana. 


Además, señor Presidente —y con esto termino-, 
para muchos de quienes estamos aquí el consumo de 
alcohol tiene cierto atractivo, pero para sectores más 
jóvenes su placer va por otro lado. Entonces hay que 
tener mucho cuidado con la forma en que avanzamos 
sobre este tema, porque no se pueden esgrimir argu- 
mentos que se aplican para una droga que consumen 
los jóvenes y no los aplicamos para otras drogas que 
también consumen los jóvenes pero en mucho mayor 
porcentaje lo hace la gente más veterana. Creo que 
estamos mirando la paja en el ojo ajeno y no vemos 
la viga en el nuestro. Sería bueno que esos dos docu- 
mentos de los que habló el señor Senador Abreu so- 
bre la droga, fundamentalmente uno acerca del cual 
dejó expresa constancia que emanaba de una Comi- 
sión contra el Alcohol y la Droga, se mencionaran 
también con respecto a lo que manifiestan en cuanto 
al alcohol. Creo que resultaría muy positivo que se 
informara en este Parlamento acerca de lo que se dijo 
en esa Comisión sobre el tema del alcohol. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Luis Rosadilla).- Puede 
continuar el señor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Agradezco al señor Senador Mi- 
chelini que haya aclarado que es legítimo consumir, 
es decir, que nos haya recordado lo más básico. Pare- 
cería que estamos en una clase donde se nos recuer- 
da los elementos básicos. 


Por otro lado, nos parece muy bueno el aporte que 
hace el señor Senador Michelini, pero acá estamos 
discutiendo este proyecto que refiere a la legalización 
de la marihuana, es decir que, precisamente, esta- 
mos hablando sobre una adicción. Después se verá si 
al alcohol podemos tratarlo del mismo modo y, tam- 
bién, ver qué se puede hacer con respecto al tabaco. 
Sin embargo, me voy a referir exclusivamente a este 
proyecto de ley, ya que aquí no estamos discutiendo 
otra cosa más que la legalización de la marihuana, 
sosteniendo que, además, va a aumentar el consumo 
y que tiene una tendencia escalera vinculante con el 
tema de la adicción. No estamos tratando otro ámbito 
de la adicción, sobre el que podemos compartir que 
el tema del alcohol puede estar en otra de las cate- 
gorías, pero no en la escalera de las drogas. Se ha 
discutido si es un experimento o no lo es y, como aquí 
las palabras pesan muy poco y la terminología a veces 
no tiene la precisión adecuada, siempre hay alguien 
que interpreta de forma distinta lo que a nosotros nos 
parece algo muy gráfico. 


Este proyecto de ley trata de un experimento uni- 
lateral, y contra toda la evidencia que se ha recogido 
en diversos estudios internacionales, se someterá al 
pueblo uruguayo. Esto dicho más allá de las palabras 
del señor Presidente. 


Me he tomado el trabajo de analizar lo expresado por 
el nuevo mentor y conductor de nuestras orientaciones 
en materia de drogas, señor Soros, el especulador in- 
ternacional número uno del mundo —el capitalista que 
en otros tiempos este Gobierno le hubiera dicho que es 
hijo del salvaje capitalismo bucanero-, que parece que 
ahora es nuestro consejero, junto con Rockefeller. Aquí 
hay un problema de conversión raro o un problema de 
confusión enorme, pero el país no se puede someter a 
ninguna de estas dos cosas. 


Dice el señor Soros: “Somos conscientes de que 
Uruguay va a ser un laboratorio y si la experiencia 
resulta exitosa puede servir al mundo. Todo el mundo 
los va a estar mirando”. ¡Qué emoción me produce 
esto! Es como si ahora pudiéramos reflejar a Adam 
Smith en el ámbito del Gobierno, como si fuera la 
referencia de lo que son los puntos rectores de la eco- 
nomía liberal. 


La organización de Soros viene siguiendo la reali- 
dad uruguaya en materia de drogas desde hace más 
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de dos años, cuando empezó a aportar cierta finan- 
ciación a los movimientos locales prolegalización del 
cannabis. Ya en 2011, la Open Society Foundation 
colaboró con la realización del Debate Nacional sobre 
Drogas, y como lo ha reconocido el vocero de Regu- 
lación Responsable —agrupación que apoya el proyec- 
to de ley promovido por el Gobierno uruguayo-, la 
organización de Soros invirtió US$ 15.000 en aquel 
evento. Desde entonces, la fundación se mantuvo 
vinculada con estas organizaciones, especialmente 
con Proderechos, que ahora integra Regulación Res- 
ponsable. 


Así que cuando el Poder Ejecutivo anunció el 
proyecto de ley de marihuana estatal, la entidad 
internacional canalizó un apoyo económico mucho 
mayor. Regulación Responsable realizó una fuerte 
campaña de publicidad en televisión en apoyo a la 
ley de marihuana que costó más de US$ 100.000 y, 
según Pieri —Presidente de Regulación Responsable-, 
la organización de Soros aportó cerca de US$ 60.000. 
George Soros ofreció al Gobierno financiar una 
evaluación de la aplicación de una ley de liberalización 
controlada del mercado de marihuana en el país. 
La Open Society Foundation está —entre comillas— 
“absolutamente lista para ayudar con evaluaciones 
independientes del proceso”, declaró Pedro 
Abramovay, su Director regional para Latinoamérica 
y el Caribe, de nacionalidad brasileña, seguramente 
integrante del Grupo Fernando Henrique Cardoso. 
Y continúa: “Las evaluaciones harán énfasis en 
la evaluación del impacto en la salud y los niveles 
de violencia que tendría la ley de comercialización 
regulada del cannabis. Nos interesa, una vez que esté 
aprobado el proyecto sobre marihuana, que se ayude 
a hacer una evaluación seria para saber si ese camino 
funciona. Ese tema nos interesa ahora por encima de 
todo: ayudar a hacer una evaluación independiente 
y científica de la experiencia uruguaya”. Esto lo dijo 
Abramovay al diario El País. Y agregó: “El objetivo es 
que se pueda mirar” —insisto en esto para que se vea 
el paternalismo equívoco de los que nos toman como 
laboratorios, con el salvaje capital internacional- 
“dentro de dos o tres años y los uruguayos puedan 
decir si la decisión fue correcta o no”. 


Este es el grado de independencia, de soberanía, 
de esa filosofía tan coherente que ha tenido la iz- 
quierda de este país. ¡O sea que ahora los padres inte- 
lectuales de esta experiencia son Rockefeller y Soros! 


¡Así que los ratoncitos uruguayos estarán en 
el laboratorio de Soros y en dos o tres años nos 
enteraremos de cuál fue el efecto de someter a 
nuestros niños y adolescentes a una oferta más 
abundante, barata y accesible de drogas! 


Cualquier estrategia que no tenga como objeti- 
vo central reducir el consumo es una estrategia que 
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da la espalda a los adolescentes más marginados del 
país. Aquí haré especial énfasis. Con esta estrategia, 
pensada en oficinas y escritorios, visualizando al niño 
y al joven de clase media o alta de Montevideo que 
se puede fumar un porrito de marihuana —tal como 
se ha dicho, porque son los más educados y puedan 
resistirse a la escalera de la drogadicción—, mientras 
paga US$ 30, US$ 50 o US$ 100 en un boliche el fin 
de semana, se lanza una señal terrible para la mayo- 
ría de los niños y adolescentes de nuestro país que 
no tienen la educación, los recursos, ni la contención 
familiar y social necesaria para decir no a las drogas. 
Para atender un problema -—y lo voy a decir bien cla- 
ro- burgués, están afectando la percepción del riesgo 
de las drogas entre los niños y adolescentes de las 
capas sociales más pobres y frágiles de nuestro país y 
agravando el drama social que esto implica para ellos 
y sus familias. Con esta señal permisiva y liberal -—in- 
sisto con la palabra liberal- le dirán, mucho más que 
antes, sí al alcohol, sí a la marihuana y también sí a 
la pasta base y a las drogas más pesadas, porque son 
más vulnerables y no tienen las herramientas nece- 
sarias en la familia, en el barrio o en la escuela, para 
defenderse. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori). 


—Yo puedo entender que un usuario de drogas de- 
fienda la liberalización del consumo, que muchachos 
de 20 años de clase media o sus padres de 40 o 50 
años defiendan con convicción los distintos mitos de 
este mundo progresista, cada quien tiene el derecho 
como decía el señor Senador Michelini- a hacer lo 
que quiera y nadie puede prohibir la libertad indi- 
vidual de consumir drogas. Que la prohibición solo 
empeora el problema, que la marihuana no causa 
dependencia y es un remedio y que el mundo evolu- 
ciona hacia la liberalización son ideas muy liberales y 
simpáticas que pueden ser defendidas por quienes no 
tienen la responsabilidad de proteger la salud pública 
de un país. Pero de ninguna manera puedo aceptar la 
idea de que desde el Estado se privilegie esto como 
una política de salud pública, cuando se trata de ex- 
perimentar en forma irresponsable con los jóvenes, 
los más desvalidos, lo que nos conducirá directamen- 
te a sustantivos aumentos del consumo de drogas y de 
todos los problemas que de él derivan. 


El psiquiatra Ronaldo Laranjeira, coordinador 
de la Unidad de Pesquisa en Alcohol y Drogas de la 
Facultad de Medicina de la Universidad Federal del 
Estado de San Pablo, definió la experiencia urugua- 
ya —tan gráficos como son los brasileños— como uma 
aventura com a próxima geracáo —una aventura con 
la próxima generación—, uma espécie de experimento 
social sem a assinatura de termo de consentimiento 
una especie de experimento social sin tener el con- 
sentimiento de la colectividad—-. Y en portugués más 
explícito: “Es como si una población se tornara coba- 
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yo de un mercado estatal. Si algo parecido sucediese 
en Brasil, tendríamos problemas generalizados”. 


El psiquiatra Sérgio de Paula Ramos, que visitara 
nuestro país recientemente, dijo claramente: “Me pa- 
rece que el capitalismo salvaje ve a Uruguay como un 
gran laboratorio para los negocios. Una puerta para la 
venta legalizada de las drogas. Esos son los hechos, el 
resto es poesía”. 


El New York Times y el Wall Street Journal tam- 
bién consideraron que con esta y otras iniciativas, 
Uruguay se ha transformado en “un laboratorio para 
políticas sociales liberales” y en “una especie de ex- 
perimento liberal”. 


Señor Presidente: yo no me lavo las manos. Yo de- 
mando al Gobierno que escuche, que reflexione y que 
detenga esta locura, aunque sé que no lo va a hacer 
porque ni siquiera están dispuestos a modificar una 
coma de un proyecto de ley que va a tener impugna- 
ciones constitucionales, legales y de toda naturaleza. 
Pero, ¿para qué se van a preocupar si la Constitución 
es apenas un papelito que se tiene en cuenta de vez 
en cuando? 


Con este experimento se está jugando con seres 
humanos, con niños, con familias uruguayas y luego 
de dos o tres años, cuando se llegue a la conclusión 
—tal como se dijo- de que se causó un daño, no habrá 
manera de dar marcha atrás. La legalización de una 
droga produce una mayor oferta y, por lo tanto, expone 
a un número mayor de personas al consumo y a los 
problemas que derivan de este. Y ¿quién se beneficia? 
En primer lugar, los usuarios no comprometidos con 
la salud pública; en segundo término, los idealistas 
defensores del derecho a drogarse; y, por último y 
más preocupante, los grupos de interés económico 
en la explotación de este nuevo negocio. Allí está el 
problema que hace que el debate sobre la marihuana 
deje de ser médico y pase a ser un debate económico 
del salvaje mundo del capitalismo, de la mano de un 
gobierno de izquierda que ha puesto en experimento 
social el pensamiento de los señores George Soros y 
David Rockefeller. En el mismo sentido, algunos de los 
países de las Naciones Unidas que más sufren el flagelo 
de las drogas le han advertido al Uruguay acerca de la 
inutilidad y del riesgo de encarar políticas unilaterales 
en esa materia. ¿Cómo vamos a ignorar que Brasil 
está afectado por una epidemia de crac y que tiene un 
potencial mercado de millones de niños y adolescentes 
en situación de riesgo que, de liberarse el consumo de 
la maconha —como le dicen ellos—, han manifestado 
su enorme preocupación por los efectos que pueda 
producir la legalización de la marihuana en el Uruguay? 
¿No hay una concepción de política de frontera, de 
cooperación, de consulta, sobre cómo puede incidir 
determinada política en el tráfico internacional, en el 
crimen organizado, en todo lo que significa la visión 
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de un Estado que ya tenemos integrado, una patria 
grande sudamericana, pero que resulta que el día 
que tenemos que decidir sobre las adicciones de un 
país, actuamos solos? Vamos a ser coherentes, señor 
Presidente; vamos a tomar la posición en la que la 
financiación y el apoyo que tenemos del señor Soros 
ya es suficiente para que rompamos todas las ligazones 
con nuestros socios del Mercosur, de Unasur y demás. 
Este experimento liberal de un capitalismo salvaje va a 
utilizar a los jóvenes más frágiles y desvalidos, quienes 
no tienen la capacidad de decir no a la droga, y los 
demás se arreglarán. 


Nunca vi un proyecto de ley tan burgués, tan ca- 
pitalista, tan defensor de la clase media alta y tan 
marginado de la sensibilidad frente a los que sufren y 
no tienen siquiera la posibilidad de poder entender lo 
que es una droga. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¡Muy bien, señor 
Senador! 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: quisiéramos 
abordar este tema desde un ángulo que hasta ahora, 
a mi juicio, no se ha considerado para ver si podemos 
hacernos comprender. 


Ante todo, debemos decir que nuestra legislación 
vigente es incongruente; de hecho, permite fumar 
marihuana pero no se puede comprar ni plantar. Esto, 
a todas luces, es una incongruencia que no debería 
existir. No se trata “como han dicho algunos señores 
Senadores y algunas señoras Senadoras- de que acá 
nos alineamos en una cultura prohibicionista unos y 
en una cultura reglamentarista, pero con apertura al 
fin, otros; no me parece que esa sea la forma en que 
haya que dividir los bandos. A mi juicio, señor Presi- 
dente, debemos resolver un tema que está mal legis- 
lado. Creo que el Estado uruguayo hace bien en no 
prohibir el consumo porque eso llevaría a tener que 
crear una cantidad enorme de cárceles ya que, según 
se nos dice, hoy habría más de 20.000 personas con 
adicción a la marihuana, y se calcula en casi 100.000 
la cantidad de consumidores ocasionales. 


Entonces, lo racional es entender que tenemos un 
tema sobre la mesa que debemos ver cómo lo resol- 
vemos. Para ello, el Gobierno plantea un proyecto de 
ley —lástima que no está presente el señor Senador 
Michelini porque creo que ingresaba en la discusión 
que me interesa— que para mí es una mala solución. 
Me afiliaba —y me afilio- a la discusión que se venía 
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generando en la Cámara de Representantes en tor- 
no a distintos proyectos de ley, en la que se buscaba 
solucionar el tema mediante la posibilidad del auto- 
cultivo y de ser muy pero muy duros con el tráfico y 
con el comercio. Me parece que el Estado uruguayo 
no puede tener una incongruencia en su legislación 
diciendo que se puede consumir, pero no se puede 
comprar ni plantar porque eso termina, en definiti- 
va, en “no se puede consumir”. Es más, si a alguien 
que está consumiendo en la calle le preguntan dón- 
de consiguió la marihuana, por cualquier respuesta 
que dé tendría que ir preso. O sea, me parece que el 
Estado uruguayo debería encontrar proyectos comu- 
nes, y se estaba trabajando en eso, en iniciativas que 
se presentaron en la Cámara de Representantes en 
las que se había avanzado mucho en la búsqueda de 
una vía de salida a esa incongruencia legislativa que 
tenía nuestro ordenamiento jurídico permitiendo el 
autocultivo, con el cual estoy de acuerdo. Coincido 
con las iniciativas que en ese sentido había presenta- 
do en la Cámara de Representantes el Diputado Luis 
Lacalle Pou; me parece que eran interesantes puesto 
que concentraban la acción del Estado en el combate 
al narcotráfico y ponían el acento en castigar a quien 
induce al consumo y presiona. Si es como dijo el se- 
ñor Senador Solari al principio de su exposición, que 
gran parte de los adolescentes que comienzan a con- 
sumir marihuana lo hacen por presión del entorno, el 
Estado debería ser muy contundente en la defensa de 
que eso no suceda y en que la droga pueda alejarse de 
los centros de enseñanza, dado que hoy, lamentable- 
mente, está presente en muchos liceos, y hasta en las 
escuelas del país, según se nos ha dicho. 


También se ha expresado acá, muy contundente- 
mente, “la batalla prohibicionista está derrotada, he- 
mos perdido la guerra”. No sé si eso es así; es más, 
no coincido con ese razonamiento muy genérico. Si 
tenemos muchas guerras y muchos frentes, natural- 
mente, no tenemos contundencia donde la debería- 
mos tener. ¿En qué la deberíamos tener? En que no 
haya presión ni lucro a partir de una situación de de- 
pendencia de quien vende sustancias que pueden ser 
adictivas, aunque la adicción no depende únicamen- 
te del tipo de sustancia; no es solamente porque la 
sustancia es adictiva que se genera la adicción, sino 
que hay una personalidad predispuesta a la adicción, 
que se puede dar en muchos otros aspectos, como 
con el alcohol, etcétera. Hay adicciones a miles de 
cosas que no se dan únicamente por la sustancia. 


Durante parte de la mañana y en la tarde de hoy 
se ha querido equiparar la situación del alcohol y de 
la marihuana en términos generales. Creo que la 
gente que tiene que equiparar tiene que decirme si 
entiende que este proyecto de ley que presenta el Po- 
der Ejecutivo es un buen instrumento. Una vez más 
digo: creo que es una mala solución para el problema 
que tenemos en nuestra sociedad. ¿Por qué? Porque 
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¿quién ha dicho que el Estado —las palabras pronun- 
ciadas por el señor Senador Solari en la mañana de 
hoy me han convencido de esto- puede ganar la com- 
petencia de un mercado? ¿Quién nos asegura que el 
Estado va a promover el consumo para poder captar 
el mercado que hoy está cautivo de la actividad ilegal 
y del narcotráfico? 


El artículo 2.” establece lo siguiente: “Sin perjui- 
cio de lo dispuesto por el Decreto-Ley n.” 14.294, de 
31 de octubre de 1974 y sus leyes modificativas, el 
Estado asumirá el control y la regulación de las acti- 
vidades de importación”, etcétera. ¿De dónde vamos 
a importar? ¿El Estado va a importar? ¿Se va a im- 
portar de donde se fabrica? Hice estas preguntas al 
miembro informante, el señor Senador Conde, pero 
no me contestó porque tenía poco tiempo —quiero 
creer que esa fue la razón- y no podía hacerlo. Esta 
es una duda que tengo: ¿de dónde va a importar la 
semilla el Estado uruguayo? ¿Con quién va a nego- 
ciarla? Me lo pregunto, porque aquí no está contem- 
plada una solución que respete la libertad de la gente 
que quiera consumir. No entramos en el fárrago de 
este proyecto de ley; no entramos en la situación casi 
barroca que genera un proyecto de ley que hiperre- 
gula la vida de la gente, al punto tal que establece un 
registro. ¿Para qué se crea un registro? ¿Los fuma- 
dores ocasionales se tienen que registrar porque una 
vez por mes fuman un cigarrillo de marihuana? ¿Esas 
personas tienen que estar en un registro? ¿Cuál es 
el sentido de esto? ¿Me lo puede explicar el miem- 
bro informante? ¿Se va a registrar si usó o no los 40 
gramos? ¿Se va a registrar que compró una vez en 
el año o que le sobró algo de esos 40 gramos? ¿Cuál 
es el dato que el Gobierno considera indispensable 
para tener este registro? Si esto es igual al alcohol, 
como se ha afirmado, ¿por qué no hacer también un 
registro de consumidores? De esto hablaba el señor 
Senador Michelini al hacer uso de una interrupción 
que le concedió el señor Senador Abreu. 


Parecería que el registro hace magia, que de al- 
guna manera puede ejercer algún tipo de acción so- 
bre quien no delinque pero tiene que estar registrado 
porque consume una sustancia que le puede hacer 
mal, según dice el Estado. Entonces, si esto es ver- 
dad, ¿por qué no se procede del mismo modo con los 
consumidores de alcohol? ¿Acaso para comprar una 
botella de vino sería necesario presentar la cédula de 
identidad? ¿La persona que toma una botella de vino 
en un fin de semana tendrá que figurar en un re- 
gistro de alcohólicos? Si es igual que la marihuana, 
¿qué sentido tiene el registro? ¿Qué sentido tiene el 
proyecto de ley? 


No vamos a acompañar esta iniciativa, salvo los 
artículos que establecen la posibilidad del autoconsu- 
mo. No entiendo el porqué de 44 artículos para regu- 
lar algo que no se puede regular. ¿Alguien cree que el 
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registro va a ser un obstáculo para que los menores 
no compren marihuana? ¿Alguien cree que porque 
se adquiera en las farmacias mediante la presenta- 
ción de la cédula de identidad, mañana no habrá un 
comercio de este documento, como alguien mencionó 
en el día de hoy? ¿Alguien cree que un menor no le 
va a pagar a un mayor para que figure falsamente en 
un registro y entre en una farmacia a comprar mari- 
huana mientras él lo espera afuera? ¿No estamos ge- 
nerando algo por exceso de regulación? ¿Dónde están 
los libertarios del Frente Amplio? ¿Se terminaron los 
libertarios del Frente Amplio? ¿Son todos estatistas 
que creen que el Estado es una especie de juez y gen- 
darme que lo puede todo? ¿Acaso creen que el Estado 
tiene el poder de determinar y frenar el comporta- 
miento humano que todos los días vemos en la calle? 


Señor Presidente: ¿alguien cree que por poner un 
artículo en un proyecto de ley, el Estado va a lograr 
que los menores dejen de consumir? ¿Alguien cree 
que los extranjeros no van a venir a usar y a pagar 
a uruguayos para que vayan a la farmacia, queden 
registrados y ellos puedan conseguir marihuana para 
su propio consumo? ¿Alguien cree que eso no va a ser 
así? Me parece que quien lo crea está viviendo, como 
Alicia, en el País de las Maravillas. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR HEBER.- Enseguida se la concedo, señor 
Senador. 


Para mí, todo este proyecto es una gran ilusión. 
Aquí se crea una persona jurídica de Derecho Pú- 
blico no estatal con doce integrantes, para controlar 
estas cosas. Habrá una Junta Directiva de este ente 
regulador, conformada por cuatro miembros; habrá 
una Dirección Ejecutiva, con voz y sin voto; también 
habrá un Consejo Nacional Honorario integrado por 
un representante de los Ministerios de Educación y 
Cultura, del Interior, de Economía y Finanzas, de In- 
dustria, Energía y Minería —es muy importante esta 
Cartera, por la posibilidad de la industrialización de 
la marihuana; esa es la razón por la cual tiene que 
estar—, de la Universidad de la República, del Con- 
greso de Intendentes, de los clubes de membresías, 
respectivamente. Un poco en broma y, también, otro 
poco en serio, le preguntaba al miembro informan- 
te cómo se iban a registrar los clubes de membresía, 
porque va a haber algunos con 45 miembros y otros 
con 15. Recuerden que hay un artículo que dice que 
los clubes de membresía deberán tener un mínimo de 
15 miembros y un máximo de 45. Entonces, ¿van a 
computar del mismo modo a los clubes de membresía 
de 20 miembros que a aquellos que tengan 40? 


Es un disparate, señor Presidente, ingresar en 
este fárrago de artículos de reglamentación de una 
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Comisión Honoraria, cuyo sentido no entiendo. Por 
lo visto, estamos hablando de una Comisión Honora- 
ria que va a aconsejar a la Comisión Directiva y a la 
Dirección Ejecutiva. Realmente, no me parece que 
debamos tener un organismo de esta naturaleza como 
primera experiencia en la materia. ¿Vamos a estar en 
un estado de asamblea permanente? ¿Cómo se va a 
organizar la asociación de autocultivadores? ¿Ten- 
drá una Comisión Directiva? ¿Habrá una asamblea 
de autocultivadores? Y si están los autocultivadores, 
¿por qué no los consumidores ocasionales? ¿No van a 
estar representados también acá? ¡Por Dios! 


Continúo con la lista: también habrá un represen- 
tante de los licenciatarios, que son los que tendrán 
la licencia —el privilegio, lo llamaba el señor Senador 
Lacalle Herrera— para poder plantar en una, dos o 
cinco hectáreas. Supongo que esto se hará mediante 
licitación pública, a la que seguramente se va a pre- 
sentar todo el Uruguay, si es que se trata de un gran 
negocio. 


Me parece que este proyecto de ley no tiene sen- 
tido. Creo que el trabajo que se venía haciendo en 
la Cámara de Representantes era mucho mejor; me 
consta que a los Diputados del Gobierno les costó 
mucho abandonar la idea que venían trabajando para 
afiliarse a un proyecto de un solo artículo enviado por 
el Poder Ejecutivo, que era peor, porque se trataba de 
un gran cheque en blanco para hacer lo que se qui- 
siera. Pero de ahí a regular el tema por medio de 44 
artículos, hay una gran distancia. 


Quiero pensar que las manifestaciones públicas 
de un connotado dirigente político del Frente Amplio, 
ex-Presidente de la República y que ahora es can- 
didato, el doctor Tabaré Vázquez Rosas, en el sen- 
tido de que esto no era suficiente y que tendríamos 
que apuntar también a la regulación de la cocaína 
tema que fue mencionado por el Senador Lacalle 
Herrera—, fue un desliz debido a que un periodista 
hábil lo encerró, lo apretó y no supo qué contestar. 
Quiero pensar que fue así, porque no puedo creer 
que haya dicho esto quien prohibió el consumo de 
cigarrillos en todos los lugares públicos cerrados del 
país, medida que contó con un gran apoyo ciudada- 
no, incluso de los fumadores como yo, que tuvimos 
que buscar nuestros propios espacios para fumar. 
¡Ahora, no! Ahora fumo un cigarrillo electrónico, que 
está prohibido por el Ministerio de Salud Pública, al 
igual que la marihuana. No me pueden vender esto; 
puedo fumarlo y me ha hecho bien, pues hace tres 
años que no consumo cigarrillos. Ahora bien, ¿quién 
es el Estado para decirme qué es lo que tengo que 
hacer? ¿Otro señor burócrata que hizo una carrera 
de empleado público y se sentó un día en una oficina 
y dijo: “Esto está prohibido”? Eso coarta mi libertad 
y estoy hablando de un cigarrillo electrónico que se 
vende en todas partes del mundo. Acá está prohibido, 
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por desconocimiento, porque ese burócrata, en vez 
de estudiar, aprender e informarse, optó por lo más 
fácil: poner un sello y decir “Está prohibido”. Enton- 
ces, yo tengo que ir clandestinamente a un lugar de 
un compañero, hacerle unas señales de luz para ver 
si puede salir encapuchado para venderme un líquido 
que es aceptado en todas partes del mundo, pero está 
prohibido en el Uruguay. ¡Ese Uruguay que prohíbe 
el cigarrillo electrónico es el que presenta esto! ¿No 
hay algo mal en esto? Y Vázquez, que es candidato a 
la Presidencia por el Frente Amplio, dice que no es 
suficiente la marihuana y que tenemos que ir por la 
cocaína, que es una droga dura, que puede ser con- 
sumida, fundamentalmente, por quienes tienen alto 
poder adquisitivo. Yo estoy esperando que llegue un 
proyecto en ese sentido, porque supongo que en el 
Plan de Gobierno surgido del Congreso que el Frente 
Amplio realizó hace pocos días estará escrito, en el 
capítulo relacionado al combate de la adicción a la 
cocaína, la legalización de esta droga. Acá hay gente 
vinculada al Programa del Frente Amplio, y supongo 
que en él habrá un capítulo especial sobre cómo se 
va a legalizar la cocaína, porque se piensa que es la 
mejor manera de combatirla. Creo que está prohibido 
el consumo de cocaína —realmente, no lo sé- y si no lo 
está, deberíamos tener una política diferente a la que 
se piensa aplicar en el caso de la marihuana. 


SEÑOR ROSADILLA.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR HEBER.- Con anterioridad me pidió una 
interrupción el Senador Gallo Imperiale, por lo que 
se la concedo ahora, y posteriormente concederé otra 
al Senador Rosadilla, a fin de poder escucharlos res- 
pecto a mis interrogantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el Se- 
nador Gallo Imperiale. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Le va a contestar 
alguien que no nació en el País de las Maravillas; 
repito que lo que le voy a contestar no es producto 
de haber nacido en el País de las Maravillas, sino 
de haber nacido acá, en el Uruguay, y conocer los 
problemas de acá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Diríjase a la Mesa, señor 
Senador. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
tengo tiempo solo para contestar una de las inquietu- 
des —de entre los varios problemas que el señor Se- 
nador ha planteado y que le preocupan mucho-: la 
referente al tema del registro. Quiero decirle que la 
ley encomienda... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Diríjase a la Mesa, señor 
Senador. 
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SEÑOR GALLO IMPERIALE.- La ley encomienda 
al Ircca el desarrollo del sistema de registros. Creo 
que es muy clara en este sentido, pues establece las 
medidas para que no se realice producción exceden- 
taria. Quiere decir que el sistema producirá en fun- 
ción de la demanda identificada. Quiero recordar que 
el sistema de registros fue inducido por el Centro de 
Farmacias del Uruguay y la Asociación de Farmacias 
del Interior, que fueron a la Comisión a plantear que 
estaban en condiciones de vender el producto, funda- 
mentalmente, porque contaban con un sistema infor- 
mático en red —que fue financiado con un préstamo 
del BID- en todo el país. Este sistema tiene la ventaja 
de que cuando se va a comprar marihuana a una far- 
macia queda registrado en la red la fecha y el volu- 
men de lo que se va a consumir. O sea que si la misma 
persona se dirige a otro lugar, también allí estará re- 
gistrado el consumo hasta ese momento. Además, el 
registro se hará solamente con cédula de identidad o 
pasaporte, por lo que está absolutamente fuera de las 
posibilidades lo planteado por el señor Senador He- 
ber en cuanto a los ciudadanos extranjeros. La res- 
ponsabilidad de eso la tienen los propietarios de las 
farmacias, que creo que en el país han demostrado 
una seriedad absoluta en materia comercial. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: en unos 
instantes concederé la interrupción al Senador 
Rosadilla, porque creo que esta intervención del señor 
Senador Gallo Imperiale merece una contestación. 


Sé que el señor Senador Gallo Imperiale es un 
gran Senador y un hombre muy vinculado a lo mé- 
dico, pero me asombra su credulidad acerca de que 
va a haber un registro por el que parecería que los 
farmacéuticos van a saber si después se va a volver 
a vender la marihuana que se compre. Digo con todo 
respeto que eso me parece de una inocencia, de una 
credulidad tal, que me preocupa. No se puede pensar 
que los menores no van a comprar en la farmacia por- 
que un artículo dice que no pueden hacerlo. Habrá 
miles de personas mayores dispuestas a registrarse 
en las farmacias y a vender en la esquina lo que han 
comprado. ¡Por favor! 


El Senador Gallo Imperiale dice que no nació en 
el País de las Maravillas, ¡Sí; sí, él nació en el País 
de las Maravillas porque no gobernaban ustedes, sino 
que gobernábamos nosotros! ¡Ese sí era el País de las 
Maravillas, no el de ahora! 


(Dialogados). 


(Suena la campana de orden). 
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—¡País de las Maravillas! Me parece que creer en 
el registro como algo mágico y que habrá una trazabi- 
lidad de las personas que permitirá saber qué hacen 
en la segunda o en la tercera cuadra, ¡es una gran 
ilusión! En realidad, todo el proyecto es eso: creer 
que esto se va a cumplir. ¡No se va a cumplir nada! 


Por otro lado, nada se me dice de la propuesta 
del doctor Vázquez de hacer un proyecto similar so- 
bre la cocaína. Espero que aquí se me diga: “Fue 
un error, lo apretaron, se equivocó”, como le pue- 
de pasar a cualquiera; espero que el doctor Vázquez 
diga: “Me equivoqué, me apretó, y dije que también 
vamos a hacer lo mismo con la cocaína”. Sin inmis- 
cuirme en la elección interna y tratar de inclinar la 
balanza a favor de la Senadora Constanza Moreira 
en esa lucha, me parece que lo mejor que puede ha- 
cer un candidato para sacar de la discusión el tema 
de que se va a regular el consumo de cocaína en un 
proyecto similar a este, es reconocer que hubo un 
error. ¡Por favor! 


Le debo una interrupción al señor Senador Rosa- 
dilla, a quien se la concedo con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa advierte al se- 
ñor Senador Heber que le restan tres minutos para 
finalizar su intervención, por lo cual entiende que lo 
más práctico es considerar una moción para que se 
prorrogue el tiempo de que dispone. 


(Apoyados). 

Se va a votar. 

(Se vota:) 

25 en 26. Afirmativa. 

Puede interrumpir el señor Senador Rosadilla. 


SEÑOR ROSADILLA.- Gracias, señor Presidente; 
gracias, señor Senador Heber. 


Como le consta al señor Senador Heber, señor 
Presidente, sigo todas las intervenciones con la ma- 
yor atención posible y le pedí la interrupción porque 
estaba confundido, ya que en un momento tenía 
ganas de aplaudirlo, pero me hacía arrepentir a los 
veinte segundos. Pero si en ese momento estaba con- 
fundido, después, cuando refiriéndose a la interven- 
ción del señor Senador Gallo Imperiale en relación a 
la época en que había vivido dijo: “ahí gobernábamos 
nosotros”, ya mi confusión se fue por encima de la 
estratósfera; ya no tenía forma de volver a cauce. 


Hizo un discurso —nos pidió discursos libertarios, 
y a mí casi me miraba cuando ocurrió eso- en el que 
hablaba de los burócratas que resuelven por uno. 
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Cuando habló del cigarro creo que dijo que apoyaba 
las medidas restrictivas que se habían impuesto en su 
momento, pero cuando se refirió al cigarro virtual se 
quejaba porque alguien se había metido con el tema. 
Después se puso del otro lado del mostrador y con 
respecto a aquellos que prefieren otras sustancias se 
hace cargo él de decirles que no. O sea que no es para 
todos igual; no es que cada cual hace lo que quiere, 
sino que el Estado tiene que hacer algunas cosas. 


Después nos dice: “¿Quién le va a hacer caso a 
esto?”. Yo veo todos los días, por ejemplo, gente que 
cruza la calle con luz roja; con ese criterio saquemos 
las luces, porque hay mucha gente que no respeta 
los semáforos, que no le hace caso a la luz roja ni a 
la verde ni a la amarilla, no le da corte a nada. En- 
tonces, no generemos ningún tipo de normas legales 
ni reglamentarias porque hay muchas personas que 
hacen lo que quieren. Seguramente esta iniciativa 
no va a convertir al país de la noche a la mañana 
en nada, pero tiene un sentido, un contenido y un 
destino que seguramente iremos mejorando, porque 
lo iremos perfeccionando con un conjunto de nomas 
que seguramente habrá quienes las respeten, como 
se respetan otras muchas. Si el criterio fuera no dic- 
tar normas porque algunos, unos cuantos o muchos 
no las van a respetar, no tendríamos ninguna norma, 
porque eso pasa todos los días en todas partes, con 
cualquier norma, de cualquier tipo. 


Gracias, señor Presidente; gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto; después con- 
testaré las afirmaciones que acaba de hacer el señor 
Senador Rosadilla sobre mi intervención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Brevemente y 
muy a mi pesar, señor Presidente, considero que co- 
rresponde señalar que cuando mencioné el artículo 
85, numeral 17), incurrí en un error en el razona- 
miento que formulé a partir de esa lectura. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- La verdad es que no pude se- 
guir el razonamiento que hizo el señor Senador Ro- 
sadilla; quizá después lo podamos conversar para afi- 
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narlo un poquitito más porque, verdaderamente, no 
logré comprender qué es lo que no entendió. 


Lo que estoy diciendo es que este proyecto es de 
difícil comprensión. He formulado preguntas que no 
se me contestan, que quedan en el aire, y los miem- 
bros informantes que están a favor del proyecto no 
me responden. Por ejemplo, pregunté por qué se per- 
miten hasta seis plantas para el autocultivo. ¿Quién 
dijo que para el autocultivo se precisan seis plantas? 
¿Hay algún estudio al respecto? ¿Por qué no tres, o 
diez? No tengo respuesta y me gustaría que alguien 
me explicara si son seis plantas por determinada ra- 
zón. ¿Es así, de esa manera, que tenemos que regular 
el autocultivo? ¿O es una manera de decir que deje- 
mos quieto el autocultivo para concentrarnos en el 
comercio, que es donde hay lucro y una organización 
que está armada, que tiene plata y que nos ha ganado 
esa batalla porque nosotros estamos persiguiendo al 
consumidor ocasional? ¿Es ahí donde tenemos que 
ir? No. El Estado tiene que ir a combatir a la orga- 
nización que nos está imponiendo la droga. Es ahí 
donde tenemos que estar fuertes y preocupados. 


¿Va a haber inspectores para ir a cada uno de 
los domicilios a averiguar cuántas plantas tiene una 
persona? Y si descubre que alguien tiene siete plantas, 
¿le va a decir: “como usted tiene siete plantas, pase 
por el Juzgado para aclarar con el Juez por qué tiene 
una planta de más”? No entiendo el razonamiento del 
Poder Ejecutivo en este sentido. 


El proyecto de ley establece un límite de 480 gra- 
mos. ¿Van a ir inspectores con una balanza a pesar? 
También se dispone que en los clubes de membresía 
puede haber hasta 99 plantas. ¿Alguien cree que al- 
gún inspector va a contarlas? ¡Por favor! ¡Ni las cuen- 
ta! ¿Qué ejército de funcionarios públicos tendremos 
que tener para inspeccionar todo esto? Muchos más. 
A no ser que este proyecto de ley tenga como finali- 
dad meter gente, por ejemplo, del Mides, cuyo titular 
se encontraba recién en la Barra. Quizás esta pueda 
ser una forma de que el Mides dé trabajo: emplear a 
toda esa gente para que sea inspectora en los domi- 
cilios de cada uno de aquellos que se registran. Pero 
también van a estar los que no se registren y, además, 
los que vayan a las farmacias con cédulas. ¡Por favor! 
¡Están haciendo un mal proyecto de ley! 


Creo que se equivocó el Poder Ejecutivo al irrum- 
pir con esta iniciativa en una discusión parlamen- 
taria que se venía dando bien, que venía generando 
consensos; se estaba dando una discusión seria entre 
Diputados de todos los partidos políticos y se estaba 
arribando a un proyecto de ley que buscaba resolver la 
incongruencia, y el Poder Ejecutivo irrumpe con ese 
artículo único, con el que quiere tener todo el mono- 
polio en sus manos como muy bien lo dijo el señor 
Senador Lacalle Herrera—: el comercio, la plantación, 
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las licencias, la distribución, el camión, el quiosco, y 
después la farmacia para que se pueda vender el pro- 
ducto, siempre y cuando haya un registro que estará 
en el Instituto de Regulación y Control del Cannabis, 
que se crea en esta iniciativa, compuesto por quince 
integrantes. Realmente, señor Presidente, es un mal 
proyecto de ley, un mal instrumento. Reconocemos el 
problema. 


Acá hay un tema de libertad individual. Me decía 
el señor Senador Abreu -y es verdad- que no está 
prohibido el consumo de ninguna droga. Eso es bue- 
no aclararlo. Pero la comercialización tiene que ser 
duramente cuestionada, duramente combatida. 


La señora Senadora Constanza Moreira decía que 
no tenía que haber mano dura, señor Presidente. 
¿Cómo no? ¡Tiene que haber mano durísima al 
narcotráfico! ¡El narcotráfico es una organización 
que lesiona nuestro entramado social; es veneno! 
No estoy hablando de quien consume, sino de 
quien impone una droga, de quien la impone en el 
liceo, e incluso en la escuela —lamentablemente-, y 
tenemos testigos que avalan que esto sucede. Ahí no 
tenemos que ser duros; ¡tenemos que ser durísimos 
con quien está ganando plata al meter a nuestros 
muchachos en algo por presión social e, incluso, por 
violencia física! ¡Tenemos que ser durísimos en eso, 
señor Presidente! 


SEÑOR SOLARI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Gracias, señor Presidente; gra- 
cias, señor Senador Heber. 


Quería hacer una precisión con respecto a este 
famoso instrumento de que dispondrían las farmacias 
para poder rastrear a cada consumidor. Recordarán 
que en la mañana de hoy, en mi intervención, afirmé 
que una persona podía comprar 40 gramos de mari- 
huana en una farmacia, y luego ir a otra y volver a 
comprar sus 40 gramos, porque el sistema de infor- 
mación que ha sido desarrollado por la Asociación de 
Farmacias no está operativo, no ha sido probado. Y 
entre un sistema informático que ha sido desarrolla- 
do pero no ha sido probado y lo que se necesita para 
controlar el cumplimiento de este proyecto de ley, hay 
una diferencia muy grande. 


Me remití recurrir entonces a la versión taqui- 
gráfica de la sesión de la Comisión de Salud Públi- 
ca a la que concurrieron los representantes de la 
Asociación de Farmacias. En esa instancia, el Pro- 
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secretario del Centro de Farmacias, señor Fernando 
Cabrera, dijo: “Lo cierto es que hoy tenemos una 
plataforma que asegura la trazabilidad y la transpa- 
rencia de todo medicamento que se distribuye en el 
país pero, al mismo tiempo, no tenemos absoluta- 
mente nada, en el sentido de que no hemos recibi- 
do ningún aporte que nos permita demostrar lo que 
hacemos, por sobre todas las cosas, con el conjunto 
de garantías que estamos en condiciones de brin- 
dar”. Pero como esa no era una respuesta muy clara 
con respecto a la capacidad de hacer este control, 
el señor Senador Moreira le formuló nuevamente la 
pregunta. Entonces dijo: “Y como si esto fuera poco, 
después de la implementación del Sistema Nacional 
Integrado de Salud” —de lo cual hace seis años, me 
permito agregar— “nos preparamos, buscamos ase- 
sores, apoyos, y generamos una plataforma” -infor- 
mática— “que permitiera dar ese tipo de trazabilidad 
a la medicamentación, en aquel momento sin pen- 
sar en marihuana, sino simplemente para cumplir 
con nuestra función. Por suerte, nos apoyó el BID y 
mucha gente. Hoy tenemos la plataforma y también 
esperamos el apoyo del Gobierno, pero no solo por la 
marihuana, sino también para combatir el mercado 
gris y por el medicamento ambulatorio”, o sea que la 
plataforma no está funcionando. 


Y por si quedaran dudas con respecto a esta inca- 
pacidad, lo dice finalmente el señor Cestau, Geren- 
te de la Asociación de Farmacias del Interior, quien 
señaló: “Quiero resaltar que nosotros tenemos una 
herramienta que no es poca cosa, nos ha costado mu- 
cho trabajo, ha significado mucho sacrificio —hemos 
tenido un perfil muy bajo—, pero lamentablemente, la 
tenemos allí y no podemos usarla. Quizás no podamos 
usarla nunca, lo que significará el fin de la farmacia 
comunitaria, de la farmacia de familia”. 


De manera que en este momento no hay tal ins- 
trumento disponible para controlar lo más sencillo. 
Hoy, una persona, Juan Rodríguez, digamos, con cé- 
dula de identidad número tanto, puede mandar un 
giro por Abitab a otra persona, Juana Rodríguez, por 
ejemplo, y ella lo recibe en otro lado; eso hoy puede 
hacerse. Sin embargo, actualmente las farmacias no 
pueden saber si Juan Rodríguez, que compra aquí, 
hoy de mañana compró allá. 


Muchas gracias, señor Presidente; muchas gra- 
cias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR CONDE.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 
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SEÑOR HEBER.- Me han solicitado interrupcio- 
nes los señores Senadores Rubio y Conde, a quienes 
se las concedo en ese orden, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: cuando en 
este Parlamento se planteó la reforma tributaria, se 
dijo: “Eso es imposible; estamos en contra desde el 
punto de vista filosófico y es irresoluble desde el pun- 
to de vista técnico”. Sin embargo, ahí la tienen, y aho- 
ra ni siquiera dicen que van a derogarla. 


(Dialogados). 


—Algún sector queda, pero ahora ya no hay tantos 
como había al principio. 


Cuando se planteó que íbamos a incorporar la tra- 
zabilidad ganadera, nos dijeron que eso era tremen- 
damente complejo. Sin embargo, allí está. Y no solo 
está, sino que se va a realizar la trazabilidad de un 
conjunto de productos, porque no hay mejor forma de 
proteccionismo planteada por los países desarrollados 
y algunos otros— que la trazabilidad, sobre todo por 
los problemas relacionados con los impactos ambien- 
tales. 


En este asunto sucede exactamente lo mismo. Se 
puede estar en diferencia con los otros, pero no se 
puede suponer que somos tan tontos. ¡No somos tan 
tontos, señor Senador Heber! Vamos a reglamentar 
esta ley y vamos a instrumentar un sistema... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Diríjase a la Mesa, señor 
Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Gracias, señor Presidente, por 
la advertencia. 


Decía que vamos a instrumentar un sistema infor- 
mático que permita hacer el seguimiento. Lo vamos 
a hacer y no va a ser tan complejo desde ese punto 
de vista. 


Por otro lado, existe experiencia comparada que 
demuestra por qué seis y no ocho o nueve. Reitero, 
hay experiencia comparada. Depende de variedades, 
de temas climáticos y de otro conjunto de factores 
pero, repito, existen experiencias comparadas. Esas 
mismas experiencias comparadas demuestran que en 
los clubes que se organicen no se puede pasar de de- 
terminadas cantidades, porque se generan exceden- 
tes que luego se vuelcan y alimentan otros mercados 
que son los que estamos combatiendo. 


Por tanto, no es que este proyecto de ley carez- 
ca de racionalidad; tiene una racionalidad básica. 
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Se puede estar en contra desde el punto de vista 
filosófico; se puede estar en la superrepresión -y no 
solo del narcotráfico—, o en otras filosofías. Nosotros, 
simplemente, no las compartimos y vamos a instru- 
mentar esto. 


Gracias, señor Senador; gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Antes de conceder la interrup- 
ción al señor Senador Conde —quien también me lo 
ha solicitado-, quiero decir que me alegro de que el 
señor Senador Rubio se tenga fe en cuanto a poder 
controlar el tema, así como pasó con el IRPE 


Acá va a haber una ganancia derivada de la venta 
en la farmacia que no sé si el Ministro Lorenzo va 
a querer gravar con el Impuesto a la Renta. ¡Esa sí 
que va a ser una buena renta! Y es factible que por 
medios electrónicos se pueda saber cuál es la ven- 
ta clandestina que habrá de la puerta de la farmacia 
para afuera. 


Realmente, me parece que no es algo viable. 


Con respecto al tema de la trazabilidad, todo el 
mundo estuvo de acuerdo, señor Presidente. Pero, 
¿aquí va a haber trazabilidad de la droga? ¿Acá vamos 
a seguir el consumo de la droga? ¿Cómo se va a esta- 
blecer? Dicen que hay estudios que establecen que 6 
plantas es lo que corresponde si fuma poco. Pero ¿y 
si fuma mucho? ¿Si pegó 10 pitadas y no 5? En ese 
caso, consumió más de una planta. Y con respecto a 
las 99 plantas de los clubes de membresía: ¿cuánto 
fuma cada uno de los 45? Porque si le dan 10 o 20 
pitadas puede pasarse y consumir más, entrando así 
en la ilegalidad. 


Realmente, señor Presidente, uno se lo toma has- 
ta risueñamente —no tomándole el pelo, pero sí ri- 
sueñamente-, porque nos hace gracia decir que está 
bien consumir 480 gramos. Pero reitero las pregun- 
tas: ¿quién fijó 480 gramos o 6 plantas? Y si le gusta 
fumar todo el día y consume 7, ¿qué pasa? ¿Va preso? 


Señor Presidente: estamos en una casuística que 
no puede prever el proyecto de ley; no puede preverla 
el Estado. No debemos ingresar en ese terreno. Ten- 
dríamos que contar con un gran cuerpo inspectivo o 
con cámaras de televisión permanente, tipo el “Gran 
Hermano”, que vigilaran para ver si fumamos un ci- 
garrillo más o plantamos una planta más en el jardín 
o en la maceta de nuestra casa. 


Me había pedido una interrupción el señor Sena- 
dor Conde que con mucho gusto le concedo. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Conde. 


SEÑOR CONDE..- Gracias, señor Presidente. 


El señor Senador Rubio ya ha dado alguna pauta 
sobre las preguntas que hacía el señor Senador 
Heber. 


No quise precipitarme en una información técni- 
ca exhaustiva ya que está pendiente la intervención 
del señor Senador Agazzi que, como todos sabemos, 
es investigador en materia agronómica, y seguramen- 
te podrá aportar datos científicos de toda naturaleza. 


Está claro que la organización de este proyecto gira 
en torno a la idea de la disponibilidad de 40 gramos 
mensuales de sustancia, con un contenido de compo- 
nente activo que va a estar controlado por laborato- 
rios bajo responsabilidad del Estado, con un máximo 
que la reglamentación determinará; se puede esti- 
mar como razonable un máximo de 12 %, o quizás de 
15 %, pues es lo que técnicamente se aconseja. Hoy 
en el mercado hay sustancias con un contenido de 
componente activo de 20 % o 25 %. El hecho de es- 
tandarizar el componente activo implica la posibilidad 
de un aprovisionamiento con garantías para aquellos 
que tengan necesidad de consumir la sustancia. 


Por otra parte, cuando en el escaso tiempo de 
que dispuse me referí al cambio de los criterios de 
interpretación jurídica, recurrí al concepto de la sana 
crítica que, justamente, es lo que se trata de aplicar 
aquí. Me parece que el Juez no va a poder modificar 
una sentencia si, en lugar de un caso de seis plantas, 
se encuentra con uno de siete o de cinco; no va a 
poder entrar a dilucidar una casuística tan afinada 
como la que refiere el señor Senador. Sin embargo, 
justamente, el sistema judicial, la formación profe- 
sional de los Jueces, los parámetros legales que se 
les otorgan y, en definitiva, la práctica forense y las 
conducciones orientadoras de la jurisprudencia les 
van a indicar cómo manejarse frente a esta situación. 
De cualquier manera, este escenario es infinitamente 
más garantista que dejar el tema entregado al mundo 
de la clandestinidad, como sucede actualmente. 


Me pareció extraordinariamente importante que 
el señor Senador Heber reconociera una de las pri- 
meras cosas que dije en mi informe hoy por la ma- 
ñana: que en los antecedentes legislativos de esta 
normativa se había volcado la voluntad de todos los 
partidos de aprobar una ley de autocultivo. Pero me 
permito hacer notar, en medio de esta polémica, lo 
siguiente. ¿Qué ocurre entonces? Legisladores de 
todos los partidos propusieron alguna norma para 
permitir el autocultivo; ¿esto no baja la percepción 
de riesgo, como se ha argumentado aquí? El auto- 
cultivo, ¿no aumenta la disponibilidad de sustancias, 
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como se ha argumentado aquí? El autocultivo, ¿no 
naturaliza la percepción social de la droga, como se 
ha argumentado aquí? El autocultivo, ¿no legitima el 
uso de la sustancia, como se ha argumentado aquí? Si 
todos los partidos estaban de acuerdo en permitir el 
autocultivo, solamente con esta expresión de volun- 
tad esos mismos partidos -sus agentes o sus actores 
políticos- acaban de derrumbar toda la argumenta- 
ción que durante el día de hoy se estuvo esgrimiendo 
en esta Sala. Por tanto, el argumento del señor Sena- 
dor Heber me facilita enormemente la conclusión a 
la que quiero llegar sobre estos temas. 


Finalmente, señor Presidente, en treinta segun- 
dos quiero insistir en una idea, y voy a mencionar 
algunos datos viejos. 


En 1998, durante la sesión de la Asamblea Gene- 
ral de la ONU, los países miembros de las Naciones 
Unidas plantearon como objetivo para 2008 eliminar 
o reducir los cultivos de amapola, coca y cannabis. El 
balance registrado por la UNODC diez años después, 
en 2008, puso de manifiesto lo contrario: la produc- 
ción internacional de opio llegó a más del doble, pues 
aumentó de 4.220 toneladas a 8.900; la cocaína au- 
mentó un 20 % y, de 800 toneladas, llegó a 1.000; la 
producción de cannabis se incrementó un 60 %, y de 
25.000 toneladas pasó a 40.000, mientras que la de 
anfetaminas se mantuvo estable. Con este panorama 
nos permitimos decir que, cuando se nos hacen reco- 
mendaciones sobre políticas que debemos aplicar, se 
tiene que empezar por explicar por qué han fracasa- 
do los que aprobaron estas políticas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: para termi- 
nar, vuelvo a lo del principio. Creo que tenemos que 
resolver la incongruencia jurídica de que no se puede 
comprar ni plantar. Creo que tenemos que poner el 
acento en que no se puede comprar; ese es nuestro 
objetivo, y por eso el autocultivo, señor Presidente. 
No creo lo que dice el artículo 2.” de este proyecto, 
cuando establece que el Estado asumirá el control y 
la regulación de las actividades de importación, ex- 
portación, plantación, cultivo, cosecha, producción, 
adquisición a cualquier título, almacenamiento, co- 
mercialización y distribución de cannabis y sus de- 
rivados; no me parece que sea cometido del Estado 
crear un subsistema que no tiene sentido. Prefiero 
que el Estado no esté en nada de esto y que aquellos 
que consuman puedan plantar para autoabastecerse 
sin ir presos. Si venden, van presos; pero que puedan 
plantar lo que van a consumir me parece que es un 
paso importante para solucionar el problema de la in- 
congruencia, no con una cultura prohibicionista. Lo 
que yo quiero es que seamos muy duros con los que 
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lucran con esto, con las redes, con los que hacen ne- 
gocios, con los que fracturan nuestra sociedad. 


Se ha dicho, señor Presidente —y no se me ha de- 
mostrado; ojalá fuera así- que el consumo del canna- 
bis, de la marihuana, baja el consumo de otras dro- 
gas, sobre todo el de la pasta base. En la tarde de hoy 
se ha cuestionado mucho esa afirmación. ¡Ojalá que 
sea cierto, pero no puedo afirmarlo! Se ha afirmado 
que cuando en el mercado clandestino falta marihua- 
na, crece el consumo de otras drogas. Eso sí se ha 
demostrado, pero no se sabe si hay una vinculación 
porque los efectos que provocan unas y otras drogas 
son notoriamente distintos. Me da la sensación —lo 
digo sin respaldo científico ni de estudio- de que no 
tienen nada que ver, porque alguna es fuertemente 
adictiva. Quizás esto pueda ser cierto para aquella 
población que es propensa a consumir drogas, sin 
importar cuál, pero no sé si el consumidor social u 
ocasional puede sustituir una droga por otra, porque 
creo que son notoriamente diferentes. 


Lo cierto, señor Presidente, es que hay una droga 
que está derrumbando nuestra sociedad, que es la co- 
caína y sus derivados, concretamente, la pasta base; 
nos está deshaciendo la sociedad, nos deshace la fa- 
milia. Creo, señor Presidente, que tenemos que reac- 
cionar como sistema político y como Estado que de- 
fiende los valores que hacen que nuestra sociedad sea 
mejor. Me parece que hoy estamos viendo situaciones 
de enfrentamiento en virtud de estas drogas duras, de 
escaso valor, que están golpeando fuertemente a las 
familias más pobres del Uruguay. Y nosotros tenemos 
que levantar nuestra voz muy firme para combatirlas. 
Cuando en las encuestas -que se han mencionado mu- 
cho hoy de tarde- la gente opina en contra y dice que 
esta es una vía de entrada a otro tipo de drogas, no 
sé si será verdad, pero lo cierto es que así se percibe. 
En los barrios más humildes, la gente está percibien- 
do que quien ingresa a fumar marihuana termina por 
ser adicto a otro tipo de drogas que son más duras y 
más nocivas para la familia. Quizás no sea cierto —no lo 
estoy afirmando-, pero la gente percibe eso; la familia 
humilde de Uruguay está percibiendo esto que yo es- 
toy diciendo, porque es lo que nos trasmiten a nosotros 
cuando recorremos los barrios de Montevideo y de todo 
el país. Nos dicen que la marihuana inicia al muchacho 
en la adicción a las drogas, y que termina consumiendo 
pasta base, robándole a la familia, pegándole a la madre 
o llevando a que esta tenga que denunciar a su hijo a la 
Policía, como estamos cansados de ver. 


Nosotros tenemos que reaccionar, señor Presiden- 
te, como una sociedad que tiene que solucionar su 
incongruencia jurídica, pero que básicamente tiene 
que resolver su incongruencia en cuanto a qué va- 
lores está defendiendo: los valores de la familia, del 
trabajo y la dedicación, en contra de quienes lucran 
con el narcotráfico. Esos tienen que ser los motores 
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esenciales de unidad nacional para defendernos fren- 
te a flagelos extranjeros. 


Es cuanto teníamos para decir. Muchas gracias, 
señor Presidente. 


22) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 10 de diciembre de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia, por razones personales, por el día 11 de 
diciembre hasta las 16.00 horas. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente. 


Danilo Astori. Presidente del Senado”. 


SEÑOR PRESIDENTE... Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-22 en 24. Afirmativa. 


Comunico que durante mi ausencia pasará a ocu- 
par la Presidencia del Senado la señora Senadora Lu- 
cía Topolansky. Por tal motivo, y habiendo presentado 
notas de desistimiento los señores Juan José Domín- 
guez, Andrés Berterreche, Aníbal Pereyra, Gabriel 
Frugoni, Carlos Baldassini, Yamandú Orsi y Daniel 
Garín, informando que por esta vez no aceptan la 
convocatoria a integrar el Cuerpo, queda convocado 
el señor Daniel Montiel, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


23) CONTROL Y REGULACIÓN DE LA 
MARIHUANA Y SUS DERIVADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la discusión 
general del segundo punto del Orden del Día. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: a esta 
altura del debate ya se han dicho muchas cosas y se 
han expuesto muchos fundamentos, por lo que creo 
que queda, principalmente para nosotros, explicar 
nuestra posición política sobre este tema. 


Desde que se encaró el tema de la marihuana 
como proyecto de ley, lo asumimos —tanto en la Cáma- 
ra de Representantes como en la de Senadores- con 
la intención y la apertura de que nos convencieran 
y de poder mejorarlo, tal como lo hemos hecho con 
una cantidad de iniciativas que votamos y que fueron 
propuestas por el Poder Ejecutivo durante todo este 
período de Gobierno. 


Sentimos, sin embargo, que hoy la prioridad del 
país pasa por otro lado; no pasa por la ley de me- 
dios ni por la marihuana, sino por la educación, por 
la seguridad y por otra cantidad de proyectos de ley 
que están esperando ser sancionados. Pero bueno: el 
oficialismo es el que marca las prioridades, porque 
legítimamente puede hacerlo por tener las mayorías 
necesarias; de eso no hay que quejarse. 


En ese camino de apertura para que nos conven- 
cieran, en realidad sentimos que cada paso que se 
daba nos mostraba un gran signo de improvisación. 
Hoy se recordaba que se anunció este proyecto de 
ley por parte del Poder Ejecutivo en una conferencia 
de prensa casi inentendible, en la que participaron 
cuatro Ministros y el Secretario de la Presidencia, y 
en la que, ya de entrada, empezaron a enviar men- 
sajes contradictorios. El entonces Secretario de la 
Presidencia —hoy Embajador en Italia- dijo que había 
consumido marihuana y que, al hacerlo, había senti- 
do paz, cosa rara. Después de eso se nos dijo —y lo es- 
cuchamos- que había que experimentar nuevas vías 
porque el camino de la represión al tráfico y a la venta 
había fracasado. Hoy se recordaba cuando se decía 
que Uruguay era un laboratorio social, pero creo que 
los comienzos del siglo pasado no son comparables 
con esto de la marihuana. ¡Y no tenemos que retro- 
traernos cien años para ver que ya nos han hablado 
de experimentación y, además, vinculada al fracaso 
de la represión! 


En el año 2005, señor Presidente, a los uruguayos 
se nos dijo que la política carcelaria había fracasado 
y que había que experimentar —esto es extraído de la 
exposición de motivos del Poder Ejecutivo- caminos 
de libertad para terminar con los problemas carcela- 
rios del país. ¿Por qué? Porque el sistema había fra- 
casado. Quizás pensando que no podíamos estar peor, 
nos propusieron largar 1.200 presos a la calle como 
manera de experimentar una nueva forma de segu- 
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ridad. ¡Y vaya si experimentaron con los uruguayos! 
¡Vaya si lo hicieron! 


Allá, por aquellos años, en el 2005, ocurrían más 
o menos 500 rapiñas por mes, unas 6.000 anuales. 
El año pasado fueron 17.000 y el señor Ministro del 
Interior acaba de anunciar que está contento por- 
que, por primera vez, el mes pasado las rapiñas se 
ubicaron en 1.000. Con ese experimento duplicaron 
las rapiñas en el Uruguay, y también aumentaron los 
homicidios. Pensaron que no se podía estar peor: ex- 
perimentaron con la seguridad pública y causaron un 
destrozo. Y ahora nos proponen experimentar con la 
marihuana y la droga. 


Entenderán, creo yo, nuestra aprensión frente a 
este nuevo experimento que se propone en el Uru- 
guay porque, además, señor Presidente, esto se hace 
en un alegre jolgorio. Eso es quizás lo más preocupan- 
te, porque hoy la percepción en la comunicación es 
que la marihuana no es mala. El daño ya está hecho. 
Se confunde progreso con transgresión; se piensa que 
hacer algo distinto, cometer una transgresión, es algo 
progresista. No; puede serlo como puede no serlo. No 
alcanza con hacer algo distinto para que sea bueno; 
quizás puede ser peor. Y esa es, a nuestro juicio, una 
de las peores cosas de este proyecto de ley. Antes de 
cambiar hay que analizar. 


No alcanza con la represión, nos decían, y libera- 
ron 1.200 presos, provocando lo que provocaron. El 
propio Ministro del Interior experimentó reciente- 
mente en los estadios de fútbol: resolvió que la Policía 
no ingresara, mientras él y su mujer -según recono- 
cieron- regalaban entradas al Estadio a los barrabra- 
vas para que presenciaran los partidos de Uruguay. 
Vimos hace algunas semanas en el televisor el resul- 
tado de la experiencia de que la Policía no ingresara 
al Estadio. No se puede experimentar con esto; son 
cosas demasiado serias e importantes como para ex- 
perimentar. 


La sensación que nos queda —quizás sea solo una 
sensación- es que hay un reconocimiento del fracaso 
en la gestión. Como no puedo con el sistema carcela- 
rio, libero presos; como no puedo combatir el narco- 
tráfico, lo legalizo. Me parece que ese no es el cami- 
no. La incapacidad en la gestión no debe ser nunca la 
excusa para no hacer aquello que se debe hacer. 


En los años 2005 y 2006, cuando se aprobó la ley 
de liberación de presos, también se nos dijo a quienes 
advertíamos sobre estos experimentos que, en rea- 
lidad, estábamos generando alarma pública y anun- 
ciando calamidades varias en caso de aprobarse la 
iniciativa, instalando de ese modo en la comunidad 
la idea de que el Gobierno se proponía liberar a los 
peores delincuentes, y que todo eso lo hacíamos por 
espurios intereses políticos. Creo que no era así; lo 
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que se hacía desde nuestro partido —-en ese entonces 
no era Legislador— era advertir sobre las consecuen- 
cias, tal como lo hacemos hoy. 


En el proceso que desemboca en esta iniciativa, 
además, hay algunos puntos que nos llevan a una pre- 
ocupación muy grande. 


Recién mencionaba cómo fue el comienzo: esa 
conferencia de prensa con el Ministro de Defensa 
Nacional, el Ministro del Interior, el Secretario de la 
Presidencia y el Ministro de Desarrollo Social para 
presentar lo que llamaban “Estrategia por la vida y 
la convivencia.” Se trataba de un documento mal re- 
dactado —-me animaría a decir que su redacción era 
casi la de un trabajo liceal, pero de uno malo-, donde 
se proponían una cantidad de medidas, entre ellas lo 
que se llamó la legalización de la marihuana. En ese 
momento —no sé si lo recuerda, señor Presidente- se 
nos dijo que quien iba a cultivar la marihuana era el 
Ejército. No sé si recuerdan eso —porque ahora la par- 
ticipación del Ejército no está más-—, pero se nos dijo 
que iba a ser el Ejército el que se iba a dedicar a cul- 
tivar la marihuana. Solicito que entienda, señor Pre- 
sidente, las aprensiones que podemos tener quienes, 
sin participar, observamos atónitos estas propuestas, 
que luego se van dejando de lado. Enseguida, cuan- 
do se les preguntó cómo iban a hacer para controlar 
que alguien no comprase más cigarrillos de los que 
le corresponden, la respuesta fue formidable: “Van a 
tener que presentar las colillas.” ¡Las colillas! ¡Imagí- 
nense! ¡Hay que cargar una bolsita e ir guardando las 
colillas para presentarlas! ¡Con cédula y devolviendo 
las colillas! Todos esos anuncios que se hacían daban 
la sensación de que era todo una gran improvisación. 


Después apareció lo de las farmacias. Bueno, se 
va a vender en las farmacias, pero los empleados no 
quieren vender marihuana. Bastante lío tienen hoy 
en muchos barrios de Montevideo, porque deben ins- 
talar rejas y atender a través de una mirilla, como pa- 
saba en épocas antiguas en los boliches de campaña, 
para encima tener que encargarse de los que le van a 
comprar droga. Imagínense a la mujer que está aten- 
diendo la farmacia y resulta que le van a ir a comprar 
la marihuana. Coincidentemente, se dicta un decreto 
que regula la actividad de las farmacias y la cantidad 
que puede tener cada propietario; de vuelta, parece- 
ría ser solo una coincidencia. 


Obviamente, en medio de todas estas propuestas 
se atrajo a la prensa mundial, pero no porque esto 
fuera muy bueno, sino porque esto es distinto y lo 
distinto -de nuevo- puede ser bueno como puede ser 
malo. Hoy escuché decir varias veces que somos no- 
ticia en el mundo; claro que somos noticia, pero si 
en el Uruguay hubiera un terremoto o un tsunami 
también seríamos noticia. El tema no es ser noticia, 


226-C.S. 


sino ser una buena noticia; el asunto es el contenido 
del proyecto que estamos aprobando. 


Todas esas idas y vueltas provocaron, además, esa 
sensación de imprevisión, a lo que se agregó después 
el fundamento de que la marihuana iba a ser el sus- 
tituto de la pasta base. Desde el Poder Ejecutivo tam- 
bién se dijo que la marihuana iba a ser el sustituto 
para combatir la pasta base; después vino la Sociedad 
de Psiquiatría y dijo que eso no tenía nada que ver, 
que era como si a un alcohólico le dieran un cigarrillo 
de tabaco. No tiene nada que ver. 


Así veníamos avanzando, con todas estas dudas y 
con la intención de estudiar el proyecto, cuando se 
produjo la reunión del señor Presidente de la Repú- 
blica con el señor Soros y el señor Rockefeller en los 
Estados Unidos. Previamente habíamos visto unos 
avisos en la televisión, muy bien hechos, en horario 
central, en el horario del noticiero, muy costosos, y 
nos llamaba la atención quién podía estar financián- 
dolos. Y bueno, a partir de ese viaje nos enteramos de 
que quien financiaba esos avisos era el señor Soros, 
un financista, especulador, capitalista, propulsor del 
consumo, originalmente húngaro pero ahora instala- 
do en Estados Unidos. Para mejor, el Presidente de 
la República viajó a ese país a reunirse con el señor 
Soros, quien dijo —y el Presidente aceptó- que el Uru- 
guay era ideal para funcionar como un laboratorio, 
para hacer un experimento que, si era exitoso, se po- 
día replicar en otros países. O sea que el señor So- 
ros, que además es accionista de Monsanto —aunque 
Monsanto dice que no se va a dedicar a la semilla de 
la marihuana—, parece que financia —porque es un 
hombre dadivoso, que hizo su fortuna haciendo caer 
nada más ni nada menos que al Banco de Inglaterra— 
los avisos para hacer el experimento de la marihua- 
na en el Uruguay. Y otra coincidencia: es accionista 
de Monsanto. Como muy bien dijo el señor Senador 
Abreu, la Open Society Foundation, fundada y presi- 
dida por Soros, aceptó públicamente que era ella la 
que pagaba los avisos en el Uruguay. 


¡Cuánto ha cambiado el mundo! Ahora el 
Gobierno del Frente Amplio está proponiendo una 
ley apadrinada por el señor Soros, con una campaña 
financiada por el señor Soros. ¡lmagínense lo que 
hubieran dicho de nosotros hace quince años si 
hubiéramos hecho el 20 % de esto! ¡Las cosas que nos 
hubieran dicho! Me acuerdo de que cuando me tocó 
trabajar en la concesión del aeropuerto de Carrasco, 
esa obra maravillosa que ahora tenemos, “vendepa- 
tria” fue lo menos que me dijeron. También me tocó 
ir el día que se subastó en la Bolsa de Valores de Mon- 
tevideo la Terminal del puerto de Montevideo y ganó 
la Terminal Cuenca del Plata. ¡Estábamos rodeados! 
¡Nos gritaban! ¡Nos insultaban porque habíamos he- 
cho un llamado y estábamos haciendo un remate pú- 
blico para que viniera un inversor! ¡Y ahora estamos 
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aprobando una ley con el apoyo de Soros y de nada 
más ni nada menos que de David Rockefeller! ¡David 
Rockefeller! ¡Es increíble! Y fíjense lo que dice la cró- 
nica: «Mujica recibió la bendición de ambos magna- 
tes George Soros y David Rockefeller— que a través 
de distintas fundaciones promueven la liberalización 
de la droga y apoyan el “experimento” o “laboratorio” 
que el Gobierno realizará con la regulación del mer- 
cado del cannabis a partir de la producción por parte 
de privados con autorización del Estado y su venta 
controlada en farmacias. 


David, de 98 años, es el patriarca de la familia 
y nieto del multimillonario John D. Rockefeller, 
fundador de la Standard Oil». ¿Se acuerdan cuando 
hablábamos contra la Standard Oil? ¿Se acuerdan? 
Pido disculpas, señor Presidente, pero esto tenemos 
que decirlo. El Presidente uruguayo fue a ver a 
Rockefeller a su mansión y le dijo: “Venir a verlo 
a usted es para nosotros como cruzar el Rubicón, 
porque usted es el símbolo de una realidad, y 
nosotros siempre reconocemos las realidades”. Eso lo 
dijo el Presidente de Uruguay. Tanto a Soros como 
a Rockefeller, Mujica les aclaró que su proyecto es 
un experimento que se puede hacer en el Uruguay 
gracias a sus dimensiones. 


¿La revolución era esto?, ¿la revolución era esto, 
Presidente? Antes se marchaba con el Che por la tie- 
rra; ahora se marcha con Rockefeller y Soros por la 
marihuana. ¿Esa es la consigna? ¿Esa fue la revolu- 
ción? ¿Marchar con Rockefeller y Soros por la mari- 
huana? ¿De eso se trataba? ¿Ese era el objetivo, el 
fin? ¿Abrazarse con Rockefeller y Soros por la ma- 
rihuana y después entrar en el “cholulismo” de las 
cámaras, de la CNN, la BBC, que nos pone los focos 
y dice: “¡Uruguay! ¡lúruguay!”, porque estamos con 
la marihuana? 


La semana pasada el Presidente de la República, 
además, reconoció que es un experimento, porque le 
pidió al mundo que nos ayude con el experimento 
de la marihuana. Se pueden imaginar la aprensión 
que nosotros tenemos, porque si se le está diciendo 
al mundo “Ayúdennos con la marihuana” es porque 
nosotros no debemos poder. Y lo peor: se nos dijo, 
por parte del señor Presidente de la República: “Si 
no funciona el experimento, yo meto marcha atrás”. 
Esto no tiene marcha atrás, señor Presidente. ¿Se le 
va a dar cuarenta cigarrillos de marihuana por mes 
a un uruguayo durante dos o tres años para probar? 
Además, se crean clubes de membresía para que se 
junten ahí y les permiten que planten en el fondo de 
sus casas. Pero dentro de tres años, al que se con- 
sumió los cuarenta cigarrillos por mes y fue al club 
de membresía todos los días, ¿se le va a decir que el 
experimento no funcionó y que no va a poder tener 
más los cuarenta cigarrillos, ir a los clubes ni plantar 
en el fondo de su casa? ¿Cómo lo sacamos de ese ca- 
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mino después de tres o cuatro años? ¿Cómo dejamos 
sin efecto el experimento, señor Presidente? Es im- 
posible; no tiene retorno. “Pero lo vamos a controlar”, 
dicen; nos dicen eso los que no pueden controlar la 
reventa de entradas los días en que se juegan parti- 
dos en el Estadio Centenario. No puede ser. “Espero 
que nos den una mano”, dijo el Presidente, pidiendo 
ayuda con esto. 


Algunos han dicho aquí que no es lo mismo “ex- 
perimento” que “experiencia”. Ante la duda, yo me 
tomé el trabajo de consultar el Diccionario de la Real 
Academia, y “experimento” y “experiencia” son sinó- 
nimos; son lo mismo. 


También dice el Presidente que no vamos a ser 
un país de “fumo” libre turístico. Me pregunto cómo 
vamos a hacer para evitar que aquel que no consume 
se inscriba, retire sus cuarenta cigarrillos —o plante 
en el fondo de la casa— y después se vaya en el verano 
al Este y les diga a los que andan en la vuelta: “Tengo 
del bueno, del oficial, del controlado”. ¿Cómo lo van 
a evitar? 


No es que estemos en contra de la ley; estamos en 
contra de esta improvisación y desprolijidad enorme 
que ha exhibido el Gobierno en un tema muy sen- 
sible, que es la misma que exhibió cuando crédula- 
mente pensó que liberando presos iba a arreglar la 
seguridad. 


El Presidente de la República —no entiendo por 
qué-, hace nada más que unas horas, dijo: “No es- 
tamos preparados para la marihuana”. La verdad es 
que si yo fuera Legislador del oficialismo, tendría un 
enojo tremendo, porque hay que estar defendiendo 
algo aquí con argumentos mientras el Presidente sale 
a decir esto. Voy a leer textualmente lo que dijo: “To- 
talmente preparados no estamos [...] Pero es como 
todo, -le dice al periodista— tú aprendiste a ser pe- 
riodista cuando te dieron la oportunidad”. Y coinci- 
dentemente, en el mismo momento en que vamos a 
aprobar este proyecto aquí —porque se va a aprobar; 
todos sabemos el final de esto—, están votando el pro- 
yecto de ley de medios en la Cámara de Representan- 
tes. Se está batiendo un récord, señor Presidente: se 
están aprobando dos leyes inconstitucionales en un 
día. Creo que nunca nos había pasado. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Señor Presidente: en pri- 
mer lugar quiero decir que se sigue manejando aquí, 
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no sé con qué finalidad, lo que fue una gran medida 
tomada por el Ministro doctor José Díaz en el Gobier- 
no anterior para descomprimir la situación de las cár- 
celes, por la que se liberó a presos que prácticamente 
estaban ya para salir. De esos presos que fueron libe- 
rados, apenas un 20 % reincidieron. Sin embargo, se 
sigue reiterando la referencia, porque parecería que 
creen en aquello de que una mentira repetida varias 
veces se transforma en verdad. Pero no dicen la ver- 
dad; están equivocándose y diciendo algo incorrecto. 


Por otra parte, si el señor Presidente me permi- 
te, quisiera leer un documento que me hizo llegar el 
señor diputado Bango en el que constan las palabras 
del doctor Leonardo Costa en la Comisión de la Cá- 
mara de Representantes. Recordemos que el doctor 
Leonardo Costa fue Prosecretario de la Presidencia 
de la República y Presidente de la Junta Nacional de 
Drogas entre los años 2000 y 2005. En esa sesión el 
doctor Costa decía lo siguiente: “En esa época, por 
primera vez, un Presidente hablaba de la necesidad 
de una mirada diferente al tema de las drogas. A par- 
tir de ese momento y, naturalmente, compartiendo el 
criterio del Presidente Batlle, tuve la oportunidad de 
participar en más de una reunión de la Comisión de 
Naciones Unidas en Viena, como delegado de Uru- 
guay. Particularmente en las Asambleas de los años 
2003 y 2004 ya estaba vigente el Convenio marco 
para el control del tabaco que Uruguay, años después, 
aplicó con mucha seriedad, y allí sustenté la posición 
de que dentro de diez años seguramente Uruguay 
debería estar pensando en un modelo de regulación, 
tanto para el tabaco -siguiendo los lineamientos del 
Convenio marco—, como para el alcohol y también las 
drogas en general. ¿A qué me refiero con regulación? 
Regulación no implica, necesariamente, el concepto 
más amplio de liberalización sino que, simplemente, 
se trata de regular un mercado que se encuentra to- 
talmente desregulado, prohibido, pero que existe”. 


Más adelante señala: “Me parece que han surgi- 
do nuevas normas de Derecho Internacional que, de 
alguna manera, nos hacen pensar si el único com- 
promiso internacional que tiene el Estado Uruguayo 
es la defensa de las Convenciones de Viena. Yo diría 
que no es el único. Hay otro compromiso que tiene 
Uruguay, que es el Pacto de San José de Costa Rica, 
que es tan norma de Derecho Internacional como las 
Convenciones de Viena. 


Existen algunos trabajos que analizan el cruce 
que se puede dar entre las Convenciones de Dere- 
chos humanos y los Tratados de Viena y cuál de los 
dos debe primar”. 


Y agrega: “Yo soy de la tesis de que el compromi- 
so del Uruguay con los Pactos de Derechos humanos 
está al mismo nivel que el compromiso con los pactos 
internacionales en materia de drogas. Y debe primar 
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lo que, en definitiva, sea la defensa de las libertades 
y las garantías. 


Acá se me podrá decir —estos temas son debatibles, 
por cierto—- si un Estado debe primar por los derechos 
de un usuario de cannabis. Yo digo que un Estado 
debe tratar de velar por los derechos de todos los ciu- 
dadanos colectiva e individualmente. Entonces, me 
parece que si se me permite la posesión de la mari- 
huana tengo que obtener la misma de alguna forma, 
es decir, poder hacer autocultivo, que está permitido 
en las Convenciones de Viena y con lo que estoy total- 
mente a favor, o podrán ser los clubes de membresía o 
un sistema de licencias que el propio Estado brinde”. 


Huelgan mayores comentarios, y compartimos 
en su totalidad lo planteado por el doctor Leonar- 
do Costa. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Restándole solamente 
dos minutos al señor Bordaberry, aprovechamos la 
ocasión para considerar una moción en la que se pro- 
pone que se prorrogue el tiempo de que dispone. 


Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

-26 en 28. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador. 
SEÑOR BORDABERRY.- Muchas gracias. 


La verdad es que felicito a la Bancada oficialista 
por estar abrevando en los conocimientos, en los 
pensamientos y en las ideas de integrantes de mi 
partido, como el doctor Leonardo Costa y el doctor 
Jorge Batlle, a quien hoy se lo ha citado como 
inspirador de la actuación del oficialismo en estos 
temas. Conozco al doctor Batlle. ¡Lo que se debe estar 
riendo solo! ¿Verdad que nos lo podemos imaginar 
en este momento riéndose al escuchar que el Frente 
Amplio lo cita para fundamentar sus posiciones? 
¡Debe estar a carcajada limpia, sin lugar a dudas! 


Quizás sea cierto que la ley de humanización de 
cárceles y la consiguiente liberación de presos ha sido 
buena y no ha provocado un problema de inseguridad 
en el Uruguay —debe ser la sensación térmica—, pero 
si no lo es, la aprobación de este proyecto de ley nos 
ayudará a que sea tan solo una sensación y nada más 
que eso. 


SEÑOR SOLARI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


CÁMARA DE SENADORES 


10 de diciembre de 2013 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Muchas gracias. 


Se notará que en el literal F) del artículo 5.” del 
proyecto de ley se establece que los clubes de mem- 
bresía podrán tener determinada cantidad de socios 
y hasta una determinada cantidad de plantas. Más 
adelante, al final del literal G), se expresa: “El expen- 
dio de cannabis psicoactivo para uso no medicinal no 
podrá superar los 40 gramos mensuales por usuario”. 
También se establece que el autocultivo doméstico 
podrá tener hasta seis plantas y recolectarse hasta 
480 gramos anuales. 


Una de los puntos que nos preocupó en la 
Comisión de Salud Pública demuestra que el grado de 
improvisación que está ocurriendo ahora —no durante 
todo el proceso, sino, reitero, ahora, esta tarde- es tal 
que sucede lo siguiente. En su momento pregunté: 
¿es lo mismo 40 gramos de marihuana con una 
concentración al 5 % que 40 gramos de marihuana 
al 25 %? Obviamente, si tenemos 40 gramos al 
25 %, como dicen los chiquilines, tenemos mucho 
más “pega” que si tenemos 40 gramos al 5 %. ¡Va de 
suyo! ¡Es como comparar cerveza con coñac! ¡No es 
lo mismo! En aquella ocasión el señor Senador Gallo 
Imperiale merespondió: “Respecto al planteo del señor 
Presidente en cuanto a que en el articulado se habla 
de los máximos de cantidades y no de concentración 
del tetrahidrocannabinol -THC- debo señalar que 
efectivamente es así, porque se tomó la decisión de 
que esto sea determinado por la reglamentación. En 
realidad, el máximo de concentración será del 5 % 
como el señor Presidente pide ayuda, yo lo voy a 
ayudar: 5 %, los dedos de una mano- pero, reitero, 
será establecido por la reglamentación que además 
de esto se va a ocupar de determinar los tipos. 


Todo ello se enmarca en la política de reducción de 
riesgos. Las concentraciones de tetrahidrocannabinol 
superiores al 5 % causan trastornos muchos más se- 
veros”. Muy bien, pero hace menos de una hora escu- 
chamos decir al miembro informante —-si no entendí 
mal- que iba a haber varias presentaciones distintas 
del producto a ser comercializado en las farmacias: 
una light, otra del 10 %, otra del 12 %, y quién sabe 
cuántas más. Lo que expresó el miembro informante 
coincide con lo manifestado por el Secretario General 
de la Junta Nacional de Drogas cuando concurrió a la 
Comisión de Salud Pública del Senado. O sea que da- 
mos un paso adelante y, como hay un argumento para 
decir “Piensen un poco”, damos un paso atrás; luego, 
como surgen quejas en cuanto a que así no vamos a 
poder competir porque lo que está circulando, que 
viene de Paraguay, es más fuerte y esta light no va a 
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poder competir, volvemos a dar un paso adelante. Así 
vamos: para adelante y para atrás. 


Señor Presidente: no en vano estos aspectos im- 
portantes no están incluidos en el proyecto de ley. 
Es más, no solo no están en el proyecto, sino que no 
están definidos en el programa que se quiere imple- 
mentar. 


Por lo tanto, estamos viendo la improvisación en 
vivo y en directo, dijera Néber Araujo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY.- La improvisación llegó a 
un grado tal que uno de los candidatos a la Presiden- 
cia de la República por el Frente Amplio afirmó que 
el siguiente paso será la legalización de la cocaína. De 
modo que después de la marihuana viene la cocaína. 
Esto nos pone más nerviosos. Si tenemos aprensión 
con la marihuana y los cuidados que hay que tener, 
que el candidato a Presidente del Frente Amplio —sin 
ningún lugar a dudas una figura de notoria incidencia 
y peso, uno de los referentes más importantes que 
tiene el oficialismo— manifieste que después hay que 
seguir con la cocaína, realmente nos preocupa toda- 
vía más. ¡Diga que uno no puede votar, pero si tuviera 
que pronunciarme en la interna del Frente Amplio, 
de repente me inclinaría por una compañera del Se- 
nado, porque por lo menos ella no se ha manifestado 
a favor de legalizar la cocaína! ¡Vaya uno a saber! 


Con el razonamiento de que se puede legalizar la 
cocaína, uno puede suponer que detrás viene la de la 
pasta base. Allí es donde realmente advertimos una 
mayor improvisación en lo que está haciendo el Go- 
bierno. 


Volviendo al señor Presidente de la República, 
también dijo que si la mayoría de los uruguayos esta- 
ban en contra de este proyecto de ley —-según fuera el 
resultado de las encuestas-, no iba a insistir y lo iba a 
retirar. Pues bien, las encuestas le dijeron... 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Si no recuerdo mal —quizás al- 
gún otro Senador me pueda ayudar-, en un docu- 
mento que usted dice... 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Senador Rubio: 
¡por favor, diríjase a la Mesa! 


SEÑOR RUBIO.- Agradezco al señor Presidente 
que me lo recuerde permanentemente. 


El señor Senador se refirió a un documento y dijo 
que estaba muy mal redactado; quizás ello se deba a 
que se trata de documentos colectivos en los que in- 
tervienen muchos, pero no sé si en realidad está tan 
mal redactado. Es un problema de juicio y de aprecia- 
ción. Si no recuerdo mal, en ese documento, precisa- 
mente, lo que se declara es una guerra implacable a 
la pasta base. En todas las manifestaciones de los se- 
ñores Ministros del Interior y de Desarrollo Social, así 
como de otros que intervinieron en esa conferencia y 
en otros eventos, se sostuvo que se buscaba separar 
una cosa de la otra. Reiteradamente se dijo que no 
solo se trataba de un problema de adicción, sino que, 
como decía el señor Presidente, era un “veneno” que 
entraba en otra categoría. Entonces, ahora, si por una 
deriva —porque la oposición no tiene argumentos-, lo 
único que hace durante toda la sesión es plantear que 
está en contra del proyecto de ley, sin referirse espe- 
cíficamente a su contenido pero sí a lo que tendría 
que decir su reglamentación, uno concluye que en 
realidad está huérfana de argumentos. Reitero: huér- 
fana de argumentos, y plagada de discrepancias. Es 
legítimo que existan discrepancias, pero sería conve- 
niente que plantearan sus argumentos, sin ridiculizar 
al referirse a cómo podría usarse la fórmula técnica 
para que el gramo fuera dividido en fragmentos y es- 
tos acumulados y agregados, para que diera no sé qué 
resultado. Ese no es el centro del debate. Derivamos 
en cualquier dirección y no atinamos al tema central, 
que es analizar si este proyecto de ley es bueno o es 
malo. 


En pocas palabras, discutamos lo que tenemos 
que discutir. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: en 
realidad me estoy refiriendo a este proyecto de ley, 
pero no puedo dejar de mencionar sus antecedentes 
-es decir, cómo nació y se originó; no creo que haya 
nada malo en ello-, que me remiten al documento: 
“Estrategia por la vida y la convivencia”, en el que se 
hizo pública la intención del oficialismo de proponer 
una iniciativa de estas características. 


Pues bien, uno va al inicio, a la génesis para ha- 
blar de este tema. No me voy a detener demasiado en 
ese documento, pero contiene conceptos increíbles. 
Por ejemplo, en la página 8, unos de sus ítems dice: 
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“Agravamiento de las penas en caso de corrupción 
policial y tráfico de pasta base”. Uno se pregunta por 
qué solo se habla de la pasta base y no de otras drogas. 
De repente, ya sabían que no solo iban a apuntar a la 
marihuana, sino también a la cocaína. 


La redacción en verdad es muy rara y difícil de en- 
tender. En el documento se hace todo un alegato y se 
habla de “encarar la vida desde la visión del éxito in- 
dividual y la búsqueda incesante de mayores niveles 
de consumo, que expresan en esta escala de valores 
distorsionada la satisfacción individual”. A continua- 
ción el documento alerta y expresa: “El consumo se 
expande y, con la ayuda de los medios de comuni- 
cación —ahí aparecen los medios de comunicación, 
los grandes malvados- que promueven la idea de la 
felicidad asociada al consumo, los individuos generan 
medios múltiples para la obtención de esos fines con- 
sumistas que alteran la propia convivencia ciudadana 
y mercantilizan el concepto de felicidad”. 


Reitero: la redacción es muy rara. Más adelante 
el documento expresa: “Al mismo tiempo en enero de 
2009 se celebra un Convenio entre el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambien- 
te (MVOTMA)...”; insisto, este documento es muy 
raro, pero a pesar de ello lo estudié para analizar el 
proyecto de ley. 


Volviendo a la historia de esta iniciativa, recuerdo 
que el Presidente de la República manifestó que si 
las encuestas indicaban que el pueblo uruguayo no 
estaba a favor de la legalización, iba a retirar esta 
propuesta. Las encuestas mostraron que aproxima- 
damente el 65 % de los uruguayos estaban en contra 
y, ¿qué hicieron? Otra encuesta que preguntaba si los 
consumidores de marihuana tenían que comprar la 
marihuana en las farmacias o a la mafia de los nar- 
cotraficantes. Eso fue lo que se preguntó. Entonces, 
¡qué iba a contestar el ciudadano! ¡No a la mafia de 
los narcotraficantes, sino a las farmacias! Es como 
que uno pregunte si los niños deben educarse en 
las escuelas o en las plazas. ¿Qué se va a contestar? 
Cuando se le preguntó al ciudadano uruguayo si esta- 
ba de acuerdo con la legalización de la marihuana, el 
65 % contestó que no estaba de acuerdo, pero como 
no les alcanzó tuvieron que preguntar si era prefe- 
rible comprar la marihuana en las farmacias o a la 
mafia y el argumento que se usa es que los uruguayos 
contestaron que había que comprarla en las farma- 
cias y no a la mafia; entonces, quieren la ley. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto, pero 
antes me gustaría saber de cuánto tiempo dispongo 
para mi intervención. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Le restan 16 minutos, 
señor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Le solicito cierta breve- 
dad al señor Senador Michelini porque ya he conce- 
dido muchas interrupciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: podría- 
mos realizar una discusión permanente sobre las co- 
sas que ha dicho el Presidente de la República una 
y otra vez, todos lo conocemos al Presidente Mujica 
y el pueblo uruguayo lo votó tal cual es: un hombre 
auténtico que trasmite lo que piensa. Si la discusión 
no va a ser sobre el proyecto de ley, sino sobre las afir- 
maciones del Presidente de la República, tendríamos 
que recurrir a los videos, al audio y a la información 
de la prensa para constatar las expresiones del Pre- 
sidente. 


Ahora bien, ¡volvamos a lo esencial! Supongamos 
que hubiera una encuesta para cada uno de los Le- 
gisladores presentes -los que estamos acá votando- y 
que cada uno dijera que da su voto —del que es res- 
ponsable—, según la opinión pública. Soy represen- 
tante de los ciudadanos, por tanto, voy a votar tal o 
cual cosa en función de la opinión pública. Realizada 
una encuesta, podríamos llegar a la conclusión de 
que hay una mayoría para determinado lado, enton- 
ces, todos votamos en conjunto de acuerdo con esa 
posición. Supongamos también que estuviéramos en 
la década de los veinte y que, como en Estados Uni- 
dos, se aprobara una Ley Seca, que la mayoría de la 
población estuviera contra la venta legal del alcohol 
y que cada uno de nosotros tuviera en ese momento 
la posibilidad de votar para cambiar el rumbo de la 
historia. Aunque estemos representando a la ciuda- 
danía, tenemos la obligación de poner el barco en el 
rumbo adecuado. 


Se puede estar contra este proyecto de ley y discu- 
tir filosóficamente, pero no podemos gastar nuestro 
tiempo en otros temas. Lo que debemos decidir es si 
es bueno o malo que la marihuana, el cannabis, que 
tiene efectos parecidos al alcohol —-en mi opinión en 
menor grado, porque si hay accidentes por la mari- 
huana, ¡vaya si los hay por el alcohol!-, esté prohibida 
porque legal ya es. Si se entiende que es bueno que 
esté prohibida, vayamos por el camino de la repre- 
sión, aunque me parece que por ahí no llegaremos 
a ningún lado. Pero si podemos dar algún paso para 
evitar la prohibición, démoslo. 


Se dice: “¡Ah, están experimentando!” Pero, ¿qué 
somos nosotros? ¿Cada uno de nosotros es un pelele 
de la opinión pública o está dispuesto a marcar su 
convencimiento? A mi entender, señor Presidente, 
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cada uno debe votar convencido. Las prohibiciones 
son malas, implican transitar por mal camino. 


Es posible que no se logre todo en un solo acto, 
pero se puede dar un paso. Un paso que puede ser 
tolerado por el conjunto de la opinión pública -si no 
fuera así estaríamos en otras circunstancias- y la co- 
munidad internacional, entonces, démoslo y ponga- 
mos la lupa en cada una de las circunstancias. Obvia- 
mente, será necesario observar con lupa y hacer un 
seguimiento permanente. Lo vamos a hacer, pero no 
solo nosotros, sino todos, también la oposición. Salga- 
mos de la idea de la prohibición; si no, vayamos por 
el otro camino y prohibamos el alcohol. ¡Ah, pero el 
alcohol no se puede tocar! 


Agradezco la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Presto atención a lo que 
dice el señor Presidente porque es el Presidente de 
todos los uruguayos; es también mi Presidente. Sé 
que dice lo que piensa, justamente, le prestó atención 
por eso. Me parece que tenemos que hacerlo porque 
revela la intención del Poder Ejecutivo. Nadie puede 
expresar mejor la intención del oficialismo y del Po- 
der Ejecutivo que el Presidente de la República. No 
prestarle atención a lo que piensa y dice el Presidente 
de la República, en el caso de la oposición me parece 
una falta de respeto. Sé que a veces dice una cosa un 
día y, otro día, otra, pero nosotros debemos seguir sus 
manifestaciones, pues revelan intenciones, rumbos y 
caminos a los que se debe prestar atención. 


Si el Presidente de la República hace una decla- 
ración, la tomamos por buena. De repente, el doctor 
Vázquez cuando expresó que quería legalizar la co- 
caína tampoco estaba diciendo lo que realmente que- 
ría decir, sino solo lo que pensaba y, de pronto, no era 
lo que quería decir. 


Se hace difícil la política y el debate político con 
estas reglas, porque cuando nosotros decimos algo 
después nos rectificamos o lo ratificamos. En estos 
temas del país, de la vida de los muchachos en el 
Uruguay, de la droga y de la seguridad no hay que 
ser ambiguo. ¡Si el Presidente cambia de opinión tie- 
ne que decírnoslo! Eso es lo que hay que hacer -me 
parece— y no decir: “Bueno, pero es el Presidente; 
dice lo que piensa”. Sí, claro, todos decimos lo que 
pensamos, creo yo. 


Está anotado para hacer uso de la palabra después 
de mí el señor Senador Pasquet, que seguramente va 
a hablar de la violación de las normas internaciona- 
les, así que voy a obviar ingresar en ese camino, pero 
quiero destacar algo. 
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Con este proyecto de ley estamos haciendo un 
favor muy flaco a los abogados que están defendiendo 
al país en el litigio con Phillips Morris, porque 
estos señores -que han hecho un juicio al Uruguay 
por US$ 2.000:000.000- van a tomar estar ley y 
seguramente dirán: “¿Pero cómo, me cambian las 
reglas de juego, violan el Tratado de Protección de 
Inversiones, de seguridad jurídica con Suiza y, por 
otro lado, legalizan la marihuana?”. Esto no resiste el 
más mínimo análisis. Diría que esto es contundente y 
que va a ser usado en contra del Uruguay en un juicio 
de US$ 2.000:000.000. Los que pensamos que vamos 
a estar en el Gobierno y que tendremos que enfrentar 
esos reclamos cuando llegue el momento del cobro, 
obviamente nos preocupamos mucho. 


Además, señor Presidente, pensamos que todo 
el Capítulo vinculado con el Instituto que se crea es 
inconstitucional. El artículo 229 de la Constitución 
de la República dice claramente: “El Poder Legisla- 
tivo, —o sea nosotros— las Juntas Departamentales, 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados no 
podrán aprobar presupuestos, crear cargos, determi- 
nar aumentos de sueldos y pasividades [...]”. En este 
proyecto de ley se está creando, claramente, el cargo 
de Director Ejecutivo y la Junta Directiva va a fijar su 
salario. La Constitución no distingue si es una per- 
sona pública de derecho no estatal o lo que sea; dice 
que no se pueden crear cargos y punto. Entonces, 
está claro que el artículo 30 es inconstitucional; pero 
hay más. 


Hoy ya se anuncia —en lo que creo es una falta de 
respeto hacia el Parlamento- el momento en que la 
marihuana va a estar a la venta. Es decir, no sé qué 
venimos a hacer, porque uno intenta, por lo menos, 
dar sus argumentos, de repente conmoverlos, pero ya 
dicen: “Esto se va a hacer”, y anuncian el día en que 
va a empezar a funcionar. 


¿Con qué recursos va a trabajar ese Instituto? 
¿Cómo se va a pagar el salario del Director Ejecutivo, 
de los funcionarios, de las decenas y decenas de 
inspectores que va a tener que sacar a la calle para 
hacer funcionar el registro? ¿Cómo lo va a hacer? 
El artículo 32 dice: “Constituirán los recursos del 
Instituto de Regulación y Control del Cannabis (Irc- 
ca): A) La recaudación por concepto de licencias y 
permisos, al amparo de lo dispuesto en la presente 
ley —-supongo que como el proyecto todavía no ha 
sido sancionado no han hecho ninguna recaudación— 
B) Un aporte anual del Estado con cargo a Rentas 
Generales en el monto que determine el presupuesto 
quinquenal [...] —o sea, 2015 para 2016; no hay re- 
cursos— “C) Las herencias, legados y donaciones que 
acepte el Ircca”. De repente podemos esperar alguna 
donación de algún benefactor norteamericano para 
empezar a funcionar. 
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SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¡De Soros! 


SEÑOR BORDABERRY.- ¡Total, ya hemos hecho 
tanto que hacemos una más, y que nos ayuden! ¿No? 


Más adelante, el literal E) establece: “El producido 
de las multas y sanciones que aplique”. Pero no hay 
recursos, no puede empezar a funcionar. ¿Por qué? 
Porque en los doce meses antes de las elecciones —de 
acuerdo con el artículo 229 de la Constitución- no 
se pueden crear cargos. Esto es inconstitucional. ¡De 
nuevo los abogados van a hacer plata! ¡Van a presen- 
tar la inconstitucionalidad y la van a ganar de nuevo! 
Creo que lo único positivo de todo este accionar estos 
años del Parlamento ha sido cómo han ayudado para 
que los abogados tengan más trabajo, cómo hemos 
ayudado para que los abogados ganen juicios frente 
a la Suprema Corte de Justicia porque no han sido 
una, dos, tres, cuatro, cinco, seis, siete leyes, acá va 
la octava y de la Cámara de Representantes salió la 
novena ley inconstitucional de este período de Go- 
bierno. Señor Presidente: nos avisan que es incons- 
titucional, vienen los especialistas y nos dicen “Esto 
es inconstitucional”, pero igual vamos para adelante. 
Creo que está mal. 


Quiero terminar reiterando que me parece que es 
una gran confusión pensar que el mero cambio o la 
transgresión es progreso. Creo que el progreso es el 
trabajo, la educación, la inteligencia, la inventiva y 
la libertad de opinar. El progreso no es la droga, la 
inseguridad, el retroceso educativo ni esta situación 
en la que nos encontramos en materia de seguridad y 
de educación desde hace ya varios años. 


Muchas gracias. 
SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: a esta altu- 
ra del debate ha habido mucho despliegue, enfoque 
e información sobre el problema y no tanto sobre el 
proyecto de ley. Yo voy a tratar de hablar del proyecto 
de ley como una herramienta para atacar un proble- 
ma. Me parece que degrada mucho al ámbito par- 
lamentario uruguayo que usemos este espacio como 
una bolsa donde cada uno dice lo que quiere y habla 
de lo que es un experimento o no, de quién es Soros, 
de las cosas que dijeron el Presidente de la República 
y Rockefeller, si hay reventa de entrada y qué vamos 
a hacer con la cocaína. Me parece que si bien cada 
señor Senador tiene derecho a dar sus puntos de vista 
y de expresarlo -como aquí ha sido defendido; estoy 
de acuerdo con eso y estoy dispuesto a jugarme para 
defenderlo-, ahora nos reunimos para discutir un 
proyecto de ley y es a eso que tenemos que referirnos 
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porque si no hacemos un gran guiso y al final la Ins- 
titución no queda muy bien parada. Somos nosotros 
los responsables de dar vida, contenido, seriedad y 
responsabilidad al Parlamento. Por ese motivo voy a 
tratar de hablar un poco más concretamente, quizás 
hasta por mi carácter o limitaciones, pero no creo 
que sea útil utilizar con esos fines a este Parlamento 
porque su funcionamiento le cuesta $ 2:000.000 por 
día al pueblo uruguayo. Por lo tanto tenemos que ser 
respetuosos con eso que aporta el pueblo para que 
nosotros estemos aquí representándolo. 


Quiero empezar diciendo, señor Presidente, que 
la marihuana no es inocua y que su consumo no es 
banal, que en el futuro del Uruguay quiero que no 
se consuma ninguna droga, ni alcohol, ni tabaco, ni 
psicofármacos, ni marihuana, ni cocaína. Eso es lo 
que quiero; otra cosa es el país de verdad y por el que 
tenemos que trabajar. 


Creo que este proyecto de ley que tenemos a con- 
sideración intenta buscar un marco normativo para 
regular la plantación, la importación, la cosecha, la 
producción y el almacenamiento del cannabis y sub- 
productos; además tiene la buena intención de me- 
jorar la desastrosa situación actual en el país. Todo 
eso es para reducir los daños en los ciudadanos que 
utilizan estos productos. No soy un Legislador mo- 
ralista que vaya a decir a los ciudadanos lo que tie- 
nen que hacer o no; eso lo aplico para mí y para mi 
familia en la medida en que puedo convencer. En el 
país tengo que mirar lo que sucede y tratar de tomar 
las medidas que ayuden a corregir las cosas que van 
mal. Además de reducir los daños a los ciudadanos 
que utilizan productos cannábicos, la normativa tie- 
ne que lograr que no tiremos al mercado negro a 
quienes lo hacen con todas las consecuencias que 
ello puede acarrear. Quizá cambiar la situación ac- 
tual es un desafío muy importante pero, en caso de 
concretarse, debe hacerse tomando como base la ex- 
periencia de otros países y los resultados de análisis 
y de trabajo de investigación, que en el Uruguay no 
hay muchos. Me alegro de que la academia se haya 
puesto a trabajar en esa serie de publicaciones de la 
Universidad, pero en realidad estos temas tan graves 
para la sociedad nunca habían sido motivo de mu- 
cho análisis académico en el Uruguay. Es importan- 
te que juntemos fuerzas para salir de esta situación. 
Es un riesgo tomar decisiones, pero sé que el riesgo 
de no tomarlas implica que todo siga como está y no 
estoy dispuesto a ser cómplice en ese sentido. Se 
podrá criticar cómo está implementado el proyecto 
de ley y hacer llegar propuestas para mejorarlo, pero 
de ninguna manera acepto la pasividad de dejar que 
las cosas sigan como van. Hacerlo sería una especie 
de complicidad por pasividad. 


Me quiero referir a un asunto histórico importan- 
te. El cáñamo es uno de los cultivos que, si no me 
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equivoco, se planta en todos los países del mundo y 
ha sido utilizado históricamente como medicina para 
aliviar dolores y estimular el apetito; siempre fue para 
mitigar, nunca para curar. Por eso se le ha llamado 
el seguidor del hombre porque, en realidad, desde 
su zona de origen en el Valle de Chu —donde exis- 
te en forma salvaje y se pueden encontrar 150.000 
hectáreas de Cannabis sativa— se distribuyó a todo el 
mundo. Esa planta, que es muy conocida, tiene 489 
componentes identificados, de los cuales solo 70 son 
cannabinoides. Aquí fueron mencionados los dos más 
conocidos: el tetrahidrocannabinol y el cannabidiol. 
Algunos de estos productos se liberan solo cuando se 
quema la hoja de coca y se usa como el cigarro. 


En realidad, esta planta y sus productos comenza- 
ron a tener expresiones de droga en los últimos cin- 
cuenta años. No me gusta mucho utilizar la palabra 
“droga”, aunque como no tengo otro sinónimo para 
reemplazarla quizá alguna vez la utilice a lo largo de 
mi exposición. Reitero que no me gusta la palabra 
“droga” porque el término tiene una cantidad de con- 
notaciones que no refieren solo a la sustancia y sus 
efectos. 


Actualmente hay millones de consumidores y una 
producción mundial importante. La mayor parte de 
ella —diría el 40 %- se produce en el continente ame- 
ricano; el primer consumidor es Estados Unidos —tie- 
ne 11:500.000 consumidores-, un país que tiene una 
historia muy dura en materia de control de todas las 
drogas. Estados Unidos produce y además importa de 
Canadá y de otros países de América Central. 


Este producto tiene algunas características. El 
precio que se ha pagado por él a los agricultores ha 
sido alto. Solamente encontré un trabajo sobre este 
tema, realizado en Costa de Marfil, según el cual solo 
0,1 hectáreas de cannabis representaban a los pro- 
ductores el mismo ingreso que 30 hectáreas de cacao 
con 10 personas trabajando. Por eso es tan común en 
zonas como Senegal, Costa de Marfil, Liberia, en los 
dos países del Congo y en Europa. 


En todos lados es controlado por mafias, por or- 
ganizaciones criminales o, por lo que mencionaba el 
señor Senador Conde, esa reserva de mercado que 
significan territorios de no Estado. Aclaro que no se 
trata de territorios vacíos sino que están llenos de 
actividades económicas y de intereses que nos han 
alcanzado a nosotros. Se estima que en el Uruguay 
ya se citaron los datos- tenemos un mercado de 
US$ 30:000.000 o US$ 40:000.000; lo veremos cuan- 
do haya informaciones más precisas. Desde no hace 
muchos años se busca tener información al respec- 
to, porque como la comercialización está prohibida 
se sabe quiénes consumen pero no se puede llegar a 
tener estadísticas serias. 
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¿Por qué en los últimos cincuenta años este pro- 
ducto que acompañó al hombre y que se utilizó por 
razones culturales y medicinales, se ha convertido en 
un producto de gran valor económico? En realidad, 
en los últimos años ha ocurrido que estas sustan- 
cias naturales, que la humanidad consumía por otros 
motivos, se convirtieron en mercancías —antes no lo 
eran—, se podría decir que particulares porque fun- 
cionan en un mercado ilícito y también lícito. Digo 
esto, teniendo en cuenta que las grandes sumas de 
dinero que mueve esto en el mercado ilícito después 
se lavan en una economía formal muy bien vestida 
que complementa las actividades ilícitas. 


En nuestro país, además, esto adquiere una gra- 
vedad mayor por la fragmentación social que se pro- 
duce, pues profundiza oportunidades de comercio, 
facilita el tráfico ilegal o lo que algunos llaman el con- 
sumo salvaje, que también termina profundizando la 
exclusión. 


Hoy en día resulta muy difícil seguir la comerciali- 
zación: ya no hay cárteles sino redes de negocios que 
se destruyen. Se calcula que en el Uruguay se captu- 
ra entre un 8 % o un 9 % del mercado de cannabis; las 
redes se destruyen cuando se agarra una parte pero 
se reconstruyen enseguida o se multiplican en otro 
lado. Es muy difícil luchar contra esto. En realidad, la 
organización tiene una gran flexibilidad y más dina- 
mismo del que tenemos en los Estados para construir 
y gestionar formas de control. 


Es cierto que a lo largo de estos últimos años ha 
habido un aumento muy grande en la demanda de 
estas sustancias por parte de los países ricos, llegando 
incluso a beneficiar a los países pobres que las pro- 
ducen. 


Tal como se ha dicho aquí, creo que la guerra a 
las drogas es una estrategia que se ha fortalecido des- 
pués de la Segunda Guerra Mundial y que ha sido 
privilegiada en los organismos multilaterales de las 
Naciones Unidas. Esto se fortaleció también una 
vez finalizada la Guerra Fría porque la guerra de las 
drogas daba un enemigo del mal —las drogas- y para 
combatirlo se tenía que organizar el bien con ejércitos 
muy potentes para luchar en esa dicotomía. Eso ha 
servido para fortalecer un espíritu de imposición por 
la fuerza de la normativa internacional. Ahora bien, 
a lo largo de todo este período, dentro del concep- 
to “guerra a las drogas” no se habla de salud para 
los usuarios de drogas; se les discrimina en las cár- 
celes -son millones las personas presas por motivos 
vinculados al tráfico de drogas-; no se los reinserta 
laboralmente y no hay prevención. Todos estos ele- 
mentos deben ser tenidos en cuenta en un planteo 
alternativo diferente. 
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El señor Senador Conde hizo mención al docu- 
mento oficial de la Comisión Global de Políticas de 
Drogas que decía: “La guerra mundial de las dro- 
gas ha fracasado”. No sé si ha fracasado; según para 
quién. Creo que a algunos les ha ido muy bien con 
la guerra a las drogas porque han amasado fortunas 
millonarias. Los volúmenes de dinero que se mueven 
a nivel mundial —hoy se mencionó la cifra—, en algún 
lado están; eso no se evapora. En realidad, el fracaso 
fue para la mayoría de nuestros países; ha sido un 
fracaso para quienes queremos construir sociedades 
democráticas, donde la gente viva mejor y sea más 
feliz. En cambio, a aquellos que quieren juntar plata 
y para ello son capaces de usar cualquier mecanismo, 
les ha ido muy bien. La guerra mundial contra las 
drogas ha fracasado para las mayorías. 


Cuando hace 50 años nació la Convención 
Única sobre Estupefacientes de Naciones Unidas 
y el Gobierno norteamericano lanzó la guerra a las 
drogas, los políticos creían que las acciones severas 
para el cumplimiento de la ley contra los que estaban 
involucrados en su producción, su distribución y 
uso conducirían a una constante disminución del 
mercado de las drogas controladas como la heroína, 
la cocaína, el cannabis y permitiría caminar, 
eventualmente, hacia un mundo sin ellas. Esto no ha 
dado esos resultados. 


Esta es la fotografía de un fracaso. ¿Para qué sirve 
la fotografía de un fracaso? En realidad, lo que se 
necesita es la construcción de otra estrategia y así 
fue expresado en la Comisión Global de Políticas de 
Drogas al decir que otra estrategia es ineludible, que 
debe ser exhaustiva, seria y de amplios alcances. 


Ahora, ¿cuál es la otra estrategia? Si el problema 
de las drogas no es una guerra a ganar —porque el úni- 
co problema que arregla una guerra a ganar es ganar 
la guerra y no todo lo que hay adentro-, si lo que te- 
nemos es un problema mundial que implica desafíos 
sanitarios y sociales y que debe administrarse viendo 
los dos aspectos, ¿cómo se apuesta a conocer, a estar 
informado, a saber por qué nos oponemos al consu- 
mo? Creo que los aspectos relacionados a la preven- 
ción, a la formación y a la educación son claves y 
hasta ahora de eso se habla poco. De acuerdo con lo 
que se establece en la ley, de eso tiene que hablarse 
mucho más en las empresas, en los convenios cele- 
brados entre trabajadores y empresarios, en el siste- 
ma educativo y en las familias. Todos tenemos que 
movernos en esta dirección para que este problema, 
que parte de la base de que la ingestión de esta sus- 
tancia es negativa, sobre todo, para los jóvenes como 
muy bien explicaran los señores Senadores Solari y 
Gallo Imperiale— pueda ser superado. ¿Se puede lo- 
grar sin información o sin que los ciudadanos involu- 
crados sean parte de la solución? 
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Considero que los problemas de salud son im- 
portantísimos, pero en este asunto de las drogas es 
lo determinado. Lo determinante no es la salud; lo 
determinante es el mercado; lo determinante es la 
ilegalidad y las implicancias de ese Estado paralelo 
que se forma, que es muy poderoso; lo determinante 
es un “no Estado” formado por territorios donde él 
no puede llegar con su mensaje, con su organización 
institucional y con los cometidos de quienes tienen 
que ocupar esos territorios; lo determinante es la vio- 
lencia y la corrupción en todos los órdenes. ¡Eso es 
lo determinante! En este caso concreto, llega a los 
problemas de salud. El tráfico de armas no llega a 
la salud, llega al tráfico de armas; el tráfico de los 
diamantes queda en el tráfico de diamantes. En este 
caso tiene implicancias sociales importantes porque 
cae sobre los ciudadanos, principalmente sobre los 
más débiles. 


Que se esté discutiendo este tema y se pueda im- 
plementar esta ley tiene una virtud porque saca el 
velo a algo que está como escondido. Hay que encon- 
trar una respuesta. 


La Encuesta Continua de Hogares demuestra que 
en la población de entre 15 y 64 años el consumo 
de drogas es preocupante. La droga que se consume 
más es el alcohol y así lo muestran las cifras. El 74 % 
de los uruguayos consume alcohol; el 33,9 % consu- 
me tabaco —cifra que es muy preocupante a pesar de 
que ha disminuido-,; el 10 % de la población consume 
tranquilizantes de base química que se comerciali- 
zan; el 8,3 % consume marihuana y luego están los 
consumidores de cocaína y pasta base. La población 
consumidora de productos del cannabis son entre 
120.000 y 130.000 personas; nadie se anima a dar 
una cifra justa. Los que consumen diariamente son 
18.000. La mayoría de los usuarios de marihuana tie- 
nen vínculos ocasionales y no tienen mayores proble- 
mas de salud, pero se exponen a riesgos psicológicos, 
sociales y legales debido a ese acceso. 


Según las cifras oficiales, se incauta alrededor del 
8,5 % del mercado. Es una actividad que lamenta- 
blemente da muchos beneficios, en parte, porque es 
clandestina. La escalada de beneficios de la marihua- 
na es importante, ya que va desde el que la produce 
hasta el que la consume. Como decía el miembro in- 
formante, en realidad no hay un mercado, hay una 
reserva de mercado que está monopolizado. ¿Cuál es 
el costo de producción? ¿Cuál es el beneficio? Todo 
eso está escondido y no se sabe. Esta formalización 
va a ser un problema para la lucha porque, ¿cómo se 
puede competir con una actividad que genera bene- 
ficios muy grandes y que puede tener un pulmón de 
reserva para bajar su precio de venta —pensando des- 
pués en subirlo—- cuando en realidad no se sabe cuál 
es el costo de producción? El costo de producción lo 
tiene la organización ilícita, que gasta en vehículos, 
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en infraestructura, en armas, etcétera. Ese es el cos- 
to de producción, pero no del producto en sí mismo. 
En realidad, el costo que va a tener la actividad or- 
ganizada a partir de la regulación va a ser distinto 
porque se va a conocer. Cómo se va a competir es 
uno de los desafíos que vienen para más adelante. 
La realidad nos dice que la víctima siempre será el 
consumidor final, que es quien va a pagar al contado. 


Creo que si la política prohibicionista es insufi- 
ciente, si se tienen que reducir los riesgos y los daños, 
si se deben controlar los negocios multimillonarios y 
queremos reducir los altos niveles de violencia, hay 
que tener presente que esta no es una ley blanda que 
haga concesiones al consumo de marihuana, como 
algunos han entendido, divulgado y opinado —y aún 
hoy lo siguen diciendo-; esta no es una ley de legali- 
zación y así lo han dicho algunos señores Senadores 
en su argumentación. Hoy el consumo es legal. Esta 
es una ley que regula para luchar contra el consumo, 
para controlar los mecanismos comerciales, para co- 
nocerlos y para tener la información. 


Durante el proceso de discusión -que fue muy 
importante, al punto que se formó una Comisión Es- 
pecial sobre adicciones en la Cámara de Represen- 
tantes- se criticó que tenía un solo artículo y pasó a 
tener más de cuarenta, pero luego se dijo que eran 
muy pocos y que debía establecerse los gramos per 
cápita y la riqueza de THC. Si estamos creando un 
camino, lo bueno de que se haya discutido a partir de 
ese artículo único que recogió aportes es que se haya 
logrado un proyecto de ley que por lo menos desplie- 
ga, a partir de los principios generales, la creación del 
Instituto de Regulación y Control del Cannabis, su 
administración y la evaluación y el control de la ley 
en el futuro. Todas las figuras jurídicas que creamos 
siempre tienen una intención, pero no hay nada ga- 
rantido. Cuando diseñamos un impuesto partimos de 
la base de que se va a recaudar más, pero también sa- 
bemos que va a tener un efecto sobre la conducta de 
los ciudadanos que lo van a pagar. Nosotros tenemos 
la intención de que esa conducta vaya en cierta di- 
rección, pero después hay que investigar si eso es así. 


El ejemplo de los impuestos lo aplico a lo que es- 
tamos considerando. Ahora comenzamos regulando y 
creando herramientas con la sana intención de mejo- 
rar las cosas, pero hay que ir evaluando. La discusión 
en el Senado no se puede centrar en que algunos di- 
cen que la iniciativa va a tener determinados resul- 
tados y otros que auguran lo contrario. Así no vamos 
a ningún lado. Construimos la ley con la intención 
de regular el mercado de cannabis y de que se pueda 
tratar a los usuarios problemáticos de drogas para re- 
insertarlos en la sociedad. Ahora esto forma parte de 
una política sobre drogas que desde hace tiempo está 
en marcha. No soy de los que dicen que el mundo na- 
ció cuando el Frente Amplio ganó las elecciones. No, 
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había cosas que se aprobaron antes, simplemente hay 
que juntarlas en forma coherente y hacerlas andar. 
Hace unos días comentábamos que la Junta Nacional 
de Drogas se creó por una ley de 1974, la Secreta- 
ría Nacional de Drogas se creó tiempo después y se 
modificaron varias veces. Quiere decir que todos los 
Gobiernos buscaron mejorar estas cosas. Ahora bien, 
como a esta altura se transformó en un problema 
complejo, multidimensional, con muchas causas y se 
manifiesta en la sociedad, lo que estamos planteando 
es que el Estado debe tener un rol activo y deben 
participar los demás sectores de la sociedad. En ese 
sentido ponemos el ejemplo de lo que en su momento 
se hizo con el alcohol. A principios del siglo pasado el 
consumo del alcohol y la salud de la gente hicieron 
necesaria la mano del Estado para regular y la forma 
que se encontró fue la creación de un monopolio es- 
tatal. Esas cosas nunca son para toda la vida. Con el 
tiempo, ese monopolio tuvo limitaciones a pesar de 
las consecuencias positivas que trajo. En este caso, 
no sabemos cuál va a ser el futuro. Lo cierto es que 
ahora se precisa una herramienta y el Estado tiene 
que desempeñar un papel, porque a la vista están las 
consecuencias de no hacerlo. 


El Estado tiene obligaciones: promover hábitos 
de salud, trabajar en la prevención y ocuparse del 
tratamiento y rehabilitación de los adictos. También 
debe desempeñar un rol en el control de la oferta y 
continuar controlando el lavado. Esto requiere de un 
enfoque de salud pública, que es medular para la pro- 
tección de la gente que consume drogas. Por lo tanto, 
además debe trabajarse en la promoción de la salud 
y la prevención. A ello se suma la labor que deben 
cumplir los docentes, los padres y los educandos en 
los centros de estudio, y la existencia de una parte 
académica. En ese sentido, me parece muy positivo el 
posgrado sobre estos temas que está por comenzar en 
la Universidad de la República porque no contábamos 
con estudios de buen nivel y debíamos informarnos 
a través de los que se realizaban en otros lados. Es 
muy importante la participación de personas de las 
ciencias sociales y la salud. 


Todo lo expuesto se debe dar en un marco de con- 
vivencia y seguridad ciudadana, de discusión en los 
organismos multilaterales, porque fracasó el modelo 
que se aplicaba. Este tema no adquirió relevancia por 
la importancia de Uruguay, que es un país chiquitito. 
¿Por qué están todos estos periodistas acá? ¿Por qué 
es tan importante esta discusión? No es por la linda 
cara de los Senadores que estamos sentados aquí, es 
porque este tema está candente en el mundo y hay 
una crítica a un modelo pero nadie sabe bien cómo 
construir otro. Bueno, nosotros modestamente esta- 
mos probando con algunos puntos que van en una 
cierta dirección y veremos si se dan los resultados que 
esperamos. Vamos a someterlo al fuego de la prácti- 
ca para probar si sirve. No quiero utilizar la palabra 
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“experimentar” porque promueve otra discusión en 
la que no quiero entrar. 


Nuestro país tiene algunas ventajas. Como se ha 
dicho —y está bien—, somos chicos y es más fácil que 
nos conozcamos; somos un país de árboles bajos. Eso 
es así. Pero, además, el grado de desarrollo de la dro- 
gadicción es menor que en otros lados y eso también 
ayuda. Por otra parte, no somos un país productor de 
cannabis sino que se consume lo que se produce en 
otros lados. Solíamos ser un país de tránsito pero aho- 
ra parece que una parte de lo que se transita queda 
un poco enganchado acá. Quiere decir que tenemos 
algunas ventajas que nos permiten atacar este pro- 
blema; pero, reitero, que simplemente se trata de una 
ley de regulación del cannabis. Vamos a no amplificar 
el campo de acción; es una iniciativa muy modesta 
que se suma a la del tabaco y el alcohol. 


El informe que nos dejaron los Legisladores brasi- 
leños que nos visitaron en la Comisión decía una cosa 
muy importante: un dólar que se invierte en preven- 
ción equivale a diez dólares invertidos en tratamien- 
to. Por lo tanto, siempre debemos tener presente esto. 


Considero que este proyecto de ley va en línea con 
las dudas que hay en las Naciones Unidas y con algu- 
nas recomendaciones. No voy a hablar del ejemplo de 
Holanda o de Portugal, porque es muy difícil compa- 
rarse con otros países en este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Me permite, señor Se- 
nador? 


Ha llegado a la Mesa una moción para que se pro- 
rrogue el tiempo de que dispone. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-22 en 24. Afirmativa. 


Puede continuar el señor Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Estaba haciendo un esfuerzo 
para no obligar al Senado a votar una prórroga, pero 
no lo pude evitar. 


El informe de las Naciones Unidas menciona va- 
rias estrategias basadas en evidencias tendientes a 
prevenir y tratar de reducir el uso abusivo de la ma- 
rihuana y las adicciones. Los países están probando. 
Portugal empezó hace diez años con una política pro- 
pia que no abarcaba solo a la marihuana, sino a todas 
las drogas. Obtuvo resultados y hay una discusión al 
respecto. En general, la opinión es que se redujo el 
incremento de los consumidores de drogas, aunque 
algunos dicen que los informes no son completos, que 
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se precisa más tiempo y que se debe contar con mayor 
información, pero no voy a entrar en esas cuestiones. 


En nuestro caso queremos ir en la línea de defi- 
nir estrategias que tiendan a prevenir. Este proyecto 
de ley separa el mercado de la marihuana del de las 
demás drogas, rompe la unidad de todos estos merca- 
dos ilegales. Quizás esto tenga que ver con el número 
de consumidores que tenemos, con que el mecanis- 
mo de procesamiento que se usa para la marihua- 
na es más simple que el de otros productos, o con 
otros motivos. Lo cierto es que la inclusión del uso de 
marihuana deja de estigmatizar a los usuarios al no 
aplicarles la ley penal. Al fin y al cabo, debemos ser 
sinceros: si el consumo está permitido, ¿por qué hay 
que mirarlos como criminales? Justamente, el doctor 
Langón nos decía en la Comisión que los Legisladores 
tenían que definir si una persona que consume dro- 
ga es un delincuente, un criminal. Son cosas que las 
tenemos que clarificar bien. Me parece que a través 
de esta ley se busca trabajar con las organizaciones de 
consumidores de marihuana, de manera de tener in- 
formación fundada, incidir en la toma de decisiones y 
ayudarlos a que sepan calcular los riesgos del uso de 
esa sustancia. 


Creo que la educación es un factor clave en esto; 
debemos dar respuesta a los usuarios problemáticos, 
informar y prevenir. A su vez, hay que combatir el 
narcotráfico, aunque no sé si por el nivel de corrup- 
ción y violencia que existe el Estado le podrá sacar el 
negocio a través de esta figura, que no es un monopo- 
lio sino un monopsonio, es decir, un solo comprador 
para un solo producto. 


Es cierto que hay una correlación positiva entre 
la prevalencia y el riesgo percibido y hay que trabajar 
para que la percepción de ese riesgo sea alta. Se debe 
decir que esto es malo, que esto no es conveniente. A 
través del sistema educativo, hay que ver la manera 
en que los ciudadanos toman su decisión libremente, 
sabiendo lo malo que es para ellos mismos. 


Sé que estamos en un mundo complejo, donde 
el inmediatismo va ganando terreno y muchas veces 
la conducta de las personas está más pautada por la 
sensación gratificante inmediata que en una visión 
más a mediano o a largo plazo, ya sea de su propia 
construcción, de su familia o de sus responsabilida- 
des. Eso está pasando en el mundo de hoy; no vale 
decir si a uno le gusta o no le gusta. Seguramente 
que esto es mucho más multicausal que el problema 
de las drogas. 


Todo esto tiene que ver con el riesgo percibido y 
con cuánto importa, porque es el riesgo de ahora, es 
el riesgo de mañana y el de hace un año. Hay jóvenes 
que no piensan cómo será la vida dentro de un año y 
si alguien les pregunta dicen que no les importa, por- 
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que solo se interesan por cómo viven hoy. Este es un 
problema de formación y cultural. Pero se puede ac- 
tuar en eso —para caer en la prevalencia— informando 
y trabajando sobre el riesgo que implica la utilización 
de estas drogas. 


También hay una correlación positiva entre pre- 
valencia y disponibilidad. Hoy la disponibilidad no 
tiene límites. Todas las encuestas y las informacio- 
nes existentes indican que la marihuana se consigue, 
porque hay por todos lados. Entonces, tenemos una 
boca, que es la que lo organiza, y también tenemos 
el sistema de farmacias a través de un mecanismo 
que debemos empezar a organizar. Quizás tenga ca- 
rencias en su comienzo, pero tengo confianza en que 
podremos ir mejorándolo, si es que sabemos hacia 
dónde queremos ir. Se ha dicho que no se puede lo- 
grar cuando en realidad se trata de un mecanismo 
tan simple como tener identificadas a 18.000, 20.000 
o 30.000 personas. ¿Cómo hicimos en el caso de las 
11:000.000 de vacas que tenemos identificadas? Me 
parece que aquí el asunto no es que no se pueda, sino 
si se tiene la convicción y las herramientas para llegar 
a controlarlo. 


En realidad, me parece que el mecanismo a través 
del Instituto de Regulación y Control del Cannabis y 
de las farmacias puede mejorar la situación de la dis- 
ponibilidad, por lo que la correlación en prevalencia 
y disponibilidad puede actuar a favor de los consumi- 
dores. 


SEÑOR SOLARI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR AGAZZI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: escucho al 
señor Senador Agazzi y no puedo menos que coinci- 
dir con varios de los conceptos que él expresa —esto 
lo sabe tanto él como el resto de los integrantes de la 
Comisión de Salud Pública—, pero eso me causa una 
gran decepción por una oportunidad perdida. 


Quiero hacer referencia a unas palabras del señor 
Senador Lacalle Herrera sobre lo ocurrido cuando la 
Bancada oficialista trasmitió —a partir de la discusión 
del artículo 1.”- al resto de la Comisión que no había 
el más mínimo margen para negociar una coma. Yo 
no me quise dar por vencido y me quedé trabajan- 
do con el resto de la Comisión, aspirando a que lo 
hiciéramos de la misma manera en que trabajamos 
en la ley de fertilización asistida. La verdad es que 
no lo logramos y me pregunto por qué. No es que los 
miembros de la oposición no lo hayamos intentado, 
sino que la Bancada oficialista no podía abrir la puer- 
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ta a que este proyecto de ley se mejorara en ningún 
aspecto. Y no me refiero a algunos aspectos que noso- 
tros pudiéramos considerar, sino en ningún aspecto. 


Escucho al señor Senador Agazzi hablar sobre 
la expectativa que él tiene en relación con la 
prevención y por dentro me digo a mí mismo: Dios 
ayude al Gobierno que sea a que eso se cumpla. 
Lo planteo porque la ley que está vigente habla 
exactamente igual de la prevención. Es más, esta 
ley seguirá vigente para las demás drogas ilícitas y 
si las autoridades del Poder Ejecutivo no cumplen 
con la ley que hoy está vigente, me pregunto qué 
expectativas tenemos de que cumpla con la nueva 
ley que se dicte. ¿No estaremos incurriendo en un 
progreso de papel, en un progreso escrito? Sé que 
no podemos contestarlo ni el señor Presidente ni 
quien habla, así como ninguno de los que estamos 
acá. La ley vigente habla de la prevención, de la 
rehabilitación, de la reinserción, de la educación, de 
la educación preventiva, de que tiene que haber una 
coordinación estrecha entre el Ministerio de Salud 
Pública y la Administración Nacional de Educación 
Pública. De todo eso habla la ley vigente, que seguirá 
vigente para las otras drogas. 


Con posterioridad a esta ley de 1974 se creó 
como muy bien dijo el señor Senador Agazzi- la 
Junta Nacional de Drogas para coordinar todas esas 
actividades de los distintos organismos. Se creó una 
Secretaría operativa para colaborar con esa coordina- 
ción y, sin embargo, la impresión que uno tiene des- 
pués de haber escuchado a todas esas delegaciones, 
es que cada uno marcha por su senda, cada uno cuida 
su trillo. 


Ya hay posgrados en el Uruguay sobre adicciones, 
su prevención, su rehabilitación, su tratamiento; hay 
un posgrado en la Universidad Católica desde hace 
cinco años. Nunca escuché a alguien de la Junta Na- 
cional de Drogas decir que estaba trabajando con esos 
docentes. 


En uno de sus artículos finales esta ley sabiamen- 
te dispone un sistema de evaluación, pero si la eva- 
luación de estos programas no está diseñada en el 
momento en que se aprueba la ley, a posteriori —ex 
post- es prácticamente imposible porque, como bien 
decía uno de los señores Senadores preopinantes, acá 
la muestra es el universo entero, es la totalidad del 
país, por cuanto no tendremos con qué comparar. 


Por último, quiero también señalar —porque no 
estoy de acuerdo y no sería sincero conmigo mismo 
si no lo dijera— que en este país no conozco a nadie 
que haya ido preso por ser usuario de una droga, ni 
siquiera de las que puedan causar mayor daño. Van 
presos quienes comercializan, pero no quienes las 
consumen, porque el consumo no está penado gra- 
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cias a una visión humanista de Adela Reta y de Ofelia 
Bachini que redactaron la Ley de 1974. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede proseguir el señor 
Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: más tempra- 
no se habló sobre el problema que tendría un mono- 
polio estatal en esta materia. Al respecto, quiero decir 
que la Ley n.” 14.294, de 31 de octubre de 1974, en 
su artículo 1.* ya decía: “Será monopolio del Estado 
la importación y exportación de las sustancias conte- 
nidas”, etcétera. El Estado no tenía un rol protagóni- 
co —ahora estará en todos los componentes después 
de que se apruebe este proyecto de ley-, pero en la 
importación y exportación ya tenía el monopolio des- 
de hace muchos años. No sentí nunca hablar a nadie 
de la inconstitucionalidad de esto aunque, claro, en 
esa época no se podía hablar de ese tema, pero des- 
pués se pudo. 


Quiero decir que este proyecto de ley vincula, en 
su artículo 4.”, las pautas de la Organización Mundial 
de la Salud, lo que la OMS define como habilidades y 
competencias; las diez habilidades para la vida. 


El artículo 5.” crea el Registro de Consumidores 
Personales. En realidad, debe haber un registro in- 
nominado para respetar la privacidad de los usuarios, 
pero a su vez se debe poder seguir el control. Se trata 
de aspectos tecnológicos que hoy se pueden resolver 
con la tecnología disponible; quizás hace algunos 
años no se podía hacer. Hay varios países que venden 
semillas de cannabis, de distintos tipos; por ejemplo, 
Canadá, Holanda o Israel. En realidad, el sentido que 
tiene todo el proyecto de ley es procurar que no haya 
producción excedentaria a través de mecanismos que 
están definidos, pero que hay que construir. 


Hay un último aspecto sobre el que hablamos en 
la Comisión y tiene que ver con la prevención del 
consumo de drogas y de alcohol en los ámbitos labo- 
rales. Actualmente existe un programa que se está 
desarrollando desde el año 2007, un convenio en el 
que participan la UdelaR con el PIT-CNT, además de 
las Cámaras empresariales y las empresas en el ámbi- 
to de la salud y la seguridad laboral. El actor técnico 
garante es la UdelaR, y existe un documento firmado 
donde se establece que empresarios y trabajadores 
acuerdan abordar el tema del consumo de alcohol y 
otras drogas en el ámbito laboral, siguiendo las reco- 
mendaciones de la OIT, quien propone el abordaje 
desde la perspectiva de salud laboral y el impulso, 
mediante la negociación colectiva, del desarrollo de 
un programa preventivo con carácter participativo, 
no sancionador, voluntario y planificado. Esta estrate- 
gia propone, como ámbito de desarrollo del programa, 
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las bipartitas de seguridad y salud previstas en el De- 
creto n.” 291, y se recomienda su ratificación en las 
tripartitas de seguridad social de los sectores, como 
política a impulsar en todas las ramas de actividad. 


Son cuestiones que están en marcha, y lo quiero 
mencionar específicamente, porque a raíz de que en 
la ley no figura nada sobre seguridad laboral, nos ve- 
nimos a informar de que hay acuerdos, porque esto 
tiene que darse con la participación de los actores. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR AGAZZI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Gallo Imperiale. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
a lo largo de toda la sesión se ha intentado enumerar 
aquellos factores por los cuales se cree que este pro- 
yecto de ley puede fracasar: por un lado, se ha inten- 
tado demostrar que con esta estrategia de regulación 
se va a incrementar el consumo en función de que 
va a aumentar la sensación de riesgo. Es una teoría 
elaborada por el señor Senador Solari, que dice que 
va a aumentar la sensación de riesgo... 


SEÑOR SOLARI.- Va a disminuir... 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- En definitiva, es lo 
que a nosotros nos parece. El resultado que vamos 
a obtener es la disminución del consumo porque, 
en definitiva, habrá un aumento de la sensación de 
riesgo. Eso está demostrado; hay trabajos que así lo 
demuestran y es lo que quiero hacer conocer. Hay 
trabajos académicos con relación al uso problemático 
de drogas, que están vinculados directamente a dos 
aspectos: a la disponibilidad de las sustancias y a la 
percepción del riesgo. Esto vale para todas las drogas, 
incluidas el tabaco y el alcohol. La regulación del ta- 
baco se basa en el manejo de estas dos variables: en 
restringir la disponibilidad y en aumentar la percep- 
ción del riesgo. Los resultados están a la vista. En el 
año 2006, la prevalencia del uso de tabaco en niñas, 
niños y adolescentes era del 32 %, mientras que en 
2012 dicho guarismo había caído al 12 %. 


Existen dos estudios longitudinales, realizados 
en Estados Unidos -que me han hecho llegar—, sobre 
la marihuana, el alcohol y el tabaco, que se llevaron 
a cabo durante veinte años de observación del mismo 
mercado. Allí hay gráficas que demuestran científica- 
mente que a medida que aumenta la disponibilidad 
percibida, aumenta la prevalencia. El cannabis ocupa 
el primer lugar en disponibilidad y también en la pre- 
valencia. 
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En materia de riesgos, también sucede que cuan- 
do estos aumentan, disminuye la prevalencia. Por 
eso, en la gráfica que he mencionado, la heroína, que 
tiene gran riesgo y la gente lo percibe así, tiene baja 
prevalencia; en cambio, en el caso de la marihuana, a 
la que la gente percibe como de bajo riesgo, aumenta 
la prevalencia. 


Esta es una constatación científica que, en defi- 
nitiva, demuestra que la prevalencia anual durante 
ese período explica la función de los cambios en la 
percepción de los riesgos y las disponibilidades. 


Partimos de la base de que eso es así, pero lo que 
no es así son los resultados que vamos a tener con la 
regulación del cannabis. Precisamente, con la regu- 
lación del cannabis pretendemos reducir la disponi- 
bilidad y emitir la percepción de aumento de riesgo. 


Por otro lado, hay una gráfica realizada con datos 
del NIDA —National Institute on Drug Abuse-, don- 
de se muestran datos de las dos drogas reguladas —el 
alcohol y el cigarro- en una serie de estudiantes de 
8.2, 10. y 12.” grados, desde 1991 a 2012. En lo que 
refiere a alcohol, en 1991 había un 25 % de preva- 
lencia, mientras que en el año 2012 alcanzó el 12 %. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Terminó su tiempo, se- 
ñor Senador. 


Puede continuar el señor Senador Agazzi. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR AGAZZI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Gallo, pero aclaro que al señor Senador 
Agazzi le restan nueve minutos, incluyendo esta in- 
tervención. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Como decía, en 
esta droga regulada —el alcohol- bajó la prevalencia. 


Los datos referidos al tabaco, también para una 
serie de alumnos de 8.9, 10.* y 12. grados, muestran 
que bajó la prevalencia del 14 % al 4,9 %. 


Ahora bien, ¿qué sucedió con la droga no regula- 
da, que era la marihuana? Nos encontramos con que 
hubo un aumento tal, que en el año 1991 tenía una 
prevalencia de 3,2 %, y en 2012, esa cifra llegaba al 
5,5 %. En los estudiantes de 12.* grado, el guarismo 
variaba de 13 % a 22 %. Los resultados son muy cla- 
ros; la evidencia dice que en los mercados regulados 
donde se controla la disponibilidad, donde se maneja 
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una información veraz y confiable para que aumente 
la percepción del riesgo, y donde se controla y regula 
la publicidad, las prevalencias de uso tienden a des- 
cender. Eso es lo que nosotros pretendemos. Si todo 
se da de acuerdo con la experiencia que muestra este 
trabajo, el resultado que vamos a obtener será la dis- 
minución del consumo, que es lo que en definitiva 
estamos buscando. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Solo quisiera agregar unas 
palabras sobre el trámite parlamentario porque, en 
realidad, este proyecto de ley ingresó, proveniente 
del Poder Ejecutivo, en agosto de 2012. Dentro de 
nuestro plan de trabajo estaba aprobar este proyecto 
de ley este año. Tuvo un trámite muy profundo en la 
Cámara de Representantes. Concretamente, se creó 
una Comisión Especial y llevó mucho tiempo tomar 
todas las iniciativas. 


Tenemos claro que existen dos Cámaras que de- 
ben trabajar independientemente, pero lo que plan- 
teamos en la Comisión fue que, en la medida de lo 
posible, intentamos trabajar profundamente en las 
Comisiones para lograr un producto legislativo cons- 
truido entre todos, pero en este caso surgió un pro- 
blema de tiempos políticos, debido a nuestro plan de 
trabajo y definiciones, y no le pudimos dar al trata- 
miento de este tema el mismo proceso que le dimos a 
otros. Esto puede verse críticamente, pero para noso- 
tros es un compromiso y una medida de la eficiencia 
con la que trabajamos: se trabajó mucho en la Cáma- 
ra de Representantes, y poco en la de Senadores. Esta 
es la explicación que damos para nuestra actitud y 
nuestras definiciones en la Cámara de Senadores con 
este proyecto de ley. 


Con esto termino, señor Presidente. 
SEÑOR LESCANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra, señor 
Senador. 


SEÑOR LESCANO.- Señor Presidente: si bien es- 
pero no utilizar todo el tiempo reglamentario disponi- 
ble, debo decir que comparto el criterio de que en un 
proyecto de ley como el que estamos analizando hay 
que fijar una posición clara. 


No sé si hoy vamos a estar, como se ha expresa- 
do, en el centro de la opinión pública del mundo. Me 
informan que hay un número muy importante de 
prensa extranjera -que desde luego son muy bien- 
venidos-, cuya presencia puede haber tenido alguna 
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gravitación en el desarrollo y en el tono del debate; 
puede haberlo tenido. Pero, en todo caso, Uruguay no 
necesita de estos temas para, efectivamente, ser de 
interés en América Latina y en el mundo. Estoy segu- 
ro de que muchos de estos periodistas han estado en 
alguna otra oportunidad en nuestro país, ya sea para 
cubrir, por ejemplo, el Plan Ceibal -que es orgullo de 
los uruguayos, ya sea para destacar los aspectos de 
la estabilidad política y social del país —que es orgullo, 
no solo del partido de Gobierno, sino, desde luego, de 
todos los partidos políticos uruguayos—, ya sea para 
resaltar la transparencia pública y del sector priva- 
do —en otras palabras, escasos niveles de corrupción, 
que son un capital nacional de gran importancia— , 
o ya sea para resaltar —le guste o no a los estimados 
colegas- las características personales del Presidente 
de la República, su estilo de vida, su forma de co- 
municación particular que, sin duda, sabemos que es 
valorada muy especialmente por su historia y por el 
presente, especialmente fuera del país. Son muchas 
las razones por las cuales pienso que Uruguay ha te- 
nido momentos en que ha estado en el centro de la 
opinión, sin quitarle, desde luego, trascendencia al 
proyecto que estamos considerando en el día de hoy. 


Quisiera comprometer una opinión a modo de 
fundamento de voto, así como también hacer refe- 
rencia a algunas cuestiones de carácter político que 
considero son errores o cosas muy graves que han 
sido expresadas por señores representantes de la opo- 
sición. 


Comienzo señalando, señor Presidente, mi abso- 
luto acuerdo con un informe muy consistente, que 
no sé si fue debidamente escuchado, del miembro 
informante, señor Senador Conde, y las intervencio- 
nes, en particular, del señor Senador Gallo Imperiale, 
de notoria versación en el tema, así como la de otros 
compañeros. 


En este tiempo —-como se señalaba—, en que se 
vienen votando leyes muy importantes, la señora 
Senadora Moreira sabe que, solamente, yo no hubie- 
ra votado una de ellas, la que tiene que ver con la 
interrupción voluntaria del embarazo, pero sí todas 
las demás. Me refiero a las que se han venido impul- 
sando para trabajar contra todo tipo de discrimina- 
ción de cualquier naturaleza, contra toda inequidad 
de género, raza o de cualquier otra situación. Y lo 
hubiera hecho, no por disciplina partidaria, sino por 
la convicción de que el país está viviendo, con estas 
leyes —la mayoría son iniciativas del Poder Ejecutivo— 
que marcan el tiempo de derechos para ciudadanas y 
ciudadanos uruguayos, el mayor número de derechos 
de que ha gozado hasta ahora la sociedad uruguaya, 
con la excepción quizá, nobleza obliga y debo admi- 
tirlo, del período del primer batllismo, el de don José 
Batlle y Ordóñez, especialmente en materia social. 
Pero este es un gran tiempo de derechos en el marco 
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de políticas económicas y de vigorosas políticas so- 
ciales que están conduciendo —gradualmente quizá, 
sin la aceleración que quisiéramos, pero con firmeza 
y consistencia— a un país más justo y más solidario. 


Señor Presidente: como se ha señalado, el mundo 
avanza hacia la regulación de los mercados de dro- 
gas. Este es otro tema importante, porque hoy acá, 
un señor Senador que ahora no se encuentra en Sala 
dijo que el Uruguay estaba cambiando de estrategia: 
de la lucha frontal contra el narcotráfico y las drogas, 
hacia la regulación. Esos no son los términos de la 
ecuación que refleja la presentación de este proyecto 
de ley. Alternativas fuertes, yo diría dilemáticas o dra- 
máticas de ese tipo sí se han planteado por ejemplo 
en México, donde es evidente, para cualquiera que 
entienda algo de las políticas vinculadas a la lucha 
contra el narcotráfico, los cárteles, etcétera, que las 
políticas llevadas adelante por el Presidente Felipe 
Calderón y las actuales políticas del Gobierno del se- 
ñor Peña Nieto son sustancialmente distintas, y todos 
los que estamos aquí sabemos por qué lo son y por 
qué efectivamente México tiene, entre otras diferen- 
cias tan grandes, la tragedia que conmueve al mundo 
en materia de muertos por este terrible flagelo. Esas 
sí son las diferencias. En cambio, aquí hay fuertes 
y crecientes consensos internacionales respecto a la 
necesidad de ensayar nuevas estrategias. 


Motivado por el mejor de los espíritus, acá se ha 
dicho, realmente, casi de todo. Por ejemplo, se ha se- 
ñalado que esta es una ley expresión del mayor ca- 
nibalismo capitalista, inspirada y financiada por el 
señor Soros. Se han dicho cosas muy graves, desde 
luego, con todo derecho. Permítanme entonces, con 
el mismo derecho, decir que uno está honestamente 
convencido -y este es un tema, también, de credibili- 
dad frente a la opinión pública—- de que el mejor de los 
espíritus vinculado al consumo de droga y, fundamen- 
talmente, a la lucha contra el narcotráfico, ha inspi- 
rado el trabajo de largos años de un grupo de gente 
que tiene un componente técnico muy importante y 
que entiende de estos temas. No estoy calificado para 
hablar de la pérdida de la batalla contra las drogas, 
pero sí puedo expresar públicamente un reconoci- 
miento a aquellos jerarcas —y desde luego a todos los 
funcionarios— que desde los más altos niveles del Mi- 
nisterio del Interior están, desde hace muchos años, 
dando una batalla frontal contra el narcotráfico en 
nuestro país. 


Es necesario expresar, señor Presidente, ese reco- 
nocimiento, sobre el que no voy a decir que sea exclu- 
sividad del Gobierno, ya que esa lucha seguramente 
es compartida por todos. Simplemente, ha tocado a 
nuestro partido estar al frente del Gobierno en mo- 
mentos en que, lamentablemente, los incrementos 
del consumo y de la presencia de líderes vinculados a 
los cárteles del narcotráfico están exigiendo un nivel 
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de coraje que los gobernantes y los funcionarios están 
expresando en esta lucha. 


Por lo tanto, uno vota con esa convicción, más allá 
de que muchos de nosotros tuvimos que hacer un 
proceso en el que no faltó cierto desconcierto o sor- 
presa ante los anuncios, para ir asumiendo crecientes 
niveles de información y participación en la discusión 
que, lejos de ser una contribución al incremento del 
problema, ha logrado poner en el centro del debate 
público uno de los temas que no pueden faltar. En 
lo personal, comparto el derecho constitucional que 
tiene el Partido Nacional —tal como ha anunciado- de 
llevar adelante un referendo de derogación de esta 
ley. Sin dudas, el peor servicio que podemos hacerle 
a esta lucha es el secretismo, decir que el problema 
no existe, y por eso es necesario ponerlo en el centro 
de un auténtico debate nacional. De manera que si se 
lleva adelante esa iniciativa, será bienvenida. Como 
bien he señalado, este Gobierno no se mueve, como 
alguna vez se ha dicho, por aquello que alguien ha 
denominado una democracia auscultativa, es decir, 
como un gobierno que actúa en términos de gestión 
de acuerdo con las encuestas de opinión pública. 
Precisamente, este es un ejemplo de ejercicio de go- 
bierno de una democracia no auscultativa, capaz de 
impulsar iniciativas que requieren, desde luego, una 
dosis de innovación y de coraje importantes, aun sa- 
biendo que hay un sector relevante de la opinión pú- 
blica nacional sobre la cual habrá que trabajar mucho 
en términos de auténtica pedagogía y de niveles cali- 
ficados y, también, de mayor información en calidad 
y cantidad, para ir trasladando a sectores de esta los 
beneficios que, efectivamente, contiene este proyecto 
de ley. 


Nuestro país supo regular el mercado del tabaco 
tal como expresaron varios compañeros- y eso le va- 
lió obtener distintos reconocimientos por parte de la 
Organización Mundial de la Salud. Eso se logró con 
el trabajo que en los últimos diez años han realizado 
las organizaciones sociales y con lo que ha hecho el 
Gobierno a través de la Junta Nacional de Drogas. 
El hecho de que esas instituciones se hayan abocado 
al tema ha resultado en lo que muy bien ha dicho el 
señor Senador Rubio, es decir, en que el país hoy esté 
bien preparado, con honestidad, para abordar este 
reto con responsabilidad. El diseño y la ejecución de 
políticas públicas deben poder evaluar sus prácticas 
para mejorar su impacto sobre la sociedad, porque a 
diferencia de lo que ocurría hace quince años, hoy es 
evidente -como aquí se ha expresado en forma muy 
clara— que la política de prevención de las drogas ha 
fracasado. No solo no cumplió su objetivo de “cons- 
truir un mundo libre de drogas” a partir de una estra- 
tegia de ataque frontal a la oferta de drogas, sino que 
generó un conjunto de externalidades negativas en 
materia de salud pública y de aplicación de Justicia, 
de seguridad y de mayor democracia. Por lo tanto, 
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como se ha señalado antes, estamos instalados ante 
la crisis del paradigma hegemónico y las respuestas 
necesarias. 


Luego de iniciada la segunda mitad del siglo XX, 
un fuerte acuerdo internacional encabezado por las 
potencias mundiales y vehiculizado a través de las 
Naciones Unidas buscó alcanzar un mundo libre de 
drogas. La Convención Única de Estupefacientes 
de 1961 estableció una primera lista de sustancias 
prohibidas, que fue ampliada notoriamente a partir 
de la Convención sobre Sustancias Psicoactivas 
firmada en Viena en 1971. Y a partir de ese convenio 
quedaron establecidas las listas definitivas de 
sustancias prohibidas, entre las que se incluyó la 
hoja de coca y la marihuana y se excluyeron, como 
sabemos, el tabaco y el alcohol. Independientemente 
de los posicionamientos éticos y filosóficos desde 
los que partamos, nadie puede sostener que las 
políticas prohibicionistas han dado resultados. 
Lejos de alcanzar el objetivo de un mundo libre de 
drogas que alguna vez se trazó, las problemáticas 
sociales asociadas a las sustancias psicoactivas han 
crecido y se han diversificado, generando nuevos 
problemas que afectan, principalmente, a las 
regiones productoras, como son América del Sur y 
Central, el norte de África y el Sudeste Asiático. Ese 
consumo de sustancias psicoactivas ha crecido en 
todo el mundo; diversos informes oficiales señalan 
el aumento de ese consumo de drogas y, por cierto, 
no vamos a cansar al Cuerpo leyendo números 
y gráficas que tenemos a nuestra disposición en 
algunos documentos como, por ejemplo, el informe 
del año 2011 de la Comisión Global de Política de 
Drogas. En virtud de que nuestro país no escapa a 
esta situación, desde la Junta Nacional de Drogas, 
a través de su observatorio, se revela el incremento 
que se ha producido en el consumo de sustancias 
psicoactivas. Esto representa la puesta en el banquillo 
de los acusados de un paradigma hegemónico desde 
el punto de vista de la producción. No es cierto que en 
aquellos modelos en los que el acceso a la marihuana 
se encuentra regulado, el consumo sea mayor. Tiene 
razón el señor Senador Agazzi en cuanto a que, 
quizás, no correspondería entrar en comparaciones, 
y tampoco las voy a hacer por razones de tiempo. 
Sin embargo, sería conveniente analizar el caso de 
Holanda o de Portugal, por ejemplo, que han dado 
buenos resultados. 


Este proyecto de ley de regulación y control de la 
marihuana prevé la prohibición de realizar cualquier 
forma de publicidad directa o indirecta, así como la 
venta a menores, y establece la necesidad de desarro- 
llar campañas de información sobre los posibles ries- 
gos y daños asociados a su consumo. Por otro lado, la 
ausencia total por parte del Estado en el control de 
la calidad de las sustancias prohibidas —como tam- 
bién se ha señalado en el día de hoy- ha propiciado 
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la aparición de subproductos con grados de toxicidad 
mayores y con la capacidad de generar consumos pro- 
blemáticos, particularmente preocupantes. 


La regulación de la marihuana, como han explica- 
do el señor miembro informante y otros compañeros, 
separará a los mercados y alejará a quienes las usen 
del ofrecimiento de drogas más pesadas, como la pas- 
ta base; al menos, ese es el espíritu que orienta a esta 
iniciativa. Esto es visto como una externalidad posi- 
tiva de la regulación de los mercados, frente a lo que 
la literatura de políticas de droga denomina efecto 
góndola, que es propiciado por los mercados ilegales. 


Luego, señor Presidente, podríamos referirnos a 
la crisis en materia de aplicación de Justicia, de se- 
guridad y de estabilidad democráticas, en la medida 
en que estas situaciones, como consecuencia de la 
penalización y la criminalización, han generado un 
conjunto de problemas sociales inesperados que afec- 
tan particularmente a la región y también al Uruguay. 
Ya ha sido citado el caso del estudio de la doctora 
Gianella Bardazano, así como el artículo “Se presume 
culpable”, publicado por la Universidad de la Repú- 
blica, en la colección Artículo 2 denominada Aporte 
universitario al debate nacional sobre drogas. Allí se 
plantea que “las prácticas interpretativas muestran 
decisiones que reflejan tratamientos jurídicos distin- 
tos a situaciones similares, a la vez que una fuerte re- 
ducción de los actos que se consideran no punibles”. 
Pese a que el consumo personal se encuentra despe- 
nalizado, la redacción de dicho artículo ha dado lugar 
a interpretaciones muy diversas, tal como han expre- 
sado muchos señores Senadores en el día de hoy. 


Por lo tanto, como bien señala el informe del se- 
ñor Senador Conde, el artículo 7.* del proyecto de ley 
elimina el concepto de convicción moral del Juez, es- 
tableciendo que este valorará la culpabilidad del acu- 
sado por un delito de drogas, conforme a las reglas de 
la sana crítica. De esta manera, se vuelve a colocar la 
carga de la prueba en su lugar, debiéndose demostrar 
la culpabilidad y no la inocencia de los acusados. 


Por otra parte, se han hecho muchas referencias 
a las declaraciones de representantes y jerarcas de 
institutos, refiriéndose a la iniciativa uruguaya en 
términos positivos. Entre ellas está la del Secretario 
General de la OEA, cuyos informes presentados en 
mayo de este año ante el pedido de los Presidentes de 
la región, revelan el impacto que la política de guerra 
a las drogas ha generado en los Estados americanos. 
A su vez, la WOLA —por su sigla en inglés- reconoce 
esas recomendaciones y políticas que se hacían desde 
la organización de los Estados americanos, cuyos in- 
formes señalan una serie de puntos que creo que en 
su mayoría ya han sido mencionados, aunque sería 
bueno que quedara constancia en la versión taquigrá- 
fica de esta sesión. 
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También se encuentra en consonancia el proce- 
so desarrollado por Uruguay con los planteos de la 
Comisión Global de Políticas de Drogas con esta Co- 
misión de líderes mundiales, que también ha sido ex- 
tensamente citado. 


De manera que, como conclusión, Uruguay no 
está solo en este camino de reforma de las políticas 
de drogas que se inicia con la regulación del mercado 
de la marihuana. Tengo cuatro o cinco páginas —al 
menos- que relatan el apoyo internacional calificado 
y autorizado que Uruguay ha recibido en los últimos 
días. 


Como el tiempo corre y me han solicitado alguna 
interrupción, rápidamente quisiera citar dos o tres 
puntos que realmente nos preocupan. Sinceramente 
lo digo con toda convicción de honestidad republi- 
cana-, no agraviaría a ninguno de los partidos polí- 
ticos aquí representados diciendo que una iniciativa 
de esta naturaleza podría confundirse o tacharse de 
experimento con la población uruguaya. Comprende- 
rán los estimados miembros de la oposición que esto 
es algo muy fuerte. Lamentablemente las poblaciones 
han sufrido, por cierto, ensayos y experimentos. ¡Ni 
que hablar! ¿Acaso el llamado Consenso de Wash- 
ington, que generó problemática social y estigmati- 
zación de la pobreza, no lo fue? ¿Fue o no fue, ese sí, 
un experimento que desde el punto de vista social y 
económico involucraba a las sociedades de nuestros 
pueblos y muy especialmente a los más pobres? Ex- 
perimento repudiable fue el de aquel ciudadano nor- 
teamericano -un reaccionario hecho a mano llamado 
Robert McNamara-, quien propuso en su país que los 
aviones de la Fuerza Aérea americana sobrevolaran 
los países de América Central arrojando anticoncep- 
tivos como política para regular el grave problema 
demográfico. Aclaro que era un problema grave de 
acuerdo con las decisiones que tomara en su momen- 
to el departamento de Estado. Esos son experimen- 
tos repudiables y, desde luego, censurables. ¿Cómo 
puede sostenerse, sinceramente, en un debate como 
el que hemos tenido hoy, que anima la voluntad del 
Gobierno someter a uruguayos y a uruguayas de todas 
las edades y de todas las condiciones, a un experi- 
mento de esta naturaleza? 


A su vez, también se ha expresado que la apro- 
bación de este proyecto de ley podría afectar al de- 
porte de nuestro país. Con toda franqueza creo que 
no es así y además considero que este punto no ha 
sido debidamente aclarado, aunque posiblemente me 
haya perdido parte del debate. Debo decir que confío 
en los miles y miles de deportistas uruguayos, como 
confío en la política de los organismos internaciona- 
les “como WADA, que tiene sede regional en nuestro 
país- y en las autoridades del deporte nacional que 
llevan adelante las políticas antidopaje. Nuestros de- 
portistas saben que no pueden doparse, que no pue- 
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den consumir drogas, y aunque no hay posibilidad de 
que sean enviados a prisión por la Justicia ordinaria, 
pueden ser severamente castigados —y ya lo han sido— 
sin excepción, desde el punto de vista de la compe- 
tencia deportiva. Entonces, ¿cómo puede sostenerse 
per se que un proyecto de ley como el que estamos 
analizando incrementará la adicción y el consumo en 
los deportistas uruguayos? Yo seguiré apostando a la 
disciplina y al sentido profesional y ético de los depor- 
tistas y de las autoridades que, con toda franqueza, 
creo que controlan adecuadamente este tema. 


Asimismo, se ha hablado del turismo. Creo que 
el Uruguay —y también lo digo con toda franqueza y 
honestidad- y su industria turística no necesitan de 
proyectos de esta naturaleza —más allá de las limita- 
ciones a residentes, etcétera— para atraer a los turis- 
tas. No conozco las realidades de los países europeos 
—hoy se dio a conocer alguna cifra—, sinceramente no 
las conozco. Tengo la más absoluta convicción de que 
en el Uruguay esto no va a ocurrir, porque la génesis 
de esta propuesta de políticas sociales —vuelvo a de- 
cir— tiene un objetivo, que es el combate al narcotrá- 
fico; en ello se ha inspirado el Gobierno nacional que 
tenemos el orgullo y el honor de integrar. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR LESCANO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al señor Senador Lesca- 
no le restan cuatro minutos. Se va a votar una moción 
para que se prorrogue el tiempo de que dispone. 


(Se vota:) 
21 en 22. Afirmativa. 
Puede interrumpir el señor Senador Fernández. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Señor Presidente: en 
1968 —en mi juventud- ya se hablaba de la marihuana 
y ya había gente que fumaba esta sustancia. Enton- 
ces, me llama la atención cuando se dice: “Cuidado 
con los jóvenes de ahora”. ¿Y los de antes? ¿Qué pa- 
saba con los jóvenes de antes que, en realidad, son 
los viejos de ahora? Cuando se hace referencia a los 
jóvenes, ¿decimos que son los descarriados de ahora? 


El tema de la droga es un problema que viene agra- 
vándose. Creo que todos estamos preocupados por la 
droga y por el narcotráfico, que es una de las cues- 
tiones fundamentales por las que el Poder Ejecutivo 
ha presentado este proyecto de ley. El narcotráfico 
está por todos lados —no únicamente en el Uruguay-, 
y si bien con este proyecto de ley no resolveremos el 
problema, vamos por ese camino. Esto que estamos 
haciendo —no quiero utilizar la palabra “experimen- 
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to,” porque parece que hoy en día no se puede utilizar 
esa palabra- irá siendo modificado a medida que se 
avance en la materia y aquello que deba ser mejora- 
do, se mejorará. 


Quiero decir lo siguiente: tanto este Gobierno 
como el anterior, desde el Ministerio de Turismo y De- 
porte se promovieron diversos programas destinados 
a niños y jóvenes para que se encontraran, justamen- 
te, en la práctica del deporte; asimismo, se trabajó 
para que se alejaran del mal, de las drogas. Es así que 
se ha llevado adelante un magnífico emprendimiento 
llamado Pelota al Medio a la Esperanza. También el 
programa Knock Out a las Drogas tiene como objetivo, 
precisamente, golpear por ese lado. ¿Qué quiero de- 
cir con esto? Que esto también es educar, es trabajar 
sobre la educación y tratar de hacer entender este 
mal por el que hoy está atravesando la sociedad. 


Entonces, como se puede apreciar, estamos tra- 
bajando en todos los aspectos, incluso en el sanitario. 
De hecho, en la Comisión de Salud Pública estamos 
considerando un proyecto de ley relativo al “trata- 
miento sanitario de adictos en situación de riesgo”. 
¿Qué significa esto, que estamos preocupados y que 
podemos decir que aquí se terminó el trabajo? No. Y 
fíjense los señores Senadores que estamos tratando 
el tema a pesar de este proyecto de ley; o sea que la 
situación es una preocupación permanente. 


Por otra parte, permítanme decir que hoy tempra- 
no en la mañana se volvió a criticar al Sistema Na- 
cional Integrado de Salud, golpeando nuevamente a 
ASSE -—gratuitamente-, porque parece que en algún 
lugar faltan ambulancias. Debe ser así, quizás, pero 
sin pretender abundar en todos los informes que me 
han enviado, quiero decir, simplemente, que entre los 
años 2005 y 2014 se van a integrar 224 ambulancias, 
mientras que en el período 1990-1994 había 98 am- 
bulancias, entre 1995 y 1999, 57, y así sucesivamen- 
te. Entonces, debería tenerse un poquito de memoria 
y actuar con respeto, mirando también lo bueno que 
estamos haciendo en el país en materia de salud, por- 
que todo esto nos hace bien. 


(Suena el timbre indicador del tiempo). 


—Además, la Organización Mundial de la Salud si- 
gue mirando al Uruguay con mucho respeto y sigue 
diciendo que en todos estos aspectos de prevención 
se viene avanzando y es un ejemplo para el mundo. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Lescano. 


SEÑOR SOLARI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 
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SEÑOR LESCANO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Solamente quiero referirme a 
una expresión mencionada por el señor Senador Les- 
cano, que tal vez la haya entendido mal, pero como 
fui el único que habló de la marihuana y el deporte, 
supongo que cuando señaló eso se estaba refiriendo 
a mí. 


El señor Senador me atribuye una frase que no 
recuerdo haber dicho. Él me atribuye haber afirmado 
que esta ley estaría incitando a los deportistas a do- 
parse. No recuerdo haber manifestado tal cosa, y para 
comprobarlo podemos revisar la versión taquigráfica. 
Si se entendió así, no fue eso lo que quise decir. Y, por 
las dudas, voy a reiterar exactamente lo que señalé 
en mi exposición, tal vez en forma textual. Dije que 
Uruguay es parte de la Agencia Mundial Antidopaje. 
Esta Agencia tiene, dentro de su lista de sustancias 
prohibidas, la marihuana. Y agregué que aprobar este 
proyecto de ley sería un mensaje contradictorio y ne- 
gativo contra el deporte limpio y la salud de los depor- 
tistas. Uruguay fue y es —¡fue y es!- líder continental 
contra el dopaje en el deporte, y esta ley va en contra 
de la rica historia del Uruguay en este tema, que po- 
dría recibir sanciones deportivas, como ser excluido 
de campeonatos panamericanos, mundiales y juegos 
olímpicos por incumplir el código de la Agencia Mun- 
dial Antidopaje al autorizar el acceso irrestricto a la 
marihuana. 


Eso fue lo que dije, señor Presidente, y aquí no 
hay ninguna incitación, ni directa ni indirecta, a que 
los deportistas consuman algo; es, simplemente, la 
falta de conciliación entre la política antidopaje y la 
política de drogas para el resto del país. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Lescano. 


SEÑOR LESCANO.- Me alegra que el señor Sena- 
dor Solari haya podido hacer una aclaración precisa 
sobre algún aspecto que pude haber mencionado. Sin 
perjuicio de ello, mantenemos nuestra discrepancia 
de fondo, que es su calificación de una ley negativa 
y provocadora de eventuales sanciones o de proble- 
mas a nivel de los organismos internacionales. Tengo 
entendido -se me aclarará si no es así- que, desde 
luego, este tipo de drogas, como todas las que están 
prohibidas por la WADA (World Anti-Doping Agency), 
continuarán estando prohibidas, así como lo están 
hoy que no tenemos ley. Por eso hablé de la confian- 
za en los deportistas, en su nivel de disciplina en un 
sentido muy amplio, del esfuerzo educativo y de los 
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programas a los que bien hizo referencia el señor Se- 
nador Fernández y sobre los que hemos tratado de 
trabajar. 


De manera que, señor Presidente, lo que no tengo 
el gusto de compartir es el juicio que hace el señor 
Senador Solari sobre la eventual controversia y los 
efectos negativos de esta ley con respecto a seguir 
manteniendo un liderazgo en materia de política an- 
tidopaje deportiva, que creo que todos estamos abso- 
lutamente comprometidos a mantener en el país. 


Finalmente, quiero decir que se han hecho algu- 
nas referencias a aspectos constitucionales. Con re- 
lación al artículo 229 de la Constitución de la Repú- 
blica, sabemos que el Poder Ejecutivo está trabajando 
en el tema, y los redactores del proyecto de ley han 
planteado que visto que los artículos 20 y 24 no crean 
un cargo sino una función, esta iniciativa no estaría 
inhabilitada por el artículo mencionado. 


Y con respecto a las autonomías de la enseñanza 
en nuestro país, recordamos que existen otras leyes 
que también establecen lineamientos sobre los con- 
tenidos de la educación sin incurrir por ello en in- 
constitucionales. Tal es el caso de la Ley de Tránsito 
y Seguridad Vial en el Territorio Nacional o de la Ley 
General de Educación, la que en su artículo 40, al 
referirse a la educación en salud y al abordaje de los 
usos problemáticos de las drogas en el sistema edu- 
cativo, se encuentra en consonancia con el artículo 
10 de este proyecto de ley de control y regulación de 
la marihuana. Dicha norma expresa: “Artículo 40. 
(De las líneas transversales).- El Sistema Nacional 
de Educación, en cualesquiera de sus modalidades 
contemplará líneas transversales entre las cuales se 
encuentran: [...] 7) La educación para la salud ten- 
drá como propósito la creación de hábitos saludables, 
estilos de vida que promuevan la salud y prevengan 
las enfermedades. Procurará promover, en particular, 
la salud mental, bucal, ocular, nutricional, la preven- 
ción del consumo problemático de drogas y una cul- 
tura de prevención para la reducción de los riesgos 
propios de toda actividad humana”. 


Culmino expresando que se pueden entender al- 
gunos aspectos que se han planteado respetuosamen- 
te; que en este proyecto de ley hay materia opinable 
y que es una iniciativa en donde su reglamentación 
deberá jugar un papel muy importante. Con dicha 
reglamentación se dará respuesta a algunos aspectos 
que habrá que examinar con toda atención. Me cons- 
ta que hay avances en la materia y que esta misma 
voluntad anima al Poder Ejecutivo. 


Como dije al principio: no se trata de disciplina 
partidaria y no se trata de desconocer los anteceden- 
tes que existieron en esta materia. Creo que pasar 
de un artículo a cuarenta expresa, como se ha dicho, 
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un trabajo parlamentario. Se han escuchado opinio- 
nes de la más diversa naturaleza. Aun en materia de 
ciencias exactas hay que ser muy humildes porque 
nadie tiene la verdad encerrada en un puño y las co- 
sas cambian mucho en términos horarios. 


Un canadiense y un americano son candidatos al 
Premio Nobel de Medicina y de Bioquímica y sus tra- 
bajos demuestran que las bases púricas de la cadena 
del ácido desoxirribonucleico no está exactamente 
en la misma ubicación en relación a las bases piri- 
midínicas de lo que los científicos creían hace más 
de ciento treinta años. En consecuencia, la ciencia 
y el trabajo absolutamente fundamental en toda esta 
materia, como en tantas otras, debe estar animada de 
“un espíritu de vida y por lo tanto de cambios” como 
enseñó la sabiduría de Luis Pasteur. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR LESCANO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Señor Presidente: con total 
franqueza creía que había acuerdo en el Senado con 
respecto a la notoria inconstitucionalidad del artículo 
10 del proyecto de ley. Y creía que había acuerdo con 
ello por las honestas palabras expresadas por el se- 
ñor Senador Conde en la Comisión de Salud Públi- 
ca: “Quiero manifestar que no se me escapa que este 
artículo lesiona la autonomía de la educación pública, 
porque si no lo dijera claramente estaría haciéndo- 
me responsable de una omisión y, por tanto, quiero 
dejarlo claramente expresado. Este artículo puede 
ser atacado y si la ANEP se considera con personería 
jurídica o legitimación para hacerlo lo hará y estará 
dentro de sus potestades, pero no me parece la cues- 
tión central”. 


Y más adelante señala: “Quiero dejar constancia 
de la cuestión sustancial y no de la cuestión formal, 
porque en la cuestión formal concuerdo en que hay 
una violación de la autonomía y tampoco quiero ha- 
cerme responsable intelectualmente en el sentido de 
no reconocer que ese problema está incluido en este 
artículo”. 


Tenía la convicción de que el Senado en su tota- 
lidad estaba de acuerdo con que este artículo es in- 
constitucional, que viola la Constitución. Me parece 
que eso es absolutamente claro. 


También confieso que no tengo la ilusión de que 
el Frente Amplio no lo vote por considerarlo incons- 
titucional porque ya se han aprobado varias leyes 
inconstitucionales; se ha dicho que eran inconstitu- 
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cionales y aunque un Ministro nos dijera: “nadie me 
avisó”, todo el mundo lo sabía. Creo que vamos por 
mal camino. Claro: tenemos el inconveniente de que 
si el artículo 10 no se vota, el proyecto de ley vuelve 
a la Cámara de Representantes. Y el Diputado que 
dio el voto 50 lo hizo porque quería ese artículo. La 
pregunta que se va a hacer la gente en el día de hoy 
es si fue el Diputado el que engañó a la ciudadanía 
sabiendo que el artículo era inconstitucional e igual 
lo quiso incluir, o él fue el engañado y le dijeron que 
votara tranquilo que se incluía ese artículo aunque 
fuera inconstitucional. Me parece que es un tema de 
forma pero también de fondo. Cuando votamos un 
artículo que sabemos que es inconstitucional —y esto 
lo sabe todo el Senado- y seguimos adelante para que 
no vuelva a la Cámara de Representantes, considero 
que estamos haciendo cosas graves. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Lescano. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- ¿Me permite 
una interrupción, señor Senador? 


SEÑOR LESCANO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Presi- 
dente: voy a ser muy breve. Se ha señalado por parte 
del señor Senador Amorín una afirmación que parte 
de supuestos y da por hecho determinadas asevera- 
ciones. Ante ello, puedo decir con absoluta franqueza 
y honestidad que a mi entender ese artículo no es 
inconstitucional. Se parte de la base de que todo el 
Senado sabe que es inconstitucional, pero no lo es 
y hay que decirlo claramente. Pero hay que mostrar 
también qué dice el artículo en cuestión porque está 
en consonancia con otras normas constitucionales 
que establecen muy claramente la obligación de to- 
dos los poderes públicos de encarrilar los valores de 
nuestra sociedad en todos los ámbitos de expresión 
del Estado, incluida la enseñanza. Lo que señala el 
artículo 10 —y esto la gente lo debe saber- es la inclu- 
sión curricular en la educación primaria, secundaria 
y técnico-profesional de la prevención sobre el daño 
que produce el consumo de drogas. ¿No se quiere 
este artículo? ¿No queremos prevenir en materia de 
drogas? Reitero, el artículo no es inconstitucional y 
tiene un claro contenido material y sustancial alinea- 
do con normas constitucionales que obligan al Estado 
a cuidar la salud de todos los habitantes. Y aquí es- 
tamos hablando de prevención en materia de salud y 
educación para la prevención en las escuelas, inclu- 
so, en educación inicial. Esto lo dice el artículo en 
cuestión. La gente tiene que saber que la ley que se 
está votando es una iniciativa que regula, previene y, 
en definitiva, que está sincerando la realidad, adop- 
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tando caminos adecuados y pertinentes para evitar 
que el día de mañana las personas se sigan muriendo 
por el consumo de drogas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Lescano. 


SEÑOR LESCANO.- Culmino mi intervención. 
Estamos honestamente convencidos de que vamos a 
votar una ley perfectible, que puede contener erro- 
res, pero que sustancialmente significará un instru- 
mento apropiado al servicio de los objetivos que se ex- 
presan en su exposición de motivos. Es decir, intentar 
impedir o mitigar el camino hacia drogas más duras 
y trabajar sobre el objetivo central, que estoy seguro 
a todos nos compromete, de la lucha frontal contra el 
narcotráfico, elementos que tantas veces han guiado 
la opinión del señor Presidente de la República. Es 
probable que en el pasado algunos elementos hayan 
sido motivo de errores; en forma particular recién fue 
reconocido. En nuestro caso tenemos asesoramien- 
to, como el que dimos lectura, que también provie- 
ne del campo jurídico. A su vez, hemos escuchado la 
intervención del señor Senador López Goldaracena. 
Y el miembro informante -que por la mecánica de 
la sesión, al final va a hacer uso de la palabra para 
responder algunos aspectos- me confirma que hará 
referencia a sus expresiones vertidas en la Comisión 
a las que aludió el señor Senador Amorín. Lo grave es 
que acá se ha dicho por parte de un Senador que para 
este Gobierno la Constitución es un papelito, que se 
utiliza de acuerdo a lo que convenga. Eso sí es grave, 
y lo digo sin estridencias, con mucha serenidad. Re- 
chazo categóricamente que esto esté siquiera cerca 
del pensamiento y de la acción de un Gobierno que, 
con sus aciertos y con sus errores, está realmente 
tratando de cambiar este país desde distintos puntos 
de vista, animado de un espíritu que realmente es 
de cambio, intentando lograr muchas cosas que son 
imprescindibles. Respetamos absolutamente el Esta- 
do de Derecho y la Constitución de la República. Si 
alguien cree que no es así, existen los mecanismos 
jurídicos y parlamentarios, incluso la posibilidad de 
hacerle un juicio al señor Presidente de la Repúbli- 
ca, para demostrar lo contrario. Mientras tanto, son 
expresiones que uno desearía que se hayan vertido 
en el fragor emocional de un debate parlamentario 
que pudo haber sido superior, en la medida en que 
nos hubiésemos centrado en los contenidos de la ini- 
ciativa. 


Es cuanto quería decir, señor Presidente. 


SEÑOR AMORÍN.- Pido la palabra por una alu- 
sión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para contestar una alu- 
sión, aunque no percibí ninguna alusión personal, 
tiene la palabra el señor Senador. 
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SEÑOR AMORÍN.- Voy a ser breve. 


En primer lugar, quiero dejar algunas cuestiones 
claras. Supongo que el señor Senador preopinante no 
se refería a mí cuando dijo que un señor Senador ma- 
nifestó que este Gobierno creía que la Constitución 
era un papelito. 


Pero sí voy a decir que en este Parlamento se han 
votado leyes a sabiendas de que eran inconstitucio- 
nales, lo que después fue ratificado, por lo menos, en 
tres oportunidades por la Suprema Corte de Justicia. 
Y reitero que este artículo 10 esinconstitucional, y voy 
a ser claro en el tema. Más allá de que les guste o no, 
o que esté bien o no que haya materias curriculares 
que se llamen “Prevención del uso problemático de 
drogas”. A mí me puede parecer que está bien que 
exista esa materia en la escuela y en el liceo, pero 
una ley no puede mandatar a una institución con au- 
tonomía, como es la ANEP a que la dicte; no lo puede 
hacer porque es autónoma. Repito que este artículo 
viola la Constitución, más allá de que nos guste o no 
que haya una materia con esta denominación. 


Quiero ser absolutamente claro: es inconstitu- 
cional. Si alguien recurre ante la Suprema Corte de 
Justicia, este artículo va a ser declarado inconstitu- 
cional; notoriamente lo es. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- A esta altura de la jornada 
ya se ha dicho mucho sobre este tema y no pretendo 
repetirlo. 


Voy a votar en contra el proyecto de ley por las 
razones expuestas, fundamentalmente, por los com- 
pañeros que integran la Bancada del Partido Colora- 
do, los señores Senadores Solari y Bordaberry, cuyas 
manifestaciones comparto. 


También comparto algunas cosas que se han di- 
cho por parte de integrantes del oficialismo, y me in- 
teresa decirlo para que no caigamos en una especie 
de diálogo de sordos en el que cada uno dice lo suyo 
sin escuchar al otro. Coincido con algunas cosas que 
han dicho los integrantes del oficialismo, y lo quiero 
señalar. 


Me parece plenamente compartible eso de que no 
todos los consumidores son adictos, que no todo con- 
sumo es problemático —entiendo que es evidente-, 
que en todos los casos no tiene por qué producirse 
un efecto escalera en el que empieza por un cigarrillo 


10 de diciembre de 2013 


de marihuana necesariamente termina inyectándose 
heroína. Es un pensamiento absurdo, pero a veces el 
fragor de la discusión conduce a estas cosas. Si se 
plantea la tesis correcta, como se ha hecho aquí, es 
algo que comparto. Me parece que estas cosas es bue- 
no irlas aclarando para ir despejando el terreno de 
falsas oposiciones. 


También me pareció pertinente, en alguna 
medida y hasta cierto punto, ese parangón que esbozó 
el señor Senador Michelini entre el consumo de 
marihuana y el de alcohol. El alcohol es responsable 
de muchas más muertes, lesiones y perjuicios que 
la marihuana; eso es así. Pero el parangón no puede 
desarrollarse hasta el final y equiparar el tratamiento 
legislativo de una sustancia con la otra porque hay 
diferencias culturales inmensas, insoslayables. El 
consumo de alcohol está en el fondo de nuestra 
cultura desde hace milenios; esto ya viene de la 
Grecia antigua, no lo vamos a descubrir ahora. En 
cambio, la marihuana es otra cosa. Es por eso que 
si se hace una encuesta el 65 % de la gente dirá 
que no está de acuerdo con la legalización de la 
marihuana, pero si le preguntásemos a las mismas 
personas si aceptan la ilegalización del alcohol, creo 
que el 95 % estaría en contra. O sea que hay una 
diferencia cultural, social, insoslayable que justifica 
un tratamiento distinto de una sustancia y de la 
otra, sin que ello lleve a negar ciertos paralelismos 
evidentes. Uno no puede menos que reflexionar a ese 
respecto cuando se habla de que, de cierta manera, 
se disminuye la percepción del daño con relación a 
la marihuana y todos los días estamos bombardeados 
por la propaganda del consumo de alcohol —de las 
que el propio Estado es parte-, y vaya si disminuye 
la percepción del daño. Eso es así. 


El artículo 44 de la Constitución de la República 
habla del deber de proteger la salud, etcétera, y por 
supuesto que es bien pertinente la cita y correspon- 
de tenerlo en cuenta. Y también podríamos citar el 
artículo 46, que en su inciso segundo, establece: “El 
Estado combatirá por medio de la ley y de las Con- 
venciones Internacionales, los vicios sociales”. Tene- 
mos que combatir los vicios sociales de acuerdo con 
las Convenciones Internacionales; ¿cómo traducimos 
esto en la legislación? A mi juicio, no ciertamente con 
lo que se va a votar hoy. Pero tampoco lo traducimos 
con la existencia de un ente público que fabrica alco- 
hol y hasta hace un tiempo tenía el monopolio y hace 
propaganda a favor del consumo de alcohol; o con 
entes públicos que explotan el juego, que ha ido cre- 
ciendo muchísimo en los últimos años, como todos 
sabemos. Tenemos un crecimiento del juego, señor 
Presidente, en todas las áreas y en todos los sentidos 
que es, evidentemente, insoslayable, y no sé cómo se 
concilia esto con que el Estado combatirá los vicios 
sociales. Digo todo esto para situar el tema en su con- 
texto y no caer en algo en lo que nadie quiere caer; 
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seguramente, es una especie de actitud de rigorismo 
excesivo con relación a una sustancia, la marihuana, 
y la ignorancia de todo el contexto en el cual este 
debate se inserta. 


En el plano de marcar coincidencias con quienes 
no integran la misma Bancada que yo y, eventual- 
mente, algunas diferencias con otros compañeros de 
la misma Bancada, soy de los que opinan —natural- 
mente, puedo estar equivocado, pero es lo que pien- 
so- que el artículo 10 no es inconstitucional. Creo 
que acá no se lesiona la autonomía de la enseñanza, 
salvo que se tenga de esa autonomía un concepto que 
no comparto. Creo que la legislación puede señalar 
grandes objetivos a la educación pública. No puede 
meterse en el terreno del cómo, pues eso es de re- 
sorte de la autonomía; pero el qué, sí se puede hacer. 
No comparto una concepción de la autonomía que 
impida que la ley establezca que la enseñanza pública 
debe indicar que hay que cuidarse del exceso en el 
consumo de drogas, o que mañana pueda resolverse 
que debe enseñarse el idioma inglés, o que pasado 
tal o cual asignatura. Creo que los tiempos de difi- 
cultades críticas que vive la educación nos obligan 
a una relectura inteligente y amplia del concepto de 
autonomía, y no podemos aferrarnos a otra concep- 
ción distinta porque el juego del debate sobre este 
tema -que es mucho menos importante que la edu- 
cación en su conjunto- nos lleve a eso. Reivindico un 
concepto amplio de lo que puede ser la incidencia 
legislativa en el plano de la definición de los objetivos 
de la educación pública y creo que eso no perjudica 
el concepto de autonomía entendido como a mi juicio 
debe entenderse. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Gracias, señor Presidente; gra- 
cias, señor Senador. 


En una línea argumental que converge con la del 
señor Senador Pasquet, quería recordar que la Ley 
General de Educación, en el literal 1) del artículo 
40 (De las líneas transversales) establece: “La edu- 
cación física, la recreación y el deporte, de acuerdo 
a los lineamientos que se especifican”. Y dentro de 
ese literal, en el numeral 7), relativo a la salud, se 
dispone: “Procurará promover, en particular, la salud 
mental, bucal, ocular, nutricional, la prevención del 
consumo problemático de drogas”, etcétera. Hay que 
tener en cuenta que, cuando se elaboró esta Ley, fue 
escuchado todo el sistema educativo, de acuerdo con 
lo que indica el artículo 202 de la Constitución de la 
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República. O sea que se hizo ese recorrido. Y lo que 
se está haciendo en este artículo 10 es concretar eso. 


Gracias, señor Presidente; gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: creo que 
es un muy buen apunte el que hace el señor Se- 
nador Rubio porque demuestra que no se está in- 
novando en esta materia y que ya en el pasado se 
empezó a recorrer un camino que tendremos que 
tener presente cuando en el futuro haya que hacer 
como espero que hagamos, porque las circunstan- 
cias lo hacen indispensable— un gran esfuerzo para 
superar los problemas que actualmente tiene nues- 
tra educación. 


Voy ahora a un punto que me interesa señalar 
especialmente: el relativo al artículo 10 de la 
Constitución, que citó en su muy enjundiosa 
exposición el señor Senador Gallo Imperiale. Este es 
uno de los artículos claves de la Constitución, porque 
refiere a la libertad. Lo leo: “Las acciones privadas 
de las personas que de ningún modo atacan el orden 
público ni perjudican a un tercero, están exentas de 
la autoridad de los magistrados. 


Ningún habitante de la República será obligado a 
hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella 
no prohíbe”. 


Estamos todos de acuerdo con que, al amparo de 
este artículo, cualquier persona mayor de edad, capaz 
es decir, cualquier mayor de dieciocho años en con- 
diciones normales-, tiene todo el derecho del mundo 
a encerrarse en su casa y consumir lo que quiera, 
sea marihuana, cocaína, pasta base, whisky o lo que 
fuere. Las acciones privadas están exentas de la au- 
toridad de los magistrados y sobre esto no hay duda. 
Pero se pretende extraer de aquí la conclusión de que 
si se puede realizar determinada actividad, entonces 
se puede o debería poderse hacer también todo lo que 
conduce a su realización. Así que, de algún modo, 
lo que expresa este proyecto de ley que se va a vo- 
tar hoy sería algo así como un desarrollo lógico del 
principio de libertad consagrado por el artículo 10 de 
la Constitución. Bien, yo con esta interpretación no 
estoy de acuerdo. Creo que el hecho de que determi- 
nadas acciones de las personas puedan desarrollarse 
libremente en el ámbito exento “de la autoridad de 
los magistrados”, como dice la Carta, no significa lo 
que el señor Senador Gallo Imperiale pretende que 
signifique: que en consecuencia deberían permitirse 
todas las acciones que conduzcan a la mejor realiza- 
ción de esa actividad que, en privado, es lícita o, por 
lo menos, no es punible. Considero que no es así, que 
hay actividades que podrán desarrollarse libremente 
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en privado pero que como pueden afectar, de manera 
prevista por el mismo texto que recién leí, el orden 
público o perjudicar a terceros, entonces tienen que 
ser controladas, acotadas y eventualmente prohibidas 
por la ley. 


A mi juicio, lo que tiene que ver con el consumo 
de drogas ilustra cabalmente este concepto. En priva- 
do cada cual hace lo que quiere, pero eso no significa 
que el Estado deba facilitar el acceso a esas drogas 
que después se consumen en privado. Creo que hay 
un ejemplo del Derecho Positivo que no tiene nada 
que ver con esta materia, pero que ilustra cabalmente 
lo que a mi juicio es la interpretación correcta. En el 
Uruguay se entiende, por lo menos desde el primer 
tercio del siglo XX, que la tentativa de suicidio no es 
punible. Hubo una polémica en su momento a ese 
respecto y la buena tesis la sentó el profesor Salvagno 
Campos, que era a menudo recordado por la doctora 
Adela Reta a propósito de este y muchos otros temas. 
Decía el profesor Salvagno Campos que en el Dere- 
cho Penal liberal las acciones que se castigan son las 
que afectan a otros, no las que el individuo realiza 
sobre su propio cuerpo, porque eso le concierne so- 
lamente a él. Entonces, la tentativa de suicidio en 
nuestro Derecho, según enseñaba Salvagno Campos, 
no es punible, no puede ser delito porque es el indivi- 
duo que actúa sobre sí mismo. 


Sin embargo, como todos sabemos, la legislación 
no puede favorecer, ni estimular, ni propender, ni fa- 
cilitar el suicidio de manera alguna, razón por la cual 
la determinación o ayuda al suicidio de otro, obvia- 
mente es delito y así está previsto en el artículo 315 
del Código Penal. 


Considero que esta es la demostración más clara 
de que el hecho de que una actividad pueda desa- 
rrollarse en privado sin ser punible, no significa que 
las de colaboración con esa otra actividad no punible 
deban ser lícitas; pueden ser delito y en este caso, 
efectivamente, lo son. 


Creo que esto es perfectamente aplicable a este 
caso del tráfico de drogas, consumo, etcétera. ¿Por 
qué? Porque en la medida en que facilitemos el ac- 
ceso a ciertas sustancias con efectos perjudiciales 
sobre la salud perfectamente demostrados —y aquí sí 
hay acuerdo pacífico en cuanto a que el consumo de 
marihuana no es inocuo-, la facilitación de ese con- 
sumo, la facilitación del acceso a esa sustancia pue- 
de afectar eventualmente a quienes no tengan los 
medios para defenderse adecuadamente de ella: los 
niños y los adolescentes. Entonces, se compromete, 
no ya el interés de la persona que consume, sino el 
interés de terceros, los menores, cuando se facilita 
el acceso a sustancias prohibidas en términos a los 
que pueden acceder, de pronto, esos menores. 
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Esta es la justificación de que el artículo 10 de la 
Constitución no tiene como consecuencia lógica ne- 
cesaria la facilitación del consumo, del acceso a la 
marihuana en los términos previstos por este proyec- 
to de ley. Tampoco lo excluye. Creo que hay un campo 
allí para la opción de la política legislativa, pero no 
hay una conexión lógica necesaria entre ese artículo 
10 y las disposiciones de este proyecto de ley. Esto era 
lo que quería subrayar. 


Es cierto que en una de sus disposiciones el pro- 
yecto de ley prohíbe la facilitación del acceso al can- 
nabis psicoactivo a los menores de dieciocho años 
de edad. Es el artículo 14 del proyecto de ley el que 
así lo dispone. Y para garantizar esa disposición legal 
hay una serie de mecanismos de control establecidos; 
prácticamente todos giran en torno al Instituto de Re- 
gulación y Control del Cannabis, el Ircca. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Solari). 


—En general, señor Presidente, pienso que sobre 
estos mecanismos de control se depositan expectati- 
vas —naturalmente, con la mejor buena fe y la mejor 
intención— que estos dispositivos no van a poder sa- 
tisfacer. Francamente, no creo en la eficacia de estos 
controles, por distintas razones, entre otras, porque 
tenemos frente a nuestra vista ejemplos del fracaso 
estatal en las actividades de control. Son fracasos evi- 
dentes, estridentes, que están allí y que no podemos 
desconocer porque, si no, pecamos de ingenuos a 
sabiendas; nos creemos que los controles van a fun- 
cionar cuando tenemos delante ejemplos que nos de- 
muestran que no es así. No se ha logrado controlar 
eficazmente el ingreso de sustancias prohibidas —dro- 
gas o armas, por ejemplo- a los establecimientos de 
reclusión. ¡Vaya si sería importante lograr la consecu- 
ción de este objetivo! No se ha podido; no se ha logra- 
do. Como bien se recordaba hace unas cuantas horas 
ya, esto tuvo que ver con el motín en el Complejo 
Carcelario de Santiago Vázquez que terminó con dos 
muertos y varios heridos. ¡Y vaya si en ese ámbito 
carcelario, el Estado tiene amplias facultades! Tiene 
la fuerza pública instalada allí para hacer todo lo que 
sea necesario realizar, repito, con amplias facultades. 
Incluso votamos una ley permitiendo al Poder Ejecu- 
tivo recurrir a las Fuerzas Armadas para controlar el 
ingreso a esos establecimientos de reclusión. Nada ha 
sido suficiente, nada ha tenido éxito, siguen entrando 
drogas y sustancias prohibidas a los establecimientos 
de reclusión. Este es un ejemplo claro, manifiesto, 
del fracaso del control. 


Hay otros ejemplos, señor Presidente, tal vez has- 
ta más directamente conectados con el asunto en 
consideración. También está prohibido por nuestra 
legislación el expendio de alcohol a los menores de 
edad. Reitero: eso está prohibido. Sin embargo, el pa- 
sado 30 de setiembre se reunió el Consejo Asesor y 
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Consultivo del Directorio del INAU —tuvo su tercera 
reunión anual- para debatir el tema del consumo de 
alcohol entre niños y adolescentes. Da cuenta la in- 
formación publicada por el propio Instituto que antes 
de la reunión los Consejeros consultaron a 700 jóve- 
nes de todo el país. De los de entre 12 y 21 años que 
consumen alcohol, un alto porcentaje dijo acceder a 
las bebidas a través de comercios que las venden pese 
a la prohibición, así como en boliches. 


Las autoridades competentes consideran que no 
se logra frenar este fenómeno y que continúa la ven- 
ta de alcohol a menores por parte de comercios que 
no deberían hacerlo. Todos sabemos que no deberían, 
pero lo hacen igual y los controles no demuestran ser 
eficaces. 


Entonces, no podemos desconocer estos datos de 
la realidad cuando pensamos que vamos a sofrenar 
—por decirlo de algún modo- los efectos de esta ley 
a través de esos mecanismos de control que con ella 
se crean. 


No quiero extenderme mucho, pero voy a poner 
un ejemplo de otro caso de fracaso de la legislación. 
Hace poco votamos una ley disponiendo el aumento 
de las penas para quienes traficaran pasta base, pero 
la norma no se pudo aplicar porque no se dispone de 
los medios técnicos necesarios para identificar con 
precisión lo que se llama vulgarmente pasta base. Las 
pruebas técnicas dan clorhidrato de cocaína, que es 
lo mismo para la cocaína propiamente dicha que para 
sus derivados o sustancias afines. Decía que no se 
aplica. Se trata de una elaboración jurisprudencial 
para no aplicar esa disposición que no es aplicable y 
tomar en cuenta el criterio legislativo para imponer 
penas más severas. 


Entonces, tenemos que echar un vistazo a cómo 
están funcionando las normas que nosotros mismos 
creamos para evaluar con realismo estos dispositivos 
que estamos sancionando ahora. Por tanto, no creo en 
la eficacia de estos controles y advierto los problemas 
del Instituto de Regulación y Control del Cannabis, 
el Ircca, que han sido señalados fundamentalmente 
por el señor Senador Bordaberry. Más allá del proble- 
ma de constitucionalidad, de suyo muy importante, 
hay un problema de recursos porque, ¿con qué va a 
funcionar? No será con lo que se obtenga por las li- 
cencias o legados que reciba; inicialmente, al menos, 
va a funcionar con los recursos que le asigne el Poder 
Ejecutivo. Precisamente, el proyecto de ley dice que 
esos recursos serán los que el Poder Ejecutivo le pue- 
da asignar de acuerdo con lo que establezca la Ley 
de Presupuesto, pero se refiere a la próxima, a la del 
próximo Gobierno, que se ejecutará a partir de 2016. 
Mientras tanto, ¿cómo hace el Ircca? Creo que no 
va a poder funcionar, no va a haber Ircca y, por tan- 
to, no va a haber regulación. Estamos considerando 
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un proyecto cuyo engranaje central de control es este 
Instituto que no va a poder empezar a funcionar, de 
acuerdo con lo previsto por sus disposiciones, hasta 
el año 2016. Si estoy equivocado en este punto, señor 
Presidente, y si el Poder Ejecutivo está considerando 
otra posibilidad para dotar de fondos al Ircca, agra- 
decería que el miembro informante lo manifestara 
porque de lo que extraigo de la lectura de las disposi- 
ciones se desprende que el Ircca empieza a funcionar 
en el año 2016, por lo que hasta ese momento no ha- 
brá control. ¿Va a haber actividades antes de 2016 al 
amparo de esta ley? Bueno, si miramos el artículo 5.” 
del proyecto de ley y sus siete literales veremos que 
en la mayoría se establece que todas las actividades 
están sometidas a previa autorización o a posterior 
control del Ircca. Entonces, uno puede pensar que 
si no hay Instituto, tampoco puede haber actividades 
que deban ser autorizadas o controladas por él. Sin 
embargo, esto no es así en el caso de las actividades 
previstas por el literal E): “La plantación, el cultivo 
y la cosecha domésticos de plantas de cannabis” et- 
cétera. Acá no se prevé ninguna autorización ni con- 
trol por el Ircca, se establece sí el tope de plantas, 
que son seis, el máximo de 480 gramos anuales, pero 
no se dice quién controla. Esto no está supeditado 
a la autorización del Ircca. Por tanto, le pregunto al 
miembro informante si todo esto va a comenzar por 
el autocultivo y espero que me lo aclare. Creo que 
todo esto está pensado para comenzar a funcionar 
por el autocultivo, porque no necesita autorización 
del Ircca; arranca espontáneamente en los hogares 
que quieran empezar esta experiencia agrícola que 
es el autocultivo de marihuana. Más adelante se ins- 
talará el Instituto y comenzará a controlar. Si empe- 
zamos por el cultivo doméstico sin ningún tipo de 
control, creo que no es aventurado suponer que se 
va a facilitar enormemente el acceso a las sustancias 
prohibidas para niños y adolescentes, lo cual justifica 
la intervención de la ley con sentido restrictivo. Digo 
esto para mantener el nexo con las previsiones del 
artículo 10: la ley puede controlar ciertas activida- 
des cuando pueden afectar a la sociedad, al orden 
público o a terceros. Estamos exactamente dentro de 
ese campo. 


Si las cosas suceden de esta manera, con un Insti- 
tuto de control y regulación que se va a poder instalar 
y funcionar recién en el año 2016, esto nos conduce 
aunque se diga que ese no es el propósito y se decla- 
re enfáticamente- a lo que gráficamente el señor Pre- 
sidente de la República ha llamado “el Viva la Pepa”, 
porque va a haber autocultivo, facilitación del acceso 
y del consumo, pero el Instituto de control previsto 
empezará a funcionar recién en el 2016. Se podrá 
decir que después el Presidente de la República dijo 
que esto no iba a ser “el Viva la Pepa”; pero, lamen- 
tablemente, las declaraciones del Presidente Mujica 
funcionan muchas veces como una profecía a con- 
trario sensu, porque lo que ocurre es lo que dijo que 
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no pasaría. Acá no estoy haciendo ninguna referencia 
a las características personales del señor Presidente 
de la República, ni a su idiosincrasia, ni a su estilo 
de vida. Entonces, que no se lo victimice porque no 
voy por ahí. Me estoy refiriendo a declaraciones polí- 
ticas y sinceramente creo que tengo todo el derecho 
a hacerlo. 


El señor Presidente de la República ha dicho en 
varias oportunidades cosas que son exactamente lo 
contrario a lo que después sucede. En 2009 nos dijo: 
“Yo no voy a utilizar la mayoría parlamentaria del 
Frente Amplio para enmendarle la plana al pueblo y 
dejar sin efecto la Ley de Caducidad”. Como todos 
sabemos, eso fue exactamente lo que pasó y después 
la Suprema Corte de Justicia declaró inconstitucional 
la llamada Ley Interpretativa. Como dije, lo que ocu- 
rrió fue exactamente lo contrario de lo que el Presi- 
dente dijo que haría. Otro día dijo: “No quiero saber 
nada con la ley de medios. Si me traen un borrador lo 
tiro a la papelera”, y en la tarde de hoy la Cámara de 
Diputados le dio media sanción al proyecto de ley de 
medios, que dentro de poco pasará por este Cuerpo. 


Repito que ahora se nos dice: esto no va ser “el 
Viva la Pepa”. ¡Va a ser “el Viva la Pepa”!, porque es- 
tamos haciendo andar un mecanismo que empezará 
cuando la ley entre en vigencia y el Instituto de con- 
trol se instalará en el curso del año 2016. Mientras 
tanto, prosperará el autocultivo y su natural desarro- 
llo. 


Todo esto nos merece reparos y nos parece espe- 
cialmente inoportuno. Creo que las razones de opor- 
tunidad son pertinentes; es pertinente tenerlas en 
cuenta porque las leyes no se votan en el vacío ni 
en el limbo de los conceptos puros. Hay momentos y 
momentos en la vida de las sociedades. Ahora todos 
tendríamos que estar bajo el impacto de resultados 
que nos dicen que nuestra educación está en un mo- 
mento muy grave, muy serio. Creo que las pruebas 
PISA tienen que ser un gran llamado de atención a la 
conciencia nacional. Tenemos un problema grave en 
uno de los temas que tradicionalmente ha fundado el 
orgullo de los uruguayos como país. Siempre nos en- 
orgullecimos de nuestra educación, siempre la vimos 
como algo que nos distinguió en América y nos honró 
en el mundo entero, pero hoy los resultados nos dicen 
que estamos muy mal en ese plano. Podremos discu- 
tir las causas, las características del fenómeno, pero 
que allí hay un problema serio, lo hay. Pero resulta 
que cuando ni siquiera hemos empezado a analizar 
los resultados de las pruebas PISA en este ámbito, 
la señal fuerte que sale de acá es la legalización del 
consumo de marihuana. Me parece que no es la señal 
correcta, que es el peor momento posible para votar 
un proyecto de ley que siempre sería discutible pero 
que, en estas circunstancias, es claramente inopor- 
tuno. Acá tendríamos que estar en un clima de alar- 
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ma nacional, como están los finlandeses, que crearon 
un consejo especial para discutir el tema y pensar en 
cómo hacer para mejorar la educación con el apor- 
te de todos. Y lo que estamos haciendo nosotros es 
analizar este proyecto de ley que facilita o promueve 
conductas que nada tienen que ver con la educación, 
por decir lo menos. 


Entonces, además de todo hay un problema de 
oportunidad manifiesto, señor Presidente. 


También hay otros problemas —con la referencia 
a ellos termino- que tienen que ver con el conflicto 
en que nos pone la sanción de este proyecto de ley 
con las normas internacionales que obligan al país. 
Hay Convenciones internacionales que Uruguay ra- 
tificó que se oponen directamente a esto que se va 
a votar en el día de hoy. Meses atrás, cuando el se- 
ñor Ministro de Relaciones Exteriores concurrió a la 
Comisión de Asuntos Internacionales del Senado, le 
pregunté sobre la evaluación que él hacía de la rela- 
ción que podían tener las normas de este proyecto 
de ley con las normas internacionales que obligan a 
Uruguay, como la Convención de Nueva York de 1961 
o la Convención de Viena de 1988. La respuesta del 
señor Ministro fue que como el proyecto de ley estaba 
en trámite en el Parlamento, no quería apresurarse a 
llegar a ninguna conclusión antes de que se sancio- 
nara y que luego se vería exactamente qué decía la 
ley. Evidentemente, se trató de una respuesta insatis- 
factoria porque acá no había previsión de nada, sino 
solamente una manifestación de deseo que posterior- 
mente reiteró. Tengo aquí la versión taquigráfica —no 
la quiero leer para no extenderme- donde, en forma 
reiterada, él dice que espera, que desea que no haya 
ningún conflicto entre la ley que más adelante san- 
cionaría el Parlamento uruguayo y lo que establecen 
las Convenciones internacionales. Además manifes- 
tó que seguramente los señores Senadores tendrían 
bien presente en su trabajo legislativo las normas de 
las Convenciones internacionales. 


He preguntado a algún miembro de la Comisión 
de Salud Pública que entendió en este asunto y me ha 
dicho que allí no se debatió lo relativo a las conven- 
ciones internacionales; me refiero a la de Nueva York 
de 1961 y a la de Viena de 1988. 


Entonces, no creo que tenga sentido que discu- 
tamos aquí y ahora si el proyecto de ley se ajusta o 
no a las normas internacionales. En lo personal, me 
parece que es evidente que no se ajusta, que cho- 
ca con ellas, pero mucho más importante que lo que 
podamos decir nosotros, señor Presidente, es lo que 
expresa el organismo encargado de velar por la apli- 
cación de esas convenciones internacionales, que es 
la Junta Internacional de Fiscalización de Estupefa- 
cientes, que ya en el mes de agosto envió una comu- 
nicación manifestando que Uruguay iba en curso de 
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sancionar normas en colisión con las convenciones 
internacionales y más recientemente reiteró ese pro- 
nunciamiento. 


Me permito leer parte de una declaración de esta 
Junta Internacional de fecha 19 de noviembre pasa- 
do: “La Junta Internacional de Fiscalización de Es- 
tupefacientes (JIFE) ha observado con preocupación 
que al Gobierno de Uruguay no le fuese posible en- 
viar una delegación al recién concluido período de 
sesiones de la Junta, para discutir el estado del cum- 
plimiento por el país de los tratados de fiscalización 
internacional de estupefacientes”. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori). 


=<La JIFE continúa preocupada por el proyecto de 
ley que está siendo considerado en Uruguay y que de 
aprobarse legalizaría la producción, venta y consumo 
de hierba de cannabis con fines no médicos. El Pre- 
sidente de la JIFE, el Sr. Raymond Yans, señaló que 
“esto contravendría lo dispuesto en la Convención 
Única de 1961 sobre Estupefacientes, la cual ha sido 
adoptada por 186 países, incluyendo Uruguay”», y la 
declaración sigue. 


Entonces, me parece que de aquí surgen con cla- 
ridad dos elementos: primero, que de acuerdo con el 
organismo creado por las convenciones aludidas -que 
forma parte del sistema de Naciones Unidas-, este 
proyecto de ley contradice las disposiciones de las 
convenciones internacionales que obligan a Uruguay. 
Estamos violando compromisos internacionales. 


El segundo elemento que también surge de esto 
con claridad es que el Gobierno uruguayo ha decidido 
mantenerse al margen de las deliberaciones y traba- 
jos de ese instituto. Aquí lo que sucedió fue, primero, 
que se quiso enviar una misión que no fue recibida 
por el Gobierno —el Ministro dio explicaciones sobre 
esto en esa sesión de la Comisión de Asuntos Interna- 
cionales a la que hice referencia— y, posteriormente, 
no envió a sus representantes a esta reunión que se 
celebró en el pasado mes de noviembre. 


Quiere decir que nuestra actitud frente a la co- 
munidad internacional es la de no participar de esos 
debates y seguir nuestro curso con independencia, 
aunque se nos diga, por parte del organismo encarga- 
do de velar por el cumplimiento de esos tratados, que 
los estamos violando. 


(Suena el timbre indicador del tiempo). 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el tiempo de que dis- 


pone el orador. 


Se va a votar la moción formulada. 
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(Se vota:) 
-23 en 25. Afirmativa. 


Puede continuar el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Gracias, señor Presidente; 
voy a terminar enseguida. 


Como decía, la actitud de Uruguay es mantenerse 
al margen de esta cuestión y seguir adelante con este 
proyecto de ley, del que expresamente se nos dice 
que viola las convenciones internacionales que nos 
obligan. Esta actitud es, ciertamente, muy distinta a 
la adoptada por el Gobierno en otros temas de ca- 
rácter tributario y fiscal internacional, respecto a los 
que se nos dijo que teníamos que alinearnos, sí o sí, 
con las indicaciones de la OCDE y del Foro Global 
sobre Transparencia e Intercambio de Información 
porque, de lo contrario, nos convertiríamos en parias 
del mundo. 


Esa actitud de sensibilidad frente a la comunidad 
internacional aunque no hubiera tratados que nos 
obligaran a hacer lo que se nos exigía, no se observa 
en este campo, donde lo que está en juego es la salud 
pública; sin embargo, violamos sin mayores inconve- 
nientes ni reparos lo dispuesto por las convenciones 
que, repito, nos obligan. 


Y no solo violamos las convenciones sino que tam- 
poco tratamos de mitigar el impacto de esa conducta 
en las relaciones con los vecinos, porque hemos escu- 
chado manifestaciones de gobernantes de Argentina, 
Brasil y México diciendo que están preocupados por 
esto que va a hacer Uruguay porque estas iniciativas 
no pueden acometerse en soledad ya que el proble- 
ma de las drogas y el narcotráfico nos afecta a todos. 
Pero, que sepamos, no ha habido ninguna iniciativa 
diplomática de significación tendiente a buscar al- 
guna armonización de criterios o pareceres para no 
quedar absolutamente solos en este campo, repito, de 
violación de compromisos internacionales asumidos 
por el país. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la se- 
ñora Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: lamento 
discrepar con mi colega, el señor Senador Pasquet, 
y con algunos otros respecto a que hoy deberíamos 
estar discutiendo otra cosa. Somos treinta Senadores 
y trabajamos intensamente; me parece que podemos 
discutirlo todo y que los problemas de la educación o 
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de la salud no impiden que estemos analizando este 
tema. ¡Por suerte estamos discutiéndolo, porque so- 
bre el tema del consumo de drogas es mucho lo que 
se habla y poco lo que se ha hecho! 


Y quiero decir que esto no es un “Viva la Pepa”, 
como alguien dijo, sino que es la primera política 
en serio que vamos a tener de regulación de las 
drogas blandas. Hasta el momento, no hemos tenido 
ninguna. 


Como dije, tuvimos un ciclo de política incomple- 
ta en que el consumo estaba permitido, pero luego 
empujábamos a los consumidores al mercado negro. 
El Gobierno ha decidido tener una política dual y, por 
eso, no hay que confundir la política del combate al 
tráfico de pasta base con la política de la marihuana. 
Me parece que recién a partir de la aprobación de 
esta iniciativa podremos empezar a pensar que vamos 
a tener una política en serio con relación al tema de 
una droga blanda. 


Entonces, me parece que esto es todo lo contrario 
a un “Viva la Pepa”, que el tema es importante -como 
también lo es discutirlo ahora—, que no es subsidiario 
de ningún otro y que nos encaminamos a tener una 
política en la materia. 


Quiero decir, también, que creo que en esta lar- 
guísima sesión se ha podido ver, al igual que en el 
tema de la despenalización del aborto, que la mayoría 
de las intervenciones dicen: “Sí, así como está, está 
mal”; “algo tenemos que hacer”; “de cualquier mane- 
ra, las mujeres abortan” y “de cualquier manera, los 
jóvenes consumen drogas”. Este intento puede tener 
muchos problemas y no ser el mejor del mundo —es- 
toy abierta a todas las críticas—, pero es la primera vez 
que se hace algo en este sentido. 


Eso era todo cuanto quería decir. 
Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Es importante hacer algo, 
pero más importante aún es hacer algo que esté bien, 
que vaya en la dirección correcta, y ahí es donde sur- 
gen las discrepancias. 


Creo, sinceramente, que frente a los resultados de 
las pruebas PISA —que no se presentan como un rayo 
en un cielo de verano sino que son otro problema más, 
que aparece, en un panorama enormemente compli- 
cado ya desde antes- tenemos que dar otra respuesta. 
Me parece que esta no es la señal adecuada. Podemos 
hacer muchas cosas, no tenemos por qué ocuparnos 
exclusivamente de una, pero creo que tendríamos 
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que dar gran prioridad, en el plano legislativo, político 
y simbólico, a la situación de la educación. Considero 
que sancionar este proyecto de ley ahora no va en 
línea con esa conducta, que es la que me parece que 
deberíamos observar; inclusive, creo que es una señal 
contraria, de aflojamiento, de liberalización y de con- 
troles que no van a funcionar hasta dentro de un par 
de años, más o menos, siendo que las circunstancias 
nos reclaman —a mi juicio— otra actitud frente a un 
problema realmente nacional y urgente, como es el 
de la educación. 


He terminado, señor Presidente. 
SEÑOR VIERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR VIERA.- Señor Presidente: realmente, a 
esta hora del debate hay pocas cosas nuevas, o que 
no se hayan mencionado por parte del oficialismo o la 
oposición, que pueda agregar. Entonces, a diferencia 
de algunos colegas, no voy a anunciar que seré breve 
y que no voy a ocupar todo el tiempo, pero lo voy a 
hacer. 


Lo que intento en estos minutos es fundar nues- 
tra posición contraria a esta iniciativa que hoy va a 
ser sancionada, como otros proyectos de ley, con la 
mayoría exclusiva del oficialismo, es decir, con la di- 
ferencia de un voto. Se trata de una ley muy impor- 
tante que, sin duda —como ha dicho el propio Presi- 
dente de la República y aquí se ha mencionado-, es 
un experimento. Esa es de las cosas que más nos han 
preocupado, que más nos han aterrado en el deba- 
te público donde se han dicho muchas cosas, porque 
este es un experimento directo con nuestros jóvenes, 
con nuestros adolescentes fundamentalmente, y creo 
sin temor a equivocarme- que este tipo de medidas, 
de leyes, de reglamentaciones o de legalizaciones no 
tienen vuelta atrás. 


Quiero dejar sentada mi convicción de que no 
dudo de que este proyecto de ley tenga la mejor in- 
tención —obviamente no le atribuyo mala intención-, 
pero estoy convencido de que no va alcanzar los ob- 
jetivos propuestos. Se ha dicho que esto va a ayudar 
a combatir el narcotráfico, incluso se ha traído a co- 
lación lo que fue la “Ley Seca” en Estados Unidos y 
todo lo que ocurrió en su momento con la prohibición 
de la venta de alcohol. También se ha comparado 
esta iniciativa con el tabaco que también es una dro- 
ga legal, pero en realidad esto es totalmente distinto. 
Hoy pensar en prohibir el alcohol va en una direc- 
ción opuesta a la que se está siguiendo con el caso 
de la marihuana; pensar en una ley para prohibir la 
comercialización del alcohol es retroceder en una le- 
gislación que ya existe y va en sentido contrario de 
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reglamentar y legalizar la comercialización o la pro- 
ducción de la marihuana. Además, como también se 
ha mencionado, es evidente que con ese razonamien- 
to tendemos a legalizar todo aquello que no hemos 
podido combatir y que hasta ahora es delito. En el 
campo de las drogas se seguirá, sin duda, con la co- 
caína y no sabemos hasta dónde se va a llegar; con el 
mismo razonamiento, como no podemos combatir su 
comercio ilegal, entonces eliminamos el delito para, 
por ese mecanismo, esconder una realidad. 


Nosotros creemos que con esto, lejos de combatir 
el narcotráfico este va a seguir existiendo con otro 
tipo de drogas e, incluso, va a seguir existiendo la 
comercialización de la propia marihuana porque va 
a ser muy difícil que la marihuana legal compita en 
precios. Además, ya sabemos que hay muchas cosas 
que quedan libradas a la reglamentación, diría que 
demasiadas. De alguna manera, en muchos aspectos 
se estaría aprobando un “cheque en blanco” como se 
dice comúnmente, pero sin duda que toda la opera- 
tiva para que el público acceda al comercio legal va a 
ser bastante compleja y muchos consumidores no van 
a querer presentarse con su cédula para que se los 
aliste y, por lo tanto, va a ser mucho más fácil com- 
prar en el mercado negro. No creemos que a través de 
esta ley se consiga combatir el narcotráfico; es más, 
estoy convencido de que esto puede generar un nue- 
vo mercado negro, el de aquellos que no consumen, 
se inscriben, compran y luego la van a vender en los 
lugares turísticos o en la frontera de nuestro país. 
Claramente creo que el narcotráfico por un lado y el 
mercado negro por otro, lejos de desaparecer, pueden 
aumentar. 


Otro de los objetivos que se ha mencionado es 
bajar el consumo y se ha dado el ejemplo de otros 
lugares donde se han recorrido caminos de reglamen- 
tación o de legalización, pero no creemos que se con- 
siga; primero porque a los jóvenes les estamos dando 
un mensaje contradictorio cuando les decimos que 
drogarse hace daño, que no está bien -se han usado 
frases como la de: “Me siento bien sin drogas”, a lo 
que se agregan todas las campañas de educación-, y 
ahora va a ser el propio Estado el que, en definitiva, 
va a proveer de droga a las bocas de venta legales. 
Incluso, estimo que es muy probable que algunos 
adolescentes o jóvenes interpreten que esto no debe 
ser tan malo, cuando además en este proyecto de ley 
se están presentando, reglamentando y legalizando a 
través de esta iniciativa cuatro vías para la adquisición 
de la marihuana: el autocultivo, los clubes cannábi- 
cos, el fin medicinal y la venta a través de comercios 
autorizados. En ese sentido, también se ha dicho que 
esto va en dirección de evitar el consumo de drogas 
más duras, pero yo voy a hacer referencia a expre- 
siones que no estamos atendiendo, de especialistas 
que han dejado muy clara su posición. La Directora 
de la Cátedra de Toxicología de la Facultad de Medi- 
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cina decía: “Una cosa no está ligada a la otra. Que el 
consumidor no tenga que traficar con comerciantes 
ilegales lo pone en una situación de más seguridad y 
limita el tráfico ilegal”, subrayó. Pero agrega: “Eso no 
quiere decir que vamos a evitar que un individuo con- 
suma pasta base” u otra droga. Mientras tanto, para 
la catedrática de Psiquiatría Infantil, doctora Viola, 
la legalización de la venta facilitaría que una perso- 
na con vulnerabilidades familiares y psicológicas en- 
cuentre en la droga un refugio para sus problemas. 
Claramente, no creemos que para alguien que ya esté 
consumiendo drogas más duras esta sea la posibili- 
dad de una marcha atrás; entonces, lejos de ser una 
puerta de salida a la drogadicción, esta puede ser una 
puerta de entrada. 


Además, se ha dicho que la marihuana es la más 
inocua de las drogas o la que menos daño le causa a la 
salud, y la verdad es que en esto han sido muy claros 
quienes trabajan con un tema en el que creo que el 
Uruguay o el Estado uruguayo tiene un gran debe, 
como lo son las políticas de rehabilitación, porque el 
problema no es el consumo sino, como todos sabemos, 
el consumo abusivo o las adicciones y la marihuana 
es una sustancia adictiva. Realmente, el Estado uru- 
guayo hoy no le ofrece a quienes están enfermos, a 
quienes tienen una adicción a las drogas -como otras 
adicciones— adecuados centros de rehabilitación; los 
hay muy pocos y, en general, son privados. 


También quiero leer algunas manifestaciones de 
quienes están trabajando con adictos, como por ejem- 
plo, el Director de la Fundación Manantiales, quien 
manifestó claramente que esto “es apagar un incendio 
con nafta”. También dijo: “La marihuana es la puerta 
de entrada a otras drogas. La mayoría de los consumi- 
dores de pasta base comenzaron por la marihuana”. 
La Directora del Proyecto Renacer señaló que “en los 
países en que se han flexibilizado las medidas repre- 
sivas, el consumo no desciende sino que se mantiene 
y en algunos casos aumenta”, mientras que Ismael 
Piñero, del Centro Ser Libre, manifestaba: “Facilitar 
el acceso a las drogas fomenta el consumo. Las drogas 
que más se consumen en el país son legales”. Si fuera 
por legalizar, en el Uruguay hoy no se consumiría al- 
cohol o tabaco, quiere decir que la legalización no nos 
está asegurando que vaya a bajar el consumo. Como 
se ha dicho, sin duda, la legalización viola tratados 
internacionales —-que ya fueron mencionados- como 
la Convención Única de Estupefacientes de 1961, de 
Viena, enmendada por el Protocolo de 1972 y el Con- 
venio sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971. 


Como decía el ex-Canciller doctor Opertti, es un 
asunto que, por su naturaleza, parecería que no pue- 
de ser asumido por los países en forma independiente 
de sus vecinos y socios de la región y del propio univer- 
so en el que nos movemos. En ese sentido, creo que 
esta legalización que, como también se ha menciona- 
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do, tiene a nuestros vecinos y a sus autoridades muy 
preocupados, puede traernos —y va a traernos- graves 
problemas. Lo expresa alguien que conoce muy bien 
algunas regiones turísticas del país, como muchos de 
los presentes, pero fundamentalmente las zonas de 
frontera. Imagino, por ejemplo, que en mi departa- 
mento natal, en el norte, en Rivera, que visitan tantos 
turistas brasileños que vienen a hacer sus compras y 
se sientan a degustar una cerveza uruguaya —-como 
les gusta hacer—, va a haber unos cuantos que van 
a aprovechar para fumarse un porrito. Seguramente 
se me va a contestar que no se les va a vender a los 
extranjeros, pero, como decía hace un instante, va a 
ser muy fácil ese comercio negro que sin duda se va 
a plantear cuando algunos de los que no consumen 
adquieran su cuota legal para después vendérsela a 
los turistas. Y es posible que, más que fumar, algu- 
nos van a estar tentados de llevarse la droga para su 
país. Entonces, la consecuencia inmediata va a ser la 
reacción de los países limítrofes, que van a aumentar 
sus controles y esto va a perjudicar al turismo, funda- 
mentalmente el de compras. 


Decíamos que la marihuana no es, de ninguna ma- 
nera, inocua. La Sociedad de Psiquiatría del Uruguay 
ha sido muy contundente al respecto y el señor Sena- 
dor Solari, en su intervención, sin duda fue clarísimo 
en ese sentido. Pero recordemos y remarquemos que 
produce alteraciones a nivel del estado de ánimo, de 
la atención, la concentración, la memoria, la ubica- 
ción en el tiempo y la coordinación motora, efectos 
que persisten incluso entre ocho y doce horas. Enton- 
ces, hay toda una reglamentación que va a haber que 
ir corrigiendo rápidamente. Como decía muy bien el 
señor Senador Pasquet hace un instante, este proyec- 
to se va a promulgar luego de ser aprobado hoy por 
esta exigua mayoría en el Senado, y va a haber acceso 
al autocultivo, quizás sin mejorar los controles. Hoy 
existen reglamentaciones que prohíben estar en de- 
terminados lugares o realizar ciertas actividades bajo 
el efecto del alcohol, por ejemplo, pero nada dicen 
del tema de la marihuana. Es más, vamos a tener que 
mirar muy bien la reglamentación en esta Casa, que 
prohíbe fumar pero no consumir marihuana. 


En definitiva, creemos que, más allá de los objeti- 
vos propuestos —repito que no tengo dudas de que el 
Gobierno los tiene, y podemos compartirlos como ta- 
les—, esta ley va a estar muy lejos de alcanzarlos. Ade- 
más, entendemos que deja muchos aspectos librados 
a la reglamentación como, por ejemplo, la determi- 
nación de dónde va a salir la marihuana que se va a 
vender en los comercios autorizados. En el artículo 
2. del proyecto se establece que el Estado... 


(Murmullos). 


(Campana de orden). 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un alto nivel de 
murmullos en la Sala y en la Barra. Solicito, tanto 
a los integrantes del Cuerpo como a quienes están 
en la Barra, que guarden silencio. Desde ya, muchas 
gracias. 


Puede continuar el señor Senador Viera. 


SEÑOR VIERA.- Decía que hay una gran canti- 
dad de aspectos vinculados con lo que va a ser esta 
actividad que quedan librados a la reglamentación, 
por lo que queremos dejar planteada nuestra preo- 
cupación. Por ejemplo, no está previsto el origen de 
la marihuana que se venderá en los comercios auto- 
rizados. El artículo 2.” del proyecto de ley claramente 
le da al Estado el control y la regulación de todas las 
actividades que tienen que ver con importación, ex- 
portación, plantación, cultivo, cosecha, producción, 
adquisición a cualquier título, almacenamiento, co- 
mercialización, distribución de cannabis, etcétera. 
Pero ¿de dónde va a salir la droga? Aquí se habla de 
importación, pero ¿de dónde va a importar el Gobier- 
no la marihuana? ¿Va a negociar en el exterior? ¿Con 
quién? ¿Con los narcotraficantes? 


También se está habilitando la exportación. ¡Me- 
nudo lío! Si tenemos líos con el consumo, ¡imaginen 
los señores Senadores qué va a ocurrir si nos pone- 
mos a exportar marihuana! Me parece bastante ab- 
surdo. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR VIERA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero mi pedido para 
disminuir el nivel de murmullos en Sala. Vamos a 
prestar atención a quienes están haciendo uso de la 
palabra. 


Puede interrumpir el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar quiero 
agradecer al señor Senador Viera, que salió de la hi- 
pótesis de que estamos experimentando, porque pa- 
rece que estuviéramos en una conspiración contra el 
pueblo uruguayo. Él dice que esto puede tener virtu- 
des o defectos, pero lo analiza desde la buena fe de 
todos los que estamos aquí, y no solo hablo de los Se- 
nadores, sino también de los Diputados, que tuvieron 
también un trabajo muy importante al respecto. 


En segundo término, cuando se habla de la expor- 
tación, Uruguay u otros países pueden en el futuro 
exportar el cáñamo y telas derivadas de él, pero si 
hubiera dudas sobre el texto con respecto a la ex- 
portación de la marihuana —que produce los efectos 
que todos conocemos-, no tenemos problema en pre- 
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sentar a la brevedad alguna norma que permita dejar 
bien en claro que no vamos a ser exportadores de esa 
sustancia. 


Finalmente, señor Presidente, quiero reiterar lo 
que he señalado en varias oportunidades en las que 
he pedido interrupciones. Todo lo que se dice sobre 
la marihuana también se puede decir acerca del al- 
cohol. Se dice que la marihuana es el primer paso 
para otras drogas más complicadas, entre ellas la pas- 
ta base, pero para la marihuana el primer paso es el 
alcohol. No hay ningún individuo en el Uruguay que 
empiece a fumar marihuana y no haya probado el al- 
cohol. Sin embargo, el alcohol es legal. ¿Y por qué es 
legal, si afecta la salud de los uruguayos? ¿O todos 
somos tontos y dejamos que se afecte la salud de los 
uruguayos sin hacer nada? Es legal porque la prohi- 
bición es peor. 


Por supuesto que esto puede estar lleno de de- 
fectos y complicaciones, y habrá que poner una lupa 
enorme sobre la reglamentación, pero la prohibición 
es el mal camino. Es el que en su momento tomaron 
otros países con el alcohol, pero hace más de cien 
años se abandonó esa estrategia. Y no quiere decir 
que el alcohol no origine problemas, no genere adic- 
ción o no afecte la salud, no solamente de los urugua- 
yos, sino de cualquier pueblo que lo consuma, ya sea 
de manera legal o ilegal. 


Quería marcar esos tres aspectos y agradezco al 
señor Senador Viera por la interrupción que me con- 
cedió. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Viera. 


SEÑOR VIERA.- Lo primero que deseo aclarar — 
creo que no era necesario, pero la interrupción del 
señor Senador Michelini me obliga a hacerlo- es que 
quien inicialmente habló de experimentar y de que 
esto era una experiencia fue el señor Presidente de la 
República; no hubo nadie original en esta Sala. 


En segundo término, es verdad que creo en la 
buena intención, obviamente, de quienes plantean 
esto como una solución, pero insisto en que no me 
parece que se alcancen los objetivos propuestos. Por 
el contrario, considero que es un inmenso error y que 
vamos a pagar caras las consecuencias. 


Por otra parte, se compara la reglamentación de 
la comercialización de la marihuana con la del al- 
cohol, pero ese argumento nos lleva a pensar que, 
entonces, como no podemos combatir otras drogas y 
el narcotráfico, vamos a seguir por el camino de la 
legalización como solución. Es más, razonando por 
el absurdo, podemos llegar a la conclusión de que en 
el caso de otros delitos que claramente no podemos 
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combatir, porque cada vez se producen en mayor can- 
tidad, también vamos a recurrir a la legalización. Es 
un absurdo pensar que como no podemos con algo 
que es ilegal, legalizándolo vamos a poder combatirlo. 


Quiero hacer referencia a algunos otros aspectos 
del proyecto de ley, en particular al artículo 10. Ob- 
viamente, icómo no vamos a estar de acuerdo en su 
espíritu si establece que nuestro sistema educativo 
debe educar con respecto a los daños que causa la 
droga! En ese sentido, reafirmamos el concepto que 
planteó el señor Senador Amorín: claramente tiene 
aspectos inconstitucionales y, por consiguiente, no es 
bueno que este Parlamento, advertido y a sabiendas, 
siga por el camino de aprobar normas que son incons- 
titucionales y que luego son recurridas ante la Supre- 
ma Corte de Justicia. 


Señor Presidente: termino leyendo la interven- 
ción de uno de los miembros de la ANEB el doctor 
Corbo, quien en oportunidad de su concurrencia a la 
Comisión de Salud Pública del Senado, refiriéndose 
al artículo 10, expresó: “Aun cuando compartimos el 
espíritu del artículo 10 del proyecto de ley, en cuanto 
a disponer de políticas educativas para la promoción 
de la salud y la prevención del uso problemático de 
cannabis, encontramos que la redacción tiene pro- 
blemas en dos aspectos. En primer lugar, porque se 
señala al órgano de educación la perspectiva de un 
paradigma del cual abordar este trabajo educativo. En 
realidad, nosotros compartimos ese paradigma que se 
señala aquí y nos parece que se debe transitar por ese 
camino, pero no únicamente por él. Existe un con- 
junto de circunstancias y situaciones que ameritan 
otro tipo de abordaje y nos parece que la ley, por un 
lado, constriñe, al establecer que nuestras acciones 
tengan que ampararse bajo ese paradigma específico 
y, por otro lado, que es propio de la especialidad del 
órgano el diseñar sus enfoques pedagógicos con liber- 
tad y de acuerdo a su especialidad técnica”. 


Más adelante dice: “En segundo término —el se- 
gundo problema que compartimos plenamente con 
esta autoridad de la educación— vemos un problema 
cuando se plantea la inclusión curricular. Se habla 
específicamente de la inclusión de una disciplina y 
se le da el nombre a la misma. Como los señores Se- 
nadores comprenderán, eso tiene múltiples significa- 
dos. Desde el punto de vista del estatuto institucional 
del país, creemos que hay una regulación que estaría 
implicando afectaciones a la autonomía y a la espe- 
cialidad técnica del órgano. Se recordará que desde 
la Constitución de 1918 —donde se incluyó el artículo 
100 que refiere a la creación de los organismos autó- 
nomos del Estado, especialmente el de la enseñanza, 
y aquel famoso informe de José Pedro Varela y Justi- 
no Jiménez de Aréchaga sobre su interpretación-, es 
doctrina aceptada en el país que a la hora de legislar, 
no se haga sobre planes de estudio y sobre las mate- 
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rias que son propias de la especialidad orgánica, en 
este caso, de la ANEP”. 


En ese sentido, señor Presidente, al aprobar esta 
ley -si no fuera recurrida ni declarada inconstitucio- 
nal- creo que estamos sentando bases interpretativas 
y acto seguido deberíamos convocarnos —y a ese res- 
pecto hemos presentado con otros señores Senadores 
una moción- para levantar el receso y ponernos ya a 
trabajar sobre algunos proyectos que tienen que ver 
con la educación. Me parece que si en más de una 
oportunidad ha habido acuerdo en el sistema político, 
en quienes representamos legítima y democrática- 
mente a la ciudadanía —como lo hubo al principio de 
este período de Gobierno cuando el Presidente Mu- 
jica convocó a comisiones multipartidarias y se llegó 
a acuerdo sobre los temas de la educación, y como 
también lo hubo posteriormente, cuando se delineó el 
ProMejora, ninguno de los cuales ha sido aplicado por 
la ANEP por circunstancias que todos conocemos-, 
si se aprueba así el artículo 10 del proyecto de ley 
y luego no cae por inconstitucional, inmediatamente 
deberíamos abocarnos a trabajar en programas y en 
un proyecto educativo que provenga de los represen- 
tantes del pueblo, que hoy están recogiendo —como lo 
estamos todos— el clamor de la ciudadanía ante una 
educación que está en crisis. 


Realmente, creo que si podemos incluir en el 
currículo —y algunos colegas han manifestado su con- 
vicción de que eso no es inconstitucional- determina- 
das disciplinas y materias, también podemos incorpo- 
rar otras y colaborar para lograr los grandes cambios, 
que están trabados por un sistema de gobierno en la 
educación que, realmente, no permite concretarlos. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR VIERA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR RUBIO.- Creo que el punto que plantea 
el señor Senador Viera fue aclarado: está en la Ley 
de Educación. Oportunamente los entes educativos 
fueron consultados, tal como lo establece artículo 
202 de la Constitución de la República, y ahora 
se concreta la disposición que establece la ley que 
regula todo el sistema. Por lo tanto, no creo que sea 
inconstitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Viera. 


SEÑOR VIERA.- En ese sentido, si tienen razón 
los Senadores que afirman que esto es inconstitucio- 
nal —aparentemente los hay en todos los partidos, o 
por lo menos en dos que aquí se han manifestado, 
porque el miembro informante aceptó en Comisión, 
y fue leído en el informe, que esto tenía visos de in- 
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constitucionalidad- y la norma es impugnada, pero 
finalmente no resulta declarada inconstitucional, se 
abren puertas muy interesantes para trabajar en ma- 
teria de cambios en la educación. 


Señor Presidente: termino diciendo que a pesar 
de las tantas horas de debate no nos deja nada en cla- 
ro la defensa que se hizo de este proyecto de ley. Que- 
dan muchos aspectos pendientes que serán objeto de 
reglamentación y que van a ser de difícil aplicación. 
Lamentablemente vemos un futuro muy confuso y 
oscuro en materia de combate a las adicciones. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ha agotado la lista 
de oradores. Si el Senado está de acuerdo vamos a 
dar por concluida la discusión general, no sin antes 
dar una última oportunidad de intervención al señor 
miembro informante, a los efectos de que realice los 
comentarios que estime pertinente. 


SEÑOR CONDE.- Muchas gracias. 


Más allá de las discrepancias, celebro el tiempo 
que el Senado ha dedicado a considerar este proyecto 
de ley. 


Seré muy breve para reafirmar los conceptos polí- 
ticos fundamentales, pero antes voy a detenerme un 
minuto ya que fui aludido por el tema de la inconsti- 
tucionalidad del artículo 10. 


El señor Senador Amorín me ha citado bien y ha 
reconocido la honestidad de mi intervención —cosa 
que agradezco—, pero voy a precisar exactamente el 
alcance de mis palabras, que puede corroborarse en 
la versión taquigráfica. Dije que el Codicén podría 
considerarse legitimado para recurrir esto por en- 
tender agraviada su autonomía técnica por algunas 
expresiones del artículo 10 —precisamente, las que 
se han comentado aquí—, cuando establece que “Di- 
chas políticas educativas comprenderán su inclusión 
curricular”, y luego agrega que “Será obligatoria la 
inclusión de la disciplina “Prevención del Uso Pro- 
blemático de Drogas””. Naturalmente que, dados la 
precisión y el detalle con que el artículo realiza la in- 
dicación para las autoridades de la educación, el Co- 
dicén podría verse legitimado a recurrirlo. Pero dije 
y el corazón de mi intervención iba en esta direc- 
ción— que, más allá de este formalismo —como ha leí- 
do el señor Senador Amorín-, lo sustancial estaba en 
la aplicación de la política pedagógica sobre drogas, y 
que esperaba que aun cuando el Codicén se sintiera 
legitimado y atacara este párrafo, igual iba a seguir 
cumpliendo con su obligación de desplegar una polí- 
tica educativa y una pedagogía enérgica sobre el tema 
drogas, como ya lo está haciendo, por otra parte. Por 
ejemplo, el Consejo de Educación Secundaria tiene 
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una activa participación en el consejo interdiscipli- 
nario que trata sobre estas materias y, además, tiene 
una larga experiencia —por lo menos de varios años— 
acumulando trabajos en este sentido. De modo que 
el alcance de la observación fue este. El propio Con- 
sejero Corbo ha reconocido que está de acuerdo con 
el espíritu de este artículo y yo mismo he dicho en la 
Comisión que esperaba que se cumpliera con el espí- 
ritu de este artículo y que se aplicara —aun en caso de 
una impugnación por razones que pueden conside- 
rarse formales- la política pedagógica sobre drogas, lo 
que significaba no otra cosa que cumplir con el deber 
de las autoridades de la educación. Me permito se- 
ñalar, además, que aun cuando estos párrafos fueran 
impugnados, las autoridades de la educación, en la 
propia ley de educación, ya han recibido la orienta- 
ción para llevar a cabo estas políticas -que, como dije, 
ya las están implementando-, y si cayera alguno de 
estos párrafos, tampoco esto hace tambalear ni roza 
lo que es el corazón de esta ley. 


Hecha esta primera aclaración, quiero decir que 
no considero correcto, de verdad, que se siga insis- 
tiendo con la afirmación general de que esta ley es 
inconstitucional. El único aspecto formal de inconsti- 
tucionalidad que merece debatirse es este que hemos 
analizado con total detalle. 


El tema que tiene que ver con la formación de la 
persona jurídica no estatal no tiene ningún elemento 
sostenible de inconstitucionalidad. A continuación, 
voy a leer el informe del Poder Ejecutivo, que dice: 


«Los empleados de las personas públicas no esta- 
tales no son funcionarios públicos. 


Las disposiciones constitucionales relativas a car- 
gos, refieren a las entidades estatales. 


Los empleados de las personas públicas no estata- 
les al no ser funcionarios públicos, no son titulares de 
cargo alguno, rigiéndose por el derecho común. 


Las disposiciones constitucionales relativas a la 
materia presupuestal son de aplicación exclusiva- 
mente a las entidades estatales. 


El presupuesto de las personas públicas no esta- 
tales no es ni elaborado ni aprobado por el Poder Le- 
gislativo. 


Las personas públicas no estatales cuentan con 
mecanismos de contralor de fuente legal. 


Las leyes que crean personas públicas no estatales 
no crean cargos, de lo contrario las leyes de creación 
de numerosas personas públicas no estatales serían 
inconstitucionales al no estar contenidas en leyes de 
presupuesto o rendición de cuentas. 
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Las leyes de creación de las personas públicas no 
estatales no crean cargos en el sentido constitucio- 
nal del término, de lo contrario varias de ellas serían 
también inconstitucionales por haberse sancionado 
en año electoral. 


La Constitución emplea el término “cargo” en cin- 
cuenta y tres oportunidades. En ningún caso para re- 
ferir a otra cosa que posiciones laborales contenidas 
dentro del organigrama estatal». 


Creo que queda absolutamente demostrado que en 
la constitución de esta Persona de Derecho Público no 
Estatal no hay ningún viso de inconstitucionalidad. 


Finalmente, se ha pretendido alegar inconstitucio- 
nalidad haciendo referencia al artículo 44 de la Cons- 
titución, en el supuesto de que esta ley entorpece o 
desvía las obligaciones del Estado de favorecer el pleno 
ejercicio del derecho a la salud de la población. Para 
nosotros es absolutamente lo contrario —-lo hemos es- 
tablecido en el informe que presentamos por la maña- 
na-—: sacar el tema del consumo de la marihuana del 
mundo de la clandestinidad es la mejor forma de po- 
nerlo al alcance de las políticas públicas —entre ellas, 
las de salud—, para llevar adelante una eficiente política 
sanitaria que va, justamente, en la dirección de aplicar 
correctamente el artículo 44 de la Constitución. 


SEÑOR MICHELINI.- Apoyado. 


SEÑOR CONDE.- De modo que, hechas estas sal- 
vedades sobre los temas constitucionales, me permito 
señalar, señor Presidente, que no creo que sea proce- 
dente insistir con la afirmación general de que esta 
ley es inconstitucional. 


El segundo punto que me parece pertinente acla- 
rar o sobre el que creo conveniente insistir —porque 
muchos señores Senadores han seguido utilizando el 
término “liberalización del uso de drogas”-—, es que no 
estamos ante una ley que liberalice el uso de drogas. 
En primer lugar, porque no liberaliza y, en segundo 
término, porque no se refiere a las drogas en general, 
sino solamente al cannabis psicoactivo. Es una ley de 
regulación de la disposición y fuentes de acceso del 
cannabis psicoactivo que, además, encuadra —como 
lo hemos demostrado profusamente en más de diez 
páginas de nuestro informe, con referencia a juristas 
internacionales— dentro del marco de las Convencio- 
nes internacionales: la Convención Única de 1961 
sobre Estupefacientes, el Convenio sobre Sustancias 
Sicotrópicas de 1971 y la Convención de las Naciones 
Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotrópicas de 1988. 


De modo que, me tranquiliza, además, haber com- 
probado en el debate de la tarde de hoy que todos los 
partidos políticos, a través de diversos Legisladores y 
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activistas de sus propias filas, han concordado, prime- 
ro, en la necesidad de legislar, y luego, en impulsar el 
autocultivo de cannabis en el Uruguay. Esto es una 
base de coincidencia fundamental, porque esta ley no 
es una cosa drásticamente diferente del autocultivo; 
esta ley es autocultivo individual y grupal, a través de 
clubes, más el acceso regulado por el Estado, a través 
de farmacias para aquellos que no quieran o no pue- 
dan cultivar. De modo que no estamos ante una ley 
dramáticamente diferente a la idea del autocultivo. Y 
la idea del autocultivo referida al derecho al consumo 
de las personas garantizadas por el Derecho Interna- 
cional, pero también por nuestra propia Constitución, 
está vinculada a la situación en que no solo se resuelve 
el derecho en el plano teórico a consumir, sino tam- 
bién el derecho en el plano práctico a adquirir y a po- 
seer. De otra forma, estaríamos ante una abstracción 
y un ejercicio inaplicable de un derecho que no está 
criminalizado o penalizado. De modo que cuando la 
norma nacional e internacional dice que la persona 
puede consumir de acuerdo a su albedrío en el marco 
del Derecho Constitucional, el Derecho Internacional 
reconoce —y lo hemos citado hoy, a través del trabajo de 
juristas— que esto alcanza al derecho de adquirir y de 
poseer. Quiere decir que lo que esta ley está haciendo, 
justamente, es regular esa materia o ese proceso. 


Hemos planteado la idea general de que debemos 
generar la integración social del consumo del canna- 
bis. ¿Qué queremos decir con esta idea general de la 
integración social? Que hay que terminar con la es- 
tigmatización, con la marginación del usuario y, con 
más razón aún, del adicto o del usuario problemático, 
pero también del usuario común que está estigmati- 
zado y que vive en una situación de duda jurídica con 
la aplicación de la legislación actual. Respecto a este 
proceso de integración social, que pretende transfor- 
mar a los usuarios, en primer lugar, en una población 
objetiva, pasible de recibir el impacto y los beneficios 
de las políticas públicas, se nos ha dicho —de diver- 
sas maneras y a través de distintas expresiones- que 
estamos incurriendo en una experimentación social, 
en un experimento de ingeniería social, etcétera. Re- 
cibimos de buena manera esta objeción, pero vamos a 
ponerla en sus términos reales. Todos los organismos 
internacionales —absolutamente todos- coinciden 
que en el mundo actual hay, por lo menos, más de 
200:000.000 de consumidores permanentes de can- 
nabis. Hay una permanente generación de informa- 
ción, no solo social sino científica en todos los planos, 
sobre los efectos del uso del cannabis, muchos de 
ellos contenidos en los informes que se volcaron aquí 
por diversos señores Senadores. 


¿Qué clase de experimentación podemos hacer 
nosotros con seres humanos —como se llegó a afirmar 
aquí- en un terreno en el cual 200:000.000 de 
personas consumen una droga cuyos efectos están 
absolutamente estudiados, analizados y en proceso 
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permanente de profundización y de sistematización 
de conocimientos? En todo caso, la experiencia que 
proponemos es aplicar una metodología diferente 
frente a la situación del consumo social que, implica, 
como dije, en primer lugar, la integración social del 
consumo evitando la marginación y la estigmatización. 


Gran parte del debate de hoy se dirigió a la situación 
de la juventud y de los adolescentes pero, naturalmente, 
esta ley no está legislando para ese universo de perso- 
nas. La juventud y los adolescentes no pueden adquirir 
ni poseer cannabis por los mecanismos previstos en esta 
ley. Por tanto, están en condiciones de vulnerabilidad 
frente al narcotráfico, en la condición que todos están 
actualmente por igual, y en caso de que el narcotráfico 
actúe para proveerles de sustancia a estos sectores de 
la población, será perseguido con la normativa actual y 
con la metodología que hoy utiliza el Estado, es decir, 
será reprimido y perseguido en forma criminal. 


Señor Presidente: voy a hacer una síntesis breve, 
para no reabrir el debate con cuestiones de detalle. 
He tomado nota de cuestionamientos que se nos han 
hecho en el terreno de los valores. Entre otras cosas, 
se nos ha dicho que decir o afirmar que la guerra a 
las drogas ha fracasado es una claudicación. Me voy a 
permitir hacer algunas aclaraciones. 


No es ninguna claudicación, en el sentido de que 
el tráfico ilícito de drogas en el Uruguay, incluido el 
del cannabis, va a seguir siendo perseguido, reprimido 
y seguramente seguirá habiendo personas procesadas 
y encarceladas en el marco de la ley vigente sobre el 
tráfico ilícito de drogas. El hecho de que se abra una 
vía de acceso oficial bajo regulación del Estado para las 
personas adultas que consumen cannabis, no quiere 
decir que se deje de perseguir a quienes distribuyen 
cannabis por otras vías que no son las oficiales, esta- 
blecidas en los mecanismos de este proyecto de ley. 


De modo que seguirá habiendo combate al narco- 
tráfico; seguirá habiendo represión del tráfico ilícito 
y seguirá habiendo procesamientos y condenas en el 
marco de la ley penal vigente en el Uruguay, que no 
es derogada por este proyecto de ley. En ese sentido, 
no hay ninguna claudicación. 


Quiero ser enfático en este punto, señor Presiden- 
te, porque se habla como si la concepción de la gue- 
rra a las drogas fuera algo absolutamente extraña a 
nosotros, a nuestro tiempo y a nuestra sociedad. 


El Estado uruguayo ya ha derramado la sangre de 
algunos de sus servidores públicos para hacer frente 
a este flagelo. De modo que no es una situación tan 
extraña a nuestra vida y a nuestra realidad. 


Cuando lo que deseamos ahora es abrir otro cami- 
no de tratamiento a los usuarios de cannabis, porque 


CÁMARA DE SENADORES 


259-C.S. 


ellos constituyen el 70 % del consumo de la droga ile- 
gal en el Uruguay, es porque queremos con ello abrir 
una instancia que nos posibilite el tratamiento inte- 
grado, socialmente pacífico y con respaldo científico 
y social para los usuarios. 


Por otra parte, el fenómeno de guerra a las drogas 
tampoco debe interpretarse de un modo absoluta- 
mente literal, pero si se trata de una interpretación li- 
teral, déjeme decir, señor Presidente -como lo afirmé 
hoy a la mañana cuando realicé el informe-, que el 
tema de las drogas en el mundo ya no es simplemen- 
te una cuestión de negociación diplomática; aquí hay 
mafias, crimen, guerra geopolítica y geoeconómica, 
servicios secretos de los Estados involucrados y Go- 
biernos contra los que se conspira utilizando el poder 
del narcotráfico tanto en su dimensión humana como 
en su dimensión económica. 


De modo que es un problema complejo y dramá- 
tico, cuya solución no se avizora en el corto plazo ni 
se resuelve en una mesa de negociaciones diplomáti- 
cas. Por eso mismo el Estado y la sociedad uruguaya 
tienen dentro del campo de su soberanía el derecho 
a adoptar sus propias políticas de acuerdo a su reali- 
dad, sin violentar el marco normativo internacional. 


Finalmente, quiero hacer una referencia al tema 
que se ha mencionado sobre un plebiscito o un refe- 
réndum de derogación. De ninguna manera nosotros 
vamos a esquivar el debate público de este tema en 
el seno de la sociedad. Justamente, si aprobamos este 
proyecto de ley, como bien lo dijo hace unos minutos 
el señor Senador Lescano, es para poner el debate de 
este tema en el corazón de la sociedad, para que lo 
podamos enfrentar como una problemática social y no 
devolver a los usuarios de drogas, en el marco de la 
ley vigente, al mundo de las catacumbas y de la clan- 
destinidad, donde no se pueden aplicar debidamente 
las políticas públicas, la integración social y la defensa 
imprescindible de los derechos humanos con el objeto 
de defender la calidad de vida de estas personas. 


Muchas gracias. 
(Aplausos en la Barra). 
(Suena la campana de orden). 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Barra no puede ha- 
cer manifestaciones de ningún tipo. En la próxima 
oportunidad en que las haga me veré obligado a des- 
alojarla. 


Corresponde votar en general el proyecto de ley. 
Ha llegado a la Mesa una moción presentada por el 
señor Senador Larrañaga en el sentido de que se 
efectúe votación nominal. Se trata de una cuestión 
de orden que no admite discusión. 
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Se va a votar la moción presentada. 
(Se vota:) 

-28 en 29. Afirmativa. 

Tómese la votación nominal. 

(Se toma en el orden siguiente:) 
SEÑOR ABREU.- Negativa. 


SEÑOR AGAZZI.- Voto afirmativamente el pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR AMORÍN.- Negativa. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Voto afirmativo. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Voto afirmativo. 
Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: hemos 
asistido a este debate durante toda la sesión y además 
seguimos —con la atención que nuestra actividad en 
el Senado nos permitía— la discusión que se llevó a 
cabo en la Cámara de Representantes. 


Creo que aquí hubo una confrontación importante 
de opiniones, donde los integrantes del Partido Na- 
cional y del Partido Colorado defendieron su posición 
con argumentos de distinta naturaleza, algunos con 
mayor consistencia conceptual y doctrinaria, y otros 
más ligados a la situación de la coyuntura. De todas 
maneras, esta discusión que se ha dado en el día de 
hoy —creo que llevamos doce horas de debate- me re- 
afirma la idea de que es importante votar este proyec- 
to de ley. Esto no quiere decir que esta iniciativa sea 
el desiderátum o que resuelve absolutamente todas 
las situaciones que se puedan plantear frente a un 
tema tan complejo como es el de la marihuana. ¡No! 
Por supuesto que cuando las circunstancias lo exijan, 
estaremos dispuestos a revisar nuestra posición y a 
introducir modificaciones, porque creo —y comparto 
las expresiones del Presidente de la República— que 
esta iniciativa, que tiene todas las garantías de la ley, 
no deja de ser un experimento en el sentido de que es 
una experiencia sujeta a modificaciones. 


De ahí deriva, señor Presidente, nuestro compro- 
miso con este proyecto de ley. Tal como lo expresa- 
ron los señores Senadores Héctor Lescano y Roberto 
Conde, estimo que si tenemos que confrontar y dis- 
cutir este proyecto con la opinión pública, lo haremos 
con la absoluta convicción de que nuestras ideas las 
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defendemos de cara al pueblo y no necesariamente —a 
pesar de estar en un año electoral- haciendo cálculos 
de carácter electoral. 


Muchas gracias. 


(No está presente en Sala el señor Senador Bor- 
daberry). 


SEÑOR CHIRUCHI.- Negativa. 
SEÑOR CONDE.- Afirmativa. 


SEÑOR COURIEL.- Voto por la afirmativa y voy a 
fundar el voto. 


Señor Presidente: he votado este proyecto de ley 
con total y absoluta convicción. Lo estudié y estoy ab- 
solutamente convencido, pero el debate de hoy me 
multiplicó y profundizó las convicciones que traía de 
antemano. 


Creo que estamos ante un evento histórico. Es un 
día histórico para el Uruguay, ya que estamos apro- 
bando nada más ni nada menos que este proyecto de 
ley en el ámbito parlamentario. El Uruguay pasa a ser 
una especie de vanguardia internacional sobre este 
tema, y es por ello que sin ninguna duda hay muchos 
medios de comunicación internacionales que están 
tratando de analizar, de ver las características de un 
proyecto de ley que pueda ser también de alguna ma- 
nera imitado por otros países. 


Me parece que este impacto internacional del 
Uruguay se da en un contexto muy especial. Tal vez 
alguien podría decir que hoy nuestro país es muy co- 
nocido por Edinson Cavani o por Luis Suárez; el Uru- 
guay es muy conocido por su Presidente José Mujica, 
que en estos momentos en el plano internacional tie- 
ne un apoyo extraordinario. 


El Uruguay está votando este proyecto de ley en 
un contexto de leyes por los derechos ciudadanos, 
pues en este marco normativo se inscriben, también, 
la Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo, la 
Ley de Matrimonio Igualitario y muchas otras leyes 
que hemos votado para eliminar todo tipo de discri- 
minación y avanzar hacia la igualdad. 


Desde este punto de vista, considero que es un 
nuevo momento del Uruguay, como lo fue, probable- 
mente, el Plan Ceibal en el pasado y también la Ley 
Nacional de Vivienda, cuya elaboración tuviera como 
protagonista al Flaco Terra. Sin duda alguna, este 
fue un hecho excepcional: no le copiamos a nadie, 
el país tenía condiciones para innovar y crear, como 
ocurrió en la época de don José Batlle y Ordóñez con 
la creación del Estado de Bienestar. A propósito, los 
suecos lo crearon en 1933, pero venían en la década 
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del veinte a estudiar lo que había pasado en el Uru- 
guay en términos de protección social. 


Quiero referirme a dos objetivos centrales de esta 
normativa: uno de ellos, tiene relación con la salud, 
que es un elemento básico. Como se dijo antes, todas 
las drogas son malas; absolutamente todas las drogas, 
por eso se busca reducir el daño en la base de la asis- 
tencia en salud, pero teniendo en cuenta todos los 
elementos de carácter educativo. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 
—Termino enseguida, señor Presidente. 


El otro objetivo tiene que ver con la búsqueda de 
una forma inteligente de enfrentar al narcotráfico, cosa 
que realmente es muy difícil. ¡Ojalá podamos comba- 
tirlo por las vías de un proyecto que no solo atienda la 
demanda sino también la oferta! Por eso decimos que 
esta normativa implica un proceso integral. 


Estoy muy contento de haber estado presente en 
esta sesión, pese a mis dificultades transitorias de ca- 
rácter físico. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DA ROSA.- Voto por la negativa. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Voto por la afirmativa y 
voy a fundamentar el voto. 


Brevemente, señor Presidente, quiero expresar 
que no soy defensor ni impulsor del consumo de dro- 
gas pero, sin duda, pienso que la concreción de este 
proyecto de ley de regulación del cannabis ha supues- 
to para nosotros efectuar un ejercicio autocrítico, con 
amplitud de miras y sin facilismo, que abre el camino 
a una estrategia más eficaz para enfrentar la cuestión 
del consumo problemático de drogas. 


El debate franco, abierto y sin prejuicios nos per- 
mitirá encontrar las respuestas que buscamos y que 
hasta ahora no se han encontrado. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GALLINAL.- Voto por la negativa. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Voto por la afirma- 
tiva y quiero fundamentar el voto por dos motivos, 
para nosotros muy importantes. 


El primero de ellos, es de carácter personal. Como 
dije en mi exposición inicial, el hecho de que el destino 
me haya puesto en este lugar hoy para votar este proyec- 
to de ley es más que satisfactorio, sobre todo, después 
de veinte años de trabajo parlamentario, preocupados y 
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alertados por la necesidad de un cambio de estrategia. 
El segundo, tiene que ver con la convicción de que con 
esta normativa se empieza a solucionar un grave aspec- 
to que padecemos en el Uruguay: el consumo de drogas, 
problemas de salud pública, de seguridad y de derechos 
humanos. Este proyecto de ley va en esa línea. 


Por lo tanto, en lo personal y en lo político, vota- 
mos afirmativamente este proyecto de ley absoluta- 
mente convencidos, con la satisfacción que expresé. 


Muchas gracias. 
SEÑOR HEBER.- Voto por la negativa. 


(El señor Senador Lacalle Herrera no se encuen- 
tra presente en Sala). 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Voto por la negativa y fun- 
damentaré el voto. 


Por las consideraciones vertidas en mi exposición 
en la mañana de hoy, quiero decir que votaremos en 
forma negativa este proyecto de ley en general, con la 
aclaración de que tampoco acompañaremos ninguno 
de los artículos en particular. Sobre las instancias de 
recurrencia por inconstitucionalidad que se puedan 
presentar, me interesa aclarar que no vamos a re- 
correr el camino de ninguna instancia plebiscitaria, 
porque es evidente que el año que viene tendrá lugar 
todo un proceso electoral y la interposición de un re- 
curso de plebiscito podría afectarlo. 


Seguramente esta iniciativa será considerada en 
la próxima campaña electoral, por tanto, solo nos 
resta reafirmar nuestro compromiso de derogarla a 
partir del 1.2 de marzo de 2015, en función de las 
mayorías parlamentarias que existan. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LESCANO.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Voto por la 
afirmativa y voy a fundamentar el voto. 


Señor Presidente: brevemente insisto en lo ya ma- 
nifestado en mis intervenciones de la mañana y de la 
tarde de hoy. Esta es una respuesta sincera, adecua- 
da, pertinente e ingeniosa, que calurosamente apoya- 
mos y votamos, pero hay una razón más, si se quiere, 
hasta emotiva. 


Hoy es 10 de diciembre, Día de los Derechos 
Humanos. No pude participar de ningún evento de 
recordación, pero, ¡qué mejor homenaje que estar 
aquí presente, otorgándole mi voto con el corazón a 
este proyecto de ley que será ley antes de que finalice 
el día! 
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Muchas gracias. 

SEÑOR MICHELINI.- Voto por afirmativa. 
SEÑOR MOREIRA.- Voto por la negativa. 
SEÑORA MOREIRA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR PASQUET.- Voto por la negativa. 


SEÑOR PENADÉS.- Voto por la negativa. 


SEÑOR ROSADILLA.- Voto por la afirmativa y voy 
a fundamentar el voto. 


De manera breve, quiero dejar expresa constancia 
de mi respaldo a los fundamentos de voto realizados 
por los compañeros Conde, Gallo Imperiale, Agazzi, 
Moreira y Lescano y agregar que hoy no es el final de 
nada. La votación de este proyecto de ley no termina 
nada, sino que comienza un período, con un nuevo 
abordaje de una situación, de un problema complejo. 
Esto es, se va a comenzar a andar, con la confianza 
y la esperanza —de quienes lo votamos y propusimos— 
de que se convierta en realidades y certezas. 


Más allá de las opiniones que se han vertido en 
Sala y de la inflación discursiva que podemos mos- 
trar, tanto quienes impulsamos este proyecto de ley 
como quienes se han opuesto, debemos comprome- 
ternos y estar atentos a trabajar constructivamente 
por mejorarlo una vez que se convierta en ley y em- 
piece a funcionar. 


Lo fundamental es que el Uruguay dio un paso 
para no bajar los brazos, porque es un tema que nos 
viene comiendo los talones. Basta recorrer los barrios 
y visitar las cárceles para darnos cuenta de que no 
podíamos seguir perdiendo seis a cero y no intentar 
cambios. El consumo crece, la adicción crece —sobre 
todo, crece el consumo problemático- y, pese a ello, 
no movíamos las manos. 


Hacemos cambios; veremos cómo funciona el 
cuadro. Tenemos confianza y esperamos que en el 
futuro, a pesar de las diferencias, nos encontremos 
construyendo mejores y más soluciones para esta 
problemática. 


Muchas gracias. 


SEÑOR RUBIO.- Voto con total convicción por la 
afirmativa. 


SEÑOR SARAVIA.- Voto por la negativa. 


SEÑOR SOLARI.- Voto por la negativa y voy a fun- 
dar el voto. 


CÁMARA DE SENADORES 


10 de diciembre de 2013 


Quiero dejar dos mensajes. El primero, va dirigi- 
do a las Madres de la Plaza: que no tomen el de hoy 
como un día de abandono en la lucha por recuperar a 
sus hijos e hijas. El hecho de que se legalice el acceso 
a la marihuana para las personas mayores de edad 
no quiere decir que el Estado abandone a las madres 
que enfrentan el consumo problemático de drogas, 
en la convivencia con esa dificultad que hiere en lo 
más profundo de la familia. El segundo, es que voy a 
votar por la negativa por lo que afirmé en la mañana 
de hoy. ¡Ojalá me equivoque, pero este proyecto de 
ley va a contribuir a deteriorar aún más el ambiente 
educativo a nivel de las clases menos pudientes! Ese 
es un efecto que, seguramente, ninguno de los que 
estamos acá deseamos. 


Como tengo la convicción de que ese efecto va a 
ocurrir, he votado negativamente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR TAJAM.- Voto por la afirmativa y voy a 
fundar el voto. 


El Uruguay se anima y avanza. Así como votamos 
la ley sobre salud reproductiva, sin promover la in- 
terrupción del embarazo, hoy estamos votando este 
proyecto de ley de regulación y control del mercado 
de la marihuana, sin promover su consumo. Por el 
contrario, la producción y la comercialización conti- 
núan estando prohibidas fuera del marco regulatorio 
de este proyecto de ley, que nos permitirá conocer 
e intercambiar con los actuales consumidores —-mu- 
chos de los cuales, como algunos señores Senadores 
lo expresaron, son clandestinos—, lo que nos dará la 
posibilidad de hacer prevención y promover la rehabi- 
litación, que es el fin principal de todo esto. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Voto por la afirmativa y 
voy a fundar el voto. 


Debo agradecer a todos mis compañeros de Ban- 
cada la solvencia, la responsabilidad, la precisión con 
la que han fundamentado la defensa de este proyecto 
de ley y quiero decir que me siento representada por 
todas sus palabras. 


Quisiera dejar una pequeñísima constancia. A lo 
largo de estas casi 13 horas de sesión podría haberme 
sentido aludida muchas veces —perdí la cuenta— por 
la mención a mi compañero de ruta. Sin embargo, 
decidí no hacer ninguna aclaración para no desviar el 
eje de la discusión hacia otros temas que no eran el 
centro de lo que hoy teníamos que trabajar y, además, 
porque él no necesita ninguna aclaración. 


Muchas gracias. 


SEÑOR VIERA.- Voto por la negativa. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Voto por la afirmativa. 
Dese cuenta del resultado de la votación. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
Han sufragado 29 señores Senadores: 16 lo han 
hecho por la afirmativa y 13 por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado aprobado en 
general el proyecto de ley. 


(Aplausos en la barra). 


— El Senado pasa a cuarto intermedio mientras se 
desaloja la barra. 


(Así se hace. Es la hora 22 y 35 minutos). 
(Vueltos a Sala). 

— Habiendo número, continúa la sesión. 
(Es la hora 22 y 39 minutos). 

—En discusión particular. 

SEÑOR CONDE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR CONDE.- Formulo moción en el sentido 
de que se suprima la lectura del articulado y se vote 
en bloque, por Títulos. El proyecto de ley consta de 
seis Títulos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es una moción que ad- 
mite discusión. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: solicito que 
se desglosen los literales D), E) y F) del artículo 5.*, 
que son los que tienen que ver directamente con el 
tema del autocultivo y los clubes de membresía. Nos 
gustaría que fueran votados de forma diferente por- 
que algunos señores Senadores, como es el caso de 
quien habla, queremos acompañarlos para manifes- 
tar nuevamente nuestro criterio de apoyar el auto- 
cultivo, que era la idea del proyecto original que se 
discutió en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, vamos a vol- 
ver atrás. 
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Hay una moción para suprimir la lectura y lue- 
go votar el articulado por Títulos. Desde luego, esta 
moción admite solicitudes de desglose de los señores 
Senadores. Si mal no recuerdo, el señor Senador He- 
ber solicita el desglose no del artículo 5. sino de sus 
literales D), E) y F). ¿Me equivoco? 

SEÑOR HEBER.- No, señor Presidente. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Bien. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la mo- 
ción de suprimir la lectura y votar el articulado por 
Títulos, con la excepción de los tres literales mencio- 
nados del artículo 5.*. 

(Se vota:) 

24 en 26. Afirmativa. 

En consideración el Título I del proyecto de ley. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 26. Afirmativa. 

En consideración el Título II del proyecto de ley. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-16 en 26. Afirmativa. 


En consideración el Título II, con la excepción de 
los literales D), E) y F) del artículo 5.”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-16 en 26. Afirmativa. 


En consideración los literales D), E) y F) del 
artículo 5.”. 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: solicito que 
los literales se voten en forma separada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
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En consideración el literal D). 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

20 en 26. Afirmativa. 

En consideración el literal E). 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 24. Afirmativa. 

En consideración el literal F). 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 24. Afirmativa. 

En consideración el Título IV del proyecto de ley. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 24. Afirmativa. 

En consideración el Título V del proyecto de ley. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 
-16 en 24. Afirmativa. 


Finalmente, en consideración el Título VI del pro- 
yecto de ley. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-16 en 24. Afirmativa. 


Ha quedado sancionado el proyecto de ley, que se 
comunicará al Poder Ejecutivo a los efectos de su pro- 
mulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado por ser igual al considerado). 


24) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asun- 
tos, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 22 y 44 minutos, presidiendo 
el señor Danilo Astori y estando presentes los señores 
Senadores Abreu, Agazzi, Antognazza, Baráibar, 
Conde, Couriel, Fernández, Gallinal, Gallo 
Imperiale, Heber, Larrañaga, Lescano, López 
Goldaracena, Michelini, Moreira (Constanza), 
Pasquet, Penadés, Rosadilla, Rubio, Solari, 
Tajam, Topolansky y Viera). 
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